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D E L  D E R E C H O  U R B A N I S T I C O
I N T R O D U C C I O N
1. Vivimos en una êpoca explosiva.
El crecimiento armônico del saber, la lenta evoluciôn de las 
costumbres, la vida apacible -ritmos propios de tiempos pasados- 
han desaparecido abruptamente.
Por lo que toca al conocimiento, cuya difusiôn es una manera 
de medirlo, se ha calculado que antes del uso de los tipos movi 
bles de imprenta -inventados por Gutenberg en el siglo XV- Euro 
pa producîa no mâs de 1.000 libros nuevos por aho, Cuatro siglos 
mâs tarde, en 1950, se editaban en este continente 120.000 tîtu 
los nuevos, anualmente. Una dêcada despuês, esa cifra se eleva 
ba a 192.000. Esto quiere decir que, mientras en el siglo XV se 
habria tardado cien ahos en completar una biblioteca de 1 0 0 . 0 0 0  
volûmenes,la misma faena, en 1960, habria requerido apenas de 
un poco mâs de seis meses (1 ).
Si miramos hacia el mundo de la Ciencia,el bioquîmico Philip 
Siekewitz, a mediados de los ahos 60, diô el siguiente testimo 
nio: "lo que hemos aprendido en las très ûltimas dêcadas acer- 
ca de la naturaleza de los seres vivos, supera en extensiôn de 
conocimiento a cualquier perîodo comparable de descubrimiento 
cientifico de la historia de la humanidad" (2 ).
En el campo de la tecnologîa, ha llegado a ser un lugar co- 
mûn sehalar que -en las mâs diversas âreas: desde los cultivos 
agricoles hasta la electrônica- los inventos producidos en los 
ûltimos cuarenta ahos superan largamente al total de las inven 
ciones descubiertas desde los inicios de la civilizaciôn.
2. La ciudad, como centro de localizaciôn de estos cambios ex- 
plosivos, no ha podido permanecer ajena a ellos; particularmen 
te, porque ella misma alberga en su seno a uno de los elemen—
(1) Robert Escarpit: "The Book Revolution". London, Unesco, 1966
(2) Cit. por Alvin Toffler: "El Schock del Futuro"; Ed. Plaza 
& Janês, Barcelona, 1972.
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tos que han explosado; el elemento humano.
Durante incontables milenios, la humanidad se mantuvo por 
debajo de los mil millones de individuos. Esa cifra se alcan- 
z6 , reciën, alrededor de 1830. Sin embargo, bastaron s61o cien 
ahos para duplicar la lenta tarea acumulada en los cientos de 
miles de ahos transcurridos desde la formaciôn de la especie 
humana. Para completar el tercer millar de millones se necesi 
taron solamente 31 ahos: ello ocurrîa en 1961. Apenas catorce 
ahos despuês, en 1975, la humanidad traspasaba la barrera del 
cuarto millar de millones. El quinto millar serâ alcanzado en 
la segunda mitad de la dêcada de los 80. Y, para el aho 2.000, 
la poblaciôn mundial se calcula en 6.260 millones de habitan­
tes, en cifras redondas (3).
La ciudad ha sufrido doblemente este impacto; no s61o ha - 
debido absorber su cuota en el crecimiento general, sino tam- 
bien ha tenido que soportar la avalancha migratoria venida - 
desde el medio rural.
En 1850, apenas cuatro ciudades en todo el orbe, sobrepasa 
ban el millôn de habitantes. Sôlo cincuenta ahos despuês -en 
1900- el club de ciudades millenaries casi se habla quintupli 
cado: eran diecinueve. Pero ya en 1960, su nûmero alcanzaba a 
ciento cuarenta y una. Hoy, probablemente, sobrepasan la ci 
fra de doscientas (4).
Entre los ahos 1980 y 2.000 se calcula que el crecimiento 
demogrâfico rural y urbano de Amêrica Latina seguirâ los si- 
guientes niveles y ritmos: mientras la poblaciôn rural crece 
râ de 120 a 140 millones de habitantes, la poblaciôn urbana 
aumentarâ de 230 a 450 millones. Esto significa que, mien—  
tras la primera se incrementarâ en un 16*66%, la urbana lo - 
harâ en 95*65%,es decir, llegarâ casi al doble.
(3) Dates de la "British Encyclopedia", London, 1980; comple 
mentados con las tablas comparativas elaboradas y proyec
tadas por la "World Christian Encyclopedia"; Oxford UniversT 
ty Press, New York, 1982. “
(4) Cfr. datos sobre crecimiento de ciudades, en "Ekistics"; 
Institute de Ciencia Social de La Haya.
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Teôricamente, el câlculo medio del crecimiento urbano -el 
mâximo arroja cien millones mâs- obligaria a construir, ante£ 
de finalizar este siglo, junto a cada ciudad de Amêrica Lati­
na, una urbe gemela del mismo tamaho. Fray Michel Ramlot, fren 
te a estos câlculos, puntualiza que "no se trata de edificar 
ciudades nuevas", pues las existantes son "sistemas abiertos 
que van a experimentar un brutal crecimiento exponencial"; y 
plantea que el desafio "es, por lo tanto, alojar unos cincuen 
ta millones de families nuevas y de darles el cuadro de vida 
para su desarrollo social, integrado en el ambiente urbano" (5).
Capîtulo aparté merecerîa la presiôn que sobre la ciudad y 
su atmôsfera viene ejerciendo -de manera agobiante- la explo- 
siôn vehicular.
Basta asomarse a la calle -y, a veces, ni eso es necesario- 
para advertir cômo los vehîculos saturan la ciudad y ensucian 
el aire mâs allâ del limite soportable. Como un monstruo insa- 
ciable, la explosiôn vehicular comenzô devorando los bordes de 
las celles, angostando las veredas y las grandes avenidas, en 
desmedro del peatôn. Pero ahora ya invade los espacios reser- 
vados al trânsito pedestre, las âreas verdes, los espacios de 
recreaciôn; y hasta se trepa a énormes edificios de estaciona- 
miento que ocupan espacios reservados, antes,para el uso del 
hombre.
3. El Urbanismo, empujado por tentas corrientes explosives, se 
hubiera desquiciado irremisiblemente si su loca carrera no hu- 
biese sido aminorada gracias a las riendas del Derecho Urbanis^ 
tico. Desde el punto de vista de la aceleraciôn progresiva del 
tempo humano, y de su presiôn directe sobre la ciudad, el Dere
cho Urbanistico es un derecho de emergencia.
(5) M. Ramlot, O.P.; "Ecologie y Urbanismo", U. Catôlica Santo 
Tomâs de Aquino, Tucumân, 1981.
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Es cierto que el fenômeno urbano tuvo siempre alguna forma 
de regulaciôn. Pero, hasta el siglo XIX, se trataba de direc­
tives o patrones de carâcter têcnico y de indole administrati 
va.
La legislaciôn urbanistica europea comienza a perfilarse 
con las leyes de ensanche de las grandes ciudades, que inten- 
taban regular los efectos de la primera explosiôn demogrâfica 
detectada a mediados del pasado siglo. Sin embargo, a esta le 
gislaciôn le preocupaba, mâs bien, ordenar la expansiôn de las 
ciudades y su,estructura interior, separando el dominio pûbl^ 
co del privado, sin intervenir en el contenido del derecho de 
propiedad -sacralizado en las leyes civiles a partir de la Re 
voluciôn Francesa (6 )- ni atribuir directamente, a los particu 
lares beneficiados, el peso de las cargas urbanisticas.
El Derecho Urbanistico, tal como hoy le concebimos, tiene po 
co mâs de medio siglo de desarrollo. Uno de sus antecedentes 
teôricos fuê la Carta de Atenas -de 1933- verdadera Carta Mag 
na del urbanismo, severa denunciante de las atrocidades come- 
tidas con la ciudad por su falta de ordenaciôn y por el apeti 
to especulativo (7), y reivindicadora del derecho del hombre 
a encontrar en ella un aposento digno.
Con todo, la acciôn urbanistica del Estado -tanto en su fa 
ceta administrativa como en las vertientes legislativa y jud^ 
cial- recien aparecen y se desarrollan en Europa durante y - 
despuês de concluida la Segunda Guerra Mundial. Nos referimos 
a la creaciôn de Ministerios de urbanismo y de vivienda y de 
ôrganos de protecciôn del entorno; a la dictaciôn de leyes or 
gânicas -y aûn de côdigos- en materia urbanistica; al acbpio 
de criterios jurisprudenciales; a la elaboraciôn doctrinal de 
las bases e instituciones especificas de este derecho y a su
(6 ) La declaraciôn de los Derechos del Hombre y del Ciudadano 
de 1789, proclama a la propiedad como "sagrada e inviola­
ble"; y contempla la expropiaciôn sôlo por "necesidad pûblica"
(7) "El caos ha entrado en las ciudades", advierte la Carta, 
ya en 1933.
Vrecepciôn legislativa y judicial; y, en fin, a la conversiôn 
del arte de edificar y componer el espacio, de un quehacer del 
derecho privado, en el objeto de una funciôn pûblica.
4. En Ibero-amêrica -con la excepciôn del crecimiento prodigio 
so de algunas urbes como Ciudad de México, Buenos Aires, Sao 
Paulo, Rio de Janeiro, Bogotâ, Caracas o Santiago de Chile- el 
desarrollo acelerado de las grandes ciudades ha sido amortigua 
do por su âreas de expansiôn -generalmente, mucho mâs extensas 
y despejadas que en el continente europeo- ejerciendo, asi, me 
nor presiôn spbre el desarrollo del Derecho Urbanistico.
Hay paises -como Perû, Bolivia, Paraguay y la propia Vene 
zuela- que carecen de una legislaciôn orgânica en esta materia. 
En otros, sea por su extensiôn, sea por su estructura federal, 
sea por ambos factores -como ocurre en Brasil- la normativa 
existante no se ha desarrollado a niveles parejos en todo el 
territorio ni se encuentra articulada a escala nacional. En 
otros, como México, Guatemala, Honduras, El Salvador, este de 
recho se encuentra en estado embrionario; advirtiêndose -no 
obstante- un notorio interés por desarrollarlo. En otros, por 
ûltimo, en que existe cierto grado de avance législative y de 
organicidad -es el caso de Argentina y de Chile- pueden detec 
tarse sensibles vacios.
5. Este trabajo pretende extraer y formular -desde el seno de 
los ordenamientos urbariisticos de las democracias occidentales- 
los principios bâsicos que les animan, y cuya constelaciôn ten 
ga aptitud para conformar un sistema que pueda ser utilizado 
como estructura bâsica por aquellos Estados que -hallândose em 
parentados con la misma familia jurîdico cultural- carezcan de 
una normativa urbanîstica o que -teniéndola dispersa- aborden la 
tarea de estructurarla.
Pretende, tambiên, proporcionar a las Universidades un es­
quema coherente de taies principios y -a travês de ellos- de 
las instituciones jurîdicas mâs relevantes en esta rama del De 
recho; esquema, êste, que pueda servir como estructura de apo- 
yo para el estudio teôrico del Derecho Urbanîstico o para el 
enfoque de la respectiva legislaciôn con una sistemâtica prin
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cipial, Pretende, por ûltimo, ofrecer una sîntesis de la legi£ 
laciôn urbanîstica chilena, describiêndola conforme al sistema 
de principios recien enunciado.
Para servir a taies propôsitos, hemos dividido el trabajo 
en cuatro Partes.
En la Primera se aborda el tema de la JURIDIZACION del Ur 
banismo. Se describe, en primer lugar, el desarrollo histôrico 
de este fenômeno con las ilustraciones apropiadas; se analiza, 
a continuaciôn, el concepto del Derecho Urbanîstico; y se arti 
culan ambos conceptos a travês de su ôrgano operative: la Adm^ 
nistraciôn Urbanîstica.
La Segunda Parte analiza la naturaleza de los Principios 
del Derecho y describe sus funciones en el Ordenamiento Jurîdi 
co, concluyendo con la enunciaciôn de los Principios Fundamen- 
tales del Derecho Urbanîstico.
La Tercera Parte estâ dedicada a analizar, en sus capitules 
respectives, los Principios Fundamentales anteriormente alu- 
didos, poniendo en relieve el modelo principial que ellos con 
figuran.
La Cuarta Parte, finalmente, aplica el Modelo descrito en la 
Tercera, a la legislaciôn urbanîstica chilena; pretendiendo corn 
probar la hipôtesis de que êsta -por sus instituciones bâsicas 
y por la recepciôn del Modelo y de sus principios fundamentales- 
comporta la existencia de un Derecho urbanîstico chileno.
Pedimos excusas si la magnitud de la tarea que nos propus^ 
mos, unida a nuestra incapacidad de mayor sîntesis, ponen a 
prueba la resistencia del lector. Tenemos, sobre este punto, 
la misma disculpa que ofrecîa Voltaire en una carta: "Perdonad 
su extensiôn, pero no he tenido tiempo para hacerla mâs breve".
PRIMERA PARTE: EL URBANISMO Y SU JURIDIZACION.
CAPITULO I: IDEA DEL URBANISMO
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1. DOS VIAS PARA LLEGAR AL CONCEPTO DEL URBANISMO.
No obstante que la ordenaciôn de su habitat acompanô a las 
comunidades humanas durante todo el curso de la historia, la 
acuhaciôn del têrmino URBANISMO es de fecha reciente.
Cuenta Gabriel Alomar que, siendo estudiante de arquitectu 
ra, alrededor de 1930, un amigo suyo quiso saber a quê pensa 
ba dedicarse y él le respondiO que querîa ser urbanista. A 
los pocos dîas su amigo le abordO sumamente extranado; la ûn^ 
ca acepciOn que habîa encontrado, en su diccionario Larousse 
de la voz "urbanista", era la de "partidario del Papa Urbano".., 
(1) .
Parece ser que la expresiôn URBANISME fuê utilizada por vez 
primera, en 1910, por el arquitecto francês Paul Clerget en un 
articule de la "Revue Romaine" -segûn Alomar- o en el "Bulletin 
de la Société Géographique" de Neufchatel, segûn Bardet (2).
Por lo demâs, por esta misma fecha -como bien apunta José 
M. Hernândez- ténia lugar en Londres una reuniôn de los g r ^  
des pioneros de esta disciplina; Patrick Geddes, Louis Bonnier, 
Stubben, Thomas Adams, Eugene Hénard, Ebenezer Howard, Lilien 
berg, Raymond Unwin y otros (3); poniendo asi en evidencia la 
gran inquietud que comenzaba a bullir en torno a la problemâti 
ca urbana.
Esta problemâtica -siguiendo sôlo formalmente la idea de Le 
febvre (4)- se expresa en cuatro pianos distintos, pero que se 
interinfluyen y complementan: el piano especulativo de la filo 
sofia de la ciudad, en el que tienen cabida los grandes utopi£ 
tas, desde Platén, San Agustin y Tomâs Moro hasta Robert Owen, 
Charles Fourier, Arturo Soria o Tony Gamier; el piano cient^ 
fico de la doctrina urbanistica, donde encontramos desde los 
grandes precursores como Hipédamo en Grecia y Vitrubio en Roma, 
pasando por Eiximenic en la Edad Media, hasta Howard, Lewis 
Mumford, Ildefonso Cerdâ, Camilo Sitte, Frank Lloyd Wright y
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Le Corbusier; el piano de los conocimientos especializados o 
ciencias auxiliares del Urbanismo; historia, sociologia, eco 
nomîa, psicologîa, antropologia urbanas, en que destacan Fu£ 
tel de Coulanges, Max Weber, Spengler, Toynbee, Friedmann y 
Von Hayek; y el piano de la aplicaciôn de todos estos conoci 
mientos, que constituye el de las têcnicas urbanisticas.
La primera via de ingreso al concepto de Urbanismo consi£ 
te, pues, en la abstracciôn que hay que hacer -del conjunto de 
materiales de estudio de la ciudad desde sus distintos enfo—  
ques- de aquellas connotaciones que se refieren al modo de 
concebirla, de proyectarla y de construirla. Asi, el Dicciona 
rio de la Lengua espanola nos dice que Urbanismo es; "Conjun 
to de conocimientos que se refieren al estudio de la creaciôn, 
desarrollo, reforma y progreso de los poblados en orden a las 
necesidades materiales de la vida humana" (5).
Con todo, no quisiéramos que la abstracciôn fuese el ûnico 
medio de atrapar la idea de algo tan concrete y tan orgânico 
como es la formaciôn de las ciudades.
Cuando Aristôteles quiso dar una nociôn de lo que era la 
filosofia, comenzô por describir que era lo que los hombres, 
en la historia conocida de su tiempo, habian entendido por se 
mejante menester (6 ). Esta séria la otra via -para nosotros, 
la mâs acertada- de aproximaciôn al concepto y a la sustancia 
del Urbanismo.
Siguiendo -a respetuosa distancia- tan luminosa inspira 
ci6 n, y conscientes del riesgo de embarcarnos en un largo pe 
regrinaje, intentaremos describir -lo mâs sucintamente- posi 
ble- que han venido haciendo los hombres en torno a una acti 
vidad tan esencialmente humana y, al mismo tiempo, tan univer 
sal como es la de construir, protéger y renovar las ciudades.
2. EL URBANISMO EN LA ANTIGÜEDAD.
No es el môdulo urbanistico denominado manzana, ni su tej_i
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do Quadrangular, ni el espacio llamado calle que las comunica, 
un producto elaborado por la planificacidn moderna. Por el con 
trario, el urbanismo contemporâneo ha recogido, o ha tenido 
que asimilar, elementos de organizaciôn del espacio que atra 
viesan la noche de la historia hasta llegar a los albores de 
la vida sedentaria; y que aûn los sobrepasan, remontândose a 
la organizaciôn de la vida nômada de los pueblos primitivos.
Se han descubierto aldeas regularmente organizadas en el va 
lie de la Mesopotamia, a orillas del Nilo, junto al Mar Medi  ^
terrâneo y en el valle del Indo, que datan de hace unos.5.000 
anos (7).
Hablar de la "Antigüedad" implica utilizar una fôrmula vaga, 
inclusive en la determinaciôn del tiempo a que ella se refiere, 
y -desde luego- absolutamente inadecuada para engarzar en ella 
concepciones culturales tan distintas como las que separan -a 
modo de ejemplo- la ciudad egipcia de la ciudad hitita.
Pero si hemos de usar la expresiôn en el sentido vulgar en 
que la recoge Fustel de Coulanges (8), y que alude al horizonte 
lejano de las primeras civilizaciones conocidas, podemos decir 
que aun en ese vasto horizonte se pueden reconocer très caracte 
rîsticas comunes:
- la primera es la naturaleza bâsicamente religiosa y el 
sentido ritual del establecimiento de la ciudad; esta impronta, 
a milenios de distancia, se réédita en la fundaciôn de las ciu 
dades coloniales espaholas en el Nuevo Mundo.
- el segundo carâcter consiste en la traza de la ciudad. El 
diseno de ella no es una elaboraciôn teôrica; estâ inspirado 
en la experiencia de la ordenaciôn de los campamentos en la vi 
da nômada.
- el tercero consiste en el reflejo que la ciudad configura 
-como organizaciôn del espacio- de la estructura polîtico-reli 
giosa y social de las primeras comunidades humanas.
6.
3. LA CIUDAD EGIPCIA.
Entre 45 y 50 siglos atrâs, los egipcios construyeron -en 
el Delta del Nilo, cerca del lago Moeris- la ciudad laboral 
de Kahum, proyectada para albergar a los constructores de la 
pirâmide de Illahum (9).
La planta de esta ciudad -que parece situarse dentro de 
una serie de poblados de este carâcter- suscita considerable 
interês, como un hito preciso en el desarrollo del urbanismo; 
pues, tratândose de una ciudad artificial, pone a prueba los 
conocimientos y el grado de avance de sus proyectistas, de£ 
cargados -en este caso- de circunstancias condicionantes co 
mo la edificaciôn anterior o la preexistencia de enclaves 
significatives.
Kahum fue disenada en una red de largos bloques ortogona 
les comunicados por estrechas vîas rectilîneas; el conjunto 
de la ciudad estaba encerrado dentro de muros rectangulares 
(ver fig. 1 en la hoja siguiente).
Las viviendas destinadas a los operarios eran habitâculos 
de muy reducidas dimensiones. Garcia y Bellido apunta que ca 
recîan de vanos al exterior (1 0 ); pero, en cambio, tenian ac 
ceso a terrazas superiores que hacîan las veces de techumbre 
y de lugar de esparcimiento. Divididas por una pared, habîa 
un grupo de casas mâs amplias, probablemente destinadas a 
los que dirigîan la construcciôn (ver fig. 2 ).
Llama la atenciôn que todo el conjunto estaba dotado de 
agua, mediante estanques situados en los pequehos patios que 
conectaban las viviendas, y de un sistema de desagües que 
vertîan en sumideros abiertos situados en el centro de las 
calles.
Los restos de esta ciudad abandonada nos demuestran que, 
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egipcios, habîan descubierto que una ciudad de planta ortogô 
nica es mâs econômica que cualquiera otra, tanto para con£ 
truirla como para mantenerla. La cuadrîcula -o el môdulo or 
togonal, para ser mâs precisos- habîa entrado ya en la histo 
ria del urbanismo.
El hecho de que senalemos Kahum como el primer conjunto 
urbano subsistante, no significa que sea el mâs antiguo ni 
-mucho menos- el mâs représentât!vo. Mucho antes que Kahum exi£ 
tiô Memphis -la antigua On- donde el primer calendario habîa 
sido inventado hace ya 63 siglos (aho 4.241 A.C.). Quedan 
tambien los *restos de Tebas y de Tel-El-Almarna (11) , creada 
por el faraôn Amenophis IV con el nombre de Achut-Atôn (Hor^ 
zonte Solar), cuyas anchas avenidas, su traza regular y la 
piedra de sus construcciones -que permitiô que subsistieran- 
asî como la presencia de jardines y de servicios higiênicos, 
hacen suponer el carâcter cortesano de sus moradores (ver 
fig. 3 y 4).
Con toda la riqueza arqueolôgica de tipo monumental dejada 
por el antiguo Egipto, no es fâcil reconstituir las formas de 
la vida urbana. Parece ser que el carâcter supratemporal de 
la cultura egipcia -donde la vida era sôlo un breve trayecto 
hacia el gran viaje de la muerte- produjo una tajante sépara 
ciôn entre la divinidad encarnada -el Faraôn y la clase sacer 
dotal gobernante- y el pueblo. Para construir los grandes tem 
plos-ciudadelas (Luxor, Karnac), las estelas, los pôrticos, 
los obeliscos, las esculturas monumentales que bordeaban las 
grandes avenidas de acceso y -en fin- los gigantescos recin 
tos funerarios de las pirâmides, se reservaron los materiales 
nobles y perdurables: la piedra y toda la rica variedad de 
los mârmoles que debîan desafiar el paso de los siglos. Las 
viviendas del pueblo -en cambio- levantadas al abrigo de los 
templos-palacios, se construyeron con barro, caha y junco; y 
fueron aventadas por el tiempo (12).
Es posible rescatar, en todo caso, como elementos urbanî^ 
ticos de la ciudad egipcia planificada, el trazado ortogonal; 
la existencia de grandes avenidas que servîan para las ceremo
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nias procesionales, los desfiles militares y los cortejos fune 
rarios; la arquitectura monumental, realzada por la perspecti 
va de las columnas y las esculturas alineadas a ambos costados 
de las avenidas de acceso, que -muchos siglos mâs adelante- va 
a ser utilizada por la Roma Imperial y, durante el Renacimien 
to, por toda Europa; la preocupaciôn por la higiene, expresada 
en los sistemas de evacuaciôn de excretas; la construcciôn de 
contrafuertes y defenses para preserver las ciudades de la tra 
dicional crecida de diecisêis palmos del Nilo; y -naturalmente- 
el aporte colosal de esas impresionantes invocaciones a la in 
mortalidad de los muertos, que son las pirâmides: sôlo en los 
alrededores de Al Kahiri (El Cairo) se contaban setenta y sie 
te, y una sole de elles -la de Kêops- estaba compuesta por un 
nûmero de dos millones y medio de bloques de piedra (11),
4. MOHENJO-DARO, EN EL VALLE DEL INDO.
Las excavaciones hechas a comienzos de este siglo por Sir 
John Marshall, en el extenso valle del rio Indo, permitieron 
descubrir très ciudades superpuestas de trazado regular en la 
provincia del Sind (actualmente Pakistân), la ûltima de las 
cuales data del aho 2.700 A.C.; es decir, se trata de una ciu 
dad que pudo ser contemporânea de Kahum. En la segunda ciudad, 
conocida como Mohenjo-Daro -"Lugar de los Muertos"- cuya funda 
ciôn se remonta a 45 siglos atrâs, se encontrô la red de alcan 
tarillado cubierto mâs antigua que se conoce, tan perfectamen 
te construida, que se ha dicho que puede compararse a los si£ 
temas de drenaje existentes en Europa en el siglo XVlll (12).
Pese a la inmensa distancia cultural y geogrâfica que sépara 
de Egipto a Mohenjo-Daro, tenemos aqui otra huella irrebatible 
del pristino origen de la cuadrîcula, como composiciôn de la 
ciudad, en la historia del Urbanismo.
Esta ciudad présenta très calles anchas, rectas y paralelas 
orientadas de Norte a Sur, cortadas por dos vîas de anchura si 
milar, en sentido Oriente-Poniente (ver Piano en fig. 5), con 
restos de pavimento. Entre estas vias principales -de una am 
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cuadriculada de callejuelas estrechas, algunas de 1,25 m. (ver 
fig. 7). Los desagües vertian en colectores que corrîan bajo 
el nivel de estas callejuelas, los cuales desembocaban en gran 
des cloacas ubicadas bajo las vias principales.
Llama la atenciôn -ademâs del gran recinto para celebrar 
asambleas que puede advertirse en el piano (fig. 5)- la exi£ 
tencia de bahos pûblicos, revelados por la excavaciôn de una 
piscina de 8 metros de ancho por 12 de longitud (ver fig. 8).
Sin embargo. Sir John Marshall (15) se encarga de advertir 
nos que de esta ciudad -portentosa para su ëpoca- no se cono 
ce ni su primitive nombre ni su verdadero roi e importancia.
Y Garcia y Bellido agrega que ella constituye "una excepciôn
sorprendente (pues) lo normal en las primitivas ciudades de 
su tiempo, y aûn de mucho despuês, tanto en el Oriente cerca
no como en Europa, fuê la anarquia de las construcciones, la
pobreza de ellas y la ausencia o timida presencia de servicios 
privados o pûblicos (16).
5. LA CIUDAD HITITA.
A titulo de notable curiosidad, debido a sus escasos vesti 
gios, dedicaremos aqui unas lineas a las ciudades hititas, de 
planta circular, entre las que se puede recorder Sendschirli 
(ver fig. 9) -cuya historia va desde el segundo milenio hasta 
el siglo VII A.C. (17)-, Nimrud, Arslan-Tasch y Sichem.
Constaban estas ciudades de un castillo o fortaleza con£ 
truido dentro de un circulo u êvalo central amurallado, desde 
el cual se proyectaban radialmente las vias que conducian ha 
cia las puertas de la ciudad, las que forman parte de un sis 
tema amurallado circular concêntrico al anterior, que a ve 
ces contaba con una doble muralla. La forma circular tenia 
por objeto evitar los Sngulos muertos de las esquinas, en ca 
so de ataque exterior.
Résulta curioso comprobar cêmo, muchos siglos despuês y 
con idênticos propôsitos defensivos, esta planta de contorno
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circular, dotada de vîas mâs o menos radiales, se reeditara en 
ciudades medievales como Madrigal de las Altas Torres, en Espa 
na (ver fig. 10).
6. BABILONIA, UNA METROPOLIS MESOPOTAMICA.
Entre las mâs antiguas ciudades situadas en los contornos 
del fértil valle de la Mesopotamia, -Ur, Erek, Lagash, Assur, 
Nimrod, Babel, Khorsabad y, a corta distancia, Nînive que fuê 
casi su gemela- todas las cuales parecîan leyendas antes de su 
descubrimiento desde el pasado siglo (18), ninguna tan extensa, 
tan bien organizada y tan hermosa como llegô a ser Babilonia, 
la capital de Aram-Nacharaim, el paîs de Asiria- entre rîos.
Siendo sus orîgenes probablemente anteriores al siglo XII 
A.C. -ëpoca de la salida de los israelitas de Egipto- (19), a^ 
canzô su esplendor en el S. VI A.C., en que Nabucodonosor hizo 
construir los célébrés jardines colgantes -la Sêptima Marav_i 
lia en el catâlogo del mundo antiguo- para aplacar la nostal^ 
gia de Semîramis, su cônyuge meda.
Herôdoto, que la conociô en su apogeo -a mediados del siglo 
V A.C.- dijo de ella que su circuito total era de 480 estadios 
(85.44 0 metros) y que "una extension urbana tal y una dispos^ 
ciên tan bella no tiene parangôn en ninguna otra de las ciuda 
des conocidas"... Cuenta, maravillado, que "En lo alto de la 
muralla (que la circunda) hay casas de un solo piso, unas fren 
te a otras, dejando entre sî espacio suficiente para que pueda 
pasar un carro de cuatro caballos... La ciudad estâ dividida 
en dos partes por un rîo llamado Euphrates, ancho, profundo y 
râpido, que viene de Armenia... Estâ llena de casas de très y 
cuatro pisos y las calles que la cruzan, tanto las que discurren 
a lo largo del rîo como aquellas otras que las cortan, son rec 
tas. Al final de cada una de las calles transversales se abren 
poternas de tal modo que son del mismo nûmero que las calles 
menores. Son tambien de bronce (como las Puertas de la ciudad) 
y caen sobre la misma orilla del rîo... En cada uno de los dos 
grandes barrios en que se divide la ciudad hay dos fortalezas.
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en una de las cuales se levanta el Palacio Real, rodeado por 
una alta y recia muralla" (20).
Pausanias, en el siglo II de nuestra era, -estando Roma en 
todo su esplendor- dijo de Babilonia que "fue la ciudad mayor 
que el sol iluminô nunca sobre la tierra".
Aunque las excavaciones praticadas por Robert Koldewey (21), 
desde 1899, rectificaron algunos câlculos demasiado entusias 
tas de Herôdoto -la muralla exterior tenia unos ocho metros de 
anchura, en lugar de los veintiseis (50 codos reales) que le 
atribuyô Herôdoto; su altura era aproximadamente de 30 metros, 
y no de 104 (200 codos); sus puertas eran ocho, y no cien- la 
exactitud de la descripciôn, dentro del perimetro de su doble 
muralla de alrededor de noventa kilômetros de longitud, puede 
apreciarse en el piano de la excavaciôn, en que aparecen los 
dos grandes sectores divididos por el rîo que la atraviesa de 
Norte a Sur en un recorrido de diecisêis kilômetros, las vîas 
y puertas de acceso y la Esagila o ârea sagrada (fig. 11). Pue 
de, tambiên, advertirse el gran puente construido sobre el rîo, 
en mitad de su curso, que constaba de cinco pilares, es decir, 
siete apoyos en un largo de cien metros, con veintidôs de an 
chura (fig. 12). Uno de los famosos pôrticos, rescatado por 
Koldewey, la Puerta de Isthar, daba acceso a la Via de las 
Procesiones conectando esta entrada con los Templos y Palacios 
de la margen oriental del Eûfrates (fig. 13 y 14).
Babilonia era tan enorme, con sus 45.000 hectâreas de super 
ficie, y tan portentosa con la Torre de Babel incluida en ella 
-la que tambien describiô Herôdoto- que para muchos no era una 
ciudad, sino una naciôn. Asî Aristôteles, quien -como büen ha 
bitante de una polis- tenîa un concepto de la ciudad a escala 
humana -y de allî su definiciôn de la ciudad como "un cierto 
nûmero de ciudadanos", o como "el nûmero total de ciudadanos 
que basta para la suficiencia de la vida" (22)- sehalaba que 
no podîa considerarse tal un recinto amurallado en el cual, al 
tercer dîa de haber sido ocupado un sector por fuerzas invaso 
ras, el sector opuesto aûn no se enteraba de ello...(23).
VI
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Digamos, por ûltimo, que el orden, la higiene y la belleza 
de Babilonia deben haber dependido, de alguna manera, de la 
drasticidad de las medidas de policîa urbana; toda vez que un 
propietario que violara la alineaciôn podîa ser colgado fren 
te a su propia casa (24).
7. LA CIUDAD GRIEGA.
Entre los precursores ilustres del Urbanismo en la antique 
dad, la historia ha rescatado el nombre de Hipôdamo (o Hippo 
damus) de Mileto (nacido alrededor del aho 500 A.C.), quien 
planifie# y levant# varias ciudades griegas, introduciendo la 
amplitud en el trazado rectilîneo de las vîas principales, la 
idea de extensibilidad de la urbe y la agrupaciôn zonal de las 
edificaciones, atendiendo a su destino. La propia Mileto, des 
truîda por los persas en el aho 494 A.C., habrîa sido recons 
truîda hacia el aho 475 con la participaciôn de Hipôdamo (fig. 
15). En su expansiôn al Asia Menor y a la penînsula itâlica, 
los griegos aplicaron este modelo de planificaciôn, dando orl 
gen a las que hasta ahora se conocen como "ciudades hipodâm^ 
cas". Entre ellas, destacan Olynto, Knidos (fig. 16), Prienne 
(fig. 17 a 20), Pêrgamo, Magnesia y Gerasa, en el Asia Menor; 
y Agrigento (Sicilia), Neâpolis (Nâpoles), y Poseidonia (Pae£ 
tum) en la penînsula itâlica.
Chueca Goitia sehala que Aristôteles atribuyô a Hipôdamo el 
mêrito de haber dejado una teorîa racional de la ciudad y de 
haber puesto en prâctica -por vez primera- la doctrina de su 
lôgica distribuciôn (25).
Asî como Hipôdamo estableciô, en su ëpoca,una teorîa de la 
ciudad, la cultura griega enriqueciô notablemente su compos^ 
ciôn.
Frente al culto de la muerte, Grecia exaltô el amor por la 
vida, el cultivo del cuerpo y la admiraciôn de su hermosura. 
Frente a la contemplaciôn y el ensimismamiento, diô vuelo a la 
oratoria y a la discusiôn pûblica. Frente a las castas cerra 
das e imperméables de Egipto, la India y Mesopotamia, Grecia 
invent# la democracia.
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El espîritu griego no descubriô el arte; pero supo regular 
y perfeccionar sus diversas expresiones y las puso -sobre todo- 
al alcance del pueblo. No olvidemos que las nueve Musas llevan 
nombres griegos.
Estos elementos de la cultura griega aportaron a la ciudad 
très nuevos ôrdenes de espacios y edificaciones pûblicas.
En primer lugar, el âgora o plaza pûblica que se convertiria
en el centro cîvico de las ciudades-estado griegas y en escuela
de sus ciudadanos. Alrededor de ella se levantaban el ecclesias 
terôn o recinto cerrado para las asambleas pûblicas, el bouleu 
teriôn o sala de las reuniones municipales y el prytaneiôn o 
sala del gobierno ciudadano. A veces, a un costado del âgora 
se levantaba la Stoa, que era una especie de loggia alargada,
de una o dos plantas, donde se practicaba el comercio y los
ciudadanos se reunîan a tratar sus asuntos (26) (Ver figuras 
21, 22 y 23).
Si el Agora y sus edificaciones circundantes fueron la expre 
siôn urbanistica de la democracia griega, el cultivo y la difu 
siôn de las bellas artes tuvo su sede en el Teatro y en el 
Odeion, cuyas condiciones de arquitectura, visualidad y acûs 
tica llegaron a una perfecciôn insuperable (27).
El desarrollo del cuerpo y de la destreza fîsica tuvo su 
sede en el Gymnasio, asi como el de las competencias atlêti 
cas lo tuvo en el Estadion, entre los cuales el de Olympia se 
haria célébré por sus juegos cuatrienales cuya tradiciôn, re 
novada, perdura hasta el présente.
Por ûltimo, la Akrôpolis o fortaleza se situaba en lo alto 
de una colina dominante; pero no era esencial en la concepciôn 
de la ciudad.
8. LA CIUDAD ROMANA.
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mâs exacta las proyectadas de acuerdo a las teorîas hipodâmi^ 
cas que la propia Atenas, de igual manera no se puede tener 
un concepto del urbanismo romano centrando sôlo la atenciôn 
en Roma.
Esta paradoja se explica por el condicionamiento forzoso 
que a todo plan de renovaciôn de una ciudad le imponen su tra 
za primitiva, las construcciones existentes y el mecanismo de 
funcionamiento de la ciudad ya hecha; factores resistentes a 
cualquiera reforma.
Garcia y feellido, tomando el testimonio de Liuius (ano 174 
A.C.), senala que Roma -por aquël tiempo- debia causar muy ma 
la impresiôn a los viajeros provenientes de cualquiera ciudad 
del Oriente griego. "Las casas se habian levantado al azar y 
las irregularidades del suelo habian obligado a calles de cur 
S O  movido, serpenteantes, empinadas (cliui), a vias estrechas, 
anârquicas y tortuosas (angiportus)... Ahâdase que la mayoria 
de las calles carecian de aceras (margines) y que el enlastra 
do (empedrado) de las mismas no era tampoco frecuente... habia 
una infinidad de callejuelas y pasajes irregulares y sucios, 
casi intrasitables, co^^'^tres metros de anchura, que debian 
de formar la red viaria de los barrios mâs populares y densos, 
como el Argiletum... o la Subura, con sus tenduchos y vivien 
das misérables, habitâculo de gentes de muy baja estofa" (28). 
Las construcciones eran de madera y adobe y habia edificacio 
nés -insulae- de cinco y mâs pisos saturadas de inquilinos de 
todas clases y procedencias (fig. 24). En la parte anterior 
del piso bajo de las insulae -y tambiên de muchas domus- se 
ubicaba las tabernae, recinto mixto de vivienda y local de ar 
tesanos y pequehos comerciantes (fig. 25).
Sêneca -a mediados del S. I- decia que en Roma se estaba 
siempre pendiente del menor ruido de techos y paredes para huir 
al punto. En las casas se vive con la permanente angustia de un 
sûbito hundimiento (29). Cicerôn -un siglo antes- contaba a 
Atticus que "se me han hundido dos de mis tabernae... Los in 
quilinos y hasta las ratas se han mudado..." (30). Juvenal pre 
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de "daba horror ver tantos incendies y tantos hundimientos y 
estar siempre esperando nuevas amenazas" (31).
En este panorama, s61o un aniguilamiento masivo de la ciu 
dad permitirîa su reforma. Y este acontecimiento -casual o 
provocado- ocurriô con el espantoso incendie del aho 64, bajo 
Nerôn, que durô echo dîas, destruyô très y danô gravemente a 
siete de les catorce barrios en que Auguste -primer gran urba 
nizador de la ciudad(32)- la habîa dividido.
"El primer problema planteado tras el colosal incendie fuê 
el de les escombros. Estes se aprovecharon, en primer lugar, 
para terraplenar desniveles, cegar lagunas y charcas y unif^ 
car en le posible las cotas, dando asî asiento mâs regular a 
la nueva ciudad" (33).
Nacerîa asi la Nova Roma, inspirada en las ordenanzas del 
propio Nerôn, que nos refiere Tâcito: "Ordenô (Nerôn) que las 
casas fuesen reedificadas no... sin régla ni orden, sine ali 
neadas y formando calles mâs anchas, limitando la altura de 
las casas y ahadiêndolas porches en les frentes de las insu 
las para protegerlas del fuego. Nerôn prometiô construir esos 
pôrticos a expensas del estado y entregar les terrenes 1impies 
de escombros a les duehos de les solares. Prometiô tambien pr^ 
mas segûn la categoria social y las posibilidades econômicas 
de cada une y limitô el tiempo de construcciôn de las domus y 
las insulae para poder percibir las sumas prometidas... Los 
edificios habian de ser construidos en sus partes fundamenta 
les sin vigas de madera y consolidados con piedra de Gabi o 
de les Montes Albanos, refractarias al fuego... El agua, in 
terceptada per abuses de ciertos particulares, se puso -bajo 
vigilancia... se instalaron depôsitos de herramientas para ex 
tinguir les incendies. Entre casa y casa no debia haber pare 
des comunes, sine tener cada una las suyas propias" (34).
A estas sabias disposiciones, mejoradas posteriormente per 
Trajano y per Septimio Severe -autor de les célébrés pianos co 
nocidos como "Forma Urbis Severiana"- y su hijo Caracalla
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(anos 203-211 D.C.), pudo Roma cenir su portentoso desarrollo 
(fig. 26) de cuya magnificencia dan cuenta los Regionarii, del 
Siglo IV, que constituyen una verdadera estadîstica de su equ^ 
pamiento y ornato urbano (35).
El mejor testimonio del efecto que pudo provocar la Roma re 
novada, nos lo da el Emperador Constancio II, a su llegada por 
vez primera a la gran capital desde el Oriente, de acuerdo al 
relate del historiador Ammianus Marcellinus:
"Llegado al Fore (fig. 27) contemplô desde lo alto - 
de les"Rostra (tribuna pûblica de las arengas) aquel 
maravilloso centre de la antigua potencia romana. Que 
d6 estupefacto. Sus ojos, a cualquier parte que mira 
ban, deslumbrâbanse por el enorme resplandor de tal 
continuidad de prodigies... Despuês recorrriô los 
barrios urbanos y suburbanos construidos ya en terre 
nos llanos ya en lo alto o en las laderas de las sie 
te colinas, creyendo siempre no poder contemplar na- 
da mejor que lo que acababa de admirar. Allâ se alza 
ba el temple de Jupiter Tarpeius (Jûpiter Capitolino, 
llamado asî por su proximidad a la célébré Roca Tar- 
peya), que le pareciô superior al reste, en la misma 
medida que las cosas divinas son superiores a las hu 
manas. Mâs allâ las Thermas, comparables por su ex—  
tensiôn a provincias enteras. Lejos la soberbia masa 
de Amphitheatrum (el majestuoso Coliseo) construido 
con piedra de Tibur y cuya altura cansa a la vista - 
si ésta trata de medirla. Luego la audaz bôveda del 
Pantheon y su vasta circunferencia, semejante a un - 
barrio por su amplitud. Después aquellas columnas g^ 
gantescas accesibles hasta su cüspide por escalas y 
coronadas por efigies de antiguos Emperadores (las - 
Columnas de Trajano y Marco Aurelio que aûn subsis—  
ten y la de Antonino Pîo, destruîda), El Templum Ur­
bis y el Forum Pacis, el Theatre de Pompeius, el Oda 
eum,y el Stadium y tantas otras maravillas que ador- 
nan la Ciudad Eterna. Pero cuando llegô al Forum Traia 
ni (fig. 28) construcciôn ûnica en el Universe y digna, 
segûn nosotros, de admiraciôn por parte de los mismos 
dieses, se detuvo atônito tratando de medir con el pen 
samiento aquellas grandiosas proporciones que superan 
a toda descripciôn y que ningûn humane esfuerzo podrîa 
volver a repetir... En medio del asombro que le causa 
ba ver esta acumulaciôn de prodigies, el Emperador cia 
maba contra la insuficiencia o la injusticia de la Fa 
ma, tan sospechosa de exageraciôn en cualquier otro 
case y tan por debajo de la realidad en cuanto prego 
naba de Roma" (36).
Si nos hemos detenido en el relate de la dramâtica urbaniza
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ciôn "a fuego" de Roma (37), ha sido no s61o por la importancia 
que ella tuvo como cabeza del mâs extenso Imperio de la historia; 
sino -principalmente, por la naturaleza de este trabajo- para 
poner en evidencia el elevado tributo a la imprevisidn que de 
be pagar una sociedad cuando permite un desarrollo tan intenso 
-como el que Roma tuvo hasta el Siglo I de nuestra era- sin 
una adecuada planificacidn ni un control enêrgico de su acata 
miento.
Al estudiar el urbanisme romano se acostumbra distinguir en 
tre su desarrollo en Roma, en el resto de la peninsula itâlica 
y en el resto del Imperio. No debe, tampoco, olvidarse que mu 
chas ciudades itâlico-sicilianas -Poseidonia (Paestum), Neâpo 
lis (Nâpoles), Pompeia (fig, 29 y 30), Agrigentum (Akrâgas), 
Siracusa, Selinonte y hasta el puerto de Ostia- tienen plantas 
griegas y conservaron muchas edificaciones de ese origen de£ 
puês de su romanizaciôn.
La misma observaciôn cabe hacer con respecte a las ciudades 
fundadas por los griegos en los demâs territories que despuês 
pasarian a formar parte del Imperio romano. Cabe recorder -en 
tre las prehipodâmicas- Mainakê (aho 600 A.C., situada cerca
de Mâlaga), la mâs occidental segân Estrabon; y -entre las de 
estilo hipodâmico- la bella Alejandria (332 A.C., planeada por 
Deinokrâtes) con su isla de Phares, sede de otra de las Maravi 
lias del mundo antiguo; Antiêcheita (Antioquia, fundada el 300 
A.C. por Sêlenkos I Nikânor), con su avenida porticada de 1.400 
columnas de granité gris y rosa; Damaskôs, la capital aramea, 
ciudad caravanera con planta ortogonal de manzanas de 100x45 m.; 
Gerasa, con su célébré Tetrapylon (fig. 31); Ephesos, con su 
calzada central de 11 metros de ancho; que los romanes embelle 
cieron pavimentândola con mârmol blanco que aûn se conserva, y 
construyendo la Gran Via Arcadiana, porticada a ambos costados, 
de mâs de 500 metros de longitud y 21 de anchura (fig. 32).
Roma heredô de Grecia no sêlo las ciudades helênicas; here 
dô también su cultura; y heredô los Dieses de Esparta (38), 
es decir, la religiôn pûblica del Estado y -junte con ella-
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los ritos de la fundaciôn de la ciudad.
Hemos sehalado, al comenzar, el carâcter sagrado -pero pro 
funda y vitalmente sagrado- que ténia, en el mundo antiguo, 
la fundaciôn de una ciudad. Tomando los testimonies de Dion_i 
sio de Halicarnaso, de Plutarco, de Ovidio, de Tâcito, de Ca 
tôn el Viejo, de Varrôn y de Verrio Place, dejemos que Fustel 
de Coulanges nos narre la fundaciôn de Roma:
"El primer cuidado del fundador consiste en escoger 
el emplazamiento de la nueva ciudad. Pero esta elec 
ciôn, cosa grave y de la cual se cree que depende el 
destine del pueblo, se deja siempre a la decisiôn de 
los dieses. Si Rômulo hubiese sido griego, habria —  
consultado al orâculo de Delfos; si samnita, hubiera 
atendido al animal sagrado, el lobe o el picoverde. 
Latine, inmediato vecino de los etruscos, iniciado - 
en la ciencia augurai, pide a los dieses que le reve 
len su voluntad por el vuelo de los pâjaros. Los dio
ses le designan el Palatine.
El dia de la fundaciôn, empieza ofreciendo un sacr^ 
ficio. Sus compaheros forman alrededor de él, encien
den un fuego de zarza y une tras otro brincan sobre
la llama ligera. La explicaciôn de este rite es que, 
para el acte que va a realizarse, se necesita que el 
pueblo esté pure; ahora bien, los antiguos creian pu 
rificarse de toda mancha fisica o moral saltando so­
bre la llama sagrada.
Cuando mediante esta ceremonia preliminar ha prepa- 
rado al pueblo para el gran acte de la fundaciôn, R6 
mule cava un pequeho hoyo en forma circular y arroja 
en êl un terrôn de tierra que ha traido de Alba. Lue 
go, cada uno de sus compaheros, acercândose por tur- 
no, arroja, como êl, un poco de tierra, que ha trai­
do delpais de donde procédé. Este rito es notable y 
nos révéla en estos hombres un pensamiento que con—  
viene sehalar. Antes de llegar al Palatino habitaba 
en Alba u otra cualquiera de las ciudades vecinas. - 
Alli estaba su hogar; alli habian los padres vivido 
y estaban enterrados. Ahora bien, la religiôn prohi- 
bia abandonar la tierra donde se habia establecido - 
el hogar y donde los divinos antepasados reposaban. 
Habia sido, pues, necesario, para librarse de toda - 
impiedad, que cada uno de estos hombres se valiese - 
de una ficciôn y llevase con êl, en el simbolo de un 
terrôn de tierra, el sagrado suelo en que sus antepa 
sados estaban enterrados y al que se hallaban liga—  
dos sus Mânes. El hombre no podia trasladarse sin lie 
var consigo su suelo y sus abuelos. Era preciso que 
este rito se consumase para que pudiera decir, mos—  
trando el nuevo lugar que habia adoptado: Tambiên ês
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ta es latierra de mis padres, terra patrum, patria; 
aquî estâ mi patria, puesto que aquî estân los Ma­
nes de mi familia.
El hoyo donde cada uno habia echado un poco de —  
tierra se llamaba mundus: esta palabra designaba - 
especialmente en la antigua lengua religiosa la re 
giôn de los Mânes. De este mismo sitio, segûn la - 
tradiciôn, se escapaban très veces por aho las ai­
mas de los muertos, deseosas de volver a ver un mo 
mento la luz" (39).
En el sitio del mundus se eleva el altar y se enciende una 
hoguera: ese serâ el "hogar" de la ciudad.
Viene luego la inauguratio, destinada a marcar el pomérium 
- o perimetro- de la ciudad. El pomérium tambiên es sagrado 
pues en êl habitarân los dioses patrios y, naturalmente, los 
dioses mânes: lares y penates. El surco del pomérium se traza 
ba con un arado de cobre, tirado por una vaca y un toro blan- 
cos. Nadie podrâ, en adelante, cruzar el surco, donde se ele- 
varân las murallas. Para permitir el paso, el fundador debia 
interrumpir el surco, levantar y "portar" el arado; en esos 
intervalos se construian las portae, o puertas de la ciudad.
Una vez trazado el perimetro, venia la limitatio, consisten 
te en partir el ârea en cuatro sectores, mediante el trazado 
de las dos calles principales. Estas son el Cardo Maximus, que 
corre en sentido Norte-Sur, y el Decumanus Mâximus, que corta 
perpendicularmente a la anterior, por su centro y sigue, por 
consiguiente, la direcciôn Este-Oeste. El trazado de estas ca 
lies se denominaba orientatio. En la intersecciôn de ambas ca 
lies se instalaba el Foro y, a su rededor, los Templos y edi­
ficios pûblicos. Luego se sehalaban las calles secundarias, - 
paralelas al Cardo y al Decumanus mâximos. Los espacios resu^ 
tantes de esta red vial daban lugar a los insulae o manzanas, 
nombre -aquêl- que tambiên, como hemos visto, designaba a los 
edificios de inquilinos que generalmente ocupaban toda una in 
sulae.
Cuando las manzanas eran cuadradas y median cien codos por 
lado, se hablaba de divisiên por centuriatio; si la reticula
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ortogonal, dejando de ser cuadrada, se alargaba en el sentido 
del Cardo (Norte-Sur), se decîa que era per strigas; si, en 
cambio, se alargaba en el sentido Este-Oeste, se la denomina 
ba per scamma (40).
Efectuadas todas estas operaciones rituales se procedîa a 
la consecratio de la ciudad, y -en ella- el pontifex o sacer 
dote ofrecîa sacrificios a las très divinidades mâximas del 
Panteôn romano; Jûpiter, su esposa Juno y Minerva, que son 
las mismas del Olimpo griego: Zeus, Hera y Atenea.
De esta manera,el modelo romano de la ciudad fundacional 
présenta el aspecto de una parrilla cuadrangular, atravesada 
por dos ejes -el Cardo y el Decumanus- cuyos extremes, al co 
nectarse con el borde amurallado del tablero, forma las puer 
tas del recinto.
La primitive, rigidez de la orientatio, proveniente del ca 
râcter divine del curso solar, -sobre todo en Egipto- fuê mo 
rigerada por los griegos, quienes ya habian variado esa orien 
taciôn de acuerdo con los vientos (ver fig. 15 y 16).
Esta flexibilidad se hace aûn mâs adaptable despuês de los 
escritos de VITRUBIO, arquitecto imperial -el mâs adelantado 
y universal entre los romanes- quien escribiô un verdadero 
tratado en la materia: "DE ARCHITECTURA", en el cual no sêlo 
describe el arte de edificar, sino tambiên la elecciôn del s^ 
tio de fundaciôn de la ciudad; el abastecimiento de agua, su 
aducciôn y eliminaciôn; la influencia de los echo vientos do 
minantes en la orientaciên de las murallas de la ciudad y de 
las calles de êsta; el emplazamiento de las edificaciones y 
de los espacios pûblicos; la influencia solar en la salubri 
dad; las condiciones de higiene de la ciudad; y hasta los prin 
cipios têcnicos de los servicios urbanos (41) .
Armados de la herencia griega, de las teorias de Vitrubio 
y de sus propias experiencias y descubrimientos en ingenieria 
y construcciôn, no fue tarea dificil para los romanos desarro
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liar las antiguas aldeas conquistadas o levantar nuevas ciuda 
des cuya evolucidn continûa hasta el presente como Astûrica 
Augusta (Astorga, fig. 33) o la Emêrita Augusta (Mêrida, fig. 
34) llamada asi, por Augusto al destinarla a los veteranos 
emêritos de las guerras cantâbricas (42).
Otra forma curiosa de colonizaciôn romana -que podriamos 
llamar "colonizaciôn refleja"- consistiô en el establecimiento 
de poblados, que han llegado a ser ciudades importantes, en 
losrecintos abandonados de los castros o campamentos militares 
romanos (fig. 35). Tales son los casos de Tamugadi (actual Tim 
gad, en Tûnez: fig. 36 y 37); y, principalmente, de las ciuda 
des espaholas de Leôn, que fuera el asiento de la Septimia Le 
gio Gêmina, con un perimetro amurallado de 380 por 570 metros 
(fig. 38); y el de Caesar Augusta (Zaragoza, fig. 39).
Cuando uno recuerda el armônico volûmen y el prodigio arqu^ 
tectônico de la cûpula abierta del Panteôn de Roma; o la es 
tructura aplastante del Coliseo -construido para albergar 
60.000 espectadores- y su perfecta ingenieria que ha resisti 
do el embate de los siglos y de los numerosos saqueos de ma 
terial; o evoca los Foros y los Arcos Impériales en toda su 
soberbia estatura; o cuando mira en un mapa la extension que 
alcanzô el Imperio y sabe apreciar la magnificencia con que 
fueron dotadas ciudades tan distantes como Baalbek (Libano) o 
la lejana Efeso (Turquia); o cuando considéra el esfuerzo de 
ingenieria que signified la muralla de Adriano, alzada en el 
Norte de Inglaterra, o la construcciôn de esos acueductos que 
aûn se alzan majestuosos en Segovia y Tarragona (Espaha), en 
Nimes (Francia), en Metz y Maguncia (Alemania) o en Antioquia 
y Pirgos (Turquia), algunos de los cuales corren por canales 
construidos sobre dos y hasta très hileras de arcos superpues 
tos que se asoman a los 90 metros de altura; y -en fin, cuan 
do descubre que el genio romano tambiên supo introducir la 
alegria, la recreaciôn masiva del Circo, el confort en la ca 
sa y el agrado de vivir en la ciudad, no puede menos que adm_i 
rar su espiritu emprendedor y su sentido prâctico, y agradecer 
una herencia de la cual -de alguna manera- todavia disfrutamos.
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9. LA CIUDAD MEDIEVAL.
En la Edad Media destacan algunos célébrés teôrlcos de la 
ciudad ideal, entre los que cabe mencionar a Santo Tomâs de 
Aquino, cumbre de la Teologîa y de la Filosofîa del siglo XIII, 
cuya obra "De regimene Principum" (fig. 40), contenîa précisas 
instrucciones acerca de la fundaciôn de ciudades, estando tan 
en boga en Espana en el période de la Conquista, que Alonso de
Gôngora Marmolejo, cronista del siglo XVI, anota que cuando el
conquistador don Pedro de Valdivia llega a Chile, viene acompa 
hado por su inseparable secretario don Juan de Cârdenas, quien 
con toda seguridad traia un ejemplar de dicha obra bajo el bra 
zo... (43).
Otro notable autor, del mismo siglo, es sin duda el rey A^ 
fonso X el Sabio, quien tambiên se refiere a las fundaciones
urbanas en las Siete Partidas y define la ciudad como "todo
aquel lugar que es cerrado de los muros con los arrabales et 
los edificios que se tiene con ellos" (44); descripcién tipica 
mente medieval. Preciso es recorder que Alfonso X no sêlo pro 
yectô , sino tambiên hizo construir la ciudad de Villarreal, 
con su contorno rectangular, sus calles derechas, sus manzanas 
en cuadricula, y sus puertas enfrentadas a los dos ejes perpen 
diculares que eran las vias principales de la ciudad, tanto pa 
ra faciliter su acceso como su defense (ver, mâs adelante, la 
fig. 45).
Se ha sehalado tambiên la influencia de las Siete Partidas 
en la obra del tratadista clâsico en las têcnicas de la castra 
mentaciên militer, Flavio Renato Vegecio, cuya "Institute Rei 
Militari" (fig. 41) fuê ampliamente utilizada en toda Europe 
durante la Edad Media y, particularmente, en la êpoca de la 
colonizaciên de Amêrica.
Tambien es del caso mencionar la obra del monje catalân 
Francisco Eiximenîc (1340-1409) quien, en "EL CRESTIA: Reg^ 
ments de Principe de las Ciutats" (fig. 42), recoge el modelo 
de ciudad de la conquista romana, al que introduce algunas mo
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dificaciones, en un intento por concebir la ciudad ideal. El 
modelo de Eiximenîc tiene forma de rectângulo con cuatro puer 
tas "fortalecidas, como las de los castillos, en el centro de 
cada lado"; cuyo contorno estarîa rodeado de murallas, con ba£ 
tiones en sus cuatro esquinas. Enfrentadas con las puertas 
"dos calles anchas la dividirân en cuatro cuarteles, cada uno 
de los cuales tendrâ una hermosa y vasta plaza"; en el cruce 
de las dos calles mayores "se emplazarâ la catedral" (fig. 44).
Cabe, asîmismo, recorder al obispo Rodrigo Sânchez de Are 
valo, Secretario de Estado de Juan II de Castilla, quien escri 
biô, hacia 1454, una "Suma de la Polîtica que Fabla Como Deven 
ser Fundadas e Edificadas las Cibdades e Villas" (fig. 43); 
obra que influirâ, en su oportunidad, en las instrucciones da 
das a los conquistadores y en las Leyes de Indias destinadas 
a regimentar el emplazamiento y la fundaciôn de las ciudades 
coloniales (45) .
En contraste con los imperios de la Antigüedad que se carac 
terizan por la existencia de grandes metrôpolis que albergaban 
énormes concentraciones urbanas -para la escala de su êpoca- la 
ciudad medieval es una ciudad fragmentaria: el signe visible 
de la desmembraciôn del Imperio Romano.
Roma, en su apogeo, llegô a tener alrededor de un millôn de 
habitantes; Atenas, cerca de 500.000; a Esparta se le han ca^ 
culado unos 300.000; de las ciudades fenicias no hay datos f^ 
dedignos, pero se sabe que Tiro llegô a "cuadruplicar artif^ 
cialmente su extensiôn por medio de la sobreposiciôn de estra 
tos habitables o pisos... primer ejemplo que nos ofrece la hi£ 
toria de una concentraciôn urbana llevada a la exageraciôn..." 
(46); tampoco se conoce la poblaciôn de Babilonia o de Nînive 
-su gemela- pero puede colegirse de su perimetro amurallado 
de 50.000 Has., de las cuales 3.500 estaban urbanizadas; asî 
como del testimonio del profeta Jonâs, que cuenta que para re 
correr la ûltima se necesitaban très jornadas. Hasta Jerusa 
lem, con su reducido circuito de 6.103 metros, en tiempos del 
historiador Flavio Josefo, tenîa 120.000 habitantes (47).
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La caîda y desarticulaciôn del Imperio romano ocasionô -al 
menos en Europa- un estallido en mil pedazos de su territorio 
politico, dispersando a su poblaciôn por el campo.
Por eso se ha podido decir que, despuês de establecidos los 
invasores bârbaros, toda la tierra comenzô a ser objeto de cul 
tivo, creândose un "continuum", un verdadero tejido geogrâfico 
humano; el trabajador de la tierra fuê el elemento bâsico del 
occidente medieval, "el agro su morada y su tarea fundamental, 
a la que contribuyeron con el labriego, el monje, el noble, el 
burguês, el principe y hasta el emperador en persona" (48).
Bergel ha llamado la atenciôn sobre el hecho de que, très 
siglos despuês de la caida de Roma, el reino de Carlomagno -el 
ûnico imperio medieval en Occidente- carecia de capital y el 
emperador no contaba, siquiera, con una residencia permanente 
(49) .
Y Chueca ha observado -en el mismo sentido- que al final 
del medioevo, de la poblaciôn del Imperio germânico, que corn 
prendia unos doce millones de habitantes, sôlo entre el diez 
y el quince por ciento vivia en las ciudades. Estas alcanzaban, 
sin embargo, el nûmero de 3.000; y la razôn no era otra que su 
pequehez ya que no mâs de quince ciudades rebasaban los 1 0 . 0 0 0  
habitantes (50).
En este panorama, no es fâcil caracterizar la ciudad me 
dieval, Hay, incluse, quienes niegan la existencia de un modelo 
de ciudad medieval.
"No hay un solo tipo de la Ciudad Medieval -dice • 
Carretero Pêrez- sino una tipologia entera de ur 
bes que depende, incluso, de su rêgimen juridico; 
las ciudades con municipio, es decir, con autono 
mia propia, unas veces aparecen como construiras 
sobre otras préexistantes que se han amurallado y 
en otras ocasiones nacen como poblaciones nuevas 
de calles y plazas yuxtapuestas, siempre de figu 
ra cerrada y apoyando las edificaciones como par 
te de la muralla. En cambio, la Ciudad Feudal (sin 
municipio) se destaca claramente porque el casti 
llo se sitüa en la parte alta, dominando la pobXa 
ciôn que estâ agrupada a su alrededor" (51).
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Digamos -antes de proseguir- que, para nosotros, no son ciu 
dades medievales las de preexistencia anterior al medioevo, 
sino solamente las que en esa êpoca nacieron y adquirieron v^ 
da propia. Tampoco lo son aquellas aldeas feudales levantadas 
al amparo de un castillo y su senor, cuya dependencia de êste 
era tal, que desaparecieron junto con su dominaciôn. La ciudad 
no es sôlo una organizaciôn fisica del espacio, unos servicios, 
una estructura de poder y unos seres que la habitan. Es, sobre 
todo, una voluntad de hacerla y de preservarla; una fuerza mâs 
poderosa que todas sus riquezas y que todas sus miserias; un 
conjunto de aspiraciones y de sentimientos que constituyen -en 
el decir de Spengler (51-a)- el alma de la ciudad, y que anida 
en el espiritu comûn de sus moradores.
La variedad de los esquemas planimêtricos de las ciudades 
medievales -sehala Chueca- "es inagotable, por la sencilla ra 
zôn de que no existen ideas previas y todas surgen con crec^ 
miento natural y orgânico" (52); pero de una manera espontânea 
que résisté los intentos de una tipificaciôn.
Conscientes de esta realidad, pero por las mismas razones 
metodolôgicas que da este autor, intentaremos una descripciôn 
de algunos arquetipos planimêtricos, siguiendo a Piccinato; 
para hacerlo luego con los tipos morfolôgicos, conforme a la 
relaciôn de Dickinson.
Luigi Piccinato ha descrito los siguientes tipos fundamen 
taies de la ciudad medieval (53):
a) Las ciudades lineales, caracterizadas por su formaciôn 
contigua a un camino. Es el caso de Stia, la antigua Stigia, 
italiana, del siglo XI, en la cual la calle que la configura 
se abre, dando origen a una bella plaza porticada. En Espaha, 
se sehalan Burguete, Estella y Logroho, en relaciôn con el ca 
mino de peregrinaje a Santiago de Compostela.
b) Las ciudades cruciales, en que el origen del nûcleo ur 
bano se sitûa en la conjunciôn de dos calles que se cortan en
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cruz. Séria el caso de Castelfranco Veneto en Italia y Bounig 
heim, en Alemania.
c) Ciudades en escuadra o de traza regular. Hemos visto ya 
que ellas coinciden con el pensamiento de los teôricos del 
medioevo, herederos de la tradiciôn romana y hemos citado a 
Villarreal (ver fig. 4 5), fundada por el Rey Sabio. Sin embar 
go, el ejemplo tlpico del urbanismo medieval de diseho ortogô 
nico es el de las célébrés bastidas francesas (54) emplazadas 
entre el Garona y el Dordoha (fig. 46).
d) Ciudad, nuclear; tipo al que pertenece la mayorla de las 
construidas en colinas, en torno al nûcleo formado, genera^ 
mente, por la iglesia, el castillo y la plaza del mercado. Al 
respecto, apunta Chueca que "en la constituciôn de las peque 
nas ciudades o villas medievales no puede perderse de vista 
la fuerza de atracciôn que ejercen los grandes monumentos, fo 
calizando la estructura toda de la ciudad" (55).
e) Cuando hay dos nûcleos de atracciôn, se habia de ciuda 
des binucleares. Serîa el caso de Cracovia, antigua capital de 
Polonia, con su castillo de Wabel, en lo alto de la colina y 
el nûcleo de la catedral, el mercado y el recinto fortificado 
del llano. Es tambiên el caso de Siena (ver lâmina XXII).
f) La ciudad de planta de "spinapesce" o espinazo; en que 
una calle principal hace de espina dorsal del poblado, y de 
ella derivan vias secundarias, paralelas entre si, pero obl^ 
cuas con respecto a la que sirve de eje. Francavilla a Mare, 
en Italia (fig. 47), y Guernica en el Pais Vasco, pertenecian 
a este tipo planimêtrico.
g) Ciudades acrêpolis; es decir, que utilizan una colina 
elevada para fortificarse, lo cual -por lo demâs- constituye 
una caracteristica obvia de todas las ciudades medievales le 
vantadas aprovechando una situaciên topogrâfica dominante; y
h) Ciudades radioconcêntricas (fig. 48); que, en palabras
XXI
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Lugignano (Italia). Tipo de ciudad radioconcéntrica
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de Pierre Lavedan, "afirman dos ideas directrices: envolvimien 
to y atracciôn. Envolvimiento por parte de una serie de casas, 
de un edificio particularmente precioso, sea por su valor mo 
ral, sea por su solidez material en vista de la defensa: en ge 
neral, la iglesia. Atracciôn de la circulaciôn alrededor de e£ 
te edificio y nacimiento de una serie de vias dirigidas a êl.
Se tiende asi al tipo de piano que los urbanistas 11aman radio- 
concêntrico, es decir, hecho de radios y de circules, como la 
tela de una araha" (56).
En lo tocante a la morfologia de estas ciudades, existe un 
mayor consenso en la clasificaciôn tripartita descrita por Ro 
bert Dickinson, experte en geografia urbana.
Dickinson distingue entre la morfologia irregular, la radio 
concêntrica -que nunca es rigida, sino adecuada a la topografia 
del terrene- y la regular, es decir, la ortogonal (57).
Reparan algunos, con geste de desaprobaciôn, la traza desor 
denada, la aglomeraciôn, la aparente falta de direcciôn y sen 
tide de las ciudades medievales de forma irregular.
Chueca, por el contrario, sostiene:
"Las ciudades, en su natural morfologia, siempre 
tienen un sentido. Bien sea por su adaptaciôn a la 
naturaleza topogrâfica del terrene, por la nucle^ 
zaciôn que promueven sus edificios y estructuras 
fundamentales, por razôn de sus sendas y caminos 
convertidos en calles, por la economia y lôgica 
disposiciôn de sus murallas y por tantas otras co 
sas que impiden que predominen el pure capricho y 
falta de sentido. Todo este produjo como consecuen 
cia la realidad de unas ciudades de singular belle 
za y carâcter. Dificilmente podemos encontrar a lo 
largo de la historia conjuntos urbanos tan conse- 
guidos, ambiantes superables a los medievales, de£ 
de el punto de vista de los valores visuales. Es­
tas ciudades, perfectamente definidas con su cerco 
de murallas, que hacen el papel de marco en la 
obra de arte, con sus volûmenes sabiamente escalo 
nados y presididos por la dominante de la catedral 
o del castillo, producen siempre un efecto encanta 
dor, si no han sido expoliadas, alteradas o arrasa 
das por el crecimiento masivo de los ûltimos tiem­





"La ciudad medieval es un medio homogêneo y a la 
vez plenamente identificable en todas sus partes. 
No hay nada en ellas que disuene ni rompa su su 
til tejido; y, sin embargo, ninguna calle se con 
funde con otra, ninguna plaza o plazuela deja de 
tener su propia identidad, ningûn edificio deja 
de hablar su propio lenguaje, eso sî, perfectamen 
te jerarquizados y sometidos por su significaciôn 
y valor simbôlico a los grandes monumentos repre 
sentativos que dominan en volumen, escala y exce 
lencia. Esa identidad sin romper la armonîa del 
todo es algo que muy pocas veces en el curso de 
la historia ha caracterizado al fenômeno urbano. 
Nos hace pensar en el correlate plâstico de un hu 
manismo medieval, feliz resultado de un mundo en 
orden.,Tema de meditaciôn ante la atroz y masiva 
uniformidad de la metrôpoli moderna o ante las 
distorsiones que produce la lucha de intereses, 
imagen de un mundo en desorden en el que el hom 
bre no ha encontrado su sitio" (58).
Ha dicho Léon Bloy que"la Edad Media fuê un àrrodillamiento 
universal".
Por encima de la planimetrîa y de la morfologia, que son el 
diseho de la câscara, no se logra captar la ciudad medieval si 
no se advierte que la clave de ella la da el regreso a una con 
cepciôn teocêntrica de la vida que tiene en la catedral y en 
el arte gôtico su mâxima expresiôn; y la dâ la actitud eclesial 
-profundamente comunitaria- de la sociedad, que se manifiesta 
en los gremios, las cofradias, en la mûsica, en las formas de 
trabajo.
La Edad Media fue la oportunidad histôrica que tuvo el Cris 
tianismo de construir una sociedad y -por ende- de levantar la 
ciudad a su manera.
10. EL URBANISMO EN LA AMERICA PRECOLOMBINA.
Curioso résulta constatar el escaso interês que los inves 
tigadores espaholes han prestado al hecho urbanistico que los 
conquistadores encontraron establecido en Amêrica y que motivô 
su asombro y su admiraciôn. Esta indiferencia contrasta con la 
preocupaciôn que, por la cultura aborigen, han mostrado otros 
estudiosos europeos y americanos (59).
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Nosotros vamos a limitarnos a describir someramente la 
tuacidn del Urbanisme en dos de las culturas indîgenas vigen 
tes a la llegada de les espanoles: la azteca y la incaica (60).
Estas dos culturas -pese a estar separadas por miles de 
kildmetros y de accidentes geogrâficos y a no haberse hallado 
nunca en contacte- presentan ciertas analogîas sorprendentes 
que interesa destacar: - Se trata de dos culturas teocêntricas 
en que tante el poder politico como el religiose confluyen en 
una sola cabeza, encarnaciôn de la divinidad, Por tante, les 
signes exteriores y les recintos de ese poder intentan expre 
sar tante la fuerza de la autoridad humana como la armonia y 
belleza de su inspiraciôn divina.
- Ambas civilizaciones trabajaron un noble material: la 
piedra. Ella fue sobria y prolijamente pulimentada entre les 
incas; y tallada hasta el arabesco, entre les aztecas.
- Las viviendas carecian de puertas o batientes. NO EXIS 
TIA el robe ni la intrusidad. Una tela colgante sobre la entra 
da las protegia del frie o del caler exterior, y una cuerda 
atravesada en el portai indicaba que no habia nadie en casa 
(61) .
- La red viaria era la nervadura unificadora, tante de la 
ciudad-estado de Tenochtitlân, la capital azteca, con sus 371 
ciudades tributarias, como de Cuzco -el ombligo del mundo- con 
el vaste imperio incaico, de cuatro mil kilômetros de extension 
(62) .
Interesa senalar aqul que ni les incas ni les aztecas ut^ 
lizaron la rueda: no se Servian de ningûn medio de transporte 
mecânico ni tenian animales de tire. s6lo les incas desarrolla 
ron la llama, hermoso auquênido cuya capacidad de carga no so 
brepasa les 30 Kg. (63) . Estâmes, pues, en presencia de dos 
"civilizaciones peatonales" cuyo carâcter identifica de muchas 
maneras su expresidn urbanistica: calzaaas sin veredas, ausen 
cia de animales, de véhiculés y de riesgos vehiculares, imper
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tancia del diseno y mantenimiento de la calle, goce de la ciu 
dad como objeto artistico y facilidad de la comunicaciôn huma 
na en ella.
EL URBANISMO AZTECA
Los aztecas (64) ofrecen una visidn muy integrada y coheren 
te de la ciudad y de su atencidn a las necesidades humanas.
Dice el cronista de Hernân Cortés, Bernai Dîaz del Castillo, 
recordando la vista de Tenochtitlân (fig. 49) el 8 de noviembre 
de 1519: "no'supimos que decir o si lo que aparecîa ante noso 
tros era real". Los espanoles avanzan por una "carretera... de 
ocho pasos de anchura", perfectamente pavimentada, que corria 
"dos millas de la tierra firme de la ciudad... tan llena de gen 
te, que casi no habia lugar para todos ellos... las torres (tem 
plos) estaban llenas de gente... canoas (venian) de todas partes 
del lago". Cerca de la entrada de la ciudad, viene a ellos el 
Rey Moctezuma, en su litera, "bajo un dosel maravillosamente 
rico, de plumas verdes, con muchos bordados de oro y plata y 
con perlas y jade suspendidos de una especie de guarniciôn... 
otros sehores caminaban delante de êl barriendo el suelo que 
iba a pisar y tendiendo telas sobre êl".
Y agrega Hernân Cortés, dirigiéndose a Carlos I: "Mi Sehor, 
... la gran ciudad de Tenochtitlân, construida en medio de este 
lago salado (fig. 50), a dos léguas de cualquier punto de tierra 
firme, estâ conectada por cuatro calzadas de doce pies de an 
cho... la ciudad es tan grande como Sevilla o Cérdoba... en 
cuanto al total, es tan grande que no puedo encontrar la exten 
sidn exacta del reino de Moctezuma..." (65).
Frente al TEOCALLI -el Templo- (6 6 ), erigido sobre la cima 
truncada de una estructura piramidal (fig. 51) que -como el in 
terior de las catedrales gôticas- conduce la vista y la act^ 
tud hacia el cielo, se encuentra el portentoso TIAQUIZ -el mer 
cado-centre del intercambio tribal, lugar de encuentro y de e£ 




Ttuochtitlàn, como la viaron por primera vez ios espano-
México.Tenochtitldn, como debio parecer a un pintor ûi-
leca. Habiu el mimio tipo de calli y campi ({ue en Vene.
ciu, loti cuntiiei, puentes y dtques. FA piano es esquctrui- 
lico, pero en el centru se ve el gran templo, el teocalli;
en torno a êl estaba la plaza principal. A l Norte, se
hallaba Tlatelolcu, una cixidad rival, hasta que fue sub- 




I.a arquitectuia de los totonacas es tipificada por el tem­
plo de Tajin , en Papantla, Veracruz. Los nichos tenian 
pequenos idolos; el templo estaba sobre la cima de la 
pirdmide. Los totonacas empezaron desde el aho 500 a. de 
J. C.  F.ran una tribu funcional en pleno florecimiento, 
cuaudo llegà Cortes, en 1519.
Tl&. Ô 1
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ferencias en el Tiaquiz, para poder dedicarse a comerciar. El 
mercado era sagrado y, por lo mismo, un sitio de paz.
Del Teocalli -que no era la coronacidn de una pirâmide; una 
tumba, sino un sitio devocional y ceremonial (fig. 52)- dice 
Marquina que "...remataba la subestructura y era la culminacidn 
de una serie armoniosa de pianos ascendentes, calculados para 
incrementar la ilusiÔn de altura, enfatizando los efectos de la 
perspectiva mecânica" (67).
Del Tiaquiz de Tenochtitlân, la capital azteca, dice Dîaz 
de Bernal -despues de haberlo descrito largamente- que no hay 
palabras suficientes para describirlo... (6 8 ). Hernân Cortes 
-por su parte- senala que "hay diariamente mâs de sesenta mil 
personas cambiando y vendiendo; ...la plaza es del doble del 
tamaho de Salamanca.,.; toda clase de mercancîa estâ en venta... 
Hay barberîas donde uno puede hacer lavar y cortar el cabello... 
Y agrega, informando a Carlos I: "Un edificio muy bueno se le 
vanta en la gran plaza y sirve como una especie de audiencia, 
donde siempre estân sentadas diez o doce personas, como jueces, 
quienes deliberan en todos los casos que surgen en el mercado 
y dictan sentencias instantâneas..." (69).
Asî se encuentran, en el urbanismo azteca, enfrentados en 
armônica comunicaciôn espacial y de perspectiva, el templo y 
el mercado. Allî el hombre dispone de dos fuentes para saciar 
la sed del espîritu y la sed corporal en todas sus variadas 
apetencias.
Podrîa decirse que una similar concepciôn urbanîstica se 
aplicaba en el mundo cristiano, o en la ciudad islâmica. Sin 
embargo, existe una fundamental diferencia; en estas religio 
nés, el hombre SE AISLA, se recoge en EL INTERIOR del templo 
para orar. El templo azteca no tenîa interior. Estaba inserta 
do en la naturaleza, con el cielo por bôveda, expuesto a la 
mirada divina del Sol; y estaba integrado al tiaquiz y al pa^ 
saje urbano con todo su bullicio, colorido y humanidad.
Por ûltimo, la CALLI -o vivienda- construîda en adobe o
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Et templo sobre la pirâmide de la legendaria Tula o 
Tollàn (900-1156 d. de J . C. ) ,  a rtooento y sets kilômetros al 
norle de la ciudad de México, en el Estado de Hidalgo. 
Tula, pertenecienie a la segunda fase del imperio de 
los toliecas, era una ciudad-templo y esto, una reproduc- 
ciôn de càmo debiô parecer el edificio principal, estaba 
sobre la cima de la pirdmide truncada. Redibujado por 
Pahlo Carrera, de la acuarela de Ignacio Marquina en 
"drquitectura Prehispànica”.
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La Teotihuacdn de los toltecas, fue la culiura clàsica del 
xralte de Mexico. Perdurô del ano 200 a. de J . C.  hasta el 
900 d. de J. C.  E l simboio de Quetsalcôatl, urw> cabesa de 
serpienle festonadu con plumas de quetzal, es toiteco.
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con paredes de cana embarrada y techo de paja, estaba conceb^ 
da en un recinto de estar -con el fuego y la cocina-, separado 
de los dormitorios; todo lo cual se desarrollaba en aposentos 
rectangulares dlspuestos en torno a un patio. La novedad -y la 
ventaja que presentaban sobre las viviendas europeas de la epo 
ca- era el TEMASCAL, o bano de vapor, elemento que se obtenia 
arrojando agua sobre piedras calentadas con lena (70).
Se concedîa especial atencidn a las calzadas -desprovistas 
de veredas- lo que se explica sobradamente por el carâcter pea 
tonal tanto de la circulaciôn como del transporte. Sobre el pa 
vimento se esparcia una capa de gravilla fina apisonada, para 
suavizarla y hacer cômodo caminar sobre ella.
Describiendo Tenochtitlân, explica von Hagen que "Los aspec 
tos religiosos, administrativo y social de la vida de la ciudad 
se hallaban agrupados en torno al templo... las casas tendîan 
a ser como torres en un tablero de ajedrez... El agua era man 
tenida potable haciendola fluir a traves de tubos de cerâmica 
y era distribuida a fuentes en toda la ciudad; los trabajos de 
ingenieria y los diques para evitar las inundaciones... y las 
extensas calzadas para proporcionar acceso de tierra firme a 
la ciudad-templo insular, los puentes removibles y las compuer 
tas, eran s61o parte del planeamiento de la ciudad".
"La sanidad estaba mucho mâs avanzada que en Europa hasta 
el fin del siglo XVIII. Para no ensuciar el agua, los excremen 
tos eran recogidos y llevados en canoas a los campos de tierra 
firme para ser empleados como fertilizantes. La orina era usa 
da como mordente, para tenir telas. Los conquistadores vieron 
letrinas pûblicas a lo largo de las calzadas".
Su conclusiôn es que "Tenochtitlân parece haber tenido uno 
de los centros urbanos mejor planeados entre todas las antiguas 
culturas americanas... su atenciôn a la comodidad humana de to 
da la poblaciôn... su actitud hedonista ante la vida, sobrepa 
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EL URBANISMO INCAICO
"En situaciôn embarazosa -ha dicho Boudin- pondrîa el ejem 
plo de los incas a esos deterministas que quieren explicar a 
viva fuerza las sociedades humanas en funciôn de su medio; no 
encontrarîan aquî los elementos esenciales que, segûn ellos, 
permiten el nacimiento de las grandes civilizaciones. La cuna 
del imperio (incâico) es un territorio situado lejos del mar, 
sin un rîo navegable, de clima rudo, de suelo ingrato, entre 
cortado por montahas y torrentes, cercado por desiertos y se^ 
vas vîrgenes. Ningûn pais en el mundo parece haber merecido 
mejor que esa altiplanicie perdida en el centro del inmenso 
continente, el elogio que se ha creido necesario aplicar a 
Europa: alli todo era inferior, excepto el hombre" (72).
El imperio incaico se extendia en una longitud superior a 
los 4.000 km., desde el rio Ancasmayo, en el Ecuador, hasta 
el rio Maule, en Chile, donde sus tropas fueron rechazadas 
una y otra vez por los bravios araucanos; su superficie era 
-aproximadamente- unas seis veces la de la Espaha actual, con 
una poblaciôn que se ha calculado, entre once y doce millones 
de habitantes (73).
La preocupaciôn fundamental de los incas fuê, por cons^ 
guiente, ORGANIZAR la administraciôn de ese enorme imperio.
Su urbanismo no s6lo atendiô el interior de las ciudades, sino 
que compuso una estructura imperial; y la espina dorsal de esa 
macro-estructura fuê la carretera. Es mâs: ella fue la clave 
de la eficiencia, casi perfecta, de la Administraciôn incaica.
La carretera no consistia s6lo en "el camino del Inca", tal 
como se le concibe ahora. Era el ûnico y veloz medio de comun^ 
caciôn del imperio. Con su cuerpo de chasquis (correos), espe 
cialmente alimentados y entrenados desde la infancia para por 
tar mensajes y "encomiendas urgentes" (74) ; con su sistema de 
estafetas -llamadas TAMPU o TAMBO- situadas a distancias varia 
bles entre una a cuatro léguas (4,5 a 18 km.), segûn la topo 
grafia del terreno, un mensaje ordinario -sucesivamente trans 
mitido en esta carrera de postas- tardaba entre nueve a doce
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dîas en recorrer los 2.400 km. que separan a Quito del Cuzco 
y, otro tanto, en llegar allî desde el valle del Mapocho (75). 
Para situaciones graves de peligro o rebeliôn, los tampu -siem 
pre visibles desde el refugio siguiente- disponîan de una hogue 
ra lista para encendense y, junto con el aviso, desencadenar 
la acciôn de represalia (76).
La carretera fue ademâs la vîa de transporte del poderoso 
ejêrcito del Inca, asî como tambien atendîa su aprovisionamien 
to y hospedaje mediante posadas y almacenes adscritos a los 
tampu mayores, donde se guardaban alimentes, vestidos y armas. 
Se evitaba cûidadosamente someter a la poblaciôn a requisicio 
nés para procurarse estos elementos (77).
La carretera traîa y llevaba a la plêyade de funcionarios 
e inspecteras encargados del acrecentamiento de la tierra agr^ 
cola mediante la construcciôn de terrazas y obras de regadîo 
que hasta hoy perduran, el reclutamiento para el ejêrcito y, 
principalmente, la recaudaciên de impuestos que se traducîan 
en los frutos de la tierra del Sol (casta sacerdotal) y del 
Inca. Estos frutos se almacenaban en PIRUAS o graneros vent^ 
lados y secos, generalmente adscritos a un Tambo mayor -junto 
a la carretera- o bien cerca de las ciudades y aldeas (78).
Para la atenciôn de los altos funcionarios, jefes del ejêrc^ 
to, nobles y sacerdotes y la del propio Inca cuando recorrîa 
sus dominios, habîa Tampu dotados de construcciones especia 
les -palacios les 11aman algunos cronistas- y de todas las co 
modidades urbanas conocidas, incluyendo el baho caliente, el 
masaje, la cosmêtica y el panorama (79).
La carretera, en fin, era transitada por tropillas de lia 
mas con su cargamento, viajeros, mercaderes, que encontraban, 
a lo largo de ella, hospedaje, alimente, vituallas y protec 
ciôn. Con la perspectiva de su tiempo, podrîa decirse que fue 
la carretera urbanizada y urbanizadora del Imperio. Estas con£ 
trucciones, con sus puentes y obras de protecciôn, despertaron 
la espontânea admiraciôn de los conquistadores. Fernando P^ 
zarro escribe que "...no se encuentran tan bellas (carreteras) 
en toda la cristiandad" (Carta a los Oîdores de la Audiencia
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Casas del periodo incaico, con techumbre a dos vertientes. Machu 
Picchu.
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Real de Santo Domingo, 1533). Y Pedro Cieza de Le6n confiesa: 
"Yo creo que si nuestro Emperador quisiese hacer construir 
otro camino real semejante al que va de Quito al Cuzco o al 
que parte del Cuzco para ir a Chile, a pesar de todo su poder, 
no podrîa conseguirlo" (80).
Las ciudades incas -al igual que sus antecesoras chimûes 
(fig. 53)- eran pulcramente rectilîneas, estaban dotadas de 
agua purîsima repartida por ductos de piedra y almacenada en 
estanques o fuentes del mismo material; y contaban con pavimen 
tos pêtreos perfectamente alisados y ensamblados (81).
Por todo eso, von Hagen reconoce que "têcnicamente" estas 
ciudades estaban incluse mejor construidas que las aztecas (82) 
El mejor testimonio que nos queda de ellas es Macchu Picchu 
(fig. 54 y 55) (83).
11. LA CIUDAD COLONIAL HISPANOAMERICANA.
Es importante recorder el origen histôrico de la cuadrîcu 
la, al describir el modèle urbanîstico desarrollado en Amêrica 
despuês de su conquista y durante su colonizaciôn; porque, a 
veces, algunos estudiosos de la materia han hecho afirmaciones 
que nos parecen notoriamente desorientadoras.
Asî, por ejemplo, en una muestra sobre el Urbanisme Espahol 
en America montada en Madrid y llevada a Chile, en 1978, por 
los arquitectos urbanistes Javier Aguilera, Joaquîn Ibâhez y 
Luis Moreno Rexach, se afirmô "que Leonardo Benêvolo atribuye 
la cuadrîcula a una 'ideal cultural' europeo del Renacimiento". 
Se ahadîa en la misma presentaciôn, que "Palm (84) reconoce co 
mo hecho fundamental para la future propagaciôn de la cuadrîcu 
la (en Amêrica) la fundaciôn de Santo Domingo, demostrando que 
Nicolâs de Ovando estuvo présente en la tome de Granada" (85). 
Como si Ovando, primer gobernador que tuvo la isla, al edificar 
dicha ciudad en 1502, pudiese haber obrado de otra manera que 
utilizando la traza regular si no hubiese sido testigo de la 
fundaciôn de Santa Fê de Granada (fig. 56 y 57) construîda por 
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VISTA AEREA DE LA CIUDAD DE 
SANTA FE DE GRANADA (1958).
'Wicieron un# ciudad cerrsda de mu- 
ro t y de torres, ton una Honda çava, 
dexando dot callet principales en me­
dio y derechas, pues ta: en cruz. que 
van a dar a cuatro puertat que respon- 
den a lo t cuatro vientot, quedando 
en medio una plaza de armas espacio- 
ta y ancha, donde puedenr funtarse 
le gente del e jêrc ito ..
(L. Torres Baibas et ait. "Resumen 
Hittôrico del Urbanismo en EspaMa", 
pég. 73. Instituto de Ettudios de 
Administraciôn Local).
Fotografia reproducida de Reps W. 
John. H ie  Making of .Urban America". 
Princeton, University Press, 1965.
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mento durante la toma de Granada en 1492.
Estas afirmaciones no sôlo nos parecen aventuradas, sino 
tambiên inductivas a errores de perspectiva histôrica -a nue£ 
tro juicio- carentes de fundamento; por cuanto la planta orto 
gonal, esto es, la organizaciôn de]a ciudad en manzanas rectan 
gulares unidas por calles rectilîneas, no sôlo se aviene per 
fectamente con las formas heredades de Roma y utilizadas en 
Espana desde sus inicios -como hemos visto- sino, tambiên, con 
las concepciones de sus teôricos y las experiencias prâcticas 
de los conquistadores provenientes de las ciudades peninsula 
res. Tambien se ha dicho y repetido, hasta construir con esta 
afirmaciôn un lugar comûn histôrico desprovisto de toda exact^ 
tud, que el trazado de las ciudades coloniales de la Amêrica 
hispana se hizo conforme a las normas prescritas por la Corona 
o por la legislaciôn espahola.
El hecho de la dictaciôn de taies normas es efectivo. Pero 
asî como tambien es efectiva la existencia de innumerables rea 
les cêdulas y de cartas reales perentorias prohibiendo el mal 
trato y el servicio personal de los indîgenas americanos; y 
bien sabemos cômo tribus enteras fueron exterminadas y cômo lo 
mâs benigno que se les impuso fuê precisamente un servicio per 
sonal regimentado y extendido por toda la Amêrica espahola (86), 
de parecida manera, la normativa real sobre fundaciôn de ciuda 
des quedô, en gran parte, inaplicada (87).
Por su notable interês urbanîstico, vamos a describir some 
ramente la parte mâs relevante de la legislaciôn dictada por la 
Corona espahola; a continuaciôn explicaremos cômo es asî que 
ella no se cumpliô. Pero, rindiendo tributo a la verdad histô 
rica y al genio fundacional de los conquistadores, dejaremos 
establecido, desde ya, que en el emplazamiento, morfologîa y 
proyecciôn de las ciudades, los conquistadores -al contrario 
de lo ocurrido con el trato dado a los aborigènes- supieron en 
carnar admirablemente en ellas el espîritu de la voluntad real.
Esta voluntad se expresô, por una parte, en las Cartas Rea
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les dadas -en 1501- a Nicolâs de Ovando, fundador de la segunda 
Santo Domingo (88) ; en 1513, a Pedro Arias de Avila (Pedrarias 
Dâvila, en algunas crônicas), fundador de Panamâ la Vieja en 
1518; en este mismo aho, a Diego de Velâsquez; en 1521, a Fran 
Cisco de Garay; y, en 1523, a Hernân Cortês para construir la 
ciudad de México sobre las ruinas de la brutalmente destruîda 
e incendiada Tenochtitlân. Estas Cartas, sin embargo, contenîan 
mâs bien-la autorizaciôn para fundar,que normas précisas sobre 
el modo de hacerlo (89).
La voluntad de la monarquîa se manifiesta principalmente en 
las Reales Cédulas, que -a partir de 1517- comenzarîa a discu 
tir y aprobar previamente el Consejo de Indias. Esta legisla 
ciôn, ocasionalmente, tomarîa la forma de Ordenanzas, mâs corn 
plejas y reglamentarias, -entre las que merecen cita la de Car 
los I, de 1523, y la de Felipe II, de 1573- y serian materia de 
sucesivas Recopilaciones entre las que cabe recordar la de Va£ 
co de Puga, de 156 3 (90), la de Juan de Ovando -que diô origen 
a las Ordenanzas de Felipe II, sin pasar mâs adelante- el "Ce 
dulario Indiano", de Diego Encinas, de 1596, y la conocida "Re 
copilaciôn de Leyes de los Reinos de Indias", hecha bajo la d^ 
recciôn de Juan de Solôrzano Pereira y publicada en 1680 por or 
den de S.M. Carlos II (91) .
De esta Recopilaciôn, el "Libro Quarto" trata de los Descu 
brimientos, Pacificaciones, Poblaciones, Cabildos y otras mate 
rias afines. Este Libro se divide en 26 Tîtulos y de ellos inte 
resa el Tîtulo quinto: "De las Poblaciones" y el Titulo séptimo; 
"De la Poblaciôn de Ciudades, Villas y Pueblos".
En este ûltimo tîtulo encontramos, por fin, recogida la Or 
denanza de Carlos I, junto con la de Felipe II, en la siguiente 
forma:
"Ley j: Que las nuevas poblaciones se funden con 
las calidades de esta ley (El Emperador D. Carlos, 
Ordenanza II de 1523, D. Felipe II. Ordenanza 34 
y 40 de Poblaciones).
Habiéndose hecho el descubrimiento por Mar, o Tierra, 
conforme a las leyes que de êl tratan, y elegida la
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Provincia y Comarca, que se hubiere de poblar, 
y el sitio de los lugares donde se han de hacer 
las nuevas poblaciones, y tomândo asiento sobre 
ello, los que fueren â su cumplimiento guarden 
la forma siguiente: En la Costa del Mar sea el 
sitio levantado, sano y fuerte, teniendo con s^ 
deraciôn al abrigo, fondo y defensa del Puerto, 
y si fuere posible no tenga el Mar al Mediodîa 
ni Poniente: y en estas, y las demâs poblacio—  
nés la Tierra adentro, elijan el sitio de los - 
que estuvieren vacantes, y por disposiciôn nues 
tra se pueda ocupar, sin perjuicio de los Indios, 
y naturales, 6 con su libre consentimiento: y - 
cuando hagan la planta del Lugar, repârtanlo por 
sus plazas, calles y solares â cordel y régla, 
comenzando desde la plaza mayor; y sacando desde 
ella las calles â las puertas y caminos principa 
les, y dexando tanto compas abierto, que aunque 
la poblaciôn vaya en gran crecimiento, se pueda 
siempre proseguir y dilatar en la misma forma. 
Procuren tener el agua cerca, y que se pueda con 
ducir al Pueblo y heredades, derivândola si fuere 
posible, para mejor aprovecharse de ella, y los 
materiales necesarios para edificios, tierras de 
labor, cultura y pasto, con que excusarân el mu­
cho trabajo y costas, que se siguen de la distan 
cia. No elijan sitios para poblar en lugares muy 
altos, por la molestia de los vientos y dificul- 
tad del servicio y acarreo, ni en lugares muy 
baxos, porque suelen ser enfermes; fûndense en - 
los medianamente levantados, que gocen descubier 
tos los vientos del Norte y Mediodîa: y si hubie 
ren de tener sierras, ô cuestas, sean por la par 
te de Levante y Poniente: y si no se pudieren ex 
cusar de los lugares altos, funden en parte don­
de no esten sujetos a nieblas, haciendo observa- 
ciôn de lo que convenga a la salud, y accidentes, 
que se pueden ofrecer: y en caso de edificar a - 
la ribera de algûn rîo, dispongan la poblaciôn de 
forma que saliendo el Sol, de primero en el Pue­
blo, que en el agua".
Es del caso senalar que los historiadores y cronistas de 
la êpoca -Pedro Cieza de Leôn, Gôngora Marmolejo, Mariho de 
Lobera, Diego Rosales y el propio Francisco Lôpez de Gomara, 
autor de una monumental "Historia General de las Indias", de 
dicada precisamente al Emperador Carlos I- no mencionan en - 
parte alguna la Ordenanza de este de 1523. Y que Pedro de Va^ 
divia, fundador de Santiago de Chile en 1541, escribiendo al 
mismo Emperador, en très ocasiones, no le refiere haber traza 
do la ciudad "de acuerdo a Vuestras Reales instrucciones" o
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"segûn las reglas por Vos dadas" -como hubiera sido lo propio- 
sino le da cuenta -con visible orgullo- de haberlo hecho de 
acuerdo "a la traza que les di" o "a la traza que les sehalê", 
lo que pone de manifiesto el desconocimiento del Conquistador 
de taies Ordenanzas (92).
Puede advertirse -por otra parte- que el carâcter general 
e indeterminado de estas instrucciones, aûn en el caso de ha 
berse conocido, las torna insuficientes para conformar un de 
terminado tipo de ciudad. Con razôn apunta Martinez Lemoine 
que "la fôrmula establecida para dar comienzo a la poblaciôn 
puede ser interpretada de diverses maneras, y que *comenzando 
desde la plaza a cordel y régla', no significa necesariamente 
que el resultado sea un damero regular perfecto" (93).
No ocurre lo mismo con la Ordenanza de Felipe III, dada 
medio siglo despuês (1573), la que fue objeto de amplia difu 
siôn. Pero en esa êpoca, en que la colonizaciôn estaba en pie 
no desarrollo, las principales ciudades ya habian sido con£ 
truidas; y tanto su planimetria como su composiciôn y aspecto 
ostentaban una personalidad caracteristica, y habian acuhado 
tal gravitaciôn como arquetipos de probada eficacia, que las 
normas favorables de esta Ordenanza no hicieron sino sancionar 
lo consagrado y, las dictadas en sentido contrario, -a modo de 
ejemplo, las relativas a las plazas mayores- simplemente no se 
acataron, como luego veremos.
Nos parece particularmente interesante transcribir algunas 
normas -tanto de la Ordenanza de Carlos I, como de la de Fel^ 
pe II- concernientes al emplazamiento de los poblados; a sus 
dehesas, ejidos y propios; a la forma, al tamaho y al acceso 
viario a la plaza mayor; y a la localizaciôn de la Iglesia Ma 
yor.
Normas sobre el emplazamiento de ciudades y pueblos.- E£ 
tas normas tienen precedentes en las Cartas Reales (Instruccio 
nés) dadas a Pedro Arias de Avila, a Diego de Velâsquez, a 
Francisco de Garay y a Hernân Cortês (96). En las dadas a este
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ûltimo en 1523 se lee lo siguiente:
"...una de las mâs principales cosas que 
habeis de mirar mucho, es en los asientos 
de los lugares que allâ se hubieren de ha 
cer... se ha de mirar que sean sitios sa­
no s y no anegadizos, e de buenas agüas e 
de buenos ayres y cerca de montes y de bue 
nas tierras de labranza..." (97).
Dicen las leyes recogidas en el Cedulario Indiano de Enci
nas :
"Ley 34. Elijase la provincia comarca y tierras 
que se han de poblar, teniendo consideraciôn 
a que sean saludables, lo cual se conocerâ 
en la copia que hubiere de hombres viejos y 
mozos de buena complesiôn, disposiciôn y co 
lor y sin enfermedades: y en la copia de an^ 
maies sanos y de compétente tamaho, y de sa 
nos frutos y mantenimiento, que no se crien 
cosas ponzohosas y nocivas, de buena y fel^ 
ce constelaciôn, el cielo claro y benigno, 
el ayre puro y suave, sin impedimientos ni 
alteraciones, y de buen temple sin exceso - 
de calor y frîo, y aviendo de declinar es - 
mejor que sea frîo.
"y que sean fêrtiles y abundantes de todos - 
frutos y mantenimientos, y de buenas tierras 
para sembrarlos y cogerlos, y de pastos para 
criar ganados, de montes y arboledas para le 
ha y materiales de casas y edificios, de mu­
chas y buenas aguas para bever y para rega—  
dîos"
"Ley 39. Los sitios y plantas de los pueblos 
se elijan en parte donde tengan el agua cer­
ca y que se puede deribar para mejor se apro 
vechar délias en el pueblo y heredades cerca 
dêl, y que tengan cerca los materiales 
que son menester para los edificios y las 
tierras que han de labrar y cultivar, y las 
que se han de pastar para que se escuse en - 
mucho trabajo y costa, que en cualquier de - 
estas cosas se avran de poner estando lejos" 
(98).
Normas sobre ejidos, dehesas y propios.- Los ejidos -insti 
tuciôn comunitaria medieval, transplantada a Amêrica- eran 
terrenes contiguos a la ciudad (su raîz etimolôgica es exitus: 
salida), de propiedad comûn, donde los vecinos descargaban y
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limpiaban sus cosechas, reunian los ganados y establecîan las 
eras.
Las dehesas son terrenos de lena y de pastos naturales de£ 
tinados al pastoreo y la guarda en comûn de los ganados.
Los propios eran terrenos de la ciudad destinados a costear 
los gastos pûblicos del Cabildo (99).
Se refieren a ellos las Ordenanzas de 1523 y de 1573 reco 
gidas en la Recopilaciôn:
"Ley xiiij. Que se senalen dehesas y tierras 
para propios. El Emperador D. Carlos, aho 1523.
D. Felipe II. Ordenanza 130 de poblaciôn.
Habiendo sehalado compétente cantidad de tierra 
para exido de la poblaciôn, y su crecimiento, 
en conformidad de lo proveido, sehalen los que 
tuvieren facultad para hacer el descubrimiento 
y nueva poblaciôn, dehesas, que confinen con - 
los exidos en que pastar los bueyes de labor, 
caballos, y ganados de la carniceria, y para - 
el nûmero ordinario de los otros ganados, que 
los pobladores por ordenanza han de tener, y - 
alguna buena cantidad mâs, que sea propios del 
Consejo, y lo restante en tierras de labor, de 
que hagan suertes, y sean tantas como los sola 
res, que puede haber en la poblaciôn; y si hu­
biere tierras de regadîo, asîmismo se hagan 
suertes, y repartan en la misma proporciôn â - 
los primeros pobladores, y las demâs quedan va^ 
dîas, para que nos hagamos merced â los que de 
nuevo fueren a poblar: y de estas Tierras hagan 
los Vireyes separar las que pareciere convenien 
tes para propios de los Pueblos, que no los tu­
vieren, de que se ayude a la paga de salaries 
de los Corregidores, dexando exidos, dehesas y 
pastos bastantes, como estâ proveîdo, y asî lo 
executen'l
"Ley xiij. Que se sehale exido compétente para - 
el Pueblo. D. Felipe II. Ordenanza 129 de Pobla 
ciones.
Los exidos sean en tan compétente distancia, que 
si creciere la poblaciôn siempre queda bastante 
espacio, para que la gente se pueda recrear, y 
salir los ganados sin hacer daho" (1 0 0 ).
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Normas sobre la forma, tamaho y acceso a la Plaza Mayor.- 
En contraste con la Ordenanza de 1523, en la que vimos que s6 
lo se menciona esta plaza como punto de partida para sacar 
las calles y solares "a cordel y régla", la de 1573 contiene 
normas muy précisas, que pasamos a ver:
"Ley 113. La Plaza mayor de donde se ha de 
comenzar la poblaciôn, siendo en costa de Mar 
se debe hacer al desembarcadero del puerto, y 
siendo en lugar mediterrâneo, en medio de la 
poblaciôn, la plaza sea en cuadro prolongada 
que por lo menos tenga de largo una vez y me 
dia de su ancho, porque este tamaho es mejor 
ppra las fiestas de a cavallo y cualesquier 
otra que se ayan de hazer".
"Ley 114. La grandeza de la plaza proporciona 
da a la cantidad de los vecinos, teniendo con 
sideraciôn que en las poblaciones de Indias 
como son nuevas se va con intento de que hâ 
de yr en aumento y ansi se harâ la élecciôn 
de la plaza, teniendo respecto a que la pobla 
ciôn pueda crecer, no sea menor de doscientos 
pies de ancho y trescientos en largo, ni mayor 
de ochocientos pies de largo y quinientos trein 
ta y dos de ancho, de mediana y de buena pro­
porciôn es de seycientos pies de largo y cua- 
trocientos de ancho".
"Ley 115. De la plaza salgan cuatro calles prin 
cipales, una por medio de cada costado de la 
plaza, las cuatro esquinas de la plaza miren 
a los cuatro vientos principales: porque des 
ta manera saliendo las calles de la plaza no 
estân espuestas a los cuatro vientos princi­
pales, que séria de mucho inconveniente".
"Ley 116. Toda la plaza a la redonda y las cua 
tro calles principales que délias salen tengan 
portaies porque son de mucha comodidad para - 
los tratantes que aquî suelen concurrir: las 
ocho calles que salen de la plaza por las cua 
tro esquinas lleguen libres a la plaza sin ep 
contrarse con los portales, retrayêndolos de 
manera que hagan azera derecha con la calle y 
plaza" (1 0 1 ).
Pues bien, Martinez Lemoine, en su ensayo citado, puntuali 
za enfâticamente que "Estas disposiciones no corresponden, 
prâcticamente en su totalidad, A NINGUNA de las plazas amêrica 
nas que hemos analizado" (1 0 2 ).
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Y, en efecto, de la comparaciôn que puede hacerse entre el 
arquetipo de Plaza de la Ordenanza de Felipe II (fig. 58 y 59) 
y la planta de diverses plazas construidas en Chile casi dos 
siglos despuês (fig. 60 a 63), o entre aquêl modelo y las pla 
zas de diverses capitales y ciudades de Amêrica (fig. 64 a la 
76), se deduce: a) que mientras aquêl es de forma rectangular 
alargada, la inmensa mayoria de las plazas americanas son cua 
dradas; b) que mientras el modelo contempla accesos viales al 
centro de cada costado del cuadrilâtero -en forma de cruz- ese 
tipo de planta es excepcional en las plazas construidas; y, 
cuando asi ocurre, falta el requisite de las dos calles salien 
tes de cada esquina de la plaza (ver fig. 62 y 74; el requis! 
to sôlo se cumple en fig. 63, pero falla la forma); c) en lo 
tocante a dimensiones, Martinez Lemoine réitéra que "la plaza 
... de Felipe II no existe en Amêrica hispana, ya que no se co 
noce un solo ejemplo que cumpla con las condiciones de la Ley". 
Pero, ademâs, agrega otro dato sorprendente, que afecta a las 
dimensiones de la plaza considerada como manzana: la variedad 
del tamaho de ellas -y no la uniformidad- parece ser la norma: 
Santiago de Leôn de Caracas tiene cuadras de setenta varas; 
Quito, de cien; Lima, de ciento cincuenta; Santiago de Chile, 
de ciento treinta y ocho varas; y -caso extremo- San Juan, en 
Argentina, tiene cuadras de doscientas sesenta varas...(103).
Normas sobre localizaciôn de la Iglesia Mayor.- Sobre el 
particular, la Ordenanza de 1573 establece:
"Ley 120. Para el templo de la Iglesia Mayor, 
parroquia o monasterio se sehalen solares los 
primeros despuês de las plazas y calles, y sean 
en isla entera, de manera que ningûn otro edif^ 
cio se le arrime, sino el perteneciente a su co 
modidad y ornato".
"Ley 121. Para el templo de la Iglesia Mayor, 
siendo la poblaciôn en costa, se edifique en 
parte que saliendo de la mar se vea y su fâ- 
brica que en parte sea como defensa del mismo 
puerto".
"Ley 125. El templo en lugares mediterrâneos 
no se ponga en la plaza, sino distante de ella 
y en parte que este separado de edificio que a
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LA CIUDAD DE LAS LEYES DE 
INDIAS.
(Reconstrucciôn ideal).
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SANTO DOMINGO (1502).
Plano de la ciudad colonial y probabla 
traza primitive.
Reproducido de Prudon, H. M. \ \  
Theodore; ’The Preservation of the 
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Fundado en 1519 con trazado orto- 
gonal irregular.
Reproducido de; "Panamâ, Monu- 
mentos Histôricos y Arqueolôgicos” . 
Instituto Panamcricano de Geograffa 
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PUEBLA. MEJtCO (1794). Fundada an 1531 con el nombre de Puebla da Lot Angeles, represents la.culminaciôn 
del trazado rectangular.
Reproducido de Chueca Goitfa. op. cit. 243.
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PLAZA CRUCIFORME: PANAMA 
LAN U EV A (1763).
"Planta de la Ciudad y fortificaciôn 
de Pan am A la Nueva".
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SANTIAGO DE GUATEMALA 11776).
"Mapa del proiecto form ado para la nue«a ciodad de Goatemala en el llano nombrado de la V.rgen, en el que de 
orden de S.M. comunicada al muy M.Y.S. Prefidenie G .y  Capitan General de este reinodon Martin de Mayorga
se esté construiendo"
Explicacidn:
A. Plaza Mayor _
B. Manzanas o sol ares para construit I os relaes edificios como son Palacio. Audiencia, Casa de Moneda, Tribu- 
lanes. Carcel de Corte, Quartel de Dragones. Aduana. Administraciôn de Jabaco y también Casas de Ay un ta- 
miento. Cathedral y Palacio Episcopal.
C. Quatre plazas con sus correspondi$ntes sitios a fin de construit en elles las parroquias.
D. Laguna de terreno firme hecha a mano para wever an alla les ganados. la cual sa llena coo las Iluvias la cual 
« ré  util para las obras y concluidas es fécil su desague quando se tenga por conwenianta.
E. iglesia que havfa con tftu lo  del Carmen.
F. Conwento probable de las Monjas Oaras. Escala de "600 varas castellanas”  les 75 mm.
G. Convento ydem de San Francisco. Reproducido de Chueca Goitîa. op. cit. N ° 170.
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êl se llegue, que no sea tocante a êl y por- 
que de todas partes sea visto, porque se pue 
da ornar mejor, y tenga mâs autoridad: hase 
de procurer que sea algo levantado del suelo 
de manera que se haya de entrer en êl por gra 
des, y cerca del entre la plaza mayor, y se 
edifiquen las casas reales, y del Consejo, y 
Cabildo, Aduana, no de manera que den embara- 
zo al templo, sino que lo autoricen..." (104).
Estas curiosas disposiciones, dictadas a contrapelo de la 
tradiciên y la Idgica, fueron -naturalmente- inobservadas.
Por el contrario, no hay un solo ejemplo de ciudad funda 
da y planificada, en Amêrica, en que los espacios contlguos 
a la Plaza Mayor -o Plaza de Armas, como se las llamô en lo 
que era suelo de conquista- no estên ocupados por el templo 
principal y por los edificios pûblicos.
Con todo, lo que debe ponerse en relieve es que los con 
quistadores, aligerados de la carga de tener que sujetarse a 
la estructura rîgida de poblados preexistentes, libres de las 
restricciones del espacio, trente a una naturaleza prêdiga, 
despejada y benigna, tuvieron la feliz inspiraciôn de sembrar 
Amêrica con ciudades bien emplazadas, sanas, limpias, expans^ 
bles, dotadas de abundantes aguas y pastos y construîdas -con 
explicables variaciones- en torno a una Plaza de Armas rodea 
da de las sedes del poder espiritual y de los poderes tempora 
les, y desarrolladas en la clâsica forma del damero regular,
Ya Cicerôn decîa: "No hay tarea en la que el hombre se halle 
mâs cerca de Dios que en la de fundar ciudades..." (94). No 
hay dudas de que -en esta tarea- los conquistadores mostra 
ron una habilidad divina.
Desde el descubrimiento de Amêrica en 1492 -y, mâs concre 
tamente, desde la fundaciôn de la Isabela (1493)-hasta 1525, 
se habîan establecido, segûn el censo de Lêpez de Velasco, no 
menos de cincuenta ciudades entre México y las actuales costas 
de Colombia y Venezuela. Hacia 1573 -fecha de las Ordenanzas 
de Felipe II- se habîan fundado, segûn el relato del mismo au 
tor, mâs de doscientas ciudades y pueblos que abarcaban hasta
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Valdivia y Osorno, en el Sur de Chile, y hasta Buenos Aires, 
por el Atlântico argentine (95).
Echando una ojeada al mapa de Amêrica y un vistazo al pla 
no de las ciudades respectives -Santo Domingo (fig. 64); Pana 
mâ la Vieja de 1519 (fig, 65); Puebla (fig. 6 6 ); Veracruz (fig. 
67); Santiago de Chile (fig. 6 8 ); La Serena (fig. 69); Lima 
(fig. 70); Buenos Aires (fig. 71); Cartagena de Indies (fig.
72); La Habana (fig. 73); Panamâ la Nueva de 1763 (fig. 74); 
Santiago de Guatemala (fig. 75); y Sucre, la capital de Bol^ 
via (fig. 76)- se puede concluir que todas elles son variacio 
nes sobre un mismo tema: la traza ortogonal, en que el distan 
ciamiento del arquetipo guarda relaciôn -como debe ser- con 
la topografia, el contorno del litoral circundante, el limite 
natural de un rio o una montane o el mejor aprovechamiento de 
una meseta irregular.
La armonia y vitalidad de estas nuevas ciudades suscité 
la admiracién de muchos europeos.
El Obispo Alejandro Geraldini, al llegar, en 1520, a hacer 
se cargo de su sede episcopal, dice de Santo Domingo :
" . . . quedê admirado de ver tan indite ciudad... 
porque sus edificios son altos, hermosos como 
los de Italia, su puerto capaz de contener to- 
dos los navios de Europe, sus mismas celles an 
chas y rectas que con elle no sufren compare—  
ci6 n las celles de Florencia. ôQuê dire sino - 
que sus nobles e ilustres caballeros... son sin 
nümero? £Quê de sus jurisconsultes que... han 
hecho insigne esta ciudad? £Quê de sus capita- 
nes de navios? dQuê de sus soldados?... que es 
cosa de admirer como cada dia descubren ellos 
nuevas gentes, nuevos pueblos, nuevas naciories, 
nuevos reinos y estrellas no conocidas sino en 
los cielos nuevos" (105).
La traza regular de Santo Domingo hasta fuê admirada en 
verso, por el poeta Castellanos, en 1535;
"Estâ su poblaciôn tan compasada 4 5 ^
Que ninguna sé yo mejor trazada.
Ninguna cosa por menor que sea
Hay en cualquier parte de la via
Que desde un cabo a otro no se vea
Segûn la rectitud con que se guîa" (106).
Con parecida admiraciôn se expresaba el historiador Alonso 
de Ovalle, de Santiago de Chile;
"La planta de esta ciudad no reconoce 
ventaja a ninguna otra y la hace a muchas 
de las ciudades antiguas que he visto en 
Europa, porque estâ hecha a coirpâs y cor 
del en forma de un juego de ajêdrez y To 
que allî llamamos casas, que son los cua 
drados blancos y negros, llamamos allî - 
cuadras... que corresponden a lo mismo - 
que decimos en Europa islas, con esta d^ 
ferencia, que estas son unas mayores que 
otras unas triangulares, otras ovaladas o 
redondas; pero las cuadras son todas de 
una misma hechura y tamaho, de suerte que 
no hay una mayor que la otra, y son per- 
fectamente cuadradas, de donde se sigue 
que en cualquier esquina que un hombre - 
se ponga, ve cuatro calles; una al orien 
te, otra al occidente y las otras dos aT 
septentrion y mediodia, y por cualquiera 
de ellas tiene la vista libre, sin impe- 
dimento hasta salir al campo" (107).
De esta manera, tanto la cuadricula venida del Oriente, 
como la concepciôn hispânica del modo de hacer la ciudad, sa^ 
taron el Atlântico y se establecieron en la Amêrica morena.
12. EL URBANISMO DESDE EL RENACIMIENTO HASTA LA CIUDAD BARROCA.
Conviene recordar que mientras en Amêrica se desarrollaba 
la titânica tarea de transplanter una culture y una civiliza 
cién exética, en Europa surgîa esa alborozada primavera de las 
artes que fuê el Renacimiento (108).
Naturalmente, esta liberaciôn del espîritu, a raîz de un 
franco regreso al clasicismo greco-romano y a la concepciôn 
antropocêntrica del universe, repercutiô notablemente en la 
arquitectura. Sin embargo, este auge estuvo marcado, mâs bien, 
por la suntuosidad y la renovaciôn de las formas en los nuevos
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estilos al ser aplicados a la edificaciôn monumental, esto es, 
a los palacios, templos, fortificaciones, plazas y conjuntos 
urbanos.
No obstante, aunque las concepciones renacentistas influ 
yeron en el nuevo trazado y remodelaciôn de las grandes ciuda 
des, tratândolas como unidades complétas y considerando sus 
monumentos arquitectônicos y lugares de interês dentro de la 
perspective del paisaje y de su armonizaciôn con el medio cir 
cundante, no es menos cierto que no tocaron la dimension fun 
damental del urbanismo, cual es la consideraciôn de la vivien 
da como centro de la vida humane.
Hay quienes consideran irrelevante el impacto del Renaci 
miento sobre el urbanismo. Stewart -por ejemplo- sehala que 
"El Renacimiento fue sobre todo ^  movimiento intelectual. En 
el campo del urbanismo sus primeras contribuciones resultan 
insignificantes si se las compara con la arquitectura del mi£ 
mo période y con las escenogrâficas realizaciones, con los 
grandes telones de fondo del ûltimo barroco" (109) .
Chueca, por su parte, comenta que "hubiera sido lôgico 
pensar que en el Renacimiento, cuando el mundo se expande con 
ansiedad de nuevas realizaciones, cuando el hombre se libera 
de tantos vinculos tradicionales, cuando la critica da nuevas 
alas al pensamiento... se produjera una honda transformaciôn 
en las ciudades... Sin embargo, nada o casi nada de êsto pa 
sa" (1 1 0 ).
Sin embargo, una conjunciôn de nuevos descubrimientos y 
circunstancias, que se anudan precisamente en aquella êpoca, 
de alguna manera va a repercutir en la concepciôn de la ciu 
dad.
LAS UTOPIAS RENACENTISTAS; Los avances de la cosmografia 
condujeron a un audaz desarrollo de la navegaciôn y, ambas, 
al descubrimiento del Nuevo Mundo. El uso militar de la pôlvo 
ra cambiô por completo los cânones de la guerra y puso en cri
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sis el concepto de la muralla y de las colinas fortificadas 
como mâximos recursos defensivos. Sin embargo, como primera 
reacciôn, se concibiô la fortificaciôn poligonal como el reme 
dio adecuado; asî se planea, en 1539, la ciudad-fortaleza vene 
ciana de Palmanova, en forma de estrella de nueve puntas, obra 
de Giulio Savorgnani (fig. 77). No obstante, -excepciôn hecha 
de algunas fortalezas construîdas bajo una inspiraciôn seme 
jante (1 1 1 )- esta concepciôn no prevaleciô como un arquetipo 
de la ciudad renacentista.
En esta $poca se producen numerosas lucubraciones teôricas 
acerca de la ciudad ideal, muchas de ellas inspiradas en el 
descubrimiento y difusiôn del tratado "De Architecture" de 
trubio (fig. 78). Merecen citarse -entre muchos otros- Leôn 
Battista Alberti (1404-1472) quien, en su obra "De Re Aedif^ 
catoria" se adelanta al moderno principio de jerarquizaciôn 
de las calles, distinguiendo las maestras o principales -que 
deben ser amplias, rectas y bordeadas por edificaciones pare 
jas- de las secundarias, que conviene que sean curvas para 
permitir una constante variaciôn de las visuales (1 1 2 ).
Antonio Averlino, "el Filarete" (1400-1479), escribe su 
"Trattato di Arçhite^ttura" en el que concibe la ciudad ideal 
de Sforzindia -en honor de Francesco Sforza, Principe de 
lân- la cual se forma al girar dos cuadrados inscritos en una 
circunferencia, de manera que sus ocho ângulos queden equidi£ 
tantes. El diseho résultante (fig. 79) conforma un recinto amu 
rallado de dieciseis lienzos que permite que en cada une de 
los ocho ângulos salientes -o puntas de la estrella- se ub^ 
que una torre defensiva y que en los ângulos entrantes se 
abran las puertas de la ciudad de tal manera que, en el esque 
ma viario, de forma radial, ocho calles conducen a las puertas 
y ocho, a las torres (113). El diseno, por ûltimo, permitia 
aplicar la teoria de Vitrubio de la orientaciôn de los lienzos 
-en este caso, cada par de ellos- hacia los ocho vientos dom^ 
nantes (114).
Durante la segunda mitad del siglo XV y hasta comienzos 
del siglo XVII se elaboran numerosas teorias y esquemas de ciu
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u  ciudad de V itrubio, Mgùn la Edkida comentada de
Daniel Barbaro.
La ciudad de Sforzinda segûn el tratado de Filarete
tî
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dades idéales. Sdlo a modo de referencia, recordaremos las con 
cepciones de Francisco di Giorgio Martini (1430-1505? fig. 80), 
quien escribid un Tratado de Arquitectura Civil y Militar "a£ 
pirando a componer un Vitrubio moderno", el que habrîa servido 
de base a las inspiraciones arquitectônicas de Leonardo da Vin 
ci (115).
En el ano 1516 se édita en Lovaina "La Utopia o la mejor 
forma de la Repûblica", de Tomâs Moro. A propôsito de esta obra 
-inspirada en el descubrimiento de Amêrica (116)- no nos resi£ 
timos a transcribir un pârrafo de Benêvolo sobre el entorrio inte 
lectual europeo de esa dêcada;
"... en el mismo ano (1516), Ariosto publica 
'Orlando el Furioso', Miguel Angel esculpe el 
Moisês, Rafael pinta la estancia del Borgo y 
Castiglione termina de escribir 'El Cortesano'.
El libro de Moro, por otra parte, es una re£ 
puesta a su amigo Erasmo que, en 1511, le ha 
bîa dedicado el 'Elogio de la Locura', y que 
tambiên el ano 16 escribe la 'Institutio Prin 
cipis Christiani', dedicada al future Carlos
V (Carlos I de Espana) como rêplica a 'El Prîn
cipe' de Maquiavelo, très anos anterior; es ê£ 
te el momento en que mâs claramente se manifies 
ta y acentûa la esperanza de renovaciôn polity 
ca y religiosa: del 1512 al 17 se reûne en Ro 
ma el Concilie de Letrân? en el 13, Pablo Giu£ 
tiniani y Pedro Querini publican el "Libellus 
ad Leonem X', escrito en la ermita de Camaldo 
li; en el 1517, Francisco de Meleto publica el 
Quadrivium Temporum Prophetarum y Lutero presen 
ta sus tesis en Wittenberg" (117).
Albrecht Durer -en Nuremberg- delinea, hacia 1527, su ciu 
dad ideal de planta cuadrada, con un castillo al centro (fig.
81). En 1554 Pietro Cattaneo formula sus esquemas de ciudades
radiales y rectangulares, inscrites en perîmetros circulares, 
de acuerdo a la tendencia prédominante en el nuevo diseno de 
defenses contra la artillerie (fig. 82). En 1570, Andrea Palla 
dio escribe su tratado monumental "I Quattro Libri dell'Arch^ 
tettura", poniendo el acento en la soluciôn estêtica de la 
construcciôn de la ciudad.
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A fines del siglo XVI se condensan en la realidad los e£ 
quemas ideales de ciudades estrelladas radioconcêntricas, al 
conclulrse la edificaciôn de Palmanova (1593) y Coerworden 
(1597), a los que ya antes nos referimos (fig. 83 y 84). Por 
aquella êpoca, tambiên, conciben sus ciudades ideales Giorgio 
Lorini (fig. 85) y Vincenzo Scamozzi (fig.85-a), quien se supo 
ne que dirigiô las construcciones monumentales de Palmanova. 
Entre los tratadistas franceses cabe citar a Bernard Polissy 
y a Jacques Perret; y, entre sus realizaciones, la ciudad for 
taleza de Charleville (1609), Richelieu (1630) y Henrichemont 
(118) . (fig.’ 8 6 ) .
LAS REFORMAS URBANAS RENACENTISTAS; Si nos detenemos un 
momento a analizar el panorama descrito hasta ahora, se puede 
advertir que el Renacimiento -que brotô con fuerza en las ciu 
dades italianas, desde donde sus ondas expansivas se extendie 
ron al resto de Europa- produjo muchas utopias, muchas "ciuda 
des ideales", pero no un modelo de ciudad renacentista.
Y estas ciudades ideales no son "renacentistas" porque, si 
se las analiza, se comproborâ que ellas s61o constituyen el 
perfeccionamiento defensive, geomêtrico y funcional de los po 
blados medievales de colina.
Su recinto amurallado -que las limita en todo sentido- lo 
mismo que la armadura del caballero medieval, es la imagen mâs 
opuesta que pueda concebirse al espîritu del Renacimiento. Por 
que mientras êste era libre, universalista, desenvuelto y ex 
pansivo, la ciudad fortaleza estâ aprisionada en si misma, es 
aislacionista, limitada y autolimitante. En resumen, es. un 
producto perfecto, pero fuera de su êpoca.
Es al interior de las viejas ciudades -apretujadas y corn 
primidas por la aglomeraciôn medieval- donde veremos manife^ 
tarse el espîritu del Renacimiento. Con razôn sehala Chueca 
que, en materia de urbanismo, êste tomarâ la via de la refor 
ma interior de las grandes urbes:
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"Mientras el pensamiento utôpico élabora geomêtr^ 
cas ciudades ideales, la vida se desenvuelve en 
los viejos ambientes medievales, en las plazas 
irregulares y pintorescas y en las estrechas y 
tortuosas callejuelas de otros tiempos. La aper 
tura de algunas nuevas calles con edificios soTem 
nes y uniformes y sobre todo la creacidn de nue 
vas plazas regulares o casi regulares, para servir 
de marco a un monumento destacado, para honrar la 
estatua de un rey o de un principe o para represen 
taciones o festejos pûblicos, son las empresas ur 
banas mâs favorecidas que luego el periodo barro 
co continuarâ todavia en mayor escala" (119).
Una de las mâs profundas, tenaces y enêrgicas faenas de re 
modelaciôn interior, es la que se desarrolla en Roma desde me 
diados del siglo XV hasta fines del XVI. Ella comprometiô el 
esfuerzo constante de varios Papas (120), comenzando -con 
colâs V (1447-1455)- un proceso que culmina con Sixto V (1585- 
1590) .
La labor urbanistica vendrâ acompahada de una intensa ac 
tividad artistica en los campos de la pintura, la escultura, 
la arquitectura y el paisajismo, que atraerâ a Roma a los me 
jores artistas del Renacimiento, haciêndola recuperar el 1^ 
derazgo de las artes plâsticas que, hasta entonces, habia te 
nido un curso itinérante por las Cortes de Venecia, Florencia, 
Milân y Nâpoles.
Por otra parte, uno de los mêritos mâs destacables de e£ 
ta empresa es que ella va a servir de inspiraciôn y de prece 
dente a otras grandes ciudades europeas -Londres, Amsterdam, 
Paris, Viena, Barcelona- las cuales emprenderian, a su debido 
tiempo, una tarea anâloga; aunque talvez ninguna sea compara 
ble a la que vamos a describir.
Conviene recordar -para entender su magnitud- que la Roma 
papal quedô un tanto desmedrada al trasladarse la sede del 
Pontificado a Avignon, de tal manera que su poblaciôn habia 
descendido, a comienzos del siglo XV, a unos 40.000 habitan 
tes. Cuando Martin V llega a Roma, en 1420, la encuentra "tan
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llena de ruinas, que habia perdido el aspecto de ciudad" (1 2 1 ).
Se trataba, por consiguiente, de recuperar una urbe tan lie 
na de grandeza y esplendor como habia sido Roma, en el triple 
aspecto religioso, politico y urbanistico. Una tarea gigante£ 
ca, en busca del gigante adecuado para iniciarla; Nicolâs V.
Dice Benêvolo:
"En la personalidad de Nicolâs V se aûnan los cono 
cimientos del humaniste, la clara visiôn del hom 
bre’politico y el celo pastoral del prelado que se 
compromete con segura tenacidad a restablecer la 
autonomie y autoridad de la Iglesia. Su efimero pon 
tificado (de 1447 a 1455) s61o le permitiô llevar a 
cabo una pequeha parte de las obras programadas, pe 
ro las lineas générales del proyecto y los motivos 
que le impulsaron -segûn noticias extraidas de la 
biografia de Giannozzo Manetti- tienen una importan 
cia decisive, porque determinan en gran parte no s3 
lo las directrices de la politica de reformas papaT 
durante los cuatro siglos siguientes, sino el corn 
portamiento culturel y politico de la nueva clase 
dirigente en relaciôn con una gran ciudad, que fue 
considerada desde sus principios la ciudad por anto 
nomasia" (1 2 2 ).
- cCuâles fueron las lineas motrices de un proyecto capaz 
de concitar la voluntad de tantos Papas, por tan dilatado pe 
riodo?. Dejemos que sea el propio Nicolâs V quien, en su le 
cho de muerte, nos describe las motivaciones y los resultados 
parciales por êl obtenidos; y nos de a conocer la voluntad 
-finamente expresada- de su testamento urbanistico que, por 
fortune, séria fielmente realizado por sus sucesores:
"Oid las razones, queridos hermanos, y considered 
los motivos que Nos han inducido con tanto ardor 
a construir y edificar...
"La muy grande y supreme autoridad de la Iglesia 
Romane, que estâ por encima de todo, puede ser en 
tendida solamente por aquellos que de ella cono£ 
can los origenes y evoluciones, a travês del estu 
dio de las letras. Pero la masa de la poblaciôn 
es ignorante en materia literaria, y carece de cu^ 
tura; y si bien oye afirmar con frecuencia, a doc 
tos y eruditos, que es muy grande la autoridad de 
la Iglesia, y a estas afirmaciones da crédite...
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necesita, a pesar de ello, recibir la impresiôn 
de espectâculos grandioses; de otra manera, apo 
yada su fe en bases débiles e inestables, se de 
bilitarîa con el paso del tiempo, hasta quedar 
reducida a nada. En cambio, gracias a la grandie 
sidad de los edificios y de los monumentos, en a^ 
guna medida imperecederos... se puede reforzar y 
confirmar la propia creencia popular que se basa 
en las afirmaciones de los doctes...
"En segundo lugar, son necesarias como testimonio 
de la devociôn de los pueblos cristianos hacia la 
Iglesia y la Sede Apostôlica, y al mismo tiempo 
para segura defensa de los habitantes contra la 
amenaza de los enemigos, las fortificaciones... 
que se pueden hacer mâs sôlidas con la contruc 
ciôïi de grandes y nuevas obras defensivas, idea 
das para resistir los ataques de los enemigos ?el 
exterior y de los rebeldes del interior, siempre 
arrastrados por el deseo de destruir.
"Por estas razones, Nosotros en Gualdo... Fabria 
no, Asfs, Civita Castellana, Narni, Orvieto, Spo 
leto y Viterbo, y en muchas otras localidades, 
hemos construido gran nûmero de edificios, con la 
doble y manifiesta finalidad de que sirvan como 
defensa e inspiren devociôn. Y estimulados quizâ 
con mayor fuerza por estos mismos motivos, lleva 
mos a cabo, aquî en Roma, muchas obras extraord^ 
narias y hemos empezado a construir otras, indu 
so mâs importantes.
"Esta ciudad ha sido efectivamente considerada 
mâs grande e insigne que ninguna otra; por tanto, 
hemos considerado que deberîa estar mâs ornada y 
fortificada que las demâs; puesto que sabemos que 
ha sido designada por Dios Omnipotente como Sede 
perpétua de los Sumos Pontifices...
"Por eso Nosotros hemos querido reparar la mura 
lia de la Urbe... hemos restaurado cuarenta bas! 
licas de las Santas Estaciones, que en su momen 
to fueron construidas por nuestro predecesor Gre 
gorio Magno... hemos iniciado las obras de tran£ 
formaciôn y restauraciôn de este palacio, digna 
morada de los Sumos Pontifices, y del contiguo 
sacrosanto templo de Pedro, Principe de los ApÔ£ 
tôles, lo mismo que del nuevo gran barrio adyacen 
te, donde establecer digna y segura vivienda tan 
to a la cabeza como a los miembros y a toda la 
Curia. Obras que hubiêramos seguramente llevado 
a têrmino... si una muerte inesperada no Nos hu 
biera sobrevenido. Si estas obras, como era nues 
tro deseo, se hubieran terminado, hubiêramos con 
seguido de todos los pueblos cristianos mayor ve 
neraciôn para nuestros sucesores, que habrlan po 
dido habitar la urbe con la mâxima paz y seguri 
dad, evitândose fâcilmente las grandes persecu 
ciones que hemos padecido en el pasado por parte 
de enemigos del interior y del exterior ; segur^ 
dad que, sin embargo, serâ posible obtener igual 
mente si estas mismas obras se continûan en el 
futuro" (123) .
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El programa urbanistico -cuya clara motivaciôn polltico- 
apostôlica ha queda definida por boca de su autor- podemos 
sintetizarlo (dejando aparté los aspectos defensivos que se 
concretarlan en la reconstrucciôn de los Muros Aurelianos y 
en el fuerte-ciudadela de Ostia), en très ideas bâsicas.
Se trataba -en primer lugar- de construir en la Colina 
Vaticana, la gran Sede de los Sucesores de San Pedro, la ca 
pital del catolicismo y, en palabras del mismo Pontifice, la 
Ciudad de Dios, separada por el histôrico Tiber de la Ciudad 
de los hombres.
En segundo lugar, habia que reordenar, modernizar y comu 
nicar los barrios situados entre la Ciudadela Vaticana y los 
contornos del rIo, de tal manera que, mediante su remodela 
ciôn, se produjera el trânsito armonioso entre las dos ciuda 
des. La conexiôn fisica se harla a travês del puente del Ca£ 
tillo de San Angelo.
Por ûltimo -para seguir una imagen de Le Corbusier- era 
precise usar el bisturi: habia que ensanchar las venas de 
Roma, reducidas por entonces a vasos capilares incapaces de 
permitir la circulaciôn, a fin de convertirla en una ciudad 
de peregrinaje fluido entre los lugares sagrados de mayor in 
terês. Una idea clara de esta nueva articulaciôn de Roma, se 
puede tener a travês del piano regulador de Sixto V (fig. 87 
y 8 8 ) .
En cumplimiento de la primera fase, se proyecta la Ciuda 
delà Vaticana, compr end i endo dentro de ella la existante Igle 
sia de San Pedro, que adquirirla mâs adelante su majestuosa 
estatura y grandiosidad de la actual Basilica con la interven 
ciôn de Bramante, Miguel Angel, Domênico Fontana, Carlo Mader 
no y Lorenzo Bernini; hasta que la perspectiva final de su cê 
lebre plaza circundada de columnas quedarla consolidada en 
tiempos de Mussolini con la demoliciôn de los edificios que 
ocupaban la actual Via délia Conciliazione (fig. 89 y 90). En 
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de edificios administrativos, un teatro, un atrio para reunio 
nes y cônclaves, la Sala de Bendiciones, la Biblioteca, el con 
junto residencial, el parque y un jardin botânico y, contigua 
al Palacio, la "maxima quaedam Cappella" -en expresiôn de Man 
netti- que séria construida por Sixto IV y que lleva su nom 
bre (124).
Bajo este mismo Pontifice (1471-1484) y hasta Julio II 
(1502-1513) se iniciarla la segunda fase, consistente en la 
alineaciôn de los barrios vecinos al Vaticano -los Borghi- to 
mando como base las calles abiertas a partir de la cabecera 
del Castillo S. Angelo, punto clave de articulaciôn de la Ro 
ma vaticana con la de la Antigüedad clâsica. El procedimien 
to adoptado consistiô en reorganizar las distintas zonas 
abriendo una o un sistema de calles o avenidas rectillneas, 
no sôlo con la idea de cehirse a un diseho moderno de la ciu 
dad, sino con el propôsito de construir, en ambos frentes, 
nuevos palacios y edificios monumentales. AsI ocurriô con el 
tridente que enfrenta al puente del castillo S. Angelo (Six 
to IV), la Strada Giulia (Julio II) y el famoso tridente de 
la Piazza del Popolo de Leôn X, Clemente VII y Sixto V (fig.
87 y 8 8 ) (125). En ellas se plasma la idea albertiana -que
ya dejamos descrita- de las "calles maestras o principales", 
como nervadura visible y sobresaliente en la trama de la ur 
be (126).
La tercera fase æ  inicia con la restauraciôn de los monumen 
tos antiguos que hablan sido estudiados por Alberti en la 
"Descriptio urbis Romae" (1432-34), los que pasarlan a const^ 
tuir, junto con las grandes basilicas y los demâs sitios de 
peregrinaje, lo que Benêvolo llama "las infraestructuras de 
la ciudad papal", los puntos culminantes que serlan conecta 
dos por anchas avenidas rectillneas. AsI se recuperan la Mura 
lia Aureliana, el mausoleo de Adriano transformado en Castillo, 
los principales puentes -el de Sixto entre ellos- el Coliseo, 
las cuarenta Basilicas de las Santas Estaciones y el Campido 
glio, magistralmente redisehado por Miguel Angel (ver fig. 87 
y 91) .
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En el punto de partida, el criterio bâsico habia consist^ 
do en resucitar la Roma antigua a un costado del Tiber (fig.
92) y construir la ciudad papal sobre el otro. Pero un proceso 
de esta magnitud adquiere su propia dinâmica y aquella idea 
fue quedando superada. Dice Benêvolo que "la ciudad humilde y 
apocallptica de Nicolâs V se transforma, cincuenta anos de£ 
puês, en la imperial Ciudad de Julio II" (127); y Chastel re 
cuerda que "en 1472, Foncio, visitando Roma, ennumera con do 
lor los conmovedo re s vestigios del pasado; en 1506, el canôn^ 
go Albertini ennumera los magnificos edificios de la nueva Ro 
ma" (128).
Con todo, séria a fines del siglo XVI, bajo Sixto V, cuando 
la nueva Roma adquirirla la plenitud urbanistica de sus gran 
des avenidas y complejos viales que conectan las impresionan 
tes construcciones de la Roma imperial con los edificios monu 
mentales de la Roma papal, con sus plazas, sus jardines y sus 
puentes. Labor êsta que, pese a haberse proseguido en los si^  
glos posteriores, encuentra su motivaciôn y su contexte estruc 
tural en el diseho urbanistico de esta êpoca.
El mêrito del Piano de Sixto V es haberse adelantado a su 
êpoca planteando la sistematizaciôn viaria no solo como una 
cuestiôn de linea y perspectiva sino, tambiên, como un proble 
ma de trânsito. Ya en su êpoca Domênico Fontana escribla en 
sus Memories:
"Queriendo todavia Nuestro Patrono faciliter el 
camino a aquellos que, dando muestras de su de 
vociôn o cumpliendo sus votos suelen visiter asi- 
duamente los mâs santos lugares de la Ciudad de 
Roma, y en particular las siete Basilicas tan ce 
lebradas por las grandes reliquias que conservan 
e indulgencias que otorgan, ha abierto, en va 
rios lugares, muchas calles muy amplias y muy 
rectas de tel modo que cualquiera puede, a pie, 
a caballo o en carruaje, partir del lugar que se 
quiera de Roma y andar casi en derechura a los 
mâs famosos sitios de devociôn" (129).
Pensâmes -como conclusiôn- que el espîritu del Renacimien 
to se manifiesta claramente en este tipo de reforma interior
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que -de manera tan sumaria y limitada al caso paradigmâtico de 
Roma- hemos procurado describir; y que, en cambio, no son ciu 
dades animadas de ese espîritu las fortalezas, que tambiên pro 
liferan en esa êpoca como una prolongacidn del medioevo, ni 
-mucho menos- las ciudades de la colonizaciôn americana, como 
algunos pretenden sin verdadero fundamento.
LA CIUDAD BARROCA.- Asî como la ciudad medieval résulta de 
la desintegraciôn del Imperio Romano y -por lo mismo- nace mar 
cada por la fragmentaciôn del poder politico, parte importante 
del cual se îradica en el nivel local de los feudos y los burgos, 
la ciudad barroca vendria a ser la culminaciôn de un largo pro 
ceso de reagrupamiento de los pueblos europeos hacia la conso 
lidaciôn de los estados nacionales; pero,tambien,la ostentaciôn 
orgullosa de los nuevos Estados y de sus clases dirigentes, de 
su riqueza y su poder.
En este aspecto, la ciudad barroca estâ principalmente re 
presentada por la sede del poder: la nueva capital. Recordemos, 
a este respecte, que en la Edad Media la monarquia era "un po­
der transeûnte, un poder que no estaba vinculado a ninguna ciu 
dad, sino que transitaba por todo el territorio, acudiendo a 
donde las necesidades reclamaban su presencia" (130) . Recorde 
mes que el Sacro Imperio de Carlomagno no tuvo capital; que 
Francia e Inglaterra no la tendrian hasta el siglo XIV; que 
los reinos de la peninsula itâlica tardarian siglos en unifi 
carse y aceptar el regazo de Roma; y que, por lo que respecta 
a Espana, su monarquia itinérante reciên vendria a establecer 
su asiento definitive en Madrid, con Felipe II -llamado por 
algunos "el Rey burôcrata"- en 1562.
La instalaciôn definitiva del trono real y de su Corte, el 
asiento permanente de la burocracia, la Cancilleria, el apara 
to administrative y financière, requerian no s61o de una sede 
sino tambien de un escenario que exteriorizara el poder del 
Estado en toda su fuerza y majestad. La capital barroca se 
convertiria asi en el simbolo de los nuevos Estados: el goce 
y la ostentacidn del poder (131),
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En su clâsica obra "La Cultura de las Ciudades", se pregun 
ta Lewis Mumford "cQuê caracteriza a una êpoca?". Y luego de 
reflexionar -con lenguaje mendeliano- sobre la influencia de los 
caractères dominantes y recesivos y la acciôn, a veces prolonga 
da, de caractères sobrevivientes de la êpoca anterior, identifi 
ca el barroco por la uniformidad, el centralisme y el absolutis 
mo del Soberano y del Estado, en contraste con el universalisme 
el localismo territorial y el absolutisme de_ Dies y de Igle 
sia, que son las connotaciones prédominantes del Medioevo. Aha 
de que la naturaleza esencial de esta mutaciên no concierne so 
lamente a los "acompanamientos estêticos",como el desentierro 
y mensura de los monumentos clâsicos, el descubrimiento de Pla 
tên y de Vitrubio, o el asentamiento de los Cinco Ordenes en 
la arquitectura. Para Mumford, el Barroco se forma lentamente, 
en un proceso que abarca cuatro o cinco siglos -que viene a cu^ 
minar en el S. XVII- y que recoge tendencies subyacentes desarro 
lladas desde el esplendor medieval del S. XIII, para cuajar mu 
cho despuês, al reunirse bajo un nuevo signe: el Barroco.
Este concepto -dice Mumford- es ûtil pues, mâs allé de las 
meras referencias artisticas (arquitectura, planificaciôn, jar 
dineria y urbanisme barrocos), encierra los dos elementos con 
tradictorios de la êpoca:
"Primero, el aspecto matemâtico, mercantil y 
metôdico, expresado a la perfecciôn en sus r^ 
gurosos planes viarios, sus formales trazados 
y sus geomêtricamente ordenados disenos paisa 
jîsticos. Y, al mismo tiempo, en la pintura y 
escultura de este période, abarca tambien el 
aspecto sensual, rebelde, anticlâsico y ant^ 
mecânico, expresado en sus trajes, su vida 
sexual, su fanatisme religiose y su rutilan 
te artesania estatal. Entre los siglos XVI y '
XIX, estes dos elementos subsistieron juntes: 
algunas veces actuando separadamente, otras, 
permaneciendo en tensiôn dentro de un contex 
to mâs amplio.
"A este respecte, se pueden mirar las tempra 
nas formas del Renacimiento, en su pureza, 
como un proto-barroco, y las formas neoclâs^ 
cas -desde Versalles hasta San Petersburgo- 
como barroco tardio" (132) .
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Recuerda Mumford el poder y antonomîa de las ciudades medie 
vales, que les permitîa crecer y desarrollarse sin mâs limita
ciones que su propia riqueza, ingenio y actividad; las ciuda
des de los fueros, regalias y derechos de las cuales se decia 
que "su aire hace libres a los hombres" (133).
Sin embargo, al aposentarse las Cortes, los privilégiés co
mienzan a ser obtenidos, ya no por las ciudades, sino por indi 
viduos; y no ya de la ciudad, sino del principe. Crecen, asi 
-en poblaciôn, extension y riqueza- las ciudades que eran asien 
to de una Corte, en desmedro de las demâs. En el siglo XVI, 
Londres llega a 250.000 habitantes, en tante que Paris, en 1594, 
alzanza a 180.000. Nâpoles tiene 240.000; Milân, sobre 200.000; 
Venecia, 195.000; Palermo y Roma, 100.000; Lisboa, sobre 100.000;
y, una poblaciôn similar, Sevilla, Amberes y Amsterdam (134).
"En resumen -concluye Mumford- ces6 la multiply 
caciôn de las ciudades. La construcciôn urbana 
dejô de ser, para una clase ascendante de peque 
nos artesanos y comerciantes, un medio para al 
canzar la libertad y la seguridad. Era, mâs bien, 
un medio para consolidar el poder politico en un 
solo centre difectamente colocado bajo la mirada 
del rey e impedir asi cualquier alzamiento o de 
sacato a la autoridad central, desde lu^gares 
alejados, mâs dificiles de controlar. La êpoca 
de las ciudades libres, con su cultura amplia
mente difundida y sus modes de asociaciôn reTa
tivamente democrâticos, dejô el paso a una era 
de ciudades absolutistes: unos pocos centres que 
crecieron desmesuradamente dejando a otras ciu 
dades en la alternative de aceptar el estanca 
miento o de cometer la necedad, sin esperanza^, 
de caer en la imitaciôn de aquêllas.
"Ley, orden, uniformidad, son productos especifi^ 
ces de la capital barroca. Pero la ley existe pa 
ra confirmer el estatuto y asegurar la posiciôn 
de las clases privilegiadas; el orden es un orden 
mecânico basado, no en la sangre, la vecindad o 
propôsitos y sentimientos comunes, sino en la su 
misiôn al principle regente; y, por lo que toca 
a la uniformidad, es la propia de los burêcratas, 
con sus archives, sus expedientes, sus carpetas, 
y sus numerosos procedimientos para regular y sis 
tematizar la recaudaciên de los impuestos.
"Los instrumentes para hacer obligatorio este mo 
delo de vida descansan en el ejêrcito; el brazo
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econômico es la polîtica mercantil capitaliste; 
y sus mâs tîpicas instituciones son el ejêrcito 
regular, la boisa, la burocracia y la corte.
Existe una armonia subyacente que une y apoya re 
cîprocamente a todas estas instituciones; todas 
elles contribuyen a crear una nueva forma de vida 
social: la ciudad barroca" (135).
Por su parte, Lavedan resume en très los principles del ur 
banismo clâsico, teniendo présente que -cuando asî habla, como 
acertadamente apunta Chueca- se estâ refiriendo a los princir 
pics del barroco:
a) la linea recta;
b) la perspective monumental; y
c) el programa, es decir, la uniformidad (136).
Pues bien, con el telôn de fonde de las explicaciones de 
Mumford, Lavedan y Chueca, intentaremos describir brevemente 
algunas experiencias urbanîsticas del barroco.
Colbert -poderoso ministre de Luis XIV- en una carte escr^ 
ta en 1663, comentaba: "Versalles estâ hecha para la frivol^ 
dad; Paris, para la gloria. Y el Rey estâ en manos de dos hom 
bres (Le Vau y Le Nôtre) que le conocen casi exclusivamente en 
Versalles, es decir, entre placeres y diversiones, e ignoran 
en absolute su amer por la gloria" (137).
Sin embargo, el Rey Sol -quien se ausentê de Paris ahos en 
teros- prefiriô dejar la capital en manos de su ministre de 
confianza, para dedicarse a Versalles.
Al parecer, encontrô aqui la posibilidad de crear libremen 
te el escenario arquitectônico adecuado a sus suenos de gran 
deza, sin las limitaciones ni las inevitables ataduras del Paris 
medieval; y, ademâs, el espacio necesario para instalar cômoda 
mente la Corte y su complejo aparato burocrâtico.
Cedamos la palabra a Benêvolo para que nos describe el Ca£ 
tillo, sus jardines y la ciudad de Versalles:
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En 1962... "Le Vau, Le Nôtre y Le Brun comien 
zan la ordenaciôn del castillo de Versalles.
Lo construido por Luis XIII queda casi intacte, 
pero integrado dentro de una nueva ordenaciôn 
urbanîstica, entre una explanada de ingreso ro 
deada de pabellones de servicio y un amplio jar 
din con terrazas escalonadas, como en Vaux, De 
las cancelas de entrada parte un sistema radial 
de très avenidas que conducen a Saint-Cloud, Sèvres 
y Sceaux, (fig. 93 y 94) , enlazando el castillo con los 
demâs centres de la periferia occidental de Pa 
ris; anâlogamente, desde el final del jardin 
-inmediatamente despuês del actual estanque de 
Apolo, a un kilômetro aproximadamente del casti 
lie- parte otra ordenaciôn radial de cinco ave 
nfdas que se adentran en el parque. Esta dispo 
siciôn empareja con significativa indiferencia 
el terrene habitado y el parque y anula casi 
completamente, en un grandiose diseno paisajis 
ta, el bulto de las construcciones; el jardin 
escalonado mide un kilômetro cuadrado, très de 
las avenidas de acceso tienen una anchura de 70 
a 90 metros y la gran explanada que se abre de 
lante de la cancela ocupa casi seis hectâreas.
"Parece indudable que el autor del proyecto de un 
organisme semejante fuera el jardinero Le Nôtre, 
tal como supone Lavedan, y no el arquitecto Le 
Vau, como cree Brinckman. El proyecto urbanist^ 
co, tal como hoy se entiende -una metodologia 
para intervenciones a gran escala, especifica 
mente distinta de la metodologia de la escala 
arquitectônica-, se présenta por primera vez en 
la êpoca del Rey Sol, bajo la forma de proyecto 
paisajista. Las relaciones de Le Nôtre con los 
demâs artistas de Versalles -Le Vau, Claudio 
Perrault, Le Brun- es ya la de un urbanista 
coordinator con los especialistas de los distin 
tos sectores; las instituciones vigentes no per 
miten, sin embargo, desarrollar claramente esta 
relaciôn; al contrario. Le Nôtre, como jardine 
ro, figura como responsable de un sector espe 
cializado y subordinado a la arquitectura. Pro 
bablemente elude de hecho esta consideraciôn je 
jârquica convencional por su cargo de inspector 
general de construcciones y por su misma compe 
tencia têcnica, ademâs de por el valor résolut! 
vo de sus concepciones espaciales; su carâcter 
reservado le évita tropiezos con los arquitectos 
oficiales, pese a que los promotores, incluso 
Luis XIV, apreciando su buen criterio hasta en 
las cuestiones estrictamente arquitectônicas, le 
reclaman algunas veces como ârbitro en las contro 
versias de otros colaboradores. Hoy se le conside 
ra, junto a Vauban, el principal protagonista de 
la nueva cultura arquitectônica francesa; asi co
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mo Vauban en el campo têcnico sabe définir 
nuevamente la metodologia del proyecto -sus 
relaciones con la investigaciôn cientifica y 
con la programaciôn politica-, asi tambiên 
Le Nôtre acierta a establecer el tema espec^ 
fico del prôximo ciclo de experiencias: el 
salto, desde la escala tradicional del proyec 
to, a una nueva escala, que représenta fisica 
mente la dimension infinita de la perspectiva 
y realiza la ûnica adecuaciôn maestra del or 
den cartesiano (138), admitido hipotêticamen 
te por la ciencia bajo la apariencia desorde 
nada del universe natural, pero irrealizable 
por la têcnica en cualquier otra parte del 
universe artificial" (13?).
Versalles fuê la consagraciôn del paisajismo y la perspecti^ 
va; es decir, la consagraciên del barroco. "El Barroco contem 
pla al mundo como una vista", dice Chueca, antes, se estaba 
dentro del mundo, se estaba entre las cosas, pero no se ténia 
la lejania ni la visiôn en profundidad para que las cosas se 
organizaran como una perspectiva. "La perspectiva supone la 
contemplaciôn del mundo desde un solo punto de vista, desde un 
ojo ûnico que abarca todo el panorama. Es una manifestaciôn 
del poder humano, del poder del principe. La visiôn focal o 
centralista coincide con la organizaciôn monârquica del Esta 
do. Todas las residencias reales de la Europa del S. XVIII, 
llSmense Versalles, Nancy, Dresden, Carlsruhe, Copenhague, San 
Petersburgo o Aranjuez, responden a este tipo de ordenaciôn 
perspectivista, en cuyo punto focal se encuentra el palacio 
de la realeza. En San Petersburgo, el nombre genêrico de calle 
se sustituye a veces por el de perspectiva (140). La ciudad se 
convierte en la expresiôn de una realidad politica" (141).
Versalles no sôlo fue una obra barroca, sino un gesto barro 
co que dejô a Europa sin aliento. Decia Montesquieu: "Existen 
mâs estatuas en los jardines de su palacio que ciudadanos se 
encuentran en una gran ciudad" (142). Y Voltaire escribia, en 
1741, "Si Luis XIV hubiera gastado en Paris la quinta parte de 
lo que ha desembolsado en Versalles para violentar la naturale 
za, Paris séria en toda su extensiôn tan bella como lo es entre
63,
las Tullerîas y el Palacio Real, y se habrîa convertido en la 
mâs magnifies ciudad del Universo" (143).
Mientras Luis XIV se embelesaba con el progreso de Versa 
lies, Colbert se dedicaba a una tarea mucho mâs ruda, comple 
ja y fatigosa: la remodelaciôn de Paris (144).
Ya Enrique IV, a comienzos de siglo habia asumido como su 
mâs importante proyecto, la restau-^raciôn de los Palacios del 
Louvre (fig. 95) y de las Tullerias y los famosos jardines de 
êste ûltimo. Colbert encomienda a Le Vau la prosecuciôn de e£ 
tos trabajos, en 1662. (fig. 96),
Pero, consciente de la tarea gigantesca que tiene por delan 
te, créa un Consejo de Policia encargado de impulsar el progre 
so de la ciudad. Escuchemos, nuevamente por boca de Benêvolo, 
los avances de esta faena:
"El Consejo de Policia desarrolla inmediata 
mente una intensa actividad dentro de la ciu 
dad antigua; en el 66 organize la limpieza e 
iluminaciôn pûblica de las celles, en 1667 
fija un limite de altura para los edificios y 
prohibe los saledizos en espacios pûblicos, en 
el 68 oblige a los propietarios de todas las 
casas a instalar retretes y dispone las normes 
de saneamiento de alcantarillado. De 1666 en 
adelante estudia la manera de aumentar el sumi 
nistro de ague, concediendo permiso para con£ 
truir nuevas bombas de succiôn a lo largo del 
Sena y nuevos acueductos; en 1671 encarga, como 
adiciôn a las veintidôs existantes, otras quince 
fuentes pûblicas, algunas de elles de carâcter 
monumental. Las mârgenes del rio se ordenan con 
tinuando los quais y las conducciones que faltan. 
Se trazan numerosas celles nuevas, se ensanchan 
y regulan algunas viejas, como la rue de la 
Ferronnerie, en la cual el ano 69 se fija un mo 
tivo arquitectônico uniforme, que deberâ conti 
nuarse a todo lo largo de la calle.
"Las previsiones mâs importantes se llevan a ca 
bo en la nueva periferia. La ciudad, que alcanza 
ya los 600.000 habitantes, ha crecido mâs allâ 
de los limites fijados por Luis XIII; y el cintu 
rôn fortificado (fig. 97 ), si bien ha sido ter 
minado recientemente en torno al barrio del Lou 
vre, carece ya de sentido defensive. En 1672,
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Colbert establece un nuevo perîmetro, sena 
lando los limites permitidos para edificar, 
pero abandona la idea de fortificar la capçL 
tal y empieza a transformar la antigua ciu 
dad cerrada en una ciudad abierta. Hace de 
moler, del 70 al 76, las fortificaciones 3e 
la margen derecha del rîo, sustituyêndolas 
por una avenida arbolada de dieciocho toesas 
(unos 35 metros) de anchura, 'para mayor orna 
to de la ciuûad y para que sirva como paseo 
a sus habitantes'; proyecta un anâlogo cintu 
rôn de avenidas alrededor de lo construido 
en la orilla izquierda, pero aquî, no pudien 
do disponer ya de una franja de terreno de 
propiedad pûblica, se ve obligado a interrum 
pir la obra (que serâ completada poco a poco 
en el curso del siglo XVIII). Nacen asî los 
grands boulevards, que no son una ramifica 
ciôn independiente, como los paseos de la 
primera mitad del seiscientos, sino una red 
viaria que envuelve el primitive trazado me 
dieval y esparce la campina urbanizada en 
torno a la ciudad (fig. 98). Por fuera del 
anillo de los boulevards, Colbert dispone 
una serie de radiales, de las cuales sôlo 
una enlaza directamente con este anillo. La 
patte d'oie, proyectada en el 65 por Le No 
tre sobre el eje del jardin de las TullerTas, 
formada por el antiguo Cours-la Reine, a or^ 
lias del Sena, la gran perspectiva media de 
los Campos Ellseos (que conduce a un sistema 
de calles trazadas por Le Notreel ano 70 -la 
actual Rond-Point- y mâs adelante a la segunda 
ordenaciôn de 1724 sobre la cima de la colina 
de Chaillot (la actual Etoile), y por una ter 
cera calle simêtrica en direcciôn del faubourg 
Saint-Honoré, quedô sin terminar..^Al otro la 
do de los Campos Ellseos se construye, entre 
1670 y 1676, por L. Bruand, el Hospital de los 
Invâlidos.
"Estas iniciativas son coordinadas a partir de 
un determinado momento en un real y verdadero 
plan regulador, que se extiende a toda la ciu 
dad. Un edicto de 1676, tras enumerar los tra 
bajos en curso, prosigue asi su redacciôn: 'Ha 
biendo decidido prévenir que las obras que pue 
dan ser hechas en adelante dentro de la ciudad 
estên reguladas de acuerdo con un plan preciso, 
hemos ordenado levantar exactamente el piano de 
la ciudad y senalar en êl no sôlo las obras que 
han sido hechas siguiendo nuestras disposicio 
nés, sino tambiên aquellas que considérâmes 3e 
ben continuarse y llevarse a têrmino' ''(145) .
"...La urbanizaciôn realizada por Colbert en
65.
los alrededores de Paris se compone esencial 
mente de un sistema de zonas verdes y de pun 
tos de mira monumentales; una red de avenidas 
que enfilan perspectivas de monumentos ant^ 
guos o modernes se prolonga en la campina co 
lindante y ordena los escenarios paisajistas 
alrededor de los parterres y las fuentes que 
decoran los parques suburbanos. El resultado 
de esta urbanizaciôn es la consecuencia de ha 
ber combinado los nuevos medios de control 
perspective ideados por Le Nôtre con los vie 
jos obstâculos en un desarrollo racional de 
planificaciôn urbana, que Colbert no consigne 
renovar. Examinando el mapa de la banlieue pa 
risina de finales del reinado de Luis XIV (f^ 
gura 98) se ven claramente dos cahamazos su 
perpuestos: el compacte, irregular y coheren 
te de la ciudad medieval, del que irradian 
los caminos que conducen directamente a los 
demâs centres prôximos, y el mâs abierto y 
fragmentado, pero geomêtricamente preciso, de 
las nuevas ordenaciones verdes que se concen 
tran en el gran nudo viario de Versalles y en 
los nudos menores de Saint-Germain-en-Laye, 
Saint-Cloud, Marly, Meudon, Sceaux y Vincennes. 
El segundo cahamazo establece ya la conforma 
ciôn de la futura periferia, pero no sustitu 
ye todavla al primer cahamazo, que sigue de 
sempehando las funciones vitales de la ciudad". 
(146).
El sueho de Voltaire, ciertamente prefigurado por la visiôn 
Clara y la voluntad de acero que esgrimiô Colbert hasta su 
muerte, vendria a hacerse realidad recien bajo Napoleôn III.
Con razôn apunta Benêvolo que "la nueva ciudad prevista por 
Colbert y por sus artistas para gloria de Luis XIV serâ reali 
zada dos siglos mâs tarde para gloria y seguridad de Napoleôn 
III; las perspectivas monumentales que Colbert abre en el cam 
po entre el arbolado, podrâ abrirlas Haussmain en plena ciudad 
y entre las casas; los autores de los proyectos ya no serân 
Le Nôtre, Le Vau o Mansart, sino muy distintamente, ingenieros 
y acadêmicos del segundo Imperio y de la tercera Repûblica. Los 
diecinueve ahos del poder de Colbert preparan los diecisiete 
del poder de Haussmann" (147).
A mediados del S. XIX, Paris habla doblado casi la poblaciôn
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que tenia bajo Luis XIV y superaba ya el millôn de habitantes. 
Habla nacido la gran industria, se habla iniciado la migraciôn 
del campo a la ciudad y comenzaban a producirse graves proble 
mas sociales y violentas revueltas de carâcter politico.
En 1853, Napoleôn III désigna al Barôn Eugène Haussmann, 
Prefecto del Sena. Se ha dicho, con fundamento veroslmil, que 
fueron dos los objetivos principales que se trazô Haussmann al 
concebir su nuevo Plan de Paris: transformarla, urbanlsticamen 
te, en la primera ciudad de Europa desde el punto de vista de 
la estêtica Monumental y majestuosa del Segundo Imperio; y ter 
minar con los tugurios y barrios de callejuelas estrechas que 
abundaban en el centre, como reminiscencias de la ciudad medie 
val, y que -en tiempos de disturbios- constitulan excelentes 
nidos de barricadas inexpugnables para la policia (fig. 9 9 ).
El Plan contemplaba una gran via de uniôn de este a oeste, 
a travês de la prolongaciôn de la calle Rivoli -a la derecha 
del Sena- iniciada por Napoleôn I en 1801 (fig. 100) . Consulta 
ba la apertura o el ensanchamiento de los grandes Boulevards 
que proveen a la ciudad de una red de conexiones amplias y ex 
peditas y que se combinan con una serie de calles transversa 
les y radiales (fig. 101) . Prevela tambiên la sistematizaciôn 
del Bosque de Boulogne, como lugar de recreaciôn de la socie 
dad elegante, y la del Bosque de Vincennes, para las clases 
populares; y, particularmente, ciertas convergencias viarias 
de las cuales es un ejemplo caracterîstico la Plaza de la Etqi 
le (figs. 102 a 104 de la que irradian doce grandes avenidas, 
asî como el tridente de la Plaza de la Opera, que recuerda el 
de la Piazza del Popolo de Sixto V, motive que se repite fren 
te al palacio de Versalles, en Karlsruhe, en Madrid, en Londres, 
en Washington y en San Peter^urgo (148) .
Sehala Chueca que Haussmann, un conservador, "siguiô la lî 
nea estêtica del barroco con sus alineaciones y sus grandes 
perspectivas. Haussmann no trazô ninguna avenida sin contar con 
un fonde arquitectônico, con un edificio monumental que cerrara 
la visualidad. Tuvo el talento de aprovechar todos los edificios
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singulares de Paris y, cuando no los habla, el de crearlos, 
como sucede con la Opera de Gamier" (149).
De esta manera, y a lo largo de très siglos, Paris -primero 
romana y luego medieval- se convirtiô en una de las mâs bellas 
muestras del barroco, en una ciudad caracterizada por sus her 
mosas perspectivas.
EL BARROCO CURVILINEO.- Para cualquier estudioso del arte 
puede resultar sorprendente la regia de Lavedan -resaltada por 
Chueca (ver Nota 136)- de la llnea recta en la base del urbani£ 
mo barroco. Y es que la riqueza expresiva de este estilo, en 
las artes plâsticas, se manifiesta precisamente a travês del 
movimiento de las llneas y volûmenes. El barroco es la exalta 
ciôn de la curvatura.
El urbanisme barroco no fuê ajeno a esta idea que podrlamos 
traducir como la curvatura de la perspectiva ni -desde luego- 
a la curvatura de la composiciôn.
La grandiosa plaza ovalada de San Pedro (fig . 105),
obra de Bernini (1657), iba a quebrar la tradiciôn de las pla 
zas rectangulares y a dar a la curvatura -en su gesto de abra 
zo- todo su realce. Sôlo treinta ahos despuês se construirla 
en Paris la Place des Victoires (fig. 106) y luego la Plaza 
Vendôme (1701) (fig. 107) que, a su caracterlstica de formar 
se mediante el ensanchamiento de una calle que constituye sus 
accesos, une la de ser una variante intermedia entre el rectân 
gulo y la plaza circular.
La curvatura, sin embargo -como signo del urbanisme barroco- 
iba a adquirir excepcional relieve en Inglaterra con los "Cre£ 
cents"; pero no en su capital, sino -originalmente- en Bath y 
luego, por imitaciôn, en Londres y otros lugares.
Sehalemos, de paso, que Londres perdiô su gran oportunidad 
de remodeler a fonde el ârea de la City contiguo a la Catedral 
de San Pablo, a ralz del gran incendie de 1666. Una sémana des
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pués del siniestro, el rey Carlos II dictaba un edicto disponien 
do la reconstrucciôn de la City con material incombustible y 
calles anchas, con un nuevo planeamiento. Se presentaron ocho 
proyectos, entre los que destacan el de Sir Christopher Wren, 
el de John Evelyn y el de Robert Hooke (fig. 108). Sin embargo, 
ante una tarea de semejante magnitud, la ausencia de medios eco 
nômicos y de una eficiente Administraciôn urbanîstica -como 
aquêlla de que dispuso Colbert en Paris- unida a la presiôn 
de los comerciantes por la pronta reconstrucciôn de sus nego 
cios, hicieron fracasar el proyecto. Por estos motivos, el me 
joramiento del ârea se redujo al ensanche de las calles (con 
4 categories, entre 70 y 16 pies), la ejecuciôn de obras hidrâu 
licas y la dictaciôn de unas Ordenanzas de construcciôn que 
dispusieron très tipos de edificios (150).
Retomando el hilo del barroco curvilineo, ès de senalar la 
notable empresa urbanîstica desarrollada por John Wood (151) 
en Bath -antigua ciudad termal romana, de cuya fama dériva su 
nombre- convertida en el s. XVIII en balneario de la aristocra 
cia britânica. Si bien es cierto que Wood inicia su acciôn con 
una clâsica plaza cuadrada -la Queen Square-, en 1753 constru 
ye el Circus -una hermosa plaza circular que recuerda la Pla 
ce des Victoires de Hardouin y Mansart- que estâ unida a la 
anterior por una ancha calle,la Gay Street, bordeada por ed^ 
ficios uniformes.
John Wood fallece en 1754, pero su obra es continuada por 
su hijo, del mismo nombre. Terminado el Circus (1764), êste 
inicia -al costado oeste de la Plaza- la Brook Street, similar 
a la Gay, que conduce a la obra que le haria famoso: el ROYAL 
CRESCENT, una bateria semieliptica de casas que crean un espa 
cio ovalado y se enfrentan a un paisaje arbôreo. Todas estas 
obras y composiciones se aprecian en la figura 109. La roton 
da del Crescent causarâ tal admiraciôn que serâ imitada en 
Buxton (1779), reeditada en Bath (1788-98) con gran desarrollo 
lineal y transportada a Brighton, a Kensington (fig. 110) y a 
otros lugares.
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En la literatura urbanîstica, un crîtico severe del diseno 
recto y -por lo mismo- ferviente predicador del trazado curvi 
lineo fuê el arquitecto vienês Camille Sitte. Su obra: "Der 
Stâdtebau nach seinen künstlerischen Grundsatzen" -conocida 
en el mundo de habla hispânica como "Construcciôn de Ciudades 
segûn principios artîsticos"- aparece en 1889 en un momento en 
que tambiên otros estudiosos y realizadores -como Reinhard Bau 
meister (153), Joseph Stübben (154), Hermann Maertens (155) y 
Charles Buis (156), entre otros- especulaban y difundîan la 
misma inquietud.
Decîa Sitte:
"Concebirlo todo con sistemâtica rigidez, sin 
modificar lo mâs mînimo del patrôn establecido, 
hasta que el espîritu se materialice y todos 
los sentimientos alegres se ahoguen, es el sig 
no de nuestra êpoca.
"Poseemos très sistemas principales de urban^ 
zaciôn: el rectangular, el radial, el triangu 
lar y algunos secundarios, combinaciones de Tos 
anteriores.
"Desde el punto de vista estêtico no nos intere 
sa ninguna de estas disposiciones, por cuyas ar 
terias no corre ni una sola gota de sangre ar 
tîstica.
"El fin que se persigue en los très es la régula 
rizaciôn del trazado, siendo pues desde el prin 
cipio una orientaciôn ûnicamente têcnica; la red 
de calles cuida tan solo allî de la comunicaciôn, 
jamâs del arte. No tratamos en tal sentido de 
Atenas y Roma antiguas, ni de Nuremberg o Venecia, 
pues solo importa al arte aquello que puede verse 
en conjunto, esto es, la calle en sî O la plaza 
aislada.
"...Hasta en el sistema rectangular pueden obte 
nerse plazas y calles artîsticamente ejecutadâs, 
con solo que el têcnico permitiera al artista m^ 
rar, como quien dice, por encima de sus hombros 
en el trabajo, y dejase de vez en vez descansar 
régla y ccnpâs" (157) .
Ahade, mâs adelante, unos comentarios crîticos cuya actua 
lidad permanece a pesar de haber transcurrido un siglo desde 
que fueron formulados:
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"Muchos son les motivos artîsticos a los que 
debe renunciarse en el urbanisme moderne, pero 
ajpesar de tan dolorosa confesiôn, no debe ni 
puede el artista dejarse llevar del sentimenta 
lismo, pues el buen éxito de las disposiciones 
artisticas no perdura si no responde a las nece 
sidades del memento.
'•En nuestra vida pûblica muchas cosas se ban mo 
dificado irrevocablemente, lo que quita su sig 
nificacidn a gran nûmero de formas antiguas; 
elle es irremediable. Ahora todos los asuntos 
pûblicos se tratan en la prensa, y no per me 
die de lecturas y pregones en termas y coTum 
natas, come en Roma o Grecia. No puede evitarse 
que el trâfico de la plaza-mercado se reduzca 
cada vez mas, ya per encerrarlo en edificios 
sin arte, ya merced al reparte a domicilie. Tam 
poco el que las fuentes pûblicas no tengan mas 
valor que el artistico, al alejarse de ellas 
la masa pintoresca del pueblo, pues las moder 
nas distribuciones de agua la conducen directa 
mente a la casa. Las obras de arte desertan ca 
da vez mas de calles y plazas, recluyêndose en 
esas jaulas llamadas museos; de igual mode de 
saparece de los mercados la pintoresca anima 
ci6n de las fiestas populares, cabalgatas, pro 
cesiones, farsas teatrales. La vida popular se 
retira hace siglos -y sobre todo en los tiempos 
mas recientes- de las plazas pûblicas, con lo 
que estas pierden gran parte de su carâcter, 
siendo casi comprensible que la multitud haya 
perdido su amor por tan hermosas plazas.
'•Era mucho mâs favorable a la urbanizacidn artis 
tica aquella vida que la nuestra, tan matemâtica, 
en la que el hombre se transforma virtualmente 
en mâquina, habiêndose modificado no solamente 
en sus generalidades, sino tambiên en detalles, 
los cuales exigen evoluciones en consonancia con 
la êpoca.
Prâcticamente, son las dimensiones gigantescas 
la tendencia de nuestras ciudades, rompiendo el 
marco de las artisticas formas antiguas. Cuanto 
mayor es la ciudad, tanto mayores y mas anchas 
son sus calles y plazas y tanto mâs altos y ex 
tensos los edificios, hasta que por sus dimen 
siones, sus innumerables pisos y ventanas, ape 
nas pueden disponerse estéticamente. Todo tien 
de a lo inmenso y a la repeticiôn de iguales mo 
tivos, restringiendo de tal modo la facultad de 
concepciûn, que solo con extraordinarios esfuer 
zos puede algo alcanzarse".
"...El alto precio de los solares conduce a su 
mâs intensa explotaciôn, que obliga a suprimir
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muchos nobles elementos, acercândose la edifica 
ci6 n de cada parcela al arquetipo de nuestras 
manzanas. Resaltos, antepatios, escalinatas, lo 
ggias, torrecillas, etc., nos resultan un lujo 
inaccesible aûn en edificios pûblicos, y solo 
en su parte superior en balcones y salientes, o 
en cornisas, puede el arquitecto moderno dejar 
volar a su pegaso, pero de ningûn modo abajo, 
en la calle, donde la alineaciôn manda".
"...Habrîamos de estar completamente ciegos pa 
ra no observar las grandiosas innovaciones del 
moderno urbanismo en comparaciôn con lo antiguo 
en cuanto a higiene. Aquî, nuestros ingenieros 
-tan censurados por sus equivocaciones artîsti 
cas- han hecho maravillas, ganando mérites impe 
recederos para la humanidad; su obra ha mejoraSb 
esencialmente las condiciones higiênicas, como 
se desprende del coeficiente de mortalidad redu 
cido en un cincuenta por ciento. îMucho ha de 
haberse mejorado en los detalles del bienestar 
general cuando se logran taies resultadosi Nos 
complacemos en reconocerlo, pero no obstante per 
manece en pie el problema de si es inevitable 
para adquirir estas ventajas pagar el enorme pre 
cio de la renuncia a la belleza en nuestras di£ 
posiciones urbanas.
"La eterna lucha entre lo bello y lo ûtil no pue 
de velarse con palabras: existe y existirâ siem 
pre como cosa natural. Esta lucha interna de dos 
exigencies opuestas, no solo reza con la urban^ 
zaciûn, sino que acompaha a todas las artes -aun 
a las mâs libres- por lo menos como conflicto 
entre sus fines idéalistes y las retringidas con 
diciones del material en que sus concepciones se 
encarnan. Tal vez esforzândonos logremos repre 
sentarnos in mente une obra de arte completamen 
te liberada, pero nunca serâ posible realizarla. 
En todas partes el artista debe afrontar el pro 
blema de encerrar sus ideas dentro de los lîm^ 
tes de la posibilidad".
"...En el campo de la urbanizaciôn estos limites 
son actualmente muy angostos...".
"El urbanizador de ahora tiene que ejercitarse 
en la noble virtud de la modestia, y lo que es 
mâs raro, no tanto por falta de dinero como por 
causas puramente têcnicas.
"Aun en el supuesto que solo se creara en sentido 
decorativo una nueva disposiciôn, una nueva vista 
fastuosa y pintoresca, como si su fin ûnicamente 
fuera la glorificaciôn de la ciudad, no puede e£ 
to lograrse con nuestra alineaciôn rigida: para 
alcanzar aquellos efectos deben utilizarse aque
72.
llos colores. Debieran, pues, preverse ya en 
la planta toda clase de curvas, ângulos, es de 
cir, licencias a la fuerza y casualidades inten 
cionadas. cPero se pueden inventar y construir 
casualidades tal como resultan en el curso de 
la historia? ^Podrîa tener espontaneidad y fres 
cura tan rebuscado candor, naturalidad tan ar 
tîstica? La alegrîa infantil le estâ negada a 
una civilizaciôn en la que ya no se construye 
sin ton ni son, sinô que se estudia racionalmen 
te sobre el papel. Ni la vida, ni la têcnica mo 
dernas de la construcciôn permiten una copia 
exacta de las antiguas disposiciones urbanas, y 
hay que reconocerlo si no queremos caer en in 
fantiles fantasmagories. Las hermosas obras 3^ e 
aquellos maestros deben continuer existiendo 
de otra manera que por una servil imitaciôn po 
co reflexive; solamente si investigamos el fun 
damento de estas obras y si logremos aplicarlo 
discretamente a las modernes circunstancias, 
llegariamos a recoger una nueva semilla del 
suelo estêril.
"Este ensayo no debiera rehuirse a peser de to 
dos los impedimientos y la renuncia que exige 
de mûltiples bellezas. La mâs emplie aprecia 
ciôn de los modernos sistemas de edificaciôn, 
la higiene y el trâfico, no deben desanimarnos 
tanto que renunciemos a soluciones artisticas 
contentândonos con las têcnicas -como en la 
construcciôn de carreteras o mâquinas- pues nos 
es imposible prescindir de las sublimes impre 
siones emanadas continuamente de la perfecciôn 
artistica, en la actividad de nuestra vida dia 
ria. Debiêramos convencernos de que en la urba 
nizaciôn es indispensable el arte, pues influ 
ye continuamente educando las masas populares, 
mientras que teatros y conciertos son solo acce 
sibles a las clases adineradas. Debieran los 
ayuntamientos dedicar su atenciôn a este proble 
ma, y séria deseable una comprobaciôn de hasta 
donde podrianse avenir los principios antiguos 
con las modemas exigencias" (158).
Correspondit a Sitte, nacido en 1843, presenciar en su juven 
tud, el impresionante despliegue urbanistico a que dit lugar la 
demoliciôn de las murallas y fortificaciones que circundaban la 
Viena medieval y de los baluartes y explanadas que se le habian 
agregado (fig. 1 1 1 ), el relleno de los fosos y la conexiôn de 
aquella con los nuevos suburbios (fig. 1 1 2 ); lo que daria or^ 
gen a la Ringstrasse o Avenida circular y a la Viena imperial 
y barroca que hoy conocemos (fig. 113).
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El respective Decreto de demoliciôn, ensanche y reforma in 
terior, y de su Plan y Programa -con esta nomenclatura ya en uso- 
fué firmado por el propio Emperador Francisco José el 20-XII-1857 
(159).
Esta decisiôn desatarîa una actividad febril de transforma 
ciôn de Viena que se prolongarîa por mâs de medio siglo y en 
que se distinguen très etapas. La primera -entre 1859 y 1890- 
se caracteriza por la construcciôn de la Ringstrasse y de los 
principales edificios pûblicos previstos en su contorno. La se 
gunda, que v^ hasta 1904, se distingue por el mejoramiento via 
rio del centro de la ciudad y su conexiôn con la periferia, se 
construye la red del ferrocarril metropolitano y se incorporan 
al casco urbano veinte nuevos distritos; tal fue la magnitud 
de esta fase que se la conoce como el "Segundo Renacimiento vie 
nés". La tercera diô origen al anillo de bosques y prados -Wald 
und Wiesengürtel- que rodea a Viena y que fue el precursor de 
los modernos cinturones verdes -greenbelts- de las grandes me 
trôpolis (160).
Pues bien, el libro de Sitte, escrito casi al final de la 
primera etapa, dedica toda su crîtica constructiva -el Capitule 
XII, principalmente- a rectificar, con criterio artistico, el 
planeamiento de las calles y plazas dispuestas en torno a las 
construcciones. Dice Sitte: "Es cierto que los grandes edif^ 
cios monumentales estân terminados y ya no pueden modificarse, 
pero tampoco es deseable, pues harto afortunados somos al po 
seerlos tan excelentemente ejecutados. Pero ly las calles y 
plazas junto a ellos? Considerândolo desde el punto de vista 
artistico se ve que estâ todo equivocado y mal dispuesto, y 
aun esta parte de la gran obra -la verdadera parcelaciôh-hubie 
ra debido resultar peor si en la misma no^e hubiese procedido 
con tanta cautela" (161).
En realidad no es extraho que Sitte juzgue este planeamien 
to "equivocado y mal dispuesto", si se considéra que Forster, 
ganador del primer premio del concurso imperial, habia triunfa 
do con el siguiente lema: "Der gerade weg is der beste!" ("î La 
calle recta es la mejorî") (162).
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En resumen, hemos querido aprovechar la exposiciôn de un 
estilo, a menudo incomprendido, como es el barroco, para mos 
trar las dos trincheras de un constante enfrentamiento; la rec 
ta y la curva en el diseho urbanistico (163) . Veremos mâs ade^  
lante c6mo ambas composiciones, sin claudicar en sus principios, 
pueden ser hermanadas pacificamente.
13. LA REVOLUCION INDUSTRIAL Y EL URBANISMO.
Es casi un lugar comûn en la historia del Urbanismo encon 
trar un capi^tulo dedicado a la "Ciudad Industrial", como si ê£ 
ta hubiese existido alguna vez o como si semejante arquetipo de 
hormiguero humano mereciera el nombre de ciudad.
Cierto es que sobre el tema se han escrito numerosos traba 
jos; pero ellos -excepciôn hecha de la propuesta de Tony Car 
nier, a la que luego nos referiremos (164)- constituyen, mâs 
bien, un examen critico de los efectos del industrialisme so 
bre la ciudad pre-industrial, que la pretensiôn de proponer el 
modèle de una urbe construida nada mâs que en funciôn de una 
de las mûltiples facetas de la vida urbana.
Tambiên es verdad que el desarrollo industrial ha logrado 
construir poblados que subsisten gracias a la explotaciôn cuya 
demanda de brazos satisfacen. Pero estos camapamentos -que el 
hombre habita por necesidad y de los que deserta tan pronto 
puede hacerlo- no son ciudades,pues sus habitantes, por gran 
de que sea su nûmero y por muchas que sean sus comodidades, 
carecen del espiritu ciudadano, de esa afectio civitas hacia 
lo que Spengler denominô "el aima de la ciudad". Y la mejor 
prueba de ello es que taies poblados son abandonados y expiran 
junto con las industries que les dieron origen (165).
Por consiguiente, vamos a eludir ese hito engahoso -la 
"Ciudad Industrial"- para referirnos, en su lugar, a la Revo 
luciôn industrial, que constituye una coyuntura crîtica en la 
historia de la Ciudad, caracterizada por la aguda degradaciôn
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de êsta como organismo humano,y por la de la vivienda como par 
te fundamental de ese organismo.
Al rêvés de lo que el espiritu del Renacimiento hizo con 
la ciudad medieval -hermoseândola, ennobleciêndola, rectificân 
dola y ensanchândola mâs allâ de sus antiguas murallas- el in 
dustrialismo -con su bâsico afân lucrativo- asfixiô la ciudad 
ensuciando su atmôsfera y su paisaje, aglomerando sus contor 
nos con habitaciones insalubres, succionando sus elementos v± 
taies -el agua, el aire, la circulaciôn y hasta la naturaleza 
circundante- todo ello en desmedro de la ecologîa, de la higie 
ne y del equïlibrio urbanos (fig. 114).
La industrializaciôn -cantada por algunos como el instru 
mento mâgico del progreso indefinido- résulté ser, a la histo 
ria del Urbanismo, lo que la peste a la historia de la Medici 
na: una plaga tan nociva y generalizada que obligé a buscar 
soluciones radicales y urgentes para remediarla.
Conviene, para mayor claridad, examinar el industrialisme 
desde un triple enfoque: -las consecuencias del fenémeno en la 
transformacién de las ciudades; -las utopias ideadas o ensaya 
das para corregir sus efectos; y -las nuevas concepciones urba 
nîsticas provocadas como respuestas a las contradicciones de 
la era industrial. Para efectos de cronologia situaremos este 
anâlisis entre fines del s. XVIII -é, si se prefiere, desde 
los comienzos de la revolucién industrial- y la primera Guerra 
Mundial.
LA INDUSTRIALIZACION Y SUS CONSECUENCIAS URBANISTICAS.
En el punto de partida de la revolucién industrial conver 
gen très corrientes: el libéralisme econémico de Adam Smith 
(1723-1790) quien concebîa la economia como una ciencia regida 
por sus propias leyes cuyo libre juego el hombre no debia en 
torpecer; el utilitarisme de Jeremias Bentham (1748-1832) y de 
sus discipulo John Stuart Mill (1806-1873) que identificaba la 
bondad de las cosas con el criterio de su utilidad; y las inven
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clones mecânicas que habilitaron la aplicaciôn masiva de las 
doctrines anteriores, precursoras del capitalisme liberal.
La energia eôlica, que permitiô crecer a los Paîses Bajos 
rescatando tierras sumergidas bajo el agua, y la energia hidraû 
lica que la industria debia utilizar junte a las corrientes de 
agua, fueron sustituidas por la mâquina a vapor inventada por 
James Watt en 1775; la que puso al hombre en situaciôn de loca 
lizar a su voluntad las nuevas fâbricas -y no ya, forzosamente, 
junte a las fuentes naturales de energia- posibilitando, as^ 
mismo, la producciôn en serie y la concentracién industrial en 
los nûcleos urbanos mâs poblados, es decir, en aquêllos cuya 
mayor oferta era susceptible de abaratar considerablemente la 
indispensable mercancia llamada trabaje.
La mâquina a vapor no sôlo revolucionô la industria, sino 
tambiên el transporte humano y el de mercaderias, a travês del 
invente de la locomotora y el ferrocarril y -en el trâfico ma 
ritimo- de los "vapores".
Patrick Geddes (166) nos describe la era industrial hacien 
do una sutil comparaciôn con los périodes de la Edad de Piedra:
"Una nueva era industrial se inicia. Asi como la 
'Edad de Piedra' se divide actualmente en dos pe 
riodos, el 'Paleolitico' y el 'Neolitico' igua_l 
mente es necesario distinguir dos etapas en la 
'Era industrial': la 'Paleotêcnica' y la 'Neotêc 
nica' .
..."Actualmente todo museo présenta claramente mue£ 
tras de estas dos diferentes civilizaciones y no 
es necesario insistir aqui al respecto. Lo que 
aqui nos interesa es hacer mâs inteligible la 
aplicaciôn de un anâlisis similar a nuestros 
tiempos y al mundo que nos rodea. Pues aunque 
nuestros économistes han tenido y tienen la cos 
tumbre de hablar de nuestra civilizaciôn actuaT, 
desde la apariciôn del vapor y las maquinarias 
conexas, con todos sus esfuerzos y logros têcni 
cos, llamândola la 'Era industrial', insistimos 
en el anâlisis de ella en dos tipos y fases cia 
ramente discernibles: otra vez^en mâs antiguo y 
mâs reciente, mâs rudimentario y mâs evoluciona 
do, que reclaman asimismo una correspondiente nq 
menclatura constructiva. “
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"Con sôlo reemplazar lltico por têchico, podemos 
distinguir como paleotëcnicos los elementos mâs 
primitivos y rudimentarios de la Era industrial, 
dando el nombre de neotécnicos a los elementos 
mâs recientes y todavia a menudo incipientes que 
se desprenden de aquêllos; en tanto que a las po 
blaciones correspondientes a estas dos jurisdic 
clones nos tomaremos la libertad de llamarlas pa 
leotectas y neotectas, respectivamente.
.."Las utopias son indispensables para el pensamien 
to social. El paso del orden paleotêcnico al neo 
têcnico es asi el de Cacotopia a Eutopia, dedica 
da la primera a despilfarrar energias en pos de 
garancias monetarias individuales y la segunda a 
conservar energias y organizar el medio ambiente 
para el mantenimiento y la evoluciôn de la vida 
social e individual, critica y eugênica.
.. "cCômo puede exponerse esto con mâs precisiôn 
todavia?Es bastante fâcil. Las alternativas mate 
riales de la economia real, por demasiado tiempo 
confundidas por las obsesiones de la economia mq 
netaria, son, en têrminos générales, dos; y cada 
una tiende a la realizaciôn de un ideal, de una 
Utopia. Se trata de la Paleotêcnica y la Neotêc 
nica, que constituyen respectivamente la Cacoto 
pia y la Eutopia.
"Hasta el présente ho predominado la primera. Cq 
mo paleotectas, nos consagramos ante todo a ex 
traer carbôn, a hacer funcionar mâquinas, a prq 
ducir algodôn ordinario para que se vista la gen 
te ordinaria, a sacar mâs carbôn, hacer andar mEs 
mâquinas y asi sucesivamente; y todo esto con el 
propôsito bâsico de 'extender mercados'. El con 
junto ha sido organizado esencialmente sobre una 
base de 'pobreza primaria' y 'pobreza secundaria', 
aliviada por una capa de moderado bienestar y ma 
tizada por unos pocos premios y comparativamente 
escasas fortunas, avaluadas estas ûltimas en oro 
y despuês, la muerte. Pero todo esto se ha lleva 
do a cabo sin un desarrollo adecuado de la rique 
za real, como son ante todo las casas y jardines, 
y menos todavia el de poblaciones y ciudades dig 
nas de mènciôn. Asi, nuestra industria se limita a 
mantener y multiplicar nuestra existencia de poco 
valor y opaca. La labor de nuestra vida paleotêc 
nica bien pronto se disipa fisicamente; antes de 
mucho queda representada por polvo y cenizas, cua 
lesquiera que hayan sido nuestros sueldos.
**Ademâs, aunque asi hemos creado, mediante todo eq 
te agotaraiento de los recursos de la naturaleza y 
de nuestra especie, nuevas conurbaciones enteras, 
poblaciones y ciudades, se trata en general, e in 
cluso fundamentalmente, de arrabales, semi-arraba 
les o super-arrabales -como mâs adelante veremos
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detalladamente-, cada une de los cuales constituye 
en conjunto, pues, una Cacotopia; y en ellos encon 
tramos el correspondiente desarrollo de los diversos 
tipos de ruina humana que armonizan con semejante 
medio ambiente.
..."No obstante, la segunda alternativa tambiên queda 
abierta y por fortuna tiene ahora sus comienzos ma 
teriales en todas partes; se trata del naciente or 
den neotêcnico. Siempre que -con una energia y una 
decisiôn comparables a las que los paleotectas han 
puesto en evidencia una y otra vez, tan notablemen 
te, en los momentos de apariciôn de la era maquinis 
ta, de la era ferroviaria, de la era financiera y, 
ahora, de la era militarista- nos resolvamos a apli 
cap nuestra capacidad constructiva y nuestras ener 
gias vitales a la conservaciôn pûblica y no al deq 
pilfarro privado de recursos y a la evoluciôn de 
las vidas ajenas, en vez de su degeneraciôn, nos 
percataremos de que este orden de cosas tambiên 
'paga' y tanto mejor porque paga en especies.
Esto es, en casas y jardines ôptimos, con todos los 
demâs elementos armônicos con ellos, para el mante 
nimiento y la evoluciôn de nuestras vidas y, mâs 
todavia, las de nuestros hijos" (167).
Por su parte, Lewis Mumford -quien tambiên desarrolla la 
contraposiciôn de la ciudad paleotêcnica con la neotêcnica- ba 
jo el epigrafe de "La insensata ciudad industrial", enfatiza 
lo siguiente:
"Las ciudades del s. XIX incorporaron con extrema 
fidelidad todas las confusiones y contradicciones 
del periodo de transiciôn... entre 1820 y 1900 el 
caos de las grandes ciudades es como el de un cam 
po de batalla... En las nuevas construcciones urba 
nas uno debia ahora poner atenciôn en los banqueros, 
los industriales y los inventores mecânicos. Ellos 
fueron los responsables de la mayor parte de cuan 
to fue bueno y de casi todo lo que fue malo. En su 
propia imagen, ellos crearon un nuevo tipo de ciu 
dad: aquella que Dickens, en "Tiempos Dificiles", 
llamô la Ciudad-Carbôn (168). En mayor o menor gra 
do, cada ciudad del Mundo Occidental quedô estampa 
da con" las caracterlsticas de CÔketown.
La base politica de este nuevo tipo de agregaciôn 
yirbana descansô en très pilares principales : la 
aboliciôn de los gremios y su reemplazo por un 
estado de permanente inseguridad para las clases 
trabajadoras; el establecimiento de un libre mer 
cado del trabajo y del comercio de mercaderias, y 
el mantenimiento de colonias en el extranjero como
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fuentes de materias primas necesarias para las 
nuevas industrias y como un mercado listo para 
absorber la sobreproducciôn de la industria me 
canizada.
Sus bases econômicas fueron la explotaciôn de 
las minas de carbôn, la vastamente creciente 
producciôn de hierro y el uso de una sôlida y 
confiable -aunque altamente ineficiente- fuente 
de poder mecânico: la mâquina de vapor" (169).
Chueca Goitia, por su parte, describe cômo la revoluciôn 
industrial afectô a las grandes capitales, ciudades y puertos 
que estaban consolidadas desde antes del industrialisme y que 
-por ello- no parecîan tener que resultar afectadas por este 
proceso. Dice:
..."Era natural que no solamente crecieran los nue 
vos centres fabriles o aquellas ciudades, como 
las de origen minero, colocadas al lado de los 
yacimientos, sino las mismas ciudades antiguas, 
las grandes capitales del periodo barroco, ya 
que en ellas se encontraba precisamente aquel 
exceso de poblaciôn miserable tan ûtil en deter 
minadas ocasiones al fabricante. Al mismo tiem 
po, estas ciudades reunian la ventaja de faciTi 
tar las relaciones con el poder politico central, 
con las instituciones bancarias y con las boisas 
de comercio, donde de antiguo estaba su sede.
Asi, es lôgico que crecieran de una manera induq 
trial las ciudades como Paris, Bruselas, Berlin 
y otras muchas que no habian sido originadas por 
la revoluciôn industrial ni tampoco eran puertos 
de importancia. Por consiguiente, puede decirse 
que la revoluciôn industrial afectô en vasta eq 
cala a todo el desarrollo urbano.
..."Esta revoluciôn, -agrega-... dejô inermes las 
ciudades ante la tirania de los instrumentos de 
la producciôn. Las factorias fueron las duehas 
y sehoras del suelo urbano y suburbano. Se colq 
caban en el punto mâs convenience y mâs fâcil 
de encontrar para su servicio. Si era necesario 
establecer una central têrmica, para eso estaban 
las mârgenes inmediatas de los rios, aunque lue 
go el humo y el acarreo del carbôn destrozaran 
parajes que podian haber sido de gran belleza 
natural. Asi se colocaron las centrales térmq 
cas de Nueva York y de Londres.
"Con las estaciones de ferrocarril, los docks y 
almacenes, los tinglados portuarios y todos los 
elementos que coadyuvan a los instrumentos de
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producciôn, pasô lo mismo. Se estableciô todo, 
sin ningûn plan orgânico, siguiendo la ley del 
mînimo esfuerzo, ya que se consideraba que todo 
aquello que facilitera la promociôn industrial 
era de por si bueno para el bienestar y progre 
so de las naciones. Sôlo mucho mâs adelante se 
comprenderia lo errôneo de un planteamiento orq 
ginado por una visiôn simpliste y de corto al 
cance. La violenta apropiaciôn especial llevada 
a cabo por la industria supuso para la estructu 
ra urbana una verdadera catâstrofe, mientras que 
a los pocos ahos no representaba tampoco ninguna 
ventaja para ella.
..."Con las factorias y todos sus establecimientos 
apejos, destacan en la ciudad industrial los lia 
mados barrios obreros, construidos por la inelu 
dible necesidad de albergar a la mano de obra.
En sus principios, estos barrios obreros, que 
los anglosajones llaman slums, se desarrollaron 
en condiciones verdaderamente infimes para la 
vida humana. Son una de las lacras que mâs afean 
a la ciudad industrial, una pâgina verdaderamen 
te siniestra en los anales de la habitaciôn del 
hombre; la constante pesadilla de filântropos y 
reformadores sociales. En los diversos paises 
tomaron formas y caracteristicas diferentes, pe 
ro en todos tenian de comûn una frie y atroz re 
gularidad y una gran densidad en cuanto al apro 
vechamiento del terreno. Con el criterio del mEs 
seco utilitarisme, se sacaba el mayor partido 
del suelo, prescindiendo de espacios libres y 
patios. Son famosos los primeros slums neoyorki 
nos: las filas de casas del 'Railroad Plan' de"" 
1850 con pocas luces a la calle y a un infecto 
patio trastero. La mayoria de los habitantes ca 
recian de luz y ventilaciôn. A esta soluciôn in 
humana siguieron otras con pequehos patios inter 
medios, las llamadas 'Dumbbell houses', que no 
eran mâs que un ligero alivio en medio de la 
subsistante gravedad. Asi no era de extrahar que 
los indices de mortalidad crecieran aterradora 
mente. En Nueva York el indice de mortalidad in 
fantil, en 1810, era de 120 a 145 por cada 1.000 
nacimientos; en 1850 llegô a 180; en 1860 a 220, 
y en 1870 a 260. Todavia quedan en Nueva York 
muchos barrios formados por ^Railroad houses' y 
'Dumbbell houses', aunque se sigue una sistemâ 
tica labor de demoliciôn y saneamiento" (170) .
En resumen, -y no obstante que la nueva era maquinista 
traeria una serie de adelantos en materia de equipos de conq 
trucciôn, mejores y mâs versâtiles materiales y artefactos, 
y cada vez mâs perfectas tecnologias que acrecentarian las 
posibilidades del arte de construir- la revoluciôn industrial
81.
ocasionô profundos deterioros a la ciudad, que aun no cicatrq 
zan, y desencadenô un atropello constante y despiadado a la 
calidad de la vida de los sectores mâs desamparados de la pq 
blaciôn (171).
LAS UTOPIAS IDEADAS PARA REMEDIAR LOS MALES DEL INDUSTRIA 
LISMO.
Senala Benêvolo que "los primeros intentos de corregir 
los maies de la ciudad industrial se polarizan en dos casos 
extremos: o se pretende comenzar desde el principio, contrapq 
niendo a la ciudad existante formas de convivencia dictadas 
por la teoria pura, o se intenta resolver por separado los 
problemas, y remediar los inconvenientes, sin tener en cuenta 
sus vinculaciones y sin una visiôn global del nuevo organismo 
ciudadano.
Al primer caso pertenecen los denominados utopistas -Owen, 
Saint Simon, Fourier, Cabet, Godin- quienes no se limitan, sin 
embargo, a describir su ciudad ideal -como Moro, Campanella y 
Bacon- sino que se esfuerzan por darle ejecuciôn prâctica. Al 
segundo, pertenecen los especialistas y funcionarios que in 
troducen en la ciudad los nuevos reglamentos higiênicos e inq 
talaciones; y que, como deben encontrar los instrumentos têc 
nicos y jurîdicos para realizar esas modificaciones, hacen na 
cer -en los hechos- la nueva legislaciôn urbanîstica" (172).
Por la fundamental diferencia que Benêvolo senala en estos 
nuevos "utopistas pragmâticos", de concretar sus modelos de 
convivencia, nos detendremos a considerarlos brevemente.
SAINT-SIMON (1760-1825) es su precursor mâs notable. Pese 
a pertenecer a la nobleza acomodada, Saint-Simon -dotado de 
rara sensibilidad- previô tempranamente las consecuencias ine 
vitables que acarrearîa la aboliciôn de los gremios y la irruq 
ciôn del desarrollo industrial controlado por una burguesîa pq 
derosa, en un mercado de mano de obra desorganizado e indefen 
so. Saint-Simon propicia, como respuesta, la organizaciôn de
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comunidades de trabajadores que estên capacitadas para inser 
tarse en el mundo fabril, gestionando ellas mismas todo el 
proceso productivo de manera de recibir y compartir los bene 
ficios, y organizando su vida en torno a su fuente de subsiq 
tencia (173).
ROBERT OWEN (1771-1858), quien se inicia como modesto em 
pleado de comercio, logra hacer fortuna y experiencia en la 
industria textil, hasta adquirir -con otros socios- las hi 
landerias de New Lanark, en Escocia. Pero Owen no se limitô 
a acrecentar su patrimonio; ya a los 22 ahos pertenecia a la 
Sociedad Literaria y Filosôfica de Manchester y se interesaba 
por los problemas econômicos y sociales.
Très premises esenciales parecen fundamentar las pragmâ 
ticas proposiciones de Owen y la filosofîa que las anima. Ob 
serva, en primer lugar "que el 'self-made man' teorizado por 
los économistes y aceptado por la opiniôn comûn, no es mâs 
que una abstracciôn, dado que las condiciones del ambiente 
determinan, en forma prépondérante, la suerte de los indivq 
duos. Para mejorar esa suerte es preciso, entonces, partir 
del ambiente, que debe ser reconstruido al servicio del hom 
bre, antes de pensar en otro bénéficié econômico, individual 
o colectivo" (174). En esta premisa descansa el programa ur 
banîstico de las aldeas comunitarias ideadas por Owen en for 
ma de paralelôgramo (ver fig. 115 y explicaciôn); el que, no 
obstante pone especial ênfasis en la educaciôn infantil y 
su sistematizaciôn, idea que pone en prâctica en New Lanark, 
en 1816, creando la llamada Instituciôn para la Formaciôn del 
Carâcter (175).
La segunda premisa nace de la observaciôn de que la mâqui 
na, puesta como competidora del hombre en el proceso product! 
vo, no sôlo no queda a su servicio para cumplir la meta del 
"progreso ilimitado", sino al revês, tiende ventajosamente a 




"Las clases obreras no poseen medios adecuados 
para luchar contra la fuerza mecânica..."; y 
agrega: "Serâ preciso encontrar una ocupaciôn 
ventajosa para los pobres y los desocupados, a 
los cuales deberâ subordinarse el trabajo mecâ 
nico, en lugar de encontrarse orientado, como 
ocurre ahora, a sustituirlos". Observa, tambiên, 
que "la falta de ocupaciôn no depende de la ca 
rencia de capitales... sino de un defecto en Ta 
distribuciôn de ese extraordinario aumento de 
los capitales en la sociedad, o sea, ...de la 
falta de mercados y de medios de cambio que ten 
gan la misma amplitud que los medios de produc 
ciôn". (176).
De allî que Owen propiciara -y pusiera en prâctica en La 
nark- la elevaciôn mâxima posible de los salarios a fin de 
convertir a los trabajadores en una significativa fuente de 
consumo, y la creaciôn de una nueva moneda cuya medida de va 
lor fuese el trabajo humano.
La tercera premisa podrîa formularse asi: Puesto que el 
maquinismo es un proceso en marcha, que tiende a empobrecer 
y a destruir a la clase obrera en su conjunto, la ûnica mane 
ra de controlarlo y revertirlo -poniêndolo al servicio del 
hombre- es mediante una acciôn concertada en comunidades labo 
raies que no sean tan pequehas que carezcan de autosuficien 
cia ni tan grandes que obstaculicen su autogestiôn.
Owen propiciô organismes compuestos por 500 a 1.500 per 
sonas, con un nûmero ôptimo de 1.200. Sin perjuicio de la 
producciôn industrial, insiste en la explotaciôn agricola, 
estableciendo una relaciôn de medio acre a un acre y medio de 
tierra por cabeza. Tanto la tierra como los edificios e insta 
laciones pertenecen a la comunidad.
Résulta admirable constater cômo un industrial como Owen 
-provisto de un e^lritu visionario y generoso y sin despegar 
los pies de la tierra- pudiera convertirse en uno de los fun 
dadores del movimiento cooperative y en un precursor del so 
cialismo (177).
7-IG. 115 - £J Pa /?.al£co<s,^ a m  o
El dibujo muestra, cn primer piano, uno dc esos ordena- 
mientos, con sus anexos y una proporcion correspondiente 
de terreno, y en el fondo otras aldeas del mismo tipo.
Cada aldea comprende un cuadrado de edificios con capaci­
dad para alojar a 1.200 personas, circundado por un terreno 
de 1.000 a 1.500 acres. Dentro del cuadrado se encuentran 
ubicados los edificios pûblicos, que lo dividen en sectores.
''' E l edificio central contiene la cocina pûblica, los depositos 
y todos los servicios necesarios para cocinar y recalentar 






de los niAos mâs pequenos en la planta baja, una sala de 
lectura y un lugar de praciones en el primer piso. El edificio 
de la derecha comprende, en la planta baja, la escuela para 
los ninos mayores y una sala de reuniones; arriba, la biblioteca 
y los locales para los adultos. En el espacio desocupado 
dentro del cuadrado se hallan distribuidos los lugares para 
ejercicios fisicos y recreacidn, los cuales se debe suponer 
que estân arbolados.
'Très de los lados del perimetro estân destinadôs a las 
viviendas, sobre todo para las personas casadas, compuestas 
cada una de cuatro casas. El cuarto lado estâ reservado 
a los dormitorios para los ninos que superan el nûmero 
de dos por familia o que tengan mâs de très aAos. En el 
centro de este lado estân los alojamientos para los encargados 
del dormitorio, en un extremo la enfermeria y en el otro 
un alojamiento para visitantes. En el centro de otros lados 
hay viviendas para el superintendente general, el sacerdote, 
el maestro, etc., y en el tercer lado los depôsitos para las 
cosas necesarias para la aldea. Fuera y detrâs de las casas, 
en derredor, jardines circundados por caminos. ----- ^
LXII-A
" Un poco
mâs atrâs, en un lado, los edificios para las instalaciones 
mecânicas y productivas, las caballerizas, el matadero, etc., 
separados por plantaciones; en el otro lado, el lavadero, 
etc., y a una mayor distancia los edificios rurales, con las 
instalaciones necesarias para la fabricaciôn de malta, de cerve- 
za, y para la molienda de cereales ; alrededor se encuentran 
campos cultivados, los prados, etc., cuyos cercados estân 
plantados de frutales {...]
'•En los edificios del perimetro, todos los alojamientos deben 
albergar a un hombre, su esposa y dos hijos de edad inferior 
a los très anos, y tener caracteristicas taies, que les aseguren 
la mâxima comodidad que ofrecen los alojamientos populares 
corrientes.
" Se entiende que los ninos de mâs de très anos asisten 
a la escuela, comen y duermen en comûn (por supuesto, 
los padres podrân verlos y conversât con ellos durante las 
comidas, y en otras ocasiones oportunas); que antes de aban- 
donar la escuela habrân tenido una instrucciôn compléta 
en lo referente a todos los conocimientos utiles y necesarios; 
que se dedicarân todos los cuidados a impedir que adquieran 
los malos hâbitos com unes en sus padres u otros mayores; 
que no se ahorrarân esfuerzos para inculcarles las costumbres 
y las disposiciones aptas para una vida feliz, y para convertir- 
los en miembros ûtiles y valiosos de la comunidad a la 
que pertenecen.
Se propone que las mujeres se ocupen:
— antes que nada, del cuidado de sus hijos y de tener 
sus casas en orden ;
— en segundo lugar, del cultivo de sus jardines y la produc­
ciôn de las hortalizas necesarias para la alimentaciôn 
comûn;
— en tercer lugar, del trabajo en los sectores de la indus­
tria que se ad apte n a sus caracteristicas, pero no mâs 
de cuatro o cinco ho ras diarias;
— en cuarto lugar de la preparaciôn de la ropa para los 
habitantes de la comunidad;
— en quinto lugar, trabajando periôdicamente, por turno 
en la cocina comûn, en el servicio de comedores y en 
los dormitorios ; y ademâs, si estân convenientemente 
instruidas, dirigiendo una parte de la educaciôn de los 
ninos en la escuela.
Se propone que los ninos mayores sean adiestrados c\. 
ayudantes en los trabajos de jardineria o en las ocupacion 
industriales, durante una parte del dia, segûn sus capacidades, 
y que todos los hombres se ocupen de las labores agricolas, 
industriales u otros trabajos ûtiles para la comunidad.
La ignorancia de los pobres, su mala educaciôn y su falta 
de un aprendizaje racional hacen necesario que los hombres 
de esta generaciôn estén regular y activamente ocupados 
durante todo el dia en alguna labor subalterna, aunque de 
manera que el trabajo sea sano y productivo. El plan descrito 
lo permitirâ del modo mâs am plio.. .  (
84.
CHARLES FOURIER (1772-1837) escribe, en 1808 su "Théorie 
des quatre mouvements", tratado filosôfico-polîtico donde fuq 
tiga y denuncia como inmoral la pugna de intereses de clase 
de la sociedad industrial, postula la realizaciôn progresiva 
de un estado de armonîa universal y sienta las bases de su cê 
lebre creaciôn: el Falansterio. Concibe Fourier un grupo humano 
formado por 1.620 personas de diversas edades, aptitudes y posi 
ciones, llamado Falange, que considéra suficiente para desarrq 
llar toda clase de relaciones sociales.
Esta comunidad vivirâ en un complejo edificio -el Falanste 
rio- siendo una caracteristica de esta convivencia el alojamien 
to comûn de los ninos, separadamente de sus familiares, asi como 
su educaciôn y desarrollo (ver fig. 116 y su explicaciôn).
El Falansterio no sôlo intenta "sobrevivir" en la sociedad 
industrial, sino persigue transformarla. Fourier édita -desde 
1832- un semanario que denomina "Le Phalanstère ou la Reforme 
Industrielle". Sorprendentemente, esta iniciativa no sôlo se 
intenta poner en prâctica en Francia, sino tambiên en Rusia, en 
Algeria y en los Estados Unidos, donde -entre 1840 y 1850- se 
forman cuarenta y un falansterios. Sin embargo, pese al entu 
siasmo y al idealismo con que se emprenden estas experiencias, 
todas ellas fracasan y terminan con la liquidaciôn de los bie 
nés entre los comuneros (178).
En 1859 Jean Baptiste Godin (1817-1889), industrial de Guq 
se, construye para sus operarios -inspirado en Fourier- un corn 
plejo comunitario que denomina Familisterio pues enfatiza la 
importancia de la familia, reservando, para cada una, un recin 
to privado. En 1880 Godin creô una cooperativa entre lôs mismos 
obreros, a la que entregô su direcciôn, asi como la del Familiq 
terio. Esta organizaciôn, segûn Lavedan, todavia estaba vigente 
en 1939 (fig. 117).
Todas las utopias resehadas conllevan una reacciôn en con 
tra de la egoista sociedad industrial, un intente de organize 
ciôn econômica, social y educative de tipo comunitario, que re 
queria de una determinada forma de asentamiento humano, de la
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"  E l edificio destinado a una Falange no tiene semejanza 
alguna con nuestras construcciones de ciudad o de campo 
[...]. Los alojamientos, las plantaciones y los e^tablos de 
una sociedad que opera por series de grupos tienen que 
diferenciarse en forma prodigiosa de nuestras aldeas o subur­
bios, ocupados por familias que no tienen relaciôn societaria 
alguna y actuan contradictoriamente ; en lugar de ese caos 
dc casitas que rivalizan entre si en suciedad y deformidad 
en nuestros arrabales, una Falange construye un edificio regu­
lar en la medida cn que el terreno lo permite El centro 
del palacio o Falansterio debe destinarse a las funciones publi- 
cas, los comedores, salas de consejo, de biblioteca, de estudio. 
En dicho centro se encuentran el templo, la tour d^ordrt, 
el telcgrafo, las palomas mensajeras, el carillon de las ceremo- 
nias, el observatorio, el patio de invierno, adornado de plantas 
perennes y ubicado detrâs del patio de act os.
D E
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Planta esquemâtica del Falansterio de Fourier, deducida de 
la descripcion del Tratado y de un grabado agregado a la ediciôn 
de 1841; cn negro se indica el desarrollo de las r*w imttruarts.
( IdOt. Ô ■ é‘é-7 )
"Una de las alas debe dedicarse a todos los talleres ruidosos, 
como la carpinteria, la forja y a todas las reuniones de ninos, 
que por lo comun son bastante alborotadoras [...]. E l otro 
ala contendra las salas de bano y de relaciones con personas 
ajenas, para que no est or ben las actividades del centro del 
palacio y no perturben las relaciones domesticas de la Falange.
"E l Falansterio debe contener, aparte de otros departamen- 
tos individuales, muchas salas de relaciones pûblicas, que 
se denominarân «Seristerios», o lugares de reuniones y de 
desarrollo de las series pasionales [...]. Para no dar al palacio 
un frente demasiado extenso (que el propio Fourier fijô 
en 300 toesas para el cuerpo central y en 150 para las dos 
alas ,^ con vendra duplicar los cuerpos de edificios de las alas 
y del centro, y dejar en el espacio entre los cuerpos paralelos 
contiguos una separaciôn de por lo menos 15 o 20 toesas, 
que formata très patios alargados y atravesados cada 50 toesas 
por corredores con columnas al nivel de la planta baja, cerra- 
dos con vidrieras y caldeados o ventilados segûn la costumbre 
de Armonia [...]. E l palacio debe estar atravesado de tanto 





^'Para ahorrar muros y terreno, y acelerar las relaciones, 
convendri que el Palacio gane en altura y tenga por lo 
menos tres pisos y des van, aparte de la planta baja y el 
entresuelo, donde se encontrarân los alojamientos y las salas 
de reuniones de ninos y ancianos, aislados del camino-galeria, 
que es el ambito principal del Palacio [...]. Una Falange 
es ciertamente una ciudad pequeAa, pero no posee calles 
externas expuestas a la intemperie. Todas las partes del edificio 
pueden unirse por una larga galerla situada en el primer 
piso (no en la planta baja, que debe ser atravesada en varios 
punt os por el paso de los carruajes). En el extremo de esta 
calle, corredores con columnas y subterraneos bien termina­
dos forman, en todas las partes del edificio y de sus dependen- 
cias, una comunicaciôn protegida, elegante y templada en 
todas las estaciones por estufas o ventiladores.
«M«»
Seccion esquemâtica del Falansterio, segûn las indicaciones 
del Tratado: 1 Des van, con las habitaciones para los huespedes;
2  depôsitos de agua; 3 departamentos privados; 4 rat intiritan;
5 sala de reuniones; 6 entrepiso, con los alojamientos para los 
niAos; 7 planta baja, con pasajes; 8 pasarela cubiena.
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calle-galeria no recibe la luz por dos de sus lados, 
pero esta vinculada con cada cuerpo de edificios ; todos los 
cuerpos tienen dos filas de habitaciones, una de las cuales 
recil^ luz de la parte exterior y la otra de la calle-galeria. 
Esta debe tener la altura de los tres pisos que se enfrentan. 
Las puertas de acceso a todos los departamentos del primero, 
segundo y tercer pisos se abren sobre la calle-galeria, con 
escaleras dispuestas de tanto en tanto para subir a los pisos 
segundo y tercero. Las escaleras grandes, segun la costumbre, 
llegan sôlo al primer piso; pero dos de las escalerillas latérales 
conducen al cuarto piso. La calle-galeria tendra seis toesas 
de ancho en el centro, y cuatro en las alas, cuando dentro 
de treinta anos se construyan los edificios definitivos; pero 
provisionalmente, como la gente no es rica, se limitara a 
los edificios econômicos, y con tanta mas razôn cuanto que 
dentro de treinta anos debcran ser rehechos segûn planes 






cual nos interesa el aspecto urbanistico, es decir, la organi 
zaciôn del espacio, el tipo de relaciones que esa organizaciôn 
sirve y favorece y, tambiên, el tipo de relaciones que contra 
dice o desalienta. Con todo, uno de los mayores mêritos de e£ 
tos utopistas consiste en haberse comprometido con sus ideas 
hasta el extremo de abandonarlo todo por llevarlas al campo 
de la experiencia.
Leonardo Benêvolo destaca otro aporte;
"Las esquemâticas descripciones de Owen, de Fou 
rier y de Cabet (autor de otra utopia; Icaria), 
constituyen... el gran venero de ideas del que 
saldrân luego las experiencias urbanisticas del 
periodo posterior, hasta la actualidad. Es fâ 
cil advertir la impresionante semejanza que 
existe entre algunas de sus proposiciones -la 
'unidad de vivienda' con su nûmero fijo de ha 
bitantes, las instalaciones centralizadas, los 
edificios centralizados, la calle interior, la 
circulacion en la planta baja- y ciertas solu 
ciones de la arquitectura moderna. Tambiên el 
nûmero de habitantes previsto en el paralelô 
gramo de Owen (1.200) y en el Falansterio de 
Fourier (1.620) se asemeja al de la 'unité 
d'habitation' de Le Corbusier, y la densidad 
indicada por Owen de un acre por habitante, es 
la misma que indica Wright para Broadacre City" 
(179).
Por otra parte, aunque estos ensayos -por estar insertados, 
sin protecciôn, en esquemas polîtico-econômicos capitalistas 
sin atenuantes- tenian que sucumbir (180), de alguna manera, 
ellos dejaron sembrados, en vez del desaliento, brotes de or 
ganizaciôn comunitaria que van a germinar en este siglo -a mo 
do de ejemplo- en los Kibutz israelies, con su peculiar organ^ 
zaciôn urbano rural, la propiedad comûn de los bienes de pro 
ducciôn, la remuneraciôn medida en trabajo y -en lo que nos 
concierne- la forma concentrada y perfectamente planificada 
del asentamiento humano, que estimula no sôlo la concertaciôn 
de las faenas, sino enriquecedoras relaciones de convivencia, 
de actitudes sociales y de comportamiento participative y so 
lidario.
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LAS NUEVAS CONCEPCIONES URBANISTICAS NACIDAS A RAIZ DEL 
INDUSTRIALISMQ.
Conviene no olvidar que, junto con el fenômeno del indu£ 
trialismo, el periodo que analizamos estâ marcado por otros 
acontecimientos -a veces interactuantes- que tienen incidencia 
en el desarrollo de la ciudad. Destacan, por su impacto, la ex 
plosiôn demogrâfica con todos sus factores de aceleraciôn y de 
retardo como son -respectivamente- el control de las epidemias 
y las condiciones déplorables de higiene y alimentaciôn; la con 
centraciôn qrbana, favorecida por la revoluciôn industrial y 
por la maquinizaciôn del campo y las nuevas têcnicas de cult^ 
vo; la invenciôn de la locomotora y del motor a explosiôn y el 
desarrollo consecutivo y prodigioso de los medios de transpor 
te de carga y de pasajeros y -entre êstos- de ese pequeho mons 
truo devorador de vidas y de espacios urbanos, que es el auto 
môvil, engendro diabôlico y -por ende- casi irresistible, que 
aparece a fines del s. XIX.
Estos factores, actuando de manera concurrente con la in 
dustrializaciôn, provocaron -como vimos al comienzo- graves 
desequilibrios al interior de las ciudades, como los relativos 
al valor del suelo segûn su destino y ubicaciôn, a la aguda se 
gregaciôn econômica entre los distintos barrios y sus habitan 
tes, a las diferentes condiciones y servicios disponibles para 
unos y otros, a la congestiôn creciente de las âreas urbanas y 
a la invasiôn y degradaciôn del campo y el entorno, para mencio 
nar sôlo los problemas mâs visibles.
Trataremos de describir, a continuaciôn, cômo estos proble 
mas, suscitados o desencadenados por los factores descritos pre 
cedentemente, intentarân ser resueltos por tres concepciones 
que se desarrollan en los tramos finales del periodo en estu 




La creciente velocidad de los vehîculos, asî como su capa 
cidad de carga, a partir de la invencidn del ferrocarril, pro 
dujo una verdadera revolucidn en los transportes y servicios.
La incidencia de este hecho en el urbanismo es tan evidente 
que todos tenemos la experiencia de haber conocido aldeas o 
ciudades que deben su origen al paso del ferrocarril o de a^ 
guna carretera.
En 1882/ el arquitecto espanol Arturo SORIA y MATA estudid 
este fendmeno y concibid un tipo de ciudad que pudiera articu 
larse a lo largo de la estructura de una via de transporte râ 
pido -camino, ferrovia o ambos (fig. 118)- de manera de lograr 
los siguientes objetivos: A.- Las necesidades de locomocidn y 
transporte se satisfacen por la via estructural. B.- Ademâs, 
su espacio y trayecto sirven para conducir los diversos servi 
cios; agua, desagues, energia y comunicaciones (181). C.- Otor 
ga igualdad de oportunidades y valores semejantes a todos los 
solares y propietarios, al quedar aquêllos en idêntica situa 
cidn con respecto a la via estructural y al campo circundante.
D.- Reincorpora al hombre a la naturaleza -aspiracidn comûn a 
todos los reformistas- al quedar todas las viviendas inmediata 
mente situadas junto al paisaje rural. E.- Elimina la contradic 
cidn ciudad-campo, ya que aquêlla, al conformarse en dos hile 
ras lineales de manzanas situadas a cada lado de la via, no 
puede invadir ni degradar a aquêl. F.- Posibilita el crecimien 
to indefinido de la ciudad -"de Câdiz a San Petersburgo", como 
dice Soria- por el simple expediente de su extension lungitudi^ 
nal a lo largo de la via de trâfico soportante, manteniêndose 
la ciudad en idênticas condiciones.
Paolo Sica hace el comentario siguiente:
"El trasfondo politico-ideoldgico de la propuesta ha de 
buscarse en las teorias de la distribuciôn iguali 
taria del suelo, concebido como fuente primaria de 
productividad y de riqueza y, segûn su difusiôn, 
de democracia social (Soria se encuentra muy prôx^ 
mo a las posiciones de Henry George, cuando estas
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comienzan a ser conocidas en Europa). En relacidn 
con la politica urbana, en particular, Soria y Ma 
ta confia en que el sistema de proyecciôn del cre 
cimiento urbano sobre el territorio pueda nivelar 
el valor de los terrenos, aproximândolo al valor 
agricola. En el piano morfolôgico-estructural, la 
ciudad lineal -'la ciudad vertebrada'- a la vez 
que puede hacerse cargo, segûn su autor, del futu 
ro crecimiento de la ciudad, tambiên puede comb^ 
narse fâcilmente con la jerarquia urbana existen 
te -'las ciudades invertebradas'- situando a e£ 
tas ûltimas en los vértices de un sistema nacio 
nal de triangulaciôn del territorio, cuyos lados 
estarân constituidos, precisamente, por tramos de 
ciudad lineal" (182).
Como hombre emprendedor que era, Soria constituyô, en 
1894, la Compahia Madrileha de Urbanizaciôn, destinada a crear 
tanto la via estructural -una linea de transporte pûblico que 
circunvalaria Madrid- como la urbanizaciôn correspondiente. El 
proyecto comenzd a ejecutarse entre la carretera de Aragdn y 
el pinar de Chamartin, en un tramo de 5.200 metros; y luego se 
iniciô otro,de 4.000 metros, entre dicha carretera y Vicâlva 
ro. El tramo, incorporado al crecimiento de la ciudad, todavia 
conserva el nombre de Ciudad Lineal (fig. 118).
Sin embargo, los propios urbanistas espaholes reconocen 
que el modelo de Soria no tiene aplicabilidad universal. Bida 
gor Lasarte anota que "la realidad ha demostrado que es una 
fôrmula buena para determinadas circunstancias, pero que no 
es una forma universal aplicable sin medida a cualquier gêne 
ro de problèmes". Anade que la parcelaciûn de Soria, que habia 
decaido notablemente, parece haberse recuperado en la actuali 
dad, gracias al hecho de quedar incorporada al resto de la tra 
ma urbana de Madrid (183) . Chueca comparte aquella opiniôn y 
resalta que, en cambio, la concepcidn de Soria habria tenido 
mayor fortune fuera de Espaha. Agrega que, en 1930, Milyutin 
adopté la idea de la Ciudad Lineal en la planificaciôn de Sta 
lingrado, ampliando su aplicaciôn al ârea industrial de êsta 
(184) .
En Francia, George Bênoit-Levy fuê uno de los mâs fervien 
tes impulsores del modelo de Soria. En 1924 expuso su proyecto
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ante la Sociedad de las Naciones; en 1927 postulé su convenien 
cia en la expansién de Paris y, al aho siguiente, fundé una 
Asociacién Internacional de Ciudades Lineales (185).
En Chile, por su curiosa conformacién longitudinal -tiene 
cerca de 3.000 km. de territorio continuo entre las ciudades de 
Arica y Puerto Montt, con una anchura (habria que decir "ango£ 
tura") media no superior a 200 km.- la Ciudad Lineal parecia 
hecha a su medida.
De alli que un ingeniero chileno -Don Carlos Carvajal M£ 
randa- haya bregado, desde 1908 hasta 1941, por hacer realidad 
esta idea, conectândola con la politica gubernativa de colony 
zacién agricole del territorio y con la estructura viaria de 
la carretera de Santiago a Concepcién, en un tramo de 550 km.
Su proyecto consistia bâsicamente en establecer colonies agr^ 
colas lineales en terrenos que el gobierno expropiaria a ambos 
lados de la carretera, y que serian enajenados por êste y paga 
dos a largo plazo por los colonos. El proyecto, sin embargo, 
nunca llegé a feliz resultado (186) .
LA CIUDAD INDUSTRIAL.
Al comenzar el siglo XX, en 1901, Tony Garnier -de origen 
lyonés- concibe un proyecto que denomina, precisamente, "Ciu 
dad Industrial".
Garnier -como arquitecto sensible- parece haber percibido 
todas las lacras que -tanto en las aglomeradones obreras de las 
grandes ciudades como en las "Company Towns"- deposité la revo 
lucién industrial.
De alli que su proyecto -enmarcado en la conjuncién de un 
rio y una via ferroviaria (fig. 119)- esta compuesto por dos 
sectores situados en escuadra, pero separados, porque sirven 
intereses distintos: los de la industria y los de la vida hu 
mana. La separacién consiste en una seccién densamente arbola 
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a la manera de un biombo, circundada por un camino.
La ciudad de Garnier estâ concebida para una poblaciôn de
35.000 personas. Se articula en planta ortogonal con lotes o 
parcelas alargadas, de 150 m. de longitud en direcciôn oriente- 
poniente por 30 m. de frente a la calle; orientaciôn y dimensio 
nés que permiten bastante libertad en cuanto a la vista y al 
aprovechamiento solar. El sector residencial cuenta con un cen 
tro cîvico y una zona deportiva.
Garnier no se limité a hacer el diseho general de su pro 
yecto, sino que abordé el estudio de arquitectura de cada ca 
sa, edificio, espacio y funcién, de manera de hacerlo opérât^ 
vo. Esta minuciosidad, unida a la comprensién de las exigencies 
sociales, asî como la introduccién de têcnicas y elementos mo 
dernos de construccién -como el concrete armado, pilotes, techos 
pianos, terrazas- hacen decir a Témbola que la concepcién de 
Garnier "es la primera verdadera palabra de la urbanîstica mo 
derna" (187) .
No obstante la autoridad de este juicio, nosotros creemos 
que una ciudad no es sélo, ni principalmente, una solucién de 
compromise entre la industria y la vivienda de quienes traba 
jan en ella; y que esta concepcién, por elevada que sea su ca 
lidad têcnica, mutila el rico y variado espectro de motivacio 
nés que debe animar a una ciudad, cuya causa eficiente no pue 
de reducirse a la fuente de trabaje, por importante que ella 
sea.
De allî -talvez- que esta bien organizada colmena haya 
servido de inspiracién -como destaca el propio Témbola- para 
el modelo de la nueva ciudad industrial soviêtica; pero que 
carezca de mêrito para constituirse en paradigma dentro del 
urbanismo occidental.
LA CIUDAD JARDIN.
En la edicién inglesa de 1946 de la clâsica obra de Ebe 
nezer Howard (1850-1928) "Garden Cities of To-morrow" (188),
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comentando la idea de la Ciudad Jardin y el planeamiento moder 
no, escribié Lewis Mumford: "Al comenzar el siglo XX dos nue 
vos inventos de gran importancia adquirieron forma ante nue£ 
tros ojos: el aeroplano y la Ciudad Jardin; ambos, heraldos 
de una nueva era; el primero di6 alas al hombre y el segundo 
le prometié un hogar mâs acogedor cuando regresara a la tierra".
La idea de la Ciudad Jardin no s61o fuê oportuna, sino ge 
niai por saber recoger y procesar las aversiones y las apeten 
cias del ciudadano comûn de fines del s. XIX y, conjuntamente, 
por el modo pragmâtico de proponer su solucién.
Es cierto que en la segunda mitad del pasado siglo Gran 
Bretaha habia comenzado a disfrutar de las placenteras islas 
de verdor de los "crescensts" y los "squares"; pero se trataba 
de "islas" donde sélo la gente pudiente podia encontrar asilo 
de la degradacién en que habian caido sus puertos y sus gran 
des ciudades por obra de una industrializacién avasalladora 
que extendia por doquier los tentâculos de sus fâbricas y 
barrios obreros brumosos y macilentos; de sus tendidos ferro 
viarios y de sus zonas portuarias, sin ningûn respeto por la 
localizacién residencial y con menos respeto aûn por la pureza 
del ambiente.
La aglomeracién urbana habia comenzado a hacer, de la vida 
en la ciudad, una tortura; y la falta de comodidades -de "urba 
nizacién"- de la campina, la convertia en un sitio desolado, 
carente de atractivo.
Por otra parte, cualquier&empresa de desarrollo urbano iba 
unida a la especulacién del gran capital con el valor del sue 
lo, transformado en una mercaderia mâs, objeto de la fiebre de 
lucro de la era industrial.
La revolucién industrial fue tan absorbante en el âmbito 
fisico como hipnética en el intelectual, con su dogma del "pro 
greso ilimitado", a travês de la mâquina y la divisa del "la_i 
ssez faire", férmula para todo uso de la libertad. Asi, ni los
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utopistas pragmâticos ni los filântropos fueron capaces de 
sacarla de en medio; y, por lo misino, las comuni- 
dades y asentamientos urbanos que ellos idearon estaban conce 
bidos al servicio de un proceso fabril. Con todo, utopistas y 
filântropos fracasaron en su intento de navegar al sesgo de la 
corriente.
Pues bien, cuando el habitante urbano medio parecia conde 
nado a naufragar en el remolino del "progreso", aparece la Ciu 
dad Jardin como una tabla de salvaciôn de todos los valores en 
crisis.
En primer lugar. Howard -que no era arquitecto ni un profe 
sional ligado a la actividad constructiva- restituye,a su mode 
lo de ciudad,el roi de ser la sede de una vida plena y multifa 
cêtica, poniendo a la industria a su servicio, y no al revês. 
Dice Howard que ella ha sido "proyectada para una residencia 
sana y una industria saludable; con dimensiones que permiten un 
nivel pleno de vida social, pero no mâs grande (32 a 58 mil ha 
bitantes); circundada por un cinturôn permanente de tierra agr^ 
cola".
En segundo lugar, rompe la disociacién antagônica ciudad- 
campo, consiguiendo armonizarlas. Howard observé que existlan 
dos fuerzas que habian atraldo las tendencias de asentamiento 
humano. Una, la ciudad, cuya mayor oferta de trabajo, la fac^ 
lidad de intercambios de todo orden, sus servicios y la presen 
cia de altas tecnologîas,van acompahadas por alquileres eleva 
dos, degradacién urbana, déficientes condiciones de higiene y 
contaminacién ambiental. La otra, el campo, cuyos recursos na 
turales se desperdician por la falta de equipamiento, el bajo 
nivel salarial y una vida de relacién pobre e incémoda.
Tiene que haber una tercera fuerza, y ella deberâ ser supe 
rior a las existantes para romper la barrera de atraccién de 
ambas (teorla de los 3 imanes: ver fig. 120).
"No existen -sostiene Howard- solamente dos alter 
nativas; vida urbana y vida rural, sino que hay ~ 
todavia una tercera en la cual coinciden, en una
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peifecta combinacién, todas las ventaj as de la 
vida ciudadana mâs exubérante y activa y todos 
los encantos y bellezas del campo; y la certeza 
de poder vivir esta vida constituye el imân que 
darâ lugar a los resultados por los que todos 
nosotros estamos luchando: el espontâneo moyi 
miento de la poblaciôn desde nuestras superpo 
bladas ciudades hasta el corazôn mismo de nue£ 
tra buena madré tierra, fuente, a la vez, de 
vida, felicidad, riqueza y poder" (189).
En tercer lugar -y aquî estâ la clave de la concreciôn de 
la Ciudad Jardin- el buen sentido pragmâtico de Howard le mo 
viô a idear 'una organizaciôn econômica que evitara pagar los 
precios especulativos del suelo urbano, situando su proyecto 
en terrenos de valor rural, y ademâs, a capitalizar los bene 
ficios y plusvalias a favor de la comunidad de propietarios 
comprometidos y no en provecho de los promotores de la empre 
sa.
Al presentar la idea global de la Ciudad Jardin, Howard ha 
bia dicho que, en ella "toda la tierra es de propiedad pûblica
o mantenida en fideicomiso para la propia comunidad". Dirâ lue
go:
"Si, como se ha visto, la presencia de una pobla 
ciôn numerosa confiere al suelo un fuerte valor
adicional, ciertamente que toda migraciôn de po
blaciôn, a escala considerable, hacia un ârea de
terminada, ocasionarâ un aumento proporcional 
del valor del terreno ocupado; siendo obvio que 
este incremento, con un poco de prévisiôn, puede 
lograrse que pase a ser propiedad de la misma po 
blaciôn inmigrante" (190).
Ademâs del planteamiento general que hemos resenado. Howard 
ideô un prototipo de Ciudad Jardin -sôlo un diagrama, advierte, 
que no debe ser disehado sino una vez elegido el lugar- para
32.000 habitantes, con un ârea de 6.000 acres -2.763 Hâs., 
aproximadamente (191)- de las cuales sôlo 1.000 acres se de£ 
tinan al nûcleo urbano residencial y a las actividades indu£ 
triales, artesanales y recreativas con una poblaciôn de 30.000 
personas (lo que arroja una densidad aproximada de 65 habitan 
tes por Hâ.); y los 5.000 acres restantes conforman el cinturôn
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agricola circundante -que jamâs debe reducirse-, con un asen 
tamiento de 2 . 0 0 0 habitantes (fig. 1 2 1 ).
La morfologia interior -Howard insiste en que debe adaptar 
se a la topografia y demâs circunstancias del sitio elegido- 
estâ representada por un modelo radio-concêntrico con un peri 
metro que tiene 2.400 metros de diâmetro y seis grandes "Bou 
levards" radiales de 36 m. de ancho que dividen la ciudad en 
otros tantos sectores iguales, los que tienen calles y pasajes 
menores, tambiên radiales; todos los cuales, al cruzarse con 
cinco "AvenOjdas" concêntricas, generan 108 manzanas, que que 
dan esparcidas en torno a un Parque Central y al corazôn de 
la Ciudad (fig. 122) (192).
Cuando una Ciudad Jardin se satura no debe expandirse -lo
que conduciria a desfigurarla- sino, crearse una nueva, en una
serie repetible hasta el infinite (193). Para articularlas,
en
Howard propone una estructura nuclear/que seis nuevas Ciudades 
(de 32.000 habitantes) rodean a la Ciudad Central (58.000 hab.); 
la que se conecta con sus satêlites mediante un sistema ferro 
viario que tambiên comunica a êstas entre si, por la periferia; 
sin perjuicio de que ellas queden unidas, desde su zona central, 
por un camino elevado (fig. 123).
Howard presentô este conjunto como "Un grupo de ciudades 
sin barrios suburbanos y sin humo". Albergaria a 250.000 perso 
nas que estarian asentadas sobre 6 6 . 0 0 0 acres de los que sôlo
8 . 0 0 0  serian urbanizados.
Esta es -a pincelada gruesa- la genial idea de la Ciudad 
Jardin de Ebenezer Howard; matrimonio entre la ciudad y el cam 
po, regreso a la madré naturaleza, intento de recuperar la d£ 
mensiôn humana de la vida, sofocada abyectamente por la marea 
industrial.
De ella dijo Mumford que ha seguido la suerte de los clâ 
sicos; que son criticados por quienes jamâs los leyeron y que 
a veces se aceptan por quienes no han acabado de entenderlos... 
(194) . Lo cierto es que la propuesta de Howard prendiô con tal
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fuerza que al aho siguiente de la apariciôn de "To-morrow", se 
formata una Asociaciôn para la Ciudad Jardin -hoy Asociaciôn 
de Planeamiento Urbano y Rural- y, luego, la First Garden City 
Ltd., que en 1903 adquiriô un terreno de 3.800 acres e iniciô 
la construcciôn de Letchworth, la primera Ciudad Jardin (fig. 
124) .
Es oportuno sehalar aqui que un notable planificador urba 
nista -Raymond Unwin- proyectô y supervisô Letchworth. Esta 
experiencia séria decisiva en su propia concepciôn del planea 
miento de la- periferia, en la reordenaciôn del suburbio como 
unidad vecinal, aplicando las têcnicas y la ordenaciôn paisaji£ 
tica de la Ciudad Jardin (195). Asi nace -entre otros- Hampstead 
Garden Suburb, en 1906.
La segunda ciudad-jardin -Welwyn Garden City (fig. 125 - 6 )- 
se planea y construye durante el période que transcurre entre 
las dos guerras mundiales -1919-1939- y su encanto es mayor que 
el de Letchworth y mayor tambiên que el de las New Towns poste 
riores a la Segunda Guerra, que reconocen filiaciôn en el mode 
lo de la Ciudad Jardin, pero de cuyo sistema êstas han pasado 
a formar parte (196).
El movimiento iniciado por Howard rebasô largamente el con 
torno britânico. Desde 1902, su libro invadiria toda Europa.
En 1906, se fundaria en los Estados Unidos la Garden City Asso 
ciation of Amêrica. Similares asociaciones se propagaron luego 
en Francia, Alemania, Holanda, Bêlgica, Espaha, Suiza, Polonia, 
Checoeslovaquia y Rusia. Con razôn sehalô Mumford
que "las ideas de Howard han dejado el cimiento para un nuevo 
ciclo en la civilizaciôn urbana; aquêl en el cual los medios 
de vida serân puestos al servicio de los propôsitos de la con 
vivencia" (197).
14. EL URBANISMO MODERNQ.
En el punto de partida del urbanismo moderno existe una 
toma de conciencia -compartida no sôlo por los profesionales li 
gados a la edificaciôn y a las obras urbanas, sino por otras
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âreas del pensamiento (197) y, finalmente, asumida por los go 
biernos- acerca de la necesidad de poner limites al "laissez 
faire" de los siglos anteriores, con sus desastrosas consecuen 
cias, y de abordar, mediante la planificaciôn -y con el auxilio 
de la difusiôn de esta conciencia- la tarea de enderezar el de 
sarrollo de las ciudades.
Esta reflexiôn compartida e internacionalizada -que darâ 
al Urbanismo el rango de una disciplina multidisciplinaria pe 
ro autônoma, con sus propios fines, instrumentes y métodos- en 
cuentra apoyo en diversos factores que conviene destacar;
A.- LOS MEDIOS DE DIFUSION DE LA PROBLEMATICA URBANA.
Ademâs de la publicaciôn y las traducciones de libres 
escritos sobre modèles y problèmes urbanisticos -a los que ya 
hemos hecho referenda- comienzan a aparecer revistas periôdi 
cas sobre estas materias.
La primera parece haber sido "La Ciudad Lineal" (Soria, Ma 
drid), en 1897; luego, en 1904, "Der Stadtebau" (fig. 127 y 128) 
(Sitte y Goecke, con sedes en Viena y Berlin); en el mismo aho, 
aparece en Londres "Garden City and Town Planning"; en 1909,
"The American City", en Nueva York; en 1919, "La Vie Urbaine" 
(Paris); y, en el mismo aho, "La Cité" (Bruselas); ademâs de 
muchas otras revistas dedicadas a la Arquitectura, la Ingénié 
ria y las Artes Decorativas.
B.- LOS CONGRESOS INTERNACIONALES DE URBANISMO.
Al iniciar este trabajo nos hemos referido a la recorda 
da Town Planning Conference de 1910, organizada en Londres por 
Unwin, a travês del Royal Institute of British Architects (RIBA), 
al que asistieron varies de los mâs connotados représentantes, 
en su êpoca, de esta naciente disciplina.
Esta reuniôn habia sido precedida por el Congreso de Viena 
de 1908 (Otto Wagner) y por la Conferencia sobre City Planning 
de Washington, en 1909; y séria continuada por sucesivos inter
97.
cambios entre los que cabe mencionar el Congreso de Gante, en 
1913, en que se funda la "Union Internationale des Villes".
C.- LAS EXPOSICIONES Y CONCURSOS INTERNACIONALES.
Sôlo por via ilustrativa mencionaremos el Concurso de 
Barcelona (1903); la Exposiciôn de Dresde, del mismo ano, so 
bre Ciudades Alemanas y sus Planes Reguladores; los de Düsel 
dorf (1904) y Darmstadt (1905) sobre Parques Pûblicos; la ex 
posiciôn de Berlin (1910) sobre Urbanismo y Arte Urbano; y la 
Exposiciôn Comparada de Ciudades, de 1913, presentada en Gante.
D.- LA DOCENCIA UNIVERSITARIA.
En esta difusiôn de la conciencia urbanîstica, era fun 
damental su consolidaciôn en la Universidad.
En 1908, en la Universidad de Charlottemburg -en Alemania- 
se inicia un Seminario sobre "Problèmes Urbanisticos".
En 1909, se inaugura la câtedra de "Civic Design" en la Uni 
versidad de Liverpool. Raymond Unwin profesa un curso similar 
en Birmingham.
El mismo aho se instituye, en Harvard, un curso sobre "Fun 
damentos del Urbanismo". Y en 1917 ya hay once universidades 
norteamericanas impartiendo cursos de Planificaciôn Urbana (198) .
E.- LA LEGISLACION URBANISTICA.
Cierto es que esta legislaciôn se habia iniciado en la 
segunda mitad del s. XIX, con las leyes de ensanche y expansiôn 
de numerosas ciudades; pero, hasta 1909 -aho en que se dicta en 
Inglaterra la primera Town Planning Act- la intervenciôn adm_i 
nistrativa en materia urbanîstica habia sido dëbil y -desde lue 
go- incapaz de tomar las riendas del crecimiento de las ciudades.
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La primera urbe norteamericana que élabora normas sobre 
zonificaciôn (zoning) es Nueva York, en 1916-17; dos ahos des 
pues, estas normas se habian adoptado en otros diez estados, 
siendo muchas las ciudades que dictaron ordenanzas de edifica 
ciôn, por aquellas êpoca, pese a la notoria resistencia que 
ellas despertaron.
Asi se inicia, lentamente, la conciencia juridico-urbani£ 
tica de raiz democrâtica -prefigurada por Howard (199)- que 
no ha dejado de consolider su curso desde entonces.
F.- LOS MOVIMIENTOS VANGUARDISTAS HASTA EL CIRPAC.
Desde otro âmbito, el de las Artes, se habia venido 
gestando una crisis de los estilos tradicionales y sus formas 
de expresiôn, insuficientes para traducir las nuevas aspiracio 
nés estêticas y -en lo que concierne a la Arquitectura- incapa 
ces de satisfacer los requerimientos de una edificaciôn masiva 
ni las portentosas aptitudes de los nuevos materiales.
Si se leen los numerosos "manifiestos" de la êpoca, se ad 
vierte que en la pintura, en la escultura, en la poesia, en 
las artes decorativas, hay una critica profunda, un rompimien 
to con todo lo tradicional, y una bûsqueda de caminos origina 
les, despuês del entierro del "sagrado moho de los siglos".
En la ûltima dêcada del novecientos habia estallado en Bê^ 
gica la ola del Art Nouveau -con Horta y van de Velde (fig.
129 y 130)- que inundaria Europa (200) y llegaria a Amêrica.
En Holanda, Hendrik Berlage define las cualidades bâsicas 
de la Arquitectura y recalca la necesidad de una concepciôn e£ 
pacial, insistiendo en la reducciôn del decorado (2 0 1 ).
En el lenguaje de la êpoca se acuhan nuevas expresiones 





■a«M  ICwMWIill M «« |H«« «t WM
/=/6 . /ZS
Una pagina de la revista «Der Stadtebau»
P/<S, f2 r  :
ubierta de la revista «La Ciudad Lincal».
Mi=>nflT^ 5CnR(PT
OER STADTEBAU ri» M KCtaSTvaostfic ajTSCsnt 
vjna Ota STûoTt nom inarn w«t swiof ruuitN ocvJNWtucwi m> vUALOi MuwiARtn:6uai><(irrvMTritooQgfiorcKr-wiiLosnrflEâVtKU»~tMTMIWIHtni»ia
ZUR BESCHAFFUNG El NES GESAMT-BEBAU 
UNGSPLANS FUR GROSS BERLIN
T*«noo# mww
W« ««•#« m 0#### ## •»»'
k #* #.» #»* #»* ## #** «#» o### B**i
mA n s  u inüusiric, 
Je consirusiinn ci ü'orncmcniaiion  
! ' ( . (  I I prci liruicllcs . /3 O
XI r y  yyl/V J €  V C i - Z i C  :
TaoliTÂI C/CCl.£
 ^A  SU A : " ^/^ 's70/i.(A-~ 




t(G., i : V. Horta, Maison du Peuple, en Bruselas, vista exterior y sala de leiinii')
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En Francia, Perret inicia sus estudios destinados a poten 
ciar el uso del hormigôn, en su mayor expansiôn, luz y pureza 
geomêtrica posible y con el justo peso necesario, dando origen 
al principle constructive del minime material, de tanta tras 
cendencia en los volados y la edificaciôn de altura.
"La 'Ciudad Eficiente', la 'Ciudad PrSctica', la 'Ciudad 
Funcional' -dice Sica- vienen a ser las consignas que sustitu 
yen el acento colocado antes, prevalentemente, sobre los aspec 
tes de la decoraciôn urbana por parte de la 'City Beautiful'..."
(202).
En 1919, Walter Gropius funda en Weimar la célébré BAUHAUS, 
que résulta de unificar la antigua Academia de Bellas Artes y 
la Escuela de Artes Aplicadas, en lo que constituye todo un 
simbolo de los propôsitos de la Bauhaus (203), y tendria deci 
siva influencia en la formaciôn de los futuros arquitectos.
En 1925, Benito Mussolini -en un abrupto gesto de regreso a 
un pasado Imperial- abordaria la recuperaciôn urbanistica de la 
III Roma, ordenando al Gobernador demoler todo cuanto creciô 
"en los siglos de la decadencia" y que oscurece a los "monumen 
tos milenarios" que deben volver a alzarse como "gigantes en la 
soledad". Sin embargo, como sagaz conductor de masas, Mussolini 
ordenarîa tambiên la construcciôn de escuelas, bahos, jardines 
y campos deportivos "para el pueblo fascista que trabaja" (204) .
Sin duda, una de las iniciativas mâs relevantes de este pe 
rîodo de formaciôn del urbanismo moderno, consiste en la créa 
ciôn, en 1928 -en La Sarraz, Suiza- del CIRPAC: Comité Interna 
cional para la Realizaciôii de los Problemas Arquitectônicos y 
Constructivos. Serâ, êsta, una instancia de reflexiôn, de diâ 
logo y de conclusiones dirigidas a encarnarse en la vida real, 
que va a desembocar en el gran tema del Urbanismo; y cuya act^ 
vidad se desarrolla a travês de esmerados cultives de material 
cuidadosamente preparado, los CIAM: Congresos Internacionales 
de Arquitectura Moderna.
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G.- LA CARTA DE ATENAS.
Ya en el primer Congreso CIAM, en La Sarraz, se habia 
definido el acto de "construir" como una "actividad elemental 
del hombre, intimamente ligada a la evoluciôn de la vida". Se 
habia elaborado la nociôn de "rendimiento", no como el prove 
cho comercial mâximo, sino como la "producciôn suficiente para 
satisfacer las necesidades humanas". Se habian definido las 
funciones bâsicas del urbanismo. Y se habia formulado la decla 
raciôn lapidaria de que "las Academias, conservadoras del pasa 
do, al descyidar el problema de la vivienda en bénéficié de una 
arquitectura puramente suntuaria, traban el progreso social", 
ahadiêndose que ellas, "por su dominio sobre la ensehanza, vi 
cian la vocaciôn del arquitecto desde su origen; y, por la ca 
si exclusividad que tienen de los centrâtes del Estado, se opo 
nen a la penetraciôn del nuevo espiritu, ûnico que podria viyi 
ficar y renovar el arte de construir".
El segundo Congreso (CIAM) se realiza en 1929, en Frankfurt, 
y versa sobre la Vivienda Minima. El tercero, se desarrolla en 
Bruselas (1930) y analiza la Parcelaciôn Racional. El cuarto Con 
greso, que culmina en Atenas, y que se basa en el anâlisis pro 
yectado en 1932, en Barcelona, de 33 grandes ciudades, élabora 
la CARTA DE ATENAS, hito de singular importancia en el Urbanis 
mo moderno (205).
He aqui algunas de las noventa y cinco proposiciones del do
cumento:
"El advenimiento de la era maquinista ha provocado 
inmensas perturbaciones en el comportamiento de los 
hombres, en su reparticiôn sobre la tierra, en sus 
empresas; irrefrenado movimiento de concentraciôn 
en las ciudades, favorecido por las velocidades me 
cânicas, evoluciôn brutal y universal sin preceden 
tes en la historia. EL CAOS HA ENTRADO EN LAS CIU­
DADES" (N& 8 ) .
"Los barrios mâs densos se encuentran en las zonas 
menos favorecidas" (N^ 13).
"Hay que exigir que un nûmero minimo de horas de 
asoleamiento sea asegurado para cada vivienda; que 
todo barrio de habitaciôn comporte, de aqui en ade
101.
lante, la superficie verde necesaria para la di£ 
posiciôn racional de los juegos y déportés de los 
nihos, de los adolescentes y de los adultos" (N* 
35) .
"El dimensionamiento de las calles, desde ya ina 
decuado, se opone a la utilizaciôn de las nuevas 
velocidades mecânicas y a la expansiôn regular 
de la ciudad" (N* 55).
"Los valores arquitectônicos deben ser salvaguar 
dados (edificios aislados o conjuntos urbanos)" 
(Nû 65) .
"La mayorîa de las ciudades estudiadas (33 ciuda 
des de 18 paîses) ofrecen hoy la imagen del caos: 
estas ciudades no responden en forma alguna de 
su destino, que debiera consistir en satisfacer 
las necesidades primordiales, biolôgicas y sico- 
lôgicas, de sus habitantes" (N* 71).
"Las nuevas velocidades mecânicas han transforma 
do el medio urbano al introducir en êl un peligro 
permanente, al provocar el embotellamiento y la 
parâlisis de las comunicaciones y al compromoter 
la higiene" (N^ 80).
La Carta descifra las claves del urbanismo, "en las cuatro 
funciones siguientes; Habitar, Trabajar, Recrearse, Circular"; 
trasluce su designio humanista cuando sehala que "sôlo por la 
escala humana puede regirse el dimensionamiento de todas las 
cosas dentro del dispositive urbano"; y -particularmente- euan 
do déclara que "La ciudad debe asegurar, tanto en el piano ma 
terial como en el espiritual, la libertad individual y el bene 
ficio de la acciôn colectiva".
Constata que "la violencia de los intereses privados provo 
ca una desastrosa ruptura del equilibrio entre el empuje de 
las fuerzas econômicas, por una parte, y, por la otra, la deb^ 
lidad del control administrativo y la impotente solidaridad so 
cial"; pero termina proclamando que "El interês privado se su 
bordinarâ al interês colectivo".
No cabe duda que tanto el espiritu como los postulados de 
la Carta recibieron la influencia de todas las corrientes reno 
vadoras que tenlan en el urbanismo su punto de convergencia, y
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a las que nos hemos referido precedentemente. Se advierte, tarn 
bien, el influjo de las concepciones higienistas en boga en la 
mayor parte de Europa, asi como el de las politicas preservati 
vas del patrimonio arquitectônico de las ciudades, entre las 
que milita la de Espana, cuya primera ley sobre la materia da 
ta, precisamente, del mismo aho que la Carta. Tambiên se tra£ 
luce el pensamiento de Le Corbusier y el de otras corrientes 
que comenzaban a abrirse paso en los grupos profesionales (206).
Las inquietudes de los urbanistas de la êpoca por resolver 
de una manera racional la crisis de viviendas -que empieza a 
hacerse crônica- y el mejor aprovechamiento del espacio, cada 
vez mâs escaso, dan origen a très diferentes concepciones que 
se desarrollan entre los ahos 1929 y 1935: la "CIUDAD EN ALTU 
RA", de Walter Gropius, "BROADACRE-CITY" de Frank Lloyd Wright 
y la "VILLE RADIEUSE" de Le-Corbusier.
LA CIUDAD EN ALTURA.
En 1928, Gropius habia dejado la direcciôn de la Bauhaus, 
para dedicarse a estudios de Urbanismo. Dos ahos antes habia 
iniciado sus experiencias en este terreno, proyectando el su 
burbio obrero de Dessau Tôrten, con grandes bloques de edifi 
cios, seguido luego del Siedlung Dammerstock en Karlsruhe, con 
largos, angostos y elevados bloques que ya prefiguran la Ciu 
dad en altura.
Su concepciôn definitive nace al desarrollar el proyecto 
habitacional de la industria "Faguswerk" y de la fâbrica con£ 
truida por êl mismo.
Tômbola hace notar que la Ciudad en altura no estâ disper 
sa como las pequehas ciudades-jardines ni congestionada como 
las ciudades medievales (207). Simplemente, aprovechando la 
resistencia de los nuevos materiales y el sensacional invento 
del ascensor, se desarrolla hasta una altura de 30 metros, en 
diez plantas, haciendo rendir la superficie del terreno (fig. 
131) .
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Los angostos y largos bloques de edificacidn guardan, sin 
embargo, por ambos frentes, una distancia de 100 metros con los 
bloques vecinos; separaciôn que estâ constituida por âreas ver 
des.
El estudio de arquitectura de cada casa viene hecho con un 
enfoque comunitario, relacionando estrechamente la residencia 
con la vida social. La relaciôn del individuo con la naturaleza 
-en igualdad de oportunidades- se logra mediante la orientaciôn 
y alineaciôn de los bloques, que permite que cada vivienda goce 
de las mismas ventajas de luz, exposiciôn solar, aireaciôn y di£ 
frute Visual de las âreas verdes.
Cada bloque de edificaciôn es autosuficiente, en cuanto al 
aprovisionamiento de mercaderîas y servicios; cuenta con pisci 
na, centro social, comercio y recreaciôn. La idea que se persi 
que es que el trâfico interno de la ciudad se transfiera, en su 
mayor parte, al ârea interna del lugar de residencia.
La concreciôn de estes principios se deja ver en el barrio 
Spandau-Haselhorst de Berlin, proyecto ganador del primer pre 
mio del Concurso celebrado en esta ciudad en 1929.
BROADACRE CITY.
La concepciôn de Frank Ll. Wright (208) ha sido calificada 
como "Una utopia para Norteamêrica"; juicio que es alimentado 
por el propio Wright cuando dice que Broadacre "se encuentra 
en todas partes y EN NINGUN LUGAR". Ella surge tras una severa 
critica, en contra de la deshumanizada metrôpolis construida 
por el capitalisme; se plantea como una alternativa ante su de 
sapariciôn inminente (209); y reivindica para el hombre el dere 
cho a la tierra, como la ûnica manera de recuperar la calidad 
ambiental y los valores humanos extraviados por la sociedad in 
dustrial (2 1 0 ).
Wright denomina a su modelo "Ciudad Orgânica", y "Arquitec 
tura orgânica" a la que estâ llamada a construirla. Dice: "La 
Arquitectura orgânica sabe de valores arquitectônicos sôlo como
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valores humanos, valores fieles no sôlo a la naturaleza, sino 
a la humanidad como naturaleza o, de lo contrario, îcarentes 
absolutamente de valorI. La construcciôn moderna es una inte 
graciôn que se propone erigir la Ciudad Orgânica, es decir, 
la ciudad que cuando aparece es enemiga de todas las formas de 
imitaciôn que la centralizaciôn impone y que presionan sobre 
la humanidad libre" (2 1 1 ).
"Broadacre" podria traducirse libremente como "espacio de£ 
pejado", sugiriendo la idea de una "amplia parcela" de un acre 
de tierra para cada habitante. Su clave estâ, pues, en el regre 
so a la naturaleza que el hombre abandonô al construir la ciu 
dad. Ese contacte no es sôlo sentimental: se manifiesta en los 
cultives intensives de terrenos que estân incorporados en la 
trama de la ciudad, y que procuran autoabastecerla, rompiendo 
con la idea histôrica de êsta (2 1 2 ).
La edificaciôn habitacional abandona la altura y se expan 
de por la superficie. Dice Wright que en el rascacielo se ad 
vierte el contraste entre el factor mecânico y el artificio 
mecanicista, entre el automôvil y el ascensor. "Hay que escoger 
entre el uno o el otro. Yo escojo el automôvil".
El planeamiento de Broadacre se caracteriza por una comple 
ta descentralidad; no hay un centro civico, sino muchos polos de 
actividades concentrades, como espacios recreativos, centres cu^ 
turales, servicios hospitalarios, edificios administratives, 
âreas comerciales o unidades industriales; ocupando las eseue 
las el ârea central y un espacio importante (fig. 132).
Si bien Broadacre es susceptible de extenderse indefinida 
mente a lo largo de un eje comunicante, el automôvil sôlo se 
consulta como medio de movilizaciôn interna; dejândose entrega 
da la conexiôn con otras ciudades, al trâfico aéreo, en especial, 
a los taxis-helicôpteros que aparecen a menudo en las ilustracio 
nés.
La concepciôn de Wright -que mâs que un proyecto têcnico, 
constituye un manifiesto ideolôgico- parece haber brotado del
LXXII
A C / i £ :  c / r y  "
'f/ZAHK LL W R I G H T



















/ (2. y cîA V :
/<n £  A  c i  'i'VX ) \~i t ^  y^C JLC fC T} 
y4 -r o y  r /o 
C’^vt-vyoo r/e-/6oT A (.'o 
O y / c  i v i a - 5  ^  r a f e  s i o  n ^ f d h .
Ëi-S f3L.ch'o 
ifoif /
7 / o s / b  }  t d u /
/ ^ e  Ÿ * - ^  ^  > 1  ^  f  ? V r a _
/  X7 c L c ^ ^  ? S ^ / JÏL 3  
X  j e  Tuv d f  o  e tc  h i d  r  c j l  t t ^u  s  
/L / >?^J^ / e  y  T O  I//A r/a_
7 /  cc^€>- r ~  7 ^  ^
<r a_5‘ y 3 03- rf’^M! dvTos
/ c ’ f r K /O /o  y  ^ P  / LVP : t  ^  r /  o  
L2l6o 'r3Lio-r-io^
^  o o




violento impacto que produjo en su generaciôn, la crisis econô 
mica que agobiô al pueblo norteamericano a partir de 1929. Su 
llamado de regreso a la tierra como primera fuente nutricia, 
el retorno a la horizontalidad de la superficie, constituyen 
la antltesis de la Ciudad en Altura; y, en muchos aspectos, 
traslucen una reminiscencia de les postulados de Owen (un acre 
por habitante) y de Howard (el matrimonio de la ciudad con el 
campo), que -en su oportunidad- analizamos.
LA "VILLE RADIEUSE”.
Preciso es reconocer en el ciudadano suizo-francés Charles 
Edouard Jeanneret Gris (1887-1965), mâs conocido como LE CORBU 
SIER a secas, el gigante de mayor estatura en el campo del ur 
banismo, producido hasta ahora por el s. XX.
Ya en 1922 exponia en el Salôn de Otoho de Paris el diora 
ma de una ciudad para 3.000.000 de habitantes; y, très ahos 
despuês, en la Exposiciôn Internacional de Artes Decorativas, 
presentaba su "Plan Voisin", de lineas muy puras. A raiz de 
ella, escribiria: "El arte decorativo ha muerto. El urbanisme 
moderno nace con una nueva arquitectura. Una evoluciôn inmensa, 
fulminante, brutal, ha cortado los puentes con el pasado" (213).
Le-Corbusier fue uno de los fundadores del CIRPAC y el pro 
genitor mâs identificable de la Carta de Atenas. Ideô planes 
reguladores de grandes ciudades, como Paris, Moscû, Bogotâ, E£ 
tocolmo, Rio de Janeiro y Ambêres; tambiên proyectô la reconstruc 
ciôn de ciudades pequenas y medianas, como Saint-Diê y Algérie.
A mediados de siglo, en 1950, proyecta y dirige la construcciôn 
de Chandigarh, la nueva capital del Punjab hindû, para 150.000 
habitantes.
El esquema estructural de la Ville Radieuse -o Ciudad Ra 
diante- (1935) viene dado por la teoria de la separaciôn de 
las funciones.
Las imponentes torres de hormigôn y cristal del Centro Co 
mercial (fig. 133) tienen acceso fâcil y aparcamiento expedito
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Y  estân rodeados de parques y espacios verdes.
Las âreas industriales quedan aisladas, de manera que ni el 
humo ni el ruido ni los olores ni los desechos residuales pue 
dan contaminar al resto de la ciudad.
En otro sector se desarrollan los bloques de apartamentos 
con hermosas visuales de jardineria y playas de asoleamiento e 
hidroterapia en las terrazas y de déportés y recreaciôn a nivel 
del suelo (fig. 134). La ciudad radiante -como dice su autor- 
es "un inmenso parque, una ciudad verde". Es, tambien, la ciu 
dad de los rascacielos de planta estelar, con râpidos ascenso 
res, con grandes ventanales-paredes de vidrio, y aislados del 
suelo mediante pilotes que posibilitan la transparencia del ho 
rizonte superficial, donde reina el peatôn.
Cada uno de los bloques residenciales -en la misma idea de 
la "unidad habitacional" que luego desarrolla- es una cêlula 
autosuficiente con capacidad para albergar 2.500 a 3.000 hab£ 
tantes. Ella dispone de tiendas de comestibles, salas de cine, 
de teatro y de reuniones, clînica y toda clase de servicios; 
porque "los servicios comunes son la Have de la nueva econo 
mîa domëstica".
Atenciôn especial presta Le-Corbusier a la circulaciôn, la 
que es afrontada -por vez primera- asumiendo la incompatibili^ 
dad entre los vehîculos y los peatones, que viajan a velocida 
des distintas. La Ville Radieuse cuenta con auto-estradas, ele 
vadas sobre pilotes, por donde circulan los vehîculos sin in 
terferir entre ellos, ya que los cruces se encuentran a distin 
to nivel: "el cruce de calles es el enemigo de la circulaciôn 
del trâfico" (214) y sin poner en peligro a los peatones, que 
se mueven en el nivel superficial. El ûnico punto de encuentro 
entre el automôvil y el ser humano es el autopuerto, o gran 
aparcadero, en la base de los rascacielos, mercados y oficinas.
Las concepciones de Le-Corbusier han sido, a veces, califi 
cadas de utôpicas, o de temerarias. Pero nadie ha podido desco 
nocer la originalidad de sus propuestas, su formidable intui
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ciôn futurista ni el vuelo vertiginoso de sus grandes sîntesis.
DE LA SEGUNDA GUERRA MUNDIAL HASTA EL PRESENTE.
"El hombre es un animal constructor de ciudades", ha dicho 
Spengler. Sin embargo, hay ocasiones en que pone toda su inte 
ligencia y todo su empeno en destruîrlas.
El conflicto bélico desatado entre 1939 y 1945 infiriô he 
ridas profundas a las principales ciudades europeas, en parti 
cular a dos <de las grandes capitales en guerra: Berlin y Lon 
dres.
La recuperaciôn, sin embargo, no se hizo esperar. En 1941, 
en plena demoliciôn ocasionada por los bombardeos, Gran Breta 
ha creaba dos Ministerios, el de Planificaciôn y Gobierno Lo 
cal y el de Vivienda y Construcciôn; y, en 1943, el de Planea 
miento Urbano y Rural.
En 1946, recién terminada la guerra, se dictaba la famosa 
NEW TOWNS ACT cuyo objetivo principal era la descongestiôn de 
las grandes urbes -especialmente la de Londres- mediante la 
edificaciôn de poblados satêlites que, junto con producir un 
alivio de la presiôn urbana sobre estas ciudades, intentaria 
crear centres residenciales con autonomie y desarrollo propio.
Las NEW TOWNS, en sus grandes lineamientos, siguen la teo 
ria de la Ciudad-Jardin de Howard; con très importantes diferen 
cias;
En primer lugar, su organizaciôn y financiamiento no quedan 
entregados a la iniciativa privada, sino a Corporaciones pûbl_i 
cas con respaldo gubernamental, sin perjuicio de que en ellas 
participen -en aspectos financières y têcnicos- agencies e in 
versionistas privados. En segundo lugar, tienen dimensiones 
que, por lo menos, cuadruplican las previstas por Howard (fig. 
135), Por ûltimo, ellas forman parte de la organizaciôn admini£ 
trativa y territorial del Reine Unido; de tel manera que todo
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su aparato orgânico, sus funcionarios y los servicios de todo 
orden estân previstos en los presupuestos pûblicos. Esto tam 
biên significa que las industries y otras fuentes de trabajo 
reciben incentives gubernamentales para radicarse y asegurar 
asî, a estas ciudades, resortes propios de desarrollo. No se 
trata, pues, de "ciudades-dormitorios" (215).
Es el case sehalar que las New Towns -cuyo nûmero alcanza 
a 33- proyectadas para contener un promedio de cien a ciento 
cincuenta mil habitantes cada una, ya en 1980 habian logrado 
radicar a mâs de 3.000.000 de pobladores, en la mayorîa corres 
pondientes a la poblaciôn joven de Inglaterra (216).
Con todo, no es la recuperaciôn de Inglaterra un case de 
excepciôn. En Espaha, el progreso de la legislaciôn del suelo 
y del derecho urbanîstico ha ido hermanado con la ejecuciôn de 
planes de considerable envergadura como los del gran Madrid, 
la gran Barcelona y el gran Bilbao.
En el mundo socialiste, cabe destacar la reconstrucciôn de 
Varsovie, arrasada durante la guerra hasta no haber quedado 1£ 
teralmente en algunos barrios, ladrillo sobre ladrillo. Pareci 
de acciôn desarrollô la Uniôn Soviêtica en la restauraciôn de 
Staîingrado y en la ampliaciôn de Moscû donde el proyecto del 
nuevo Arbat, con su gran avenida de 78 metros de anchura, se 
propuso enlazar el centro con las extensas barriadas nacidas 
al oeste de Moscû.
En la India, con sus contrastes de grandeza y de miseria, 
merecen sehalarse, en este siglo, la construcciôn de Nueva 
Delhi, ciudad capital terminada en 1929 e inaugurada en 1931, 
y capital de la Uniôn India desde 1949; y la moderna ciudad 
de Chandigarh, planificada por Le-Corbusier -como ya adelanta 
mos- e inaugurada como capital del Punjab hindû en 1953. Esta 
ciudad artificial debiô construirse al quedar Lahore, la anti 
gua capital de ese Estado, en el sector pakistano, despuês de 
la independencia y particiôn de ambas naciones.
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SUD-AMERICA.
En Sudamêrica existen algunos ejemplos notables de concen 
traciones demogrâficas altamente crecientes, asentadas prin 
cipalmente en las zonas costeras, que implican requerimientos 
gigantescos de urbanizaciôn masiva.
Sao Paulo, con sus grandes viaductos y su bosque de rasca 
cielos, subiô de 580.000 habitantes en 1920 a poco mâs de
2.000.000 en el censo oficial de 1950; sobrepasando hoy los
7.000.000 de habitantes. Esta ciudad es sede de mâs de 4.500 
industries dentro de su perîmetro municipal.
El Gran Buenos Aires, una de las megalôpolis mâs densas y 
extendidas de Amêrica, contiene una poblaciôn cercana a los
1 0 .0 0 0 . 0 0 0 de habitantes, siendo asî que los de la capital fe 
deral -que bordean los 3.000.000- se concentran en el ârea de 
200 km. cuadrados de su limpia y rigurosa cuadrîcula interior.
Santiago de Chile, que en 1900 contaba alrededor de 900.000 
habitantes, en 1971 sobrepasaba los 3.000.000 y el censo de 
1982 le atribuye 4.294.938.
La bella capital de Colombia, Bogotâ, ha crecido de
2.9850.000 habitantes que ténia en 1973 a mâs de 4.000.000 que 
alberga en la actualidad.
Caracas, la capital venezolana, que a comienzos del siglo 
ténia un rostro colonial de calles estrechas y casas bajas, 
hoy se yergue como una moderna urbe con grandes avenidas, via 
ductos y "urbanizaciones", que han permitido albergar a una po 
blaciôn que ha crecido de 495.000 habitantes, a mediados de s£ 
glo, a cerca de 3.000.000 que tiene en la actualidad.
Pero el acto urbanistico de mayor envergadura en America, 
lo représenta, sin duda, Brasilia, la capital -desde 1959- del 
portentoso estado de Brasil.





PALACIO DO SUPREMO TRIBUNAL
W
110.
Ubicada -por razones geopoliticas- en plena selva de la 
amazonia y en el centro geogrâfico de este enorme pals, para 
erigirla hubo que remover 45 millones de metros cûbicos de 
tierra, construir 8 . 0 0 0 kms. de calles y carreteras y trasplan 
tar 600.000 ârboles.
Concebida y edificada bajo la inspiraciôn y la direcciôn 
de los arquitectos Lucio Costa y Oscar Niemeyer, constituye 
el exponente mâximo de una arquitectura y de formas escultôri_ 
cas de vanguardia que representan un considerable esfuerzo de 
la imaginaciôn creativa y un valioso experimento de urbanisme, 
realizado a escala mundial. Pese a que su poblaciôn no alcanza 
a 500.000 habitantes estâ concebida para albergar a dos 
millones de personas (217).
15. LA URBE DEL FUTURO; ECUMENOPOLIS.
A medida que se acerca vertiginosamente el aho 2.000, cua 
tro factores se perfilan y agigantan, como obstâculos inevita 
bles, en el incierto destino de una humanidad que se ha mostra 
do, hasta ahora, impotente para poner en orden su propia casa.
El primero/es el CRECIMIENTO DEMOGRAF ICO que ha conducido a 
concentraciones urbanas insoportables (fig. 136). Este, sôlo se 
ha logrado frenar en los paîses mâs desarrollados y en la Repû 
blica Popular China; pero mantiene su aguda tendencia escalado 
ra justamente en los paîses mâs pobres y atrasados tecnolôgica 
mente (218). Esta tendencia permite avizorar, para fines del 
siglo, una poblaciôn mundial de 6.260.000 habitantes; entretan 
to que la poblaciôn urbana de Amêrica latina habrâ duplicado 
la existente en 1979.
La explosiên demogrâfica y su grade creciente de concentra 
ciôn en las ciudades, principalmente a lo largo de las conurba 
ciones costeras, indujo al urbanista griego Constantinos Apo£ 
tolos DIOXIADIS (1913-1975) a sostener que -a fines del siglo 
XXI- la poblaciôn urbana de la tierra se presentarâ como una 
sola ciudad soldada por los extremes de la expansiôn de las ur
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bes contiguas, que êl denominô ECUMENOPOLIS (fig, 137), con su 
zona adyacente de cultives -Ecumenôkepos- que se extenderâ por 
todos los continentes (219).
El segundo factor es artificial, pero no menos implacable;
EL AUTOMOVIL que, dîa a dîa dévora a la ciudad, desplaza al ser 
humano, le paraliza en vez de movilizarle, contamina su atmôsfe 
ra y destroza sus nervios.
Los "embotellamientos", que hace veinte ahos eran la pesa 
dilla de cada fin de sémana, al regresar a las capita 
les, hoy son el absurde espectâculo diario de todas las gran 
des ciudades. En Madrid y en Lima, en Tokyo y en Rio, en Paris 
y en Estambul, hay horas en que millones de conductores histê 
ricos sufren, impotentes, el mismo colapso. Estacionar vehicu 
los en doble, y hasta en triple fila, invadir las veredas y 
las âreas verdes ya no parece una infracciôn sino una cesturn 
bre con cara de necesidad.
Si el future urbanisme no dispone de instrumentes drâst£ 
ces para domesticar a esta fiera suelta, ella terminarâ -como 
un nuevo Frankestein- por destruir a su creador.
Un tercer factor -que va en incremento, pese a su denuncia 
generalizada- es LA POLUCION. Poluciôn de las aguas, contamina 
das por las excretas y los residues industriales; poluciôn del 
aire, saturado de gases venenosos; poluciôn de los ruidos cris 
pantes o estridentes; poluciôn de la conciencia civica que ya 
no reacciona frente al avance de la poluciôn.
A esta contaminaciôn a escala urbana, habria que agregar 
ahora la saturaciôn a escala mundial de la atmôsfera, ensucia 
da dia a dia por millares de estelas de humno de los aviones a 
reacciôn; la contaminaciôn de los ocêanos, acrecentada por las 
extensas plaças de petrôleb que matan la fauna y el plancton e 
impiden la oxigenaciôn del aire; y el peligro que significa la 
sepultaciôn irresponsable de recipientes de residuos radiactivos.
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Mientras la explosiôn demogrâfica induce a aprovechar cada 
palme de la superficie terrestre, la indiferencia de los gobier 
nos -cuando no, su intervenciôn directa (2 2 0 )- contribuye al re 
sultado de un mundo cada dîa menos habitable.
El cuarto factor que debe mencionarse es el fenômeno de la 
DESINTEGRACION SOCIAL. La ciudad, en lugar de ser una herramien 
ta integradora, aparece como un mosaico de ghettos, en que se 
acusan -cada vez con mayor relieve- las diferencias econômicas 
y la estratificaciôn de clases de la sociedad capitalista.
Se habla, con toda naturalidad, del "barrio alto", de los 
barrios de "clase media", de las "poblaciones obreras" y de los 
poblados "callampas","chabolas", "favelas" o "villas miseria" 
de los suburbios. Lo curioso es que esta naturalidad se exhibe 
en sociedades democrâticas que profesan un credo igualitario.
Esta tendencia no tiene indicios de revertirse sino, al 
contrario, se va agudizando, a nivel planetario, trasladando 
las diferencias entre los barrios a diferencias entre los Esta 
dos. Despuês de la Segunda Guerra Mundial, se estratificô la 
humanidad en très "mundos", que ahora son seis, si se toma co 
mo unidad de referencia el ingreso per câpita de los paîses 
mâs pobres. Mâs adelante, las cotas de nivel se trazaron entre 
los paîses ricos y desarrollados, situados al Norte del globo, 
y los paîses pobres y "en vîas de desarrollo", situados en el 
Sur. Ahora estos barrios estân separados por un abismo que se 
llama "deuda externa" que sitûa, a los paîses acreedores en una 
banda y a los paîses deudores en la otra; siendo tan marcada y 
agobiante la diferencia, que êstos tienen hipotecada su sobera 
nîa y su capacidad de desarrollo mâs que nunca antes en la hi£ 
toria.
La desintegraciôn social en que vivimos, producto de la 
falta de solidaridad del gênero humano, a escala nacional e in 
ternacional, impedirâ -ciertamente- que Ecumenôpolis nazca co 
mo una ciudad mînimamente equilibrada.
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16. SINTESIS Y CONCEPTUACION DEL URBAN!SMO.
Hemos procurado dibujar, a grandes trazos, un esbozo de lo 
que los hombres han venido entendiendo, a lo largo de 5.000 
ahos, por actividad urbanîstica.
Ella no consiste en una mera especulaciôn teôrica; ella 
aplica la racionalidad humana y los datos de la investigaciôn y 
la experiencia a resolver un problema: el mejor uso del espacio 
disponible -en un lugar y en un momento determinado- para el 
asentamiento y el desarrollo de las comunidades humanas.
La vida social es, juntamente, vida animal y vida espiri 
tuai; ambos ôrdenes de requerimientos deben ser atendidos por 
ella; y el medio mâs perfecto de procurer su satisfacciôn lo 
proporciona la ciudad.
Por eso es que las ciudades -particularmente, las grandes 
capitales- son focos de peregrinaciôn que vacîan los campos y 
los poblados menores, sin camino de retorno. El hombre moderno, 
igual que el antiguo, no sabe sobreponerse al embrujo irresi£ 
tible de la gran ciudad.
El urbanisme -por otra parte- no debe ser confundido con 
su hermana mayor, la planificaciôn territorial. El territorio 
es todo el espacio geogrâfico, dentro del cual tambien queda 
comprendida la ciudad. El urbanisme mira de reojo al contorno 
circundante; le preocupa, sin duda, ese contorno -carreteras, 
tierras agrîcolas, bosques, aguas- como un date que debe ser 
tomado en consideraciôn; pero su foco de atenciôn se sitûa den 
tro de la ciudad.
Cuando hemos descrito los problemas que -de acuerdo a la 
Carta de Atenas- el urbanisme procura resolver, se han mencio 
nado cuatro funciones bâsicas: habitar, trabajar, comunicarse, 
recrearse. Se trata, naturalmente, de una simplificaciôn; y, 
por eso, ella no debe empequehecer ni mutilar el ancho horizon 
te de la actividad urbanîstica.
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Se ha dicho que "el homo urbahicus es algo mâs complejo 
que cuatro necesidades simplistas, las cuales dejan fuera el 
deseo, lo lûdico, lo simbôlico, lo imaginative, entre otras 
necesidades por descubrir" (2 2 1 ) .
La ciudad no es sôlo la agregaciôn de las sedes de estas 
funciones mâs el conducto que las comunica; es aun mucho mâs 
que la armônica composiciôn de estos espacios. Es, tambiên, el 
temple y la necesidad de adoraciôn; la escuela y la noble comu 
nicaciên entre alguien con vocaciôn de ensehar y quienes apren 
den; los tribunales y el generalizado anhelo de justicia; el 
hospital y la paz necesaria para recuperar la salud. Es, ade 
mâs, el sereno gozo del museo, la excitaciên amistosa del café, 
la magia del teatro, el encanto del mirador, la comuniôn con la 
naturaleza en el parque y el recede de cada esquina que nos in 
vita a sorprendernos con su oculta perspectiva.
Cualquier otro requerimiento de la vida social que necesi 
te situarse en el espacio debe hallar cabida en la ciudad y 
ser debidamente atendido por el Urbanisme.
De allî que concluyamos diciendo que el Urbanisme es el 
arte de proyectar, de construir y de mantener la ciudad y de 
organizar su crecimiento; de utilizer el espacio y los recur 
S O S  disponibles en el sentido de su mejor aprovechamiento; y 
de procurer por estos medios -y con el auxilio de la sensib^ 
lidad, la imaginaciên y el sentido comûn- que sea lo mâs gra 
ta que pueda ser la vida ciudadana.
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NOTAS DEL CAPITULO I (PRIMERA PARTE)
(1): Gabriel ALOMAR, "Teoria de la Ciudad", Institute de Estu 
dios de Administraciôn Local (:lEAL), Madrid, 1980.
(2): Gastôn BARDET, "El Urbanisme"; en Cuadernos de EUDEBA, 
pâg. 13.
(3): Antonio M- HERNANDEZ, "Derecho Municipal", Ed. Depalma, 
Buenos Aires, 1984, vol. I, pâgs. 29 y ss.
(4): Henri LEFEBVRE, "El Derecho a la Ciudad", Ed. Peninsula, 
Barcelona, 1969. (Filosofîa de la ciudad e ideologla ur 
banîstica), pâgs. 59 y ss.
(5): Diccionario de la Real Academia de la Lengua Espahola,
Ed. Espasa-Calpe, XXa. Ed., 1984.
(6 ): Cfr. Jacques MARITAIN, "Introducciôn al Estudio de la F^ 
losofla".
(7): Ralph TURNER, "Las Grandes Cultures de la Humanidad", vol, 
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la prehistoria y la historié conocida, entre los ahos
5.000 y 3.500 A.C.; y la caracteriza como la del "asenta 
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"Urbanisme", -Ciudades Antiguas- en Enciclopedia DURBAN, 
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(11): Cfr. A. GARCIA Y BELLIDO, op. cit., pâg. 13.
(12): Vid. J. Ac WILSON, "La Cultura Egipcia", Fonde de Cultu
ra Econômica (:F.C.E.), Mexico, 1970.
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bro de las Pirâmides), Ed. Destino, 3a. Ed., Barcelona,
1981.
(14): Cfr. articule de Ira BACH y F.T. ASCHMAN, citado en (9).
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London, 1931.
(16); GARCIA Y BELLIDO, op. cif., pâg. 10.
(17): Ibidem, pâg. 27.
(18): Cfr. C. W. CERAM, op. cit. ; III "El Libro de las 
Torres".
(19): Ildefonso CERDA, "Teoria General de la Urbanizaciôn",
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mo y Derecho Urbanistico" -IV: El Urbanisme Histôrico-, 
en Revista de Derecho Urbanistico (:RDU), n* 38, 1974.
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(26): CHUECA, op. cit., pâg. 52.
(27): Vid. William TURN, "La Civilizaciôn Helenistica", F.D.E., 
Mexico, 1982.
(28): GARCIA Y BELLIDO, op. cit., pâgs. 105 y ss.
(29): SENECA, Epist. 90.
(30): CICERON, Epist. XIV, 9, 1.
(31): JUVENAL, III, 5-9; cit. por Garcia y Bellido.
(32): AUGUSTO dividiô Roma en 14 sectores con puestos de guar 
dia (vigiles) y una especie de cuerpo de salvamento para 
acudir prontamente a los siniestros, incendies y hund^ 
mientos. Como las edificaciones de inquilinos (insulae) 
comenzaban a sobrepasar los 30 metros (diez pisos), die
tô la Lex Iulia de modo aedificorum Urbis, limitando la
altura a 70 pies romanes (poco mâs de 20 metros). Augus 
to, ademâs, emprendiô el saneamiento y hermoseamiento
de Roma.
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(34); TACITO, Anales, XV, 43.
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bronces plantado, a pie o a caballo en las plazas y ca 
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lae). (GARCIA Y BELLIDO, op. cit., pâg. 128).
(36) Ammianus MARCELLINUS, XVI; 10, 15 y ss., cit. por Garcia 
y Bellido, op. cit., pâg. 130.
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(42): Vid. CHUECA GOITIA, op. cit., pâg. 64.
(43); GONGORA, "Encomenderos...", pâg. 227; citado por Gabriel 
GUARDA, O.S.B., "Historia Urbana del Reino de Chile",
Ed. Andrés Bello, Santiago de Chile, 1978, Cap. I: "El 
Urbanisme Imperial", pâg. 15.
(44): Las Siete Partidas, P. sêptima, Tit. XXXIII; Ley 6a.
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(53): Luigi PICCINATO, "Urbanîstica Medioevale"; en el trabajo 
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la Universidad de Paris, en la 8a. ediciôn de su notable 
obra "El Imperio Socialista de los Incas", hemos anotado 
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incaica, ellos tratan: -de filologîa, gramâtica y diccio 
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ciôn polîtica y la diplomacia imperial; de la organiza 
ciôn tributaria y administrativa; de la organizaciôn 
agraria, el sistema comunitario, la agricultura y el 
cultive del maîz -el grano culturql de America- y de la 
patata; de la organizaciôn laboral y las tëcnicas de mi 
nerîa; de la ingenierîa, arquitectura y construcciôn; 3e 
la orfebrerîa, alfarerîa y artes plâsticas; de la poét^ 
ca, la mûsica e instrumentes incaicos; de las matemâti
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cas, astronomîa y estadîstica (base de todo el sistema 
social y econômico); de la industria textil, tapices y 
tintorerîa; de la organizaciôn militar, reclutaciôn y 
logîstica; del correo imperial y los tambos; de sus ca 
rreteras. (VON HAGEN, despuês de una expediciôn "in s^ 
tu", escribe "La carretera del Sol", exclusivamente so 
bre el tema); de la mitologîa y liturgia ritual y cere 
monial; y, en fin, de la botânica, medicina, genêtica y 
la modelaciôn estêtica del crâneo. Cabe formuler dos 
preguntas: 1. -ôQuê quedô de esta cultura despuês de la 
colonizaciôn espanola?. 2. -cHizo, el cristianismo y la 
"cultura europea", mâs feliz a este pueblo o lo dejô de- 
sidentificado y alienado para siempre?.
(60): En el continente americano florecieron varias otras cul 
turas, tanto o mâs avanzadas aûn, como fueron la de los 
Mayas,Irespecto de los Aztecas y la de Tiahuanaco (Bol^ 
via) respecto de los Incas. Cabe citar tambiên a los Ca 
ra (chibcha), las cultures Chimû y Nazca, a los Diagui 
tas y Aymaraes, en el contorno incâsico; y la Olmeca 
(S. VIII A.C.), Huasteca, Tolteca, Mixteca, Zapoteca y 
Teotihuacân, en el contorno azteca. Lamentablemente no 
quedan de elles suficientes vestigios que denoten su 
concepciôn urbanîstica. Ivanoff nos dice, respecto de 
los Mayas: "...las ciudades mayas... no parecen seguir 
ningûn plan... nada révéla un intento de agrupar lo me 
jor posible a los habitantes y proporcionarles una vi3a 
mâs fâcil. Por esto, el corazôn de la ciudad, compuesto 
de temples y explanadas, parece haber estado siempre 
deshabitado". Y agrega: "las reglas del urbanisme maya 
quedan por descubrir, si es que las hubo..." (Pierre 
IVANOFF: "En el Paîs de los Mayas", pâg. 79).
(61): Todavîa es posible encontrar, en Macchu-Picchu, vivien 
das previstas de esa especie de percha vertical, talla 
da y embutida en el portai de entrada, donde se sujeta 
ba la cuerda referida.
(62): El Imperio Incâsico se denomina en quîchua "Tihuantisu 
yu", que quiere decir "las cuatro partes del mundo"; de 
allî que su capital: "Cusco" en quîchua significa centro, 
"ombligo del mundo". Es curioso constater la similitud 
entre esta concepciôn y la del Imperio chino dinâstico. 
Ella estâ representada en el Templo del Cielo, en Pekîn, 
que es un recinto circular, inscrite en un jardîn cuadra 
do. El Templo es China, "el Imperio del Centro", perfec 
to como un cîrculo; el resto del cuadrado que es el mun 
do, estâ habitado por los bârbaros; despuês vienen los 
abismos.
(63): No se puede asegurar enfâticamente que incas y aztecas 
NO CONOCIERON la rueda. Se han encontrado juguetes impe 
riales de animalitos montados sobre ruedas; Ivanoff des 
cribe un rodillo maya para apisonar caminos ceremonia ~ 
les; los énormes bloques de piedra del Pucarâ de Sacsa 
huamân (Cuzco), y las de los Templos pifamidales azte 
cas probablemente se desplazaron sobre rodillos de tron
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cos que siguen el principle de la rueda. Culturas tan 
avanzadas en matemâticas (utilizaron el cero y las pos^ 
ciones décimales mucho antes que en Europa), en astrono 
mîa (los calendarios son casi perfectos) y en ingenierTa, 
no parece verosîmil que la hayan ignorado. Hay una teorîa 
que explica la renuencia de estas culturas, adoradoras 
del Sol, a utilizar la representaciôn geomêtrica de su 
Dios en simples utensilios como la rueda o el torno, y 
aûn la del arco, en construcciones, ya que êste reprodu 
ce la figura del sol naciente.
(64); La expresiôn azteca parece provenir del nombre de una 
ciudad mîtica llamada Aztlân. Talvez los relatôs sobre 
esa ciudad confundieron a los espanoles, que denominaron 
asî a los tenochcas. Vid. Vîctor VON HAGEN, "Los Aztecas, 
Hombre, y Tribut Ed. Diana, México, 10a. reimpresiôn, 1977, 
^âg. 12, 48 y ss.
(650; Vîctor VON HAGEN, op. cit., pâgs. 21 y ss.
(6 6 ): El Teocalli de Tenochtitlân medîa 45 m. por 45 m. en su 
base y, alrededor de 50, hasta su âpice truncado, que 
tenîa 70 pies cuadrados. Era menor, sin embargo que el 
Templo del Sol de Teotihuacân, y que el de Quetzalcôatl, 
en Cholula, que tambien contaba con un mercado esplêndi^ 
do (VON HAGEN, ob. cit., pâgs. 95 y 145).
(67); Ignacio MARQUINA, "Arquitectura Prehispânica", Mexico, 
1951.
(6 8 ): Ver las descripciones del Tiaquiz en VON HAGEN, ob. cit. 
pâgs. 94-96.
(69): VON HAGEN, ob. cit., pâgs. 24 y 95.
(70): VON HAGEN, ob. cit., pâgs. 67 y ss.
(71): VON HAGEN, ob. cit., pâgs. 144-145.
(72): Louis BAUDIN, ob. cit., pâg. 79. Baudin se refiere a Mar
shall "Principles of Economies", 1898, cap. 2, cuando
te dice: "Casi todas las civilizaciones antiguas han na
cido en climas câlidos, donde se necesita poca cosa para
vivir... se han formado a menudo a orillas de un gran 
rîo..."; y a la obra de Metchnikoff; "La civilisation et 
les grandes fleuves historiques", 1889.
(73): BAUDIN, ob. cit., pâgs. 104 y 118.
(74): En el manuscrite de Poma de Ayala se ve un chasqui tocan
do una trompa y portando una cesta con peces para el In 
ca. Tambiên se encuentra este tema en la alfarerîa inca^ 
ca.
(75): BAUDIN toma como referencias las narraciones de Martîn 
de Morûa y de Polo de Ordegardo. Basândose en un câlcu 
lo de Wiener, de 18 minutes por cada 5 km., llega a un
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resultado de 6 dîas para los 2.400 km. Olvida, sin em
bargo, que los chasquis no corrîan de noche. Por eso he
mos recitificado el câlculo tomando como base la misma" 
vecolidad media y 18 a 12 horas diarias de correo en 
funcionamiento segûn la estaciôn; lo que arroja la va 
riante entre 9 a 12 dîas de tardanza. En todo caso, êl 
correo a caballo de los espanoles tardaba 12 a 13 dîas. 
Vid. Bernarbê COBO, "Historia del Nuevo Mundo", libro 
12, cap. 32.
(76); BAUDIN, ob. cit., pâg. 387.
(77): Ibid, ib., pâg. 404.
(78): Ibid, ib., pâgs. 348 y ss.
(79): b a u d i n’, ob. cit., pâgs. 388, 423 y ss.
(80): CIEZA DE LEON, Segunda Parte de su "Crônica del Perû".
(81): Es curioso el motivo de tanta perfecciôn: cuando el înca 
se desplazaba por las ciudades o por las carreteras impe 
riales, lo hacîa en litera de oro, llevada por portado 
res. Si estos tropezaban, significaba malos augurios y 
comportaba graves castigos para ellos y para el goberna 
dor del respective territorio. (Francisco de JEREZ: "Ver 
dadera relaciôn de la Conquista del Perû y de la Provin 
cia del Cuzco").
(82): VON HAGEN, "Los Aztecas...", pâg. 145.
(83): Pablo NERUDA, montaha poêtica de Amêrica, edifica la cum 
bre de su poesîa en las "Alturas de Machu-Picchu". Prime 
ro la describe: "Alta ciudad de piedras escalares... / 
Aquî los pies del hombre descansaron de noche / junto a 
los pies del âguila, en las altas guaridas / carniceras, 
y en la aurora / pisaron con los pies del trueno la nie 
bla enrarecida...". Y luego, Neruda la interroga: "Pie 
dra en la piedra, el hombre, cdônde estuvo? / Aire en el 
aire, el hombre, cdônde estuvo? / Tiempo en el tiempo, 
el hombre, zdônde estuvo? / cFuiste tambien el pedacito 
roto / de hombre inconcluso, de âguila vacîa / que por 
las calles de hoy, que por las huellas, / que por las ho 
jas del otoho muerto / va machacando el aima hasta la 
tumba?". (Cap. II del "Canto General").
(84): Sin duda, se refieren a Erwin Walter PALM, quien escribiê 
"Los Orîgenes del Urbanismo Imperial en Amêrica", Inst. 
Panamericano de Geografîa e Historia, México, 1951.
(85): "Urbanismo Espahol en Amêrica", folleto editado por el 
Institute de Cultura Hispânica, Comisarîa de Exposicio 
nés de Madrid-Espaha, en conjunto con el Museo Munici 
pal de Bellas Artes de Valparaîso-Chile; septiembre, 1978
(8 6 ): Cfr. Domingo AMUNATEGUI SOLAR, "Las Encomiendas Indîgenas 
en Chile", Santiago. J.M. GTS CAPDEQUI, "El Estado Espa 
hol en las Indias"- Los indios: su condiciên jurîdica.
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econômica y social; F.C.E. México, 1965. Darcy RIBEIRO, 
"Las Americas y la Civilizaciôn", tomo I: ...los pueblos 
testimonio; Buenos Aires, 1969. Eduardo GALEANO, "Las Ve 
nas Abiertas de Amêrica Latina", Ed. Siglo XXI (34a. éd.), 
Madrid, 1982.
(87): La investigaciôn de este hecho sorprendente corresponde 
al Prof. René MARTINEZ LEMOINE, Director del Depto. de 
Planificaciôn Urbano-Regional de la Universidad de Chile 
quien asî lo demuestra en un documentado ensayo: "El Mode 
lo Clâsico de Ciudad Colonial Hispanoamericana", Santia 
go, 1977, que aquî seguimos.
(8 8 ); La primera Santo Domingo, de formaciôn irregular, data 
de 1496.
(89): "Item: ’ porquen la Isla Espahola son necesarias de se fa 
cer algunas poblaciones, e de acâ non se puede dar en 
ello cierta forma, vereis los lugares e sytios de la d^ 
cha Isla; e conforme a la calidad de la Tierra e sytios 
e gente allende de los pueblos que agora hay, fareis fa 
cer las poblaciones e del nûmero que vos paresciere e 
en los sytios e logares que bien vistos vos fuere" (In£ 
trucciones al Comendador de Lares Fray Nicolâs Dovando, 
dadas el 16-IX-1501).
(90): La recopilaciôn de Vasco de Puga se titulô "Provisiones, 
Cêdulas e Instrucciones para el Gobierno de la Nueva E£ 
paha" y comprendiô sôlo las de este Virreinato.
(91): MARTINEZ LEMOINE, op. cit. en (87), formula al respecto, 
una aguda observaciôn: en ninguna de las Recopilaciones 
anteriores a la de 16 80 se recogen las Ordenanzas de Car 
los I de 1523, que habrîan sido la base normative del 
proceso fundacional durante el medio siglo que corre en 
tre esta fecha y las Ordenanzas de 1573, de Felipe II.
Si no las conocieron los recopiladores, dcômo podîan co 
nocerlas los conquistadores?.
(92): Pedro de VALDIVIA, "Cartas de Relaciôn de la Conquista 
de Chile", Edit. Universitaria, Santiago, 1970, pâgs.
27 y 54; cit. por René MARTINEZ L., op. cit., pâgs. 8 y 9.
(93): René MARTINEZ L., op. cit., pâg. 22.
(94): CICERON, Repûblica, I, 7, 12.
(95): MARTINEZ LEMOINE, op. cit., pâgs. 9 y 23.
(96): Ibid., pâg. 48 y ss.
(97): Cedulario Indiano de ENCINAS, t. IV, pâg. 247.
(98): Ibid., t. IV, pâg. 236; cit. por MARTINEZ LEMOINE.
(99): MARTINEZ LEMOINE, op. cit., pâg. 50.
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(100): Recopilaciôn de Leyes de los Reinos de Indias, tomo II, 
pâg. 2 2 .
(101): Cedulario Indiano de ENCINAS, t. IV, pâg. 242.
(102): MARTINEZ LEMOINE, op. cit., pâg. 35.
(103): MARTINEZ LEMOINE, op. cit., pâgs. 8 y 10.
(104): CEDULARIO INDIANO, t. IV, pâg. 243.
(105): Cfr. Luis E. ALAMAN, "Santo Domingo, Ciudad Trujillo", 
Ed. El Diario, Santo Domingo, 1943, pâg. 35, cit. por 
MARTINEZ LEMOINE.
(106 Cit. por Erwin W. PALM, op. cit., pâg. 6 .
(107): Alonso de OVALLE, "Histôrica Relaciôn del Reino de Ch^ 
le", Santiago, pâg. 173.
(108) : Cuando los historiadores de la Arquitectura o del Urba
nismo tratan el tema de las ciudades coloniales amêrica 
nas, generalmente lo hacen en la etapa del Renacimiento 
(CHUECA, "Hist, del Urbanismo", cit., lo trata en "La 
ciudad del Renacimiento", pâgs. 126 y ss.; Leonardo BE 
NEVOLO lo hace, en su excelente "Historia de la Arqui 
tectura del Renacimiento", Taurus, Madrid, 1972, en el 
vol. I, pâgs. 582 y ss. Para Chueca "Muchas de las ideas 
urbanîsticas del Renacimiento, que no pasaron de doctri^ 
na, utopîa o ejercicio ideal del intelecto en los paîses 
de Europa... tuvieron su campo de realizaciôn real en 
Amêrica..." Para Bénévole, "el esquema urbano ideadoen 
America en las primeras dêcadas del 1500 y consolidado 
por la ley de 1573 (se refiere a las Ordenanzas de Fel^ 
pe II) es el ûnico modelo de ciudad producido por la 
cultura renacentista y controlado en todas sus conse 
cuencias ejecutivas..."
Ya hemos visto, en su oportunidad, que no fuê asî. La 
ciudad colonial espahola es la misma ciudad medieval de 
llanura, de planta ortogonal, legislada y puesta en prâc 
tica desde Alfonso X hasta Fernando el Catôlico. Las Or 
denanzas, por lo demâs, no controlaron este proceso; 
ellas vinieron a regular el "modelodespuês que êste se 
habîa consolidado en mâs de 200 ciudades y pueblqs, y ni 
siquiera lo regularon despuês, en lo que tenîan de discre 
pante con la prâctica consagrada. Importa no pasar por aT 
to semejantes errores, por alto y merecido que sea el 
prestigio de sus autores en el tema europeo.
Debe, tambiên, recalcarse que ni los conquistadores eran 
"hombres del Renacimiento", ni el espîritu de la coloni 
zaciôn fue renacentista; aunque -obviamente- pueda hallar 
se, en la Amêrica hispana, muestras arquitectônicas como 
la reproducciôn de la clâsica Chiesa del Gesû de Roma o 
algunas fachadas entusiastamente barrocas. El espîritu
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de la colonizaciôn fue medieval: la prolongaciôn de la 
alta Edad Media espanola en Amêrica. Y la estructura 
de ese feudalismo se implantô tan vigorosamente -sobre 
todo, a travês del Servicio Personal y las Encomiendas 
y Repartimientos- que ella ha sobrevivido, en la orga 
nizaciôn agraria, hasta muy entrado el s. XX.
(109): Cecil STEWART, "A Prospect of cities", London, 1952,
pâg. 100, cit. por CHUECA.
(110): CHUECA GOITIA, op. cit., pâg. 108.
(111): Otras ciudades militares fueron Phillipeville, construî
da bajo Felipe II, de planta pentagonal; la plaza fuer 
te de Coeworden, 1597, en Holanda; Livorno y Nancy, tam 
bien de fines del s. XVI, y Charleville, Richelieu y 
Henribhemont, del s. XVII.
(112): CHUECA, op. cit., pâg. 116. Segûn Benêvolo, este Trata 
do habria servido de guîa^Pîo II al construir Pienza, 
ciudad-residencia papal ejecutada a partir de 1462; y 
séria la base de las mâs importantes experiencias arqu^ 
tectônicas romanas de la segunda mitad del s. XV (BENE 
VOLO, op. cit., vol. I, pâg. 191, 220 y ss.).
(113): Cfr. Giuseppe TOMBOLA, "Urbanistica, Storia e Têcnica", 
Ed. Cedam, Padova, 1969, pâg. 22. Con mayor detalle, 
BENEVOLO, "Historia de la Arquitectura", cit., vol. I, 
pâg. 213 y ss.
(114): "Los vientos, segûn la opiniôn de algunos, sôlo son cua 
tro, a saber: solano, que sopla del lado del levante 
equinoccial; auster, del lado del mediodîa; favonius, 
del lado del poniente y septentrio, del lado norte. Pe 
ro los que han investigado con mâs cuidado las diferen 
cias de los vientos han sehalado ocho, particularmente 
Andrônico Cyrrhestes que, a este propôsito, construyô 
en Atenas una torre de mârmol de figura octôgona que 
tenla en cada cara la imagen de uno de los vientos en 
el lado opuesto de donde soplaba" (VITRUBIO, traducciôn 
al francês de Perrault, cit. por CHUECA, ob. cit., pâg. 
111) .
(115): L. BENEVOLO, op. cit., vol. I, pâgs. 240, 245 y 258 y ss.
(116): Vid. Moro: "Utopia", Prefacio, Saludos a Peter Giles, 30. 
A su vez, la obra de Moro habria influido en México, se 
gûn el historiador Silvio ZABALA: "La Utopia de Tomâs 
Moro en la Nueva Espaha", México, 1937.
(117): L. BENEVOLO, "Historia...", cit., vol. I, pâg. 715.
(118): Vid. G. TOMBOLA, op. cit., pâg. 23 a 26; tambiên, con 
mayor documentaciôn, Benêvolo, op. cit., vol. I, pâgs.
675 a 728.-
(119): F. CHUECA GOITIA, op. cit., pâg. 116.
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(120) : Entre los Papas que actûan en este periodo, itierecen ci
tarse, despuês de Nicolâs V, a Pîo II (1455-1464), con£ 
tructor de la ciudad papal de Pienza; a Pablo II (1464- 
1471); Sixto IV (1471-1484); Inocencio VIII (1484-1492); 
Julio II (1502-1513); y Pablo III (1534-1550).
(121): A. CHASTEL, "L'Arte italiana", Florencia, 1957, vol. I, 
pSg. 297.
(122): L. BENEVOLO, "Historia..." cit., vol. I, pâg. 199.
(123): G. MANETTI en "Vida de Nicolâs V", transcrite en "Studies 
in Roman Quattrocento architecture", Estocolmo, 1953.
(124): BENEVOLO: op. cit., vol. I, pâg. 202.
(125): G. TOMBOLA, "Urbanîstica...", cit., pâg. 25.
(126): Giovanni Battista Alberti fue el principal colaborador 
de Nicolâs V y de sus sucesores hasta 1464.
(127): BENEVOLO, op. cit., vol. I, pâg. 208.
(128): A. CHASTEL, " Centri del Rinascimento", Milân, 1965, 
pâg. 1 0 1 .
(129): Doménico FONTANA, Memorias, Citado por G. TOMBOLA, op. 
cit., pâg. 26.
(130): F. CHUECA, op. cit., pâg. 136.
(131): Una Ordenanza real francesa de 18-VIII-1672 prescribîa, 
detalladamente, la forma en que debîan hacerse funcio 
nar las fuentes de Versalles: ..."Cuando Su Majestad 
llegue por el Camino del estanque, el maestro de las 
fuentes cuidarâ que haya agua en la Pirâmide, en el 
Paseo del Agua y en el Dragôn y tomarâ las medidas pa 
ra que estas fuentes alcancen su culminaciôn cuando
Su Majestad llegue al extremo del camino..., etc.".
Ahadîa la Ordenanza: "El Rey quiere que todo lo que ha 
mandado respecte de su persona, se cumpla con los per 
sonajes de relieve que visiten el Parque...". La prime 
ra parte refleja el goce; la segunda, la ostentaciôn 
del poder.
(132): Lewis MUMFORD, "The Culture of Cities", Harcoürt, Bra 
ce & Co., New York, 1938, pâg. 74-77.
(133) : La expresiôn original germana es "Die Stadtluft macht
frei". Pero recordemos que en Navarra y Aragôn, los no 
bles medievales que juraban fidelidad al Rey usaban 
tambien una fôrmula igualitaria y libertaria: "Noso 
tros, que separados valemos tanto como Vos, pero que, 
juntos, valemos mâs que Vos..."; o bien: "Nosotros que 
somos tan buenos como Vos, os juramos a Vos, que no sois 
mejor que nosotros, aceptaros como nuestro Rey y sobera 
no, convencidos de que respetareis todas nuestras liber
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tades y derechos; pero si asl no fuese, entonces no".
(134): La progresidn del crecimiento de las "ciudades cortesa 
nas" puede advertirse si se considéra que, a fines del 
s. XVIII -segûn datos del propio Mumford- Paris tenia 
alrededor de 670.000 habitantes; Londres, sobre 800.000; 
Nâpoles, 433,930. Superaban los 200.000, Moscû, San Pe 
tesburgo, Viena y Palermo. Bordeaban los 100.000 Varso 
via, Berlin y Copenhague (L. MUMFORD, op. cit., pâg. 80).
(135): L. MUMFORD, op. cit., pâgs. 81-82.
(136): Pierre LAVEDAN, "Histoire de L'Urbanisme", Renaissance 
et Temps Modernes, 2a. éd., Paris, 1959, pâgs. 33-34; 
cit. por CHUECA, op. cit., pâg. 145.
(137): Citada por L. BENEVOLO, "Historia de la Arquitectura..." 
cit., vol. II, pâg. 956.
(138): Curiosamente, Descartes inspirô el método de su construe 
ci6n filosôfica en un programa urbanistico, del modo s^ 
guiente: "... se me ocurrid considerar que muchas veces 
no hay tanta perfeccidn en las obras compuestas, y he 
chas entre varies artifices, como en aquellas en las 
que ha trabajado uno solo. Y asi vemos que los edif^ 
cios comenzados y llevados a término por un solo arqu^ 
tecto, generalmente son mâs belles y estân mejor orde 
nados que los que han intentado reconstruir entre va 
ries, aprovechando viejos mures que se levantaron con 
distinta finalidad. De la misma manera, esas viejas 
ciudades que no fueron al principle sine aldeas, y que, 
con el transcurso del tiempo, han llegado a ser grandes 
urbes, estân por lo comûn muy mal trazadas si las compa 
rames con esas otras plazas regulares que un ingeniero 
diseha, sin trabas a su fantasia, para un terrene llano; 
y si bien los edificios, considerados aisladamente, pue 
den tener a veces tanto o mâs arte, sin embargo, obser 
vando su disposiciôn, aqui uno grande, allâ uno pequeno, 
y el modo como convierten las calles en desiguales y cur 
vadas, se diria que esta disposiciôn se debe al azar y 
no a la voluntad de hombres dotados de razôn. Y si se 
tiene en cuenta que en todo tiempo han existido personas 
oficialmente encargadas de vigilar que las edificaciones 
privadas sirvieran para el ornato pûblico, bien se echa 
râ de ver cuân dificil es hacer cumplidamente las cosas 
cuando se trabaja sobre lo hecho por otros...
"Es cierto que nunca se ha visto echar abajo todas las 
casas de una ciudad con el ûnico propôsito de rehacer 
las de otra manera y conseguir calles mâs bellas; sin 
embargo, vemos que hay quienes hacen derruir su propia 
casa para reconstruirla, y que en ocasiones incluse se 
ven obligados a ello, cuando sus cimientos no estân muy 
firmes y corren el riesgo de derrumbarse. Ante este ejem 
plo lleguê a persuadirme de que no tendria sentido que 
un particular se propusiera reformar el Estado modificân 
dolo todo desde sus cimientos y derribândolo para endere
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zarlo, como tampoco reformar el cuerpo de las ciencias o 
el orden establecido en las escuelas para enseharlas; pe 
ro que, por lo que hace a las opiniones a las que hasta 
ahora habîa yo dado credito, no podia hacer nada mejor 
que proponerme de una vez dejar de otorgârselo, para su£ 
tituirlas por otras mejores o incluso por las mismas nue 
vamente, cuando las hubiere ajustado al nivel de la ra 
z6 n. Crei firmemente que por este medio lograria dirigir 
mi vida mucho mejor que si me contentase con edificar so 
bre viejos cimientos y me apoyase solamente en los princ^ 
pios que me fueron inculcados en mi juventud, sin haber 
yo nunca escrutado si eran o no verdaderos. Pues aunque 
comprendi que esto presentaba sus dificultades, no eran 
insuperables ni parangonables a aquellas con que se tro 
pieza tratando de reformar, aunque sea minimamente, la 
cosa pûblica. Estos grandes cuerpos son dificiles de le 
vantar cuando se han derribado, e incluso es dificil man 
tenerlos en pie cuando han sido sacudidos, y sus caidas
son siempre muy graves. En cuanto a sus imperfecciones,
si las tienen -y basta la diversidad que existe entre 
ellos para confirmar que varios las tienen- el uso, sin 
duda, las ha atenuado en gran manera, e incluso ha evi 
tado o corregido insensiblemente no pocas de entre elTas, 
que de otro modo no hubieran sido fâciles de enmendar;
por ûltimo, son casi siempre mâs soportables de lo que
séria el cambiarlas: como esos caminos reales que serpen 
tean entre los montes y, a fuerza de ser transitados, 
llegan a hacerse tan llanos y cômodos que es preferible 
seguirlos que intenter coger un camino mâs recto y tener 
que andar trepando por rocas y descendiendo precipicios.
"Por ello, yo no podria., de ninguna manera, aprobar a esas 
personalidades turbulentes e inquiétas que, no siendo 
llamadas a régir los asuntos pûblicos, ni por su naci^  
miento ni por su fortune, tienen siempre en mente alguna 
nueva reforma; y si yo pensase que en este escrito mio 
existe la mâs minime cosa que pudiera hacerme sospecho 
so de tel insania, estaria yo muy pesaroso de haber per 
mitido publicarlo. Nunca he pretendido reformar sino mis 
propios pensamientos, y edificar sino en un predio que 
es tan sôlo mio". (Descartes: "Discurso del Mêtodo",II).
(139): L. BENEVOLO, op. cit., vol II, pâg. 958,
(140): Las que nacen, en forma de tridente, de la Torre .del 
mirantazgo: Perspective de la Ascensiôn, del Almirantaz^ 
go y Perspective Nevski.
(141): F.CHUECA, op. cit., pâg. 146.
(142): MONTESQUIEU, "Cartes Perses", carte 37.
(143): VOLTAIRE, "Le siècle de Louis XIV; cap. 19.
(144) : Séria injuste no recorder aqui que todas las obras de
Luis XIV y de Colbert encuentran una sôlida infraestruc 
tura preparada, a nivel municipal, desde Francisco I, con
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los "maîtres gènnèraux de maçonnerie; y, a nivel estatal, 
por Enrique IV (1589-1610) y su infatigable ministre 
Sully. Aquêl, en esta carta dirigida a êste, le asegura 
ba propiciar très cosas gustosamente: "...la guerre, 
l'amour et les bâtiments...". En esa êpoca se créa la 
organizaciôn administrative urbanîstica, y se inician 
las obras de fortificaciôn a cargo de un cuerpo de inge 
nieros reales, la pavimentaciôn de calles, la aducciôn 
controlada del agua potable, el saneamiento del ancanta 
rillado y la edificaciôn urbana, que alcanzarîa tel rit 
mo bajo Luis XIII y Richelieu (quien se hizo construir 
un palacio con su ciudad anexa),que Corneille, en 1643, 
escribirîa maravillado:
"Paris semble a mes yeux un pays de roman,
, J'y croyais ce matin voir une île enchantée 
je la laissai déserte et la trouve habitée. 
...Toute une ville entière, avez pompe bâtie 
Semble d'un vieux fossé par miracle sortie..."
(145): Ordenanza del 6 de agosto de 1676.
(146): BENEVOLO, "Historia...", cit. vol. II, pâg. 977 y ss.
(147): BENEVOLO, op. cit., vol. II, pâg. 988.
(148): G. TOMBOLA, "Urbanistica...", cit., pâg. 31.
(149): F. CHUECA, "Breve Historia...", cit. pâg. 161.
(150): L. BENEVOLO, "Historia...", cit., vol II, pâgs. 1187 a 
1244.
(151): John Wood no s61o fue un arquitecto-empresario de gran 
empuje; también escribiô un libro con pretensiones histô 
rico-filosôficas: "The Origins on Building", en 1741.
(152): L. BENEVOLO, op. cit., vol II, pâg. 1245.
(153) : Baumeister (1833-1917) es uno de los fundadores del pla
neamiento urbano cientîfico. Escribe "Atchitektonische 
Formenlehre für Ingenieure" en 1866. Pone el acento ar 
tîstico de la ciudad en "Stadt-Erweiterungen", 1876, 
que influye en Sitte. En él recomendaba la curvatura de 
las calles por su efecto estético; decîa:"usar 1^ lînea 
recta es forzar a la naturaleza".
(154): Stübben (1845-1936) fué un monstruo en el estudio y la ac 
tividad planificadora. Su "Handbuch des Stadtebaues", 
1890, era -segün George y Christiane Collins, comenta 
ristas de Sitte- una "summa" de la estética del planea 
miento urbano y la vivienda; ahaden que mientras "el
de Stübben es el libro de cocina que anota todos los 
ingredientes, el de Sitte es el auténtico soufflé...". 
Participé en el trazado, transformaciôn o ensanche de 
33 ciudades, entre ellas, Madrid y Bilbao.
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(155); Maertens (1823-1898) fue un arquitecto que desarrollô 
urbanîsticamente las investigaciones de Helmholtz so 
bre la fisiologîa de la visiôn, a fin de elaborar le 
yes o reglas de perspective visual de los monumentos
y edificios. Se dice que Brinckman ("Platz und Monument"), 
Stübben y Buis le citaban como a la Biblia. Publica sus 
teorîas en 1877 y 1892.
(156) : Buis (1837-1^4) reune las vertientes prâctica y teôrica.
Era Alcaldè^Bruselas y publica, en 1893, "Esthétique 
des Villes", que -al igual que el libro de Sitte- se 
agota de inmediato y es luego traducido al alemân, al 
inglês y al italiano, con parecido resultado.
(157): Camillo SITTE: "Construcciôn de Ciudades segûn princi 
pios artîsticos". Ed. Gustavo Gili, Barcelona, 1980 
(con introducciôn y estudio previo de Collins, cit. en 
154), cap. IX, pâg. 110.
(158): C. SITTE, op. cit., cap. X, pâgs. 126 y ss.
(159): He aqui un extracto textual del original publicado en el 
"Wiener Zeitung" del 25-XII-1857. "Es mi deseo que el en 
sanche de la ciudad amurallada de Viena, con el fin de 
obtener la adecuada conexiôn de la misma con los subur 
bios, se emprendiera lo mâs râpidamente posible; y elTo 
porque la mejora y el ornato de mi residencia y ciudad 
capital se deberia considerar conjuntamente con ésto. Con 
este fin decreto la aboliciôn de las fortificaciones y 
murallas de la ciudad antigua, asi como de sus fosos.
"Todo el puelo obtenido de la aboliciôn de la fortifica 
ciôn, fosos y explanada, que no esté destinado en el pla 
no que se acompana a un fin especifico, serâ vendido co 
mo suelo edificable y las ganancias que esta venta pro 
duzcan serân erapleadas en el establecimiento de un fondo 
de construcciôn, a cargo del cual estarâ el coste de lie 
var a cabo esta modificaciôn de la propiedad pûblica, la 
direcciôn de los edificios pûblicos y la provision de los 
necesarios establecimientos militares.
"En la preparaciôn del necesario piano y para que merezca 
mi aprobaciôn, deben tener en cuenta los puntos siguientes 
para llevar a cabo este ensanche de la ciudad:
"La demoliciôn de las fortificaciones y el llenado de 
los fosos debe empezar en el espacio que queda entre el 
bastiôn Biber y la muralla del Volksgarten...
"A continuaciôn se iniciarâ el ensanche de la ciudad amu 
rallada, en direcciôn a Rossau y al suburbio Alser, entre 
estos dos puntos, siguiento por un lado el canal del Danu 
bio y por el otro el limite de la plaza de armas, tomando 
en consideraciôn el recinto adecuado para la nueva Iglesia 
hoy en construcciôn.
"La plaza que hay frente a mi palacio y los jardines que
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hay a ambos lados del mismo deben quedar en la situaciôn 
actual pendientes de un future proyecto.
"Se procédera entonces a la reforma en la ciudad interior 
con el ensanchamiento de la puerta Karntner y luego a am 
bos lados de la misma en la direccidn de los puestos Eli 
zabeth y Mondschein hasta la puerta Caroline.
"Debe considerarse la previsidn de los siguientes edif^ 
cios pûblicos; Nuevo Departamento de Guerra, Departamen 
to de las Fuerzas Policiales de la Ciudad, Teatro de la 
Opera, Archives Impériales, Bibliotéca, Ayuntamiento, asi 
como los edificios necesarios para Museos y Galerlas, cu 
yos solares por esta razôn deben ser asignados teniendo 
en cuenta las dimensiones exactas.
"Entre los cuarteles fortificados del canal del Danubio 
y la gran plaza de armas, debe dejarse un espacio libre 
de edificaciôn de 100 brazas vienesas. Ademâs, desde el 
muelle que discurre paralelo al canal del Danubio se pro 
yectarâ un paseo de ronda a la ciudad interior (la Ring£ 
trasse) de 4 0 brazas de anchura como mlnimo (aprox. 75 
m.), que discurrirâ por el lugar donde habîa la explana 
da y que tendrâ una calzada central con aceras para pea 
tones y caballos a ambos lados, de forma tal que este pa 
seo pueda contener multitud de edificios alternadamente 
con espacios libres dispuestos como jardines pûblicos.
"Las demâs calles importantes y sus traveslas deben te 
ner un ancho de 8 brazas como mlnimo.
"Un interës no menor se debe dedicar en el proyecto a los 
mercados y a su apropiada distribuciôn. Junto al diseho 
del plan de ensanche de la ciudad, se debe prestar aten 
ciôn a la reforma de la ciudad central, con^ectândola a 
travês de las principales arterias de comunicaciôn con 
los suburbios y previendo ademâs los puentes necesarios 
para estas vlas de comunicaciôn.
"Con el propôsito de obtener un plan se deberâ promover 
un concurso y se deberâ redactar un programa en la llnea 
de los principios que hemos formulado aqui, pero no ob£ 
tante con libertad de condiciones, de tal manera que los 
concursantes puedan disponer de un amplio margen para 
concebir sus proyectos, que deberân llevar a cabo los ob 
jetivos que aqui se contienen.
"Para la selecciôn de los planes presentados serâ nombre 
da una Comisiôn formada por représentantes de los Minis 
terios del Interior y de Comercio, de mi Departamento 
Central de Guerra y del Departamento Central de Policla, 
un miembro de la Câmara de Représentantes de la Baja Au£ 
tria y el Alcalde Viena, que deberâ presenter los planes 
a un Comité de especialistas decidido por los representan 
tes antes mencionados del Ministerio del Interior, y esta 
Comisiôn deberâ seleccionar très proyectos y premiarlos
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con 2.000, 1.000 y 500 ducados de oro.
"Los très planes premiados me serân presentados para la 
ûltima selecciôn, ya que yo debo determiner el resultado 
y los primeros detalles en la realizaciôn de los proyec 
tos premiados.
"A tal fin Vd. tomarâ las medidas necesarias para llevar
a cabo este mi Decreto.
Viena, 20 de diciembre de 1857.
Fdo. Emperador Franz Joseph".
(160): La idea del cinturôn verde proviene de Eugen Fassbender 
(1854-1923); fué propuesta por Stübben (ver nota 154), 
vencedor del Concurso de 1893, abierto para la segunda 
fase; y se realizô a partir de 1905. Una via de circun 
valaciôn corre por su interior.
(161); C. SITTE, op. cit., cap. XII, pâg. 170.
(162); COLLINS, Estudio cit. en 157, pâg. 51. .
(163); Por su parte. Le Corbusier -quien, sin duda, no es barro
co- se encargô de vapulear a Sitte. Dice; "El movimiento 
partiô de Alemania como consecuencia de una obra de Cam^ 
llo Sitte sobre el urbanismo, obra llena de arbitrarie 
dad; glorificaciôn de la lînea curva y demostraciôn espe 
ciosa de sus bellezas incomparables. De ello daban prue 
ba todas las ciudades de la Edad Media; el autor confun 
dîa el pintoresquismo pictôrico con las reglas de vital^ 
dad de una ciudad. Alemania ha construido recientemente 
grandes barrios de ciudad basândose en esta estética 
(porque de estética se trataba, ûnicamente).
"...Ahora bien, una ciudad moderna vive de la recta, 
prâcticamente; construcciôn de inmuebles, de desagües, 
de canalizaciones, de calles, de veredas, etc. La circula 
ciôn exige la recta. La recta también es saludable para 
el aima de las ciudades. La curva es ruinosa, dificil y 
peligrosa; paraliza. La recta estâ en toda la historia 
humana, en toda intenciôn humana, en todo acto humano.
Hay que tener la valentîa de contempler con admiraciôn 
las ciudades rectilîneas de América".
("La Ciudad del Future", Ed. Infinite, Bs. Aires, 1962, 
pâgs. 16-17).
(164); La obra clâsica es la de Tony Garnier (1869-1948), "Une
Cité Industrielle", Paris, 1917; sobre ésta, puede verse; 
C. Pawlowski; "Tony Garnier et le déboute de l'Urbanisme 
Fonctionnel en France", Paris, 1967; y D. Wiebenson;
"The Cité Industrielle", Londres, 1971. Ademâs, Patrick 
Geddes, en su "Cities in Evolution", dedica el Cap. 4 a 
la Era Industrial y a su conocida distinciôn entre "Pa 
leotécnico y Neotécnico". Lewis Mumford en "The Cultu
132.
re of Cities" tambien dedica un capitule a "The insensa 
te Industrial Town".
(165): En Chile, las grandes Companies cuprlferas norteamerica 
nas construyeron campamentos enclavados en la Cordillera 
de Los Andes, que sobrepasan los 15.000 habitantes 
(Chuquicamata, Potrerillos, Se^well), donde el ûnico in 
centivo para vivir son los altos salaries relatives. En 
las explotaciones petrollferas -Cullen, Cerro Sombrero, 
en la Patagonia- el viento (100 a 150 km. por hora) pro 
duce agudas neurosis que oblige a dar vacaciones cade 
seis meses. De las antiguas explotaciones salitreras 
-abandonadas en su mayorla por la competencia del sal^ 
tre sintêtico- sôlo quedan, en el desierto nortino, las 
construcciones vaclas de pueblos fantasmas.
(166): De la fascinante personalidad de Geddes y sus mêtodos, 
dijo Sir Patrick Abercrombie; "En otros tiempos parecla 
suficiente mezclar en una botella el plan de extension 
urbana alemân, el bulevar parisiense, la aldea-jardin 
inglesa, el centro clvico y el sistema de parques nor 
teamericano, a fin de conseguir una mezcla mecânica que 
podla aplicarse sin discriminaciôn y con buenos résulta 
dos a todas las ciudades y aldeas de este pals, con la 
esperanza de dejaria "urbanizada" de acuerdo con las no 
clones mâs en boga. îQuê sueho tan agradablel El sueho 
fué por primera vez perturbado por Geddes, quien salla 
de su Torre de la Perspectiva en el helado norte, para 
engendrar esa pesadilla de complicaciones; la Sala de 
Edinburgo en la gran Exposiciôn de Urbanismo de 1910.
Se trataba de una verdadera sala de torturas para todas 
las aimas ingenuas que se hablan encantado con las glo 
riosas perspectivas o que se hablan sentido alentadas 
por las saludables aldeas que se mostraban en otras ga 
lerlas mâs amplias. En ese cuartucho estaba Geddes, una 
personalidad de lo mâs inquiétante, hablando y hablan 
do... sobre cualquier tema, sobre todas las cosas. El 
visitante podla criticar su muestra; una burda mescolan 
za de tarjetas postales, recortes de diarios, antiguos 
y rudimentarios grabados en madera, diagramas extrahos, 
reconstrucciones arqueolôgicas; taies cosas, segûn se 
decla, eran indignas de la Real Academia -muchas de 
ellas ni siquiera estaban enmarcadas-, îquê groserlal 
îquê falta de respeto: Pero si acertaban a quedar al a^ 
cance de la voz de Geddes, nada podla hacerlos volver 
al apacible sueho del dla anterior. îEn materia de pla 
neamiento urbano no basta con lo que estâ a simple vis 
tal" (Exposiciôn de Edinburgo, 1910).
(167); Patrick GEDDES, "Ciudades en Evoluciôn"; (orig.; 1915) 
Ed. Infinite, Bs. Aires, 1960; pâgs. 71 y ss.
(168); Dickens no s61o describiô Coketown; trabajô a los doce 
ahos en una fâbrica de betunes. Dice su biôgrafo J.B. 
Prietsley; "la escena de Coketown résulta siniestra, pe 
ro hay una explicaciôn; la Inglaterra industrial de 1850 
era, en efecto, siniestra". ("Dickens", Salvat, Barcelo 
na, 1984, pâgs. 19 y 114).
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(169); L. MUNFORD, The Culture of Cities", cit.; pâgs. 144-145.
(170); CHUECA GOITIA, Op. Cit., pâg. 170 y ss.
(171); Vid. Federico ENGLES, "La situaciôn de la clase obrera
en Inglaterra" (descripciôn de las condiciones habita 
cionales y urbanîsticas), Ed. Futuro, Bs. Aires, 1965, 
pâgs. 65-77.
(172); L. BENEVOLO, "Orîgenes de la Urbanîstica Moderna", Ed. 
Teknê, Bs. Aires, 1967, Introducciôn.
(173) ; Las ideas de Saint Simon se publicaron por sus discîpu
los, despuês de su muerte, en "Exposition de la Doctri 
ne de Saint Simon", Paris, 1828.
(174); L. BENEVOLO, "Orîgenes del Urbanismo Moderno", Ed. H. 
Blume, Madrid, 1979, pâgs. 61 y ss.
(175) ; El discurso inaugural de esta Instituciôn aparece en
R. OWEN, "A New View of Society and Other Writings", 
London, 1927, pâg. 98. Vid., también, BENEVOLO, op. cit. 
pâg. 62.
(176); Citas de L. BENEVOLO, op. cit., pâg. 65 y 71.
(177) ; Al no cristalizar su proyecto en Lanark, Owen se tra£
ladô a Norteamérica donde -en 1826- en Indiana, adqu£ 
riô a una comunidad religiosa reformista una aldea de
30.000 acres, bautizada New Harmony, donde se estableciô 
con 800 seguidores. La experiencia duré hasta 1828 y 
fracasô por disensiones internas. Owen regresô a Gran 
Bretaha donde se puso a la cabeza del movimiento coope 
rativo, donde sus teorlas tuvieron positiva influencia.
(178); Vid. BENEVOLO, op.cit., pâgs. 82-92.
(179); L. BENEVOLO, op. cit., pâg. 114.
(180) ; Es interesante comprobar el enfoque que de estas utoplas,
y de su fracaso, hacen MARX y ENGELS en el"Manifiesto 
del Partido Comunista" de 1848; "Los inventores de e£ 
tos sistemas, sin embargo, se dan cuenta del antagoni£ 
mos de las clases, asi como de la acciôn de los elemen 
tos destructores dentro de la misma sociedad. Pero no 
advierten del lado del proletariado ninguna iniciativa 
histôrica, ningûn movimiento politico que le sea propio. 
"Como el desarrollo del antagonisme de clases va a la 
par con el de la industria, tampoco pueden encontrar las 
condiciones materiales de la emancipaciôn del proletaria 
do, y se lanzan en busca de una ciencia social, de leyes 
sociales que permitan crear esas condiciones.
"En lugar de la actividad social ponen la actividad de 
su propio ingenio; en lugar de las condiciones histôr^ 
cas de la emancipaciôn, condiciones fantâsticas; en lu 
gar de la organizaciôn graduai del proletariado como 
clase, una organizaciôn de la sociedad inventada por 
ellos. La historia futura del mundo se reduce para ellos 
a la propaganda y ejecuciôn prâctica de sus planes socia
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les. Repudian, por eso, toda acciôn polîtica, y en par 
ticular toda acciôn revolucionaria; se proponen alcan 
zar su objetivo por medios pacîficos, intentan abrir 
camino al nuevo evangelio social valiêndose de la fuer 
za del ejemplo, por medio de pequehos experimentos que, 
naturalmente, fracasan siempre.
"Estas fantâsticas descripciones de la sociedad futura, 
que surgen en una êpoca en la que el proletariado, toda 
via muy poco desarrollado, considéra su propia situaciSh 
de una manera también fantâstica, tienen su origen en 
las primeras aspiraciones de los obreros que, llenas de 
profundo presentimiento, tienden a una compléta tran£ 
formaciôn de la sociedad.
"Mas estas obras socialistas y comunistas encierran tam 
bien elementos crîticos. Atacan todas las bases de la 
sociedad existante. Y de este modo han proporcionado ma 
teriâles de gran valor para instruir a los obreros. Sus 
tesis positivas referentes a la gran sociedad futura, 
taies como la desapariciôn del contraste entre la ciu 
dad y el campo, la aboliciôn de la familia, de la ganan 
cia privada y del trabajo asalariado, la proclamaciôn 
de la armonîa social y la transformaciôn del Estado en 
una simple administraciôn de la producciôn: todas estas 
tesis no hacen sino anunciar la desapariciôn del antago 
nismo de las clases, antagonisme que comienza solamente 
a perfilarse y del que los inventores de sistemas no co 
nocen todavia sino las primeras formas indistintas y con 
fusas".
(181) : Soria proponia la canalizaciôn del vapor destinado a la
cocina y a la calefacciôn y un 'tubo neumâtico" para di£ 
tribuir el correo. Cfr. Paolo SICA, "Historia del Urba 
nismo, Siglo XX", lEAL, Madrid, 1981, pâgs. 63, y su bi 
bliografîa sobre la Ciudad Lineal.
(182); Paolo SICA, op. cit., pâg. 63. Cfr., del mismo autor,
"Historia del Urbanismo. El siglo XIX", vol. I, pâgs.
355-357.
(183) ; Pedro BIDAGOR LASARTE, "Resumen Histôrico del Urbanismo
en Espaha", obra colectiva, lEAL, Madrid, 1968, pâg. 275,
(184); Fernando CHUECA, op. cit., pâg. 179.
(185); Paolo SICA, op. cit., pâg. 65.
(186); Cfr. P. SICA, op. cit., pâg. 65; y "CA-33", Revista ofi 
cial del Colegio de Arquitectos de Chile, julio 1982, 
pâg. 10 y ss.; "La Ciudad Lineal", proposiciôn de Carlos 
Carvajal.
(187); Guisseppe TOMBOLA, "Urbanîstica...", cit., pâg. 38.
(188); La primera ediciôn del libro de Howard apareciô en 1898, 
titulado "Mahana"("To-morrow"); el tîtulo actual apare 
ciô en la ediciôn de 1902, la que fué sucesivamente 
traducida al francés, al alemân y al holandés y se ex 
tendiô por Europa y Norteamérica, expandiendo asî su 
ideologîa.
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(189); Ebenezer HOWARD, "Garden Cities of To-morrow", Faber & 
Faber Ltd., London, 1946, pâg. 45.
(190); E.HOWARD, op. cit., pâg. 59.
(191); Una hectârea équivale a 2,17143 acres.
(192); HOWARD, op. cit., pâgs. 51 y ss.
(193); Ibid., id., pâg. 142.
(194); L. MUNFORD, "The Garden City Idea...", cit., pâg.
29.
(195); P. SICA, "Historia del Urbanismo..,", pâgs. 30-31.
(196); A fines de 1984 -con el libro de Howard bajo el brazo- 
visitamos las dos ciudades-jardines inglesas; Letchworth y 
Welwyn a 37 y 23 millas al N. de Londres, respective 
mente. En medio de la tapicerîa gruesa de los campos 
cultivados surgen estas ciudades como finos monogramas 
cuidadosamente bordados. La geometrîa ortogonal de sus 
Avenidas y grandes vîas estructurales esta matizada por
el capricho curvilîneo de las calles y pasajes interio 
res de sus manzanas, que recuerdan el juego visual de 
los Crescents y hermanan sabiamente la recta de Le Cor 
busier con la curva de Sitte.
La animaciôn y el bullicio propios del centro cîvico 
-con sus edificios pûblicos, sus bancos, su activo co 
mercio y sus restaurantes- se diluyen, hacia los sec 
tores residenciales, hasta dejar una sensaciôn de paz 
y de comuniôn con la naturaleza, con la presencia de 
ârboles, céspedes y bien cuidados jardines.
Las ciudades-jardines no son ciudades-dormitorios; 
cuentan con industrias, servicios y cultivos suficien 
tes para su poblaciôn activa. Sin embargo aquêlla es 
limpia, o estâ tan bien dispuesta, que su atmôsfera es 
transparente.
El ârea de Welwyn Garden incluye el Sherrardspark Wood, 
uno de los bosques de robles mâs antiguos de Gran Bre 
taha, del que existen vestigios histôricos que se re 
montan a 1285. Su topografîa surcada de colinas la ha 
cen mâs pintoresca que Letchworth, casi plana, cuyo 
arbolado data del "Arbor-day" de 1909. En cambio, esta, 
tiene el mérite de haber servido de modelo a casi to 
das las ciudades jardines europeas y americanas.
(197); GEDDES (1854-1933) -gran denunciante de la civilizaciôn 
paleotêcnica y genial investigador de sociologie urbana, 
desde su Outlook Tower de Edinburgo- no era urbaniste, 
sino mâs bien cientista social; Howard era un sociali£ 
ta pragmâtico; Le Play, un sociôlogo, igual que Desmou 
lins y que lo séria Max Weber. Engels un ideôlogo polT 
tico, lo mismo que Kropotkin, ambos con decisive influen 
cia en el campo higienista y habitacional. El belge Buis, 
en fin, era un buen alcalde; y el norteamericano George 
Ford ("The City Scientific"), un têcnico estadistico.
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(198): Cfr.: P. SICA, "Historia... cit.", S. XX; pâgs. 79 y ss.
(199): Ver las citas introductorias y el Cap. XII (Social Cities)
de "Garden Cities, cit.", pâg. 138.
(200): Aûn pueden verse las decoraciones de Guimard de las en 
trades del Metro de Paris y , en Viena, en numerosos e3^ i 
ficios.
(201): En esta llnea, Adolf LOOS escribirâ su célébré trabajo 
"Ornamento y Crimen" (1908) , que aparece en la Revista 
"Casabella", N& 233, 1959.
(202): Paolo SICA, op. cit., S. XX, pâg. 76.
(203): En el Programa de la Staatliche Bauhaus de abril del 19
se afirma: "jTodos nosotros, arquitectos, escultores, 
pintores, debemos volver al artesanadol Porque no exi£ 
te un 'arte de profesiôn'. No existe ninguna diferen 
cia sustancial entre artista y artesano. El artista no 
es sino la potenciacidn del artesano. En raros momentos 
de luz que trascienden de la voluntad del individuo, la 
gracia del cielo hace florecer por su mano, inconscien 
temente, el arte; pero en todo artista debe haber, para 
ello, una base de capacidad técnica y artesanal. Aqui 
se encuentra el origen de la imaginacidn creativa. iFor 
memos, pues, una nueva corporaciôn artesana sin aquella 
division de clases que querla erigir un muro arrogante 
entre artesanos y artistas! Nosotros, todos juntos, de 
bemos querer, pensar y crear la nueva construcciôn del 
futuro, que serâ ûnica en su estructura: arquitectura, 
escultura y pintura, creadas por millares de manos de 
artesanos, ascenderân hacia el cielo como slmbolo cri£ 
talino de una nueva fe inminente". Cfr.: "Centrospazio", 
nûmero especial dedicado a la Bauhaus, abril-mayo de 
1970, pâgs. 116-17.
(204): "îGobernadorî Mis ideas son claras, mis ôrdenes son pre 
cisas... En un plazo de cinco ahos Roma deberâ ofrecerse 
como algo maravilloso a los ojos de todas las gentes del 
mundo: vasta, ordenada y poderosa, como lo fue en los 
tiempos del primer Imperio de Augusto. Vosotros cont£ 
nuaréis liberando el tronco de la gran encina de todo 
cuanto todavia la afea y ensombrece: abrirëis espacios 
libres en torno al templo de Augusto, alrededor del Tea 
tro Marcelo, del Capitolio, del Panteôn. Todo lo que 
creciô a su alrededor en los siglos de la decadencia, 
debe desaparecer. Dentro de cinco ahos, desde la piazza 
Colonna, por una gran abertura, deberâ hacerse visible 
la mole del Panteôn. Vosotros liberaréis también de las 
construcciones parâsitas y profanas a los templos majes 
tuosos de la Roma cristiana; los monumentos milenarios 
de nuestra historia deben alzarse, como gigantes, en la 
soledad y el aislamiento necesarios. Asi, la tercera Ro 
ma se expandirâ por otras colinas, a lo largo de las 
orillas del rlo sagrado, hasta las playas del Tirreno. 
Vosotros eliminaréis de las calles monumentales la e£ 
tulta contaminaciôn de las llneas de tranvlas, pero a
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la vez darëis modernîsimos medios de comunicaciôn a las 
nuevas ciudades que surgirân, en forma de anillo, en 
torno a la antigua: una via rectilinea que deberâ ser 
la mâs amplia del mundo llevarâ el impetu del Mare No£ 
trum desde la Ostia resurgida hasta el corazôn mismo 
de la ciudad donde vela lo ignoto, Dareis casas, escue 
las, bahos, jardines y campos de déportés al pueblo fas 
cista que trabaja". (Discurso en el Palacio Comunal deT 
Capitolio, del 31.XII.1925).
(205): La "Charte d'Athenes", elaborada en 1933, se publica en 
1941, en Paris, glosada por Le Corbusier y con introduc 
ciôn de Jean Giraudoux, En Espaha fue publicada con el 
titulo "Principios de Urbanismo"; Ed. Ariel, Barcelona, 
1971.
(206) : De la misma êpoca es el llamado "Urbanismo racionalista"
cuyo precursor fue T. Garnier con "La cite industrielle". 
En Espaha pueden citarse "La Generaciôn de Arquitectos 
de 1925", de Madrid, y el GATPAC de Barcelona. Cfr.: Mar 
tin Bassols, "Genesis y Evoluciôn del Derecho Urbanist^ 
co Espahol", Madrid, 1973, pâgs. 486 y ss.
(207): G. TOMBOLA, op. cit., pâg. 39.
(208): Frank Lloyd WRIGHT, "La Ciudad Viviente", Ed.: Cia. Gene
ral Fabril, Buenos Aires, 1961.
(209): Wright plantea estas tesis en su ensayo "The Disappearing 
City", publicado en 1932.
(210): P. SICA, "Historia..." cit., (S.XX), pâgs. 714 y ss.
(211): WRIGHT, "La Ciudad Viviente", Introd.
(212): Arnold J. TOYNBEE ha definido la ciudad como "una agrupa
ciôn humana cuyos habitantes NO PUEDEN producir, dentro 
de sus limites, todo el alimente que necesitan para sub- 
sistir". Cfr.: "Ciudades en Marcha", Alianza Editorial, 
Madrid, 1971, pâg. 16. Vuelve sobre el tema en pâgs. 44 
y ss. y 54 y ss.
(213): LE-CORBUSIER, "La Ciudad del Futuro", cit., pâg. 10.
(214): LE-CORBUSIER, op. cit., pâgs. 102 y ss.
(215): En 1984, visitâmes Milton Keynes, una de las mâs modernas 
New Towns. Comenzada su construcciôn en 1970, cuenta con 
un ârea de 22.000 acres; ténia -al 30. VI. 84- 116.500 hab_i 
tantes y una proyecciôn de 200.000 para 1990. Cuenta con
52.000 puestos de trabajo. Se han construido 25.000 v£ 
viendas; 81,63 km. de calles y 905.000 m2, de edificaciôn 
industrial y comercial (Fuente: Milton Keynes Develop. 
Corporation).
(216): Cfr. "BRITAIN", manual oficial que édita periôdicamente 
el Gobierno del Reino Unido.
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(217): Datos estadîsticos tornados de "World Christian Encyclo 
pedia". Oxford University Press, N. York, 1982; del 
"Almanaque Mundial" 1983, Ed. Andina, Santiago; y del 
"Diccionario Enciclopêdico" Espasa, Espasa-Calpe, Ma 
drid, 1985.
(218): Cfr. TOYNBEE, "Ciudades..." cit., cap. 10: "Ciudad-mun 
do del Futuro", pâgs. 228 y ss.
(219): DIOXIADIS, junto con J. G. PAPAIOANNOU, publicaron "Ecu 
menôpolis: The Inevitable City of the Future" (Athens 
Publishing Center, ATHENS, 1974) . Despuês de la muerte 
de aquël se publicô su fascinante obra "Ecology and 
Ekistics" (Westview Press, Boulder, Colorado, USA, 1977) 
La Ekistica es la ciencia de los asentamientos humanos. 
Su e.studio comprende cinco elementos: -Naturaleza, ser 
humano (anthropos), sociedad, edificaciones (shells) e 
infraestructuras (networks).
(220): En los experimentos para perfeccionar su bomba atômica, 
el gobierno de Francia -para evitar la presiôn de los 
Estados del hemisferio Norte- no encontrô nada mejor 
que trasladarlos al atolôn de Muroroa, en el Pacîfico 
Sur (Arch. Tuamotû), poniendo en riesgo de contaminaciôn 
radiactiva las tierras y los pueblos de Sud America.
(221): M. GAVIRIA, en el Prôlogo a "El Derecho a la Ciudad", 
citp pâg. 6.
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CAPITULO II; CONCEPTO DEL DERECHO URBANISTICO.
1. Urbanismo y Derecho Urbanistico (D.U.).
Mientras el Urbanismo es el arte de hacer la ciudad -siendo 
la libertad lo propio del verdadero arte- el Derecho Urbanisti 
co (D.U.) aparece como el cauce normative de ese arte; como 
unas reglas obligatorias que formulan mûltiples definiciones 
de interës colectivo, cuya funciôn consiste en permitir deter 
minadas alternativas y en descartar o prohibir las restantes; 
que senalan'lo que puede hacerse y cômo debe procederse para 
hacerlo y que -al mismo tiempo- excluyen y hasta sancionan con 
ductas o soluciones improcedentes.
El profesor Federico SPANTIGATI formula una interesante pre 
cisiôn histôrica en lo que concierne a la formaciôn del Dere 
cho Urbanistico. Dice;
"En cuanto a la definiciôn del Derecho urbanis­
tico, hay que afirmar, desde el punto de vista 
juridico, que las materias juridicamente estu 
diadas pueden ser identificadas bajo dos aspec 
tos: o con un criterio de carâcter material, 
segûn sea el objeto regulado, o bien con un cri 
terio sustancial, obedeciendo a la unidad de 
principios que constituye una instituciôn. En 
la historia de la ciencia juridica sucede fre 
cuentemente que las normas, cuando un cierto 
problema llama la atenciôn de los juristes, en 
un principio sôlo tienen entre si una conexiôn 
de carâcter material; en otras palabras, son 
normas de instituciones diverses que se ocupan 
de una misma materia; posteriormente la evolu 
ciôn progresiva las convierte en una unidad su£ 
tancial y pasan a former una instituciôn.
"La definiciôn del Derecho urbanistico desde el 
punto de vista juridico se limitô durante mucho 
tiempo al aspecto material, esto es, individua 
lizaba las normas que regulaban el desarrollo y 
la sistematizaciôn de la ciudad y del territorio, 
aunque dichas normas pertenecieran a institucio 
nés diverses y obedecieran a principios opuestos. 
Tomemos, por ejemplo, el Curso de ZANOBINI de ha 
ce treinta ahos; en êl se estudian conjuntamente 
(y por primera vez) todas las normas sobre la ac 
tividad constructora y urbanistica, pero el cr£ 
terio de identificaciôn era puramente de yuxtapo
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siciôn de las normas de las diverses institucio 
nés que se ocupaban del tema.
"En la actualidad, por el contrario, la doctri 
na persigue una unificaciôn sustancial de las 
normas que regulan el Urbanismo" (1).
2. Derecho Urbanistico y Justicia
El Profesor Martin BASSOLS COMA sehala que:
"el Urbanismo, ante todo, se nos présenta como 
un hecho social, como la expresiôn de una de 
l^s formas de vida o de convivencia que va ado£ 
tando cada dia con mâs intensidad la sociedad 
contemporânea a medida que el proceso de indus 
trializaciôn, iniciado en algunos paises a prTn 
cipios del siglo pasado, va consolidândose y ex 
tendiêndose. Pero, al mismo tiempo, el Urbani£ 
mo es una ciencia o técnica de actuaciôn que,a 
a travês de una serie de instrumentes -especi^i 
mente la planificaciôn- decantados mediante un 
dilatado proceso, pretende conformer y ordenar 
de manera cada vez mâs intense la vida urbana 
en su mâs amplia problemâtica como forma de con 
vivencia del hombre en la sociedad contemporânea 
y de estructuraciôn de los asentamientos humanos 
en el espacio".
Ante este hecho, el Profesor Bassols estima que al juriste 
corresponde una posture de "tome de conciencia axiolôgica y 
estimative en funciôn de la misiôn que en el orden social de 
be comporter la idea de Derecho". Puntualiza que "ante el pre 
dominio de las soluciones de orden eminentemente têcnico que 
propugna fundamentalmente el Urbanismo, entendido como fôrmu 
la de actuaciôn y de configuraciôn de una realidad, el Dere­
cho no puede limitarse a ser un mero y simple ropaje o instru 
mentaciôn formai, sino que debe aspirar a imprimir soluciones 
de justicia material y asegurar la realizaciôn de un Urbani£ 
mo congruente con las exigencias y necesidades comunitarias".
Como segunda tarea, en la configuraciôn del Derecho Urba 
nîstico, este autor asigna al jurista "la elaboraciôn dogmâ 
tica... del instrumental têcnico juridico inmerso en la norma 
tiva urbanistica", con la mira de delimiter su propia sustan 
tividad y de préciser sus elementos definitorios, ya sea "en
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fesor Martin Mateo llama "labilidad de las situaciones domini 
cales" y "prevalencia de los intereses colectivos". En el pr_i 
mer caso estân los Planes reguladores de la ordenaciôn urbani£ 
tica que no sôlo van a modificar sustancialmente las caracteri£ 
ticas concretes de las propiedades afectadas, sino que -por su 
naturaleza- carecen de estabilidad: tienen "un horizonte tempo 
ralmente limitado" que se reduce cada dia y son "flexibles, 
orientativos, directores o meramente estructurales"; en el se 
gundo supuesto se sitûa la absolute importancia que el D.U. 
otorga a "la mejor utilizaciôn del espacio para los fines de 
la comunidad", sobre la protecciôn del propietario que ya no 
interesa primordialmente.
La igualdad -como otro de los postulados bâsicos de la ju£ 
ticia cuya concreciôn pretende el Derecho- sufre "series dif£ 
cultades para su aclimataciôn en el campo del Urbanismo..." 
que es, "por esencia, reino de desigualdades...". Bajo el ep^ 
grafe "La discriminaciôn planificada", sehala que "El Plan, 
têcnicamente, se monta de espaldas a los derechos del propie 
tario", siêndole indiferente cuâles seen sus expectatives. Y, 
en busca de "mécanismes correctores" de esta discriminaciôn, 
apunta; "La mâs simple, a mi juicio la ûnica eficaz y realmen 
te juste, séria la de la nivelaciôn por abajo, es decir, la 
municipalizaciôn o socializaciôn del suelo o simplemente del 
vuelo, como propugnaba la politica laborista (britânica) de 
los ahos cuarenta".
Por ûltimo, ^  libertad -entendida como "la mâs amplia game 
de posibilidades de disfrute y de transmisibilidad" de las fa 
cultades dominicales- sufre menoscabo ante el "hecho de que, 
no sôlo juridicamente, sino también materialmente, el suelo 
urbano es producto de la Administraciôn"; y se coarta, también 
porque no sôlo el goce de los bienes queda asi condicionado, 
sino también "La transmisiôn queda sujeta, actual o virtualmen 
te, a las previsiones urbanisticas que pueden imponer transm_i 
siones coactivas tanto en direcciôn a la Administraciôn como 
a otros particulares predeterminândose a la par los precios a 
satisfacer u obtener, al margen de los criterios de mercado".
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A partir de este crudo anâlisis, el autor llega a una con 
clusiôn sorprendente: "La recepciôn del Derecho Urbanistico 
es mâs una aspiraciôn de los espiritus atentos al devenir de 
los tiempos que una madura realidad".
Denuncia que "la sociedad, o al menos sus elementos recto 
res, se han opuesto a la aplicaciôn del nuevo Derecho". Y que 
los propios destinatarios de la disciplina urbanistica han lo 
grado colonizar los centros de decisiôn. "Las têcnicas de zo 
nificaciôn, de la creaciôn de suelo, de la asignaciôn estatu 
taria de potestades pueden ser desviadas de sus objetivos co 
munitarios y utilizadas para crear situaciones de privilegio 
y otorgar arbitrariamente prerrogativas y bénéficiés'.' "Apare 
ce asi lo que se ha llamado el escândalo urbanistico o el 'zo 
ning game', autêntica loteria cuyos mécanismes estân con fre 
cuencia previamente trucados".
De alli que termine apuntando a una necesidad del Estado de 
Derecho: "El control democrâtico de los centros de decisiôn, 
la presencia de los ciudadanos a la hora de decidirse sobre 
los intereses colectivos" (4).
Siguiendo una linea semejante, José Maria CHICO Y ORTIZ, en 
una pieza tan demoledora como llena de amenidad, escrita sobre 
"esa zona verde del Derecho" que se llama Urbanismo, califica 
a la Ley del Suelo espahola de 1956 como "patente, perpétua y 
casi incurable, como la impotencia..."; déplora su gestaciôn 
por tratarse -segûn su opiniôn- de "una ley dictada, pensada 
y aprobada con auténtico olvido de instituciones y normas ju 
ridicas que exijian y reclamaban presencias y colaboraciones. 
Fue una ley técnica, hecha por técnicos, pero nunca fue una 
ley juridica..." (5). Anade: "Particularmente, estime que fue 
una ley publicada en un 'descuido' législative". La califica 
de ley "deformadora", frente a la cual "el ciudadano y el ju 
rista han optado por la técnica de la inobservancia..." (6 ).
Chico y Ortiz se queja por los resultados desalentadores 
de la ley; pero ellos eran predecibles si se adopta "la téc
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nica de la inobservancia". Ahora bien, si el trânsito es desa£ 
troso porque los conductores no respetan los semâforos, la so 
luciôn no es suprimir los semâforos sino obligar a respetarlos.
Poniendo a contraluz el "negative fotogrâfico" que configura 
este estudio, cabrîa concluir que "lo juridico" puede predicar 
se de un derecho urbanistico, sôlo si êste es capaz de encarnar 
en su propia sustancia los principios générales del Derecho y, 
especialmente, el de certeza, el de legalidad, el de seguridad 
juridica, el de publicidad -que adquiere aqui particular relie 
ve- el de la funciôn social de la propiedad y las consecuencias 
ineludibles de la declaraciôn de nulidad.
4. Derecho Urbanistico, utilidad pûblica e interës privado.
Los autores franceses introducen la nociôn de utilidad pû­
blica en la definiciôn de lo que ellos denominan "Derecho del 
Urbanismo".
Louis JACQUIGNON, luego de ubicar esta disciplina dentro 
del derecho pûblico econômico, sehala que, en la economia d£ 
rigida, la formulaciôn del Plan provoca a la vez una colabora 
ciôn y una intrusiôn de lo que es pûblico y lo que es privado, 
de aquello que es juridico y de lo que es econômico.
Agrega que, en el caso particular del derecho del Urbani£ 
mo esta colaboraciôn afecta las relaciones de la propiedad in 
mobiliaria (urbana y rural) con las necesidades colectivas de 
acondicionamiento de la ciudad y, por extensiôn, del territorio 
Los intereses privados de los propietarios de inmuebles y los 
intereses propios de ciertas personas pûblicas -considerados 
bajo el mismo ângulo de la propiedad del suelo- se verân some 
tidos a reglas juridicas impuestas por la colectividad a nom 
bre del interës pûblico.
Jacquignon concluye definiendo el Derecho del Urbanismo co 
mo "el conjunto de reglas a travês de las cuales la colectivi 
dad, en nombre de la utilidad pûblica, y los titulares de de
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"En particular, en cuanto concierne a la Urba 
nîstica, el concepto quiritario de la propie 
dad privada, que résulta deformado por una Tar 
ga serie de sedimentaciones histôricas, ha con£ 
tituido la rémora principal, no sôlo para la ac 
tuaciôn de una policîa urbanîstica, sino indu 
sive para la comprensiôn de los principios que 
estân en su base. Baste recorder que, hace sôlo 
un siglo atrâs, la introducciôn, en la ley so 
bre expropiaciôn por causa de utilidad pûblica, 
de normas générales para los planes reguladores, 
encontrô sérias dificultades en el Parlemente"
(9) .
5. D.U., funciôn pûblica e intereses particulares.
Al tratar el tema del urbanismo ante el Derecho, el Profe 
sor Luciano PAREJO ALFONSO sehala que el conflicto bâsico de 
intereses que se plantea entre el de îndole general de la so 
ciedad y el particular del detentador del dominio sobre el 
suelo, puede abordarse desde dos perspectivas: desde la del 
propietario, que es la contenida en el artîculo 350 del Côd£ 
go Civil espahol, o desde la de los intereses de la comunidad, 
que luce en el artîculo 76 de la Ley del Suelo (10).
Ahade mâs adelante:
"El urbanismo actual résulta, pues, de la con 
junciôn de dos factores: la inaplazable neces£ 
dad de racionalizar segûn el interës general 
el proceso de urbanizaciôn acelerada derivada 
del desarrollo de la sociedad industrial y la 
asunciôn por el Estado, como tarea propia, de 
eso que hoy designamos como 'calidad de vida'. 
En ese momento, que en nuestro paîs se produce 
en 1956, el urbanismo se transforma por entero 
en disciplina jurîdica, en cuanto ûnico proce 
dimiento para otorgar al Estado los medios pre 
cisos de actuaciôn".
"... Esta conversiôn del urbanismo en Derecho 
se realiza no a tîtulo de desarrollo y perfec 
cionamiento de las têcnicas preexistentes, s£ 
no sobre unas nuevas bases, que hacen de esa 
conversiôn un salto cualitativo de absolute 




Estas nuevas bases son;
a) La conversiôn del urbanismo entero en una funciôn pûbl£
b) La extensiôn del urbanismo a la totalidad del territorio.
c) La estatalizaciôn del urbanismo.
d) El establecimiento de un especifico rêgimen urbanistico 
del derecho de propiedad. Y
e) La articulaciôn del ordenamiento urbanistico utilizando 
como pieza bâsica un nuevo instrumento juridico pûblico; el 
Plan de ordenaciôn(11).
6 . El D.U. como técnica de aplicaciôn de una actividad multi­
disciplinaria .
Otros autores se sitûan en una perspectiva mâs amplia que 
la que proyecta el solo derecho de propiedad. Cabria preguntar 
se en efecto, -<?quê importancia podria tener el D.U. en paises 
donde no existe la propiedad privada del suelo o donde ella e£ 
tâ en progresivo proceso de socializaciôn?-. Naturalmente, esa 
importancia subsiste en taies paises y ella viene dada por los 
mûltiples problèmes de variada indole que el Urbanismo suscita, 
ademâs del de su entronque o su colisiôn con la propiedad pr£ 
vada.
Asi, el Profesor Eduardo GARCIA DE ENTERRIA aborda el con 
cepto del Derecho Urbanistico despuês de una prolija expos_i 
ciôn histôrica de la problemâtica de la ciudad y de la reali 
dad actual en materia de ordenaciôn del territorio.
Concluye -con Bardet- que
"El Urbanismo ha llegado a ser un 'orbenismo'
(...) no solo en cuanto a su extensiôfi fisica, 
que ha saltado ya definitivamente los muros de 
la vieja ciudad, también, ahadimos ahora, por 
su enorme complejidad como técnica, que ha de 
jado definitvamente atrâs el intente ingenuo 
de reducirlo a un mero problema de diseho. En
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el urbanismo confluyen hoy têcnicas y discipli^ 
nas de todas clases... Arquitectura, por supue£ 
to, pero también economia, sociologia, ingenie 
ria, psicologia, biologia humana y no humana, 
finanzas, etc., se dan aqui cita, en este apa 
sionante tema central de nuestro tiempo, vivaz 
y comprometido como pocos. Una de estas técnûL 
cas inevitables del urbanismo es el Derecho y 
hemos de decir desde ahora mismo que no preci 
samente la ûltima entre todas".
..."El Urbanismo es un fenômeno colectivo que, 
por una parte, impone ciertos mêtodos pûblicos 
de actuaciôn por parte de las organizaciones 
politicas y, por otra, incide sobre las situa 
ciones juridicas de los ciudadanos en medida, 
pôr cierto, extraordinariamente relevante. Por 
una y otra de estas dos razones estructurales 
el urbanismo se exprèsa necesariamente en una 
ordenaciôn juridica, a la que podemos distin­
guer con el nombre convencional de Derecho Ur­
banistico" (12) .
El Magistrado del Tribunal Supremo don Adolfo CARRETERO PE 
REZ -asiduo cultor y expositor de temas urbanisticos- opina 
que "El Urbanismo no es sôlo un hecho sociolôgico, derivado de 
la agrupaciôn humana, ni un aspecto de la técnica de construir 
ciudades, sino (tambien) una rama del Ordenamiento juridico".
Y agrega mâs adelante;
"...es évidente que no hay Urbanismo sino cuando 
el hombre supera su estadio de vida familiar y 
se integra en una colectividad organizada por el 
derecho. De ahi que si hasta ahora el Urbanismo 
era considerado como una parte de la Ciencia de 
la Administraciôn, hay que avanzar un paso mâs; 
como ha de ser el Estado quien, utilizando todas 
las têcnicas, dote a la ciudad de sentido comuni 
tario y, para actuar el Estado sôlo puede hacerXo 
por medio del Derecho y, ademâs, los particulares 
no pueden fundar ni modificar ciudades, sino que 
es el Estado quien asume estas potestades; todo 
ello détermina que los principios sociolôgicos y 
técnicos del Urbanismo... se recojan en Normas, 
ya que lo condicionante del Urbanismo es el inte 
rés general de los habitantes de una ciudad con 
creta y del conjunto de todas ellas como formando 
parte del territorio nacional".
"Las ciencias que componen el Urbanismo, las arqui 
tectônicas, la Estadistica demogrâfica, la EconomTa, 
etc., podrân especificar las caracterîsticas adecua
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das para urbanizar, pero es el Estado, o el 
tipo de organizaciôn politica de cada êpoca, 
el encargado de establecer el planeamiento 
con arreglo a criterios coactivos, lo que com 
porta el crear un Ordenamiento juridico que 
recoja las orientaciones de dichas ciencias 
auxiliares; el Derecho Urbanistico",
Carretero Pérez concluye sehalando que el Derecho Urbani£ 
tico es "la parte del ordenamiento juridico que régula el fe 
nômeno social y têcnico del urbanismo" (13).
Desde una perspectiva semejante -esto es, a partir de la 
sociologia del hecho urbano- enfocan el D.U. Miguel A. NUNEZ 
RUIZ y José L. LAZO MARTINEZ.
El primero concibe el D.U. bajo la condiciôn previa del ur 
banismo estructurado como ciencia social, capaz de enfocar 
funcionalmente la relaciôn hombre-medio manifestada en el e£ 
pacio urbano.
De acuerdo a este supuesto, define al D.U. como "aquel or 
denamiento juridico que régula el planeamiento de la ciudad, 
conforme a sus exigencias funcionales y , su ejecuciôn, segûn 
ciertos principios que integran la valoraciôn politico-legis 
lativa de la propiedad inmueble, con el fin de lograr el bie 
nestar pûblico " (14).
LAZO MARTINEZ sostiene que el D.U. surge sôlo despuês que 
se dan très condiciones:
a) la cristalizaciôn de una conciencia social con el apoyo 
de una ideologia politica dominante, acerca de la organizaciôn 
de la ciudad;
b) una visiôn integral de todo el fenômeno del asentamien 
to humano, concebido como unidad, dentro de la sistematizaciôn 
de sus instrumentes; y
c) la articulaciôn de medidas têcnicas, unas veces propias 
del mismo sistema y, otras, procédantes del resto del ordena
151.
miento legal.
"El resultado final es que el D.U. surge como la 
disciplina juridica que régula la ordenaciôn del 
territorio y su utilizaciôn con vistas a los asen 
tamientos humanos" (15).
Allan R. BREWER-CARIAS -por ûltimo- entiende por D.U.:
"la rama del Derecho que tiene por objeto la orde 
naciôn del desarrollo urbano en funciôn de los in 
tereses, no sôlo individuales, sino colectivos del 
hombre, y de la salvaguarda de los recursos y de 
los valores ambientales... con el fin de procurer 
un crecimiento armônico de los centros poblados y 
una distribuciôn equilibrada, en ellos, de la po- 
blaciôn y de las actividades econômicas" (38).
7. El Derecho Urbanistico, una rama del Derecho Administrativo.
No obstante admitirse en la Doctrine, de manera unânime, que 
el D.U. tiene un campo bien definido que constituye su materia, 
instituciones juridicas que son creaciones suyas, caracteristi- 
cas que le dan un perfil distintivo, en fin, lo que muchos deno 
minan "su propia sustantividad", la mayoria de los autores euro 
peos le niega autonomie.
Y, aunque algunos -Louis JACQUIGNON, entre ellos- terminan 
por enscribirle en el Derecho Pûblico Econômico (16), la genera 
lidad le considéra una rama -mâs o menos desarrollada, pero ra 
ma al fin- del frondoso ârbol del Derecho Administrativo.
SAVY, por su parte, dice que "el derecho urbanistico proviene, 
indiscutiblemente, del derecho administrativo, del cual constitu 
ye un dominio nuevo... un campo de experimentaciôn" (17).
Jesûs GONZALEZ PEREZ sehala que "Para designar el conjunto 
de disposiciones que regulan el fenômeno urbanistico se viene 
empleando, cada dia con mâs frecuencia, la expresiôn 'Derecho 
Urbanistico' (...). No quiere êsto decir que estemos ante una 
disciplina cientifica autônoma". Y agrega, luego:
"Si una ciencia es realmente ciencia y no sim­
plemente una colecciôn de conocimientos, en la 
medida en que se nutre formalmente de sus prin 
cipios, y en la medida en que, desde cada uno 
de sus resultados, vuelve a aquêllos, para que
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exista una ciencia particular, es necesario que 
se dé un objeto formalmente contemplado desde 
una singular perspectiva y un conocimiento siste 
mâtico del mismo, este es, la existencia de unos 
principles que no s61o sean sus 'cimientos' sino 
que recorran todo el cuerpo de la teorîa, cuyos 
concrètes desenvolvimientos conceptuales no sean 
sino proyecciones de estes principles, trente a 
un supuesto, a su vez, concrete y determinado".
Y, luego de explicar la sustentaciôn propia del Derecho Adm^ 
nistrativo, concluye que, per el contrario, "El llamado Derecho 
Urbanîstico no es una disciplina jurîdica autônoma, sino un con 
junte de normas jurîdicas de naturaleza distinta, informadas 
per principles harto diferentes. Le ûnico que existe comûn en 
tre estas normas es el objeto social regulado per ellas" (18).
El Profesor Fernando GARRIDO FALLA, prologando la citada 
obra del Profesor Bassols, trasluce su postura adversa a la pre 
tendida "autonomîa cientîfica" del Derecho Urbanîstico. Destaca 
-no obstante- su aporte al sehalar "c6mo el fenômeno jurîdico- 
urbanîstico ha incorporado al tema general del Derecho Adminis^  
trativo nuevas instituciones: la idea del planeamiento, las 
guras de las cesiones obligatorias de terrenes, la reestructu 
raciôn de las administraciones territoriales para una mejor 
prestaciôn de sus servicios, y tantas otras" (19) . Per le de 
mâs, le considéra como una rama del Derecho Administrative, en 
su conocido Tratado sobre esta materia.
Los profesores Garcia de Enterrîa y Parejo Alfonso, dicen 
que "este Derecho es, evidentemente, tante desde la perspecti 
va ordinamental como en el piano cientlfico, una parte del De 
recho Administrative".
Especifican que se trata de una pertenencia de la llamada 
parte especial del Derecho Administrative, con très grandes 
temas: -la organizaciôn administrativa del mismo con sus corn 
petencias y potestades pûblicas de decisiôn en su campe; -la 
incidencia de la ordenaciôn urbanlstica sobre les derechos de 
les ciudadanos; y -el rêgimen financière del urbanisme que 
abarca tante el derecho financière como las têcnicas de reçu 
peraciôn o distribucidn de plusvalîas entre les propietarios.
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No obstante lo cual, estos autores reconocen la singular! 
dad propia del Derecho Urbanîstico expresada hoy -en muchos 
paîses- en una legislaciôn especial y aûn en côdigos urbanÎ£ 
ticos (2 0 ).
Idêntica posiciôn asumen Nûhez Ruîz y Laso Martînez en sus 
respectives obras.
El primero califica al D.U. como un Derecho Administrative 
especial, atendiendo -entre otras consideraciones- a su perte 
nencia orgâr>ica; toda vez que dentro del esquema de aquêl se 
incluyen entidades enlazadas jerârquicamente dentro de la Adm^ 
nistraciôn, lo que acusa su carâcter administrative general; 
pero es especial, puesto que tambiên incluye otros ôrganos co 
me las Asociaciones de Propietarios o las Juntas de Compensa 
ci6n, que no integran la Administraciôn (21).
Laso Martînez dedica -bajo el epîgrafe "Sustantividad o 
autonomîa del Derecho Urbanîstico"- un pârrafo especial al te 
ma.
Sostiene, en sîntesis, que el hecho que el D.U. cristalice 
como tal no significa mâs que la afirmaciôn de su sustantivi^ 
dad, pero no autonomîa como disciplina jurîdica. Reconoce que 
el D.U. posee instituciones propias y hasta principios propios; 
pero no debe olvidarse -agrega- "que todo el D.U. procédé esen 
cialmente de la planificaciôn y êsta es manifestaciôn de una 
prerrogativa inherente a la Administraciôn" (22).
En la Doctrina italiana -segûn la opiniôn de Spantigati- 
destacan las obras de V.TESTA ("Disciplina Urbanîstica") y 
de MAZZAROLLI ("I piani Regolatori Urbanistici") y las contr^ 
buciones de M.S. GIANNINI y de A.M. SANDULLI. Sin embargo, 
ninguno de estos publicistas ha pretendido autonomizar el D.U. 
con respecto a su disciplina matriz, el Derecho Administrât! 
vo. Renato ALESI, en sus "Instituciones de Derecho Administra 
tivo", trata las de carâcter urbanîstico en la Parte Tercera, 
dedicada al sujeto pasivo de la Funciôn administrativa, concre
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tamente, en las "limitaciones administrativas" a los derechos
(23) .
8 . El Derecho Urbanîstico como una disciplina autônoma.
En la doctrina espahola sôlo hemos encontrado a un sostene 
dor resuelto y vigoroso de la plena autonomîa del D.U.: José 
MARTIN BLANCO.
Dice :
"El Derecho es mâs que una têcnica en el Urbanismo; 
el Derecho es esencial al Urbanismo. Debe hablarse 
de la inevitabilidad de lo jurîdico en el Urbanis^ 
mo, porque solamente la presencia legitimadora y la 
fuerza o voluntad autârquica del Derecho es lo que 
détermina el nacimiento a la vida social de un Plan 
de urbanismo o de una polîtica urbanîstica en gene 
ral. Solamente el urbanismo que se mueve dentro del 
'campus' jurîdico del Derecho es urbanismo vivo, 
prâctico, social y ordenador efectivamente. Quiéra 
se o no, el Derecho es la frontera que sépara el 
ser operative, autârquico, obligatorio socialmente 
del Urbanismo, de su ser meramente estêtico, filo 
sôfico, ensayista o teorêtico.
"Por ello, las leyes urbanîsticas, su interpréta 
ciôn adecuada y su correcta aplicaciôn en bûsque 
da del ideal de justicia que détermina su intrîn 
seca justificaciôn, son mucho mâs que meras traEas 
puestas a las fôrmulas têcnicas, a las ambiciones 
estêticas o a las soluciones teôricas. Constituyen, 
por el contrario, el cuadro o vehîculo propulser 
-ordenada y justamente propulser- de aquêllos den 
tro del marco general del Derecho" (24).
En otra de sus obras, "Estudios de Derecho Urbanîstico", 
habîa dicho: "Jurîdicamenne considerado, el Urbanismo es una 
realidad social -no socialista sino societaria- que trascen 
diendo los limites de la Arquitectura o de la Ingenierîa, se 
asienta sobre los mâs amplios campes del orden econômico, po 
lîtico y jurîdico". Martin Blanco postula aquî la NECESIDAD 
de elaborar un Derecho Urbanîstico autônomo, que contemple 
un triple aspecto; legislative, cientîfico y jurisprudencial
En el primer aspecto, sostiene que "La elaboraciôn legi£ 
lativa del Derecho Urbanîstico tiene una justificaciôn inata
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cable: sencillamente, la existencia con pleno vigor de una le 
gislaciôn que es precise calificar ya, sin reparo alguno y pa 
ra que la denominaciôn adquiera carta de naturaleza, de 'legi£ 
laciôn urbanîstica'".
"Esta legislacôn necesita un mêtodo de tratamiento, una in 
terpretaciôn, una aplicaciôn y un sucesivo desarrollo. Estas 
cuatro necesidades entranan una cuadratura de problèmes mâs 
que suficientes para afirmar la existencia de un ordenamiento 
jurîdico legislative urbanîstico".
En el segundo aspecto senala: "Pero tambiên hay que pensar 
en la elaboraciôn cientîfica del Derecho urbanîstico. Surge 
esta necesidad por la existencia de una legislaciôn que preci^ 
sa de interpretaciones doctrinales, de comentarios cientîficos, 
y sube de monta si se tiene présente que la orientaciôn cientî 
fica previa a las posteriores proyecciones legislatives urbanÎ£ 
ticas es de todo punto necesaria". ..."Adelantando un poco en 
ideas, para nosotros este Derecho Urbanîstico se basarîa provi 
sionalmente en cinco notas o lîneas generates que, al menos e£ 
quemâticamente, queremos destacar:
"1-. Es un derecho especial que participando de 
normas del derecho privado y del derecho 
administrative, ofrece cierta peculiarie- 
dad que le sépara de êstos".
"2-. Es un derecho montado sobre el concepto fun 
cional de la propiedad inmueble. La funciôn 
social de la propiedad y la realizaciôn de 
dicha funciôn, constituyen el nûcleo de es 
ta rama jurîdica. Si la propiedad se régula 
ba en la antigua legislaciôn como un derecho 
que 'podîa' ser limitado, hoy se régula como 
un derecho que lleva ya en sî mismo el lîm^ 
te de la funciôn social, integrando êsta su 
contenido y estructura. La funciôn social, 
entendida como instrumento y limite del de 
recho de propiedad inmueble urbano es con­
cepto bâsico del Derecho Urbanîstico".
"3-. Es un derecho a elaborar sobre principios 
propios y genuinos de la gestiôn urbanîsti 
ca, Como principios, pueden sehalarse los 
siguientes: El carâcter fundamentalmente 
social de sus normas y de sus fines; el
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afectar al especial y genuine problema 
de la vivienda con la especialidad que 
ello comporta; la concepciôn y ordena­
ciôn de la propiedad como funciôn social; 
el basarse en algunas instituciones o f^ 
guras nuevas o de regulaciôn renovada: 
cêdulas urbanîsticas, derecho de superf^ 
oie, valoraciôn de terrenos, etc.".
"4-. Es un derecho innovador en cuanto las fôr 
mulas jurîdicas tradicionales, tanto admi 
nistrativas, civiles o econômico-financie 
ras son muchas veces insuficientes para 
el ritmo de celeridad con que los proble 
mas urbanîsticos deben ser planteados y 
resueltos".
"5-. Es un derecho de contenido prépondérante
mente social. Por la ôrbita de su alcance, 
por los sujetos personales a que se refie 
re, por las consecuencias ûltimas de sus 
realizaciones que afectan al orden y âmb^ 
to nacionales. Pero este nuevo Derecho Ur 
banîstico tan necesitado de elaboraciôn 
cientîfica, plantea en este orden de con 
sideraciones, una serie de problemas suge 
rentes para el esfuerzo constructive de 
los juristes: la elaboraciôn de su conce£ 
to precise y de su definiciôn, su délimita 
ciôn y la determinaciôn de sus relaciones 
con otras ramas jurîdicas, la elecciôn del 
mêtodo mâs idôneo, el senalamiento de las 
fuentes de su producciôn y de su conocimien 
to, la enumeraciôn de sus principios fun 
damentales, la construcciôn de los conce£ 
tes y figuras que han de integrarle y con 
los que el juriste debe operar".
Por ûltimo, en lo tocante a la elaboraciôn jurisprudencial, 
Martîn Blanco précisa:
"Finalmente, hay una elaboraciôn del Derecho 
Urbanîstico que habrâ de Ipgrarse merced a 
la paulatina aportaciôn de las actuaciones 
de los Tribunales y Organos encargados de 
aplicar las leyes urbanîsticas".
"Igual que hay una jurisprudencia civil, o so 
ciel, o criminel, habrâ, en su dîa, una juri£ 
prudencia urbanîstica. Y ello representarâ un 
cuerpo de decisiones en la aplicaciôn de di­
cha legislaciôn. Cuando los Tribunales, Jura- 
dos de Expropiaciones, Tribunal Supremo y to­
do ôrgano encargado de la aplicaciôn del Derecho, 
decidan con sus fallos las controversies urba
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nîsticas, irân creando una prâctlca o costum 
bre en la que quedarân entranados normas y 
principios jurîdico-urbanîsticos".
"Pero esta elaboraciôn jurisprudencial del 
Derecho Urbanîstico requiere la orientaciôn 
cientîfica, los comentarios, el cuerpo de 
doctrina que recoja aquellos principios fun 
damentales del nuevo Derecho Urbanîstico" (25)
En la Doctrina iberoamericana queremos destacar la postura 
del profesor brasileho José Afonso DA SILVA expresada en su 
"Direito Urbanîstico Brasileiro" (26).
Da Silva, luego de senalar la fuerte tendencia a estimar 
el D.U. como una parte del derecho administrativo -citando a 
varios de los autores que hemos mencionado- senala que esa 
concepciôn no considéra las profundas transformaciones opera 
das en el papel del poder pûblico en esta materia, fenômeno 
que ya constatô André LAUBADERE, indicando el carâcter inten 
sivo y los peldahos de esta tendencia escaladera, a partir de 
una simple labor de policîa de las edificaciones, para pasar 
-después de la Primera Guerra Mundial- a legislar sobre el 
planeamiento urbanîstico y a intervenir en las facultades do 
minicales. "Esta concepciôn -concluye Laubadère- fuê progre 
sivamente sobrepasada por aquéllo que hoy denominamos 'urba 
nismo active' u 'operacional'"; que implica la posibilidad 
de la administraciôn de intervenir directa en la actividad 
urbanîstica, sea prestando su concurso, sea encargândose ella 
misma de taies operaciones, sea a travês de concesionarios(27). 
Es asx que la actividad urbanîstica constituye ahora una fun 
ciôn del poder pûblico, lo que importa que, en la nueva confi 
guraciôn de las normas urbanîsticas, êstas ya no pueden ser 
concebidas como simples reglas de actuaciôn del poder de poli 
cîa ni como un mero capîtulo del derecho administrativo.
Hay autores -prosigue Da Silva- que ven en la cuestiôn de 
la autonomîa de las ramas del Derecho un falso problema. Hay 
otros que apenas la admiten en sentido didâctico o prâctico, 
pero no en el sentido cientîfico. El problema serâ falso si 
entendemos la autonomîa como independencia. Pero si definimos
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primeramente el contenido de la palabra, veremos que se puede 
afirmar si tal rama es o no es autônoma.
Inicialmente, Da Silva sienta la premisa de que el Derecho 
es una unidad, un conocimiento unificado de una realidad, con 
mêtodo y principios independientes de otros conocimientos que 
tambiên estudian el mismo material. "Cualquiera rama del Dere 
cho integra ese unicum que constituye el orden jurîdico, por 
lo que no se puede decir que determinada rama de la ciencia 
jurîdica posea autonomîa jurîdica; pero, en cambio, es lîcito 
hablar de aùtonomîa didâctica o de autonomîa cientîfica; la 
primera, justificada por la oportunidad de circunscribir el 
estudio a un grupo de normas que presentan una particular ho 
mogeneidad con relaciôn a su objeto, aunque ellas se encuen 
tran sujetas a los principios de otra rama; la segunda, cuan 
do ademâs de la circunstancia indicada, se verifica la forma 
ciôn de principios e instituciones propios".
"En este sentido, en que la palabra autonomîa significa la 
actuaciôn de normas propias (autozpropio; nomos; norma) dentro 
del cîrculo mayor del orden jurîdico, puede decirse que una 
rama del Derecho es autônoma con respecto a las demâs. La au­
tonomîa, asî, se caracteriza bajo dos aspectos; autonomîa dog 
mâtica, cuando cierta rama o subdivisiôn del Derecho présenta 
principios y conceptos propios; autonomîa estructural, cuando 
aquellos principios y conceptos dogmâticos inspiran la elabo 
raciôn de instituciones y figuras jurîdicas diferentes de las 
pertenecientes a otras ramas del Derecho... En base de êsto es 
que se configura la llamada autonomîa cientîfica que, en ver 
dad, sôlo serâ alcanzada mediante la existencia de normas e£ 
pecîficas, razonablemente desarrolladas, que regulen conduc 
tas o relaciones conexas o vinculadas a un objeto especîfico, 
confiriendo homogeneidad al sistema normative del que se tra 
ta" (28).
Da Silva piensa que es temorano todavîa para hablar con 
propiedad de una autonomîa cientîfica del D.U., en atenciôn a 
que sôlo muy recientemente sus normas comenzaron a desarrollar
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se en torno a su objeto especîfico. Pero cree, tambiên, que 
el hecho de que en muchos paîses se dediquen cursos a la ense 
nanza de esta disciplina, permite avizorar la progresiva auto 
nomîa didâctica del D.U., estimulada por la existencia de le 
yes générales que sistematizan sus normas.
No dejan de ser atendibles los argumentos esgrimidos por 
José Martîn Blanco y por José Afonso Da Silva en pro de la au 
tonomîa de esta disciplina, entendida en el sentido que este 
ûltimo da a la expresiôn.
Si uno se detiene a practicar el inventario de los materia 
les que se acumulan bajo la denominaciôn del Derecho UrbanÎ£ 
tico, puede llegar a resultados sorprendentes. Veamos algunos 
de estos elementos sistematizados;
A.- Objeto propio; No cabe duda de que existe un universo, 
perfectamente delimitado, de los problemas que configuran el 
campo del D.U.: el Urbanismo. De allî que la doctrina france 
sa hable del "Derecho del Urbanismo".
B.- Principios propios; El D.U. ha ido configurando una se 
rie de fundamentos bâsicos, cuyo estudio y anâlisis es, preci 
samente, el objeto principal de este trabajo.
C.- Instituciones jurîdicas propias; Como taies se perfilan, 
entre otras, la planificaciôn urbanîstica, la zonificaciôn o 
distribuciôn de los usos del suelo, la figura de las cesiones 
obligatorias de terrenos, la reparcelaciôn, los estândares ur 
banîsticos.
D.- Legislaciôn propia; A nadie puede caberle dudas acerca 
del carâcter orgânico y especîfico que ha ido adquiriendo la 
legislaciôn urbanîstica; la que en Francia cuenta con un côd^ 
go especial.
E.- Jurisprudencia y doctrina judicial; Existen, en los prin 
cipales paîses europeos, recopilaciones de jurisprudencia urba
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nîstica, sistematizaciôn de fallos y jurisprudencia comentada.
F.- Base orgânica propia; El D.U. dispone de una administra 
ciôn especialmente concebida; la Administraciôn Urbanîstica, 
que es materia del siguiente capîtulo. No estâ de mâs recorder 
aquî que -a menudo- uno o varios Ministerios y Secretaries mi 
nisteriales ponen en evidencia, en el seno de la Administraciôn 
Central, la trascendencia de las funciones urbanîsticas.
G.- Instrumentes propios de intervenciôn; El D.U. posee in£ 
trumentos que no se dan, o no se dan de la misma manera, en el 
campo de la Administraciôn Central. Ejemplos de ellos son el 
Sistema de Cooperaciôn (29), algunas figuras de la disciplina 
urbanîstica como las demoliciones y la expropiaciôn urbanîsti^ 
ca, que tiene caractères propios y distintivos.
H.- Autonomîa didâctica: La Universidad y otros Institutes 
ofrecen Cursos monogrâficos y Seminaries especiales sobre De­
recho Urbanîstico (30).
I.- Literatura jurîdica propia; Por ûltimo, aunque no en el 
lugar de mener importancia, debe mencionarse el numeroso con 
tingente de obras que anualmente se editan sobre Derecho Urba 
nîstico. La Bibiliografîa compulsada hace cuatro anos, en el 
sôlo âmbito espahol, por el Profesor Francisco GONZALEZ NAVARRO, 
comprende unas 14.000 fichas (31); existe, desde 1967, una"Re 
vista de Derecho Urbanîstico" cuyo contenido se ve enriquecido, 
mes a mes, por las contribuciones que aparecen en otra media 
docena de Revistas (32).
Parece, por consiguiente, que el Derecho Urbanîstico hubiera 
venido adquiriendo suficiente organizaciôn; un alto grado de 
elaboraciôn sistemâtica en lo doctrinal, législative y juri£ 
prudencial; atenciôn acadêmica, y la conciencia colectiva ne 
cesaria para merecer un aposento mâs digno de su nueva estatu 
ra que el de un simple casillero en la parte especial del Dere 
cho Administrativo.
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9. El Derecho Urbanîstico como la juridizaclôn de normas de
naturaleza tëcnica.
Hemos visto, en los anâlisis précédantes, enfoques histôricos, 
sociolôgicos y jurîdicos de la conjunciôn del Urbanismo y el De 
recho; hemos asistido a la conjugaciôn pacîfica que varios auto 
res hacen de estos dos conceptos y, tambiên, al discurso impre 
catorio de quienes deploran la ausencia o la fragilidad de "lo 
jurîdico" cuando sus principios tradicionales se advierten per 
turbados por "lo urbanîstico".
Hemos escuchado a quienes consideran al Derecho Urbanîstico 
como una parte especial del Derecho Administrativo; y a quienes, 
por el contrario, sustentan la autonomîa de este nuevo derecho y 
-puesto que de urbanismo se trata- proponen que se le construya 
casa propia.
Dificilrésulta -en este nutrido panorama- contribuir con al 
gûn aporte original. Se nos ocurre, sin embargo, que la pregun 
ta: cQUE ES EL DERECHO URBANISTICO? -a la cual las resenas que 
anteceden constituyen otras tantas respuestas- tambiên puede 
encararse desde un punto de vista diferente.
Pensamos que no deja de tener alguna importancia establecer, 
en un enfoque distinto del problema, en quê momento y bajo quê 
respecto en la historia de la humanidad, unas normas têcnicas 
-que habîan sido prolijamente elaboradas para asegurar la efi 
cacia de una actividad- pasaron a adquirir un carâcter vinculan 
te no sôlo para los agentes destinados a utilizarlas, sino tam 
bien para la propia autoridad encargada de regular, de gestio 
nar y de fiscalizar esa actividad y para quienes quedarîan 
afectados por su aplicaciôn.
En otras palabras, se tratarîa de contester las interrogan 
tes sobre cuândo y cômo el Urbanismo se transforma en Derecho 
Urbanîstico.
Antes de abordar estas materias, tengamos présentes dos con 
sideraciones:
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- Mientras el Urbanismo tiene una historia conocida que, co 
mo ya vimos, abarca por lo menos unos cincuenta siglos, el De 
recho Urbanîstico aparece reciên a fines del siglo pasado.
- Tanto el Urbanismo como el Derecho Urbanîstico se expre 
san en ciertos mddulos de conducta que llamamos Normas.
Ahora bien, la pregunda sobre cuândo nace el D.U., nos rem^ 
te directamente a la identificaciôn inicial entre êste y el De 
recho Administrativo y équivale a determinar cuândo nace êste 
en la historia de la Administraciôn.
Porque ninguna duda cabe que hubo Administraciôn y hubo Ur 
banismo en el Egipto de los faraones; los hubo tambiên bajo los 
reyes hititas; y ellos aparecen en la historia del pueblo judîo 
narrada en el Antiguo Testamenno. Hubo Administraciôn y Urbanis 
mo en los reinos de la India del tiempo de Buda y en la China 
que conociô Confucio. Los hubo, desde luego, en la magna Grecia 
y en el Imperio Romano; en la Europa medieval y durante el Ab­
solutisme; y tanto la Administraciôn como, principalmente, el 
Urbanismo, adquirieron especial significaciôn bajo el despoti£ 
mo ilustrado con los escritos y las teorîas cameralistas (33).
Pero para quienes creemos que el Derecho Administrativo tie 
ne su base fundamental en el principle de legalidad, que se 
justifica no sôlo en la regulaciôn de las prerrogativas del po 
der -pues para ejercerlas, el poder no necesita al Derecho- 
sino tambiên en la de las garantîas de les administrados y que 
-por ende- comporta la responsabilidad del Estado por sus actes 
lesivos, el "fiat" de la Administraciôn sôlo se transforma en 
el "lus" del Derecho Administrativo en una fecha que sè sitûa 
mâs acâ de la Declaraciôn de Derechos de Virginia de 1776 y de 
la Constituciôn de 1787 en Norte Amêrica, y despuês de la De 
claraciôn de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, de 1789, 
como expresiôn ideolôgica de la Revoluciôn Francesa (34).
Estas partidas de nacimiento son particularmente vâlidas pa 
ra el Derecho Urbanîstico puesto que de ellas dériva la consa
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graciôn de très instituciones jurîdicas bâsicas, que mâs tarde 
se expanderîan a travês de todo el proceso constitucionalista; 
el principio de legalidad, la soberanîa popular como fundamento 
de la responsabilidad exigible a la autoridad constituîda y el 
derecho de propiedad privada con la indemnizaciôn expropiatoria 
como garantîa (35).
La segunda pregunta es: -cômo una norma urbanîstica adquiere 
la categorîa de norma jurîdica?.
El problema consiste en explicar el proceso por el cual unas 
"maneras de obras eficazmente para obtener cierto resultado"
-sin perder ni transmutar este carâcter têcnico- adquieren una 
segunda naturaleza centrada en un criterio de licitud y cual^ 
ficada por pasar ellas a ser obligatorias para todos.
Para ello, nada nos parece mâs ilustrativo que utilizer el 
sîmil -perfectamente aplicable y mucho mâs évidente, por lo 
simple- de la normative del trânsito.
En esta actividad tambiên ocurre que unas normas têcnicas 
que indican cômo conducir los vehîculos de la manera mâs hâbil, 
expedite y veloz se combinan con normas que procuran que esas 
habilidad, expediciôn y velocidad sean compatibles con la se 
guridad de los conductores, de los peatones y de los vehîculos.
Los factores habilidad (reglas de manejo de los vehîculos), 
velocidad (rendimiento de cada vehîculo) y expediciôn (condi 
ciôn de la velocidad y de la seguridad de cada vehîculo), que 
pueden reconducirse a la eficiencia de la actividad del trâns^ 
to, van a ser impregnados -sin perder ni transmuter su eficacia 
têcnica- por un valor jurîdico: la SEGURIDAD, que tiende a pro 
teger, a una vez, la integridad de los propios conductores (que 
eran los ûnicos que utilizaban las normas têcnicas de conducciôn), 
la de los peatones (que ahora tambiên van a quedar vinculados a 
estas normas jurîdicas) y la de los vehîculos (que son bienes 
a los que el derecho tambiên dispensa protecciôn).
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Pero, ademâs, por tratarse de una actividad pûblica que el 
Estado régula, vigila, fiscaliza y sanciona, el valor jurîdico 
SEGURIDAD se proyecta sobre toda la comunidad -tengan, o no, 
sus miembros, relaciôn directa con el trânsito vehicular- para 
hacerla sentirse protegida, es decir, libre del riesgo de su 
frir dano por esa actividad (36).
Las normas têcnicas no son -de suyo- lîcitas ni ilîcitas.
Su criterio de bondad es la eficacia. Desde el punto de vista 
êtico, son indiferentes. Manejar deficientemente puede ser un 
signo de to^peza, pero no de maldad; conducir velozmente hasta 
puede ser senal de destreza, pero no de virtud; transiter sin 
cinturôn de seguridad puede ser imprudencia, pero -en sî- no 
puede calificarse como conducta ilîcita. Considêrese que una de las 
reglas jurîdicas mâs trascendentales del trânsito -cuya infrac 
ciôn es, generalmente, una de las mâs graves- es moral y hasta 
racionalmente indiferente; nos referimos a la del lado por don 
de se debe conducir: por la derecha o por la izquierda de la 
vîa (37).
Ahora bien, la juridizaciôn de esas normas -su impregnaciôn 
por el derecho- consiste en que, a medida que la densificaciôn 
vehicular fue poniendo en peligro la seguridad -que es un valor 
jurîdico que al Estado corresponde resguardar- êste fue adoptan 
do decisiones, expresadas en normas, que elegîan alguna entre 
dos o mâs alternatives têcnicamente vâlidas y la sometîan a 
una regulaciôn preservative del valor seguridad. De ese modo 
las normes jurîdicas pasaron a demarcar el limite entre lo impera 
tivamente orderado, lo permitido y lo prohibido.
La juridizaciôn de la norma significa que ella comiénza a 
irradier, sobre las conductas, un criterio de licitud. Serân 
lîcitas aquêllas que se muevan dentro de los mârgenes de lo 
permitido y las que cumplan lo que estâ ordenado; serân ilîci 
tas las que infrinjan lo ordenado y las que incursionen en el 
campo de lo prohibido.
La juridizaciôn introduce la obligatoriedad de la norma en 
el comportamiento de las personas. La raîz de esta vinculaciôn
165.
es êtica; pero el derecho cuenta con mecanismos propios para 
imponer la obligatoriedad de las normas y para sancionar las 
conductas ilîcitas tanto a travês de las clâsicas vîas de la 
responsabilidad civil y penal que a los infractores se les 
atribuye, como a travês de las sanciones disciplinarias (mul 
tas, prohibiciones, obligaciones de hacer) propias del dere 
cho administrativo. Son êstos los caractères coactivos y coer 
citivos del derecho.
Ahora bien, la totalidad del proceso descrito -y aûn la 
principal de sus causas: la densificaciôn- es aplicable a la 
juridizaciôn del Urbanismo. Es mâs: puede advertirse que la 
regulaciôn del trânsito es, en definitive, -en cuanto régula 
ciôn de la circulaciôn dentro de la ciudad- la juridizaciôn 
de una de las funciones del Urbanismo.
De allî que el modo como las reglas del urbanismo, sin per 
der su eficacia têcnica, adquieren la categorîa de Derecho Ur 
banîstico, corresponde cabalmente al proceso descrito; y ello 
se advierte con toda evidencia en el capîtulo de los estânda 
res urbanîsticos.
Por ûltimo, la necesidad del Derecho Urbanîstico responde 
en definitive a un llamado que el bien comûn, el orden pûbl^ 
co y la conciliaciôn de los intereses privados hacen al legi£ 
lador para impedir que la vida urbana sea mâs caôtica de cuan 
to ha llegado a ser. Este llamado trae cada dîa nuevos reque 
rimientos normatives, en la medida que presionan sobre la ciu 
dad la explosiôn demogrâfica y la corriente migratoria que 
fluye desde el campo, los adelantos tecnolôgicos que abren au 
daces perspectives al arte de construir y el desarrollo indu£ 
trial con sus necesidades de localizaciôn y mano de obra y con 
algunos "productos especiales", como el automôvil, que cada dîa 
satura y contamina de manera creciente las ciudades y el hab^ 
tat urbano.
Résulta notorio que el ejercicio de la actividad urbanîsti_ 
ca afecta a un complejo de valores y de derechos de elevado
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rango que podrîan quedar gravemente comprometidos -y aûn séria 
mente danados- si esa actividad no fuese regulada y controlada.
Entre los valores que el urbanismo afecta merecen citarse la 
igualdad, la seguridad, la justicia distributive, la digne cali 
dad de vida y la belleza de la ciudad. Entre los derechos, re 
cordemos el de propiedad, la libre empresa, el derecho a la 
vivienda adecuada y a su entorno, el igual reparte de benefi 
cios y cargas, el derecho a la vista, al asoleamiento, al aire 
puro, a la tranquilidad; el de acceso a la red viaria y a la ur 
banizaciôn, el de circulaciôn, el de esparcimiento, y un dere 
cho que no estâ escrito en ningûn côdigo pero que estâ inscri 
to en el corazôn de toda persona civilizada: el derecho al go 
ce de la ciudad.
De allî que el Derecho Urbanîstico, mâs que crear normas re 
guladoras de la actividad urbanîstica, selecciona y recoge gru 
pos normatives coherentes, elaborados por el Urbanismo, les in 
corpora las têcnicas jurîdicas (sanciones, recursos, plazos, 
procedimientos, estructura y estilo) y les reviste del carâcter 
vinculante propio del Derecho, con la mira de preserver aquellos 
valores y de armonizar el recto ejercicio de los derechos senala 
dos, asî como de asegurar, tambiên, el cumplimiento de los debe 
res correlatives.
NOTAS DEL CAPITULO II (Primera Parte)
(1); Federico SPANTIGATI, "Manual de Derecho Urbanîstico, Ed. 
Montecorvo, Madrid, 1973, pâg. 29.
(2): Martîn.BASSOLS COMA, "Gênesis y Evoluciôn del Derecho Ur 
banîstico Espahol", cit., pâgs. 46-48.
(3): CARCELLER FERNANDEZ, "Instituciones de Derecho Urbanîsti 
co". Ed. Montecorvo, Madrid, 1981, pâg. 19.
(4); Ramôn MARTIN MATEO, "El Urbanismo y las Categorîas Jur^ 
dicas Tradicionales", Revista de Derecho Urbanîstico (Ma 
drid) R.D.U. n* 39, julio-sep., 1974.
(5): Gabriel ALOMAR, en su "Teorîa de la Ciudad", ob. cit., 
bajo el epîgrafe "La Ley del Suelo. Lo que yo sê de su 
origen y gestaciôn", dice que "Releyendo este esbozo (el 
del primer anteproyecto de una Ley de Urbanismo), saltan 
a la vista sus grandes imperfecciones, notândose por de 
pronto que habîa sido redactado sin intervenciôn de nin 
gûn juriste". Ob. cit., pâg. 60. Sin embargo, el propio 
Alomar hace notar que en el proyecto definitive inter- 
vinieron juristes como Manuel Ballvê, Antonio Carro Mar 
tînez y Bias Pêrez (pâgs. 62-63).
(6 ): José. M, CHICO Y ORTIZ, "Lo Jurîdico y lo Urbanîstico", 
R.D.U. n& 44, jul-sept., 1975.
(7); Louis JACQUIGNON, "Le Droit de l'Urbanisme", Ed. Eyrolles, 
Parîs, 1969, Introducciôn.
(8 ); Robert SAVY, "Droit de l'Urbanisme", Presses Universitai 
res de France, Parîs, 1981, pâgs. 54 y ss.
(9): Italo DI LORENZO, "Dirittd Urbanîstico", Unione T%)ograf_i 
co-Editrice, Torino, 1973, pâg. 6 .
(10): El art. 350 del C. Civil espahol dice: "El propietario de 
un terreno es dueho de su superficie y de lo que estâ de 
bajo de ella y puede hacer en êl las obras, plantaciones
y excavaciones que le convengan, salvas las servidumbres,
y con sujeciôn a lo dispuesto en las leyes sobre Minas y
Aguas y en los reglamentos de policîa".
El art. 76 de la Ley del Suelo dice "Las facultades del 
derecho de propiedad se ejercerân dentro de los limites y 
con el cumplimiento de los deberes establecidos en esta 
Ley o, en virtud de la misma, por los Planes de Ordena­
ciôn, con arreglo a la clasificaciôn urbanîstica de los 
predios".
(11): Luciano PAREJO ALFONSO, "El Urbanismo ante el Derecho", 
en R.D.U., n^ 71, enero-febrero, 1982.
(12): Eduardo GARCIA DE ENTERRIA, "El Urbanismo como hecho
168.
y la formaciôn de las Têcnicas Urbanîsticas", Santander, 
1977.
(13): Adolfo CARRETERO FEREZ, "Precisiones sobre Urbanismo y 
Derecho Urbanîstico", R.D.U., n& 38, mayo-junio, 1974.
(14): Miguel Angel NUREZ RUIZ, "Derecho Urbanîstico Espahol",
Ed. Montecorvo, Madrid, 1967, pâgs. 19 y ss.
(15): José Luis LAZO MARTINEZ, "Derecho Urbanîstico", Ed. Mon 
tecorvo, Madrid, 1981, Tomo I, pâgs. 73 y ss.
(16): JACQUIGNON comienza diciendo que "no cabe duda que el de 
recho del urbanismo se inserta, en cuanto tal, en el De­
recho pûblico y en sentido lato, precisamente en el De­
recho,Administrative...". Pero agrega: "Sin embargo, por 
sus implicaciones en la economîa de la Naciôn, el urbani£ 
mo, en el sentido contemporâneo del têrmino, le hace en 
trar de una manera mâs précisa en el derecho pûblico eco 
nômico" (op. cit,, Introd., 2; 9).
(17): Robert SAVY, op. cit., pâgs. 54 y ss.
(18): Jesûs GONZALEZ FEREZ, "Comentarios a la Ley del Suelo", 
Civitas, Madrid, 1981, tomo I, pâgs. 97-8.
(19): Op. cit., en nota (2), Prôlogo.
(20): Eduardo GARCIA DE ENTERRIAy Luciano PAREJO ALFONSO, "Lee 
ciones de Derecho Urbanîstico", Ed. Civitas, Madrid, 1981, 
pâgs. 65-66.
(21): Miguel NUNEZ RUIZ, op. cit., pâgs. 121.
(22): José L. LAZO MARTINEZ, "Der. Urb." cit., pâgs. 78 y ss.
(23): Renato ALESI, "Instituciones de Do. Administrativo", Ed. 
Bosch, Barcelona, 1970, tomo II,
(24): José MARTIN BLANCO, "Dictâmenes y Estudios de Derecho Ur 
banîstico", Madrid, 1970.
(25): J. MARTIN BLANCO, "Estudios de Derecho Urbanîstico", Ma 
drid, 1960.
(26): José Afonso DA SILVA, "Direito Urbanîstico Brasileiro",
Ed. Revista dos Tribunais, Sao Paulo, 1981, pâgs. 25 y ss.
(27): André de LAUBADERE, "Traité Elémentaire de Droit Admini£ 
tratif", t. 2, 6a. éd.. Librairie Générale de Droit et 
de Jurisp., Paris, 1970, pâg. 400, cit, por Da Silva.
(28): DA SILVA, op. cit., pâg. 27.
(29): Arts. 131 y ss. de la Ley del Suelo (L.S.) espahola.
(30): Ademâs del Curso del Doctorado en el que se concibiô la
169.
presente Tesis, pueden citarse, en Espaha, el Seminario 
de Derecho Urbanîstico organizado en la Universidad de 
Navarra (1984-1985) por el Catedrâtico Prof. Francisco 
Gonzâlez Navarro, los Cursos Internacionales de Urbani£ 
mo y Derecho Urbanîstico que periôdicamente imparten el 
Institute de Estudios de Administraciôn Local (lEAL), 
con su esplêndida Biblioteca en esta materia, y la Escue 
la de Estudios Urbanîsticos.
(31); Francisco GONZALEZ NAVARRO, "Bibliografîa sobre Derecho 
Urbanîstico", Ed. Montecorvo, Madrid, 1981. En el ârea 
italiana: CUCCIA, "Lineamenti di una Bibliografîa sulla 
Disciplina Giurîdica dell'Urbanistica", 1962. En el âmbi 
to sudamericano: ORDUNA REBOLLO, Enrique, "Bibliografîa 
Iberoamericana de Administraciôn Local", lmp. Fareso, Ma 
drid, 1983.
(32): A saber: "Revista de Administraciôn Pûblica" (RAP), "Ciu 
dad y Territorio", "Rev. Espahola de Derecho Administrât^ 
vo", "Revista de Estudios de la Vida Local", "Revista de 
Obras Pûblicas", y "Revista de Sanidad e Higiene Pûblica".
(33): "La literatura cientîfica sobre el Derecho Administrativo 
participa, -dice GARRIDO FALLA- de la propia relativa ju 
ventud del objeto de su consideraciôn. Sin perjuicio de 
las peculiaridades que se descubren en cada paîs, puede 
sehalarse como rasgo comûn una evoluciôn que arranca de 
un estado inicial poco cientîfico y poco jurîdico, para 
desembocar luego en una situaciôn de madurez, principal- 
mente debida a una general recepciôn del mêtodo jurîdico.
Primero nacen las leyes administrativas, luego se produce 
la jurisprudencia en esa ârea; y sobre su compilaciôn, co 
mentarios y construcciones teôricas, nace la doctrina ju­
rîdica administrativa. Sin perjuicio de que esas leyes y 
su interpretaciôn jurisprudencial hayan sido influîdas 
por las doctrinas y la teorîas polîticas preexistentes y 
por los estudios sobre la llamada "ciencia de la policîa" 
-ciencia nada jurîdica, como acota Garrido Falla- que, en 
expresiôn de Jordana de Pozas "se integra en el conjunto 
de doctrinas polîticas, econômicas, administrativas e in 
cluso filosôficas que comienzan a mediados del s. XVII, 
llenan todo el s. XVIII e incluso se prolongan durante 
parte del s. XIX en Austria y Alemania, y suelen designar 
se con el nombre general de Cameralismo o Ciencias Camera 
les". ("Tratado de Derecho Administrativo", vol.'I, pâg. 
182) .
(34) : GAE^ CIA DE ENTERRIA puntualiza: "A partir de la Revoluciôn
Francesa, momento en el que nace el Derecho Administrati 
vo, y durante la primera mitad del siglo pasado, la Adm£ 
nistraciôn Pûblica se identifica con el Poder Ejecutivo, 
en el marco constitucional del principio de divisiôn de 
poderes. El Derecho Administrativo venîa a ser entonces 
el rêgimen jurîdico especial del Poder Ejecutivo".
"Hacia mediados del s. XIX los esfuerzos dirigidos a ga 
rantizar la autonomîa del nuevo Derecho Pûblico, con la
170.
necesidad de abandonar las explicaciones personalistas 
y misticas del feudalismo y del absolutisme, cristalizan 
en Alemania en una aportaciôn capital... el reconocimien 
to del Estado como persona jurîdica".
Ahade luego "...el hecho de que se considéré que la per 
sonalidad jurîdica corresponde al Estado en su integridad 
y no a cada uno de sus très Poderes, hace que êstos pier 
dan su sustantividad propia y se conviertan en simples ex 
presiones orgânicas de aquêl. La Administraciôn Pûblica, 
hasta aquî identificada con uno de los poderes... el Eje 
cutivo, pasa a ser considerada entonces como una funciôn 
del Estado-persona". El ejercicio de esta funciôn la hace 
asumir ella misma la personalidad del Estado; lo que la 
transforma en sujeto del Derecho Administrativo, en re£ 
ponsable, en gestora de actividades pûblicas y privadas, 
en sujeto enjuiciador y enjuiciable.
"La personificaciôn de la Administraciôn Pûblica -conclu 
ye Garcîa de Enterrîa- es asî el dato primario y sine qua 
non del Derecho Administrativo". ("Curso de Derecho Adm^ 
nistrativo", Tomo I, pâgs. 24 y ss.).
(35): En los primeros siete artîculos y en el art. XI de la De 
claraciôn de Derechos de Virginia (1776) y en los arts.
2* al 6* y 12* al 17* de la Declaraciôn de Derechos del 
Hombre y del Ciudadano (1789) pueden encontrarse otras 
tantas normas fundamentales de Derecho Administrativo y 
Urbanîstico.
(36): La protecciôn de este valor es el que justifica la penali 
dad de quien conduce en estado de embriaguez, aunque lo 
haga cumpliendo todas las normas del trânsito y no ocasio 
ne ningûn daho. Por esto mismo se cualifica al respective 
tipo penal como "delito de peligro abstracto".
(37): Por los anos cincuenta, en un Dîa Mundial del Trânsito 
se intentô universalizar la conducciôn por la derecha. 
Antes de esa êpoca -en Argentina, p. ej.- se conducîa 
por la mano izquierda. Pues bien, ni el Reino Unido se 
plegô a esta norma de homogeneidad, ni lo hicieron tampo 
co numerosos paîses de Oriente -la India, por ejemplo- 
donde todavîa se conduce por la izquierda.
(38): Allan R. BREWER CARIAS, "El Urbanismo en Venezuela y la 
cuestiôn jurîdica constitucional", en Revista Espahola 
de Do. Administrativo (R.E.D.A.), Civitas, Madrid, n* 22, 
1979, pâg. 331.
CAPITULO III; NOCIONES GENERALES SOBRE LA ADMINISTRACION URBA- 
NISTICA (A.U.).
Sumario
1. La administraciôn de la ciudad en la historia.
2. Factores que influyen en la A.U.
2.1. La estatalizaciôn del Urbanismo.
2.2. La actividad urbanizadora de la administra- 
ciôn no urbanîstica.
2.3. Integraciôn en el Urbanismo de diverses Ad­
ministraciones .
3. Algunos modelos de estructura de la A.U.
3.1. La A.U. en Chile.
3.2. La A.U. en Francia.
3.3. La A.U. en Suiza.
3.4. La A.U. en Italia.
3.5. La A.U. en Espaha.
4. Concepto de la A.U.
4.1. Quê no es la A.U.
4.2. Quê es la A.U.
5. Caractères de la Administraciôn Urbanîstica.
5.1. Multipolaridad.
5.2. Objeto pluridisciplinario.
5.3. Estructura predominantemente funcional.
5.4. Principio de coordinaciôn.
5.5. Necesidad de la participaciôn ciudadana.
172
CAPITULO III; NOCIONES GENERALES SOBRE LA ADMINISTRACION UR- 
BANISTICA.
1. LA ADMINISTRACION DE LA CIUDAD EN LA HISTORIA,
Talvez sea posible imaginar -en teorîa- una actividad urba 
nîstica espontânea, desligada de un aparato administrative que 
la dirija y contrôle.
Sin embargo, esta idea -enarbolada como postulado del libe 
ralismo mâs délirante- nunca fue una realidad histôrica; y 
cuando llegô a instaurarse, como polîtica del "laissez faire" 
en el crecimiento de ciudades consolidadas, sôlo consiguiô de 
teriorarlas.
Por el contrario, desde los tiempos mâs remotos, la cons­
trucciôn de las ciudades ha estado firmemente ligada al poder 
y fuê su manera mâs concreta de expresarse. En el antiguo 
Egipto, el diseho, câlculo y ejecuciôn de los templos y pala 
cios-ciudadelas, estaba a cargo de la casta sacerdotal, direc 
tamente subordinada al Faraôn. Recordemos la rîgida discipli­
na impuesta en Babilonia, que podîa costar la vida a quien 
transgrediera las alineaciones (pâg. 12). Cuando Rômulo, con 
sus huestes de Alba, se establece en Roma, el primer acto de 
autoridad que ejecuta -luego de consulter a los augures- es 
de îndole urbanîstica; trazar los limites, la orientaciôn y 
el diseho de la nueva ciudad (pâgs. 18-20).
Recordemos, por ûltimo, las motivaciones de Nicolâs V al 
proyectar las grandes Basilicas de la Roma papal (pâgs.' 52-3).
Con todo, y a pesar de la estrecha relaciôn entre el gobier 
no y la administraciôn de la ciudad, el cuidado de êsta no se 
confundîa con el ejercicio del poder politico.
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"Ciudad y urbe (cité y ville, en francês) -nos 
dice Fustel de Coulanges- no eran palabras s£ 
nônimas entre los antiguos. La ciudad (polis, 
cite) era la asociaciôn religiosa y polîtica 
de las familias y de las tribus; la urbe (urbs, 
ville) era el lugar de reuniôn, el domicilie y, 
sobre todo, el santuario de esa asociaciôn" (1).
Tenemos aquî una clara distinciôn -a la vez, histôrica y 
sociolôgica- entre la organizaciôn de la ciudad -que compren 
dîa la de las familias, la de las fatrîas, la de las tribus 
y la propia de la ciudad (2)- y la sede o asentamiento fîsico 
de ella. La direcciôn de esa organizaciôn era de naturaleza 
polîtica (polis); el cuidado de su sede o asentamiento era de 
carâcter administrativo (urbs, urbanismo).
Los primeros vestigios de lo que hoy llamamos Administra­
ciôn Urbanîstica talvez puedan localizarse -ligados principal 
mente a la religiôn y a la defensa- en las antiguas ciudades- 
estado griegas (3), en las que la edificaciôn y mantenimiento 
de los santuarios y murallas asî como el cuidado de las calles, 
edificios y lugares pûblicos, quedaban a cargo de una especie 
de concejo municipal que contaba con una sede propia: el Bou- 
leuteriôn (ver pâg. 13 y fig. 21).
Sin embargo, lo interesante es averiguar que ocurriô con 
las prerrogativas urbanîsticas de estos concejos en los gran 
des estados impériales que sucedieron a las ciudades griegas.
Parece ser que el primer municipio autônomo fuê el munici 
pio romano, en la êpoca de la expansiôn del Imperio (4). Los 
munîcipes disponîan del derecho a elegir a sus magistrados; y 
êstos, a dictar normas de carâcter local. Entre ellos habîa 
dos que contaban con poderes de policîa edilicia: los duoviri 
aediles (5).
Esta autonomîa de los municipios -que posibilitô la super- 
vivencia de las grandes ciudades a la caîda del Imperio roma 
no- se hizo notoria en la Edad Media, sobre todo, a partir 
del S. XI.
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Henri PIRENNE nos recuerda que las expresiones oppida de 
los etruscos, latinos y galos; burgen, de los germanos; gorod, 
de los eslavos; bourough,de los sajones y kraals de los negros 
de Africa del Sur, significan "réfugie", "cercado". Lo caracte 
rîstico y esencial de la ciudad medieval era su muralla fort£ 
ficada, sin la cual no podîa resistir a los ataques exteriores. 
Ahora bien, una de las mâs importantes funciones de los Ayunta 
mientos era la de construir y mantener en buen estado las mura 
lias; y una de las primeras contribuciones que recibieron los 
burgos, fuê la destinada a este objetivo primordial (6).
En un comienzo, estas contribuciones eran voluntarias. Pero 
ya en el S. XII eran obligatorias y se destinaban tambiên a 
otras obras comunales, como la conservaciôn de las calles, de 
los caminos de acceso a la ciudad y de las fuentes de agua po 
table. Quien se resistîa a pagarlas podîa ser expulsado del 
burgo (7).
Esta edad dorada de la vida comunal y de la autonomîa mun_i 
cipal -que se extiende, en termines générales, hasta el S. XVI- 
comienza a decaer a medida que se consolidan los estados moder 
nos y a medida que sus gobiernos centrales se establecen con 
la corte y la burocracia (8), recogen las riendas del poder y 
concentran los recursos de todo orden en el engrandecimiento 
de las ciudades capitales.
Es el momento en que se inicia la formaciôn de las grandes 
Administraciones centralizadas orgânica y funcionalmente; fe­
nômeno que tambiên afecta a la administraciôn del urbanismo
(9). Es, tambiên, el comienzo de la sombrîa etapa de la migra 
ciôn, hacia las capitales, de la banca, de la industria y de 
la burguesîa, en busca de las ventajas del mercado y del ale- 
ro del poder. Comienza asî la larga agonîa de las ciudades que 
se conoce con el nombre de centralisme.
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2. yACTORES QUE INFLUYEN EN LA ADMINISTRACION URBANISTICA (A.U.)
Antes de explicar en quê consiste y cômo funciona la A.U. es 
ûtil verificar en quê campo y con quê elementos debe ella desem 
peharse.
Se ha dicho que "Una actividad tan vivaz como el urbanismo 
contemporâneo y tan exigente en sus directives y normaciones 
ha producido, por fuerza, un enorme impacto en el esquema adm£ 
nistrativo tradicional, de modo que en ella sigue estando... 
uno de los qampos de experiencia mâs dinâmicos en los temas 
centrales del Derecho organizativo y estructural de la Admini£ 
traciôn" (10).
Veamos, pues, quê elementos componen este campo de experi- 
mentaciôn.
2.1. La "estatalizaciôn" del Urbanismo.
Desde una êpoca cuyos inicios en Europa, pueden situar 
se al têrmino de la Segunda Guerra Mundial y en Amêrica corres 
ponde aproximadamente a los anos 60 y va ligada al desarrollo 
de la planificaciôn, se ha venido produciendo un complejo fe­
nômeno que ha terminado por quebrar la tradicional radicaciôn 
de las competencias urbanîsticas en los Municipios como repre 
sentantes genuinos y como administradores de los intereses lo­
cales .
Decimos que el fenômeno es complejo -aunque talvez po 
drîa hablarse, mâs propiamente, de un complejo de fenômenos- 
porque son mûltiples e inseparables los factores que 16 compo 
nen.
Por una parte, el contenido de las competencias ha va 
riado sustancialmente. No se trata ya de sehalar y controlar 
las alineaciones y al altura mâxima de los edificios, junto 
con aplicar simples medidas de policîa urbana. El urbanismo 
moderno exige no sôlo un planeamiento de la ciudad sino una
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gestiôn conducente a realizarlo, que excede -muchas veces- la 
precaria capacidad de los municipios. Por otra parte, el cre 
cimiento demogrâfico agudo ha desbordado -hasta soldar- las que 
antes eran ciudades aisladas y distantes, creando problemas de 
articulaciôn que deben ser resueltos en instancias superiores 
a los municipios involucrados, en niveles régionales o estata 
les. Las grandes obras pûblicas que el Estado construye a cO£ 
ta y beneficio de toda la naciôn, necesitan quedar articuladas 
y empalmadas con la estructura de las ciudades; y la planifica 
ciôn misma de êstas ha dejado de ser -por su complejidad y tra£ 
cendencia- qn problema local.
Este conjunto de circunstancias, no por obra de esque- 
mas teôricos sino por la fuerza de los hechos, ha conducido a 
lo que se ha dado en llamar la "estatalizaciôn"del urbanismo, 
su sometimiento a las directivas del Estado, o -en cualquier 
caso- a la de instancias superiores a los Municipios, sin per­
juicio de dejar a êstos incorporados a la actividad urbanîsti­
ca, de diverses maneras que luego veremos.
En Chile, esta estatalizaciôn se ha configurado median 
te el sometimiento de la planificaciôn en todos sus niveles al 
Présidente de la Repûblica (P. de la R.) quien debe aprobar los 
respectivos instrumentos, a travês del Ministerio de la Vivien 
da y Urbanismo, mediante Decreto Supremo.
En Espaha, esta "tensiôn bipolar" entre el Estado y los 
Municipios fuê resuelta en favor de aquêl por la L.S.; pero tam 
bien ha sufrido una escisiôn reciente con el proceso regional 
autonômico. Dice el art. 1* de la L.S. que su objeto es "la or 
denaciôn urbanîstica en todo el territorio nacional". Ÿ agrega 
el art. 5.1 que "...la actividad urbanîstica se desarrollarâ 
bajo la direcciôn del Ministerio de la ViviendaV, referenda 
que hoy debe entenderse hecha al Ministerio de Obras Pûblicas 
y Urbanismo (MOPU). Sin embargo, esta centralizaciôn directiva 
del urbanismo en manos del Estado, por obra del art. 148.1 de 
la C.E. y de los respectivos Estatutos autonômicos, se ha di£ 
persado, radicândose en las Comunidades Autonômas que han asu
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mido competencias exclusivas en materias urbanîsticas (11).
2.2. La actividad urbanizadora de la Administracidn no ur-
banlstica.
Otro fenômeno, que ha contribuido a reforzar la idea 
de una direccidn coordinada a nivel supramunicipal, es el ca- 
râcter polifacetico o pluridisciplinario del urbanisme, que 
hace dificil su encuadramiento sectorial.
Es cierto que siempre el sueno de les urbanistes es 
center cen un ministerie del urbanisme. Pere elle ne ebsta a 
que tedas las actividades y servicies especializades de la Ad 
ministracidn, tengan que adopter decisienes y emprender tareas 
de este carâcter. Asî ecurre -a mode de ejemplp- cen el empla 
zamiente, la relaciôn funcienal y la distribuciôn de les hos- 
pitales, las escuelas, las universidades, les cuarteles e in£ 
talacienes militeras, les cementeries, les edificies de les ju^ 
gades, les de cerrees, las redes y estacienes ferreviarias, les 
puertes, les aerepuertes e las carreteras; per mâs que estas 
ebras se encuentren baje la tuiciôn de ministeries e servicies 
perfectamente delimitades sectorialmente.
Esta diversidad de criteries, de intereses y de influen 
cias, actuande sobre un misme campe, necesita ser ceerdinada de 
alguna manera.
En el Reine Unide se ha ideade la fdrmula de "an ail- 
embracing Ministry", un Superministerie que pretende abarcar 
teda clase de funcienes relacienadas cen el medie ambiente: el 
Department ef Environment, que ha reunide -desde 1970- las fun 
cienes de les antiques Ministeries de Transportes, de Obras Pû 
blicas, y de Vivienda y Rêgimen Local.
En Espaha se han ideade des fôrmulas sucesivas, ten- 
dientes a resolver esta necesidad de ceerdinaciôn. Una, centem 
plada en la L.S. de 1956, fuê la del Censeje Nacienal de Urba­
nisme (art. 5), instituide ceme "ôrgane superior urbanîstice
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de carâcter consultivo, rector y resolutorio" (art. 198), e 
integrado por "représentantes de les Departamentos ministeria 
les a les que afecte esta Ley, de las Corporaciones Locales, 
de la Organizaciôn Sindical y de otras Corporaciones pûblicas", 
con el objetivo de "coordinar los planes y proyectos que formen 
los distintos ministeries en cuante se relacienen cen la activi 
dad urbanîstica" (art. 199). El fracase de tan buena intenciôn 
debe buscarse -entre etras razenes histôricas- en el quiebre 
que se pretendiô introducir, mediante una fôrmula sinediârquica 
caduca, al principle napeleônice de direcciôn menecrâtica que 
impera en la Administraciôn espanela (12).
La segunda fôrmula, que restituye a les ôrganes celegia 
des su carâcter consultive, viene dada per la Cemisiôn Central 
de Urbanisme (art. 210 L.S. de 1975) -y per las cerrespendientes 
Cemisienes Provinciales (art. 213)- que se cenCibe "encuadrada 
en el Ministerie de la Vivienda" y "es el ôrgane superior de 
carâcter consultive en materia de planeamiente y urbanisme", 
de parecida cempesiciôn al ôrgane describe anteriermente (art. 
210.3 L.S. actual).
2.3. Integraciôn en el urbanisme de diversas Administracienes.
El preblema de la A.U. se simplificaria enermemente si 
el fenômeno de la estatalizaciôn del urbanisme fuera cabal; en 
esta hipôtesis, tede se reduciria a un asunte de ceerdinaciôn 
interna de la Administraciôn central.
Pere asî ceme el traspase de competencies urbanîsticas, 
del Estade a las regienes autônemas, ne puede ser absolute -y 
tal cesa ne ecurre ni siquiera en les estades federales- tampo 
ce puede ser absolute la erradicaciôn de las competencies de 
les municipies.
Estâ en la naturaleza del precese urbanîstice -a cual 
quiera escale que se cenciba, incluse internacienal- que deba 
existir en la cime un ôrgane de direcciôn y ceerdinaciôn; pere, 
tambien, que la base de impulsiôn del planeamiente y sus motiva
179.
clones y que el punto de retorno hacia la ejecuciôn y control 
de los planes elaborados, se sitûe en los municipios.
Si los ôrganos supramunicipales -sean ellos estatales, 
régionales o provinciales- poseen la visiôn de conjunto de los 
problèmes locales y una racionalidad integradora -presuntiva, 
al menos- para distribuer los recursos a tono con los requer^ 
mientos y aptitudes de los territories y peblacienes cemunales, 
les municipies -en cambie- tienen la ventaje de cenecer a fonde 
sus prepies problèmes que viven cada dîa, les factores y necesi 
dades de su desarrelle y les recursos y metivacienes locales 
que le harân pesible; sientiéndese, ademâs, les primeres respen 
sables de les destines cemunales puestes a su cuidade, de los 
que la fisonomie urbana es la expresiôn mâs visible.
De allî que la A.U. deba encarar el heche de que el fe 
nômene urbanîstice es un punto de encuentre -ne s61e de distin 
tas ramas secteriales de una misma administraciôn- sine de di­
versas administracienes cuyes ôrganes estân adscrites a lîneas 
jerârquicas diferentes.
De allî, tambien, que un modèle de A.U. ne tenga que 
mirar tante al range e grade jerârquice -a veces, incemparable- 
de les ôrganes que relaciena, sine a su ceerdinaciôn territorial 
y funcienal, que implica determinar la mayor ideneidad relativa 
entre ôrganes concurrentes, para la adepciôn de decisienes espe 
cîficas e para el ejercicie de una cierta funciôn; déterminai 
ciôn que ne cenlleva, necesariamente, una suberdinaciôn jerâr 
quica (13).
De allî, per ûltime, que el urbanisme sea -ceme apunta 
GARCIA DE ENTERRIA- "el campe mâs caracterîstice de... esta 
têcnica de les pederes cempartides, de las competencias cencu 
rrentes", que de acuerde a este auter, se ha articulade -en el 
dereche espahel- conforme a las siguientes lîneas directrices:
A.- Distinciôn dialêctica entre erdenaciôn urbanîstica 
y gestiôn urbanîstica; en que el Estade -e la Cemunidad Autô
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noma- se réserva la elaboraciôn exclusiva o la aprobaciôn de 
finitiva y compartida de los planes, segûn su jerarquîa ins­
trumental; dejando -en lîneas générales- el piano aplicativo 
de la gestiôn, entregado a los Municipios (14).
Tambien se ahade aquî una distinciôn dialêctica 
entre decisiones discrecionales y regladas, que se correspon 
de en gran medida con la anterior; toda vez que la definiciôn 
y adopciôn de determinado modelo de ordenaciôn es discrecional; 
en tanto que la aplicaciôn o gestiôn de los instrumentos reali 
zadores de aquêlla viene a constituer una serie de actos régla 
dos por el diseno y las normas propias de la ordenaciôn misma.
B.- El carâcter compartido de la têcnica de competencias 
concurrentes (Planes de âmbito municipal), no obsta a que, en 
niveles que exceden ese âmbito, "la competencia se hace sôlo 
superior, o provincial (art. 30.2 y 40.1.b) L.S.) o estatal
-o, en su caso, regional- sin perjuicio de un derecho de audien
cia a los entes locales afectados".
Si se tiene présente que los distintos niveles 
territoriales de planeamientos obedecen a un esquema jerârqui^ 
co vinculante, en que los de menor categorîa deben respetar 
las determinaciones de los de rango superior (15), esta situa 
ciôn proporciona al Estado -o al respective ente autonômico re 
gional- un poderoso instrumente de direcciôn del planeamiente 
global y de intervenciôn orientadora de la ordenaciôn de nive 
les inferiores.
C.- Por ûltimo, y aûn en el âmbito de las compe.tencias
exclusivas de los Municipios -constituidos por la gestiôn, la
aplicaciôn reglada de los instrumentos de ordenaciôn y, por en 
de, el control de su observancia- la L.S. reformada en 1975 in 
troduce "una enêrgica tutela de legalidad en favor del Estado", 
que actualmente es materia de transferencia a las Comunidades 
Autônomas. Esta tutela se ejerce a travês del llamado recurso 
de alzada impropio (art. 237 L.S.); mediante la facultad de 
suspensiôn, por parte de la Administraciôn del Estado, de los
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acuerdos urbanîsticos infraccionales de los municipios, sin 
perjuicio de la decision final de la jurisdiccidn contencioso- 
administrativa (arts. 224.1 y 186 L.S.); y a travês de la têcni 
ca de la tutela sustitutoria (16).
De esta manera -concluye el autor citado- "se hace 
visible el cuidado del legislador de evitar que la autonomîa 
local, aun reducida a la aplicaciôn reglada de las normas, pue 
da amparar, por su independencia respecto del Estado, infrac- 
ciones substantivas del ordenamiento urbanîstice y de nuevo apa 
rece investido el Estado... de la responsabilidad ûltima de la 
polîtica urbanîstica en todo el territorio nacional, evitando 
que se fragmente en tantos criterios como Municipios (existan)" 
(17) .
3. ALGUNOS MODELOS DE ESTRUCTURA DE ADMINISTRACIONES URBANISTICAS.
Hemos escogido para exponer, a continuaciôn, algunos modelos 
de organizaciôn de Administracienes Urbanîsticas que correspon- 
den a las estructuras tîpicas del estado unitario y del arquet_i 
po federal, con la agregaciôn de una variante de aquêl que se 
ha abierto camino, con creciente vigor, en Europa: el estado re 
gional.
Entre los primeres, mencionaremos la situaciôn de Chile y de 
Francia, estados firmemente centralizados pese a todos los in­
tentes de descentralizaciôn. Entre los segundos, examinaremos 
el esquema de A.U. de la Confederaciôn Helvêtica. Y, entre los 
ûltimos, haremos una breve descripciôn de la A.U. de Italia y 
de Espaha.
3.1. Esquema de la A.U. en Chile.
Pese a ser, Chile, un estado unitario, marcado por el 
centralisme, cuya capital concentra el 40% de la poblaciôn de 
su extenso territorio, el Municipio habîa tenido, hasta 1973, 
una vigorosa fisonomîa histôrica como entidad autônoma con per 
sonalidad jurîdica, autoridades independientes, patrimonio y 
responsabilidad propios.
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Esta trayectoria sufre un quiebre, en dos sentidos con 
trarios, con el advenimiento de la Junta Militar de Gobierno.
Por una parte, se refuerza la importancia del Municipio, como 
ôrgano gestor de los intereses locales; se le transfieren re­
cursos que llegan a triplicar sus ingresos ordinarios; se re­
fuerza su estructura têcnica; y se le restituye -con el respec 
tivo presupuesto- el ârea de la educaciôn gratuita, proyectân 
dose hacerlo, tambien, con la salubridad y el déporté.
Por otra parte, pese a mantenerse su autonomîa jurîd^ 
ca, se les adscribe a la estructura del poder central, de va­
rias maneras: se disuelven los cuerpos edilicios; los alcaldes 
-que pasan a regirlos como autoridades unipersonales- son desig 
nados y removidos por el Présidente de la Repûblica (P. de la R.) 
y,son de su exclusiva confianza; y, en el tema del Urbanisme, 
quedan integrados en un sistema de coordinaciôn que, en defin^ 
tiva se resuelve en su subordinaciôn a la Administraciôn Cen­
tral .
En lo orgânico, êsta se estructura en una lînea vertical 
que comienza en el P. de la R., se residencia operativamente en 
el Ministerie de la Vivienda y Urbanisme (MINVU) -creado en 1966, 
restândole ôrganos y atribuciones al Ministerie de Obras Pûbli­
cas (MOP)- y desciende en una ramificaciôn que cubre las trece 
regienes en que se divide el paîs, mediante ôrganos desconcentra 
dos que se denominan Secretarîas Régionales Ministeriales de V^ 
vienda y Urbanisme, que abarcan las provincias y comunas (terr^ 
tories de cada Municipio) en que se divide cada regiôn -goberna 
da por un représentante del P. de la R.; el Intendente regional. 
La coordinaciôn urbanîstica de la Administraciôn central con los 
Municipios se produce a travês de las respectivas Direcciones de 
Obras Municipales.
En lo funcienal, cabe distinguir las fases de planifica 
ciôn, de ejecuciôn y de control, que se encuentran reguladas por 
la Ley General de Urbanisme y Construcciones (LGUC, O.S. 458-MIN 
VU, 1976), su Ordenanza General, la Ley Orgânica (L.O.) del MIN 
VU (Décrété Ley 1.305-1976), y la Ley Orgânica de las Municipa- 
lidades (Décrété Ley 1.289-1976).
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Existen cuatro niveles de planificaciôn: nacional, regio 
nal, intercomunal y comunal.
La Planificacidn Nacional del desarrollo urbano compete al 
MINVU (arts. 28 y 29 LGUC); pero, en realidad, êste formula la 
POLITICA NACIONAL HABITACIONAL Y URBANISTICA (art. 8& L.O. MINVU).
El Plan Regional de Desarrollo Urbano se formula por las 
Secretarîas Régionales del MINVU, de acuerdo con las polîticas 
régionales de desarrollo econômico (art. 32 LGUC).
El Plan Intercomunal es un instrumente -constituido por 
un conjunto de normas y acciones- destinado a orientar y regular 
el desarrollo fîsico de los territories de comunas contiguas que 
se integran en una unidad urbana. Lo confecciona la respectiva 
Secretarîa Regional del MINVU "con consulta a las Munieipalida 
des cerrespendientes e Instituciones fiscales que se estime ne 
cesario" (arts. 34 y 36 LGUC).
El Plan Regulador Comunal se refiere "al uso del suelo 
o zonificaciôn, localizaciôn de equipamiento comunitario, esta 
cionamientos, jerarquizaciôn de la estructura vial, fijaciôn 
de limites urbanos, densidades y determinaciôn de prioridades 
en la urbanizaciôn de terrenes para la expansion de la ciudad, 
en funciôn de la factibilidad de ampliar o dotar de redes san^ 
tarias y energéticas, y demâs aspectos urbanîsticos". Este Plan 
lo confecciona la Municipalidad respectiva (arts. 41 y 43 LGUC).
Sin embargo, no obstante la gestaciôn de todos estes 
planes en los diverses niveles orgânicos descritos, su aproba 
ciôn final estâ radicada en el P. de la R.; y mantienen una su 
bordinaciôn jerârquica en que el de menor extensiôn debe conte 
ner y seguir las determinaciones del de mayor âmbito territorial.
Por lo que toca a la ejecuciôn, habrîa que distinguir 
entre lo que se ha dado en llamar el macrourbanismo -las gran 
des obras de infraestructura; redes viales, puentes, acueductos, 
redes sanitarias, etc.- que estâ principalmente a cargo del Mi-
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nisterio de Obras Pûblicas; y el microurbanismo, entregado a la 
iniciativa particular, a los Municipios -que disponen de potes 
tades expropiatorias y de gestiôn- y, en el ârea de las vivien 
das de interës social, cuenta con la poderosa red de los Servi 
cios de Vivienda y Urbanizaciôn (SERVIU), uno en cada regiôn, 
que -dentro del sistema de la administraciôn autônoma: persona 
lidad jurîdica y patrimonio propios- y bajo la tutela del MINVU, 
se dedican a la urbanizaciôn, saneamiento y edificaciones de 
este tipo.
Los Municipios, en este cuadro, conservan la iniciativa 
-pero no la determinaciôn- de la planificaciôn urbana, el dere 
cho de audiencia en la planificaciôn intercomunal que les afec 
te, potestad ejecutora del planeamiento comunal y potestad de 
control preventivo y represivo en la aplicaciôn de este instru 
mento (17-A).
3.2. Sîntesis de la A.U. en Francia.
La organizaciôn urbanîstica y sus funciones se rigen 
actualmente por el Côdigo del Urbanismo, aprobado el 8-XI-1973.
El territorio del paîs estâ dividido en municipios, de 
partamentos y -a partir de la ley n* 82/243 de marzo de 1982- 
en regiones a las que se les reconoce el carâcter de entidades 
locales autônomas que se administran libremente por Concejos 
èlegidos de acuerdo al sistema representative y que estân do- 
tados de poderes ejecutivos, aunque carecen de legislature y 
de tribunales propios (18) .
Sehala SAVY que, en Francia, hasta la Segunda Guerra 
Mundial el urbanismo era un asunto local. La ley confiaba esa 
responsabilidad a las comunas, bajo la autoridad de tutela ha 
bitual. Por consiguiente, "en ausencia de polîtica de urbanis 
mo, no existîa Administraciôn del urbanismo".
Agrega que sôlo en 1944, para poder realizar la ambi 
ciosa polîtica de reconstrucciôn impuesta por las circunstan-
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cias, se créa el Ministerie de la Reconstrucciôn y del Urbanis 
mo (19).
En 1958 el ôrgano bâsico en esta materia se llama Mi- 
nisterio de la Construcciôn. Y, en 1963, se sépara de la Direc 
ciôn de 1'Aménagement du Territoire, una "Direcciôn de l'Amêna 
gement Foncier et de l'Urbanisme", afirmando su especificidad 
al instalarse en el seno de dicho ministerie. Sin embargo, el 
mismo aho, se créa la "Délégation à 1'aménagement du territoi 
re et à l'action régionale" bajo la directa dependencia del 
Primer Ministre.
En este esquema, por la parte estatal, la referida "Dé 
légation" ténia a su cargo la coordinaciôn de las administra- 
ciones secteriales con miras al acondicionamiento del territo 
rio; y al Ministerie de la Construcciôn correspondîa ejecutar 
la polîtica del gobierno en materia de ordenaciôn, urbanismo y 
viviendas.
En 1968, las competencias urbanîsticas del Ministerie 
de la Construcciôn y las del de Trabajos Pûblicos son asumidas 
por el Ministerie de "l'Equipement et du Logement". Asesoran 
al Ministerie la Comisiôn Nacional de Planes de Urbanismo y la 
Comisiôn Departamental de Urbanismo.
En 1978 se créa el Ministerie "de 1 'Environement et du 
Cadre de Vie". Con todo, segûn SAVY, el marco estatal de la ad 
ministraciôn del urbanismo estâ dominado en Francia por los 
Servicies de Equipamiento y por el poderoso Cuerpo de Ingénié 
ros.
En el nivel local, los municipios y sus mûltiples aso 
ciaciones tienen iniciativa en la elaboraciôn de los llamados 
planes de detalle y en la ejecuciôn y control del urbanismo 
dentro de su territorio.
Es necesario adelantar que los planes urbanîsticos fran 
ceses eran, antes de 1967, bâsicamente: el plan director -con
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zonificaciôn general, vialidad, emplazamiento de servicios pû­
blicos, infraestructuras de agua y otros servicios, normas ur­
banîsticas y constructivas y,a veces, sectores para ser desarro 
llados en plan de detalle- y los de esta categorîa, que desarro 
llan las determinaciones de aquêllos, en una parte del territo­
rio (20) .
La ley "d'orientation foncière", de 30-XII-1967 y las 
que la han desarrollado despuês, contemplan la nueva figura del 
"schéma directeur d'aménagement et d'urbanisme", que son el mar 
co previo de’ otro instrumento: los planes "d'occupation de sols", 
y coordinan la planificaciôn urbanîstica con la econômica (21).
Es importante anotar que la formulaciôn y redacciôn del 
esquema director no quedan atribuidas exclusivamente al Estado, 
como ocurrîa en 1958 con los planes directores.
El nuevo régimen urbanîstico entrega a los entes locales 
una activa participaciôn en esta etapa, que ARGULLOL caracteriza 
como "una fôrmula concertada", un "poder de codecisiôn junto con 
la Administraciôn del Estado".
Esta fôrmula se manifiesta en très modalidades;
- el trâmite obligatorio de deliberaciôn por los entes 
locales acerca del proyecto de plan, antes de elevarse al ôrga 
no estatal compétente para aprobarlo;
- la creaciôn de una comisiôn encargada de formuler el 
planeamiento, constituida por représentantes de la Administra­
ciôn central y de los Municipios concernidos; y
- la creaciôn de los "establecimientos pûblicos de es- 
tudios e investigaciones", a cargo de la redacciôn de proyectos 
de planeamiento, en cuyos consejos de Administraciôn estân re- 
presentados los municipios, sus asociaciones y los Departamentos 
correspondientes de la Administraciôn central.
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Los requisitos de aprobaciôn del esquema director -en 
que antes imperaba la discrecionalidad mâs absoluta- dependen 
de si se ha suscitado, o no, oposiciôn al proyecto, y al grado 
de êsta.
El art. R. 122.14 del Côdigo del Urbanismo establece 
que, si ha habido oposiciôn -en la fase de formulaciôn- sea 
por una cuarta parte, al menos, de los municipios afectados, 
sea por ayuntamientos que contengan, al menos, una cuarta par 
te de la poblaciôn afectada, la aprobaciôn requiere "décret 
en Conseil d'Etat", a propuesta del ministre compétente en ma 
teria de urbanismo y de los de Equipamiento, del Interior y 
de Transportes. En caso contrario, basta el simple Decreto 
del ministerio compétente.
La mencionada ley 82/243 de 1982, que régula los dere 
chos y libertades de los municipios, departamentos y regiones 
-que ha sido desarrollada por la ley 83-8 de 1983 relativa al 
reparto de competencias entre los municipios, departamentos y 
regiones, y el Estado (22)- no constituye un salto cualitativo 
hacia la forma de organizaciôn autônoma del estado regional que 
luego veremos; pero importa una voluntad de desconcentrar el 
lento y todavîa rîgido mecanismo centralista de origen napo- 
leônico, suprimiendo el régimen de tutela respecto de los mu­
nicipios, sustituyendo -en éstos y en los departamentos y re 
giones- a los prefectos y delegados del poder central por au 
toridades propias; y, en fin, por lo que toca a nuestro tema, 
entregândoles una amplia tuiciôn en el acondicionamiento del 
territorio, la preservaciôn del ambiente y de los recursos na 
turales (23).
3.3. La A.U. en Suiza.
La mâs que secular Constituciôn de la Confederaciôn 
Helvêtica (29-V-1874), sufriô en 1969 el ahadido de dos dispo 
siciones aprobadas por referendum popular; los arts. 22-ter y 
22-quater.
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El primero -curiosamente, tratândose de Suiza- garan 
tiza la propiedad; pero lo hace porque consagra "por via le 
gislativa y por motivos de interës pûblico, la expropiaciôn 
y el establecimiento de limitaciones de la propiedad"; a la 
vez que asegura su justa indemnizaciôn.
El segundo reza textualmente:
"Art. 22 quater
1. La Confederaciôn establecerâ mediante ley, 
principles aplicables a los planes de ordena­
ciôn que los Cantones deberân formular con ob 
jeto de garantizar una utilizaciôn racional 
del suelo y una ocupaciôn adecuada del terri­
torio.
2. La Confederaciôn alentarâ y coordinarâ 
los esfuerzos de los Cantones y colaborarâ 
con êstos.
3. Tendrâ en cuenta, en el cumplimiento de 
su tarea, las necesidades de la ordenaciôn na 
cional, regional y local del territorio" (241*.
Se encuentra asî, elevada al rango constitucional, la 
distribuciôn de competencias en materia de ordenaciôn del terr^ 
torio y las lîneas operativas de una Administraciôn urbanîstica 
que debe atender las necesidades de nivel local (municipios), 
regional (cantones o estados federados) y nacional (Confedera 
ciôn).
En 1974 se desarrolla el precepto constitucional, me­
diante la Ley Federal de 4 de octubre, sobre planeamiento fî­
sico del territorio.
En resumen, la estructura de la A.U. y el grado de in 
tervenciôn de los distintos niveles de autoridad, son los si­
guientes ;
A.- A la Confederaciôn sôlo le queda atribuida la fa­
cultad de establecer PRINCIPIOS a los que deben someterse los 
planes; no tiene autoridad para confeccionar planes concretos, 
ni siquiera a escala nacional. La ley le atribuye, en cambio.
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la funciôn de coordinar la planificaciôn regional -de acuerdo 
con la Constituciôn- a fin de integrarla de manera "racional" 
con vistas a "una ocupaciôn adecuada del territorio". Estas 
competencias deberâ ejercerlas por ley.
B.- Corresponde a los Cantones la formulaciôn y apro­
baciôn de la planificaciôn en el territorio de su respectiva 
regiôn.
Les corresponde, tambien, la elaboraciôn de los 
diversos instrumentos de planeamiento y la dictaciôn de leyes 
cantonales reguladoras del planeamiento director general.
Les corresponde planear, ejecutar y controlar las 
obras de infraestructura urbanîstica a nivel régional.
Y tienen facultad para dictar leyes cantonales ex 
propiatorias y limitadoras del derecho de propiedad por moti­
vos de interës pûblico.
C.- Corresponde a los Municipios con sujeciôn a los pla 
nés y normas cantonales, elaborar disposiciones, planes de deta 
lie y ordenanzas locales en materia urbanîstica.
Les corresponde, tambien, la ejecuciôn de los pla 
nés y el control de su cumplimiento dentro de sus respectives 
territories.
D.- Para las labores de coordinaciôn y colaboraciôn, 
que a la Federaciôn corresponden, êsta ha creado el cargo de 
Delegado del Consejo Federal para la Ordenaciôn del Territorio; 
el que estâ asesorado por una Comisiôn Consultiva para la coor 
dinaciôn entre la Confederaciôn y los cantones y por la Confe- 
rencia de Directores de los Servicios Federales que tengan in- 
cidencia en la ordenaciôn del territorio (24-A).
Se advierte, en este cuadro, el marcado protagonismo 
de los estados federados, o Cantones, que deja al poder central
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de la Federaciôn una mera funciôn colaboradora y coordinadora, 
sin perjuicio de su facultad de establecer -dentro de ese mar 
co- principios generates.
Se hace asî realidad el postulado bâsico del estado 
federal, segûn el cual los estados federados mantienen todas 
las prerrogativas soberanas que no hayan delegado al poder 
central (art. 3^ - Const. Federal de Suiza).
3.4. La A.U. en Italia.
El estado italiano, de estructura unitaria, pero com- 
puesto por un variado mosaico de pueblos, dialectos, costumbres 
y tradiciones culturales, sufriô la fuerte compresiôn del cen 
tralismo y la uniformidad bajo el rêgimen autoritario del die 
tador Benito Mussolini.
Talvez debido a ello, la Constituciôn democrâtica apro 
bada el 22-XII-1947, recogerâ el împetu reivindicativo de la 
diversidad regional y dirâ, en su art. 5*;
"La Repûblica, una e indivisible, reconoce y 
• promoverâ las autonomîas locales, efectuarâ en 
los servicios que dependanidel Estado la mâs 
amplia descentralizaciôn administrativa y adap 
tarâ los principios y mêtodos de su legislacion 
a las exigencias de la autonomîa y de la descen 
tralizaciôn" (25).
Se inicia asî la original experiencia de los estados re 
gionales; la que, en similares circunstancias, serîa adoptada 
por Espaha très dêcadas despuês.
El Tîtulo V de la Constituciôn se ocupa de las Regiones, 
Provincias y Municipios; y el art. 117 establece que la Regiôn 
dictarâ normas legislativas para determinadas materias -entre 
las que figuran el URBANISMO, vialidad, acueductos y obras pû 
blicas de interës regional, asistencia sanitaria y têrminos 
municipales- "dentro de los limites de los principios fundamen 
taies establecidos por las leyes del Estado, con tal que las
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normas mismas no se opongan al interës nacional ni al de otras 
Regiones".
La A.U. encuentra su base en el art. 118 que atribuye 
"a las Regiones las funciones administratives relatives a las 
materias enumeradas en el articule anterior, salvo las de in­
terës exclusivamente local, que podrân ser atribuidas por las 
leyes de la Repûblica a las Provincias, a los Municipios o a 
otros entes locales".
Sin 'entrer en las diferencias existantes entre las re 
giones con autonomie comûn (quince) y aquëllas con estatuto e£ 
pecial (cinco), ya que en materia urbanîstica sus estatutos 
atribuyen a todas competencia en materia urbanîstica, vale la 
pena sehalar que el proceso autonômico sôlo quedô instituciona 
lizado por la ley 281 de 1970; y que la primera transferencia 
de funciones urbanîsticas a las regiones de estatuto comûn, 
fue hecha por Decreto N* 9 de 15 de enero de 1972, Ahora bien, 
en el interval© habîa variado el alcance del concepto "urba 
nismo"; de tal manera que este Decreto comprende tambien el 
traspaso de las funciones concernientes a los "planes territo 
riales paisajistas".
Del contexto de las normas precitadas y del Decreto 
delegado N* 616 de 14 de julio de 1977, que regulô la segunda 
fase de traspasos de competencias, dejando al Estado funciones 
residuales, puede extraerse el esquema siguiente;
A.- El Urbanismo comprende "la disciplina del uso del 
territorio, que abarca todos los aspectos cognoscitivos, nor- 
mativos y de gestiôn referidos a las operaciones de salvaguar 
dia y transformaciôn del suelo, asî como la protecciôn del am 
biente" y del paisaje (26).
B.- El Estado ha realizado el virtual traspaso a las 
Regiones de sus potestades urbanîsticas, quedândole reservadas 
solamente, a travês de la dictaciôn de leyes, el establecimien 
to de principios fundamentales de ordenaciôn urbanîstica o, por
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via negativa, la delimitaciôn del contorno del interës nacional 
(art. 117 - Constit.).
Corresponden al Estado las funciones de direcciôn 
y de coordinaciôn de las actividades administratives régionales 
(art. 17 -Ley 281-1970) "a fin de asegurar la unitariedad y 
coordinaciôn de la actividad de planificaciôn urbanîstica en 
los varios niveles territoriales" y "con particular referenda 
a la articulaciôn territorial de las intervenciones estatales 
o de relevancia nacional..." (Decreto de transferencia de 1977).
C.- La Regiôn es la sede natural de la ordenaciôn del 
territorio. Por ello se le hai traspasado todas las funciones 
de elaboraciôn y aprobaciôn de la variada tipologîa de planes; 
intermunicipales, reguladores générales, especiales, parciales 
y de los programas de fabricaciôn; asî como los programas de 
intervenciôn fîsica en el territorio.
Se ha dicho que "La polîtica del territorio es, ba 
jo un determinado perfil, la sîntesis de la aptitud polîtica o 
de gobierno de la Regiôn". De allî que ella "se convierte en 
el punto de cruce en el que se encuentran las exigencias de 
coordinaciôn horizontal por sectores y las de coordinaciôn ver 
tical por zonas y comunidades" (27).
D.- A los Municipios y provincias quedan reservadas 
las funciones urbanîsticas "de interës meramente local" (art.
118 - Constit.). Estas funciones se refieren, en el caso de 
los Municipios, a la ejeciciôn y control de los planes, a la 
dictaciôn de ordenanzas para darles cumplimiento y al ejerc^ 
cio de atribuciones que les sean delegadas por la Regiôn o la 
Provincia.
En el supuesto de localizaciôn de plantas de ener 
gîa (la ley 880 de 18-XII-73 régula las centrales têrmicas); 
y, particularmente, en el emplazamiento de centrales nucleares 
(Ley 393 de 2-VIII-1975), se prevë -junto con la planificaciôn 
de todo el sector- el acuerdo entre Estado y Regiôn y la con- 
certaciôn entre ésta y los municipios.
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Igual concertaciôn es necesaria tratândose de la 
localizaciôn de obras pûblicas de interës nacional si ellas 
no estân previstas o se apartan de la planificaciôn correspon 
diente.
3.5. La A.U. en Espaha (28).
Podemos dividir la evoluciôn de la A.U. espahola en 
très etapas caracterizadas tanto por el grado de desarrollo 
del D.U. espahol como por el cambio del protagonista princi­
pal que en cada una de ellas se advierte.
La primera etapa comprende desde los inicios del D.U., 
a mediados del pasado siglo, hasta la Ley del Suelo de 12-V- 
1956 y en ella el protagonismo corresponde a los Municipios.
La segunda,podria caracterizarse como la de estatal^ 
zaciôn del urbanismo, en que êste adquiere el carâcter inequ^ 
voco de una funciôn pûblica y se articula todo el aparato ad­
ministrative para afrontar una tarea cuyo mayor peso asume el 
Estado, dejando a los Municipios sôlo competencias residuales. 
Esta etapa comprende dos fases que estân marcadas por la dicta 
ciôn de la L.S. de 1956 y por su reforma de 2-V-1975; y se ex 
tiende hasta la entrada en vigencia de la nueva Constituciôn 
Polîtica de 1978 (B.O.E. N& 311-1 de 29-XII-1978).
En la tercera etapa, en actual curso, el Urbanismo en 
cuentra un sôlido aposento en la propia Constituciôn y el pro 
tagonismo del Estado se traslada a las Comunidades Autônomas 
que emergen como organismos territoriales caracterizados del 
nuevo Estado regional o Estado de las autonomîas.
Primera etapa.- Originaria y tradicionalmente el blo­
que de las competencias urbanîsticas aparece atribuîdo a los 
Municipios, pues toda la legislaciôn decimonônica configura 
los servicios de urbanizaciôn como una atribuciôn municipal, 
aunque -por la propia ideologîa de la ëpoca- se sobreentiende 
que el peso especîfico de la gestiôn urbanîstica corresponde
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a los propietarios del suelo. De allî que la legislaciôn de 
Ensanche (leyes de 1864, 1870 y 1898) reconozca a los Ayunta 
mientos una incipiente funciôn directiva y de control del pro 
ceso urbanîstico; pero que, al propio tiempo, instaure una Ad 
ministraciôn sui generis, de naturaleza participativa, de los 
exclusivos intereses patrimoniales, a travês de las Comisiones 
o Juntas de Ensanche, compuestas por Concejales y Propietarios 
del Ensanche, con funciones administrativas de gestiôn y con 
presupuesto propio e independiente del Municipio.
Con .ocasiôn del Estatuto Municipal de 1924 surge el 
primer planteamiento de una intervenciôn del Estado en la ge£ 
tiôn y planificaciôn del urbanismo, motivada exclusivamente 
por razones de orden higiênico y de saneamiento. Se créa la 
Comisiôn Central y unas Comisiones Provinciales de Sanidad en 
cargadas de tutelar el cumplimiento de las prescripciones sa­
nitarias de los incipientes planes de urbanismo y de las actua 
ciones urbanîsticas. Esta fiscalizaciôn de carâcter tutelar se 
mantendrâ casi invariable hasta la Ley de Régimen Local de 1955 
y, prâcticamente, hasta la Ley del Suelo de 1956.
Segunda etapa.- Con la Ley del Suelo de 1956 surge pro 
piamente un nuevo modelo de Administraciôn Urbanîstica espaho­
la que se articula en un nivel directive y ejecutivo, un nivel 
fiscalizador, un nivel de gestiôn "ad hoc" y un nivel partici­
pative.
Como principio general se sienta que "la competencia ur 
banîstica de los Ayuntamientos comprenderâ todas las facultades 
que siendo de îndole local no hubiesen sido expresamente atri­
buidas por la présente ley a otros organismos" (art. 214). De 
aquî se deducîan dos corolarios para atribuir al Ayuntamiento 
la competencia genuina y residual en materia urbanîstica: natu 
raleza local de la competencia, lo cual daba a entender que 
existîan competencias urbanîsticas por naturaleza no locales; 
y, ademâs, que siendo de naturaleza local no hubiesen sido atri 
buidas por la Ley a otros Organismos.
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Bajo este principio informador era prévisible, por lo 
tanto, invasiones estatales o de otra naturaleza en la actua- 
ci6n municipal urbanîstica. Efectivamente, la Ley de 1956 so- 
brepone a la organizaciôn municipal, una estructuraciôn esta­
tal de naturaleza eminentemente colegial -el Consejo Nacional 
de Urbanismo y las Comisiones Provinciales de Urbanismo para 
cada Provincia- con funciones de asesoramiento, impulso y , e£ 
pecialmente, de fiscalizaciôn y de tutela de la actuaciôn pla 
nificadora y gestora municipal. Precisamente en torno a esta 
funciôn de fiscalizaciôn relacionada con los Planes de Urba—  
nismo y^  en qspecial, con el preceptivo acto de aprobaciôn défi 
nitiva, se ha detectado el significado ûltimo de esta organiza 
ciôn estatal de tipo colegial.
Al princcipio, se entendiô que se trataba de un conce£ 
to que, simplemente, prolongaba la clâsica funciôn de tutela 
que el rêgimen continental habîa mantenido sobre el mundo lo­
cal, pese a la proclamaciôn del principio de autonomîa. Sin em 
bargo, la evoluciôn doctrinal y jurisprudencial han ido acredi 
tando que dicha intervenciôn no es propiamente de tutela, sino 
de codecisiôn o codeterminaciôn de las funciones estatales en 
las funciones locales urbanîsticas. En efecto, el Municipio 
configura, a travês del Plan, un autêntico modelo territorial 
del têrmino municipal; pero es évidente que por encima de los 
intereses locales existen unos intereses nacionales, anâloga- 
mente dignos de protecciôn, en la configuraciôn de los têrmi­
nos municipales; y que, por lo tanto, debe admitirse una par­
ticipaciôn de los ôrganos estatales en el urbanismo.
El sistema de la Ley del Suelo de 1956 se complementa 
ba con la previsiôn de una Administraciôn de participaciôn 
-Asociaciones de Propietarios- en la fiscalizaciôn de la acciôn 
urbanizadora municipal; y, eventualmente, con la posibilidad de 
crear unos ôrganos especîficos "ad hoc", las llamadas Gerencias 
Urbanîsticas, como una administraciôn municipal especializada 
para el ejercicio de estas competencias del Ayuntamiento.
Este esquema de 1956 -en la segunda fase de esta etapa- 
se viô profundamente alterado en 1957 con la creaciôn del Minis
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terio de la Vivienda en torno al cual surgen unos ôrganos eje 
cutivos a nivel nacional -Directores Générales de Arquitectu 
ra, urbanismo y de la Vivienda- que absorben las competencias 
del Consejo Nacional y de las Comisiones Provinciales de Urba 
nismo, reduciendo a êstos a simples ôrganos de consulta. Con 
ello se produce una fuerte centralizaciôn y ampliaciôn de los 
cometidos estatales en materia urbanîstica en detrimento de 
las competencias locales. Incluse, a nivel Estado, se consti­
tuye una Gerencia Nacional de Urbanismo -posteriormente deno 
minada Institute Nacional de Urbanizaciôn- a imitaciôn de las 
Gerencias Municipales. Con la transiciôn, desaparece el Mini£ 
terio de la Vivienda y sus servicios urbanîsticos quedan ads- 
critos al Ministerio de Obras Pûblicas y Urbanismo.
Tercera etapa.- Con la aprobaciôn de la Constituciôn 
de 1978 y la configuraciôn en ella de un Estado regional es- 
tructurado sobre la base de las Comunidades Autônomas, el E£ 
tado transfiere sus competencias urbanîsticas a êstas; y, prâc 
ticamente, se regionalizan las competencias supramunicipales 
de îndole urbanîstica, sin alterar ni replantear su intrînseca 
naturaleza.
De esta suerte, las Comunidades Autônomas en sus respec 
tivos niveles territoriales, llevan a cabo las funciones ante- 
riormente atribuidas al Estado en el orden nacional (29) ; sin 
perjuicio de las prerrogativas indelegables que el Estado man- 
tiene y debe mantener como expresiôn orgânica, como rector y 
como responsable de "la indisoluble unidad de la Naciôn espaho 
la (y de su territorio), patria comûn e indivisible de todos 
los espaholes" y de la solidaridad y coordinaciôn que debe 
existir entre los pueblos y regiones que la integran. Estas 
prerrogativas se manifiestan, principalmente, en las competen 
cias exclusivas que la C.E. réserva al Estado (30).
- La reciente Ley de Rêgimen Local (B.O.E. de 5 de abril 
de 1985) ha revitalizado la funciôn de las Corporaciones Loca­
les, con carâcter general, lo cual hace presumir una futura 
reorganizaciôn de todas las relaciones descritas en el campo
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del urbanismo. Esta reorganizaciôn viene demandada por la ac­
tual concurrencia de très textes fundamentales: la Constituciôn, 
los Estatutos de Autonomîa de cada Comunidad y la Ley de Régimen 
Local recientemente promulgada.
4. CONCEPTO DE LA ADMINISTRACION URBANISTICA.
4.1. Quê no es la A.U.
Pareciera conveniente, en primer lugar, despejar el cam 
po de preconceptos errôneos acerca de la llamada Administraciôn 
Urbanîstica (31).
Ella no es una rama especializada de acuerdo a su mate­
ria y departamentalizada horizontalmente en los diversos minis- 
terios y ôrganos secteriales de la Administraciôn y de los Muni^ 
cipios.
Ni es una estructura orgânica sectorial, segregada ver- 
ticalmente, como podrîa ser -a modo de ejemplo- la estructura 
jerârquica de un ministerio del urbanismo.
Ni es, tampoco, una organizaciôn mixta, integrada por 
organismos o funcionarios de distintas Administracienes que, 
no obstante, se mantienen adscrites a la lînea de mande de sus 
respectivas esteras.
4.2. Que es la A.U.
La A.U. es un sistema de coordinaciôn de ôrganos que 
quedan relacionados, no en razôn de su jerarquîa, sino en ra- 
zôn de sus competencias urbanîsticas concurrentes y -por ende- 
necesitadas de integraciôn.
Esta coordinaciôn, por consiguiente, organiza el ejer 
cicio de dichas competencias; y, puesto que ellas se refieren 
a procesos que se segregan en una pluralidad de niveles de dis
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tinto rango (niveles de la planificaciôn) y en diversas fases 
operacionales (planeamiento, ejecuciôn, control), armoniza el 
desarrollo de estos niveles y fases a travês de los procedi- 
mientos administrativos y de acuerdo a las potestades gestoras, 
consultivas, resolutivas o ejecutoras de los distintos ôrganos.
La A.U. no es, por consiguiente, una entidad concreta 
y real, sino un concepto abstracto -pero de carâcter operativo- 
que podriamos définir como EL SISTEMA DE COORDINACION ESTRUCTU- 
RAL Y FUNCIONAL ENTRE TODAS AQUELLAS ENTIDADES ADMINISTRATIVAS 
A LAS QUE EL ORDENAMIENTO JURIDICO ATRIBUYE COMPETENCIAS EN MA­
TERIA URBANISTICA, ORIENTADO A POSIBILITAR LA REALIZACION CABAL 
DEL URBANISMO EN SUS DISTINTAS FASES.
5. CARACTERES DE LA ADMINISTRACION URBANISTICA.
5.1. Multipolaridad.
Un rasgo peculiar de la A.U. es que ella coordina ôrga 
nos y competencias provenientes de administracienes de distinta 
naturaleza, de diferentes estructuras jerârquicas y que,a veces, 
carecen de una relaciôn clara de subordinaciôn.
Estos polos o nûcleos gravitacionales son dos, en los 
estados unitarios clâsicos; la Administraciôn central y los Mu 
nilipios. De allî que GARCIA DE ENTERRIA se refiera a un "esque 
ma administrative bipolar" (32), establecido por la L.S. con 
anterioridad a la existencia de las Comunidades Autônomas. Y 
son très en los Estados federales y régionales, en que se in- 
terpone, entre los anteriores, el estado federado o la regiôn, 
en su caso, sustrayendo una parte de las competencias del poder 
central.
5.2. Objeto pluridisciplinario.
A diferencia de la tîpica divisiôn administrativa sec 
torial, claramente diferenciable por su objeto, el Urbanismo,
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de alguna manera, concierne e involucra a todos los servicios 
del Estado.
De allî que aparezca, a veces, residenciado en diferen 
tes ministeries, como en el caso de Francia; o que haya que 
crearle un superministerio, como en el de Inglaterra; o que sea 
necesario configurar organismos interministeriales o cuerpos 
consultivos integrados por représentantes de los diversos depar 
tamentos cuya actividad incida en el urbanismo.
Y de allî que se sostenga que, frente al saber plural 
en que se sustenta, "la organizaciôn administrativa para el ur 
banismo no puede ser pensada ni proyectada como una Administra 
ciôn exclusivamente sectorial, que descanse sobre un détermina 
do saber especializado" (33).
Tanto HEREDERO HIGUERAS como MORELL OCAfîA se refieren 
a la "componente horizontal" como parte de la estructura desea 
ble en la organizaciôn administrativa urbanîstica. Este ûltimo 
-luego de describir el proceso de departamentalizaciôn del ur 
banismo en Espaha- pone como ejemplo de estructura horizontal 
el Consejo Nacional de Urbanismo, organismo en el que confluîan 
-como ya vimos- représentantes de los diversos sectores y nive 
les administrativos vinculados con esta materia. Sehala que e£ 
ta estructura soportante de un sistema colegial, "englobaba la 
dimensiôn interdepartamental del Urbanismo"; haciendo posible 
que en este ôrgano se recogiera el aporte combinado de todos 
los intereses sectoriales comprometidos con esta actividad (34).
5.3. Estructura predominantemente funcional.
Es caracterîstica de toda administraciôn la lînea ver 
tical, que marca la direcciôn y los niveles de la jerarquîa; 
por lo que tambien se la conoce como estructura jerârquica, 
lînea operativa, o de mando, o de autoridad, cadena escalar 
o cauce directivo.
200.
Sin embargo, lo peculiar de la A.U. es que la estructu 
ra de las relaciones que compone -sin perjuicio de respetar la 
jerarquîa, cuando se trata de ôrganos o de funcionarios de una 
misma administraciôn- atienda y se preocupe, mâs bien, del cum 
plimiento cabal de la funciôn a cuyo servicio se ordenan las 
competencias de los distintos ôrganos.
Esta caracterîstica funcional de la A.U. hace que, a me 
nudo, "los diversos ôrganos se caractericen por la heterogenei 
dad de las funciones", entendida ésta ya sea como la mezcla de 
atribuciones cualitativamente diferentes como serîan las de de 
cisiôn, de servicio o de apoyo (35), ya sea la participaciôn 
en fases tan diversas como la planificaciôn, la gestiôn o el 
control, que ese sistema relacional debe atender. De allî que 
Heredero Higueras sehale el hecho de que -en la A.U.- "la plu 
ralidad de las relaciones de dependencia funcional... en parte 
disuelve la lînea vertical de autoridad" (36).
5.4. Principio de coordinaciôn.
Al définir la A.U. hemos puesto a la cabeza el papel 
substantivo de la coordinaciôn. No estâ demâs recorder que es 
êste un principio administrativo capital que, en Espaha, tiene 
ademâs rango constitucional (37).
El objeto de las têcnicas de coordinaciôn no es la bÛ£ 
queda de la mejor ecuaciôn jerârquica, sino de algo mucho mâs 
dificil; es "la bûsqueda de la armonîa en el actuar de diferen 
tes centres de poder" (38).
De allî que aun cuando necesariamente, en las relacio­
nes complejas o mixtas de la A.U., o en las diversas instancias 
resolutivas que en ella se presenten, haya que hacer prevalecer 
la decisiôn de una autoridad sobre la de otra, debe procurarse 
que esta preponderancia se defina conforme a un criterio têcni 
co o funcional o territorial, sin que ella deba importar -nece 
sariamente- la supremacîa jerârquica de un ôrgano sobre otro 
de diferente origen.
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5.5. Necesidad de la participaciôn ciudadana.
En su oportunidad estudiaronos la Participaciôn como 
principio fundamental del Derecho Urbanîstico (III Parte). 
Por ahora, baste sehalar que la actividad urbanîstica serîa 
imposible sin la participaciôn de los ciudadanos, salvo que 
se trate de un reducto industrial -u otra clase de hormigue
ro humano- pero no de una ciudad (39).
El "derecho a la ciudad" que postula Henri LEFEBVRE
no es sôlo un derecho de los propietarios del suelo urbano;
es -sobre todo- un derecho del habitante; y no sôlo se con­
creta en la edificaciôn de solares sino que se extiende a 
todo el extenso abanico de la actividad urbanîstica.
N O T A S  (CAPITULO III - PRIMERA PARTE)
(1): Fustel de COULANGES, "La Ciudad Antigua", cit., pâgs.
170 y ss. Agrega: "Entre los antiguos la urbe no se for 
maba, a la larga, por la lenta incorporaciôn de hombres 
y de construcciones. Fundâbase la urbe de un solo impul^ 
so, entera, en un dia.
Pero era precise que antes estuviese constituida la ciu- 
dad, que era una obra mâs difîcil y ordinariamente wiKs 
larga. Una vez que las familias, las fratrîas y las tr^ 
bus habîan convenido unirse y tener un itiismo culto, se 
fundaba al punto la urbe para que sirviese de santuario 
a este culto comûn. Asî, la fundaciôn de una urbe era 
siempr-e un acto religioso".
(2): F. de COULANGES, op. cit., pâg. 165, dice: "La Ciudad no 
es un conjunto de individuos: es una confederaciôn de mu 
chos grupos constituidos antes de ella, y que ella deja 
subsistir. Por los oradores âticos compruêbase que cada 
ateniense formaba parte a la vez de cuatro sociedades 
distintas: era miembro de una familia, de una fratria, 
de una tribu y de una ciudad. No ingresaba al mismo 
tiempo y el mismo dia en las cuatro, como el francês de 
hoy, que en el momento de nacer pertenece simultâneamen 
te a una familia, a un municipio, a un departamento y a 
una patria. La fratria y la tribu no eran divisiones ad 
ministrativas. El hombre ingresaba en diverses épocas
en estas cuatro sociedades y, en cierto sentido, ascen- 
dia de una a otra. El nino era admitido primeramente en 
la familia por la ceremonia religiosa que se celebraba 
diez dias despuês de su nacimiento. Algunos anos después 
entraba en la fratria por una nueva ceremonia ya descri- 
ta anteriormente. En fin, a la edad de diecisêis o die- 
ciocho anos se presentaba para ser admitido en la ciudad. 
Ese dia, ante un altar y las carnes humeantes de una vie 
tima, pronunciaba un juramento comprometiêndose, entre 
otras cosas, a respetar siempre la religiôn de la ciudad. 
A contar de ese dia era iniciado en el culto pûblico y 
se convertie en ciudadano".
(3): Actualmente, las ciudades-estado son fenômenos anecdôti- 
cos: Singapore, después de separarse de la Federaciôn Ma 
laya; El Vaticano; Mônaco; San Marino; Andorra. En todas 
ellas, la administraciôn de la ciudad es distinta de la 
gubernativa.
(4): La voz Municipio dériva de la contribuciôn que las ciuda 
des conquistadas debian a Roma: munera; de alli que a sus 
habitantes se les llamara municipes y, a esas ciudades, 
municipiae (Ver nota 5).
(5): Antonio M. HERNANDEZ, "Derecho Municipal", cit., vol. I, 
Cap. III: "Compendio Histérico del Municipio", pâgs. 85 
y ss.
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(6): Henri PIRENNE, "Las Ciudades de la Edad Media", Alianza 
Editorial, Madrid, 1984, pâgs. 40 y ss.; 50; y 98 y ss.
(7): F. CHUECA GOITIA, "Breve Historia...", cit., pâgs. 26 y 
94-5.
(8): En 1562 termina, en Espana, la "monarquîa itinérante", 
al establecerse, Felipe II, con la Corte en Madrid.
(9): Ver la formaciôn, la centralizaciôn y los recursos de la 
A.U. francesa de Luis XIV, en BENEVOLO, "Historia de la 
Arquitectura...", cit., especialmente, pâgs. 940 y ss.
(10): E.GARCIA DE ENTERRIA, "Lecciones...", cit., pâg. 113.
(11): En los Estados Federales y en los Estados Régionales, 
la tensiôn se da entre très fuerzas: el poder local del 
Municipio, el del estado federado o de la entidad autô- 
noma regional, y el del gobierno central. En Espana, de 
acuerdo a la Constituciôn de 1978, este ûltimo ha cedido 
sus competencias a las Comunidades Autônomas que las han 
asumido, salvo el carâcter supletorio del derecho estatal, 
respecto del derecho elaborado por êstas (arts. 148.1.3a. 
y 149.3 - C.E.), y salvo -segûn autorizadas opiniones- 
las competencias indelegables que atanen al Estado espa 
hol como responsable del interês general. Sobre este ûT 
timo tema, Cfr. el minucioso estudio sobre "Autonomies
y Ley del Suelo" del Prof. Francisco GONZALEZ NAVARRO, 
que figura en su "Bibliografia sobre Der. Urbanistico",
Ed. Montecorvo, Madrid, 1981; E. GARCIA DE ENTERRIA y 
L. PAREJO ALFONSO, "Lecciones...", cit., pâg. 119 y ss.;
J. L. LASO MARTINEZ, "Derecho...", cit., Tomo I, Cap.
XVII (Las Comunidades Autônomas); y T. R. FERNANDEZ RO­
DRIGUEZ, "Manual...", cit., pâgs. 34 y ss.
(12): Cfr. GARCIA DE ENTERRIA y PAREJO ALFONSO, "Lecciones...", 
cit., pâg. 129; y Luis MORELL OCANA, "La Administraciôn 
Urbanistica: sus rasgos peculiares ante la reforma de la 
Ley del Suelo", en R.D.U. n* 33, 1973.
(13): Manuel HEREDERO HIGUERAS, "Las Estructuras de Organizaciôn 
de la Administraciôn Urbanistica"; Ed. Escuela Nacional
de Administraciôn Pûblica (Imprenta B.O.E.) Madrid, 1968, 
pâgs. 36 y ss.
(14): Ver los arts. 31 y 35; y 107, 207 y 214 del texto refun- 
dido de la L.S. - 1976.
(15): Ver los arts. 6.1., 8.1., 9.1., 10.2., 13.1 y 14.1. -L.S.
(16): Ver los arts. 5.4, 33, 218 y 220 - L.S.
(17): Cfr. GARCIA DE ENTERRIA y PAREJO, "Lecciones...", cit., 
pâgs. 122-128.
(17-A): Ver, ademâs, en la Cuarta Parte, el Cap. II, sobre Or-
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ganizaciôn Administrativa del Urbanismo en Chile.
(18); Enrique ARGULLOL MURGADAS, "Estudios de Derecho Urbanls 
tico", (Cap. XIII: Aproximaciôn a las Competencias y Or 
ganizaciôn en materia de Ordenaciôn Territorial en el 
Derecho Comparado), pâgs. 436 y ss.
(19): Robert SAVY, "Droit de l'Urbanisme", cit., pâg. 29.
(20): Jeanne LEMASURIER, "La Planificaciôn Urbana y Rural en 
Francia", en "Derecho de la Planificaciôn Territorial 
en la Europa Occidental", lEAL, Madrid, 1976, pâg. 263 
y ss.
(21): ARGULLOL, op. cit., pâg. 438.
(22): Ver la inserciôn de la Ley 83/8 de 1983 en el Côdigo del
Urbanismo francês, en R.D.U. n^ 83 de 1983; pâg. 101 y
ss.
(23): ARGULLOL MURGADAS, op. cit., pâgs. 442-44.
(24): Fuente: M. DARANAS, "Las Constituciones Europeas", Vol. 
2; Ed. Nacional, Madrid, 1979, pâg. 1845.
(24-A): ARGULLOL, op. cit., pâg. 426.
(25): Fuente: M. DARANAS, op. cit.. Vol. 2, pâg. 1218.
(26): Cap. II, Tit. V del Decreto 616-1917; cit. por ARGULLOL;
op. cit., pâg. 416.
(27): ARGULLOL, op. cit., pâgs. 420-21.
(28): Sobre la A.U. espahola, puede verse: M. BASSOLS COMA, 
"Gênesis y Evoluciôn del Derecho Urbanistico Espahol", 
cit.; J. GONZALEZ FEREZ, "Comentarios a la Ley del Sue 
lo", cit., T. I: pâgs. 133 y ss, T. II: (Tit. VI: Orga 
nos Directivos y Gestores), pâgs. 1563 a 1612. E. GAR­
CIA DE ENTERRIA y L. PAREJO ALFONSO, "Lecciones de De­
recho Urbanistico", cit.; (Tit. I, Cap. III: Organiz. 
Administrativa del Urbanismo), pâgs. 113-165. J. L. LA 
SO MARTINEZ, "Derecho Urbanistico", Ed. Montecorvo, Ma 
drid, 1981, T. I. (Cap. XV: Estructura Orgânica de la 
A.U.; Cap. XVI: Organos Urbanisticos de la Admôn^ del 
Estado; Cap. XVII: Comunidades Autônomas y Corporaciones 
Locales; Cap. XVIII: Admôn. Urbanistica Extraordinaria
y Cap. XX: La A.U. Especializada) pâgs. 433-580. Manuel 
HEREDERO HIGUERAS, "Las Estructuras de Organizaciôn de 
la Admôn. Urbanistica", Ed. Escuela Nacional de Admini£ 
traciôn Pûblica, Col. Alcalâ, Madrid, 1968. A. GUAITA, 
"Organizaciôn Administrativa del Urbanismo", en R.D.U., 
N& 21, 1971. Y Luis MORELL OCANA, "La Administraciôn Ur 
banistica: sus rasgos peculiares ante la Reforma de la 
Ley del Suelo"; en R.D.U., N& 33, 1973.
(29): Ver los arts. 143, 147 y 148.1, materias 3a., 4a., 5a.
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6a., 9a., 10a., 16a., 18a. y 21 de la C.E., en relaciôn 
con los respectivos Estatutos de las Comunidades Autôno 
mas.
(30): Ver los arts. 1.1, 2, 5, 8.1, 50.1, 66  ^ 97, 117.5, 131, 
134, 137, 138, 149.1, materias la., en relaciôn con el 
art. 139, el 33, el 53.1, y el ejercicio del derecho de 
propiedad; 4a., en relaciôn con instalaciones militares; 
13a., en relaciôn con la coordinaciôn de la planificaciôn 
econômica y urbanistica; 18a., en relaciôn con el 139, el 
33 y la expropiaciôn forzosa; 20a., 21a., 22a., 23a., 24a. 
y 28a. -todos relacionados con materias urbanisticas; y 
arts. 149.3, 153, 155.1 y 161 de la C.E. Cfr., tambien,
la Nota (11).
(31): La expresiôn "Administraciôn Urbanistica" aparece oficial 
mente acuhada en el art. 5.2 de la L.S.; y viene fundamen 
tada en el pârrafo VII de la "Exposiciôn de Motives" de 
la L.S. de 1956.
(32): GARCIA DE ENTERRIA, "Lecciones...", cit., pâg. 120.
(33): Luis MORELL OCANA, "La Administraciôn Urbanistica...", 
cit., pâg. 61.
(34): MORELL, op. cit., pâg. 65.
(35): El art. 198 de la L.S. espahola de 1956 configuraba al
Consejo Nacional de Urbanismo como "Organo superior ur­
banistico de carâcter consultivo, rector y resolutorio".
De parecida manera, el art. 201.2 decia que "Las faculta 
des de las Comisiones Provinciales de Urbanismo serân de 
carâcter informative, gestor, resolutorio y de fiscaliza 
ciôn...". Sin embargo, al aho siguiente, por decreto de 
28-VI-57, estas funciones serian asumidas por el Ministe 
rio de la Vivienda (cit. por MORELL, op. cit., pâgs. 66 
y 70) .
(36): HEREDERO HIGUERAS, op. cit., pâg. 38 y 39.
(37): Ver el art. 103.1 de la C.E.
(38): MORELL OCANA, op. cit., pâg. 71. Sobre el Principle de
Coordinaciôn puede verse J. ORTIZ DIAZ, "El Principle de 
Coordinaciôn en la Organizaciôn Administrativa",.Sevilla, 
1956; y "Las Bases del nuevo Derecho en la Organizaciôn 
Administrativa", Mâlaga 1971. Y L. DE LA MORENA, "La Coor 
dinaciôn como Funciôn; su concepto y problemâtica", en Do 
cumentaciôn Administrativa, N* 94, 1956.
(39): El art. 82 de la Ley General de Urbanismo y Construccio­
nes (LGUC) chilena obliga a los Municipios a "promover 
la participaciôn de la comunidad y organizarla", a tra- 
vês de las Juntas de Vecinos, para el mejor cumplimiento 
de ciertas tareas.
SEGUNDA PARTE; LOS PRINCIPIOS FONDAMENTALES DEL DERECHO 
URBANISTICO Y SUS FUNCIONES.
PREMISA INTRODUCTORIA; LOS PRINCIPIOS GENERALES 
DEL DERECHO Y LOS PRINCIPIOS FONDAMENTALES DEL 
DERECHO URBANISTICO
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PREMISA INTRODUCTORIA; PRINCIPIOS GENERALES DEL DERECHO (P.G. 
DEL D.) Y PRINCIPIOS FUNDAMENTALES DEL DERECHO URBANISTICO 
(P.F.D.U.).
Después de describir los très materiales que se conjugan 
en la juridizaciôn de la actividad urbanistica moderna; urba 
nismo, derecho urbanistico y administraciôn urbanistica; y an 
tes de analizar cada uno de los principles que sirven de funda 
mente a este proceso, corresponderia -en esta Segunda Parte- 
descifrar, en primer lugar, la naturaleza de taies principles.
- cSon los principles juridicos parte intégrante del De 
recho, o son factores que -influyendo en su formaciôn- se man 
tienen ajenos a su contenido?. - £Se trata de simples emanacio 
nés que pueden inducirse de un examen del derecho escrito, o 
son -por el contrario- nociones previas y fundantes de ese de 
recho?. - Se identifican elles con el llamado Derecho Natural; 
o se trata de entidades distintas?. - cTiene presencia, en la 
elaboraciôn de cada principle, el concepto del Derecho como pro 
ducto cultural?. - ôQué son, en definitive,los principles?.
Obligado, tambiên, résulta définir aqui quê roles, quê 
funciones concretes cumplen los principles en el ordenamiento 
juridico al que pertenecen.
- cSon sôlo un recurso subsidiario para suplir el vacio 
de las lagunes de la ley?. - lO son, principalmente, elementos 
informadores del sistema que posibilitan su coherencia, a la vez 
que permiten entenderlo cabalmente e interpretarlo?. -Quê otras 
funciones desempehan los P.G. del D.?.
Por ûltimo, nos parece necesario préciser cuâles princi 
pies son los que -a nuestro modeste entender- informan y carac 
terizan al Derecho Urbanistico en los sistemas juridicos occi 
dentales que reconocen el derecho de propiedad privada.
Sin embargo, al iniciar nuestra investigaciôn constatâmes 
que casi todo cuanto se ha escrito sobre principles juridicos,
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concierne a los Principles Générales del Derecho; y todo lo que 
encontramos escrito sobre principles del D.U., se refiere a a^ 
gunos de elles en particular, pero no a su naturaleza ni a los 
roles que elles juegan en esta disciplina jurîdica, salvo el 
de servirle de fundamento (1).
Abocados ya a esta tarea, pudimos constatar que aquêllos 
que -después de varias aproximaciones- seleccionamos como Prin 
cipios Fundamentales del Derecho Urbanistico (P.F.D.U.), no son 
"principles especiales" de este derecho, en el doble sentido po 
sible que pudiera darse a esta denominaciôn: a) de constituir 
ideas bâsicas que hagan excepciôn a la naturaleza o al compor 
tamiento del respective principle general; o b) que tengan tan 
ta "especialidad" en el seno del D.U., que no admitan aplica 
ciôn al reste del ordenamiento.
Descubrimos, por el contrario, que los P.F.D.U. no son 
sine los correspondientes Principles Générales del Derecho 
(P.G. del D.), adaptados a la especificidad de los problemas 
con que el D.U. se enfrenta y debe resolver; su contenido es, 
esencialmente, idéntico al de aquéllos, variando sôlo el ropaje 
y el instrumental mâs adecuado con que comparecen a servir unas 
instituciones mâs especificas. Por otra parte, advertimos que 
los roles que ellos cumplen en el D.U., son los mismos que los 
principios générales desempehan en el ordenamiento juridico.
Una puesta al trasluz de algunos P.F.D.U., sobrepuestos 
al correspondiente P.G. del D., servirâ para comprobar su iden 
tidad esencial, al mismo tiempo que permitirâ advertir dônde 
se encuentra su adecuaciôn urbanistica, su matiz de especial! 
dad.
De acuerdo al principio de igual reparto de bénéficiés y 
de las cargas urbanisticas, ningûn propietario debe ser discri 
minado en bénéficie o en perjuicio de los demâs; en toda actua 
ciôn, la plusvalia résultante, asi como el sacrificio necesario 
para hacerla posible, debe repartirse en proporciôn a los dere 
chos de los participes en ella.
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Si se analiza este principio se advertirâ que su "especia 
lidad" no es mâs que la fisonomîa con que el principio general 
de la igualdad, comparece en el escenario de esta rama del de 
recho. Es de sehalar, por lo demâs, que la igualdad se traduce 
casi siempre en fôrmulas diferentes que, a veces, inclusive re 
visten una desigualdad aparente, con el objetivo preciso de lo 
grar la igualdad (2).
Résulta évidente, pues, que la generalidad del principio 
de igualdad prima -en casos como éste- sobre la especialidad 
del modo o forma en que el principio se adecûa a la norma o 
instituciôn jurîdica que lo encarna; y, por consiguiente, nos 
hallamos en presencia de un principio general, vestido con el 
ropaje adecuado a la aplicaciôn que de él se requiere.
Similar situaciôn es la que ofrecen los principios de 
control y de autotutela en el D.U.
Es cierto que ellos adoptan las formas especîficas que 
vienen requeridas por la tipicidad del urbanismo. Por lo que 
toca al principio de control, sus manifestaciones -licencias 
urbanisticas, inspecciones, recepciôn de obras- van a revestir 
los caractères peculiares de la actividad urbanistica.
En lo que concierne a la autotutela, tanto las normas de 
disciplina como las de penalidad urbanisticas, tendrân notoria 
especificidad en cuanto a los supuestos de hecho que las harân 
operar y hasta en el carâcter de algunas acciones tutelares, 
como la demoliciôn de obras, a modo de ejemplo.
Sin embargo, lo especifico viene siendo la manifestaciôn 
externa del respective principio que mantiene -no obstante- 
su esencia y su aplicabilidad general. Y asi, no es dificil 
encontrar el principio de control juridico en âreas tan di£ 
tintas como el derecho tributario, el cambiario, el de la cir 
culaciôn, en la seguridad social, en la legislaciôn electoral 
y -dentro del derecho privado- en el trâfico de diverses bie 
nés como los fârmacos, drogas, explosives y armas.
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A su turno, el principio de autotutela -entendido^sumaria 
mente, como aquêl mediante el cual el derecho asegura la efica 
cia de sus normas, no sôlo para que sus reglas se cumplan, sino 
tambiên para que su incumplimiento no quede impune- cimenta su 
generalidad en la teorîa de las nulidades, en el derecho disci 
plinario y en el propio derecho penal.
De tal manera, tanto del principio de control como del de 
autotutela cabe predicar su generalidad, en cuanto principio, 
por sobre la singularidad que asumen sus mecanismos y sus têc 
nicas en el .Derecho Urbanistico.
En lo que respecta al principio de intervenciôn, êl se ma 
nifiesta desde las cesiones hasta las expropiaciones urbanÎ£ 
ticas. Pero, ino es acaso, êste, un principio general del dere 
cho pûblico y, especialmente, del derecho administrativo en ge 
neral?. La intervenciôn tiene por fundamento y por objetivo el 
cumplimiento de determinados fines de interês pûblico, social 
o nacional, con o sin la concurrencia del sector privado, y 
aûn en contra de las apetencias de êste, si ellos interfieren 
los intereses del Estado. No son otros el fundamento y la fina 
lidad de la intervenciôn en materia urbanistica; y de alli que 
haya que concluir, tambiên, la generalidad del principio seha 
lado.
En resumen, ocurre lo mismo con cada uno de los principios 
fundamentales del D.U., con la aparente excepciôn del principio 
de la planificaciôn légitimante (3) que merece una especial con 
sideraciôn,y que dejamos para esclarecer en el Capitule III.
No podia ser de otra manera; no séria concebible que los 
principios fundamentales de un sector del ordenamiento juridi 
co pudieran ser contraries o incongruentes con los principios 
générales de ese mismo ordenamiento; toda vez que si esta no 
ciôn conlleva la idea de totalidad, es sôlo bajo la condiciôn 
de que esa totalidad sea armônica. Y, precisamente, porque no 
se trata de unos principios limitantes o de excepciôn, sino 
que se trata de principios fundamentales, es decir, que sirven
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de base de sustentaciôn al D.U., ellos tenîan que resultar per 
fectamente coïncidentes con los principios générales.
Asî, pues, al llegar a este punto, nos encontramos ante 
très alternatives ;
- la primera consistîa en desperdiciar todo cuanto se ha 
escrito sobre los P.G. del D., tanto en el campo de la filoso 
fia jurîdica como en el derecho civil y en el derecho pûblico; 
y emprender la apertura de un nuevo camino, sabiendo -de ante 
mano- que êl nos llevarîa a descubrir el Mediterrâneo...; per£ 
pectiva poco alentadora que, desde luego, hemos descartado;
- la segunda, mâs simple, consistîa en denominar "princi 
pios générales del Derecho Urbanistico" a estos criterios fun 
damentales; a riesgo de introducir una perturbadora confusiôn 
en la nomenclatura habitualmente clara utilizada en el estudio 
de los P.G. del D.; e infringiendo, ademâs, la réserva que de 
esta denominaciôn se hace para designar sôlo a aquellos princ£ 
pios que cubren -y en cuanto cubren- todo el ordenamiento; ac 
titud oscurantista que tampoco quisimos asumir;
- la tercera -por fin- consiste en avanzar sobre la rica 
y -al parecer- inagotable veta de los P.G. del D., intentando 
la azarosa tarea de algûn atisbo de originalidad y advirtiendo 
al lector -como lo venimos haciendo-que cuanto se diga, a con 
tinuaciôn, de los P.G. del D. y de sus roles en el ordenamien 
to juridico, puede ciertamente predicarse de los P.F.D.U. con 
respecto al campo acotado en que ellos se proyectan.
Por ûltimo, antes de entrar de lleno en la materiâ, nos 
parece necesario despejar la duda acerca de las diferencias 
formales que existen entre los P.G. del D. y los P.F.D.U., y 
que impiden identificarles, pese a su similitud.
La principal diferencia consiste en que aquêllos son cri 
terios formulados con absoluta generalidad, abstracciôn e in 
determinaciôn -como la idea de cuchillo- que informan todo un
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ordenamiento juridico; mientras que êstos, manteniendo la ab£ 
tracciôn y la generalidad, son criterios recogidos de una ma 
nera adecuada al circule de problemas -como la idea de cuchi 
llo carnicero- que acaecen en un ârea circunscrita del mismo 
ordenamiento. Por razôn de su âmbito, mâs extenso y variado, 
los P.G. del D. son mucho mâs numerosos que los principios del 
D.U., ahadida la razôn de que -entre êstos- sôlo hablaremos 
de los que le sirven de necesario fundamento. En virtud de su 
mayor indeterminaciôn -en fin- aquêllos tienen menor compren 
siôn que êstos.
Asi, pues, con la mira de desentrahar su concepto, entra 




(1); Sobre Principios del Derecho Urbanistico, cfr.; J.L. LA 
SO MARTINEZ, op. cit., t.I, (Cap. X; "Los Principios Fun 
damentales del Do. Urbanistico"), pâgs. 209 y ss.- A.
CARRO MARTINEZ, "Los Principios de la Nueva Ley del Suelo? 
Rev. de Estudios de la Vida Local, N^ 88, pâgs. 583. M.A. 
NUNEZ RUIZ; "Derecho Urbanistico Espahol", cit., pâg. 149. 
J. GONZALEZ PEREZ, "Principios générales del Derecho Urba 
nistico", Conf, del Curso de Especializaciôn de Derecho 
Pûblico, Universidad de Tucumân, 1981. J.L. DE LOS MOZOS, 
"El Urbanismo desde la perspectiva del Derecho Privado", 
R.D.P., abrill961, pâg. 284. R. MARTIN MATEO, "El Urbanis 
mo y lâs categorias juridicas tradicionales", en R.D.U.,
N* 39. A. CARCELLER FERNANDEZ, "Instituciones de Derecho 
Urbanistico", Ed. Montecorvo, Madrid, 1981, pâg. 42.
(2); Piênsese en la progrèsividad de ciertas cargas impositivas 
en el derecho tributario; en la desigualdad que implican 
los fueros procesales, como una manera de restablecer el 
equilibrio de las partes; y en la desigualdad en el trato 
de las partes en ciertas relaciones juridicas -las labora 
les, por ejemplo- con idéntico objetivo.
(3); "Planificaciôn vinculante", la denomina LASO MARTINEZ, 
"Derecho Urb. ... cit.", T. I, pâg. 222. La planificaciôn 
urbana es vinculante, en cuanto obliga, a quien edifica, 
a someterse a ella; es "légitimante" en cuanto sôlo estâ 
permitida la actividad urbanistica sometida a ella. Prefe 
rimos esta denominaciôn por estar ligada a lo propio del 
Plan; su remisiôn a él de la ley; su carâcter legitimador.
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CAPITULO I ; NATURALEZA Y CONCEPTO DE LOS P.O. DEL D.
1. UNA COYUNTURA HISTORICA.
Antes de comenzar este anâlisis, nos parece 
oportuno advertir que no lo practicaremos sobre la superficie 
quieta de un consenso pacîfico.
No obstante tener conciencia de que la teorîa de los P.O. 
del D. se ha ido consolidando en la Doctrina y de que -a tra
ves de ella- ha ido resucitando, primero, en la jurisprudencia
y, luego, en la legislaciôn positiva, vale la pena recordar 
que aûn hoy -a dos siglos de la Revoluciôn Francesa- el occi 
dente continûa parcialmente sumergido bajo la inundaciôn de 
dos poderosas corrientes desatadas a partir de ella; la expan 
siôn del dogma de la soberanîa popular que ve en la ley la ûn£ 
ca expresiôn autêntica de una voluntad vinculante (1); y el po 
sitivismo juridico que redujo todo el Derecho al contenido de 
la ley y que impregnô -desde una êpoca que todavia no conclu
ye- la formaciôn intelectual de muchos de nuestros legislado
res, de la mayoria de nuestros jueces y de una fracciôn consi 
derable de quienes fueron nuestros maestros (2).
La reacciôn de los sustentadores del iusnaturalismo no ha 
sido menos vigorosa. No satisfechos con la tarea laudable de 
rescatar los P.G. del D. del inminente naufragîo en que se en 
contraban, han reincidido -muchos de ellos- en una vieja ido 
latria; los P.G. del D. serian fôrmulas de Derecho natural y 
-por lo mismo- verdades universales, eternas e inmutables; an 
teriores y superiores a todo derecho escrito; y tan perfectas 
en su contenido que constituirian el modelo y hasta estarian 
investidas de poder legitimador sobre el derecho positivo.
Serâ, pues, recomendable, considerar el oleaje encontrado 
de estas corrientes si se desea mantener el equilibrio en la 
bûsqueda de lo que verdaderamente son y significan los P.G. 
del D.
2. LOS P.G. DEL D. PARA EL POSITIVISMO LEGALISTA.
En una primera nociôn general, la Doctrina ha categorizado
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a los P.G. como una FUENTE del Derecho (3). La expresiôn "fuen 
te" tiene aqui su literal sentido de manantial (4).
Como sehala Gonzâlez Pérez, el conjunto de las fuentes que 
generalmente se admiten -la ley, la costumbre juridica, los 
pactos internacionales, la jurisprudencia, la doctrina- respon 
de a la pregunta: "<?de dônde surge, de dônde mana, de dônde 
brota el derecho?" (5) .
El positivismo elaborô una respuesta clara, simple y rotun 
da: el derecho sôlo nace, vive y muere en la ley. Y los llama 
dos P. G. del D., por consiguiente, emanan de la ley y solo en 
ella pueden ser desentrahados.
"El positivismo legalista -sehala Garcia de Enterria- era 
tributario del gran ideario ilustrado de la legalidad, con su 
equiparaciôn metafisica entre ley y razôn; y, a la vez, en 
cuanto construido sobre los dogmas rousseaunianos, partia de 
la estricta correspondencia entre ley, como emanaciôn de la 
voluntad general, y libertad humana. El advenimiento de 'el 
reino de la ley' fue saludado asi como la aurora de una época 
nueva y luminosa en que la 'alienaciôn' del individuo en la so 
ciedad (que habia hecho de aquél un ser 'encadenado' desde los 
origenes mismos de la Historia) quedaria definitivamente rota, 
fundando con ello la posibilidad de un hombre nuevo" (6).
Puede apreciarse que esta concepciôn mistica de la ley era 
una consecuencia de la sacralizaciôn del postulado de la sobe 
rania popular. Pero, al mismo tiempo que ella "liberaba" al 
hombre al dejarlo sujeto sôlo a su propia voluntad, obligaba a 
"desencadenarlo" de todo otro lazo vinculatorio de su conducta, 
como no fuesen los preceptos de la propia ley.
De esta manera, quedando el derecho reducido en un recinto 
hermético de normas positivas, los P.G. del D. no podian sub 
sistir sino como elementos de la propia legalidad, como coor 
denadas del tejido normativo que, cuando fuere necesario,habia 
que descubrir e identificar, siguiendo el método inductivo, a
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partir de la legislaciôn misma. Como anota Hernândez Gil, ellos 
pasaban a constituir "las cotas mâximas résultantes del proceso 
de inducciôn; de suerte que ya vienen dados, aûn cuando no apa 
rezcan enunciados" (7).
Esta concepciôn rîgida del derecho, que relegaba al juez a 
la condiciôn de un autômata, un ser inanimadp, -en la expresiôn 
de Montesquieu , "la boca que pronuncia las palabras de la ley"_
(8), no podia durar mucho tiempo.
Las lagunas de la ley, que se pretendia llenar mediante un 
proceso de analogia, o siguiendo el método de la expansiôn 16 
gica de las normas singulares, carecian muchas veces de orillas 
firmes -esto es, de normas fundantes- para posibilitar la inte 
graciôn requerida. Y entonces, la necesidad inexcusable de re 
solver los casos, obligaba a la judicatura a recurrir a otras 
fuentes o a los propios principios générales; pero no ya enten 
didos como emanaciones de las normas, sino como elaboraciones 
mâs universales, mâs amplias y mâs ricas que éstas que, en ver 
dad, sôlo constituyen -por lo general- una concreciôn particu 
lar de aquéllos.
Y, en el campo del Derecho Pûblico, résulta sorprendente 
comprobar cômo, en la propia Francia -"la patria del legali£ 
mo", en la expresiôn de Cari Schmitt- haya tenido lugar "el 
desarrollo de una jurisprudencia que, sobre la masa informe 
de las disposiciones casuisticas y perecederas, acertô a propo 
ner y destacar un sistema de auténticos principios générales 
en la actuaciôn de la Administraciôn y en su relaciôn con los 
sûbditos, desarrollo debido sobre todo a la obra gigantesca 
de un ôrgano animado de una parece que inextinguible vitalidad; 
el Consejo de Estado francês..." (9).
Con todo, la corriente positivista se niega a dar entidad 
pre-legal ni valor suprajurîdico a los P.G. del D.; o, al me 
nos, les niega toda eficacia mientras no adquieran fisonomîa 
expresa en el sistema normativo.
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Dice Esser -sostenedor de esta posiciôn- que "todo superior 
trasfondo del derecho, que originariamente es concebido como 
un supuesto orden super-legal situado al margen del sistema e£ 
crito, debe tomar siempre en cuenta las condiciones juridicas 
de estructura y control, si quiere ser realmente una pieza del 
ordenamiento. Un principio de derecho no puede culminar en una 
especie de suprajuridicidad" (10).
Afirma, Esser, que "un principio juridico no es un precepto 
juridico, ni una norma en sentido têcnico, en tanto no conten 
ga ninguna instrucciôn vinculante de tipo inmediato... sino 
que requiere o presupone la acunaciôn judicial o legislativa 
de dichas instrucciones" (11).
La vigencia de los P.G. del D. queda, pues, supeditada a la 
de la legislaciôn que los contiene; y su eficacia se reduce 
-dentro de esta postura- a la de una fuente subsidiaria del de 
recho, utilizable sôlo en ausencia de ley o de costumbre que 
la supla en la soluciôn de un conflicto o -como rezaba el art. 
6.2 del Côdigo Civil espahol de 1889, antes de la reforma de 
1947- "cuando no haya ley exactamente aplicable al punto con 
trovertido...".
Por fortuna, el positivismo legalista ha dejado de reinar 
-con su absolutismo avasallador- en la mayoria de los ordena 
mientos. Y no deja de causar asombro que sea, a veces, el pro 
pio legislador el que denuncie sus excesos y décida restable 
cer el justo equilibrio.
Es asi que en el Preâmbulo de la ley espahola reguladora de 
la Jurisdicciôn Contenciosa, puede leerse que "la conformidad 
o disconformidad del acto (administrativo impugnado, queda re 
ferida)genêricamente al Derecho, al Ordenamiento juridico, POR 
ENTENDER QUE RECOSIDUCIEEA SIMPLEMENTE A LAS LEYES EQUIVALE A IN- 
CURRIR EN UN POSITIVISMO SUPERADO y olvidar que lo juridico no 
se encierra y circunscribe a las disposiciones escritas, sino 
que se extiende a los principios y a la normatividad inmanente 
en la naturaleza de las instituciones" (12).
219.
3. LOS P.G. DEL D. PARA EL IUSNATURALISMO.
En una posiciôn diametralmente opuesta, los iusnaturalistas 
conciben los P.G. del D. como formulaciones abstractas, extra^ 
das de la naturaleza de las cosas -de alli su denominaciôn-, 
concebibles por la razôn con entera independencia de lo que d£ 
ga o no diga la ley positiva. Y, por la indole de las relacio 
nés que rigen, les atribuyen un contenido y una finalidad de 
justicia.
A propôsito del precepto literalmente aplicativo de los P.G. 
del Derecho que contenia el art. 13 del Côdigo Civil italiano 
de 1865 (13), comentaba Giorgio del Vecchio: "Se ha discutido 
vivamente sobre el significado de la fôrmula: principios géné­
rales del Derecho. Segûn algunos, éstos habrian de consistir en 
los principios que pueden recabarse de las normas ya existantes 
por medio de un proceso de generalizaciôn que no diferiria, en 
sustancia, del de la analogia. En contra de esta tesis puede 
advertirse, ante todo, con referencia al articulo antes citado, 
que los principios générales son invocados precisamente para 
aquêllos casos que no pueden resolverse mediante la analogia.
Es en verdad algo totalmente errôneo suponer que la analogia 
pueda extenderse indefinidamente, y que la generalizaciôn de 
las normas existentes baste para ofrecer un criterio (de solu 
ciôn) en cualesquiera de los casos. Lo cierto es, por el con 
trario, que la fuente inagotable del Derecho estâ constituida 
por la naturaleza misma de las cosas, la cual puede ser aprehen 
dida por nuestra razôn. Precisamente a esta fuente, que una 
tradiciôn varias veces milenaria ha llamado Derecho Natural, 
es a la que el legislador intenta referirse, cuando sehala los 
principios générales del Derecho como el medio para superar las 
inevitables deficiencies de sus prescripciones positivas" (14).
El mismo autor, -en un trabajo sobre el tema que nos ocupa-, 
hace équivalentes los principios générales con las "verdades su 
premas del derecho'in genereÿ o sea, aquellos elementos lôgicos 
y êticos del derecho que, por ser racionales y humanos, son 
virtualmente comunes a todos los pueblos" (15).
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En la doctrina espahola, Legaz y Lacambra considéra los P.G. 
del D. como "formalizaciones intelectuales de criterios de so­
luciôn de interferencias y de medidas unipersonales de justicia, 
ajustadas a las exigencias de la naturaleza" del conflicto por 
resolver (16).
Federico de Casto estima que los principios juridicos son 
la base del ordenamiento; son "criterios de valoraciôn no for 
mulados, con fuerza de evidencia juridica". Son, al mismo tiem 
po, "la parte permanente y eterna del Derecho y tambiên la cam 
biante y mudable que détermina la evoluciôn juridica".
Previamente, el mismo autor habia postulado que "segûn la 
verdadera concepciôn del Derecho, el Derecho natural es, como 
atributo de legitimidad del Derecho positivo, fuente informado 
ra de todo el Derecho y, a la vez, Derecho positivo inmediata 
mente aplicable, en forma de principios générales del Derecho".
Distingue, de Castro, los principios de Derecho natural, 
los tradicionales y los principios politicos. Pero, en definiti 
va, sôlo los segundos -aquêllos que recogen la identidad y pro 
mueven la evoluciôn de la comunidad nacional- escaparian a la 
gravitaciôn universalizante de aquêl; toda vez que -para de Ca£ 
tro- "los principios politicos, como expresiôn de la voluntad 
rectora del Estado, son los mâs enêrgicos, pero en su eficacia 
juridica estâ subordinados a la fuerza legitimadora del Derecho 
Natural..." (17).
Castân Tobehas, en cambio, se sitûa en un prudente eclecti 
cismo cuando sehala que la concepciôn iusnaturalista de los P.
G. del D. "nos llevaria a soluciones de gran indeterminaciôn y 
exagerada libertad en el intêrprete". Propugna, en su lugar, 
que taies principios "sean concebidos y aplicados dentro del 
âmbito de criterios objetivos, hermanando los peculiares del 
Derecho positivo patrio con los universales y supremos del De 
recho Natural" (18).
Garrido Falla sehala dos diferentes acepciones a los P.G.
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del D.: "a), como los principios mismos que informan el ordena 
miento juridico escrito, y b), como los principios del Derecho 
Natural que deben inspirar el ordenamiento positivo" (19).
En otra obra, el mismo autor réitéra que "Estâ clara, pues, 
su doble funciôn -o sea, su doble acepciôn-. Como fuente -es de 
cir, como norma aplicable para solucionar un caso controvertido- 
sôlo son invocables a falta de ley o costumbre directamente apli 
cables (en el sistema del actual art. 1^ del C.Civil espanol); 
pues la laguna del ordenamiento constituldo por estas dos fuen 
tes, ha de ser suplida por los principios del Derecho Natural, 
segûn los sienta el juez. Pero, ademâs, todo ordenamiento jur^ 
dico estâ inspirado en una serie de principios que se inducen 
del propio Ordenamiento que completan e integran el sentido de 
sus normas y que juegan obviamente para interpretarlas" (20).
En relaciôn con la nueva Constituciôn espahola de 1978, y con 
la positivizaciôn hecha por ella del principio de justicia, a 
grega que "habrîamos de entender que el Derecho Natural en bio 
que ha entrado a formar parte de nuestro Ordenamiento juridico 
positivo desde el momento en que... el art. 1* proclama como 
valor supremo la justicia" (21).
Jesûs Gonzâlez Pérez, haciendo la necesaria distinciôn entre 
el Derecho como ordenamiento juridico y la Ciencia del Derecho, 
sostiene que "Los principios cientificos son los principios 1Ô 
gicos de la ciencia; ayudan a conocer la realidad juridica; 
tienen valor instrumental y entidad lôgica; constituyen el fun 
damento de la ciencia. Los principios juridicos, por el contra 
rio, tienen valor normativo; constituyen la propia realidad ju 
ridica. Respecto de la Ciencia del Derecho, constituyen su ob 
jetivo. Existen con independencia de su formulaciôn; se'emplean 
aunque la Ciencia los desconozca" (22).
Garcia de Enterria -después de practicar una incursiôn en 
el pensamiento tôpico de Viehweg (23) y de llamar persistente 
mente la atenciôn acerca de que el Derecho se nos présenta co 
mo una tôpica, como un conjunto de respuestas a problemas con 
cretos- asienta que la efectividad del Derecho Natural en el
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Derecho positivo "no actûa destruyendo las estructuras tôpicas 
en que êste se concrete, sino precisamente insertândose en 
ellas y funcionalizândose dentro de sus propios esquemas técni
C O S
Agrega mâs adelante que "No hay, pues, un dualismo de 6rde 
nés juridicos, sino un orden ûnico, aunque, como verdadero or 
den humano, mire simultâneamente lo absoluto y lo contingente. 
En concrete, el Derecho natural ha de sufrir un proceso de con 
versiôn juridica por su incorporaciôn a las fôrmulas têcnicas, 
tôpicamente configuradas que son las que imponen la toma en con 
sideraciôn de un especifico circule problemâtico de relaciones"
Y concluye: "Justamente esta conversiôn de los preceptos ab 
solutés del Derecho natural en criterios técnicos y tecnifica 
bles es lo que se expresa en el concepto de 'principles genera 
les del Derecho'. La sustantividad de éstos, paralela a la pro 
pia sustantividad de la técnica juridica, se manifiesta por de 
pronto en un hecho elemental, y es que no todos ellos son con 
creciôn de ese Derecho natural o superior, sino que éste sôlo 
informa una parte de ellos, siendo los otros expresiôn del or 
den politico concreto, y otros, en fin, y no de los menos im 
portantes, de carâcter institucional o estrictamente técnico..'.'
(24) .
En una reciente y meritoria obra sobre el tema, su autora 
sustenta que los P.G. del D. "son guias o ideas-fuerza con con 
tenido normativo propio que recogen en forma esquemâtica las 
orientaciones fundamentales de la realidad especifica de lo 
juridico". Apoyândose en Georges Ripert, quien sostenia que 
"el principio es régla, pues es una directiva de conducta", y 
en Diez Picazo cuando afirma que "los principios générales del 
derecho... son auténticas normas juridicas en sentido sustan 
cial, pues suministran pautas o moldes de conducta", ella po£ 
tula que "los principios générales son normas juridicas en la 
medida que significan o encarnan directivas para la actuaciôn 
de los hombres en sus relaciones reciprocas" (25).
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En resumen, para el lusnaturalismo -en cuya elaboraciôn se 
han escrito bibliotecas- los P.G. del D., o una parte substan 
cial de ellos, serian verdades eternas e inmutables, como in 
mutable y eterna es la naturaleza humana; que, por ende, son 
comunes a las sociedades de cualquiera êpoca y lugar; que la 
razôn no créa, pero que es capaz de descubrir; y que -en fin­
ti enen un contenido valorativo y se imponen a la razôn por su
certeza y, a la conciencia, por su perfecta consonancia con la 
idea de lo justo.
4. LOS P.G. DEL D. COMO PRODUCTOS CULTURALES.
Ha dicho Erik Wolff, con singular acierto, que "Nadie sabe 
nada seguro de ese Derecho Natural, pero todo el mundo siente 
con seguridad que existe" (26).
Tan severa aprehensiôn talvez pudiera ser la misma que lie
vô a Arthur Kaufman a concluir que "en el jurista yace profun 
damente arraigado un 'horror iuris naturalis'... y en el fondo 
de su corazôn se alegra de poder resolver un problema sin tener 
que apelar a consideraciones iusnaturalistas" (27).
Asi como la ley résulta insuficiente para explicar los prin 
cipios générales, ya que precisamente cuando aquélla falta es 
cuando éstos adquieren presencia y fisonomîa propia, asî tam 
bien la concepciôn dogmâtica del Derecho Natural présenta nume 
rosos inconvenientes a la hora de poner a prueba su pretendida 
paternidad sobre los P.G. del D.
Nadie ha demostrado la existencia objetiva de ese universo 
normativo perfecto. Nadie sabe quién es el sumo pontîfice, el 
dicente infalible de ese derecho que, al momento preciso de 
querer aplicarle -y para eso es para lo que el derecho sirve- 
suscita, a veces, mâs controversies que soluciones.
Su carâcter teolôgico (28) y dogmâtico provoca, en una so 
ciedad pluraliste, el naturel rechazo de extensos sectores que 
no comparten ni la concepciôn teolôgica como vertiente jurîdica
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ni el estilo dogmâtico como instrumento de convicciÔn.
Mueve a estuperfacciôn -por otra parte- la circunstancia de 
que en nombre del Derecho natural hayan podido defenderse desde 
las causas mâs nobles hasta las tiranîas mâs infâmes; y que, 
en situaciones de notoria trascendencia -como pudiera ser el 
ejercicio del poder constituyente- haya podido dar motivo a ac 
titudes pintorescas (29).
No es êste el lugar adecuado para impugnar la existencia 
del Derecho Natural o la validez del iusnaturalismo, al cual 
-no obstante- preciso es reoonocer una enorme significaciôn en 
la historia del pensamiento juridico occidental.
Para el objeto de discernir la naturaleza y origen de los 
P.G. del D., nos limitaremos a poner de manifiesto el equivoco 
bâsico del que parte aquella teorîa, y del cual sôlo pueden de 
rivar conclusiones errôneas.
El doble postulado de la universalidad (extensiôn) y de la 
invariabilidad (permanencia) del derecho natural -y, por ende, 
de los principios- se funda en la identidad y en la inmutabili 
dad de la naturaleza humana a travês de los tiempos y latitu 
des (30).
Aûn dando por cierto este supuesto, se olvida -y aquî rad£ 
ca el equîvoco- que el Derecho no tiene por objeto el estudio 
del hombre ontolôgicamente considerado, ni el de sus funciones 
biolôgicas; sino que régula su comportamiento relacional, su 
vida en sociedad.
Y esta regulaciôn de la vida social ha estado siempre influi 
da -y, a veces, determinada- por la composiciôn demogrâfica, 
por el clima, por los recursos econômicos disponibles y su me 
jor aprovechamiento, por la tradiciôn, por las costumbres acu 
hadas, por las creencias verdaderas o falsas, por los valores 
sociales imperantes y hasta por el grado de conciencia y de 
adhesiôn a esos valores, costumbres y crencias.
225.
De allî entonces que si hombres de una misma êpoca -y, a ve 
ces, de una misma familia cultural- pueden dar, y de hecho dan, 
distintas respuestas, todas vâlidas, a los variados requerimien 
tos del medio en que viven -ccêmo no advertir la diversidad de 
comportamientos, perfectamente vâlidos, y de sus reglas, entre 
sociedades de distinto grado de evoluciôn o -para decirlo de 
una vez- entre los hombres de diferentes cultures?.
- cCômo no percatarse de que -en pleno siglo XX- mientras en 
el occidente cristiano impera el principio monogâmico como base 
de la uniôn çonyugal, en un nûmero considerable de paîses del 
oriente musulmân impera la opciôn de una poligamia limitada?.
- cHabrâ algûn iusnaturalista capaz de convencer a un solo mu 
sulmân de que Mahoma, el Corân y la culture islâmica han sido, 
en este punto, antinaturales?.
- cCômo no tener conciencia de que, en una misma êpoca hi£ 
tôrica, mientras en un extenso bloque de paîses, llamados capi 
talistas, las relaciones de producciôn y de êsta con los bienes 
que la generan, estân construîdas sobre un sistema de propiedad 
privada, en otro bloque -no menos gigantesco- de paîses llama 
dos socialistas, las mismas relaciones descansan sobre una ba 
se de propiedad estatal?. - dCuâl sistema es de derecho natu 
ral; el de propiedad privada o el de propiedad estatal de los medios 
de producciôn?; <?y cuâl sistema genera menores injusticias?.
- cCômo no recordar que en el mismo momento en que los con 
quistadores espaholes implantaban en Amêrica el dominio de la 
corona y los sistemas de repartimiento de las tierras y de en 
comienda de los aborigènes nativos,estaban sepultando las in£ 
tituciones juridicas comunitarias de la propiedad y del traba 
jo agrarios existentes entre los incas y los aztecas?. - dCuâl 
era el sistema de derecho natural: el elaborado por el derecho 
aborigen y probadamente eficaz, o el impuesto por los conquis 
tadores?.
- 6Y cômo no constatar que -hoy en dia- en paîses de una 
misma ârea y raîz cultural como son los de la Europa occiden 
tal, en materia de propiedad urbana, su situaciôn jurîdica va
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rîa desde su virtual socializaciôn en Gran Bretana hasta su ca 
râcter privado en Suiza?. - cY quê importancia verdadera puede 
tener la determinaciôn de cuâl de estas situaciones se aprox^ 
ma o se aleja del derecho natural?.
El iusnaturalismo, ademâs, ha proyectado su equîvoco sobre 
un tremendo error de perspective, la perspective histôrica; 
error que -con prescindencia del ideario politico de este filô 
sofo- habia sido di1ucidadopor Spengler en la segunda décade de 
este siglo (31).
La Historié, concebida como un trayecto lineal y ascendante 
de la humanidad -desde la vagamente llamada "Antigiiedad" hasta 
nuestros dies, o hasta el instante en que la describe el histo 
riador- realmente no existe.
"El contenido de toda historié humane -dice Spengler- se ego 
ta en el sino de las cultures particulares, que se suceden unas 
a otras, que crecen unas junto a otras, que se tocan, se dan 
sombra y se oprimen unas a otras"... "La culture es el protofe 
némeno de toda la historié universel, pasada y future"... "Las 
cultures son organismos". A semejanza de ellos, las cultures na 
cen, se desarrollan, llegan a su plenitud, y luego cristalizan 
y se anquilosan en lo que llamamos "civilizacién", para decaer 
y expirer. La historié universel no es mâs que el conjunto de 
las "biografias de estos organismos".
Ni siquiera puede hablarse, en un sentido univoco, de la 
historié de une disciplina o manifestacién transcultural. Asi 
-explica Spengler- "no hay une matemâtica; hay muchas materné 
ticas. Lo que llamamos historié ^  ^  matemâtica, supuesta 
realizacién progresiva de un ideal ûnico e inmutable, es en 
realidad, si damos de lado a la engahosa imagen de la histo 
rie superficiel, une pluralidad de procesos cerrados en si, 
independientes, un nacimiento repetido de distintos y nuevos 
mundos de la forma, que son incorporados, luego transfigura 
dos y, por ûltimo, analizados hasta sus elementos finales; un 
brote puramente orgânico, de duraciôn fije, une florescencia, 
une madurez, une decadencia, une muerte " (32).
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Y si êsto es asi en el mundo de las matemâticas -que se nos 
aparece como la nociôn mâs exacte, eterna e invariable entre 
los objetos del conocimiento- £quê decir, entonces, de la pre 
tendida inmutabilidad de fenômenos manifiestamente sujetos a 
variaciôn, como son los jurîdicos?.
Sostiene Spengler que "Hay tentas morales como cultures..." 
"El individuo puede obrar moral o inmoralmente, 'bien' o 'mal' 
para el sentimiento primario de su culture; la teoria, empero, 
de su acciôn, estâ absolutamente dada. Cada culture tiene su 
propio criterio, cuya validez empieza con elle y termina con 
elle. No existe une moral universel humane" (33).
Pues bien, los P.G. del D. son, antes que nada, productos 
cultureles, respuestas que de, cada sociedad, segûn su grado 
de valoracién de los elementos en juego, a los requerimientos 
jurîdicos de la vida de relaciôn.
De allî que los principios générales no surgen necesariamen 
te en el campo del Derecho, sino que la culture generante les 
proyecta allî al igual que en cualquiera otra ârea que requie 
ra su comparecencia, o une determinada concreciôn.
Asî, el principle de buena fe -no obstante imprégner subs 
tancialmente al Derecho- se proyecta en la polîtica, en la d^ 
plomacia, en la docencia, en el déporté, en el arte y hasta 
en la guerre. El respeto a la vida es un principle cultural 
fundante de la medicine, de la ecologîa, de la enfermerîa, 
de la veterinaria, de la farmacologîa, de la higiene pûblica 
y de muchas otras disciplinas.
Aplicado en el Derecho, este principle adquiere concreciôn 
en la garantie constitucional del derecho a la vida, a la inte 
gridad moral y fîsica y a la interdicciôn de la tortura y de 
todo apremio ilegîtimo (34). Tienen conexiôn con este princi 
pio la protecciôn de la vida del que estâ por nacer y la pro 
blemâtica de la pena de muerte. Ahora bien, -ôquê ocurre si 
entran en colisidn inevitable el derecho a la vida de un nona 
to y el de supervivencia de su madré?. -cTiene la sociedad de
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recho a imponer la pena de muerte -esto es, a privar del dere 
cho a la vida- a delincuentes que pongan en grave riesgo su 
subsistencia?. -En estas situaciones de conflicto, el derecho 
aplica otro principio; el del "interês jurîdico prépondérante". 
Ante el riesgo de pérdida inminente de uno de dos bienes, hay 
que salvar el que mâs vale. Y, sin embargo, ocurre -a veces- 
que frente a un mismo conflicto de intereses, la aplicaciôn 
de unas mismas ecuaciones conduce a soluciones distintas, por 
ser diferente la gravitacidn, o la ponderaciôn social, de los 
factores -hechos/actores- que estân en juego. Asî ocurre, pre 
cisamente, con la pena de muerte como sancidn del terrorisme 
y con la penalidad del aborto terapeûtico en los diferentes 
ordenamientos jurîdicos occidentales.
Résulta oportuno hacer notaraquî que las soluciones que en 
definitive élabora el Derecho no son el fruto de una elucubra 
ci6n teôrica -como pretende el iusnaturalismo- sino la consa 
graciôn decantada de una respuesta cuyo filtro ha sido el anâ 
lisis y el afinamiento en la solucidn de numerosos casos que 
han debido resolverse previamente. No fue el Derecho el que 
inventé la figura del aborto terapêutico. Fue un médico -o va 
rios médicos- quienes tuvieron que decidir, en el quirôfano, 
frente a su vocacién de salvar la vida humana, si debîan re£ 
catar la de la madré -necesaria para los demâs hijos y para 
toda su familia- o dejaria extinguirse para salvar la vida del 
feto, que la sacrificaba necesariamente. E igual cosa ha ocurri 
do con la légitima defensa, con el estado de necesidad, y con 
otras tantas respuestas culturales, antes que ellas fueron in£ 
titucionalizadas por el Derecho. Y es que êste -por una parte- 
se nutre y desarrolla a travês de los problèmes particulares y 
concrètes que requieren soluciôn: la "tôpica" a que nos refer^ 
mos antes. Y -por otra parte- la culture no s61o es la acabada 
cosmovisiôn orgânica que cada sociedad élabora frente al uni 
verso, lo que Ortega y Gasset denominé "culture objetiva"; es, 
tambiên, la participacién en elle de cada miembro de esa socie 
dad, el reflejo vital que le hace reaccionar en consonancia 
con los valores, principios y pautas que ha ido asumiendo como 
propios; lo que Ortega llamô "culture subjetiva" (35).
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Por otra parte, los P.G. del D. s61o son criterios valorati^ 
VOS cuando recaen en una problemâtica regida por los valores. 
Tal ocurre, sin duda, con el respeto a la vida, con la liber 
tad, con la igualdad, la buena fe, la seguridad juridica, la 
responsabilidad, con la irretroactividad de las leyes penales y 
-en un sentido negativo -con los principios de interdicciôn de 
la arbitrariedad, del enriquecimiento sin causa o del abuso del 
derecho.
No obstante, también existen P.G. del D. de origen y natura 
leza exclusivamente têcnicos; y que, por lo mismo, carecen ab 
solutamente de tonalidad ética y de contenido valôrico.
Consideremos -por ejemplo- el principio de dextralidad en 
la circulacién vehicular del trâfico terrestre. Que un vehîcu 
lo deba circular por la banda derecha de una via, no responde 
a valor alguno; ni es -moralmente- bueno ni malo. Tanto es asi 
que, en una misma êpoca y dentro de una misma familia cultural, 
ha habido y continûan existiendo paises que consagran el prin 
cipio contrario (36). La respuesta cultural al problema del 
trânsito debiô, sin embargo, decidirse por una de las dos 0£ 
ciones posibles; y lo hizo siguiendo la costumbre establecida 
desde antes que la circulaciôn llegase a ser un problema jur^ 
dico necesitado de regulaciôn (37).
Esta opciôn amoral y avalôrica constituye, no obstante, el 
principio vertebral de todos los côdigos y leyes de la circu 
lacién; y las infracciones a ese principio, en sus expresio 
nés normatives, traen aparejadas las mâs severas sanciones.
Algo similar ocurre, en el Derecho Urbanistico, con el prin 
cipio de la Planificaciôn légitimante. Pero, con una nota espe 
cialmente digna de ponerse en relieve: que es materia de con 
senso pacifico en la doctrine que la aplicaciôn de este prin 
cipio -en lugar de propender a la justicia o a la igualdad- 
provoca, precisamente, desigualdades e injusticias inevitables.
Y es que el Planeamiento -como acertadamente se ha senalado- 
"en cuanto instrumente primariamente têcnico, su objetivo no
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es el de hacer justicia sino, mâs bien, conformer la realidad 
fîsica por êl contemplada segûn criterios funcionales, a los 
efectos de asegurar su armônica ordenacién" (38).
- cPor qué, entonces, el Derecho acoge y régula un princi 
pio susceptible de ocasionar perjuicios individuales?. - Por 
que el bien social que ese principio procura -el ordenamiento 
de la ciudad- es infinitamente superior a cualquiera convenien 
cia particular que -sin perjuicio de atenderse en otra forma- 
debe ser preterida frente al interês pûblico, por aplicaciôn 
del ya recordado principio del interês jurîdico prépondérante.
Dentro de esta categorîa de principios desligados de todo 
contenido valôrico y de toda aspiraciôn êtica, pero que -a d^ 
ferencia de los anteriores- reconocen domicilio en el propio 
campo del Derecho, se sitûan aquêllos que son informadores de 
determinadas têcnicas jurîdicas.
El Derecho no es sôlo una ciencia, ni es sôlo un complejo 
normative. Tambiên es un arte -es aplicaciôn de saberes- y, 
como tal, posee una técnica propia: un modo de estructurarse, una 
manera de adquirir vigencia, una forma de aplicarse; y no es ê£ 
ta -por cierto- la menos importante de sus dimensiones.
Pues bien, estas têcnicas jurîdicas se elaboran a partir de 
principios, entre los que cabe citar el de jerarquîa normative 
-en lo que atane a su estructura-, el de publicidad de las nor 
mas -en lo relativo a su vigencia vinculante- (39) y el de es 
pecialidad -tambiên denominado "de especificidad", en lo que con 
cierne a su aplicaciôn(40). Estos principios têcnicos abarcan, 
a veces, sôlo una determinada ârea o sector de la actividad ju 
rîdica, como ocurre con el principio de jerarquîa de los ôrga 
nos en el derecho constitucional o los principios de descentra 
lizaciôn y de desconcentraciôn, en el âmbito especîfico de la 
Administraciôn Pûblica (41).
Todos estos principios, amorales y avalôricos -cuya explica 
ciôn resultarîa imposible si pretendiêramos buscarla en el De
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recho natural- resultan claras cristalizaciones de respuestas 
culturales, a veces larga y prolljamente elaboradas, ante los 
respectivos requerimientos de la vida social.
Desde este punto de vista, podrîa sostenerse que, cuando 
von Savigny concibe el Derecho como un producto del "Volksgeist" 
del espîritu del pueblo, como el resultado de "fuerzas internas 
que operan silencionasamente", o -al igual que el lenguaje- co 
mo el fruto de un crecimiento espontâneo, graduai y orgânico, 
mâs que una concepciôn puramente historicista,estâ proponien 
do una concepciôn cultural del Derecho.
Decîa Savigny: "En todas las naciones a las que alcanza la 
historia vemos al derecho civil revestir un carâcter détermina 
do, peculiar de ese pueblo, del propio modo que su lengua, sus 
costumbres su constituciôn polîtica. Todas estas diferentes 
manifestaciones no tienen, en verdad, existencia aparté, sino 
que son otras tantas fuerzas y actividades del pueblo, indiso- 
lublemente unidas y que sôlo teôricamente aparecen como atri 
butos distintos. Lo que las hace formar un todo es la creencia 
universal del pueblo, el sentimiento uniforme de una necesidad 
întima que excluye toda idea de un origen meramente accidentai 
y arbitrario... El derecho progresa con el progreso del pueblo, 
se fortalece con êl y, finalmente, perece cuando la naciôn ha 
perdido su personalidad" (42). Puede percibirse aquî la analo 
gîa entre la concepciôn "historicista" del derecho de Savigny 
y la visiôn culturalista de la historia de Spengler.
En la doctrina espahola, nos parece évidente que tanto Dîez 
Picazo como Jaime Guasp participan de esta posiciôn.
El primero, en una obra de sugestivo tîtulo (43) sostiene 
que, frente a los P.G. del D., "ninguno de estos dos puntos 
de vista -el iusnaturalista y el positiviste- son enteramen 
te exactes'.' ..."La tradiciôn de un paîs o la idelogîa polî 
tica que lo domina pueden dar origen a principios de derecho 
que, en rigor, no tienen nada que ver con el derecho natural, 
cualquiera que sea la forma en que se entienda êste"..."La di
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recciôn positivista incide en el error contrario y confunde 
los 'principios' con formulaciones que, en realidad, son me 
ras abstracciones lôgicas o enunciaciones de carâcter cient^ 
fico".
Dîez Picazo propone distinguir; "a) Los principios en sen 
tido estricto. Son juicios de valor que inspiran e informan 
una normativa o la disciplina de una instituciôn. b) Las nor 
mas 'principiales'. Son normas jurîdicas de carâcter bâsico 
en la organizaciôn del grupo social o en la disciplina de in£ 
tituciones que a su vez son bâsicas para el grupo social. Las 
normas 'principiales' pueden ser légales o pueden ser simple 
mente consuetudinarias. Su carâcter normative les es dado por 
su propia fuente de producciôn, pero su carâcter 'principial' 
es ajeno a ella. El carâcter 'principial' no descansa en la 
autoridad del Estado, ni tampoco en la de quienes han creado 
el uso. Tiene su fundamento en la comunidad entera, en la me 
dida que es ella misma, a travês de las convicciones, creen 
cias o juicios de valor que profesa, quien le confiere este 
carâcter".
Guasp, por su parte, sostiene que los "...Principios jurî 
dicos son aquellas consideraciones que deben ser calificadas 
por el jurista como primer fundamento de la realidad que a êl 
le interesa conocer".
- primero, quiere decir que "los que se denominan princi 
pios jurîdicos se presentan en un lugar no precedido por na 
da y que, en cambio, precede a todo lo demâs".
- fundamentos de derecho quiere decir "...que el carâcter 
trascendental, extrajurîdico pero indispensable para lo jur^ 
dico, que tienen... los fundamentos del Derecho, se da plena 
mente en sus principios. Mediante la remisiôn a los principios 
jurîdicos, el Derecho no queda internamente integrado ni corn 
pletado en absolute: la referenda a los principios jurîdicos 
no abarca ninguna parte sustancial de la realidad jurîdica. No 
son los principios jurîdicos relaciones entre hombres que una
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sociedad establezca como necesarias, pues pueden, en primer 
termine, no traducirse en ninguna correlaciôn singular que 
merezca el nombre de relaciôn real; y pueden, en segundo lu 
garm no estar formalizados de ninguna de las maneras que la 
ciencia del Derecho descubre".
"Pero -agrega Guasp- si los principios jurîdicos no son 
Derecho, sî apoyan al Derecho, sustentan al Derecho y sostie 
nen al Derecho, de modo que si se prescinde de cualquier re 
ferencia del Derecho a taies principios, el Derecho existe, 
acaso, mâs sin fundamento, se halla montado en el aire, en 
trance de ruina que el mâs ligero soplo de cualquier realidad 
pueda hacer desaparecer".
"Por principios jurîdicos -concluye Guasp- entendemos aque 
lias categorîas que, antecediendo a todo Derecho y siendo, 
por ende, extrajurîdicas, sustentan, no obstante, especîfica 
mente, al Derecho como un todo, de tal manera que, privado 
de tal apoyo, ningûn aparato jurîdico particular podrîa sub 
sistir" (44).
A modo de conclusion, podrîamos resumir nuestra visiôn cul 
turalista de los P.G. del D., en los siguientes postulados:
A.- Los P.G. del D. no son inducciones conceptuales abstrai 
das de la Ley ni del conjunto de las fuentes jurîdicas; aunque 
este método podrîa constituir una via para llegar a su conoc^ 
miento e identificaciôn. Tampoco son postulados universales, 
inmutables y eternos cuya existencia venga impresa -a la mane 
ra de un côdigo genêtico- en la mente de cada ser humano, cua^ 
quiera sea el lugar y la êpoca en que êste nazca o se sitûe.
Los P.G. del D. son criterios elaborados por cada cultura 
que -en concordancia con sus valores y creencias supracultura 
les (religiôn, convicciones dogmâticas, tabûes), y segûn sus 
circunstancias condicionantes (histôricas, geogrâficas, econô 
micas y de otro orden)- procuran orientar, de manera coheren 
te, las respuestas que ella élabora frente a los requerimien 
tos jurîdicos de la vida social. Esta radicaciôn de los prin
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cipios en la cultura en que nacen, no obsta a la influencia 
que una cultura pueda ejercer sobre otra ni a las coinciden 
cias que puedan hallarse en los principios de cultures dife 
rentes, como respuestas formuladas, en circunstancias simila 
res, frente a problèmes idênticos.
B.- Los P.G. del D. pueden considerarse metajurîdicos o, 
en todo caso, extra-jurîdicos, sôlo en cuanto tienen preexi£ 
tencia respecte de las normas; en cuanto no necesitan norme 
ciôn para subsistir como principios; y, principalmente, por 
que como nûcleos polifacêticos de una idea cultural -no nece 
sariamente enfocada al Derecho- pueden iluminar tambiên otras 
âreas de la vida social, independientes del Derecho; asî lo 
vimos al referirnos a la buena fe y al respeto a la vida, y 
a su proyecciôn en otros campos culturales.
Sin embargo, creemos -en cordial discrepancia con Guasp- 
que, una vez encarnados en la normativa jurîdica, los princi 
pios pasan a formar parte del Derecho, de igual manera que 
el ânima forma parte del canôn y la nervadura, de la hoja. Si 
no, -ccômo explicar que pueda resolverse, jurîdicamente, un 
conflicto recurriendo a ellos? (45).
C.- Con todo -y con el debido respeto a Ripert y a Dîez P^ 
cazo- los principios no son normas. Son el fundamento y la di 
recciôn de la norma, pero no son reglas directamente aplica 
bles. Hasta cuando el juez utiliza un principio de derecho, 
no lo hace aludiendo a su enunciado, sino que debe elaborar 
la norma que concrete ese principio y que, a su vez, serâ 
aplicablè al caso que resuelve.
Ni aûn al positivarse -fenômeno creciente en el derecho c^ 
vil y en el constitucional- los principios dejan de ser prin 
cipios en los aspectos que permanecen libres -no atrapados- 
de concreciôn en la respective norma; materia sobre la cual 
volveremos oportunamente.
D .- Los P.G. del D. pueden tener -y de hecho, tienen a me
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nudo- una carga axiolôgica; pero no es de su esencia que la 
tengan. No todos los problèmes relacionales tienen contenido 
valôrico ni siempre su orientaciôn teleolôgica posee sustan 
cia êtica. La enunciaciôn que antes hicimos de principios ge 
nerales que -siendo manifiestamente avalôricos y aêticos, o 
teniendo una funciôn têcnica- son jurîdicos porque regulan pro 
blemas de esta îndole, nos évita insistir en esta materia que, 
no obstante, no encuentra explicaciôn en la teorîa iusnatura 
lista.
5. CONCEPTO Y CARACTERIZACION DE LOS P.G. DEL D.
Podemos conceptualizar los P. G. del D. diciendo que son 
criterios guîas, de carâcter crîptico o sumario, dotados de 
aptitud normogênica, que cada sociedad élabora conforme a su 
cosmovisiôn cultural, para asentar sobre determinadas bases y 
orientar hacia determinados objetivos la totalidad -o un ârea- 
de su ordenamiento jurîdico.
- La expresiôn "criterios" indica una valoraciôn de alter 
nativas y una opciôn entre ellas. Cada principio, en efecto, 
tiene una polaridad y supone, por lo mismo, un principio con 
trario u opuesto. Asî, el principio de centralizaciôn es con 
trario al de dispersiôn o descentralizaciôn; asî, la legalidad 
y la razonabilidad se oponen a la arbitrariedad.
- La expresiôn "criterios guîas" indica que la opciôn no 
es meramente intelectual, sino que es cultural, que tiene 
sentido y fuerza orientadora, tendencial y, por ende, dinâm^ 
ca.
- El carâcter crîptico o sumario de los P.G. del D. no es 
sinônimo de simplicidad; significa, mâs bien, una riqueza con 
ceptual traducida en una fôrmula simple. Sobre el principio 
de legalidad, sobre su larga y prolîfica gestaciôn histôrica 
y sobre sus numerosos brotes en contînuo florecimiento, po 
drîan escribirse tratados, sin agotar el tema; y, sin embargo, 
el principio se expresa con una sola palabra.
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- La aptitud normogênica significa que los principios no son 
normas, aunque ellos puedan estar contenidos en una norma, ma 
teria a la que nos referiremos al hablar de la positivaciôn de 
los principios. Significa, tambiên, que no es forzoso que ellos 
generen normas para continuar siendo principios; sôlo deben te 
ner aptitud, potencialidad de germinar en normas. Significa, por 
ûltimo, que no es necesario que taies normas contengan una de 
terminaciôn êtica o valôrica, con tal que sean reguladoras de 
conductas sociales, es decir, normas jurîdicas.
- No parece necesario redundar en la tesis del origen supra 
legal, prejurîdico y cultural de los P.G. del D. Pero sî convie 
ne recalcar que la opciôn por determinados P.G. del D. -entre 
los cuales debe existir una sôlida coherencia- no es un ejerc^ 
cio teôrico, sino una selecciôn vital, que tiende a legitimar 
en el consenso cultural de cada sociedad, el fundamento de las 
conductas que ella exige y que orienta las constantes de las re 
laciones sociales en el sentido de las aspiraciones y finalida 
des perseguidas por ella.
- Una breve glosa, por ûltimo, de la "generalidad" de los 
principios générales. -^Estâ tomada en el mismo sentido que la 
"generalidad" de las leyes?. -Nos parece que no. El carâcter 
general de la ley estâ dado en funciôn de la generalidad de 
sus destinatarios: la ley es general porque rige para todos;
y -por lo mismo- no es ley, en sentido material, aquêlla que 
régula una situaciôn particular. La generalidad de los princi 
pios, en cambio, se refiere al colectivo del Derecho o, si se 
quiere particularizar, al colectivo de normas que cada princi 
pio imprégna. Los principios generates lo son porque se apl^ 
can o "informan" todo el ordenamiento o toda un ârea o una ra 
ma de la actividad jurîdica; pudiendo concebirse excepciones, 
pero no "principios particulares" en sentido contrario.
Tal es, en apretado resumen, el concepto y la caracteriza
ciôn general de los P.G. del D., sobre los que désarroilaremos 
los principios generates del Derecho Urbanîstico.
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6. CONCEPTO Y CARACTERIZACION DE LOS P.F.D.U.
Los principios fondamentales del D.U. son aquêllos que, for 
mando parte del universo principial de criterios generates que 
informan la totalidad del ordenamiento, se desprenden de aquél 
para sustentar sobre sus bases, y orientar en el sentido al que 
ellos apuntan, al Derecho Urbanîstico.
Deben reunir, por consiguiente, très caracterîsticas;
a) necesitan abarcar y estructurar la totalidad del sistema 
juridîco-urbanîstico;
b) deben permitir que este sistema se inserte y pueda ope- 
rar armônicamente con el resto del ordenamiento (46); y
c) deben poseer, en su conjunto, el vigor y la coherencia 
necesarios para imprimir carâcter propio al sistema que deter 
minan.
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NOTAS DEL CAPITULO I (SEGUNDA PARTE)
(1): El art. 1^ del C. Civil Chileno dice que "La Ley es una 
declaraciôn de la voluntad soberana que, manifestada en 
la forma prescrita por la Constituciôn, manda, prohibe o 
permite".
(2): Resabios de este positivisme excluyente pueden hallarse 
en los preceptos del C. Civil chileno de 1855; "La cos 
tumbre no constituye derecho sino en los casos en que la 
Ley se remite a ella" (Art. 2^). "Las sentencias judicia 
les no tienen fuerza obligatoria sino respecte de las
causas en que actualmente se pronunciaren" (art. 3* inc.2). 
"Cuando el sentido de la Ley es claro, no se desatenderâ 
su tenor literal, a pretexto de consulter su espîritu" 
(art. 19).
(3); Ver la recepciôn de esta doctrina en el art. 1.1. del C^ 
Civil espahol; despuês de la reforma del Décrété 1836 de 
1974, autorizada por la Ley 3 de 1973; "Las fuentes del 
ordenamiento jurîdico espahol son la Ley, la costumbre y 
los principios generates del derecho".
(4); Vid. A. ROYO VILLANCVA, "Elmentos de Do. Administrative", 
Ed. Santarên, Valladolid, 1965 (26a. Edic.). T. I, pâg.48.
(5); J. GONZALEZ PEREZ, "El Mêtodo en el Do. Administrative" 
-Las Fuentes Jurîdicas- en R.A.P., n* 22, 1957, pâg. 56.
(6): E. GARCIA DE ENTERRIA, "Reflexiones sobre la Ley y los 
Principios Generates del Derecho", Civitas, Madrid, 1984, 
pâg. 27. Las expresiones "alienaciôn", "liberaciôn" y 
"encadenamiento" estân tomadas -en este pârrafo y en el 
siguiente- en el sentido dado por Rousseau en "El Contra 
to Social".
(7): Antonio HERNANDEZ GIL, "La Ciencia Jurîdica Tradicional 
y su transformaciôn"; Civitas, Madrid, 1981, pâg. 52.
(8); Cfr. MONTESQUIEU; "El Espîritu de las Leyes", (XI,6). La 
exclusion del roi de ejecutor autômata de la Ley -aûn del 
juez penal- ha sido recientemente declarada por la senten 
cia del 2-XI-1983 del T. C. (BOE del 2-XII-1983) que ha 
establecido que el principio de legalidad no puede ser 
entendido en forma tan rigurosa que el juez quede "prac 
ticamente reducido a ejecutor autômata de la Ley". Ver 
comentario de esta Sentencia en GARCIA DE ENTERRIA, op. 
cit., pâgs. 111 y ss.
(9); GARCIA DE ENTERRIA, op. cit., pâg. 42.
(10); J. ESSER, "Principio y Norma en la Elaboraciôn Jurispru
dencial del Derecho Privado", Ed. Bosch, Barcelona, 1961, 
pâg. 197.
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(11); J. ESSER, op. cit., pâg. 65.
(12); La Ley de la Jurisdicciôn Contenciosa, de 27-XII-1956,
se publicô en el BOE n* 363 del 28-XII-1956.
(13); La remisiôn que el C. Civil italiano hacîa a los P.G. del
D. fuê sustituida -por el art. 12 del Côdigo reformado en 
1942- por la referenda a "los principios generates del 
ordenamiento jurîdico del Estado".
(14); Giorgio DEL VECCHIO, "Filosofîa del Derecho", Bosch, Bar 
celona, (5a. edic.), 1947, pâg. 338.
(15); G. DEL VECCHIO, "Los Principios Generates del Derecho",
Bosch, Barcelona (3a. edic.), 1979, pâg. 49.
(16); LEGAZ Y LACAMBRA, "Los Principios Generates del Derecho", 
en Rev. del Institute de Derecho Comparado, n* 19, 1962, 
pâg. 51.
(17); Federico DE CASTRO, "Derecho Civil de Espaha", Parte Ge 
neral. Institute de Estudios Politicos, Madrid (3a. edic) 
1955, T. I, pâgs. 459 y ss.
(18); J. CASTAN TOBENAS, "Derecho Civil Espahol, Comûn y Forai",
Ed. Reus, (12a. edic.), Madrid, 1982, vol. I, pâgs. 492 y ss.
(19); Fernando GARRIDO FALLA, "Tratado de Do. Administrative", 
vol. I, Parte General (reimpresiôn de la 7a. éd.). Centre 
de Estudios Constitucionales, Madrid, 1980, pâgs. 328 y ss.
(20); El art. 1.1. del C. Civil espahol, despuês de la reforma 
de 1974, dice; "Las fuentes del ordenamiento jurîdico e£ 
pahol son la Ley, la costumbre y los principios generates 
del derecho". El mismo articule en su apartado 4 prescri 
be; "Los P.G. del D. se aplicarân en defecto de ley o cos 
tumbre, sin perjuicio de su carâcter informador del orde 
namiento jurîdico".
(21); F. GARRIDO FALLA, "La Constituciôn Espahola y las Fuentes 
del Derecho", Institute de Estudios Fiscales, Madrid, 1979, 
vol. I, pâgs. 43-44.
(22); J. GONZALEZ PEREZ, "El Mêtodo en el Derecho Administrât! 
vo" - Los Principios Jurîdicos, en R.A.P., n^ 22, 1957, 
pâgs. 44 y ss.
(23); Vid. GARCIA DE ENTERRIA, op. cit., "Iusnaturalismo y Pensa 
miento Tôpico, pâgs. 55 y ss; y el Prôlogo al libre de 
Theodor VIEHWEG, "Tôpica y Jurisprudencia", escrito por 
aquêl, pâgs. 73 y ss.
(24); GARCIA DE ENTERRIA, op. cit., pâgs. 61 y ss. Ver tambiên 
del mismo autor, su concepto de los P.G. del D. en el "Cur 
so de Derecho..." cit., vol. I, pâgs. 73 a 80 y pâg. 449.
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(25); Delia Matilde FERREIRA RUBIO, "La Buena Fe, El Principio 
General en el Derecho Civil" - Cap, I; Los Principios Ge 
nerales del Derecho. Ed. Montecorvo, Madrid, 1984. pâg.
35 y ss.
(26); E. WOLFF, "El Problema del Derecho Natural", Barcelona, 
1971; cit. por GARCIA DE ENTERRIA, op. cit., pâg. 60.
(27); A.KAUFMAN, "Naturrecht und Geschitlinckkeit", Tubingen, 
1957; ver cita anterior.
(28); Erik WOLFF ha dicho que "La idea del Derecho Natural re 
sulta un problema especîficamente teolôgico y toda forma 
êtica de su doctrina es una 'teologîa del Derecho'". Op. 
cit., pâg. 216.
(29); GARRIDO FALLA recuerda que "alguno de los votos contra 
rios a la Constituciôn (espahola de 1978) que se emitie 
ron en las Cortes, se explicaron con el argumente de que 
una Constituciôn que omite el nombre de Dios, es atea y, 
par tanto, contraria al Derecho Natural" ("La C.E. y las 
Fuentes...*' cit., pâg. 44).
(30); Ya este postulado -traîdo del piano metafisico- résulta 
discutible para la antropologla, la psicologla social y 
la sociologîa del comportamiento, en cuanto a la concien 
cia -distinta en cada cultura- del hombre sobre sî mismo 
y en cuanto a su exteriorizaciôn.
(31); Oswald SPENGLER, "La Decadencia de Occidente" -Bosquejo 
de una morfologîa de la Historia Universal-, Espasa Cal 
pe, Madrid, 1976; en especial, T. I; pâgs. 23 a 84 y lJ5 
a 160; y T. II; pâgs. 381 a 540.
(32); Ob. cit., T. I; pâg. 96. Explica SPENGLER que "NO HAY NI 
PUEDE HABER nûmero en sî. Hay varies mundos numêricos por 
que hay varias culturas. Encontramos diferentes tipos de 
pensamiento matemâtico y, por lo tanto, diferentes tipos 
de nûmeros". El nûmero pitagôrico, por ejemplo, represen 
ta magnitud y su apogeo es la proporciôn; relaciôn de 
magnitudes; en cambio, el nûmero occidental moderno re 
présenta relaciones y la relaciôn de relaciones -propia 
de esta matemâtica- se denomina funciôn. Cuando hablamos 
del nûmero griego -como cuando nos referimos a la democra 
cia griega- estâmes designando, con una misma expresiôn, 
nociones muy distintas a las que nosotros concebimos.
(33); Ob. cit., T. I; pâg. 432.
(34); Ver el art. 15 de la C.E. y el art. 19 n* 1 de la C. Pol.
chilena.
(35); José ORTEGA Y GASSET, "El Libro de las Misiones" -Misiôn 
de la Universidad.
(36); No sôlo en el Reino Unido se circula por la banda izquier 
da. Tambiên en numerosos paîses colonizados por el Impe
rio Britânico, entre ellos, Pakistân y la India, el se
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gundo paîs mâs poblado de la tierra. En Argentina, hasta 
la dêcada del 50, se conducîa por la izquierda. Es curio 
sa la influencia de Inglaterra en las ferrovîas de nume 
rosos paîses cuyos trenes circulan por la izquierda. El 
Metro de Madrid, que data de 1919, de manufactura britâ 
nica, corre por la izquierda.
(37); Parece ser que la tradiciôn europea continental y ameri 
cana dériva del costado del carruaje por donde lo aborda 
ban y descendîan los pasajeros: el derecho. En cambio la 
tradiciôn britânica -como no podîa ser menos en un paîs
de caballeros- obedeciô al costado por donde se monta y se 
desmonta del caballo.
(38): Tomâs-Ramôn FERNANDEZ, "Reflexiones en torno al Principio 
de Igualdad en el Ordenamiento Urbanîstico"; R.D.U., n^
65, pâg. 16.
(39); Ver el art. 9.3. de la C.E. y el art. 1.2. del C. Civil 
espahol.
(40); Ver los arts. 13 del C. Civil chileno y 4.1. del C. Civil 
espahol.
(41); Ver los arts. 3, 24 y 103 de la C. Pol. chilena y el art. 
103.1 de la C.E.
(42); Federico VON SAVIGNY, "Sobre la Vocaciôn de nuestra Epoca 
para la legislaciôn y la Ciencia del Derecho" (Trad, de 
José Dîaz Garcîa), Madrid, 1970, pâg. 49 y ss.. Sobre la 
visiôn intuitiva de SAVIGNY acerca de la Instituciôn como 
punto de encuentro entre los P.G. del D. y los cîrculos 
problemâticos jurîdicos, ver GARCIA DE ENTERRIA, pp. cit., 
pâgs. 65 y 81.
(43); Luis DIEZ PICAZO, "Experiencias Jurîdicas y Teorîa del De 
recho" (en ese orden, y no al rêvés, se construye el Dere 
cho); Ed. Ariel, Barcelona, 1975; especialmente, el Cap.
X; Principios Jurîdicos y Normas Principiales, pâgs. 196 
y ss.
(44); Jaime GUASP, "Derecho", Grâficas Hergôn, Madrid, 1971, 
pâgs. 291 y ss.
(45); Por otra parte, el Derecho, como elemento cultural, con 
tribuye a la gestaciôn de algunos principios. Tal ocurre 
-a modo de ejemplo- con el principio de jerarquîa norma 
tiva que no sôlo se gesta como producto cultural, sino 
que es fruto especîfico de la cultura jurîdica.
(46); José L. LASO MARTINEZ, "Derecho Urbanîstico" cit., T.I, 
pâg. 220.
CAPITULO II: FUNCIONES DE LOS PRINCIPIOS JURIDICOS.
SUMARIO
1. Los principios como fundamento normativo.
2. Los principios como criterios guîas de interpre 
taciôn de las normas.
3. Los principios como bases de integraciôn del or 
denamiento.
4. Los principios como criterios orientadores de 
la ejecuciôn de la ley.
5. Los principios en la delimitaciôn positiva y ne 
gativa de las normas y de las conductas.
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CAPITULO II; FUNCIONES DE LOS PRINCIPIOS JURIDICOS.
Todo el anterior recorrido en la bûsqueda del origen, natura 
leza y concepto de los P.G. del D. de poco servirîa si no déjà 
ramos -al mismo tiempo- establecidos los roles que ellos desem 
pehan en el Derecho.
- cQuê funciones cumplen; cômc/juegan; para quê sirven los P.
G. del D.?.
Aunque pudiera parecer irreverente preguntar a un principio 
-a una entidad teôrica- "para quê sirve", queremos recordar aquî, 
una vez mâs, que no hay nada mâs prâctico que una buena teorîa; 
y que los principios générales valen por lo que sirven al Dere 
cho y no por loque puedan deleitar a los teôricos de gabinete.
1. LOS PRINCIPIOS COMO FUNDAMENTO NORMATIVO.
Los principios générales, en esta primera funciôn de "sopor 
tes primaries estructurales del sistema entera del ordenamien 
to..." ( 1 ) contribuyen de dos distintas maneras a la existen 
cia y desarrollo del derecho ( 2).
En primer lugar, -como enfoques de una cosmovisiôn cultural, 
proyectados en el campo de lo jurîdico- ellos infunden una de 
terminada fisonomîa al derecho vigente. Le impregnan y atra 
viesan como una nervadura que le unifica, le dota de coheren 
cia y le marca un determinado perfil. Este viene a ser, justa 
mente, el "carâcter informador del ordenamiento jurîdico" que 
el artîculo 1.4 del Côdigo Civil espahol les atribuye expresa 
mente.
Cuando Dîez Picazo se refiere a la idea de "Ordenamiento ju 
rîdico" ( 3), dice que es obvio que êl no se limita a la Cons 
tituciôn y a las leyes, sino que tambiên comprende al resto de 
las fuentes; y puntualiza que "El ordenamiento... supone una 
trabazôn o urdiumbre dentro del conjunto, lo que presupone unas 
normas ordenadas (jerarquizadas, compatibilizadas, no antinômi
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cas) y, en definitive, una exigencia de coherencia a que el in 
terprete debe obedecer" (4 ).
Al revês de lo que ocurre oon los campos magnêticos -en que 
los polos de distinto nombre se atraen y los del mismo signo 
se repelen- la polaridad de los principios sigue una tendencia 
de atracciôn entre los armônicos, en tanto que esa misma pola 
ridad repele y excluye a los opuestos.
Esta verdadera "ley" de atracciôn -y de repelencia- de los 
P.G. del D. es la que asegura la coherencia del ordenamiento.
En este mismo sentido, del Vecchio sehalaba que la posibilidad 
de aplicar principios contradictorios "queda excluîda a priori" 
( 5) •
Ahora bien, la polaridad y la carga axiolôgica que -eventual^ 
mente- encierran los P.G. del D., infunden en esta simple rela 
ciôn de afinidad -que es la coherencia mirada como articulaciôn 
lôgica- una dinâmica militante que orienta al ordenamiento en 
la direcciôn tendencial de su plexo de principios.
Pero, tambiên, la cualidad primaria de los principios -o 
"primera", como la llama Guasp-, asî como su fuerza germinal, 
les predispone a generar nuevas normas de derecho positivo; pa 
pel en el cual es el legislador el agente encargado de plasmar 
los, segûn los requerimientos de la vida jurîdica.
Una duda se ha planteado con la creciente positivaciôn de 
los principios; esto es, con el "ingreso de los P.G. del D. en 
un conjunto concrete de normas de Derecho positivo" (6), o 
con su recepciôn expresa en algûn precepto constitucional o le 
gai.
Hay quienes sehalan como caracterîstica de los P.G. del D., 
su carencia de formulaciôn positiva il). Ahora bien, recogido 
expresamente un principio, esto es, trasladado a una norma, 
-cdeja de ser principio o continûa subsistiendo como tal?.
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Desde luego, conviene matizar la pregunta, toda vez que exis 
ten diverses formas de recepciôn legal. Destacaremos las dos 
vîas que ofrecen mayor interês;
- a) El principio se recoge en una norma que le consagra sin 
definirlo ni condicionarlo. Ejemplo: "La Constituciôn garantiza 
el principio de legalidad, la jerarquîa normativa, la publicidad 
de las normas, la irretroactividad de las disposiciones sancio 
nadoras no favorables o restrictives de derechos individuales, 
la seguridad jurîdica, la responsabilidad y la interdicciôn de 
la arbitrariedad de los poderes pûblicos" (art. 9.3, C.E.).
- b) El principio se desarrolla en una norma que determine
su sentido y su alcance. Ejemplo: "Los ôrganos del Estado actûan 
vâlidamente previa investidura regular de sus intégrantes den 
tro de su competencia y en la forma que prescribe la ley". (As 
pectos concrètes del principio de legalidad contenidos en el 
art. 7 inciso 1* de la C. Pol. chilena).
Pensâmes que, en el primer caso, los principios mantienen 
incôlume su carâcter y su vigor expansive. No han quedado défi 
nidos y -por lo mismo- no han quedado limitados. El mérite de 
su positivaciôn consistirâ en éliminer toda duda acerca de su 
identidad, de su vigencia y -por ende- de su aplicabilidad.
Pero puede haber otra ventaje para el principio si -como en 
el ejemplo- estâ consagrado en la Carte Fundamental: "Al cens 
tituir (los P.G. del D.) la base y fundamento del Ordenamiento 
Jurîdico y estar consagrados en normas de rango constitucional, 
la contradicciôn entre los principios y las normas sôlo, puede 
resolverse en favor de aquêllos" ( 8).
Dîez Picazo apunta hacia la eventual contradicciôn entre es 
te piano de principios, que denomina "principios constituciona 
les", y los otros no recogidos por la Constituciôn. Y concluye 
que "este segundo piano de principios no podrâ estar nunca en 
contradicciôn con el primero" ( g).
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Garrido Falla sehala otra importante ventaja, en la posit^ 
vaciôn constitucional de los principios. Al invocarse ellos an 
te los tribunales de justicia "se invocarâ una fuente escrita 
de Derecho, es decir, una ley (constitucional); la primera de 
las fuentes del Derecho, tanto segûn el Côdigo Civil como la 
Constituciôn" (10),
En el segundo caso de positivaciôn que hemos descrito, el 
principio queda, indudablemente, condicionado y circunscrito 
dentro de los tërminos en los que la norma le condensa. Pero 
êsto no quiere decir que tal principio pierda su carâcter, su 
aptitud normogênica ni su capacidad de determinarse y expandir 
se en otros aspectos no contemplados en la norma que le desarro 
lia.
Dice, al respecte, Hernândez Gil: "El que los P.G. del D. 
no requieran de una formulaciôn normativa e incluse que sea ca 
racterîstico de ellos carecer de tal formulaciôn, no puede lie 
varse al extreme de que, acogida su formulaciôn por una norma 
legal, pierdan el carâcter de principios" (11).
En el mismo sentido, Delia Ferreira opina que "aûn cuando 
un principio haya sido incorporado a un cuerpo legal con formu 
laciôn expresa, aûn cuando haya dado origen a un cierto nûmero 
de normas especificas, el principio conserva intacta su poten 
cialidad jurîgena y puede dar lugar a nuevas reglas, a la vez 
que puede actuar por sî regulando situaciones no previstas".
Y ahade una observaciôn particularmente lûcida: "La creativi 
dad del principio no se agota con la creaciôn, sino que perdu 
ra, lo cual permite al principio cumplir una de sus funciones 
esenciales, cual es la de actuar como vâlvula de adaptaciôn de 
la ley a la realidad siempre cambiante de la sociedad" (12).
2. LOS PRINCIPIOS COMO CRITERIOS GUIAS DE INTERPRETACION DE
LAS NORMAS.
Interpretar una norma es desentrahar su sentido, averiguar su 
correcto significado. "La interpretaciôn -afirma Hernândez Gil- 
es un modo de comprender que alcanza a la total interlocuciôn
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jurista-norma, si bien no agota la comprensiôn, que tiene tam 
bien otros modos de manifestarse" (13).
Una primera pregunta surge inmediatamente al hablar de in 
terpretaciôn: -cTiene ella lugar solamente ante la duda, la 
equivocidad o la oscuridad de la norma?.
Esta interrogante viene planteada implicitamente en codigos 
civiles decimonônicos -entre ellos el chileno (14)- cuando con 
sagra el principio "in Claris non fit interpretatio".
Castân Tobems contesta derechamente esta pregunta cuando 
afirma que "la interpretaciôn se aplica a todas las leyes, sean 
claras u oscuras, porque no hay que confundir la intëÿretaciôn 
con la dificultad de la interpretaciôn" (15).
Ahora bien, -ccômo comparecen, los P. G. del D. en la inter 
pretaciôn de las normas?-. Pensamos que -por lo menos- de très 
maneras.
En primer lugar, es el principio el que da vida y sentido al 
texto literal de la norma. Es un error -explicable sôlo por un 
excesivo y perturbador afân metodolôgico- creer que el tenor 1^ 
teral de la ley es una entidad independiente que pueda funcionar 
en forma separada de su espîritu; de tal manera que sôlo cuando 
el tenor literal es oscuro y suscita dudas, pueda consultarse a 
la otra entidad que se individualize como el "espîritu de la ley".
Espîritu y texto conforman la ley, SON la norma. Y es la nor 
ma la que debe interpretarse como un todo para averiguar su 
correcto significado, y no sôlo la parte mecânica de ella, es 
decir su letra (16). Es pertinente recordar aquî la sentencia 
biblîca referida a la ley: "La letra mata, el espîritu vivifica".
Pues bien, son los principios jurîdicos los que dan sentido 
a la ley, de dos maneras: le sirven de base de sustentaciôn y 
le sehalan un propôsito, una finalidad, que es lo que se conoce 
como "intenciôn o espîritu".
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Puede afirmarse que todo complejo normativo persigue una o 
varias finalidades jurîdicas. Y que la tendencia direccional 
que les imanta sôlo puede encontrarse en sus principios.
Gonzâlez Pêrez sehala una segunda manera en que los P.G. 
del D., pueden servir en el proceso interpretative. No se tra 
ta aquî de la comprensiôn de las normas, sino de su extensiôn. 
Nos dice que "ellos indicarân en cada momento la fôrmula inter 
pretativa que se debe elegir. Lo que comportarâ restringir o 
extender el âmbito de aplicaciôn de la norma en funciôn de su 
finalidad o ratio legis. Asî, mientras la jurisprudencia ha 
proclamado el principio de interpretaciôn mâs favorable al otor 
gamiento de licencias (urbanîsticas), por constituir una limita 
ciôn al ius aedificandi, no ha dudado en utilizer el criterio 
mâs restrictivo a la hora de aplicar las normas reguladoras de 
las sanciones de las infracciones urbanîsticas" (17),
El tercer modo de servir en la operaciôn interpretative con 
siste en un proceso de contrastaciôn -a posteriori- de sus con 
secuencias.
Si los principios son tendenciales, esto es, si se orientan 
hacia determinados fines, nada mâs lôgico que verificar si esos 
fines se cumplen o se contrarîan a consecuencia de la interpre 
taciôn ensayada.
Como dice grâficamente Delia Ferreira, "la funciôn que cum 
plen los principios en la interpretaciôn es la de fiscalizar 
que el resultado del proceso no sea contrario a lo que ellos 
postulan" ( 18) .
3. LOS PRINCIPIOS COMO CRITERIOS 0 BASES DE INTEGRACION DEL
ORDENAMIENTO.
Aunque la nociôn de los principios jurîdicos es muy antigua 
-anterior, probablemente, a las "agrafos nomos" admitidas en 
Grecia y a las ideas de la "ratio juris", la "natura rerum" o 
el criterio "more et aequitate", utilizados en Roma (19)- el
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concepto de los P.G. del D. sôlo viene a cristalizar, histôr^ 
camente, con la codificaciôn legislativa emprendida a fines 
del siglo XVIII.
El positivismo legalista -que postulaba, como ya vimos, que 
todo el Derecho estâ contenido en la ley- se diô a la tarea de 
recopilar y sistematizar "todo el derecho" en los cuerpos norma 
tivos que llamamos côdigos. La legislaciôn codificada y el re£ 
to de las leyes no codificables, asî como las que se siguieron 
dictando, se concebîa como un universo cerrado, completo y auto 
suficiente, çapaz de resolver todos los problèmes de la vida de 
relaciôn.
Sôlo quedaba abierta -en esta concepciôn- la brecha insosla 
yable de las "lagunas de la ley", la emergencia de conflictos 
o situaciones jurîdicas que no tuvieran prevista su soluciôn 
legal.
Para resolver este problema y llenar esta laguna, sin que 
brantar el postulado bâsico del legalismo, los codificadores 
idearon "integrar" esos vacîos con las costumbres jurîdicas y, 
en su ausencia, con los P.G. del D.; dejando, asî, supeditado 
el ingreso de estas fuentes al territorio jurîdico, al salvo 
conducto de la ley.
La primera tarea que los côdigos asignaron a los P.G. del D. 
fue, pues, la funciôn integradora. Asî, el côdigo civil austria 
co de 1811 se remite, en primer lugar, a las palabras y al sen 
tido natural de la ley; subsidiariamente, "se tendrâ en cuenta 
lo que se décida por la ley en los casos anâlogos y en los fun 
damentos de otras leyes semejantes"; y, si aûn resultare dudosa 
la soluciôn del caso, "se decidirâ de acuerdo con las circunstan 
cias cuidadosamente recogidas y moderadamente pesadas, segûn 
los principios jurîdicos générales".
El Côdigo Civil chileno de 1855, al final de una serie de 
rîgidas reglas de interpretaciôn, y en su defecto, prescribe 
que "se interpretarân los pasajes oscuros o contradictorios
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(de la ley) del modo que mâs conforme parezca al espîritu gene 
ral de la legislaciôn y a la equidad natural" (art. 24); en don 
de "espîritu" es la intenciôn, el propôsito, la finalidad que 
la ley persigue, es decir, una de las nociones implîcitas en el 
concepto de P.G. del D. (20); y equidad natural es la propia 
nociôn de la justicia que tiene el juez, pero impregnada por 
los contenidos êticos y valôricos imperantes en la sociedad en 
que se desempeha y condicionada por las circunstancias particu 
lares y concretas del caso que resuelve ( 21) .
En armonîa con este precepto, el Côdigo de Procedimiento Ci 
vil de 1902, al regular los elementos que deben contener las 
sentencias judiciales definitivas, sehala en su art. 170: "5*
La enunciaciôn de las leyes, y en su defecto, de los principios 
de equidad, con arreglo a los cuales se pronuncia el fallo".
El Côdigo Civil italiano de 1865 sehalaba claramente que 
"si una controversia no se puede decidir mediante una précisa 
disposiciôn legal, se recurrirâ a las disposiciones que regulen 
casos semejantes y materias anâlogas y, si el caso es aûn dudo 
so, se decidirâ conforme a los principios générales del Dere 
cho" (22).
El Côdigo Civil espahol de 1889, en su redacciôn original, 
disponîa: "Cuando no haya ley exactamente aplicablè al punto 
controvertido, se aplicarâ la costumbre del lugar, y en su de 
fecto, los principios générales del derecho" (23). Despuês de 
la reforma de 1974, los P.G. del D. tienen una doble vîa de in 
tegraciôn del ordenamiento: mediante su aplicaciôn directa al 
caso sub-lite, "en defecto de ley o costumbre" (art. 1.4); y 
mediante su incorporaciôn a la doctrina jurisprudencial que 
"de modo reiterado, establezca el Tribunal Supremo al interpre 
tar y aplicar la ley, la costumbre y los principios générales 
del derecho" (art. 1.6).
Los P.G. del D, no sôlo estân incorporados -con un valor 
mâs o menos déterminante- en los côdigos civiles hacionales, 
sino que han traspuesto las fronterâs, para ingresar como
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fundamentos jurîdicos decisorxos de conflictos, al Derecho In 
ternacional.
Es asî que el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia 
contempla como fuentes: l^t Los convenios internacionales, tan 
to générales como especiales; 2*; la costumbre internacional 
como prueba de una prâctica generalmente aceptada como derecho; 
3*: los principios générales de derecho reconocidos por las na 
ciones civilizadas; 4&: la jurisprudencia y la doctrina como me 
dio auxiliar para determiner las réglas de derecho (24).
Ordinariamente la integracidn se plantea como un proceso en 
caminado a suplir o subsanar la imprevisidn legislativa. No ob£ 
tante, puede ella cumplir otra tarea no menos importante. Nos 
referimos a la integracidn de las lagunas sobrevenidas.
En este caso, la situacidn de conflicto estâ prevista por la 
ley; pero, el supuesto de hecho bajo el cual la ley previô la 
solucidn, sufre una mutaciôn tal que la aplicacidn de ella no 
s61o viene a producir un resultado injusto, sino a contradecir 
al principio o al plexo principal en que se insertaba origina 
riamente la norma.
Es el caso tipico de la obligaciôn del mutuario en dinero, 
de restituir al mutuante la misma cantidad de unidades recibi 
das, cuando sobreviene un proceso inflacionario que déprécia 
la moneda. La norma restitutoria fue concebida bajo el supue£ 
to de la estabilidad monetaria; de tal modo que la prestaciôn 
del mutuante equivalîa a igual nûmero de unidades que el mutua 
rio se obligaba a restituir. Habiendo sufrido mutaciôn el su 
puesto de la norma, su aplicaciôn literal distorsiona los ju£ 
tos fines de la regulaciôn juridica; y sôlo la integraciôn de 
los principios que rigen el contrato -la buena fe, la equiva 
lencia de las prestaciones y la interdicciôn del enriquecimien 
to sin causa y del abuso del derecho- permitirân readaptar el 
marco normativo a la soluciôn autêntica.
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4. LOS PRINCIPIOS COMO CRITERIQS ORIENTADOKES DE LA EJECUCION
DE LA LEY.
No cabe duda que las funciones de los principios descritos 
hasta ahora conciernen a operaciones que pueden practicarse so 
bre las normas -fundamentarlas, interpretarlas, integrarlas- 
con independencia de quien sea el operador.
Pero tambiên es obvio que cada una de estas funciones va a 
ser realizada preferentemente por el operador juridico que con 
mayor frecuencia practica la respectiva funciôn. Asî, serâ el 
legislador quien utilice ordinariamente los P.G. del D. como 
fundamentos normativos, ya que ellos son déterminantes en la 
elaboraciôn de las normas. Y, de parecida manera, serâ el juez 
quien recurrirâ mâs asiduamente a ellos en las funciones de in 
terpretaciôn y de integraciôn de las normas.
Queremos ahora referirnos a un roi de los P.G. del D. clara 
mente emparentado con la funciôn pûblica consistente en la eje 
cuciôn de las leyes y que, por lo mismo, tiene como operadores 
jurîdicos al gobierno y a la administraciôn. Este roi es el de 
servir de criterio orientador para la aplicaciôn de las normas.
Las leyes no se dictan para ser ejecutadas como mejor parez 
ca o como mâs convenga a su ejecutor. Obviamente, se dictan pa 
ra aplicarse de acuerdo con sus fundamentos y -por lo mismo- 
su ejecuciôn debe ser encaminada hacia su finalidad,
Estos dos ingredientes: fundamento y finalidad, -que emergen 
de los principios- son como el alfa y el omega de las normas. 
Ellos aseguran su aplicaciôn objetiva y -por ende- eliminan el 
voluntarismo y la arbitrariedad del operador.
Asegurar que este importante objetivo -la objetividad- se cum 
pla, constituye tambiên un principio general del derecho pûblico, 
Y es oportuno constater que este principio ha sido positivado 
en el art. 103.1 de la C.E., cuando prescribe: "La Administra 
ciôn Pûblica sirve CON OBJETIVIDAD los intereses générales y
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actûa de acuerdo con los principios de EFICACIA,... etc.... 
con sometimiento pleno a la ley y al Derecho" (25).
Es cierto que la objetividad représenta un matiz del princi 
pio de legalidad y que ambos obligan por igual a todos los ôrga 
nos del Estado, Pero no debe descuidarse la circunstancia de 
que mientras el legislador se desliga, en cuanto operador, de 
la norma que dicta, y el juez permanece ajeno -en cuanto juez- 
al precepto que aplica, no ocurre lo mismo con el Gobierno y la 
Administraciôn, los que -de muchas maneras- suelen comprometer 
se e involucrarse en las tareas que realizan y que, esos ca
SOS, tienden a "subjetivar", con la superposiciôn de sus propios 
fines o intereses, la ejecuciôn objetiva de la ley.
Pensamos que este cometido de los P.G. del D. en la ejecu 
ciôn funcionalizada de la ley debe asumirse por el Gobierno y 
la Administraciôn aûn antes que las normas comiencen a ejecutar 
se efectivamente, a travês de los reglamentos, circulares e in£ 
trucciones destinados a orientar la conducta de los funciona 
rios en el mismo sentido y finalidad que los P.G. del D. sena 
lan a las normas de cuya ejecuciôn se trata.
A asegurar el cabal cumplimiento de esta funciôn de los P.G. 
del D., contribuyô -talvez sin proponêrselo- el Consejo de E£ 
tado francês al idear la tëcnica de control de legalidad del 
obrar de la Administraciôn conocida como "desviaciôn de poder" 
o "desviaciôn de fin" (26 ) .
5. DELIMITACION POSITIVA Y NEGATIVA DE LAS NORMAS Y DE LAS CON
DUCTAS.
Sehalamos que los principios tienen polaridad y que, a menu 
do, encierran una carga axiolôgica. Estas tendencias focales de 
los principios implican -como hemos visto- una direcciôn a se 
guir y una finalidad a lograr,
Cuando hablamos de "tendencias focales" estâmes utilizando 
literalmente la imagen del foco o fanal luminoso que se proyecta
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en un determinado sentido. El interior de ese foco -y, parti 
cularmente, su eje- marca la direcciôn e ilumina el objetivo 
que el principio se propone cumplir.
Pero, tambiên, el mismo foco principial sehala los limites 
dentro de los cuales pueden encauzarse las normas y desplazar 
se las conductas que partan de ese principio; y esos limites 
marcan los mârgenes fuera de los cuales el principio carece 
de vigencia.
Esta delimitaciôn focal de los principios -que es positiva 
en cuanto sehala su radio de vigencia y es negative en cuanto 
détermina dônde ellos dejan de régir- no sôlo sirve al juez al 
momento de interpreter una norma o de encuadrar una conducta; 
sirve tambiên al legislador como marco limitante del abanico 
de posiciones entre las cuales puede situer la norma que ela 
bore; y sirve al ejecutivo y a la administraciôn, a la hora 
de instrumenter su ejecuciôn, como acabamos de ver.
Con todo, lo que particularmente nos interesa recalcar, es 
que esta funciôn de los principios no se agota -ni tiene su 
principal aplicaciôn- en el uso que de ella pueden hacer los 
operadores jurîdicos.
Esta funciôn -a la vez orientadora e iluminadora- de los 
principios, adquiere su mayor relevancia sirviendo de guîa a 
la conducta de las personas.
El refrân que afirma que "El pueblo sabe derecho" es verda 
dero, no en cuanto el vulgo haya estudiado o conozca el texto 
de la legislaciôn, lo que ciertamente no es asî; sino que lo 
es en cuanto los principios -como condensaciones bâsicas de 
un acervo cultural en que todo el pueblo participa- orientan 
y determinan sus actuaciones jurîdicas.
Y asî, el hombre mâs modeste "sabe derecho", porque conoce 
intuitivamente quê posiciôn es justa y cuâl no lo es; porque 
siente cjue debe obrar conforme a unos criterios que le han s^ 
do introyectados desde que tuvo uso de su razôn, que -de una
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manera vivencial- forman parte de su modo de ser y de conducir 
se y que le han ido imprimiendo, a lo largo de su vida, una cer 
tera capacidad para discernir quê actuaciôn esté bien y quê ac 
tuaciôn estâ mal, a la luz de los valores, principios y pautas 
de la sociedad en que se ha formado y de la que es parte.
EN RESUMEN, los principios cumplen, al menos, cinco funciones 
claramente discernibles: 1; Sirven, a la norma, como germen y 
fundamento; y dan, al ordenamiento juridico, coherencia, senti^ 
do y perfil. 2: Cumplen el roi de criterios guias para interpre 
tar o conocer el significado de las normas; para establecer el 
criterio interpretative; y para fiscalizar la validez de la in 
terpretaciôn misma. 3: Se desempehan como bases y guias de la 
integraciôn del ordenamiento juridico nacional e internacional; 
tanto para cubrir las lagunas légales preexistentes, como para 
subsanar la situaciôn de las lagunas sobrevenidas. 4: Sirven, 
al Poder Ejecutivo y a la Administraciôn, como criterios orien 
tadores de la ejecuciôn de la ley de los instrumentos destina 
dos a implementar su aplicaciôn. Y 5: Delimitan, positiva y ne 
gativamente, el âmbito de fidelidad en que las normas y, part^ 
cularmente, las conductas, corresponden a la direcciôn y fina 
lidad que ellos propician.
Estas cinco funciones -incluida la de integraciôn del ordena 
miento juridico internacional en el ârea cultural en que ellos 
imperan- son cumplidas sin apremio por los principios fundamen 
taies del derecho urbanistico, a los que pasamos a referirnos.
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blecimiento". Referencias a la interpretaciôn, en la "o£ 
curidad" de la ley, se hacen tambiên en los arts. 22 inc.
2û y 24.
(15); J. CASTAN TOBERAS, "Derecho Civil", cit., pâg. 548.
(16): La reforma del Côdigo Civil espahol, de 1974, dio origen 
al siguiente texto: Art. 3.1. "Las normas se interpréta 
rân segûn el sentido propio de sus palabras, en relaciSh 
con el contexto, los antecedentes histôricos y legislat_i 
vos, y la realidad social del tiempo en que han de ser 
aplicadas, atendiendo fundamentalmente al espiritu y f_i 
nalidad de aquêllas".
(17): J. GONZALEZ PEREZ, "Principios Générales del Derecho Ur
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banîstico", cit., pâg. 294.
(18); D. FERREIRA R., "La Buena Fe", cit. pâg. 55.
(19); Vid. sobre el particular, DIEZ PICAZO, "Experiencias...", 
cit., pâg. 202 y A. SANCHEZ DE LA TORREr "Los Principios 
Clâsicos del Derecho", cit., pâg. 48, sobre los "tria 
iuris praecepta" de Justiniano.
(20): Ver art. 19 inc. 2* C. Civil chileno.
(21): Sobre la equidad en el juzgador, cfr. Agustîn SQUELLA,
"Dos Concepciones de la Equidad", Edeval, Valparaiso, 1981, 
pâgs. 29-34.
(22); Art. 13 del texto original, sustituido por la reforma de 
1942. •
(23): Art. 6.2, sustituido por la reforma de 1974.
(2 4): Art. 38 del Estatuto de la Corte Internacional de Just^ 
cia.
(2 5): El principio de objetividad se encuentra reforzado por 
el art. 9.3 de la misma C.E. cuando êsta garantiza "la 
interdicciôn de la arbitrariedad de los poderes pûbli 
cos".
(26): Vid. E. GARCIA DE ENTERRIA, "La Lucha contra las Inmun^ 
dades del Poder", Civitas, (3a. éd.), Madrid, 1983, pâgs.
42 a 49.
CAPITULO III; ENUNCIACION Y CARACTER COMPLEXIVO DE 
LOS PRINCIPIOS FUNDAMENTALES DEL D.U 
(P.F.D.U.).
SUMARIO
1. Principios générales del Derecho y principios 
jurîdicos especiales.
2. Enunciaciôn de los P.F.D.U.
3. Carâcter complexivo de estos Principios.
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CAPITULO III; ENUNCIACION Y CARACTER COMPLEXIVO DE LOS PRINCIPIOS 
FONDAMENTALES DEL D.U. (P.F.D.U.).
1. PRINCIPIOS GENERALES DEL DERECHO Y PRINCIPIOS JURIDICOS
ESPECIALES.
Demâs estâ decir que el D.U. se nos présenta impregnado por 
numerosos principios générales del Derecho que séria fatigoso 
enumerar, pero de los que -sôlo a modo de ejemplos- citaremos 
el de legalidad, de la jerarquîa de las normas y de los ôrga 
nos, de coordinaciôn, el de publicidad, el de responsabilidad, 
el de descentralizaciôn, el de libertad, la igualdad y el prin 
cipio de la buena fe.
Se sabe, por otra parte, que algunos cuerpos normativos y 
ciertas âreas de la actividad juridica poseen principios -es 
decir, criterios guias bâsicos- que, por régir sôlo en esos 
âmbitos, se conocen como principios jurîdicos especiales (P.
J.E.).
Los P.J.E. serîan entonces -por oposiciôn a los generales- 
aquêllos que sôlo constituyen criterios guias para la conforma 
ciôn de una rama del ordenamiento o de un ârea determinada del 
trâfico juridico, sin que tengan aptitud normogênica en los 
restantes campos del Derecho.
Por consiguiente, estos P.J.E. estân revestidos de un doble 
carâcter, uno positive y, el otro, negative;
a) como principios jurîdicos deben tener aptitud normogên^ 
ca y conformadora de un sector determinado de relaciones juri 
dicas; y
b) como principios especiales, carecen de la aptitud normo 
gênica universal que, en la generalidad del ordenamiento, po 
seen los principios générales.
Como en este trabajo no nos ocupamos de los principios es 
peciales, no nos parece oportuno profundizar aqui otras moda 
lidades de estos principios, como la de constituir -a veces- 
el cambio de direcciôn, el quiebre y hasta la posiciôn de con
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flicto con alguno o algunos principios générales que -de esta 
manera- pueden quedar alterados, modificados y hasta expulsa 
dos del ârea en que aquêllos ejercen su imperio (1).
- cExisten, en el D.U., principios jurîdicos especiales?.
Nos parece que si y que -entre ellos- merecen cita destaca 
da el de la zonificaciôn o distribuciôn vinculante de los usos 
del suelo; el del poder atributivo de la planificaciôn, en re 
laciôn con el ius aedificandi; el de absorciôn de las plusva 
lias generadas por el planeamiento; y el de estandarizaciôn 
urbanîstica.
Parece ser que ha llegado el momento de contester, aquî, 
una pregunta que dejamos pendiente en la premise introductoria, 
por no haber desarrollado, hasta entonces, los elementos de ju^ 
cio necesarios para responderla: - cEs, el principio de la pla 
nificaciôn légitimante, un principio especial del D.U.?.
No cabe duda que el principio de la planificaciôn es la vi 
ga maestra, conformadora por excelencia, del D.U.. De allî que, 
a primera vista, pudiera parecer un principio especial suyo.
Sin embargo, - des, acaso, un principio que sôlo tiene apl^ 
cabilidad en el D.U.?; o, para decirlo de otro modo, - dcarece 
de la aptitud normogênica universal que poseen los principios 
générales?.
La respuesta a esta interrogante tiene que ser negativa; 
porque si lo que persigue este principio es preordenar la ac 
tividad pûblica y privada conforme a un plan que le antecede, 
de tal manera que sôlo serân légitimas las actuaciones que a 
êl se conformen, ese mismo propôsito puede advertirse en la 
ordenaciôn que sirve de base al derecho de la circulaciôn -o 
del trântisto pûblico, como tambiên se le llama-, en la plani 
ficaciôn econômica -en la medida en que ella ha sido juridiza 
da-, en el planeamiento de desarrollo forestal en algunos pai 
ses y -desde luego- constituye, desde antiguo, la clave del 
conjunto de las actuaciones previstas por el derecho procesal.
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Por otra parte, es fâcil advertir que este principio posee 
una vocaciôn expansiva basada en su racionalidad. La planifica 
ciôn no se opone necesariamente a la libertad; mâs bien se opo 
ne a la irracionalidad de la imprevisiôn. Por eso la planifica 
ciôn se présenta a menudo como la previsiôn del racional apro 
vechamiento de los recursos escasos. De esta manera, el princi 
pio encontrarâ una aplicaciôn mâs general mientras mayor sea 
el grado de racionalidad preventiva de la sociedad que le ut^ 
liza.
Esta observaciôn nos permite constatar que la generalidad 
de un principio es una cualidad interna suya que no tiene por 
quê supeditarse al hecho externo de que se le utilice "con ge 
neralidad". Vimos, en su oportunidad, que un principio es tal 
con prescindencia de su normaciôn; y, si esto es asî, - dpor 
quê subordinar su generalidad a su general aplicaciôn?.
Un principio es general cuando tiene aplicabilidad virtual 
en un ordenamiento -si se nos perdona la figura- cuando "calza 
cômodamente" en êl, aunque sôlo se le haya utilizado en una 
ârea o no aparezca claramente aplicado en ninguna; cuando no 
se contradice con los demâs principios générales de ese orde 
namiento y, en cambio, armoniza con ellos; cuando es susce£ 
tible de constituir un soporte y una directriz en el conjunto 
normativo, pero no una excepciôn. Creemos que es êste el su 
puesto adecuado para calificar la generalidad de un "principio 
general".
De esta manera, dejamos cerrado el ciclo argumentai que 
conduce a concluir que todos los principios fundantes del D.
U. que analizaremos pertenecen a la categorîa de los principios 
générales; pasando ahora a su enunciaciôn.
2. ENUNCIACION DE LOS PRINCIPIOS FUNDAMENTALES DEL DERECHO
URBANISTICO.
Cuando, en su oportunidad, nos referimos a la cualidad nor 
mativa de los P.G. del D., dejamos establecido que ella no se
262.
reduce a la particular potencia normogênica de cada principio; 
sino tambiên se manifiesta en la funciôn modeladora del Dere 
cho que cumplen -en conjunto- los principios armônicos. Esta 
funciôn consiste en dar al Ordenamiento -o a un ârea determi 
nada de la legislaciôn- una particular fisonomîa, de infundir 
le una précisa orientaciôn, de imprimirle un carâcter propio 
e inconfundible.
Es esta funciôn substancial de los principios la que nos 
ha permitido seleccionar de entre los sistemas de derecho ur 
banîstico de los paîses de Europa occidental y de la legisla 
ciôn de los estados americanos, aquellos principios jurîdicos 
que les son comunes y que -a nuestro modesto juicio- enlazan 
a estos sistemas con un innegable parentesco principial, que 
constituye -por otra parte- un claro indicio de su parentesco 
cultural.
Estos principios son;
1. El principio de Legalidad, que es la base fundacional de 
la Administraciôn Urbanîstica y de sus competencies, y 
el limite de su potestad interventora y sancionadora.
2. El principio de la Planificaciôn, como requisito legît^
mante de toda la actividad urbanîstica.
3. El principio de la Funciôn Social de la propiedad; el 
cual -obviamente- supone el reconocimiento del derecho 
de propiedad privada.
4. El principio de Igualdad; particularizado -en este cam 
po- en el de igual reparto de los beneficios y de las 
cargas urbanîsticas.
5. El principio de Participaciôn de los administrados en
las diversas fases de la actividad de planeamiento y
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en la fiscalizaciôn de la observancia pûblica y privada de la 
legalidad urbanîstica,
6 . El principio de Autotutela del Derecho Urbanistico en su 
aspecto restitutorio; y en la disciplina y la penali 
dad urbanîstica; y
7. El principio de la Protecciôn Juridica de los admini£ 
trados, sin el cual el Derecho Urbanistico dejarîa de 
ser derecho, quedando reducido a una tëcnica de ejerci 
cio del poder.
3. CARACTER COMPLEXIVO DE ESTOS PRINCIPIOS.
Con esta calificaciôn queremos significar que la enuncia­
ciôn que antecede no constituye una selecciôn mâs o menos an 
tojadiza de ciertos principios generalmente adoptados en los 
ordenamientos urbanîsticos occidentales. Es, por el contrario, 
la identificaciôn de un plexo de principios, de una nervadura 
de criterios guîas que posee très caracterîsticas:
a) Sirve de base armônica -es decir, que orienta en el mi£ 
mo sentido focal- a los respectivos sistemas;
b) Su conjunto proyecta una fisonomîa perfectamente identi- 
ficable del D.U. que es la propia de los Estados de Derecho;
c) La concurrencia de cada uno de ellos es indispensable 
para perfilar ese D.U.; de tal manera, que si uno sôlo de ellos 
no comparece o deja de tener presencia, el resultado déjà de 
ser Derecho Urbanistico.
La primera caracterîstica es la que imprime coherencia al 
sistema y permite comprenderlo cabalmente e interpretar sus 
normas.
La segunda, confiera a este D.U. rasgos inconfundibles, en
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tre los que descuellan su carâcter democrâtico, social, liber 
tario, participative y garantista. Las diferencias entre los 
miembros de esta familia juridica -no obstante su marcado pa 
rentesco- van a depender de la mayor o menor acentuaciôn de 
algunos de estos principios o -dicho de otra manera- de la ma 
yor o menor intensidad con que ellos sean recogidos en las re£ 
pectivas legislaciones.
La tercera caracterîstica merece un anâlisis pormenorizado. 
EUminemos, imaginariamente, uno solo de estos principios, y la 
legislaciôn résultante serâ cualquier cosa, pero no Derecho Ur 
banîstico moderno. Veâmoslo;
El principio de la legalidad no puede suprimirse pues todo 
el edificio del D.U. se nos derrumba.
Si aboliéramos la planificaciôn, desvirtuarîamos al urbani£ 
mo como previsiôn racional de la ciudad, privando de aplicaciôn 
a uno de los contenidos fundamentales del derecho urbanistico. 
Por lo demâs, abolir la planificaciôn, a fines del siglo XX, es 
ingresar derechamente en el caos.
Eliminemos la funciôn social de la propiedad privada y cua3^  
quiera acciôn urbanîstica se convertirâ en una batalla campai 
del interês particular contra el interês pûblico para impedir 
todo adelanto que pudiera menoscabar a aquêl. El desarrollo ur 
bano se tornarîa insoportablemente lento y oneroso para el Es­
tado .
Peor resultado juridico se obtendrîa suprimiendo el princi 
pio llamado a restablecer el desequilibrio producido por las 
injusticias y discriminaciones que la planificaciôn ocasiona: 
nos referimos al principio del igual reparto de los beneficios 
y de las cargas urbanîsticas. Eliminarlo, séria normalizar la 
injusticia.
Si excluîmos la participaciôn, privâmes -conjuntamente- al 
urbanisme, de su carâcter esencial de tarea compartida por la
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comunidad y, al derecho urbanistico, de su connotaciôn democrâ 
tica.
El principio de autotutela garantiza el cabal cumplimiento 
de las normas del derecho urbanistico y desalienta las conduc 
tas infractoras de esas normas. Prescindir de êl significaria 
-de alguna manera- atentar contra el propio derecho urbanist^
CO, privândole de un elemento tan importante como es su fuerza 
coercitiva.
Y, por ûltimo, excluir de una disciplina derivada del dere 
cho administrative, la protecciôn juridica de los administra­
dos, significaria amputar una de sus dos alas, dejândolo redu 
cido -para seguir la feliz idea de GONZALEZ NAVARRO- a un de 
recho del poder, pero mutilando su noble misiôn de ser, tambiên, 
un derecho de la libertad (2 ).
Estas constataciones -évidentes por si mismas- nos permiten 
concluir el carâcter indispensable que cada uno de estos prin­
cipios posee; y, por lo mismo, la necesaria comparecencia de 
todos ellos para imprimir su fisonomîa a la familia de ordena 
mientos urbanîsticos occidentales.
Con estas ideas previas, entraremos al anâlisis de cada uno 
de los referidos principios, en el mismo orden en que ellos 
fueron enunciados.
266.
NOTAS DEL CAPITULO III (SEGUNDA PARTE)
(1); Con todo, parece conveniente desarrollar un ejemplo de 
un principio especial: Entre los principios générales 
que rigen las obligaciones, en el derecho civil, descue 
lia el de la autonomîa de la voluntad. Este principio 
comporta dos consecuencias esenciales: que, en general, 
las partes pueden asumir obligaciones con entera liber 
tad y que el contrato que las contiene es ley para los 
contratantes (ver los arts. 1.545 del C. Civil chileno 
y 1.091 del C. Civil espahol). De acuerdo con este prin 
cipio, las partes pueden pactar libremente el monto de 
la rent:a de arrendamiento de un inmueble y la fecha de 
restituciôn del bien arrendado.
Sin embargo, debido a la aguda escasez de viviendas y al 
interês social comprometido por esta circunstancia, en 
numerosos paîses occidentales el principio de autonomîa 
de la voluntad ha cedido su lugar a la intervenciôn del 
Estado que ha entrado a regular el monto mâximo de las 
rentas de arrendamiento y el plazo de restituciôn de los 
inmuebles urbanos que quedan excluîdos de la aplicaciôn 
del principio general. Este dirigisme estatal créa una 
situaciôn limitante, en aspectos substanciales del con 
trato de arrendamiento, ciertamente opuesta al principio 
de autonomîa de la voluntad, la cual -por su generalidad 
dentro de un ârea de relaciones jurîdicas- viene a cons 
tituir un principio jurîdico especial de los centrâtes 
arrendaticios en que rige.
(2): Para el Profesor Francisco GONZALEZ NAVARRO, el Derecho 
Administrative es "El derecho del poder; pero, tambiên, 
el derecho de la libertad". Cfr. el "Programa de Derecho 
Administrative" de su Câtedra en la Universidad de Na­
varra, Pamplona, 1984.
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CAPITULO I: PERFIL URBANISTICO DEL PRINCIPIO DE LEGALIDAD
1. EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD, FUNDAMENTO DE TODO EL DERECHO 
PUBLICO.
1.1. El Universo de la Legalidad.
Cuando decimos que este principio es la base de todo 
el Derecho Pûblico, estâmes pensande en un cempleje muche mâs 
amplie de cennetacienes que el que a primera vista aparece.
En primer lugar, sehalemes un aspecte excluyente. Mien 
tras la plataferma de impulsion de las relacienes del Dereche 
Privade estâ censtituida, generalmente, per una actividad e£ 
pentânea de les sujetes, que ne tiene su erigen en la ley, 
sine en las necesidades de la vida de relaciôn, en el Dereche 
Pûblice ecurre al revês; la base de la existencia de sus ôrga 
nos y de su manera de cempertarse e se encuentra en la ley e 
carece de sustente jurîdice.
De allî dériva el antigue aferisme que se expresa d^ 
ciende que "mientras en el dereche privade puede hacerse tede 
cuante la ley ne prohiba, en el dereche pûblice -en cambie- 
s6 le puede hacerse le que êsta expresamente permita" (1 ).
Una segunda cennetaciôn es que -al decir que la lega 
lidad es la base de tede el dereche pûblice- queremes signify 
car que este principio ne s61e impera en las âreas manifiesta 
mente encabezadas per un ôrgane de peder -ceme la erganizaciôn 
pelîtica e la Administraciôn- sine tambien en cualquiera rela 
ciôn jurîdica de suberdinaciôn en la cual une de les sujetes 
sea un ente depesitarie de ese peder; en el dereche penal, en 
el dereche disciplinarie, en el dereche precesal y -desde lue 
ge- en el dereche urbanîstico. La ley es el fundamente y la 
medida de las vinculacienes de les gebernades, en tedas estas 
âreas.
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La tercera connotaciôn consiste en que el principio 
no solo désigna la fuente de las atribuciones de los poderes 
pûblicos; constituye, en primer lugar, la partida de nacimien 
to de cada une de sus ôrganos (2 ); apunta, luego, a la natura 
leza de sus funciones; a su ubicaciôn jerârquica; a sus prerro 
gativas; al limite de su competencia y -en fin- a ciertos parâ 
metros en los que debe encuadrarse el ejercicio de la llamada 
"potestad discrecional” (3).
Précise es advertir, desde ya, que -cen la excepciôn 
de centadas actuacienes que sôle miran al interés privade- el 
Dereche Urbanîstico es un cuerpe atravesade, de punta a cabe, 
ceme la nervadura de una heja, per el principle en estudie.
Refiriéndese a la legalidad, dice GARRIDO FALLA que 
"Constituye este principle una de las censagracienes pellticas 
del Estade de Dereche y, al misme tiempe, la mâs importante de 
las celumnas sobre las que se asienta el total edificie del De 
reche Administrative" (4).
1.2. La sujeciôn del Peder a la Ley.
Una de las censecuencias fundamentales del Principle 
de Legalidad (P. de L.) en el Estade de Dereche, es el semeti 
miente de la Administraciôn a la ley (5). Esta sumisiôn puede 
entenderse de des distintas maneras;
- una, rlgida, que pedrla expresarse diciende que ya 
que les pederes de la Administraciôn tienen su base y su llmi 
te en la ley, a aquélla le estâ vedada cualquiera actuaciôn 
que carezca de esa base e que ne esté cemprendida dentre de 
eses limites;
- etra, muy amplia, que parte de la premisa de seste 
ner que la Administraciôn ne ejercita una "funciôn meramente 
ejecutiva", sine que procura satisfacer las necesidades pûbl^ 
cas -conforme a la ley, es cierte- pere, ceme explica Garride 
Falla, "haciende use de una iniciativa que le es connatural y
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que no puede ser, desde luego, explicada por quien pretenda 
calificar su papel como de mera ejecuciôn" (6 ).
En la doctrina italiana -dentro de esta llnea- VITTA 
sehala que siendo asi que "administrar es moverse para la con 
secuciôn de los fines del ente mediante actes concretes", la 
Administraciôn verifica, en primer lugar, quê pases cenducen 
a eses fines y, luege, indaga la ferma de encuadrar eses pases 
dentre de les limites del dereche (7).
ROYO VILLANOVA -en el misme sentide- aneta que la ac 
tividad de la Administraciôn ne estâ presidida per la idea de 
aplicar la ley, sine per su finalidad de satisfacer las neces^ 
dades pûblicas; de manera similar -explica grâficamente- que 
la persona que centrae matrimenie ne le hâce para aplicar deter 
minades articules del côdige civil (8 ).
Esta manera amplia de censiderar la vinculaciôn a la
ley -que se parece muche a la que rige en el dereche privade-
cerrespende a la que, en la doctrina alemana, fue descrita per 
Winkler ceme la vinculaciôn negativa de la ley (negative Binding) 
Esta sirve de frene, de cerce limitante a la actuaciôn adminis^ 
trativa, dentre de una helgada libertad cenfermada per la dis^  
crecienalidad (freie Ermessen: libre apreciaciôn) de la Adm^ 
nistraciôn, que se mueve cen seltura en pes de sus fines, cui 
dande sôle de ne traspasar les limites impuestes per aquélla.
Dentre de esta cerriente, en la que se inscribe Frede
rich J. STAHL, llegô a sestenerse que la Administraciôn pedia
hacer "ne meramente aquélle que la ley expresamente la auteri 
ce, sine tambien tede aquélle que la ley ne la prohiba" (9).
En este esquema cenceptive, la discrecienalidad cubriria tam 
bien les espacies libres ne regulades per la ley (gesetzes- 
frei Raum).
Puede advertirse que esta cencepciôn entrana una regre 
siôn al principle menârquice del ejercicio del peder, anterior 
a la Reveluciôn Francesa; y dénota un abierte contraste cen la
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Clara doctrina de la sujeciôn estricta a la ley, que nace con 
esta, que corresponde a la que WINKLER denomina "de la vincu 
laciôn positiva" (positive Binding), y que tan nîtidamente 
emerge de los textes censtitucienales que hemes transcrite (1 0 ).
En esta lînea, cencluye MERKL que "ne sôle la Adminis 
traciôn, censiderada en su cenjunte, estâ cendicienada per la 
existencia de un Dereche Administrative, sine que tambien ca 
da acciôn administrativa aislada estâ cendicienada per la exis 
tencia de un precepte jurîdice que admita semejante acciôn...
Si una acciôn que pretende presentarse ceme administrativa ne 
puede ser legitimada per una nerma jurîdica que prevea semejan 
te acciôn, ne pedrâ ser cemprendida ceme acciôn del Estade" (11).
Esta cerriente ne descenece la necesidad de un margen 
de discrecienalidad en les actes de la Administraciôn; pere 
rechaza la existencia de una categerîa de "actes discreciena 
les" desvinculada de la ley (HAURIOU); y, per el contrarie, 
sustenta que dicha discrecienalidad debe quedar inscrita den 
tre del marce de la legalidad (1 2 ).
Cabrîa ahadir que este principle ne sôle atahe a la 
nerma especîfica que deneminames ley, sine a teda la jerarquîa 
de las nermas; y -per ese- MERKL le designô "principle de jur^ 
dicidad", para ne circunscribirle a una sela de sus expresio 
nés. Per parecida razôn, entendiende que abarca tede el erde 
namiente, -leyes, cestumbres, jurisprudencia, principles gene 
rales- HAURIOU se referîa al "bloque de la legalidad".
1.3. Las petestades de dereche pûblice.
Ahera bien, la ferma ceme se expresa el P. de L., en 
cuante la ley atribuye ciertes pederes a la Administraciôn, 
constituye el mécanisme de las petestades -tambien llamadas 
prerregativas- pûblicas.
Centrastande el cencepte publicista de potestad cen 
el cencepte privatista de dereche subjetive -"especies, ambas.
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del mismo gênero de los poderes jurîdicos"- explica GARCIA DE 
ENTERRIA;
" la potestad no se genera en relaciôn jurî 
dica alguna, ni en pactes, négociés jurîdicos 
e actes e heches singulares, sine que precede 
directamente del ordenamiento. En segunde têr 
mine, ne recae sobre ningûn ebjete especîfice 
y determinade, sine que tiene un carâcter ge- 
nêrice y se refiere a un âmbite de actuaciôn 
definide en grandes lîneas e direccienes gené 
ricas. Ne consiste en una pretensiôn particu­
lar, sine en la pesibilidad abstracta de pre- 
ducir efectes jurîdicos, de dende eventualmen 
te pueden surgir, ceme una simple censecuencia 
de su ejercicio, relacienes jurîdicas particu 
lares. En fin, a la potestad ne corresponde - 
ningûn deber, positive e negative, sine una - 
simple sujeciôn e semetimiente de etres sujetes 
a sepertar sobre su esfera jurîdica les even- 
tuales efectes derivades del ejercicio de la 
potestad"; ...una "situaciôn pasiva de inercia", 
ceme dice GIANNINI (13).
Resalta este auter el heche de que, teniende, las po 
testades, su erigen directe en el ordenamiento jurîdice, "re 
sulta inexcusable una nerma previa que, ademâs de configurer 
la, la atribuya en concrete". Agrega que "la potestad articu 
la un peder de actuar frente a un circule genêrice de semet^ 
des, que se manifiesta en la pesibilidad de preducir efectes 
jurîdicos que taies semetides han de sepertar". Estes efectes 
son, nermalmente, actes de gravamen -aunque, eventualmente, 
pueden censistir en actes serviciales- de cuye ejercicio pue 
den nacer ebligacienes, deberes, cargas, restriccienes. La po 
testad -termina diciende- "constituye asî el instrumente ade 
cuade para efectuar la cenversiôn del peder pûblice en têcn_i 
cas jurîdicas précisas" de actuaciôn (14).
1.4. Extensiôn y finalidad de las petestades.
Siende las petestades una exterierizaciôn y un mecani£ 
me de ejercicio del peder pûblice, participan de les caractères 
propies de éste, en les estades de Dereche.
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De esta manera, "ni son, ni pueden lôgicamente ser, 
ilimitadas, incondicionadas y absolutas, sino estrictamente 
tasadas en su extensiôn y en su contenido, (ya que) sobre e£ 
ta limitaciôn se articula una correlativa situaciôn jurîdico- 
activa de los ciudadanos".
Por otra parte, las petestades pûblicas -entre ellas, 
las urbanîsticas- pertenecen a la categerîa de la petestad- 
funciôn; es decir, a "aquêllas petestades que deben ser ejer 
citadas en interés ajene al prepie y egeista del titular. Cen 
cretamente, las petestades administratives deben ejercitarse 
en funciôn del interés pûblice, que ne es el interés prepie 
delaparate administrative, sine el interés de la cemunidad de 
la cual la Administraciôn es... una mera erganizaciôn servi- 
cial" (15).
Este carâcter de petestad-funciôn comporta des cense 
cuencias précisas: a) que ella sôle puede ejercitarse en fun 
ciôn del interés pûblice y ûnicamente a él puede supeditarse 
su ejercicio; y b) que la Administraciôn estâ ebligada a actuar 
cuande el interés de la cemunidad asî le exige (16).
1.5. Petestades y dereches pûblices subjetives.
Dejemes establecide, finalmente, que un limite absolu 
te del ejercicio del peder pûblice estâ censtituide per el re 
cinte de les llamades dereches pûblices subjetives (17); subje 
tives, perque radican y emanan del sujete per excelencia de te 
de dereche: la persona humana; pûblices, perque la calidad de la 
relaciôn recenece en la persona a una entidad de categerîa su 
perier y anterior al prepie Estade, creade al servicie de aquê 
lia para pesibilitar su plena realizaciôn; pûblices, perque -en 
esta perspectiva- la persona se comporta frente a les entes pû 
blices en un nivel de igualdad jurîdica: es inviolable; pûbl^ 
ces, en fin, perque la naturaleza trascendente, irrenunciable 
e imprescriptible, de estes dereches, les inscribe en la esfe 
ra del Dereche Pûblice, especificamente, en el Dereche Censt^ 
tucienal del que ferman una parte esencial e indiseluble (18).
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Es el grade de respete a ese âmbite de dereches y ga 
rantîas -de tan alte range que sus nermas estân centenidas 
en las Censtitucienes- el que pesibilita la ecuaciôn de equi 
librie entre la auteridad y la libertad; y el que consolida e 
eresiena -segûn el case- el principle eminente de la seguridad 
jurîdica (19).
La libre iniciativa del individue en tede cuante ne 
le esté expresamente vedade hacer; la pesibilidad efectiva de 
ebrar en igualdad de cendicienes respecte a les demâs; la se 
guridad de sus dereches y de las situacienes jurîdicas censoM 
dadas -que la estabilidad de las nermas centribuye a acrecentar-; 
la sensaciôn -en fin- de que se respeta su catâlege de dereches; 
he aquî la atmôsfera que una Administraciôn demecrâtica ne debe 
enrarecer cen un ejercicio abusive, desviade de sus fines e ex 
tralimitante de sus prerregativas légales.
Ahera bien, en les Estades de Dereche, el ûnice mecanis 
me eficaz para protéger e para recuperar este equilibrie, asî 
ceme el resultade fundamental de la seguridad jurîdica, censi^ 
te en el centrel judicial de les actes de la Administraciôn, 
sin perjuicie de etras fermas previas e adicienales de centrel 
jurîdice.
1.6. La crisis actual del Principie de Legalidad.
Ne darîames una visiôn cabal del principie en anâlisis, 
si ne nos refiriérames suscintamente a su situaciôn de crisis.
En el XVIII Cengrese Internacienal de Ciencias Adminis 
trativas, celebrade en Madrid en 1980, sobre la base de 47 cen 
tribucienes de delegades de 30 paîses de tedes les continentes, 
se llegô a algunas cenclusienes que intentaremes resumir:
A.- El P. de L., entendido ceme el deber de la Admini£ 
traciôn de semeterse a un cuerpe de nermas jurîdicas destinade 
a encuadrar estrechamente su actividad, se encuentra en crisis. 
Ella previene del advenimiente de etre principie que se estima
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concurrente y dériva del intervencionismo creciente de los E£ 
tados modernes; la Eficacia.
B.- Centribuye a esta crisis el heche histôrice de que 
el P. de L. naciô durante el auge del peder del Parlemente. En 
cambie ahera, ne sôle les Parlementes estân en declinaciôn, s^ 
ne que la Administraciôn ha legrade un alte desarrelle de su 
potestad reglamentaria y -cen ella- su prepie legitimidad. Sin 
conter cen que la presperidad celectiva depende en gran medida 
de la acciôn administrativa, requerida de expediciôn y rapidez.
C.- La cuestiôn, pues, censistirâ en determiner las 
cendicienes en las cuales el P. de L. pueda seguir la eveluciôn 
de les modèles de gestiôn, y conserver asî su rel director.
D.- Ne se trata de una crisis de identidad ya que les 
valeres de la justicia y de la demecracia censervan su peso se 
ciel; sine de una crisis de adaptaciôn eriginada en les preble 
mas de crecimiente de una Administraciôn que tedavîa ne conclu 
ye su precese de mutaciôn.
E.- Per etra parte, siende asî que se atribuye al P. de 
L. el centrel de las relacienes entre la Administraciôn y el ad 
ministrade, de acuerde cen principles êtice-jurîdicos y demecrâ 
tices -anadida la ebligaciôn de aquélla de ebservar, en su ac 
tuaciôn, les principles de imparcialidad, justicia y buena fe- 
esta funciôn ha legrade notables mejeras. Ha aumentade la pro 
tecciôn del ciudadane, principalmente per ebra de les principles 
censtitucienales que eperan sobre estas relacienes.
F.- Existe la tendencia a censiderar una ampliaciôn de 
las fuentes de la legalidad, incluyende les principles genera 
les recenecides per les tribunales, la jurisprudencia, las ner 
mas establecidas per ciertes ôrganes politicos y -en algunes 
paîses- las ideelegîas de base del régimen establecide (2 0 ).
Se registre, también, un incremente de la influencia de nermas 
supranacienales incerperadas al dereche interne e al dereche in 
ternacienal.
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G.- En la mayorîa de los Estades se destaca el papel 
positive de les sistemas del centrel de la actividad de la Ad 
ministraciôn. Les cambies eperades siguen des tendencias: - el 
ciudadane cuenta, cada vez, cen un mayor nûmere de recurses le 
gales; y -las auteridades superviseras actûan de manera mâs ca 
bal y eficiente. En tedes les paîses existen sistemas de centrel 
interne y externe; pere hay censense en la mayor eficacia de es 
tes ûltimes.
H.- En etre aspecte, el P. de L. ne résulta igualmente 
asegurade en les diverses secteres. Una nueva racienalidad têc 
nice-ecenômica, les llamades "imperatives de acciôn", particu 
larmente évidentes en les paîses en desarrelle, ganan preemi 
nencia cen respecte a la racienalidad legal.
I.- Cen tede y en resumen, la crisis ne afecta tante 
al cencepte ceme al centenide del P. de L. Les participantes 
prepenen très remedies para aliviarla:
a) Ensanchar el objetive del P. de L., transfermân 
dele en una especie de côdige de êtica administrativa, apiica 
ble en teda circunstancia, aûn sin legislaciôn.
b) Semeter la actividad administrativa al centrel 
directe de la celectividad, mediante cierte grade de apertura 
administrativa; y
c) Dejar de censiderar a la Administraciôn ceme 
un peder, reduciéndela a una funciôn; y resistir cualquiera 
tendencia autecrâtica, fementande -al misme tiempe- el interés 
de les ciudadanos per participar en las decisienes que les cen 
ciernen.
Cen tede, existe una cenclusiôn unânime; en la medida 
en que el P. de L. pueda ajustarse al "New Deal" administrât! 
ve, y sebretede a cendiciôn de que aquél ne censtituya una 
preclamaciôn semântica destinada a "adernar la fachada de un 
peder en busca de respetabilidad", la legalidad "ne es un luje
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sino una necesidad, tanto en las naciones industrializadas como 
en los paîses en vîas de desarrollo. Ella es, en efecto, garan 
tîa de respeto del valor mâs fundamental de nuestras civiliza- 
ciones, el valor hombre" (2 1 ).
2. ASPECTOS RELEVANTES DE LA LEGALIDAD URBANISTICA.
En lîneas générales, el principio de la legalidad comparece 
en el D.U. con un instrumental muy semejante al que utiliza en 
otras âreas administrativas.
Sin embargo, la legalidad urbanîstica ofrece dos gêneros de 
novedades de interés. El primero de ellos estâ constituido por 
una serie de modalidades y de instituciones tîpicas que impri- 
men carâcter al D.U.
Por lo que toca a las modalidades, el origen poligénico de 
los Planes y la pluralidad de administraciones que concurren a 
establecerlos hace operar, junto al principio de jerarquîa -y 
aûn, con preferencia a éste- el principio de coordinaciôn (2 2 ). 
También merecen cita -a este respecte- ciertos ôrganos de gestiôn, 
de îndole administrativa y de composiciôn mixta, en que intervie 
nen tanto la Administraciôn como los propietarios interesados en 
la ejecuciôn del urbanisme -las llamadas Juntas de Compensaciôn 
y otras entidades urbanîsticas colaboradoras de la L.S. espano­
la- que constituyen una forma de Administraciôn Pûblica especial 
o inorgânica, con participaciôn decisiva del sector privade (23).
Por lo que concierne a las instituciones urbanîsticas, cabe 
senalar -entre las de relieve mayor- la zonificaciôn, los estân 
dares, las cesiones obligatorias de suelo y la demeliciôn de obras.
El proceso planificador tiene como primer objetive la zonifica 
ciôn; es decir, la distribuciôn racional y vinculante de los dife 
rentes uses, asignados por âreas o zonas, al suelo urbano y a las 
obras que en él se construyan.
Una de las mâs importantes técnicas urbanîsticas, expresada a 
través de cuantificaciones o cualificacionès mînimas obligatorias
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-sea en la relaciôn funcional de los espacios, sea en la resis 
tencia, cantidad, calidad o proporciôn de los materiales de 
acuerdo al roi constructive que desempenan, sea en la califica 
ciôn de ciertos resultados que deben obtenerse- se juridiza en 
la instituciôn de los estândares urbanîsticos (24).
El principio de absorciôn de las plusvalîas generadas por la 
planificaciôn, da origen a esa instituciôn tan drâstica y eficaz 
-y tan propia del D.U.- que es la cesiôn obligatoria y gratuita 
de espacios pûblicos y comunitarios, puesta a cargo de los urba 
nizadores del suelo privado (25).
La autotutela urbanîstica, en fin, aporta una instituciôn que, 
aparentemente, no es nueva: la demoliciôn; pero que irrumpe en la 
legalidad urbanîstica con distinto carâcter. Ya no se trata -como 
en las acciones dirigidas en contra de obras ruinosas- de precaver 
un siniestro en resguardo de la seguridad colectiva (26); sino de 
retrotraer, eliminândolos, los efectos ilegîtimos de actos mate­
riales realizados en contravenciôn al Plan de urbanismo (27).
No obstante, la mayor novedad -y, al mismo tiempo, la mâs de 
tonante y polêmica que la legalidad urbanîstica suscita- estâ 
constituida por ese instrumente, o esa familia de instrumentes, 
que conforman los planes de urbanismo; los cuales, pese a formar 
parte medular de esta legalidad, prâcticamente se desconocen en 
el reste del universe administrative.
3. LOS PLANES COMO INSTRUMENTOS DE LA LEGALIDAD URBANISTICA.
Se ha dicho y repetido que el D.U. gira en torno a dos po­
los: la planificaciôn y el derecho de prepiedad privada. Sin 
embargo, puede imaginarse una legislaciôn urbanîstica sin pro 
piedad privada; pero, en cambio, no puede ella concebirse de£ 
provista del Plan de Urbanismo,
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3.1. El Plan, elemento central del Derecho Urbanîstico.
En el pârrafo anterior, podrâ advertirse que, de mane 
ra mediata o inmediata, todas las instituciones urbanîsticas con 
vergen en el Plan. Si se examina cualquiera legislaciôn urbanÎ£ 
tica se puede constater que la planificaciôn conforma su eje e£ 
tructural. Y este carâcter no sôlo comporta efectos de volumen 
normative sino, principalmente, de gravitaciôn en el reste de 
las instituciones urbanîsticas.
De esta manera, todo el proceso de gestiôn, asî como 
sus diverses ôrganos y figuras jurîdicas, tienen como misiôn 
la de plasmar el Plan en la realidad.Todos los mécanismes de 
control -tanto preventives como represivos- aseguran la fide 
lidad al Plan de las actuacienes que fiscalizan. La discipli 
na y la penalidad urbanîsticas tienen por objeto castigar las 
infracciones cometidas contra el Plan y desalentar su eventual 
inobservancia. La participaciôn no tiene otro objeto que asegu 
rar los aportes y el mayor grade de compromise de la cemunidad 
con el Plan. Y hasta el derecho de prepiedad -ese derecho sa 
grade e inviolable del que hablaron los revolucionarios bur 
gueses de 1789 en la Declaraciôn de los Dereches del Hombre 
y del Ciudadane- va a adquirir, en el âmbite urbano, el conter 
no fîsico y el contenido patrimonial que el Plan décida otor 
garle.
3.2. El Plan, determinaciôn normativa de la legalidad urba-
n î st ic a.
Se podrîa contradecirnos, observando que el Plan es un 
mere instrumente subordinado a la ley; que es la ley la que le 
confiere su jerarquîa y su fuerza obligatoria.
Obviamente, este es asî; pero a la hora de saber con 
quê clase de edificaciôn -con quê destine, altura y volûmen- 
podemos construfr determinade solar, o al memento de determi 
nar en quê consiste la infracciôn que se nos imputa, no serân 
la ley ni su reglamente los que nos darân la respuesta, sino 
el Plan.
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y, a diferencia del reglamento ejecutivo, que detalla 
y amplifica las palabras de la ley, pero que no puede decir 
nada que la ley no contenga, el plan llena los silencios de 
la ley; teje, no en la trama de la ley sino en la de la ciu 
dad, un diseno del cual aquélla constituye un marco, unas li 
mitaciones, unas orientaciones muy générales y amplias, que 
el legislador entrega para ser pesadas, medidas y determinadas 
en una instancia cuyo carâcter prevalente no serâ jurîdico sino 
ténico; la del urbanista.
Es cierto que los planes, una vez elaborados, se va- 
cian en un determinado tipo de instrumente normative, llâmese 
ordenanza, décrété supremo o reglamento. Pero atribuirles el 
carâcter de êstos séria confundir el continente con el conte 
nido.
Con todo, y hasta que analicemos, en su oportunidad, 
el problema de su naturaleza, retengamos la idea de que los 
planes, por sus determinaciones normativas y vinculantes, tan 
to para la Administraciôn como para los administrados, forman 
parte substancial del "bloque de la legalidad urbanîstica", 
para utilizar la grâfica expresiôn de Hauriou.
La medida y el lugar de las intervenciones urbanîsti 
cas los da el plan, y no la ley. La ejecuciôn del urbanismo, 
tal vez de una manera abstracta, pueda concebirse como una su 
jeciôn a la ley; pero, concretamente, es un sometimiento a los 
planes de urbanismo. Y lo mismo ocurre con la infracciôn urba 
nîstica en que -indirecte o mediatamente- se incumple el man 
dato de la ley consistante en respetar el plan; pero en que, 
lo que directe, inmediata y realmente se transgrede es la lega 
lidad del Plan, las determinaciones de éste.
Al respecte, vimos ya -al describir nuestra Administra 
ciôn Urbanîstica- que en Chile todas las distintas categories 
de planes se aprueban mediante Decreto Supremo del P. de la R., 
siendo éste el mecanismo que el Présidente utiliza en el ejer 
cicio de su potestad reglamentaria (art. 32, N* 8 , C. Pol.; y
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arts. 33, 37 y 43 L.G.U.C.). Por su parte, el art. 29 inc. 2& 
de la L.G.U.C. dispone que los diversos instrumentes de la pla 
nificaciôn urbana, una vez sancionados por la autoridad compé­
tente, "tendrân fuerza legal en su aplicaciôn, incluse para 
las reparticiones pûblicas".
Dejando para analizar donde corresponde -en el capitu 
lo de la planificaciôn- la polêmica existante en la doctrina 
espanola acerca de si los Planes son nermas o son actos admi­
nistratives générales, lo cierto es que la L.S. les califica 
como nermas (arts. 42, 56, 70 y 71); régula su publicidad (art. 
55); se refiere a su vigencia (art. 45); dispone su fuerza vin 
culante (arts. 9.1, 57.1 y 58); y pone en evidencia su carâcter 
normative cuando les atribuye un roi regulador de los limites 
y del contenido del derecho de dominio en el suelo urbano (art. 
76, 83 y 87 L.S.).
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N O T A S (CAPITULO I.- TERCERA PARTE)
(1); En la Declaraciôn de los Derechos del Hombre y del Ciu 
dadano de 1789 se proclama. "...Todo lo que no esté pro 
hibido por la ley no puede ser impedido, y nadie puede 
ser obligado a hacer lo que ella no ordene" (Art. 5*).
(2); El art. 103.2 de la C.E. dice: "Los ôrganos de la Adm^ 
nistraciôn del Estado son creados, regidos y coordina- 
dos de acuerdo con la ley".
(3): La substancia y operatividad de este principio la conden 
sa muy bien el art. 7* de la C. Pol. chilena, del siguien 
te modo: "Los ôrganos del Estado actûan vâlidamente pre 
via investidura regular de sus intégrantes dentro de su 
competencia y en la forma que prescribe la ley.
"Ninguna magistrature, ninguna persona ni grupo de per 
sonas pueden atribuirse, ni aun a pretexto de circuns- 
tancias extraordinarias, otra autoridad o derechos que 
los que expresamente se les hayan conferido en virtud de 
la Constituciôn o las leyes.
"Todo acto en contravenciôn a este articule es nulo y 
originarâ las responsabilidades y sanciones que la ley 
senale".
(4): F. GARRIDO FALLA, "Comentarios a la Constituciôn". (Art. 
9*); Civitas, Madrid, 1980, pâg. 115.
(5): El art. 6* inc. 1* de la C. Pol. chilena dice: "Los ôr
ganos del Estado deben someter su acciôn a la Constitu 
ciôn y a las normas dictadas conforme a ella". La C.E, 
que, en su art. 9.3 "garantiza el principio de legali­
dad" , en el art. 103 especifica: "La Administraciôn Pû 
blica sirve con objetividad los intereses générales y 
actûa de acuerdo con los principios de eficacia, jerar 
quia, descentralizaciôn, desconcentraciôn y coordinaciôn, 
con some timiento pleno a ^  ley y ad Derecho".
(6 ): GARRIDO FALLA, "Tratado..." cit., (El Principio de la 
Legalidad de la actividad administrativa) t. I, pâg.
250 y ss.
(7): VITTA, "Diritto Administrative", T. I, 3a. éd., 1948,
pâg. 14, cit. por Garrido Falla, vid. nota 6 .
(8 ): ROYO VILLANOVA, "Elementos de Der. Administrative", to 
mo i; (24a. Ed.), Valladolid, 1955, cit. en nota 6 .
(9): MEYER-ANSCHUTZ, citado por Garcia de Enterria y T.R. 
Fernândez, "Curso de Der. Adm. ..." cit., t. I, pâg.
414. Explica Garcia de Enterria que este cencepte de 
la legalidad y de la discrecienalidad estuvo vigente 
en Espaha hasta la Ley de la Jurisdicciôn contenciosa 
administrativa de 1956.
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(10): Otras Constituciones Polîticas, que consagran el Princi 
pio de Legalidad son, por orden alfabêtico; Albania (1976) 
art. 12; Alemania Federal (1949) art. 20.3; Argentina (Re 
forma de 1957) art. 31; Austria (1920) art. 18; Costa Ri­
ca (1949) arts. 10 y 11; Checoeslovaquia (I960) art. 17; 
Italia (1947) arts. 97 y 100; México (1917, reformada en 
1983) arts. 113 y 128; Perû (1979) arts. 87, 74 y 63; Po 
lonia (1952) art, 8 ; Portugal (1976) art. 3.4; Salvador 
(1962) art. 6 ; U.R.S.S. (1977) art. 4&; y Venezuela (1961) 
art. 117.
(11): MERKL, cit. por Garcia de Enterria, "Curso..." cit., t. I. 
pâg. 416.
(12): Sobre ejercicio y limites de la potestad discrecional,
Cfr. nuestro articule "Los Poderes Discrecionales", en 
R.A.P. n& 99, Madrid, 1982.
(13): GARCIA DE ENTERRIA, "Curso...", cit., t. I, pâg. 419.
(14): GARCIA DE ENTERRIA, "Curso...", cit., t. I, pâg. 422.
(15): El art. 103.1 de la C.E. comienza diciende: "La Adminis 
traciôn Pûblica SIRVE con objetividad los intereses gene 
rales...". Y el art. 40.2 de la Ley de Proced. Adminis­
trative espanola prescribe: "El contenido de los actos 
se ajustarâ a lo dispuesto en el ordenamiento juridico
y SERA ADECUADO A LOS FINES de aquéllos".
(16): Citas e idea central pertenecen a GARCIA DE ENTERRIA, 
"Curso...", cit., pâg. 422-23.
(17): El art. 5.2 de la C. Pol. chilena reza: "El ejercicio 
de la soberania reconoce como limitaciôn el respeto a 
los derechos esenciales que emanan de la naturaleza hu 
mana". El art. 10.1 de la C.E., clave de bôveda -junto 
con los art.s 1^ y 9- del Estado social y democrâtico 
de Derecho que ella conforma, dice: "La dignidad de la 
persona, los derechos inviolables que le son inherentes, 
el libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la 
ley y a los derechos de los demâs son fundamento del or 
den politico y de la paz social".
(18): El art. 1.1 de la constituciôn Federal Alemana (GRUND- 
GESETZ) dice; "La dignidad del hombre es sagrada y con^ 
tituye deber de todas las autoridades del Estado su re£ 
peto y protecciôn". Y agrega (1.3): "Los derechos funda 
mentales que se enuncian a continuaciôn VINCÜLAN al Po- 
der Legislative, al Poder Ejecutivo y a los Tribunales, 
a titulo de derecho direct ament e apiicable".
El art. 1* de la nueva Constituciôn peruana de 1979, di 
ce: "La persona humana es el fin supremo de la sociedad 
y del Estado. Todos tienen la obligaciôn de respetarla y 
protegerla".
El art. 1* inc. 4 de la C. Pol. chilena comienza dicien
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do que "El Estado estâ aJ^  servieio de la persona humana 
su finalidad es promover el bien comûn..
Sobre la dignidad de la persona y la dimensiôn axiolôgi^ 
ca del Derecho Constitucional, vid. Pablo LUCAS VERDU, 
"Estimative y Polîtica Constitucionales", Publicaciones 
Univ. Complutense, Madrid, 1984; y, del mismo autor, 
"Curso de Derecho Politico", Vol. IV, (Concepto y fun­
ciôn de la persona humana,..), pâgs. 318 y ss.
(19); Aunque la Seguridad Juridica se obtiene como un résulta 
do, la C.E. la proclama y garantiza como un principio 
en su art. 9.3.
(20): El Informe (vid. nota 21) se refiere a la ponencia de 
Tsien Tche-hao, "El control de la legalidad en la Adm^ 
nistraciôn de la Repûblica Popular de China", en el que 
se senala que "pueden entrar también en la categorla de 
las leyes, las decisiones del partido Comunista chino y 
los textos de doctrina politica, como las obras de Marx, 
Lenin o Mao Zedong".
(21): "La signification du Principe de Légalité dans l'Admi­
nistration Moderne"; Rapport général par Céline WIENER, 
en "ACTES" XVIII Congreso Internacional de Ciencias Ad 
ministrativas, Imprenta B.O.E., Madrid, 1982 (Servicio 
de Publicaciones de la Presidencia del Gobierno), pâgs. 
77-124; bajo el patrocinio del Institut International 
des Sciences Administratives, Bruxelles, Belgique.
(22): El art. 103 de la C.E. contempla expresamente la aplica 
ciôn, por la Administraciôn Pûblica, del principio de 
coordinaciôn.
(23): Vid., sobre el particular, los arts. 114, 118 y 131.3 
de la L.S. Sobre la naturaleza jurîdica de las Entida 
des Urbanîsticas colaboradoras de la Administraciôn; 
vid. J.L. LASO MARTINEZ, "Derecho Urb..." cit., tomo I, 
pâgs. 555 y ss.
(24): Ejemplos de estes estândares urbanîsticos pueden verse 
en los arts. 12.1 letra b); 13.2, letras b), c) y e) - 
L.S. Ver también los arts. 2* inc. 3 y 105 L.G.U.C. y 
449 al 543 O.G.C.U. chilenas.
(25): Vid. arts. 83.3 y 84.3 L.S.; y arts. 51-c), 70, 105 y 
135 L.G.U.C.
(26): Vid. art. 389 C. Civil espahol y art. 183-L.S.; y tam­
bien los arts. 932 y ss. del C.C. y 571 y ss. del C. de 
P.C. chilenos.
(27): Vid. arts. 184 al 188 L.S.; y los arts. 148 y ss. L.G.U.C
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CAPITULO II: EL PRINCIPIO DE LA PLANIFICACION LEGITIMANTE.
1. LA PLANIFICACION EN GENERAL.
Se define la planificaciôn como el "Plan general, cientî- 
ficamente organizado y frecuentemente de gran amplitud, para 
obtener un objetivo determinado, tal como el desarrollo econô 
mico, la investigaciôn cientîfica, el funcionamiento de una in 
dustria, etc." (Diccionario de la Lengua Espahola; R. Acad., 
Madrid, 20a. Ed., 1984). Asî pues, planificar es disenar el 
orden y programar el desenvolvimiento de una acciôn o activ^ 
dad, con miras a lograr ciertos fines.
De esta manera, la planificaciôn no sôlo incluye un diseno 
del resultado propuesto, sino, tambiên, un prograima para lo- 
grarlo, un calendario de las etapas de êste, contrôles del 
avance y correcciôn del programa, la evaluaciôn periôdica de 
los resultados y la retroalimentaciôn informativa del sistema 
para readecuarlo o corregirlo.
La planificaciôn, como têcnica, ha sido elaborada princi- 
palmente en el campo de la Economîa y se ha desarrollado, pri 
mero, en los regîmenes estatales de Economie Centralmente Pla 
nificada y mâs adelante -dentro de los paises de economies de 
mercado- en los sistemas de Administraciôn por Objetivos y en 
los modelos de producciôn a escale.
Es usuel concebir la planificaciôn como una têcnica, mâs o 
menos neutre, que puede utilizarse por ideologies de distinto 
signo. Pero la verdad no es tan simple y la sole expresiôn 
"planificaciôn" parece llevar impresa una carga ideolôgica ca 
paz de despertar reticencias y hasta de provocar resistencias. 
Ello explica por quê la planificaciôn del uso del suelo es -ca 
si siempre- emprendida con entusiasmo por los gobiernos socia 
listas y resistida -y a veces, desmantelada con mayor entusias 
mo- por los gobiernos libérales.
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Si hemos de creer a Bettelheim, la planificaciôn "no es una 
simple têcnica, sino un modo de funcionamiento de cierto tipo 
de sociedad" (1 ).
Por allî se trasluce una posture ideolôgica que cuenta no 
sôlo con seguidores sino con ilustres abanderados.
Hilaire BELLOC, concluida la Segunda Guerre Mundial y ante 
el avance de la planificaciôn y las nacionalizaciones labori£ 
tas, sostenîa que nos hallâbamos en el umbral del "estado ser 
vil". Decîa: "a menos que restauremos la instituciôn de la - 
propiedad, no podremos evitar la instituciôn de la esclavitud" 
(2) .
VON HAYEK, bajo el sugestivo tîtulo de su obra "Camino de 
Servidumbre", postula que la économie planificada destruye la 
democracia, el Estado de Derecho y la libertad; fomenta el au 
toritarismo y el poder de los dirigentes y desvanece la verdad 
en la opiniôn pûblica por efecto de la propagande (3).
KOLAKOVSKI, mâs virulento, sostiene que la planificaciôn no 
es mâs que la expresiôn grâfica de las utopies izquierdistas.
La izquierda, dice, "no puede vivir sin utopie". "La izquierda 
segrega las utopies al igual que el pancreas segrega la insuli 
ne, en virtud de una regularidad innate" (4).
No obstante lo cual, la planificaciôn tambiên es una técni 
ca; una herramienta formidable de coordinaciôn de fuerzas y de 
orientaciôn del desarrollo; y bajo este signo ha sido rescata 
de -entre otros- por Gunnar M.YRDAL en su advertencia profêti 
ca a los Estados Unidos acerca de la formidable expansiôn eco 
nômica de la URSS, gracias a la planificaciôn; y del riesgo que 
corria aquêl de ser igualado e inclusive superado por êsta en 
âreas importantes, si no lograba remonter su estancamiento re 
lativo (5).
Tambiên se ha pronunciado positivamente, por una planifica 
ciôn libertaria y bajo control democrâtico, Karl MANHEIM, a 
cuyo trabajo nos referiremos mâs adelante (6 ).
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Pues bien, el urbanisme moderno ha adoptado esta têcnica 
por parecer ella la mâs adecuada para racionalizar la obten 
ciôn de ciertos bienes tan estimables como son el suelo urba 
nizado, las edificaciones y los espacios urbanos.
2. LA PLANIFICACION TERRITORIAL.
Dice la Exposiciôn de Motives de la Ley espahola del Suelo 
de 1956 que "El planeamiento es la base necesaria y fundamen­
tal de toda ordenaciôn urbana" (Pârrafo II).
La planificaciôn del uso del espacio -como necesidad formu 
lable a la manera de un principle- dériva, entre otras, de cua 
tro circunstancias évidentes.
La primera es el hecho -cada dîa mâs acuciante y mâs notorio- 
de la escasez del suelo urbano (7).
Agudizan este factor, por una parte, el constante crecimien 
to demogrâfico de las ciudades, en su doble incidencia de incre
mente numêrico de sus habitantes y de la migraciôn del campo a
las urbes; y, por otra, la apetencia de mâs y mejores servicios 
que acrecientan la demanda de suelo urbano. Y, como los bienes 
escasos y necesarios no pueden quedar sujetos al riesgo de de£ 
perdicio, la planificaciôn -en este aspecto- viene a ser la ra 
cionalizaciôn de la escasez. Es de recorder aquî el célébré - 
consejo de Mark Twain: "Amigo mîo, allî donde puedas, trata 
siempre de conseguir una parcela de tierra, pues, como sabes, 
êste es un bien que ya ha dejado de fabricarse..." (7-A).
La segunda circunstancia condicionanete de la planificaciôn 
urbana arranca de la îndole social de la ciudad, como bien co-
lectivo de sus habitantes y como herencia cultural que elles
dejan. De ese bien comûn no puede disponerse sin el consenti- 
miento del resto de la comunidad. El plan -que supone la par 
ticipaciôn colectiva- viene a reflejar ese consentimiento acer 
ca del modo de conserver, de expandir y de orienter el desarro 
llo urbano.
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Lo contrario significarîa aceptar la modificaciôn de la ciu 
dad como el resultado de una sucesiôn indefinida de actos li­
bres y espontâneos; lo cual podria posibilitar notables acier- 
tos; pero podria tambiên provocar desastres irrémédiables.
Si es verdadera la relaciôn que el Prof. GONZALEZ NAVARRO 
ha apuntado entre la nueva norma que se dicta y el ordenamien 
to en el cual se inserta, atribuyendo a aquêlla la trascenden 
cia que tiene una jugada en una partida de ajedrez -en que una 
movida, por aislada que parezca, compromete y afecta a todas 
las piezas del tablero (8 )- êsto es dramâticamente cierto en 
los efectos que desencadena cualquiera acciôn urbanîstica en 
su contorno y en el conjunto de la ciudad. Y si decimos que 
aquî el impacto se torna dramâtico es porque -a diferencia del 
ajedrez, que es un juego cuyos desaciertos pueden corregirse- 
la construcciôn de la ciudad no es un juego, es una escritura 
indeleble cuyos errores -una vez cometidos- nadie lograrâ di- 
simular.
El tercer factor motivamente de la planificaciôn, que nos 
interesa destacar, dice relaciôn con el rendimiento.
El suelo urbano es un recurso escaso; pero, aunque no lo 
fuera, es un recurso caro, de un alto costo social. Sôlo median 
te la planificaciôn es posible analizar las distintas alternabi 
vas de uso, y de su intensidad, y -escogiendo la que parezca 
mejor- optimizar al rendimiento del suelo como recurso colec 
tivo.
Existe un cuarto motivo que obliga a planificar, al menos, 
el crecimiento de la ciudad. Es la limitada capacidad y la dis 
tribuciôn de la infraestructura urbana y de los llamados siste 
mas générales -red viaria, conductos sanitarios y energêticos, 
comunicaciones y otros- cuya demanda no puede sobrecargarse ni 
desequilibrarse, sin ocasionar un deterioro general.
El principle técnico de la planificaciôn del uso del suelo, 
en consecuencia, puede formularse diciendo que el desarrollo de
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la ciudad no debe ser una suma de actos espontâneos e impre- 
vistos, sino la progresiva materializaciôn de un proyecto co 
lectivo -es decir, ideado con la participaciôn de la comun^ 
dad- cuyas determinaciones estân contenidas, con mayor o me 
nor detalle, en las diversas categorîas de instrumentes de 
la planificaciôn urbana.
El principle juridico de la planificaciôn légitimante -o 
vinculante, como tambiên se le califica- agrega al anterior 
dos connotaciones. La primera, positiva, consiste en que cua^ 
quiera actividad urbanîstica que se proyecte y desarrolle de 
berâ estar contemplada en el respective Plan y necesita aju£ 
tarse a sus previsiones. La segunda, negativa, es que apar- 
tarse del Plan o de las licencias otorgadas conforme a êl, 
constituye una infracciôn urbanîstica que debe repararse.
3. DIVERSQS ALCANCES DEL CONCEPTO DE LA PLANIFICACION TERRI­
TORIAL .
No siempre ni en todas partes se utilizan los términos 
"planificaciôn" o "planeamiento", u otros similares, en el 
mismo sentido o extensiôn. Nos parece, pues, elemental, an­
tes de adentrarnos en el tema, establecer las necesarias pun 
tualizaciones.
Dice GARNER que, tal como se le entiende en Gran Bretana, 
el planeamiento (Planning) estâ "referido especîficamente al 
de la utilizaciôn del suelo (land use planning) o planeamien 
to urbano y rural (town and country planning). De este modo, 
quedan exluîdas, de una parte, otras formas del control del 
uso del suelo, tales como los derivados de la legislaciôn sa 
nitaria o de la vivienda y, de otra parte,se excluye tambiên 
la planificaciôn econômica.
El mismo autor agrega que "En cambio, el concepto en cue£ 
tiôn debe incluir no solamente el control y ordenaciôn del 
desarrollo (development) del suelo... sino tambiên los aspec 
tos positivos de planeamiento de la utilizaciôn del suelo.
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urbanisme, planeamiento regional y -en la medida en que se co 
nozca su existencia- planificaciôn territorial a escala nacio 
nal" (9).
Peter HALL distingue -dentro del mismo contexte angle sajôn- 
dos tipos de planeamiento; el "planeamiento fîsico" o delinea 
ciôn del territorio, que es donde se inserta el instrumental 
juridico del planeamiento; y el "planeamiento general", que 
contiene aspectos de desarrollo econômico (1 0 ).
Esta planificaciôn integral es la que, en Chile, proyecta 
-no el Ministerio de la Vivienda- sino la Oficina de Planifi^ 
caciôn Nacional (Odeplân) que depende directamente del P. de 
la R. y que incluye la planificaciôn urbanîstica dentro de Ta 
del desarrollo general del paîs.
En cambio, en Francia y Bêlgica ha hecho fortuna la expre 
siôn "aménagement du territoire", intraducible al inglês y de 
fectuosamente doblada al castellano como "ordenaciôn territo­
rial" .
No debe olvidarse -para entender cabalmente dicha expresiôn- 
que ella fue impregnada de contenido humaniste cristiano por 
el movimiento "Economîa y Humanismo" -creado por el inolvidable 
Padre Louis LEBRET, O.P. y su equipo de trabajo interdiscipli- 
nario de La Tourette- y que el "aménagement" no sôlo conlleva, 
como propôsito, la idea del virtual desarrollo de unas poten- 
cialidades latentes en el territorio, sino supone el equipamien 
to (1 1 ) previo, que posibilite ese desarrollo y persigue la f^ 
nalidad de que éste contribuya a hacer mâs plena y mâs digna la 
vida personal y colectiva.
Jean LEMASURIER puntualiza que -en el contexte francês- el 
têrmino "planeamiento" alude al del urbano-rural; pero se di£ 
tingue de la planificaciôn econômica y social en que ésta pro 
porciona un programa de desarrollo en un marco temporal; y se 
diferencia del "aménagement du territoire" en que êste "se re 
fiere al desarrollo econômico regional y al mantenimiento de
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un equilibrio en su crecimiento".
Sostiene -ademâs- que el planeamiento urbano y rural "se 
refiere, esencialmente, a la gestiôn y control geogrâficos 
del uso del suelo"; y que "guarda relaciôn con los derechos 
de propiedad, asî como el * aménagement du territoire' la tie 
ne con la libertad de comercio e industrie" (1 2 ).
Por su parte, el autor belga J. HAMBYE ha dicho que el "amê 
nagement du territoire... consiste en integrar la sociedad en 
el suelo" (13).
La Constituciôn Federal alemana, para referirse al conjunto 
de las medidas de planeamiento sobre la utilizaciôn del suelo 
emplea el têrmino RAUMONDNUNG, cuya traducciôn literal es "or 
denaciôn del espacio" (14).
Como esta expresiôn -que utiliza el art. 75, n* 4 de la Cons^ 
tituciôn Federal, carece de definiciôn legal, el Tribunal Con£ 
titucional, por vîa interpretativa, ha entendido que con ella 
se alude a "la ordenaciôn y planeamiento intégrales y préémi­
nentes del espacio territorial, siendo preeminentes en el sen 
tido de que tal ordenaciôn estâ por encima del nivel local, 
combinando y armonizando las diversas actividades especiales 
de planeamiento" (15).
La C.E. utiliza la expresiôn "Ordenaciôn del territorio, ur 
banismo y vivienda" (art. 148.1.3a.); sehalando asî très temas 
comprendidos en una de las materias en que las Comunidades Au- 
tônomas pueden asumir competencias. La Ley sobre Rêgimen del 
Suelo y Ordenaciôn Urbana (L.S.) de 1975 déclara ser su obje- 
to "la ordenaciôn urbanîstica en todo el territorio nacional" 
(art. 1*) y sehala como uno de los aspectos de la "actividad 
urbanîstica" que ella régula; "a) Planeamiento urbanîstico"
(art.2 &).
Podemos concluir, entonces, que -sin perjuicio de los conte_ 
nidos valorativos que puedan introducirse en la planificaciôn-
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pueden discernirse très conceptos que son perfectamente compa 
tibles y cuya integraciôn va a depender -como apuntaba Garner- 
del grado de conocimiento, o de la conciencia que exista de la 
necesidad de armonizarlos.
Uno es la planificaciôn urbanîstica, entendida como la del 
uso del espacio urbano; otro, mâs amplio, es la planificaciôn 
territorial, referida a la del mejor aprovechamiento de todo 
el territorio, incluyêndose en ella el de los espacios urbanos 
y rurales; y el tercero es el de la planificaciôn del desarro­
llo, que concierne a la ôptima utilizaciôn de todos los recur- 
sos de un paîs o regiÔn, con la mira de lograr un desenvolvi­
miento equilibrado en todos los sectores de actividad y que 
-por ello- debe comprender la planificaciôn territorial y la 
del espacio urbano (16).
4. PLANIFICACION TERRITORIAL Y DERECHO DE LA PLANIFICACION UR­
BANA.
Ciertamente, no vamos a estudiar la planificaciôn territo­
rial, como ciencia. Ni siquiera vamos a abordar la planifica­
ciôn urbanîstica en cuanto tal.
Nos basta con constatar su existencia, asî como el hecho 
de que un sistema de normas tëcnicas, elaborado en ese campo, 
ha sido juridizado; y sôlo a êl vamos a referirnos, como Dere 
cho de ]a Planificaciôn Urbana.
Permîtasenos una aclaraciôn terminolôgica. El nivel de de- 
rrollo generalizado de esas normas abarca -por ahora- el ârea 
urbanîstica. Serîa pretencioso todavîa hablar de un derecho de 
la planificaciônterritorial, aunque ese es el futuro que permi 
ten avizorar tanto los estudios doctrinales en la materia (17) 
como el Anteproyecto de la Carta Europea de la Ordenaciôn del 
Territorio -auspiciado por el Consejo de Europa- el cual con­
tiene la siguiente nociôn de este concepto;
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"10. La Ordenaciôn del Territorio es la expresiôn espacial 
de la polîtica econômica, social, cultural y ecolôgica de to­
da sociedad".
"11. Es, a la vez, una disciplina cientîfica y una têcnica 
administrativa y polîtica, concebida como una aproximaciôn in 
terdisciplinar y global, tendente a un desarrollo equilibrado 
de las regiones y a la organizaciôn fîsica del espacio guiada 
por una concepciôn directriz" (18).
De la certeza que el futuro se aproxima desde esa orienta­
ciôn dériva la denominaciôn de este capîtulo como "El Princi- 
pio de la planificaciôn TERRITORIAL"; ello no obsta a que deje 
mos constancia de que este principio no estâ sôlidamente cri£ 
talizado -por ahora- sino en el ârea de la planificaciôn URBA 
NA.
5. IBS INUTIL, ES INCONVENIENTE O ES NECESARIA LA PLANIFICA­
CION URBANA?
Pudiera parecer puéril esta pregunta dentro de un esquema 
que contiene la planificaciôn como un "principio" y que -por 
ende- lleva incluida la respuesta*
No obstante, considérâmes de tal importancia la claridad 
con que se asuma una convicciôn frente a estas interrogantes, 
que reabriremos aquî un debate que surge periôdicamente con 
porfiada persistencia, en torno a este tema.
El epîgrafe de este pârrafo obedece a las très posiciones 
mâs caracterizadas frente al planeamiento.
Hay quienes constatan la realidad de un hecho que -en lî 
neas générales- no admite controversial los planes urbanîsti 
COS nunca se cumplen cabalmente.
Puede haber muchas causas conducentes a este hecho singu­
lar; el plan era ambicioso y sus previsiones no llegaron a
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realizarse; o el plan fuê largamente sobrepasado por un desa 
rrollo imprevisto que lo destruyô; o el plan era demasiado r^ 
gido y no hubo interês en su realizaciôn; o no lo hubo, porque 
el plan contradijo o desatendiô las tendencias naturales de de 
sarrollo poblacional o industrial. Podria redactarse un largo 
inventario de motivos. Pero el hecho macizo de que los Planes 
no se cumplen, conduce a la primera posiciôn adversa a su ela 
boraciôn: EL PLANEAMIENTO ES INUTIL.
Podria agregarse que los militantes de esta postura disponen 
de casi tantos argumentes como la cantidad de planes elaborados 
en la historia de la ordenaciôn urbana a lo ancho del mundo (19).
Y cuando se logra encontrar un Plan meticulosamente realiza 
do -como el de Brasilia o el de Chandigarh- lo que se descubre 
no es sino un nuevo argumente en contra de la planificaciôn: el 
resultado séria una ciudad artificial, deshumanizada; no se pue 
de -afirman elles- planificar una cosa viva y espontânea como 
es el organisme urbano, sin el riesgo inminente de construir un 
Frankestein, es decir, un monstruo.
En una segunda postura adversa -y mâs agresiva, por cierto- 
se agrupan los que sostienen que la Planificaciôn no es sôlo 
intJtil, sino INCONVENIENTE.
No se limitan, a constatar el generalizado incumplimiento de 
los planes urbanisticos, sino que culpan a êstos de las injusti^ 
cias y anormalidades que se generan en el suelo urbano.
Sehalan, con razôn, que quienes se han sometido a las lim^ 
taciones de un plan, quedan en posiciôn desmejorada frente 
a quienes lo transgreden y -la mayoria de las veces- ni sufren 
las sanciones infraccionales, ni ven demolidas las obras levan 
tadas en contravenciôn a los planes.
Acusan a la delimitaciôn del suelo urbano -que el plan con 
lleva necesariamente- de ser la causante del valor especulati 
vo que éste adquiere. Porque -sostienen- si tal delimitaciôn
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no existiera, dicho suelo dejaria de ser escaso y -por ende- 
monopôlico y especulativo.
Culpan a los planes de rigidizar y de esterilizar la inicia 
tiva particular que es el motor del urbanismo. La empresa pri- 
vada es la que conoce el pulso del mercado; la que sabe dônde 
conviene construir y dônde tal actividad no es remunerative.
Si los planes contradicen estas tendencias, ellos son parali- 
zantes y , por lo mismo, perjudiciales. Y si los planes las s^ 
guen, resultan innecesarios: un gran esfuerzo y un enorme ga£ 
to en vano.
Résulta curioso comprobar c6mo esta polemica se réédita pe 
riôdicamente, con parecidos argumentos.
Hace treinta ahos atrâs, el urbanista espahol Alomar Esteve
(2 0 ), se preguntaba -frente a los detractores de esta discipli^ 
ba-: "-cEs verdaderamente el planeamiento una necesidad vital? 
-cResponde tal vez la norma de preordenar la utilizaciôn del 
suelo... a un capricho, a una moda cuyo uso se ha generalize, 
do hasta aparecer como cosa imprescindible? -zAcaso la necesi 
dad real de planear en casos aislados y especiales, por ejem- 
plo, los de ciudades en zonas afectadas por las destrucciones 
de las guerras, ha sido ficticiamente generalizada hasta crear 
el mito del planeamiento total? -iSerâ verdadera la teorla de 
que las cosas vivas -y la ciudad, la sociedad, la RegiÔn como 
unidad geogrâfico-social, son indudablemente cosas vivas- deben 
dejarse crecer, sin violentar su desarrollo natural?".
El mismo Alomar en su "Teorîa de la Ciudad" incluye una re£ 
puesta sôlida y enfâtica a todos estos interrogantes, como una 
de las ocho Conclusiones de su obra; "IV.- En la compleja cul- 
tura de nuestra êpoca , no puede existir organizaciôn sin pla­
neamiento previo. LA BASE DEL PLANEAMIENTO DE UNA CIUDAD ES EL 
CARACTER ORGANICO DE LA MISMA" (21).
Pues bien, hace sôlo cuatro ahos atrâs -en pleno auge del 
modelo econômico libremercadista impuesto por los discîpulos 
de Milton Friedman, de la Escuela de Chicago- se desarrollô en 
Chile un debate parecido (22).
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Lo curioso del caso, es que los equipos parecîan jugar cam 
biados: mientras los urbanistas del gobierno disparaban contra 
la planificaciôn con claros intentos de eliminarla, eran arqui^ 
tectos de una Universidad privada los que asumîan su defensa.
El Jefe de la Divisiôn de Desarrollo Urbano del MINVU, fren 
te al limite del ârea urbana de Santiago, sostenîa: "Es inûtil 
ponerle limites. La ciudad es una entidad orgânica que crece 
respondiendo a necesidades naturales. Ciudades planificadas, 
como Brasilia, son deshumanizantes". Respecto de la planifica 
ciôn de la capital, ahadia: "Con toda la planificaciôn desde 
hace 40 ahos, Santiago es caôtico. Por lo menos, entonces, hay 
que pensar en una alternativa". Esta alternativa consistia en 
dejar entregada al libre juego del mercado la actividad de la 
construcciôn y el desarrollo de la ciudad; en abolir los lim^ 
tes urbanos dejando, a todo el suelo la aptitud de ser urbani 
zable y en fijar "ciertas normas minimas que preserven el bien 
comûn". Demâs estâ sehalar la inspiraciôn libremercadista y an 
tiplanificadora de esta polîtica.
Cabe preguntarse: -frente a esta periôdica avalancha de da 
tos y de argumentos en contra de la Planificaciôn, -^merece 
ella una justa defensa?.
-Pensâmes que si; y es lo que a continuaciôn vamos a in ten 
tar.
Enfrentaremos, en primer lugar el contundente argumente de 
que la planificaciôn no se cumple y que -si es asi, como efec 
tivamente lo es- ella es inûtil y carece de sentido.
Este argumente présenta no pocos fiances débiles, como el 
hecho -no atribuible a los planes, sino a los ôrganos de con 
trol- de que muchas veces ese incumplimiento obedece a la corn 
plicidad o a la permisividad complaciente de quienes tienen 
como funciôn précisa la de vigilar su observancia.
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Ocurre, tambiên, que el Plan -a veces- impone condiciones 
irrealizables o contradice las tendencias naturales o las ca 
racterîsticas propias de la zona que cubre; y entonces la de 
ficiencia es atribuible al planificador, pero no a la planifi 
caciôn,
Con todo, vamos a concéder a esta posiciôn el bénéficie de 
que se trata de planes perfectamente adecuados, racionales y 
factibles; y que, no obstante lo cual, no se cumplen.
Cuando, a propôsito de este resultado se pretende abolir 
la norma que êl contradice, pareciera olvidarse que los seres 
humanos son los ûnicos de la creaciôn que arrastran -y a veces 
enarbolan- la tendencia a transgredir las normas mâs sensatas.
El propio Jehovâ suministrô al pueblo escogido un conjunto 
de normas para afrontar, de la manera mâs sabia, su peregrina 
je por el desierto antes de llegar a la Tierra Prometida. Y 
todavîa no terminaba Moisês de recogerlas, cuando los hebreos 
ya adoraban a un becerro de oro. -ôSignifica êsto que habîa 
que abolir el Decâlogo, por irrealizable? -O bien, olvidado e£ 
te episodio, -£significa que hay que eliminarlo ahora, por ha 
ber sido transgredido mil veces por cada ser humano que pisa 
la tierra?.
Las leyes pénales se dictan a sabiendas de que van a infrin 
girse y -por lo mismo- todas ellas contemplan la penalidad de 
su infracciôn. El hecho que todas las leyes pénales se trans- 
gredan. -^Significa que son inûtiles y que -por eso mismo- de 
bieran derogarse?.
Vamos a una hipôtesis mâs cercana al urbanismo. Marquemos 
en el piano de una ciudad la direcciôn del trâfico vehicular, 
las sehales de circulaciôn, la ubicaciôn de los semâforos y 
todas las previsiones de la planificaciôn del trânsito pûbli- 
co. Luego pidamos el fichero de accidentes en el curso de un 
aho y vamos sehalando el lugar, las causas y las consecuencias 
de ellos; lesiones a los peatones, dahos a los vehîculos, le-
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siones en los propios conductores. -dCausas?.: Infracciones 
a la sehalizaciôn y a las normas del trânsito.
-cPodria alquien concluir, sensatamente, que puesto que las 
sehales, los semâforos y las normas resultaron inûtiles para 
evitar los accidentes, la soluciôn consista en suprimirlo s ?.
-Y, si algûn insensato con suficiente autoridad asî lo hi- 
ciera, -ôpuede alguien imaginar en quê caos se convertirîa el 
trânsito pûblico, entregado a la libre iniciativa y el empuje _ 
o temeridad de cada conductor?.
Pues bien, ambas interrogantes y sus respuestas pueden apl^ 
carse perfectamente a la planificaciôn urbanîstica.
Todas las disciplinas humanas -el derecho, la economîa, la 
sociologîa, la urbanîstica- estudian y procesan la fenomenolo 
gîa del material mâs dîscolo del universe; el hombre.
Y, sin embargo, a sabiendas que sus leyes son sôlo indica­
tives -y no conclusivas, como ocurre en las ciencias exactas- 
prosiguen trabajando en perfeccionar la condiciôn humana.
La validez del Derecho de la Planificaciôn, como normative 
urbanîstica, no se refieje, pues, en la pregunda; -cpara quê 
formularla si ella no se cumple?; sino en esta otra; si existien 
do normas, sanciones y contrôles para estructurar una racional 
conducta urbanîstica, ellos se infringen, -ôquê desastre irrepa 
rable podrîa ocasionar su inexistencia?.
El segundo grupo de impugnaciones converge en el postulado; 
"La Planificaciôn Urbana es inconveniente". Si en el caso ante 
rior se esgrime un hecho; su aparente fracaso, en esta posiciôn 
subyace un principio; la ciudad es un ôrgano vivo que debe de­
jarse crecer libre y espontâneamente.
Dejando aparté el afân especulativo que muchas veces se en 
mascara bajo un argumento libertario, y que hace ya medio si-
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glo denunciara la Carta de Atenas (23), podrîa expresarse lo 
mâs relevante de esta postura de la siguiente manera; la con£ 
trucciôn de la ciudad o -si se quiere- el desarrollo urbano 
es, a un mismo tiempo, una obra de arte, una actividad econô 
mica y una expresiôn de voluntad ciudadana. Pues bien, bajo 
cualquiera de estos très aspectos, y bajo su conjunto, ese de 
sarrollo debe ser libre. Porque sôlo el arte libre es arte ver 
dadero; porque la economîa tiene sus propias leyes y, la prime 
ra de ellas, es su libre juego; y porque no hay verdadera ex­
presiôn de voluntad colectiva si ella nace constrehida por un 
marco rîgido como serîa la planificaciôn.
De allî entonces que, bajo el aspecto artîstico, el plan 
achata y derrumba el vuelo arquitectônico, produce ciudades 
uniformes y aburridas, y estiriliza o mata la inspiraciôn que 
es el divino soplo del verdadero arte.
Peores son -si ello cabe- las consecuencias econômicas de 
la planificaciôn. Aquî los impugnadores reciben, ademâs, el 
respetable apoyo de figuras consagradas como Hayek y Friedman. 
En primer lugar ella desata el virus especulativo, al transfor 
mar en escaso un bien que -segûn ellos- naturalmente no lo es
(24). Luego, la planificaciôn coarta o inhibe las naturales 
tendencias del mercado (25). Y, por la misma razôn, trae como 
consecuencia la réserva de suelos para uses teôricos, que per 
manecen ociosos, frenando asî el desarrollo de otras activida 
des que verdaderamente interesaba desarrollar (26).
Por ûltimo, se denuncia a los planificadores como a unos 
tecnôcratas que disponen de un poder intolerable para enrique 
cer a unos ciudadanos y empobrecer a otros, mediante el simple 
desplazamiento de su lâpiz, al demarcar las âreas y los usos 
delsuelo, sobre el piano de la ciudad. Esta discrecionalidad 
serîa atentatoria de los derechos individuales y de una de las 
formas de la libertad.
Es ûtil discernir -en el conjunto de posiciones que con 
fluyen en el postulado de que LA PLANIFICACION ES INCONVENIEN
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TE- dos lîneas dialécticas: una, que lo impugna en defensa de 
la libertad; y otra que, desvelando los errores de determina­
do s planes, toma pie en esos errores para combatir el planea­
miento mismo, como si aquellos vicios le fueran consubstancia 
les.
En lo que concierne a la libertad, résulta évidente que 
una planificaciôn democrâtica elaborada con publicidad y con 
instancias de participaciôn y de reclamaciôn que conduzca a 
soluciones razonables, no puede ni debe coartarla. No conoce 
mos, sin embargo, planes que sean tan rîgidos y tan compulsi 
vos que no dejen una holgada libertad al arte de la arquitec 
tura. Por el contrario, nos parece que son -muchas veces- la 
falta de originalidad (27) y el apetito comercial que induce 
a no desperdiciar un solo métro cuadrado négociable, los que 
producen esos horribles cubos funcionales de cemento y vidrio, 
carentes de belleza, de expresiôn y de variedad, que atiborran 
todas las grandes ciudades y los centros turîsticos.
Es verdad que la planificaciôn limita la libertad absoluta 
del mercado, pero no aniquila la libertad econômica, como se 
pretende. Y es que es falso que el mercado deba ser el ûnico 
o el principal asignador de recursos en materia urbanîstica.
Sin duda que las tendencias del mercado tienen una considéra 
ble importancia y una buena planificaciôn no serîa tal si no 
las atendiera debidamente. Pero lo que importa establecer es 
que, mientras el interês del mercado se traduce en definitive 
en una cuestiôn de ganancias y pêrdidas que conciernen a unos 
intereses particulares, la planificaciôn -junto con esos inte 
reses- debe conjugar los del vecindario, los de toda la comu­
nidad ciudadana y los de la ciudad como un ente con destino y 
con requerimientos propios. Y, por esta rotunda razôn, los in 
tereses del mercado no pueden sustituir -a la hora de las de 
cisiones- a todos aquêllos que resguarda la planificaciôn.
Por ûltimo -en esta lînea libertaria- êquiên podrîa estar 
de acuerdo en otorgar un poder dictatorial a los planificadores?.
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Se ha dicho que la planificaciôn créa desigualdades y es 
fuente de discriminaciôn, Pero, por alguna parte ha de hacer 
el tajo el bisturi a la hora de operar. Y, de anâloga manera, 
por alguna lînea debe transcurrir el lâpiz del planificador.
Lo importante es que ambos corten por donde menos dahos pro- 
duzcan; y que, en el caso de ocasionarse perjuicios, la legi£ 
laciôn provea un sistema que asegure la igualdad de las cargas 
urbanîsticas, o su resarcimiento por la comunidad cuyo interês 
resguardan.
La segunda lînea argumentai, como decîamos, destaca los 
errores -no infrecuentes- de determinados planes. Exhibiêndo 
los en el escaparate de las faltas que no deben repetirse, y 
bajo la metralla de una crîtica tan demoledora como legîtima, 
concluye: "Estos son los resultados de la Planificaciôn".
Naturalmente, tal conclusiôn es injusta. Con frecuencia, 
los pragmâticos puros condenan la inutilidad de los plantea- 
mientos teôricos sin percatarse de que nada hay mâs prâctico 
que una buena teorîa.
El Plan es la teorîa prévisible del futuro de la ciudad. 
Como toda previsiôn humana, estâ sujeto a errores. Pero, del 
mismo modo que la condena de un mal medicamento no puede lie 
var aparejada la condena de la Medicina, la justa crîtica de 
las fallas de un plan puede y debe conducir a su rectifica- 
ciôn; pero, nunca, a un veredicto de inconveniencia de la 
Planificaciôn misma.
Porque la Planificaciôn de la ciudad es -al menos desde 
comienzos de siglo- una NECESIDAD VITAL. Constituye un reque 
rimiento indispensable tanto para la preservaciôn como para 
el desarrollo de la ciudad.
Sôlo una adecuada planificaciôn puede prever la ubicaciôn 
geogrâfica y el limite de un desarrollo expansivo de las ne­
cesidades que pueden cubrir los Sistemas Générales (Agua Po 
table, Energîa, viarios, comunicaciones, red de eliminaciôn 
de excretas); o planear tambiên la ampliaciôn de êstos, si 
ello es posible.
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En definitive, la Planificaciôn no es mâs que la sistemat^ 
zaciôn de una cualidad esencial del ser humano: su racionali- 
dad; su capacidad de prever el futuro y de proyectarlo; su ta 
lento para idear soluciones antes que hagan crisis problèmes 
inevitables, pero prévisibles.
Por supuesto que la libertad es tambiên una cualidad funda 
mental del hombre. Pero si ambas no son incompatibles es pre- 
cisamente porque -tanto en la vida personal, pero sobretodo en 
la vida social- el hombre debe aprender a ser "humanamente 1^ 
bre", esto es libre dentro de cauces racionales, y no "selvâ- 
ticamente libre" como preconizan siempre los que utilizan la 
razôn como pantalla de la fuerza.
Este serîa un desarrollo suficiente de las convicciones que, 
en esta materia, sustentâmes. Y, por ello, terminâmes este pârra 
fo con la prometida cita de Karl Manheim; "Nuestra tarea estriba 
en edificar un sistema social mediante la planificaciôn; pero 
planificaciôn de una clase especial; tiene que ser planifica­
ciôn para la libertad, sujeta a control democrâtico; planifica 
ciôn, sî, pero no una planificaciôn restriccionista que favore^ 
ca a los monopolies de grupo, sean de hombres de empresa o de 
asociaciones obreras, sino 'planificaciôn para la abundancia', 
es decir empleo total y total explotaciôn de los recursos; pla 
nificaciôn para la justicia social...; planificaciôn no para 
una sociedad sin clases, sino para una sociedad que suprima los 
extremes de riqueza ^pobreza; planificaciôn para la cultura, pe 
ro sin 'nivelaciôn por lo bajo'...; planificaciôn para el equi­
librio entre la centralizaciôn y la dispersiôn del poder; plan^ 
ficaciôn para la transformaciôn graduai de la sociedad, a fin 
de estimular el desarrollo de la personalidad; en una palabra, 
planificaciôn, no regimentaciôn" (28).
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6. ALGUNOS MODELOS PE PLANIFICACION TERRITORIAL.
Antes de abordar la descripciôn de los diverses modelos que 
nos proponemos analizar, nos parece oportuno trazar, a grandes 
rasgos, el origen fâctico del fenômeno de la planificaciôn terri 
torial y de su vertiginoso desarrollo en la segunda mitad de es­
te siglo,
Hasta una êpoca relativamente reciente, la ordenaciôn de las 
ciudades no era mucho mâs que su planimetrîa: la representaciôn 
cartogrâfica de la distribuciôn del espacio. Esta planimetrîa, 
desde muy antiguo, habîa venido persiguiendo la distribuciôn equi 
librada de los espacios pûblicos y, especialmente, la continuidad 
regular -esto es, no interrumpida ni dispareja- de los viarios, 
a fin de posibilitar un trânsito fluîdo y expedito mediante la 
alineaciôn de las construcciones latérales (ver pâg. 12: Babilo 
nia) .
Pero cuando el crecimiento de las ciudades estrangulô su co- 
municaciôn interna o -para utilizar la imagen de Le Corbusier- 
cuando se hizo necesario convertir en arterias las callejuelas 
reducidas a vasos capilares, y luego, cuando se hizo indispensa 
ble el ensanche de las grandes ciudades, la planimetrîa adquiriô 
una doble importancia. Por una parte, tuvo la funciôn de sepa- 
rar el dominio pûblico -calles, plazas, puentes, caminos, acue 
ductos- de la propiedad privada que quedarîa sustraîda a la ac 
ciôn pûblica urbanizadora; en este sentido, los pianos de las 
nuevas vîas daban la medida exacta de las expropiaciones que ha 
bîa que hacer para lograr aquellos objetivos (Ver lâmina LIII, 
fig. 99-c): Avenue de 1'Opera, Parîs). Pero tambiên se hizo ne­
cesario prever y justificar las funciones, la ubicaciôn, las 
conexiones y la amplitud de las nuevas vîas y sus obras de arte; 
es decir, hubo que planificarlas. De allî nace la conexiôn de 
los pianos urbanîsticos con el institute expropiatorio; aquêllos 
legitimaban y describîan de una manera grâfica la utilidad pûbli 
ca justificativa de las expropiaciones necesarias. De allî tam- 
bien dériva la conversiôn terminolôgica y conceptual de los Pla 
nos en planes urbanîsticos; êstos debîan comprender,ademâs, memories ju£
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tificativas, normas destinadas a concretarlos y programas para 
ponerlos en prâctica. Recordemos, ademâs, que todo este extenso 
perîodo abarca tambiên la etapa de la concepciôn liberal del do 
minio, en la cual ni el Estado intervenîa en la propiedad priva 
da -salvedad hecha de elementales medidas de policîa- ni los pro 
pietarios contribuîan de manera alguna a los costes de la urba- 
nizaciôn, no obstante reporter el bénéficié de las plusvalîas 
generadas por êsta.
Por otra parte, junto al deber de los propietarios de respe- 
tar las alineaciones, confluye en el planeamiento la antigua 
tradiciôn vinculante de la uniformidad de las fachadas -o, al 
menos, de las alturas- de los edificios, impuesta a los duehos 
de los solares contiguos a las calles principales con el objeto 
de dar un aspecto regular o una fisonomîa impotente a las arte­
rias significativas (29). De allî que los planes urbanîsticos, 
ademâs de ser elementos déterminantes de la separaciôn entre la 
propiedad pûblica y la privada, contuvieran -a veces- un roi or 
denador del aspecto, la altura y hasta los materiales de los 
edificios; roi que adquiere una importancia decisiva en el pé­
riode del barroco (Ver lâmina LTV, fig. 100: Rue Rivoli; lâmi­
na LVI: Place des Victoires y Place Vendôme; lâmina LVIII: Bath: 
Gay Street, Royal Circus y Royal Crescent).
Por ûltimo, y para abreviar, digamos que très fenômenos ca- 
talizarân, de una manera vertiginosa, las modalidades que asume 
la planificaciôn moderna: -la explosiôn demogrâfica, con su cre 
ciente presiôn sobre las ciudades y la utilizaciôn mâxima del 
espacio urbano; -las potencialidades casi ilimitadas de los nue 
vos materiales y tëcnicas de construcciôn; y -el aumento exponen 
cial de las plusvalîas susceptibles de generarse con la construe 
ciôn de altura.
Los dos primeros factores obligarân a utilizar el Plan como 
una herramienta drâstica de control para frenar la aglomeraciôn 
y el crecimiento desorbitado de las ciudades. El tercero servirâ 
a la Administraciôn para descargarse totalmente del coste de las 
urbanizaciones, transladândolo de manera graduai y creciente a
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los urbanizadores particulares; para elevar, simultâneamente 
los estândares de âreas verdes y suelo pûblico y comunitario; 
y hasta para someter al sector privado a la carga de contribuir 
a la formaciôn de un patrimonio de suelo urbanizado municipal 
disponible como recurso para edificar o como regulador del mer 
cado de este tipo de suelo.
Este es, a grandes pinceladas, el desarrollo histôrico que 
subyace bajo la planificaciôn urbanîstica moderna.
6.1. EL TOWN PLANNING EN GRAN BRETANA,
Como se sabe, las designaciones patronîmicas "Inglate- 
rra", "Gran Bretana" y "Reino Unido" no son équivalentes. La 
primera comprende un conjunto de condados -counties- de la ma­
yor de las Islas Britânicas, con exclusiôn de los antiguos re^ 
nos de Gales -Wales- y de Escocia. La segunda incluye a êstos 
y a Inglaterra. Y la tercera comprende, ademâs, a Irlanda del 
Norte y a las Posesiones bajo el dominio de la Corona.
Vamos aquî a referirnos a la legislaciôn urbanîstica 
de Inglaterra y Gales que constituyen -al decir de Garner- "una 
sola jurisdicciôn polîtica, sin Constituciôn escrita y con es- 
tructura unitaria, no federal" (30); pero siendo asî que la le 
gislaciôn de Escocia no sÔlo no se aparta, sino que ha ido ado£ 
tando el sistema en su propio territorio, nos parece mâs apro- 
piodo referirnos a la planificaciôn en Gran Bretana.
Este curioso paîs parece haber sido siempre mâs insular 
en su cultura que en su propio aislamiento geogrâfico. Y, por eso, 
posee un sistema jurîdico basado en el derecho consuetudinario, 
donde no tiene cabida la separaciôn abisal que,los continentales 
hacen entre el derecho pûblico y el privado; donde -por parecida 
razôn- no existen tribunales administrativos, pero igualmente go 
zan de protecciôn judicial los derechos de los administrados; y 
donde -en lo tocante a nuestro tema- numerosas y largamente ela- 
boradas maneras de configurer el derecho de propiedad, desde el 
"freehold"-o dominio absoluto- pasando por la propiedad de servi
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dumbres -"easements"- hasta las peculiares restricciones y gra- 
vâmenes convenidos sobre un predio, en orden a la forma de uti- 
lizarlo, y en favor de otro predio de distinto dueho -"restric 
tive convenants"- parecîan, literalmente, venir preparando el 
terrene para la ordenaciôn urbanîstica.
La primera ley de planeamiento; Town and Country Planning 
Act, data de 1909. Ella fuê seguida por otra, de 1932. Sin embar 
go, estas leyes no alcaimron a prosperar por falta de un finan- 
ciamiento adecuado para encarar sus objetivos. Y cuando la ûlt^ 
ma de estas leyes reciên comenzaba a ponerse en prâctica, sobrev^ 
no la Segunda Guerra Mundial. Con todo, en pleno desarrollo de ês 
ta y bajo el bombardeo y destrucciôn de Londres, se crean -en 
1941- las Secretarîas (Ministerios) de la Administraciôn Local y 
de Vivienda y Construcciones y -en 1943- la de Planificaciôn Ur­
bana y Rural (31).
Desde 1970, el Ministerio de Planificaciôn ha sido sust^ 
tuido por el Departamento del Medio Ambiente, bajo la direcciôn 
de un Secretario de Estado (con rango ministerial), asistido por 
très ministres: el de Transportes, el de Planificaciôn y Admini£ 
traciôn Local y el de Vivienda y Construcciôn. Hay otras dos Se­
cretarîas de Estado conectadas con el urbanismo y el Departamen­
to del Medio Ambiente: la de Déportés, Poluciôn y Abastecimiento 
de Aguas y la de Planificaciôn Urbana y Conservaciôn de Ciudades 
y Monumentos Histôricos (32). Todas estas autoridades intervienen 
en el planeamiento asî como las del nivel superior de la Adminis­
traciôn Local, constituidas por los Consejos de Condado (County) y 
los de Burgo-condado (County borough).
Por lo tocante a la legislaciôn del planeamiento, en 1947 
se dicta una nueva Town and Country Planning Act que -segûn Gar 
ner- "hubo de partir de cero". Ella fuê modificada por una ley de 
1971 y por la Amendment Act de 1972, como consecuencia de la reor 
ganizaciôn del rêgimen de gobierno local -Local Government Act- 
del mismo aho. Por ûltimo, en 1974 el gobierno laborista emite el 
White Paper -Libro Blanco- denominado "LAND" sobre la nacionaliza 
ciôn del suelo en Gran Bretaha (33), que servirâ de antecedente a
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The Community Land Act, del 12-XI-1975, actualmente en vigencia,
Vamos a referirnos, primeramente, a la tipologla de la 
planificaciôn en Gran Bretana, para abordar, a continuaciôn, 
los aspectos mâs relevantes de la llamada Ley de Nacionalizaciôn 
del Suelo.
Tipos de Planes y su jerarquîa.- Pueden distinguirse très 
tipos de planes; los estructurales -structure plan-, los planes 
locales y los "planes de actuaciôn por ârea", generalmente conec 
tados con la idea de reordenaciôn urbana.
6.1.1. El Plan Estructural.
Consiste en un informe escrito, fundamentado en el 
pertinente material diagramâtico, que élabora la autoridad de 
planeamiento a nivel de Condado, y que estâ concebido para ser­
vir de base a la autoridad respectiva para formular su polîtica 
y propuestas générales con respecto al uso y al desarrollo del 
suelo y a otras utilizaciones del mismo, dentro de sus limites 
territoriales (34).
Como no existe en Gran Bretaha un Plan Nacional 
de desarrollo urbanîstico, los planes estructurales deben pres- 
tar atenciôn a la posible relaciôn que pueda surgir entre sus - 
directrices y las que puedan formularse en zonas circundantes y 
que sean susceptibles de afectar al propio territorio.
El plan estructural debe tomar en cuenta todos 
los factores de progreso que puedan tener incidencia en el ârea, 
como las polîticas de comunicaciones y del transporte; y debe 
considerar los recursos econômicos y de todo orden disponibles 
para el desarrollo del territorio. Y como, para entrar en vigen 
cia, requiere la aprobaciôn del Secretario de Estado compétente, 
debe considerar, en su elaboraciôn, todas las directrices guber- 
namennales que puedan afectarle a nivel nacional o regional.
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El plan estructural puede ser objeto de crîticas 
u observaciones en la fase de proyecto. Para este efecto, el 
sistema britânico consulta una amplia publicidad local y la rea 
lizaciôn de encuestas pûblicas (inquiries), asî como la célébra 
ciôn de consultas entre la autoridad y las personas o entidades 
interesadas, entre las que abundan las asociaciones de defensa 
de la amenidad de la vida y las de preservaciôn del ambiente.
Si, no obstante estas consultas, las objeciones se mantienen, 
el Secretario de Estado ordena la realizaciôn de una audiencia 
o examen pûblico del proyecto de Plan, dirigido por un equipo 
designado por êl, y ante el cual se discute en detalle las ob­
jeciones planteadas, pudiendo seleccionarse a las personas y en 
tidades que hayan formulado las cuestiones mâs caracterizadas.
El resultado de esta audiencia no es vinculante para la Admini£ 
traciôn; pero generalmente es un vehîculo positive para perfec­
cionar el proyecto y para responder las objeciones desechadas.
6.1,2. Los Planes Locales.
Cada autoridad urbanîstica de condado tiene el 
deber de trazar -previa consulta con los ôrganos de planeamien 
to de distrito- un "plan esquemâtico de desarrollo" que determi 
na las âreas que deben comprender los planes locales y los come 
tidos y responsabilidades que en su elaboraciôn se asignan a los 
diversos consejos de distrito del respective condado.
Los planes locales tienen las siguientes carac- 
terîsticas positivas y negativas;
A. Detallan y concretan, en la respectiva ârea, 
las determinociones générales de los structure plans, con los 
cuales no pueden diferir ni entrar en conflicto, ya que les que 
dan subordinados.
B. Deben acoger y detallar las directrices y pro 
puestas gubernamennales referidas al territorio que comprenden.
C. Normalmente, existen varios planes locales in
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dependientes para las distintas unidades de desarrollo urbano, 
sobre una misma zona, distinguiendose por la materia que abor­
dant sistemas générales, comunicaciones, establecimientos édu­
catives, desarrollo turîstico, etc.
D. Son susceptibles de objeciones u observacio- 
nes por parte de las entidades o asQciaciones locales y los - 
particulares. Si las objeciones se mantienen, despuês de cele- 
bradas las pertinentes consultas, ellas son objeto de una audien 
cia pûblica -a semejanza de la anteriormente descrita para el 
plan estructural- sin que su resultado sea vinculante para la 
autoridad.
E. Se aprueban por la autoridad urbanîstica local, 
sin necesidad de confirmaciôn por el Secretario.de Estado (35).
6.1.3. El Plan de actuaciôn por ârea.
Esta modalidad opera s61o cuando la autoridad ur 
banistica pretende realizar una reordenacidn o renovacidn urbana 
dentro de su distrito.
En êl debe senalarse la intencidn de lograr la 
nueva ordenacidn que se formula en el plazo de diez anos a con- 
tar de su entrada en vigencia.
Desde ese momento, la administracidn urbanîstica 
queda facultada para adquirir las superficies de suelo que que- 
den comprendidas en el ârea afectada y que sean necesarias para 
obtener el fin propuesto.
El Plan de desarrollo urbanîstico de un condado 
comprende, pues, el plan estructural, un cierto nûmero de planes 
locales previstos en el plan esquemâtico del condado y -eventual 
mente- algunos planes de actuaciôn por ârea.
En el sistema britânico el urbanismo comprende dos 
aspectos: la realizaciôn del desarrollo acertado o "adecuado" al
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plan y la negaciôn del desarrollo "inadecuado". Dice Garner que 
"la prevenciôno evitaciôn del desarrollo 'inadecuado' constitu 
ye un punto central del sistema, que se rige conforme al prin­
ciple bâsico de que no se puede realizar en la prâctica ningûn 
'desarrollo' sin obtener previamente de la autoridad local de 
planeamiento (o del Secretario de Estado) el oportuno permise 
urbanîstico" (36).
Siendo el planeamiento britânico sustancialmente 
indicative es en esta instancia del otorgamiento o negaciôn del 
permise -la ûltima, susceptible de impugnaciôn judicial- donde 
se juega toda la eficacia del planeamiento, en orden al logro 
de los objetivos propuestos.
6.1.4. The Community Land Act de 1975.
Por sobre cualquier grade de interës que pueda 
revestir la organizaciôn administrativa o la tipologîa del pla 
neamiento, Gran Bretana estâ afrontando la tarea mâs ardua en el 
nivel teôrico y la mâs delicada en el nivel politico, que pueda 
encarar la planifilaciôn democrâtica. Ella consiste en poner fin 
a las desigualdades irritantes, y muchas veces deliberadas, que 
provoca la planificaciôn al favorecer a algunos propietarios que 
-sin inversiôn ni sacrificio personal- se benefician con las plu£ 
valîas generadas a costa del esfuerzo de la comunidad; en termi­
ner con la absurda situacidn de que la autoridad no pueda, muchas 
veces, decidir cuândo y dônde localizar los edificios, el equipa- 
miento y los espacios pûblicos de una ciudad conforme a un crite 
rio de nécesidad racional y no de acuerdo a la disponibilidad re 
sidual de suelo o a losrecursos siempre exiguos de la Administra- 
ciôn; y en asegurar -en fin- que los "incrementos de valor del 
suelo edificable sean para la comunidad que los ha creado" (37).
Para lograr estos objetivos sensatos e inobjeta­
bles, la Community Land Act de 1975 instauré, por vez primera en 
el mundo democrâtico occidental, la nacionalizaciôn obligatoria 
del suelo necesario para cualquier future desarrollo urbano, du­
rante los diez ahos posteriores a la aplicaciôn del sistema.
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Debe tenerse presente, sin embargo, que el primer 
paso en este sentido ya lo habîa dado la Ley de 1947 al nacionali 
zar el "development" (que, pese a significar "desarrollo", queda 
mejor traducido como "aprovechamiento"). El aprovechamiento del 
suelo es el entronque entre el derecho de propiedad privada y el 
proceso urbanizador. Para ejecutar cualquier acto de "development", 
el propietario quedaba obligado a obtener el permiso de la autor^ 
dad local.
El development -del cual, primariamente podria de 
cirse que es al suelo lo que el volûmen es a la superficie- vino 
a quedar definido en la Ley de 1971 de la siguiente manera:
"Por developmeht (aprovechamiento) se entiende la 
realizaciôn de operaciones de edificaciôn, inge- 
nierîa, minerîa u otras ejecutadas en o sobre el sue 
lo, por encima o por debajo de su superficie, asi 
como la puesta en prâctica de cualquier tipo de 
modificaciôn substancial en el uso o destine de 
cualesquiera edificaciones u otros bienes inmue- 
bles" (38).
Sobre este concepto, la Ley de 1975 construye el 
de "DEVELOPMENT LAND", que es el suelo adecuado y necesario para 
realizar las operaciones descritas que satisfagan las necesida- 
des prévisibles de la respectiva comunidad local durante una dê 
cada. Este concepto viene a ser la clave del proceso nacionali- 
zador.
En resumen, la Ley de 1975 aporta -entre muchas 
otras- dos ideas innovadoras al tema que venimos estudiando: -la 
idea del planeamiento positivo y -la adquisiciôn obligatoria por 
los entes locales del "development land".
6.1.5. El Planeamiento positivo.
En contraste con el planeamiento anterior, consi- 
derado como un sistema negative, en que la Administraciôn sôlo 
puede "vetar proyectos de edificaciôn", impedir que los particu­
lares transgredan el Plan, permaneciendo la iniciativa y los re-
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cursos en manos privadas (39), la reforma postula lo que el 
White Paper denomina la Planificaci6n positiva; la cual se ca 
racteriza por poner a disposiciôn de la comunidad el dominio 
pûblico del suelo edificable, dejando en manos de êsta la deci 
siôn acerca de quë, dônde y c6mo construir (40).
Se sostiene que "La existencia de cualquier si£ 
tema de planificaciôn estriba en la aceptaciôn de que el merca 
do no podrâ, por si mismo, llegar a una soluciôn satisfactoria 
del modo en que deberia ser utilizado el suelo". Y se anade que 
aûn cuando el sistema de planificaciôn negative supone un valio 
so elemento de control del mercado, "las dificultades inherentes 
a un proceso de urbanizaciôn hecho a retazos y los agobiantes 
problèmes financières asociados con la adquisiciôn de terreno, 
determinan que no siempre se alcance el mejor sistema de utili- 
zaciôn delsuelo" (41).
El documente sustenta que el dominio pûblico del 
suelo edificable harâ posible que el control de este recurso tan 
escaso quede en poder de la comunidad, permitiëndole tener una 
compléta visiôn del conjunto. Esa visiôn y esa disponibilidad la 
habilitarân para instalar los servicios pûblicos allî donde sean 
necesarios, con la ventaja adicional de haber adquirido el suelo 
al valor de uso corriente -current use value- y no al precio es- 
peculativo al que actualmente debe adquirir al sector privado los 
terrenos que necesita.
El përrafo final de este postulado merece ser 
transcrite textualmente:
"Las fuerzas del mercado -dice- estimulan la con 
centraciôn de la edificaciôn, comercializândola 
en zonas que ofrecen determinadas ventajas a cier 
tas empresas; pero lo que el mercado no considéra 
son los efectos secundarios -la destrucciôn de pue 
blos de cierta antigüedad y la desocupaciôn ascen 
dente de las zonas centrales de la ciudad- y sus 
implicaciones, como las consecuencias en el siste 
ma de transporte que requiere el que la gente vi­
va lejos de sus centres de trabajo. Hay una serie 
de costes que surgen junto a ellos -el coste de 
hacer frente a mâs carreteras, mâs trenes y auto-
305-k.
buses-, por ejemplo, y se producen ademâs situa- 
ciones de stress en el individuo que tiene que 
emplear su tiempo y su dinero, probablemente en 
condiciones de aglomeraciôn, mientras viaja a su 
trabajo. Estos costes y estas derivaciones psîqui 
cas no se tienen en cuenta en el sistema de merca 
do, y esto es por lo que la planificaciôn debe - 
ser alentada y por lo que la comunidad deberia - 
comprar suelo beneficiândose de las plusvalias - 
creadas" (42).
6.1.6. La adquisiciôn obligatoria del "Development Land".
Como instrumento indispensable para hacer reali- 
dad el postulado anterior, la Ley contempla la adquisiciôn, por 
los entes locales (la comunidad), del suelo edificable necesario 
para el desarrollo de la respectiva comunidad humana durante los 
ahos siguientes.
La diferencia con el sistema expropiatorio ordina 
rio consiste en que êste era optativo y residual. En cambio, la 
nacionalizaciôn del suelo edificable comporta la necesidad de ad 
quirirlo compulsivamente y en su totalidad. Como dice Ortega,
"la potestad expropiatoria pasa a ser ahora considerada, no como 
una prerrogativa de la Administraciôn, sino como un deber funcio 
nal" (43).
Esta pieza del sistema lo habrîa desmontado a los 
primeros pasos, si ella se hubiera puesto en funcionamiento si- 
multâneamente y de inmediato. Es dable imaginar el resultado que 
hubiese tenido la adquisiciôn masiva, por parte de centenares de 
entes locales, de todo el suelo edificable necesario en Gran Bre 
taha para una dêcada.
La Ley previô su implantaciôn en très fases gra- 
duales y sucesivas. La primera fase se iniciô el "first appointed 
day", el 6 de abril de 1976. Durante su transcurso, los municipios 
podîan adquirir suelo, o expropiarlo, a precio de mercado; pero 
sin que tuvieran todavîa la obligaciôn de hacerlo.
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La segunda fase se inicia en la "relevant date" 
-fecha relevante- y que en ella la autoridad local recibe, por 
decisiôn singular, el encargo vinculante de adquirir todo el 
"development land". El Secretario de Estado a cargo del Planea­
miento va impartiendo la respectiva orden de manera paulatina, 
a medida que los entes locales vayan disponiendo de recursos al 
accionar los resortes financieros -a base de emprêstitos especia 
les- que les franquean las leyes. Interesa destacar que, en esta 
segunda fase, siguen rigiendo en las adquisiciones los precios 
del mercado.
Para la llegada del "second appointed day", que 
da comienzo a la tercera fase, se necesita la concurrencia de 
dos requisitos: a) que la segunda fase esté en vigor en todo el 
territorio britânico; y b) que el Parlemente haya regulado el 
funcionamiento del Tribunal de Reclamaciones contra el Fisco 
-sobre el monto de las indemnizaciones expropiatorias- creado 
por la misma Ley. Cuando se den estas dos condiciones, previstas 
para ocurrir dentro del primer decenio de vigencia de la ley, se 
ordenarâ el comienzo de la tercera fase, la cual -del mismo modo 
que la primera- regirâ simultâneamente en todo el territorio. Se 
râ caracterîstico de ella la sustituciôn del valor del mercado 
por el "current use value" -valor de uso corriente del suelo- 
como criterio indemnizatorio.
En apretado resumen, el "current use value" cons^ 
dera el precio derivado de la actual utilizaciôn -agrîcola, mine 
ra, ganadera, forestal o mixta- que tenga el suelo de nueva urba 
nizaciôn que se necesite adquirir; pero desconsidera, de manera 
deliberada y obligatoria, cualquier plusvalîa derivada de las ex 
pectativas urbanîsticas que pudieran acrecer el valor de uso, a 
consecuencias de la expansion urbana proyectada.
6.2. EL PLANEAMIENTO TERRITORIAL EN FRANCIA,
Vimos ya que el planeamiento urbano y rural, en Francia, 
debe diferenciarse del "aménagement du territoire", que implica 
tambiên su desarrollo econômico, su equipamiento y la considéra-
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ciôn de su ,crecimiento equilibrado con el resto de la respect! 
va regiôn. Aquêl tiene una pretensiôn mâs modesta; "responde a 
un concepto mâs restringido; se refiere, esencialmente, a la ge£ 
tiôn y control geogrâficos del uso del suelo" (44).
6.2.1. La planificaciôn defensiva.
Los primeros planes urbanîsticos que se dictaron 
en Francia proceden de las leyes de 1919 y de 1929 y se denomi- 
naron "proyectos para la ordenaciôn, mejora y preservaciôn de 
los nûcleos urbanos"; estaban previstos para poblados superiores 
a los 10.000 habitantes.
Una ley de 25-VII-1935 dispuso la preparaciôn de 
proyectos de uso del suelo a escala regional. Esta legislaciôn, 
unida a la que se habia dictado en materias urbanîsticas especia 
les, diô origen, primero, a la Ley General de Urbanismo de 15-VI- 
1943, y luego, al Côdigo del Urbanismo y la Vivienda, aprobado 
por Decreto de 26-VII-1943; el que ha venido siendo objeto de 
constantes modificaciones (45).
Sostiene LEMASURIER que toda aquella planifica­
ciôn ho sido calificada de "salvaguardia urbanîstica", por haber 
estado destinada a preservar la morfologîa y el aspecto tradicio 
nal de los centros poblados, y a evitar la expansiôn desordena- 
da de la periferia. "Pero -agrega- este urbanismo 'prescriptivo' 
y 'defensivo', a partir de 1955 se ha visto radicalmente trans- 
formado, hasta el punto de adquirir las caracterîsticas que son 
propias de un planeamiento urbano moderno, a saber: prospective, 
operacional, coordinado y complete" (46).
6.2.2. La planificaciôn prospectiva y operacional.
Tomando base en el Decreto de 20-V-1955 se esta- 
bleciô -por Decreto de 31-XII-1958- que el planeamiento de las 
poblaciones debîa quedar sujeto a dos tipos de planes diferentes:
- el Plan d 'urbanisme directeur, cuyo objeto es
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describir los caractères générales de los diverses uses del sue 
lo y los elementos distintivos que los conforman; y
- el Plan d 'urbanisme de détail, que afecta a 
determinados sectores o barrios de un nûcleo urbano, en los cua 
les se considéra necesario contemplar determinaciones précisas 
y pormenorizadas.
"El plan directeur -dice LEMASURIER- establece la 
zonificaciôn, es decir, la subdivisiôn del ârea 
en zonas de acuerdo con la principal utilizaciôn 
del suelo admitida; residencial, industrial, ru­
ral. Détermina el esquema de las principales vias 
de comunicaciôn y délimita las âreas reservadas 
para obras pûblicas (agua, gas, electricidad, te 
lêfonos, etc.) o que se consideran de interés pS 
blico (zonas de bosque, âreas de interés arqueo- 
lôgico, monumentos y edificaciones antiguas, etc.) 
Establece también las reglamentaciones précisas 
acerca de las servidumbres urbanîsticas que hayan 
de imponerse y demâs obligaciones derivadas del 
planeamiento, con sus restricciones y excepciones.
Los planes de détail sirven para completar el 
plan directeur en todo aquello que pueda resultar 
necesario; se aplican a determinados sectores o 
barrios comprendidos en el plan director y pueden 
prever ciertas variaciones con respecto a êste" 
(47) .
Estos planes, introducidos por la Ley de 1958, no 
obstante su ventaja operacional, prescindian de un desarrollo 
cronolôgico; lo que dificultaba cualquiera coordinaciôn entre la 
ordenaciôn del suelo y el desarrollo econômico. Para poner reme- 
dio a esta deficiencia, la Ley de 30-XII-1967 agregarâ al planea 
miento un carâcter prospective al exigir una programaciôn tempo­
ral de las fases en que deben irse realizando sus etapas y obje­
tivos.
Esta ley inaugurô dos clases de instrumentes pla­
nif icadores :
- los "Schémas directeurs d * aménagement et d* ur­
banisme" (SDAU), que definen objetivos a largo y a mediano pla­
zo ; y
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- los "Plans d * occupation des sols" (POS), que 
regulan los proyectos individualizados a corto plazo.
Dice, al respecto, LEMASURIER:
"Los Schémas (SDAU): son los que ponen de mani- 
fiesto el carâcterprospective atribuido al pla 
neamiento por la reforma de 1967. Son los que - 
fijan, en el contexte del planeamiento urbanîs­
tico, los objetivos fundamentales a largo plazo 
en la ordenaciôn del suelo del ârea afectada y , 
en particular, el planeamiento que implique el 
ensanche de las poblaciones. En ellos debe aten 
derse a cualesquiera directrices nacionales exi£ 
tentes en materia de ordenaciôn del suelo, a cual 
quier tipo de directrices especiales emanadas deT 
prefecto regional y a todo tipo de relaciones exis 
tentes entre el ârea urbana en cuestiôn y las re 
giones vecinas, puesto que los schémas deben tam 
biên respetar un cierto sentido de equilibrio en 
tre el ensanche urbano y el mantenimiento de zonas 
rurales o forestales. Los schémas determinan el 
uso general futuro del suelo y las lîneas maestras 
de la infraestructura de obras pûblicas, de los 
problèmes del transporte, de la localizaciôn de 
las actividades mâs importantes y de cualesquiera 
zonas de ensanche o renovaciôn urbana".
"Los Plans d'occupation (POS) determinan los obje 
tivos a corto plazo y establecen las reglas géné­
rales y servidumbres que afectan a la ocupaciôn 
del suelo. Asî como los SDAUs son instrumentos 
prospectivos y sintéticos, los POSs son reglamen 
taciones que poseen una eficacia inmediata y deta 
llada; han de ser compatibles con el correspondiez 
te SDAU, caso de que exista. A diferencia de lo 
que ocurre con el sistema establecido por la Ley 
de 1958, en la de 1967 los POSs no implican nece- 
sariamente la existencia de un SDAU; aquéllos son 
suficientes por sî mismos y vinculan a todas las 
autoridades sometidas al planeamiento" (48).
Los Schémas se componen, bâsicamente, de dos ele­
mentos: una memoria, en que se describe la situaciôn existante 
en el ârea y se trazan las perspectivas de su desarrollo futuro; 
y el planeamiento propiamente tal, en que se establecen las fases 
de ese desarrollo, ilustrândolas con el material grâfico apropia- 
do. Con respecto a zonas especîficas que revistan un especial in­
terés el SDAU puede complementarse con Schémas de Secteur.
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Los POS constan de très documentos; - un informe 
que resumen y esquematiza las perspectivas de desarrollo del 
sector, y que debe justificar su compatibilidad con el SDAU, si 
êste existe.
- un conjunto de documentos ilustrativos de la or 
denaciôn de las diferentes zonas, segûn el uso asignado al sue­
lo.
- un conjunto de normas o preceptos destinados a 
dar eficacia jurîdica a los documentos anteriores.
En una visiôn concreta, el POS impone una serie de 
restricciones a los propietarios particulares, que se denominan 
"servidumbres urbanîsticas". Una de ellas, de singular importan- 
cia, es el "coeficiente de ocupaciôn del suelo", que détermina 
la densidad de la edificaciôn en funciôn de la capacidad de sum^ 
nistro de los sistemas générales, asî como la relaciôn que debe 
existir entre entre el suelo edificado y el no edificado. Para 
que los interesados conozcan las servidumbres a que sus predios 
quedan sometidos, la Administraciôn expide los correspondientes 
"certificados urbanîsticos".
Sin embargo, la normativa del POS era susceptible 
de excepciôn o de derogaciôn; y el nûmero de estas inaplicacio- 
nes podîa hacerlas llegar a un 40%. De allî que Lemasurier se 
quejara de que la Administraciôn, al concéder taies dispensas e£ 
tuviera "transformando el control oficial urbanîstico en un pla­
neamiento 'derogatorio', cuando no en una forma clandestine de 
planeamiento" (48-a).
Ademâs del carâcter prospective que queda reseha- 
do, el nuevo planeamiento francês transforma al antiguo urbani£ 
mo "defensivo", en uno "activo y operative".
Las prerrogativas de las autoridades ya no se li- 
mitan a reglamentar la actividad particular, sino que ahora in- 
ciden directamente en el manejo del desarrollo urbano, pudiendo
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asumir la construcciôn de edificaciones pûblicas, declarar zo­
nas especiales de urbanizaciôn, expropiar para la ejecuciôn del 
respective plan y acordar el emplamiento de nuevas ciudades.
Por otra parte, la ley de 1967 propicia la concer- 
taciôn, a través de la participaciôn, en el Plan, de todos les 
afectados. Este acuerdo debe lograrse, por una parte, entre el 
Estado y las autoridades locales; los SDAU y los POS se prepa- 
ran con la actuaciôn conjunta de los ôrganos del Estado y de 
los entes locales interesados; y, por otra parte, tambien debe 
intentarse entre los organismos pûblicos y los particulares, en 
materias taies como el "remembrement" -o conceijtraciôn parcela 
ria- tanto del suelo urbano como del rural, en la creaciôn de 
zonas de ordenaciôn concertada y en el "lotissement" o parcela 
ciôn del suelo.
6.2.3. La planificaciôn coordinada y compléta.
Estas son las dos ûltimas caracterîsticas atribui 
das al planeamiento moderno.
La actual planificaciôn francesa del suelo es 
coordinada, en cuanto no se limita a atender el desarrollo f^ 
sico de las âreas urbanas, sino que abarca tambiên los aspectos 
econômicos y sociales; es decir, la ordenaciôn urbana se inte­
gra en el planeamiento regional que considéra todos los aspec­
tos del desarrollo.
Tambiên se predica de ella que es compléta, por- 
que no sôlo comprende el desarrollo del suelo urbano sino que 
-a partir de las leyes de 2--VIII-1960 y de 9-III-1961- se esta 
bleciô un control sobre la ordenaciôn, gestiôn y uso del suelo 
agrîcola.
Sehala Lemasurier que esta legislaciôn, -que for 
ma parte del Côdigo Rural (49)- "indica que su objetivo es ase 
gurar una adecuada estructura de la propiedad de la tierra, ga 
rantizando que los aprovechamientos agrîcolas y forestales es-
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tên de acuerdo con una utilizaciôn racional del suelo y de las 
edificaciones, con la debida consideraciôn de la naturaleza del 
terreno y su conservaciôn, de los usos y costumbres culturales 
y de las têcnicas agrîcolas y su evoluciôn, dentro de un medio 
humano y rural, teniendo tambiên en cuenta la economîa general 
del paîs y la economîa especial de las tierras en cuestiôn" (50)•
Ahora bien, el planeamiento rural tambien ha sido 
puesto al cuidado de los municipios y grupos de municipios a 
los cuales el Decreto de 8-VI-1970 les encomienda preparar los 
planes de ordenaciôn rural que tienen por objetivo la definiciôn 
de una perspectiva aceptable de desarrollo del suelo en el con­
texte rural, y que se generan con la participaciôn -lo que se 
busca es el concierto- de los propietarios interesados.
6.2.4. Las leyes de autonomîa local de 1982 y 1983.
Como ya adelantamos al tratar el modelo francês 
de Administraciôn Urbanîstica (Primera Parte, Cap. III) la Ad­
ministraciôn francesa ha evolucionado ûltimamente, de un rigi­
de centralisme tradicional de estilo napoleônico a una descon- 
centraciôn que potencia un apreciable grade de autonomîa de las 
regiones y de los entes locales.
En el âmbito comunal, la Ley 82/243 de 2-III-1982 
suprimiô definitivamente el rêgimen de tutela al que estaban so 
metidos los municipios y dotô al departamehto y a la regiôn de 
potestades ejecutivas.
Esta ûltima, de simple marco geogrâfico y soporte 
administrative de la acciôn estatal, pasa a configurarse como 
entidad territorial provista de ôrganos de gobierno representa­
tives y poderes ejecutivos propios. La Ley de 1982 la define co 
mo una entidad que ostenta la representaciôn de los intereses 
générales del respecto territorio y que tiene como finalidad e£ 
pecîfica la de promover el desarrollo econômico y la preserva­
ciôn de su identidad cultural (51).
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La Ley 83/8 de 7-1-1983, relative al reparto de 
competencies entre los municipios, departamentos y regiones y 
el Estado (52), aunque deroga varies disposicion^es de la ante 
rior, desarrolla precisamente algunos preceptos autondmicos lo 
cales de aquêlla y contiene importantes modificaciones al C6d^ 
go del Urbanismo, de los que destacaremos los mâs relevantes 
que guardan relaciôn con el planeamiento.
El nuevo art. L-110 del Code queda redactado asî;
"El territorio francês es el patrimonio comûn de 
la naciôn. Cada colectividad pûblica es la gesto 
ra y la garantîa en el marco de sus competencies.
A fin de ordenar la calidad de la vida, de gestio 
nar el sentido econômico del suelo, de asegurar 
protecciôn de los medios naturales y de los paisajes 
y de promover el equilibrio entre las poblaciones
residentes en las zonas urbanas y rurales, la co­
lectividad pûblica armonizarâ con el respeto recî
proco a su autonomîa, las previsiones y las deci- 
siones para utilizaciôn del espacio".
Tambien en un sentido declarativo general, que po
ne en evidencia la filosofîa integralista de la ordenaciôn terr^
torial, destaca el nuevo art. L-121-10;
"Los documentos urbanîsticos determinarân las con 
diciones que permitan,de una parte, limitar la 
utilizaciôn de espacios, preservar las activida­
des agrîcolas, protéger los espacios forestales, 
los lugares y los paisajes y, de otra parte, pre 
ver suficientemente zonas reservadas para las ac 
tividades econômicas y de interés general, y de 
terrenos para construir para la satisfacciôn de 
las necesidades présentes y futuras en materia de 
alojamiento"
Naturalmente, esta concepciôn integradora de la 
totalidad del territorio en el planeamiento, afecta sustancial^ 
mente la definiciôn del "Schéma directeur de *admênegement et 
d*urbanisme" (SDAU) de la Ley de 1967. El art. 41 de la Ley de 
1983 les denomina escuetamente "Schémas directeurs" y les rede­
fine de la siguiente manera;
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"Capîtulo II.- De los Esquemas Directores.-
"Art. L. 122-1. Los esquemas directores fijarân 
las orientaciones fundamentales para la ordena 
ciôn de los territorios interesados, habida cuen 
ta del equilibrio que convenga mantener entre la 
superficie urbana, el ejercicio de las activida­
des agricoles, otras actividades econômicas y la 
defense de los lugares naturales.
"Los esquemas directores tendrân en cuenta los 
programas del Estado, asî como los de las colec 
tividades locales y los establecimientos de ser 
vicios pûblicos, principalmente aquellos que re 
sulten de acuerdos intercomunales. Ellos los 
orientarSn y armonizarân para la organizaciôn del 
espacio.
"Determinarân el destino general que puedan y, 
en tanto sea necesario, el carâcter y el traza- 
do de los grandes equipamientos de infraestruc­
tura, en particular de transporte, la localiza­
ciôn de los servicios y actividades mâs importan 
tes, asî como las zonas preferenciales de exten- 
siôn y de renovaciôn.
"Para su ejecuciôn podrân ser completados en al- 
gunas de sus partes por los esquemas de sector 
que precisen y detallen el contenido,
"Los programas y las condiciones administratives 
que les afecten deberân ser compatibles con sus 
disposiciones".
En la nueva concepciôn autonômica local, "el es­
quema director o el de sector serân elaborados o redactados a 
iniciativa de los municipios que representen una comunidad de 
interés econômico y social" (art. L. 122-1-1). El perîmetro del 
esquema director debe tener en cuenta los grupos de municipios 
interesados, los perîmetros ya definidos por acuerdos interco­
munales, los de los Planes de Ordenaciôn Rural, los de los an­
teriores SDAU y las nuevas aglomeraciones.
Con respecto a los "Plans d 'occupation des Sols"
(POS) el art. 48 de la Ley de 1983 sustituyô la normativa ante
rior de la siguiente manera:
"Capîtulo III: De los Planes de Ocupaciôn de Sue- 
los.-
"Art. L. 123-1. Los planes de ocupaciôn del suelo 
fijarân, en el marco de las orientaciones de los
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esquemas directores y de sector, de existir, las 
normas générales y las servidumbres de utiliza­
ciôn del suelo que puedan comportar la prohibi- 
ciôn de construir.
"A este fin, deberân;
"1*. Delimiter las zonas urbanas tomando en con­
sideraciôn, principalmente, el valor agronômico 
del suelo, asi como las estructuras agrîcolas y 
la existencia de zonas de terreno productor de 
artîculos de calidad superior y de zonas con 
equipamientos especialmente importantes y deter 
minar zona de afectaciôn del suelo segûn el uso 
principal qde deba tener o la naturaleza de las 
actividades dominantes que puedan ser ejercita- 
das.
"2*. Définir, en funciôn de las circunstancias lo 
cales, las normas concernientes al derecho a efec 
tuar construcciones, su destino y su naturaleza.
"Podrân tambiên:
"3&. Determinar las normas relativas al aspecto 
exterior de las construcciones, sus dimensiones y 
la ordenaciôn de sus accesos.
"4*. Fijar por cada zona o sector, en funciôn 
principalmente de la capacidad de los equipamien 
tos colectivos existantes o en curso de real^ 
zaciôn y de la naturaleza de las construcciones 
a efectuar, el o los coeficientes de ocupaciôn del 
suelo que determinen eventualmente para cada tipo 
de construcciôn y la densidad de construcciôn que 
sean admisibles.
"5*. Delimitar las zonas o sectores en los cuales 
la reconstrucciôn o la ordenaciôn de edificaciones 
existantes puedan, por razones de Urbanismo o de 
Arquitectura, ser impuestas o autorizadas con una 
densidad mâxima o igual a la que habîa inicialmen 
te, no obstante las normas fijadas en el apartado 
4&. anterior.
"6*. Precisar el trazado y las caracterîsticas de 
las vîas de circulaciôn a conserver, a modificar o 
a crear, comprendidas las celles peatonales y las 
pistas de ciclismo.
"?A. Delimitar las distintas celles, monumentos, 
lugares y sectores a protéger o a tener en cuenta 
por rezones de orden estético, histôrico o ecolô- 
gico.
"ga, Fijar los emplazamientos reservados a las vîas 
y obras pûblicas, a las instalaciones de interés 
general y a los espacios verdes.
"9&. Localizar en las zones urbanas los territo­
ries cultivados a protéger, no edificables, y cua 
les sean los equipamientos existantes que los per 
judique.
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"Las reglas mencionadas en el pârrafo 2* prece- 
cente podrâ prever normas de construcciôn dis—  
tintas de las que resulten de la aplicaciôn del 
coeficiente de ocupaciôn del suelo, bien en ra- 
zôn de prescripciones de Urbanismo o de Arqui­
tectura, bien por la existencia de proyectos en 
caminados a reforzar la capacidad de los equipa 
mientos colectivos.
"Las normas y servidumbres determinadas por un 
plan de ocupaciôn del suelo no podrân ser dero- 
gadas, a excepciôn de las adaptaciones menores 
necesarias por la naturaleza del suelo, la conf^ 
guraciôn de las parcelas o el carâcter de las - 
construcciones vecinas.
"Los planes de ocupaciôn del suelo deberân ser 
compatibles con las prescripciones del art. L. 
111-1-1 y las orientaciones de los esquemas di­
rectores y de sector, respetar las servidumbres 
de utilidad pûblica relativas a la utilizaciôn 
del suelo, asi como las disposiciones necesarias 
para la puesta en prâctica de los proyectos de 
interés general del Estado, de la regiôn, de los 
departamentos y de otros interesados.
"Se tendrân en cuenta las orientaciones defini- 
das por los acuerdos intercomunales".
El nuevo artîculo 123-3 del Côdigo de Urbanismo 
dispone que "El plan de ocupaciôn del suelo serâ elaborado a 
iniciativa y bajo la responsabilidad del Municipio".
6.3. LA PLANIFICACION DEL SUELO EN ESPAÇA.
Haciendo abstracciôn de la llamada Legislaciôn de En­
sanche -leyes de 1864, 1876 y 1892, que presidieron la expan­
siôn de Madrid y Barcelona- y la de Reforma Interior y Sanea- 
miento de las Grandes Poblaciones -leyes de 1879 y 1895- que 
luego se vacian y sistematizan en el Estatuto Municipal de - 
1924 (53), la Planificaciôn del suelo en Espaha pasa por dos 
grandes fases que se inician con la Ley del Suelo de 1956 y - 
con la Ley de Reforma de ésta, de 1975, respectivamente (54).
6.3.1. La Planificaciôn orgânica de la L.S. de 1956.
La primera fase se caracteriza por configurar 
la llamada planificaciôn orgânica, minuciosamente elaborada
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en su concepciôn pero -a menudo- irrealizable en la prâctica. 
Esta idea, en la que se incrusta el sello autoritario de la 
êpoca, concibe el plan urbanîstico "como un documento cerrado, 
estâtico y acabado, imagen anticipada de la ciudad en el aho 
horizonte y limitado a los aspectos fîsicos del proceso de ur 
banizaciôn, que ha sido superada ya desde una perspectiva teô 
rica y que se révéla en la prâctica como incapaz de dirigir 
el proceso urbano con la dinâmica que exigen las actuales cir 
cunstancias" (55).
Con todo, se trata de un primer intento serio y 
profundo de someter a ordenaciôn urbanîstica todo el territorio 
espahol (art. 1&) y de redactar una Plan Nacional de Ordenaciôn 
(art. 2*), que -sin embargo- nunca llegô a ejecutarse.
6.3.2. La Planificaciôn operacional de la L.S. de 1975.
La segunda fase, inaugurada con la Ley de Refor 
ma de 1975, se ha denominado de "urbanismo operacional" y se 
caracteriza por su mayor flexibilidad, su coordinaciôn con el 
planeamiento socio-econômico, y su concepciôn de los Planes Ge 
nerales Municipales "como planes abiertos sin plazo de vigencia, 
fijo, évolutives y no homogêneos, que permitan, de una parte, la 
incorporaciôn de imprevistos, la asimilaciôn del margen de impre 
visibilidad para exigencias nuevas o cambiantes, y de otra, la 
diferenciaciôn de las propuestas del propio planeamiento con tra 
tamiento diverse para las mismas, en cuanto a fijeza y concre- 
ciôn, segûn se programen" (56).
No obstante haberse recibido con general beneplâ 
cite, por la doctrina, la reforma de la L.S. de 1975, un sector 
importante de ella ha advertido, sin contradicciôn, que su con­
cepto del planeamiento -concordante, por lo demâs, con el auge 
financière de los ahos de gestaciôn de la ley- estâ enfocado ha 
cia la expansiôn de las urbes, es decir, a la producciôn de nue 
vo suelo urbanizable; desatendiendo, en cambio, los problemas 
derivados de la renovaciôn o reforma interior de las ciudades, 
que son los que el urbanismo espahol ha debido afrontar con ma­
yor frecuencia en esta dêcada de recesiôn econômica (57).
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Ademâs de la L.S, de 1975, la ordenaciôn del 
suelo estâ regulada por el Reglamento de Planeamiento (R.P.) 
aprobado por Real Decreto 2159 de 23-VI-1978 (58).
Estos cuerpos contemplan, en orden jerârquico 
descendente, las categorias de Planes que examinaremos a conti- 
nuaciôn.
6.3.3. El Plan Nacional de Ordenaciôn del Territorio.
Este Plan "determinarâ las grandes directrices 
de ordenaciôn del territorio, en coordinaciôn con la planifi­
caciôn econômica y social para el mayor bienestar de la pobla 
ciôn" (Art. 7-L.S.).
El Plan Nacional no ha sido elaborado hasta la 
fecha y es difîcil que asî ocurra en el futuro, despuês de ha 
berse transferido por el Estado gran parte de sus competencies 
urbanîsticas a las Comunidades Autônomas creadas por la C.E. 
de 1978. (Ver Primera Parte, Cap. III, 1.3, sobre La Adminis­
traciôn Urbanîstica espahola y las Notas 29 y 30).
6.3.4. Los Planes Directores Territoriales de Coordi­
naciôn.
Se trata de una figura de âmbito espacial inde 
terminado a priori, creada "ex novo" por la L.S. de 1975 "pa­
ra llenar el vacîo existente... en orden a la conexiôn del 
planeamiento fîsico con el planeamiento socio-econômico "..." 
y a la que se asigna, como misiôn fundamental, la de sehalar 
las grandes directrices que han de orienter y coordinar la or 
denaciôn urbanîstica del territorio dentro de las previsiones 
de los Planes de Desarrollo y con la adecuada atenciôn a los 
problemas del medio ambiente, y establecer el marco fîsico en 
el que han de desarrollarse coordinadamente las previsiones, 
localizables espacialmente, de la planificaciôn econômica y so 
cial. A este respecto, se cuida la adecuada participaciôn de 
Organismos estatales y locales en la elaboraciôn de los Planes
305-x.
Directores y se atribuye su aprobaciôn, vinculante para todas 
las Administraciones afectadas, al Consejo de Ministres" (59).
Dice el art. 10.2-R.P. que
"los Planes Directores Territoriales de Coordi 
naciôn definirân un modèle de estructuraciôn 
del territorio de acuerdo con las exigencias 
del desarrollo regional, que sirva de marco pa 
ra la adecuada coordinaciôn de las distintas 
acciones , planes y programas que tengan inci- 
dencia sobre dicho territorio, estableciendo 
sobre el mismo la distribuciôn global de usos 
y actividades, las infraestructuras bâsicas, 
las âreas sujetas a limitaciones especîficas, 
las medidas de protecciôn del medio ambiente y 
aquellas otras determinaciones que sean necesa 
rias para articular los Planes y normas que lo 
desarrollen",
Agrega el art. 11-R.P. que estos Planes conten 
drân las siguientes determinaciones:
"a) El esquema para la distribuciôn geogrâfica 
de los usos y actividades a que debe destinar- 
se prioritariamente el suelo, sehalando el ca­
râcter principal o secundario, excluyente o 
ternativo de los distintos usos o actividades.
"b) El sehalamiento de las âreas en que se ha­
yan de establecer limitaciones por exigencias 
de la defensa nacional o por otras razones de 
interés pûblico, teniendo en cuenta, en todo 
caso, la legislaciôn especîfica en la materia.
"c) Las medidas de protecciôn a adoptar para - 
preservar el suelo y los demâs recursos natura 
les de los procesos de urbanizaciôn en las âreas 
que por sus caracterîsticas naturales o por su 
valor paisajîstico deben ser excluîdas de este 
proceso.
"d) Las medidas para defender, mejorar, desarro 
llar o renovar el medio ambiente natural o urba 
no, especificando las meras prohibiciones y las 
obligaciones que para tal defensa, mejora, desa 
rrollo o renovaciôn correspondan a la Adminis­
traciôn y loy administrados.
"e) Las medidas adecuadas para impedir que sean 
afectadas por el desarrollo urbano âreas que, 
sin precisar de protecciôn en orden a sus valo
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res naturales, ecolôgicos, paisajîsticos o de 
cualquier tipo, no sean necesarias para tal de 
sarrollo.
"f) Las medidas especîficas de protecciôn del 
patrimonio histôrico-artîstico, arquitectônico 
y cultural, no sôlo en cuanto afecten a monumen 
tos y conjuntos, sino tambiên a su éntorno o a 
los espacios que sean précisés para preservar 
determinadas perspectivas.
"g) El sehalamiento y localizaciôn de las in—  
fraestructuras bâsicas relativas a las comuni­
caciones terrestres, marîtimas y aêreas y al 
abastecimiento de agua, saneamiento, producciôn 
y distribuciôn de energîa y otras anâlogas.
"h) La programaciôn de las acciones necesarias 
para la ejecuciôn de sus previsiones".
Los Planes Directores Territoriales de Coordina 
ciôn (P.D.T.C.) estân integrados por cinco elementos:
1) La Memoria, que consta de:
a) informaciôn bâsica de todos los factores 
que puedan condicionar o determinar la estructuraciôn del te­
rritorio y, entre ellos, sus caracterîsticas naturales, con 
referenda a los valores paisajîsticos, ecolôgicos, urbanos, 
histôricos y artîsticos; el o los aprovechamientos econômicos 
de que sea susceptible; los usos, actividades e infraestructu 
ras localizadas en êl; incidencia de la legislaciôn protecto- 
ra de los espacios, recursos y actividades, aplicable al terr^ 
torio materia del Plan; caracterîsticas de la poblaciôn asen^ 
tada, sus condiciones socio-econômicas y las previsiones de su 
evoluciôn; obras programadas y referencia a la polîtica que - 
pueda influir en el desarrollo estructural del territorio;
b) criterios y objetivos de la estructura­
ciôn del territorio, en funciôn de la informaciôn bâsica pro- 
cesada;
c) exposiciôn y anâlisis ponderado de las 
diversas alternativas posibles de modelo territorial;
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d) justificaciôn y descripciôn de la alter- 
nativa elegida y su desarrollo; y
e) determinaciôn de los instrumentos de pla 
nificaciôn requeridos para el desarrollo de las previsiones 
del Plan y la ejecuciôn de sus acciones.
2) La Doc ument a c iôn grâfica, que consta de:
a) pianos de informaciôn que expresen el e£ 
tado actual y las caracterîsticas del territorio del Plan; y
b) pianos de ordenaciôn que concuerdan con 
las determinaciones anteriormente sehaladas.
3) Normas para la aplicaciôn de las determina­
ciones del Plan.
4) Programas de actuaciôn para desarrollar el 
Plan, con sus bases de orden têcnico y econômico, con indica- 
ciôn de los plazos en que deban redactarse los instrumentos 
planificadores de ese desarrollo y de ejecuciôn de las actua- 
ciones previstas. Y
5) Sistema de seguimiento del Plan, estable­
ciendo los limites de validez de sus determinaciones y los me 
canismos de alerta capaces de detectar la necesidad de su mo­
dificaciôn parcial o su revisiôn (Art. 12-R.P.).
Como certeramente apunta BASSOLS, los P.D.T.C. 
espaholes corresponden y cumplen el roi que desempehan los 
"structure plans" anglosajones, los "schémas directeurs" fran 
ceses y los "piani territoriali di coordinamento" italianos.
Y agrega:
"Con la previsiôn de los Planes rectores terr^
toriales de Coordinaciôn surge en el Derecho -
Urbanîstico espahol un nuevo tipo de planifica
ciôn de carâcter directivo, frente al propiamen
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mente vinculante, sobre el uso del suelo, que 
caracteriza a los planes urbanîsticos municipa 
les. La naturaleza directiva de este tipo de - 
planificaciôn es indicative de que sus objeti­
vos se orientan bâsicamente a describir y a - 
configurar prospectivamente ordenaciones terr^ 
toriales como marcos de referencia para los - 
planes de urbanismo municipales y para que las 
distintas administraciones que actûan en el te 
rritorio puedan coordinar sus propias decisio- 
nes, sin renunciar por ello a impulser actuacio 
nés propias derivadas de las caracterîsticas - 
econômicas, sociales y fîsicas del ârea terri­
torial afectada por el Plan" (60).
Por ûltimo, en lo tocante a su range jerârquico, 
los P.D.T.C. se subordinan a los principles del Plan Nacional 
de ordenaciôn y de la Planificaciôn Econômica y Social (art.
8.1.-L.S.) y -a su vez- subordinan a sus determinaciones y di 
rectrices, a los Planes Générales Municipales, los que deben 
acomodarse o sujetarse a ellas, en su caso (arts. 9.2 y 10.2- 
L.S.) .
6.3.5. Los Planes Générales Municipales de Ordenaciôn 
(P.G.M.Q.).
Dice la L.S. que estos Planes
"como instrumento de ordenaciôn integral del 
territorio, abarcarân uno o varios têrminos mu 
nicipales completos y clasificarân el suelo pa 
ra el establecimiento del rêgimen jurîdico 
correspondiente; definirân los elementos funda 
mentales de la estructura general adoptada para 
la ordenaciôn urbanîstica del territorio y esta 
blecerân el programa para su desarrollo y eje­
cuciôn, asî como el plazo mînimo de su vigencia"
(Art. 10.1.-L.S.).
Se ha sehalado que "la planificaciôn urbanîsti^ 
ca local constituye el eje sobre el cual descansa todo el si£ 
tema institucional del proceso urbanîstico regulado por la Ley 
de Reforma de 1975".
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Sus objetivos serîan los siguientes;
a) Interpretar y aplicar, en el âmbito munici­
pal, las propuestas de la planificaciôn de carâcter directivo 
(P.D.T.C. y Planes Econômicos y Sociales).
b) Articular, a nivel municipal, la "ordenaciôn 
integral del territorio". Hay que advertir que êsta es mucho 
mâs que la mera ordenaciôn urbanîstica y concierne,ademâs, al 
desarrollo fîsico y econômico y la preservaciôn del entorno, 
con miras al mayor bienestar de la poblaciôn.
c) regular detallada e imperativamente el desa 
rrollo urbano integralmente previsto; y
d) Salvaduardar el conjunto del territorio no 
destinado a desarrollos urbanîsticos, potenciando sus valores 
naturales o intrînsecos considerados en sî mismos y en cuanto 
puedan contribuir a garantizar una mayor calidad de vida en 
las âreas urbanas localizadas en el propio Plan (61).
Vimos, en la definiciôn legal, que uno de los 
roles del P.G.M.O. consiste en clasificar el suelo del respec 
tivo territorio. Esta clasificaciôn tiene una importancia eco 
nômica y jurîdica trascendental , como tendremos ocasiôn de ad 
vertir en los capîtulos siguientes. El suelo quedarâ, confor­
me al Plan, dividido en très categorîas; urbano, urbanizable 
programado y no programado, y no urbanizable. Esta clasifica­
ciôn tendrâ relevancia, dentro del mismo Plan, en dos aspec­
tos: -el ob j eto e spe c î f i co y -las de te rm in a ciones especiales 
del P.G.M.O. en cada categorîa de suelo (62).
Interesa sehalar aquî que -siendo el criterio 
de clasificaciôn del suelo urbano, la realidad existente en ma 
teria de urbanizaciôn (art. 78-L.S.)- en los Municipios que ca 
recieren de P.G.M.O. (63), esta realidad se toma en cuenta pa 
ra elaborar un Proyecto de Deliminaciôn del Suelo urbano, cons 
tituyendo suelo no urbanizable el resto del territorio munici
306-c.
pal (art. 81-L.S.). Con todo, esta delimitaciôn -como apunta 
PERALES MADUENO- adolece de incapacidad para "ordenar el terr^ 
torio", esto es, asignar los usos del suelo y fijar las inten- 
sidades de uso y otras determinaciones -sistemas de comunica 
ciones, dotaciones, espacios libres- propias del planeamiento 
(64) .
En el suelo susceptible de catalogarse como ur 
bano, la ley atribuye al Plan el papel de "completar su orde­
naciôn mediante la regulaciôn detallada del uso de los terre­
nos y de la edificaciôn; sehalar la renovaciôn o reforma inte 
rior que resultare procedente; définir aquellas partes de la 
estructura general del Plan correspondiente a esta clase de 
terrenos y proponer los programas y medidas concretas de actua 
ciôn para su ejecuciôn"(art. 11.1-L.S.).
En el suelo urbanizable -es decir, aquel que, 
no estando urbanizado, se considéra necesario o se presume que 
deberâ incorporarse a las necesidades de la expansiôn urbana- 
se introduce una clara distinciôn. Aquel que se estima necesa 
rio incorporar a corto o mediano plazo, debe quedar programa­
do en el propio Plan, lo cual requiere "establecer, segûn sus 
categorîas, una regulaciôn genêrica de los diferentes usos - 
globales y niveles de intensidad y fijar los programas de de­
sarrollo a corto y medio plazo, referidos a un conjunto de ac 
tuaciones pûblicas y privadas" (art. 11.2-L.S.). Las decisio- 
nes fundamentales del Plan serân luego desarrolladas por un - 
instrumento mâs detallado: el Plan Parcial.
En cambio, se denomina suelo urbanizable no 
programado aquél que, en el momento de aprobarse el P.G.M.O,, 
no aparece como de pronta urbanizaciôn desde el punto de vis­
ta del interés pûblico y, por eso, se réserva sin programar, 
a la espera de que nuevas necesidades de urbanizaciôn aconse- 
jen emprenderla a través de un instrumento denominado Progra­
ma de Actuaciôn Urbanîstica (Arts.22 y 23-R.P.).
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Por ûltimo, en el suelo no urbanizable, se ex- 
cluye -por régla general- toda acciôn y toda expectativa de 
desarrollo urbano, sin perjuicio de adoptar medidas de pro­
tecciôn del territorio y del paisaje (art. 11.3-L.S.).
Los P.G.M.O. se desarrollan, segûn los casos, 
mediante una variedad de instrumentos que son los Planes Par 
ciales, los Estudios de Detalle, los Pro>gramas de Actuaciôn 
Urbanîstica y los Planes Especiales (art. 6.3-L.S.).
6.3.6. Los Planes Parciales.
Constituyen un instrumento tîpico de desarro­
llo de otra figura de planeamiento que puede ser: el Plan Ge 
neral, con respecto al suelo urbanizable programado; el Progra 
ma de Actuaciôn Urbanîstica, en el suelo urbanizable no pro—  
gramado; o el desarrollo de las Normas Complementarias y Sub- 
sidiarias de Planeamiento, que luego veremos (art. 43-R.P.).
Explica GONZALEZ PEREZ que "En el Plan Parcial 
culmina el planeamiento urbanîstico, llega a su ûltimo grado.
Es cierto -anade- que la Ley, despuês de la reforma (de 1975), 
admite el estudio de detalle. Pero êste es facultative y siem 
pre para completar o adoptar las determinaciones del plan par 
cial. El plan parcial aborda el estudio concrete de una zona 
determinada, con una intenciôn y un grado de afinamiento impo 
sible y hasta inconveniente en la gran escala del plan gene—  
ral" (65).
Con todo, es de destacar: a) que la L.S. de 
1975 no prevê como necesario un Plan Parcial para el desarro­
llo del P.G.M.O. en el suelo urbano (art. 12-L.S.); b) que - 
aquêl se subordina necesariamenne al instrumento que desarro­
lla (art. 44.2-R.P.); y c) que este ûltimo instrumento -P.G.M.O., 
Normas Complementarias o Subsidiarias de Planeamiento, o Pro­
gramas de Actuaciôn Urbanîstica- requieren estar aprobados pre 
via o simultâneamente con el Plan parcial para que la aproba- 
ciôn de êste tenga validez (art. 44.1-R.P.).
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6.3.7. Los Estudios de Petalle.
Como su nombre lo indica? constituyen afinamien 
tos, especificaciones o precisicnes que "podrân formularse cuan 
do fuere preciso para completar o, en su caso, adaptar determi 
naciones establecidas en los Planes Générales para el suelo ur 
bano y en los Planes Parciales" (art. 14-L.S.).
Su contenido se dirige a "grever o reajustar, 
segûn los casos: a) El senalamiento de alineaciones y rasantes; 
y/o b) La ordenaciôn de los volûmenes, de acuerdo con las espe 
cificaciones del Plan" (art. 14.2-L.S.).
Tambiên pueden formularse Estudios de Detalle 
para completar el senalamiento de alineaciones y rasantes re£ 
pecto a los Normas Complementarias y Subsidiarias del Planea- 
miento (art. 14.4-L.S.).
Los Estudios de Detalle -como fôrmula flexible 
de planeamiento- se justifican por la configuraciôn de los pla 
nes^bYSrto^^^usceptibles de vacios, de imprevisiones o de ne 
cesarias adaptaciones a la realidad que, por no alterar las de 
terminaciones fundamentales del Plan ni el aprovechamiento de 
los terrenos comprendidos en el Estudio (art. 14.3-L.S.), no 
justifican la compleja tramitacidn a la que deberîa someterse la 
modificaciôn de los Planes (ver art. 40.2-L.S.).
6.3.8. Los Programas de Actuaciôn Urbanlstica (P.A.U.).
Esta figura de planeamiento ha sido ideada para 
la ordenaciôn del suelo urbanizable ^  programado; y, por tanto, 
requiere -como indispensable antecedente- del P.G.M.O. al cual 
debe conformarse (arts. 11.2, 12.2.3., 16.1.-L.S.); y,como ne 
cesaria consecuencia, un Plan Parcial de ordenaciôn, que estâ 
llamado a desarrollarla (art. 13.1-L.S.), para la realizaciôn 
de unidades urbanîsticas integradas (art. 16.1.-L.S.).
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El P.A.U. deseitipena, pues, en la oportunidad de 
bida, el roi y las finalidades que el P.G.M.O. cumple con re£ 
pecto al suelo urbanizable programado; de allî la similitud 
que puede advertirse entre el art. 16.2-L.S., que régula las 
determinaciones que el P.A.U. debe contener, y el art. 12.2.2. 
que describe las determinaciones de carâcter especial que in- 
cumben al P.G.M.O. con respecto al suelo urbanizable programa 
do.
Por consiguiente, una vez publicada la aproba- 
ciôn de un P.A.U., "el territorio ordenado por el mismo pasa 
a ser suelo urbanizable programado a todos los efectos"..."El 
suelo urbanizable programado que figuraba en el plan general 
municipal se extiende al nuevo sector delimitado en el progra 
ma de actuaciôn" (66).
6.3.9. Los Planes Espéciales.
Senala BASSOLS que "con el fin de lograr la 
mâxima flexibilidad planificadora, la Ley de 1975 ha potencia 
do la figura de los Planes Especiales con objeto de desarro- 
llar acciones urbanîsticas especîficas" (67).
Dice la Ley:
"En desarrollo de las previsiones contenidas 
en los Planes Générales Municipales, en los Pla 
nés Directores Territoriales de Coordinaciôn o 
en las Normas Complementarias y Subsidiarias 
del Planeamiento deberân redactarse, si fuere 
necesario. Planes Especiales para la ordenaciôn 
de recintos y conjuntos artîsticos, protecciôn 
del paisaje y de las vîas de comunicaciôn, con- 
servaciôn del medio rural en determinados luga- 
res, reforma interior, saneamiento de poblacio- 
nes y cualesquiera otras finalidades anâlogas, 
sin que en ningûn caso puedan sustituir a los 
Planes Générales Munciipales como instrumentos 
de ordenaciôn integral del territorio" (art.
17.1.-L.S.).
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La Ley del Suelo contempla, pues, la posibilidad 
de que los Planes especiales desarrollen un Plan Director Terri 
torial de Coordinaciôn, o Planes Générales Municipales, en ma- 
terias o acciones especîficas. El Reglamento contempla, tambiên, 
la posibilidad de que:
"En ausencia del Plan Director Territorial de 
Coordinaciôn o de Plan General, o cuando êstos 
no contuviesen las previsiones detalladas opor 
tunas, y en âreas que constituyan una unidad que 
asî lo recomiende, podrân redactarse Planes Es­
peciales que permitan adoptar medidas de protec 
ciôn en su âmbito con las siguientes finalida- 
des :
a) Establecimiento y coordinaciôn de las infrae^ 
tructuras bâsicas relativas al sistema de comun^ 
caciones, al equipamiento comunitario y centres 
pûblicos de notorio interês general, al abasteci^ 
miento de agua y saneamiento y a las instalacio- 
nes y redes necesarias para suministro de energîa, 
siempre que estas determinaciones no exijan la 
previa definiciôn de un modelo territorial.
b) Protecciôn, catalogaciôn, conservaciôn y me- 
jora de los espacios naturales, del paisaje y 
del medio fîsico y rural y de sus vîas de comu­
nicaciôn". (Art. 76.3-R.P.).
6.3.10. Los instrumentos sustitutivos de la Planifica- 
ciôn Urbanîstica.
GARCIA DE ENTERRIA y PAREJO apuntan que "todo 
el sistema legal de ordenaciôn urbanîstica se apoya en la rem^ 
siôn al planeamiento. La Ley se agota en la configuraciôn de 
un marco, de un simple esquema, cuya integraciôn queda enco- 
mendada al Plan". Y agregan que este cuidadoso mecanismo puede 
fallar precisamente por la falta de la pieza clave del siste­
ma: el Plan General Municipal; o por la ausencia de regulaciôn 
especîfica de situaciones no consideradas en êste.
En estas circunstancias, no excepcionales (ver 
nota 63), la Ley contempla la existencia de las Normas Comple 
mentarias -destinadas a regular aspectos no previstos en el 
Plan de ordenaciôn (art. 71.2-L.S.)- y de las Normas Subsidia 
rias del Planeamiento, llamadas a régir donde dicho Plan no 
existiere (art. 71.1-L.S.).
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No debe concluirse que la Ley permita un vir­
tual voluntarismo, segûn el cual quedaria al arbitrio de los 
municipios adoptar un P.G.M.O., o bien, prescindir de êl para 
acogerse a estas normas sustitutivas. Por el contrario, en su 
art. 1*, la Ley senala como objetivo suyo "la ordenaciôn urba 
nistica en todo el territorio nacional". Sin embargo, conscien 
te de que en los casi veinte anos de vigencia de la Ley de - 
1956 -y a pesar de su mandato explîcito- la mayorîa de los mu 
nicipios continuaban carentes de plan general, optô por una 
fôrmula realista que contempla esa situaciôn existante como 
un extremo, pero que entrega a cada Municipio la responsabili 
dad de encarar su ordenaciôn urbanîstica, conforme a la siguien 
te directriz del Reglamento;
"La elecciôn del instrumente de planeamiento 
adecuado a cada Municipio se realizarâ tenien 
do en cuenta las previsiones que, en su caso, 
contuviere el Plan Director Territorial de 
Coordinaciôn y, si êste no existiera o no es- 
tableciera nada al efecto, la complejidad de 
los problemas que plantée el desarrollo urba- 
nîstico, la capacidad de gestiôn y programa- 
ciôn del propio Municipio, apreciadas por la 
Corporaciôn Local afectada y por la Comisiôn 
Provincial de Urbanisme o por el Ministre de 
Obras Pûblicas y Urbanisme", (art. 3.2-R.P.).
En resumen, las insuficiencias o la carencia 
de planeamiento urbanîstico, se subsanan de la manera siguien 
te ;
nicipal
A. Normas Complementarias del Planeamiento Mu-
Tienen las siguientes caracterîsticas;
a) Su objeto es "regular aspectos no previstos 
o insuficientemente desarrollados" por los Planes Générales, 
cuyas determinaciones no pueden modificar (88.2-R.P.).
b) Pueden contener disposiciones que complemen 
ten las del Plan General referentes a la edificaciôn o a las
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obras de urbanizaciôn o que suplan eventuales deficiencies de 
su ordenaciôn (89,1-d)-R.P,).
c) Pueden contener previsiones para edificios 
o servicios pûblicos u otros fines de interês general o comu­
nitario en suelo insuficientemente dotado (89.1-e)-R.P.).
B. Normas Subsidiarias del Planeamiento.
En general, son aquêllas que suplen o sustitu- 
yen la ausencia del Plan de ordenaciôn (art. 71.1 y 5-L.S.).
A diferencia de las Normas Complementarias -en 
lo tocante a sd âmbito territorial- pueden no sôlo abarcar un 
municipio, sino la totalidad de una provincia o parte de ella, 
con respecto a los ayuntamientos que carezcan de Plan General 
(art. 88.2-R.P.). Esta particularidad, de acuerdo al Reglamen 
to, nos obliga a distinguir;
a) Normas Subsidiarias de Planeamiento Munici­
pal con âmbito provincial.
Su finalidad es la de senalar directrices "que 
servirân de orientaciôn para la redacciôn de Normas Subsidia­
rias Municipales" por los ayuntamientos comprendidos en su âm 
bito territorial (art. 90-a)-R.P).
Son, por consiguiente, normas de uniformaciôn 
de normas, a nivel provincial y su justificaciôn consiste 
en définir conceptos -como el de "nûcleos de poblaciôn"- y 
criterios, normas bâsicas y previsiones minimas adecuadas a 
las condiciones y particularidades propias de la respectiva 
provincia.
b) Normas Subsidiarias Municipales.
Estas, que propiamente constituyen las Normas 
Subsidiarias aplicables, admiten una distinciôn por la ampl^
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tud de su objeto.
Son "de objeto limitado" aquêllas que sôlo se
proponen "clasificar el suelo en urbano y no urbanizable, de-
limitando y ordenando el primero y estableciendo, en su caso, 
normas de protecciôn para el segundo" (art. 91-a)-R.P.).
Y son "de objeto amplio o pleno", las destina­
das a "clasificar el suelo en urbano, urbanizable y no urban^
zable, delimitando el âmbito territorial de cada uno de los 
distintos tipos de suelo, estableciendo la ordenaciôn del sue 
lo-urbano y de las âreas aptas para la urbanizaciôn que inte- 
gran el suelo urbanizable, y, en su caso, fijando las normas 
de protecciôn del suelo no urbanizable".
GARCIA DE ENTERRIA y PAREJO advierten, con to- 
da razôn, que las Normas Subsidiarias Municipales de objeto 
amplio -al senalar "âreas aptas para la urbanizaciôn" (art. 
93-d)-R.P.)- no pueden prescindir del rêgimen minimo astable 
cido por el art. 84-L.S., para el suelo urbanizable programado 
-especialmente en lo tocante a las cesiones obligatorias y 
gratuitas que afectan a êste- pues lo contrario significaria 
permitir un verdadero fraude a la Ley, mediante la utiliza—  
ciôn preferente de estas Normas, que fijarîan -en tal evento- 
un rêgimen urbanîstico mâs benêvolo para los propietarios de 
suelo urbanizable (69).
Tanto las Normas de objeto limitado, como las 
de objeto amplio, deben senalar el carâcter subsidiario del 
Planeamiento general al que suplen y el perîodo de vigencia 
previsto, cuando se hubiese determinado su sustituciôn por 
un Plan General (arts. 92-a) y 93-a)-R.P.).
Por ûltimo, el desarrollo de las determinaciones 
previstas en estas Normas para el suelo urbano, se realiza me 
diante Planes Especiales y Estudios de Detalle. Y el de las 
previstas para las âreas aptas para la urbanizaciôn, se efec- 
tûa a travês de los respectivos Planes parciales (art. 94-R.P.).
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6.4. EL "RAXJMORDNUNG" EN LA ALEMAN IA FEDERAL.
La ordenaciôn del espacio -Raumordnung- es -segûn KIM 
MINICH- "la cima del planeamiento urbano y rural, la cumbre 
de un enorme iceberg cuya masa fundamental se encuentra situa 
da por debajo del nivel federal" (70) . No obstante, la Const^ 
tuciôn federal -en su art. 75.4- autoriza a la Federaciôn para 
dictar "normas-marco" a las que deben sujetarse los Lander y 
municipios al establecer las regulaciones en sus respectivos 
niveles.
6.4.1. Los diversos planes de ordenaciôn urbana y ru­
ral .
La Ley Federal de Ordenaciôn Urbanîstica -Bun 
desbaugesetz- de 23-VI-1960, complementada por la Ley Federal 
de Ordenaciôn del Territorio -Raumordnungsgesetz- de 8-IV-1965, 
y modificada por la Ley Federal de la Construcciôn de 1 de ene 
ro de 1977, estableciô una escala jerârquica de planeamiento 
urbano y rural, segûn la extensiôn de su âmbito, desde el ni­
vel de los estados -Lander- siguiendo luego los planes regio 
nales, los de distrito, los comarcales y los planes locales 
(Bauleitplanung).
A medida que los planes ascienden en jerarquîa, 
disminuyen en la particularidad de sus determinaciones. Por 
otra parte, con la excepciôn de los planes locales -que exi£ 
ten siempre- los de nivel de comarca y de distrito pueden que 
dar sustituîdos por el correspondiente plan regional. El plan 
del Lander, cuando existe, es legalmente vinculante y puede 
adoptar la forma de Ordenanza (Baviera) o de ley en sentido 
formai (Baden-Württemberg); estos instrumentos determinan los 
limites de las regiones a los efectos de su planeamiento, y 
establecen los aspectos claves y las pautas orientadoras de 
los planes régionales.
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6.4.2. Las grandes flnalidades de la o r d e n a c iô n  terri­
torial.
La Ley Federal de ordenaciôn del Territorio de 
1965 contempla -en su parâgrafo 1- las cuatro finalidades si­
guientes :
a) El territorio federal, en la evoluciôn de su 
estructura general, de tipo espacial, debe ser conducido del 
modo que mejor sirva al libre desenvolvimiento de la persona- 
lidad en el seno de la comunidad, debiendo tenerse en cuenta 
tanto sus condiciones naturales como las necesidades econômi- 
cas, sociales y culturales;
b) La reunificaciôn de Alemania es un objetivo 
que este proceso debe considerar y favorecer;
c) La ordenaciôn del territorio a nivel fede­
ral ha de crear y desarrollar los presupuestos espaciales pa
ra la colaboraciôn de Alemania con el resto de Europa; y
d) La ordenaciôn de espacios de interês espe­
cial debe armonizarse con la del territorio en su conjunto, 
al mismo tiempo que êsta debe tomar en cuenta las circunstan 
cias condicionantes y las necesidades de aquellos espacios.
A falta de planificaciôn de âmbito federal, 
estos principios deben ser asumidos a travês de la planifica 
ciôn que elaboran los Lander (71).
6.4.3. El Planeamiento Local o Bauleitplanung.
En el âmbito local -Bauleitplanung- existen dos 
instrumentos escalonados de planificaciôn. Segûn PAREJO, "el 
primero tiene carâcter preparatorio del segundo ("vorbereiten 
der Bauleitplan") y no tiene eficacia directa para con los ad 
ministrados, aunque si quedan vinculad s a sus determinacio­
nes las Administraciones y, en general, los centros titulares
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de potestades de planificaciôn que no se hubieren opuesto en 
plazo al mismo. El segundo tiene ya carâcter imperative ("ver 
bindlicher Bauleitplan") y vincula tanto a la Administraciôn 
como a los particulares" (72).
A. El plan de zonificaciôn.
En el nivel superior se ubica el F1achennutzungs 
plan, ideado para servir a la totalidad de un territorio muni­
cipal; su sentido literal séria el de "plan de utilizaciôn de 
superficies"; pero como en êl se especifican las âreas corre£ 
pondientes a la edificaciôn residencial, a los distritos comer 
ciales, al esparcimiento y a las zonas industriales, séria mâs 
apropiado denominarle "plan de zonificaciôn".
Este tipo de plan régula el aprovechamiento ge 
neral del suelo para un futuro prévisible, teniendo en cuenta 
la estructura econômica y la composiciôn social del Municipio 
y su probable desarrollo.
La prerrogativa de establecer la zonificaciôn 
constituye un atributo histôrico y es caracteristica de la au 
tonomia del Municipio alemân; de alli que, aunque no esté ex 
presamenne regulada enriinguna norma, se considéra implicita 
en el art. 28.2 de la Constituciôn Federal (G.G.), cuando ella 
le atribuye y garantiza "el derecho de resolver todos los 
asuntos de la comunidad local" (73).
B. El Plan de Edificaciôn.
Una vez aprobado el plan de zonificaciôn, entra 
a jugar el nivel inferior del(planeamiento local, el Bebauungs- 
plan; têrmino que da a entender su carâcter de plan de utiliza 
ciôn del suelo con fines de edificaciôn. Este instrumente le 
senala al ciudadano dônde puede construir y dônde no; quê pue 
de y quê no puede edificar; con quê altura, volûmen y alinea- 
ciôn puede hacerlo y las demâs condiciones con que el plan se 
lo permite.
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Pero el elenco normativo del Bebauungsplan no 
se detiene alli; tambien contiene el trazado y las condicio­
nes constructivas de las calles, de los sistemas générales, 
de las zonas de aparcamiento, de los parques, jardines pûbl^ 
cos y otros sitios de esparcimiento, de los cementerios, de 
las âreas agricolas, la conservaciôn del suelo y la protecciôn 
del entorno.
Por esta complejidad, hay Municipios cuyo ex­
tenso territorio les obliga a sectorizarlo, elaborando tantos 
planes como sectores se configuren. Por el contrario, los mu­
nicipios rurales que no tienen proyectada actividad urbaniza- 
dora, no quedan obligados a preparar un Bebauungsplan; y las 
determinaciones constructivas, en caso necesario, se adoptan 
en conformidad al plan de zonificaciôn.
La régla bâsica de la planificaciôn en Alema­
nia consiste en que la autonomia reconocida a los Municipios 
en todos los asuntos locales les permite regular la zonifica 
ciôn y la edificaciôn con amplia libertad, debiendo sôlo res- 
petar las determinaciones générales que vienen dadas por el 
plan regional -o por el plan distrital o comarcal, en su caso- 
los cuales a su vez, deben someterse a las orientaciones pre­
vistas en el plan que hubiese elaborado el respective Lander.
6.4.4. Prerrogativas especiales de la Federaciôn.
No existe en Alemania un Plan Nacional de Orde 
naciôn del Territorio; pero, en cambio, la G.G. réserva a la 
Federaciôn poderes administratives de localizaciôn, en cual- 
quier lugar del territorio, con respecto a determinados sec- 
tores de actividad que expresamente se senalan en ella. Asi 
ocurre con las Fuerzas Armadas y la localizaciôn de sus cuar 
teles e instalaciones; con los ferrocarriles, servicios pos­
tales y carreteras interestatales, entre otras materias; sin 
que entre taies prerrogativas se incluya el planeamiento ur­
bano y rural, el quê -como ya se viô- se desarrolla a partir 
del nivel de los Lander o estados federados.
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6.5. LA PLANIFICACION URBANA EN CHILE.
Sobre esta materia, nos remitimos a la Cuarta Parte 
de este trabajo, en cuyo Capîtulo II, 1, se describen los "Or 
ganos de la Planificaciôn Urbana y sus niveles" (pâgs. 487 y 
ss.); y en cuyo Capîtulo III se aborda "El Principio de la - 
Planificaciôn Légitimante y sus Instrumentos" (pâgs. 505 y ss.)
7. LA NATURALEZA JURIDICA DE LOS PLANES DE ORDENACION URBANIS-
TICA.
Dese antiguo -al menos, desde la mitad de la historia cono 
cida- los hombres de derecho han venido sufriendo una inquie- 
tud acuciante por encasillar dentro de moldes o de categories 
consagradas los nuevos fenômenos jurîdicos. En la antigua Ro­
ma de los Reyes, el testamento -tan corriente para nosotros, 
pero tan peculiar, entonces, como un acto de voluntad destina 
do a tener efecto precisamente cuando el emisor de esa volun 
tad desaparecîa- adoptaba la forma de una ley pûblica que era 
votada ante los comicios por curias (74). Cuando se instituyô 
la expropiaciôn en el Derecho administrativo, su primer encua 
dre jurîdico revistiô la contiadictoria fisonomla de la "corn 
praventa forzosa". La relaciôn jurîdica entre electores y go- 
bernantes se ha intentado explicar por la teorîa del mandato; 
y aun subsiste la denominaciôn de "mandatario".
No podîa ocurrir nada distinto con las figuras de la pla­
nif icaciôn y con sus novedosos efectos jurîdicos. Y ello es 
asî no sôlo porque estâ en la naturaleza de la mente humana 
desentrahar la de los objetos del pensamiento sino, tambiên, 
porque de esta operaciôn derivan importantes consecuencias de 
finitorias en el mundo del derecho urbanîstico.
Con la mira de despejar el terreno del anâlisis se acostum 
bra a distinguir, primeramente, entre los planes llamados in- 
dicativos, orientadores, directives o programâticos -genera^ 
mente, planes de nivel supramunicipal- y los planes directa 
mente vinculantes tanto para la Administraciôn como para los 
administrados -generalmente, de nivel comunal-; a êstos se
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circunscribe el anâlisis de su naturaleza jurîdica.
Algunas legislaciones parecieran haber resuelto problema 
definiendo la jerarquîa legal del instrumente que les contie 
ne. Vimos ya que, en el Derecho chileno, todos los Planes se 
aprueban por Decreto Supremo dictado por el P. de la R.; en el 
Derecho alemân, la Ley Federal de ordenaciôn urbanîstica de 
1960 prescribe la aprobaciôn de los planes municipales vincu 
lantes (de segundo nivel) a travês de ordenanzas; en el Dere 
cho belga, la ley orgânica de la Ordenaciôn del Territorio y 
del Urbanismo de 1962 prescribe que ellos tienen valor de Re 
glamento.
Sin embargo, se repite en estas legislaciones lo que ocurrîa 
con el testamento en Roma; no siempre predica el continente,con 
certeza^la identidad del contenido; y en taies casos, la incôg- 
nita queda sin resolver.
GARCIA DE ENTERRIA Y PAREJO, GONZALEZ PEREZ, VILLAR EZCURRA, 
CARCELLER FERNANDEZ, CARRETERO PEREZ y muchos otros han empren 
dido el difîcil intento de encuadrar los planes de urbanismo 
en las categorîas mâs aproximadas en que el Derecho administra 
tivo invita a inscribirles. Los primeros hacen un buen resumen 
del debate y de los argumentos de las diversas posturas doctr_i 
nales en el âmbito europeo (75).
7.1. EL PLAN COMO ACTO ADMINISTRATIVO.
Hay quienes sostienen que el Plan es un acto adminis­
trative de destinatario general (76) . Giannini y Sandulli, en 
la doctrina italiana; Gonzâlez Berenguer, Blanquer Prats y He 
redero Higueras, en la espahola, representarian esta corrien­
te (77).
Sus argumentos parten de la base de que el Plan sigue 
al îter de los actos administratives de carâcter complejo y 
emanan de la propia Administraciôn. Aunque el Plan tiene la 
apariencia de una norma de carâcter general, vinculante para
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todos los administrados, lo cierto -sostienen- es que sus de 
terminaciones, al revês de las normas tienen carâcter indiv^ 
dualizado y concrete. Parecen ordenar un territorio; pero lo 
cierto es que ordenan y vinculan a sus regulaciones urbanîs­
ticas a cada parcela en particular.
Por otra parte, advierte esta corriente que el Plan 
no se inserta, no forma parte, del ordenamiento jurîdico; s6 
lo estâ regulado por êl, como todo acto administrativo. Es un 
acto ordenado, y no una norma ordinamental. Y la mejor prueba 
de ello es que, a diferencia de las normas, cuya vigencia es 
permanente, el plan agota su eficacia con su cumplimiento. La 
ejecuciôn del plan -la edificaciôn de una parcela conforme al 
plan- es consuntiva, agota el acto; como ocurre con la ejecu- 
ciôn de todo acto administrativo.
Por ûltimo -en este breve resumen argumentai- el pro 
cedimiento contencioso-administrativo espanol, ofrece un nuevo 
argumento a esta posiciôn doctrinal: el Plan estâ sometido al 
rêgimen impugnatorio de los actos administrativos. Asî lo esta 
blece expresamente el art. 237.2 de la L.S., remitiêndose al 
art. 29 de la L.R.J.C.A., que se refiere -cuatro veces- a la 
impugnaciôn del "acto o disposiciôn" de la Administraciôn.
7.2. EL PLAN COMO NORMA JURIDICA.
Esta po'stura aglutina a la mayor parte de la doctrina. 
Sostienen el carâcter de norma jurîdica, de range y naturaleza 
reglamennaria, del Plan, LAUBADERE en Francia, SALVIA y TERESI 
en Italia; GONZALEZ PEREZ, GARCIA DE ENTERRIA, NUNEZ RUIZ, DIEZ 
PICAZO, VILLAR EZCURRA y MARTIN BLANCO, entre otros,en la doc 
trina espanola (78).
Arguyen, en primer lugar, que el Plan, al quedar expre 
samente habilitado por la Ley para regular el rêgimen urbanÎ£ 
tico -y aûn el no urbanîstico- de determinado territorio, ad- 
quiere -por remisiôn de êsta- fuerza normativa.
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Esto es tan cierto y efectivo que es el Plan el que 
asegura la vinculaciôn de la propiedad al rêgimen de limita- 
ciones y deberes que impone la ordenaciôn urbanîstica de ca­
da territorio (79).
Por otra parte, las determinaciones del plan no se 
dirigen al caso particular de cada parcela; se elaboran con 
generalidad para ordenar el conjunto de un territorio, con 
abstracciôn de las situaciones particulares. Estas caracte­
rîsticas de generalidad y abstracciôn son propias de las nor 
mas,que no dejan de serlo por la aplicaciôn particular que 
ellas tengan. En este ûltimo aspecto, no es verdad que el 
cumplimiento del plan sea consuntivo. El plan, como ordena­
ciôn normativa, sigue vigente y obliga a mantener el rêgimen 
bajo el cual fue cumplido en algûn caso particular; impidien 
do la modificaciôn, y aun el cambio de uso o de destino de 
las edificaciones, y rigiendo su reconstrucciôn, si fueren 
demolidas.
Los Planes son normas jurîdicas complementarias o de 
desarrollo de las leyes urbanîsticas. VILLAR EZCURRA sostie- 
ne que "el Plan se configura como una 'norma elâstica' cuya 
eficacia y valor le viene conferido por la ley que lo autor^ 
za y que contiene la estructura a la que debe ajustarse. Es­
tructura vacîa, no obstante, que cada Plan debe acomodar a las 
necesidades reales de su propio âmbito territorial" (80).
Por ûltimo, se senala que la publicidad de los Planes 
(art. 55-L.S.), su carâcter vinculante, con generalidad, para 
la Administraciôn y los administrados (art. 57-L.S.), su vi­
gencia indefinida (art. 45-L.S.), asî como su rêgimen de ac- 
tualizaciôn y revisiôn (arts. 46-47-L.S.), son propios de las 
normas.
7.3. EL PLAN COMO CATEGORIA COMPLEJA.
Dice CARRETERO PEREZ que "existen en los planes de ur 
banismo efectos normativos y otros propios de actos adminis—
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trativos concretos"; no obstante lo cual rechaza las califi- 
caciones mixtas (acto-norma) por considerar -siguiendo a MAR 
TIN RETORTILLO- que "entre norma y acto administrativo no hay 
una categoria intermedia".
A su juicio, los efectos singulares, propios de los 
actos administrativos y modificables por la propia Adminis­
traciôn, serian el trazado de las alineaciones y la déclara 
ciôn de las edificaciones fuera de alineaciôn.
En cambio, piensa que el nûcleo esencial del Plan tie 
ne carâcter normativo, de naturaleza compleja y no operativa 
"per se" sino por remisiôn expresa de la ley (81).
7.4. EL PLAN COMO NUEVA FIGURA JURIDICA.
GARCIA DE ENTERRIA y PAREJO sehalan la circunstancia 
de que, para algunos autores, el Plan es refractario a su en 
caje en alguna de las categorîas clâsicas del Estado de Dere 
cho. No serîa norma porque su contenido no es general y abs- 
tracto sino, en gran medida, diferenciado y concreto; y no 
serîa acto pues su finalidad no es la de fijar en una deter- 
minada relaciôn entre la Administraciôn y el administrado lo 
que es conforme a derecho, sino establecer una ordenaciôn que 
tendrâ decisiva trascendencia en los intereses privados. "El 
Plan -agregan- es, mâs bien, un 'aliud', un acto relevante, 
jurîdicamente no encuadrable en las tradicionales categorîas 
jurîdicas (FORSTHOFF); o un 'Unicum', del que no interesa tan 
to saber si es o no subsumible en una de dichas categorîas, 
cuando su eficacia positiva que -en el caso del Plan urbanÎ£ 
tico- es normativa por lo menos en aquella parte del mismo 
que contenga reglas de conducta para los administrados (MIE- 
LE)" (82).
Contrastando la ley con la planificaciôn econômica 
-en donde la urbanîstica tiene su patria de origen- dice BUR 
DEAU: "En la Ley existe el reflejo de una sociedad lo sufi-
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cientemente segura de sî misma para someter el futuro a los 
valores que ahora y en este momento tiene por indiscutables. 
La estabilidad de la ley es el testimonio de una buena con- 
ciencia social, pero para ello requiere una sociedad estable, 
de creencias firmes y de representaciones inquebrantables...
El Plan, por el contrario, deduce su autoridad de los hechos 
que se producirân en el futuro, su valor descansa no sobre 
una experiencia, sino sobre Una anticipaciôn. No se hace para 
mi, sino para mis hijos que ya no se parecerân a mi... Mien- 
tras la ley reproduce -en razôn de los valores que consagra-, 
el Plan imagina. Producto de la prospecciôn, nos obliga a vi 
vir a crêdito; por el contrario, la ley, fruto de una intro£ 
pecciôn social satisfecha, nos obliga a vivir de nuestras re 
servas" (83).
MARTIN BASSOLS -comentando el pensamiento de BURDEAU- 
senala que "estos caractères explican la causa por la que el 
estudio del Plan desborda el anâlisis jurîdico", y apunta que 
-segûn BURDEAU- "el Plan aporta una nueva concepciôn de la vi 
da social mâs acorde a las aspiraciones de la sociedad contem 
porânea que la ley en sentido clâsico y, en consecuencia, ca- 
be apreciar una tendencia a la sustituciôn de las leyes por 
los Planes" (84).
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CAPITULO III; EL PRINCIPIO DE LA FUNCION SOCIAL DE LA PROPIE-
DAD.
1. EL CONCEPTO CLASICO DEL DERECHO DE DOMINIO Y SU TRANSCEN-
DENCIA POLITICA.
En opiniôn de CASTAN TOBERAS, la nociôn clâsica de propie­
dad, como el sehorîo (dominus) mâs complete que puede tenerse 
sobre una cosa, se ha venido plasmando de la mano de complejos 
factores, unos de carâcter dogmâtico-jurîdico -como el Derecho 
romano- otros, de carâcter ideolôgico -como el racionalismo 1^ 
beral- y otros, en fin, de carâcter econômico-social, como el 
capitalisme (1).
‘
Se ha sehalado como notas caracterîsticas del dominio en el 
derecho romano justinianeo -es decir, cuando ya se habîan de- 
cantado las diversas especies de propiedad; quiritaria, boni- 
taria, de los peregrines, de las res mancipi, de los res nec 
mancipi, etc.- la exclusividad, la ilimitaciôn y la perpetui- 
dad (2).
Estas caracterîsticas, que se desdibujan durante la Edad 
Media -a travês de un desdoblamiento de facultades entre el 
titular del dominio y el efectivo poseedor y usufructario, al 
tiempo que aparecen formas colectivas o comunales de propie 
dad (3)- recobran su fuerza déterminante con el nacimiento 
de la era industrial, necesitada de una elaboraciôn jurîdica 
tan neta, tan sôlidamente perfilada y tan individualista como 
la que, de la propiedad, acuharon los romanos.
Y, en efecto -como tan expresivamente ha puesto en relieve 
RUIZ GIMENEZ- "si la humanidad debe a Israel el legado de su 
fe en un solo Dios verdadero... en medio de un mundo pagano 
politeîsta...; y si es deudora a Grecia de la maravilla de su 
empresa intelectual, el descubrimiento de la fuerza de la ra­
zôn para acercarse a los principios y a las dimensiones ûlti- 
mas del ser..., a Roma le debe, mâs que a ningûn otro pueblo.
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el sentido del derecho, la intuiciôn de los valores de la ju£ 
ticia en la vida concreta y la articulaciôn de los medios têc 
nicos para alcanzarla... Roma elaborô... un sistema de conceg 
tos jurîdicos muy precisos sobre la relaciôn del hombre con 
los bienes y frente a los demâs hombres; sistema que merced a 
la recepciôn del Derecho romano en la Europa medieval y moder 
na, ha llegado sustancialmente hasta nuestros dîas... Los ju- 
ristas romanos... se preocuparon de perfilar las facultades - 
del dueho, los modos de adquisiciôn del dominio y sus instru­
mentos de defensa o tutela frente a los demâs hombres" (4).
Se ha hecho notar que el tipo de propiedad depende, en cada 
êpoca, del grade de desarrollo econômico; a lo que cabrîa agre 
gar el sentido o destino de la riqueza acumulada con ese desa­
rrollo. PARRAVICINI y ARDIGO sehalan que "La edad heroica del 
capitalisme se basa sobre el concepto de la propiedad indivi­
dual absoluta; derecho para cada uno de disponer a su anteje 
de las riquezas, tanto durante la vida, como por acto de ûlti 
ma voluntad. En la edad precedente, en que era tan fuerte el 
sentido de la familia y de su unidad econômica, estaba en vi­
gor el mayorazgo y el cabeza de familia debîa transmitir el 
nûcleo del patrimonio al sucesor legal. El nuevo siglo, el de 
cimonônico, tiempo heroico del homo oeconomicus y del gran de 
senvolvimiento capitaliste, proclama, contrariamente, que es 
preciso dejar la mâxima libertad para disponer..." (5).
Este requerimiento del libéralisme econômico que actuô como 
resorte impulser de la burguesîa, tiene su consagraciôn jurî­
dica en la Declaraciôn de la Independencia de los Estados ün^ 
dos de 1776, en la Declaraciôn de los Derechos del Hombre y 
del Ciudadano de 1789 y en el Côdigo Civil francês de 1804.
En la Declaraciôn de los revolucionarios franceses puede 
leerse que "El fin de toda asociaciôn polîtica es la conserva 
ciôn de los derechos naturales e imprescriptibles del hombre. 
Estos derechos son; la libertad, la propiedad, la seguridad y 
la resistencia a la opresiôn" (art. 2*). La sacralizaciôn del 
dominio emerge del art. 17, que dice asî; "Siendo la propiedad
312.
un derecho inviolable y sagrado, nadie podrâ ser privado de 
ella sino cuando lo exija evidentemente la necesidad pûblica, 
legalmente acreditada, y bajo la condiciôn de una justa y pre 
via indemnizaciôn" (6). Es curiosa la circunstancia de que -a 
pesar de la évidente evoluciôn del derecho francês en esta ma 
teria- la Declaracidn se encuentra literalmente vigente, por 
disponerlo asî el Preâmbulo de la Constituciôn de 4-X-1958.
Por su parte, el art. 544 del Côdigo Civil napoleônico de 
1804 -inspirador notorio del Côdigo Civil chileno de 1855, del 
italiano de 1865, del espanol de 1889 y del Côdigo (BGB) alemân 
de 1896- dice, en un texte que ha permanecido incôlume:
"LA PROPIEDAD ES EL DERECHO A GOZAR Y DISPONER DE LAS COSAS 
DE LA MANERA MAS ABSOLUTA, CON TAL QUE NO SE HAGA DE ELLAS UN 
USO PROHIBIDO POR LAS LEYES O POR LOS REGLAMENTOS" (7).
El art. 582 inc. 1* del C. Civil chileno de 1855 dice: "El 
dominio (que se llama tambien propiedad), es el derecho real 
en una cosa corporal, para gozar y disponer de ella arbitraria 
mente, no siendo contra ley o contra derecho ajeno".
El art. 436 del C. Civil italiano de 1865, decîa: "La pro­
piedad es el derecho de gozar y disponer de las cosas de la 
manera mâs absoluta, con tal que no se haga de ellas un uso 
prohibido por las leyes o por los reglamentos". Precepto éste 
-como puede advertirse- calcado de su modelo francês.
El art. 348 inc. 1* del C. Civil espanol prescribe: "La 
propiedad es el derecho de gozar y disponer de una cosa, sin 
mâs limitaciones que las establecidas en las leyes".
Por ûltimo, el parâgrafo 903 del C. Civil alemân dispone 
que "El propietario de una cosa puede obrar a su arbitrio con 
respecte a ella y excluîr a los demâs de toda ingerencia en 
tanto no se opongan la ley o los derechos de los terceros" (8).
Refiriêndose al côdigo napoleônico, déclara PORTALIS: "El
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cuerpo entero del côdigo civil estâ consagrado a définir todo 
lo que puede referirse al ejercicio del derecho de propiedad; 
derecho fundamental sobre el cual reposan todas las institucio 
nes sociales y que es, para cada individuo, tan precioso como 
la vida misma (I), ya que le asegura el medio de conservarla"
(9) .
El profesor belga DE PAGE, refiriêndose al mismo côdigo 
francês -cuyo carâcter paradigmâtico hemos puesto en relieve- 
luego de atribuirle la significaciôn histôrica de "declarer 1^ 
berada la propiedad de las cargas cuantiosas y a veces vejato 
rias que, con el rêgimen feudal, la habîan oprimido...", con 
cluye... "que el Derecho privado casi entero estâ presentado 
en el côdigo desde el punto de vista de la propiedad... Todo 
es revelador de la mentalidad del legislador de 1804: el Côd^ 
go Civil considéra la propiedad privada como una de las bases 
fundamentales de nuestra civilizaciôn" (10).
Con mucha razôn sehala Martin WOLFF que "Para el liberalis 
mo econômico del siglo XIX, LIBERTAD y PROPIEDAD son dos prin 
cipios paralelos: la propiedad privada transmisible por heren 
cia y, en lo posible, libre de trabas y vînculos, constituye 
para aquella doctrina la base del libre desenvolvimiento de 
la personalidad y la palanca indispensable para el aumento de 
la producciôn de la riqueza en bénéficié de la economla colec 
tiva" (11).
Esta es, en apretada slntesis, la elaboraciôn del concepto 
clâsico del derecho de dominio que sirviô de base al desarro- 
llo econômico de los Estados Unidos, que impulsô en Europa el 
ascenso politico de la burguesla, a partir de la Revoluciôn 
Francesa; que presidiô la era industrial y la extensiôn del 
fenômeno del maquinismo; y que constituyô el aliciente de la 
especulaciôn con el valor del suelo en las grandes ciudades y 
-particularmente- en el crecimiento espectacular de las capi­
tales europeas y americanas.
Esta concepciôh impregnô el esplritu de toda una êpoca, 
creando un arquetipo de hombre nuevo: el "self made man"; y
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todavla perdura con increîble vigor en la mayor parte del 
mundo occidental y en poderosos enclaves del Oriente. Lo 
cual no obsta para que -utilizando la imagen de Alvin TOFFLER- 
por debajo de ella se haya venido levantando, desde fines del 
pasado siglo pero, de manera mâs visible, desde el término de 
la Primera Guerra Mundial, una ola que tiene la misma vertien 
te que el socialisme, que cada dîa adquiere mâs volûmen y re­
clama mayor espacio, y que se identifica como la funciôn social 
de la propiedad.
2. DESARROLLO SOCIOLOGICO DE LA IDEA DE LA FXJNCION SOCIAL DE
LA PROPIEDAD.
No puede entenderse este concepto como un simple mecanismo 
jurîdico si antes no se analizan sus causas y la forma como é£ 
tas provocaron la necesaria evoluciôn del derecho de dominio.
La funciôn social de la propiedad no se incorpora al sistema 
jurîdico de Occidente por un sentimiento humanitario o altruÎ£ 
ta en bénéficié de los desposeîdos, sino bajo la presiôn de ê£ 
tes -en la medida que fueron prevaleciendo en los cuerpos elec 
torales- para evitar los abuses évidentes del derecho absolute 
de propiedad y para posibilitar determinadas polîticas y accio 
nes del Estado en bénéficié de sectores deficitarios de la so- 
ciedad.
Para entender este proceso conviene recorder las pavorosas 
consecuencias sociales que tuvo, desde sus inicios, la revolu­
ciôn industrial (12) .
2.1. El Socialisme.
El abuse desatado en el ejercicio del derecho de pro­
piedad, en vez de poner a la mâquina al servicio de la libera 
ciôn del hombre -en las ideas de Adam Smith, de Bentham y de 
Stuart Mill, entre otros- le sumiô en la miseria, pauperizô a 
la familia obrera y la redujo a condiciones urbanîsticas deplo 
rabies (Coketown), que Engels denunciô por la misma êpoca -y
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como un justificado antecedente- de sus escritos politicos (13).
La utilizaciôn maliciosa de la libertad ("libertad de 
trabajo") para destruir a los gremios e impedir la unidad de 
los trabajadores, creô resentimientos que explosarîan a media 
dos del s. XIX, haciendo germinar la teoria y la praxis de la 
lucha de clases y el objetivo de la revoluciôn del proletaria 
do.
Conviene no olvidar -por otra parte- que las primeras 
reacciones contra los maies del industrialisme fueron protago 
nizadas por elementos provenientes de la nobleza y de la nueva 
clase fabril, que no lucharon por la aboliciôn del capitalisme, 
sino que creyeron posible su humanizaciôn a travês de nuevas 
formas de convivencia y de organizaciôn humana insertadas en 
el esquema de la economîa capitalista. Asî ocurriô con el Con 
de de Saint-Simon y sus discîpulos; con Fourier y su idea del 
Falansterio; con Cabet y la ciudad de Icaria; con Robert Owen 
y sus asentamiennos urbano-rurales en paralelôgramo, que ya he 
mes estudiado en su dimensiôn urbanîstica (pâgs. 81 y ss.); y 
-en fin- con ese conjunte de precursores idealistas de lo que 
se ha dado en llamar "el Socialisme Utôpico".
1848 marca una fecha significativa. Es cierto que ese 
ano el movimiento obrero revolucionario -que habîa prendido con 
rapidez contagiosa en Paris, en Viena y en Berlîn- serîa desman 
telado por ver primera (14); pero ésto no signified el abandono 
de la lucha social, sino la concentraciôn del esfuerzo en el es 
tudio riguroso de las fallas del capitalisme y de su sistema po 
lîtico. En febrero del mismo ano, MARX y ENGELS -por encargo 
de la Liga de los Comunistas reunida en Londres el ano anterior- 
habîan dado a la luz el Manifiesto Comunista (15), el cual -ade 
mâs de preconizar la lucha de clases- ponîa entre sus objetivos 
la ABOLICION DE LA PROPIEDAD PRIVADA DE LOS MEDIOS DE PRODUCCION, 
situando asî, la Organizaciôn Comunista, en pugna frontal con la 
burguesîa, en cuanto clase antagônica parapetada tras el derecho 
de propiedad privada como su baluarte jurîdico.
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No es el caso seguir aqui la historia de los diverses 
movimientos obreros nacidos en Francia, en Alemania, en Bélgi 
ca, en Inglaterra y en Austria, que reconocen su Catecismo en 
el Manifiesto Comunista. Baste recorder que cuando aun no lie 
gaba a su término la Primera Guerra Mundial (P.G.M.), en Octu 
bre de 1917 -Noviembre, en el calendario gregoriano- los bol­
cheviques, apoyados en los soviets y dirigidos por LENIN y - 
TROTSKI (16), inician la insurrecciôn armada, derrotan a Kerens 
ki que escapa, ocupan el Palacio de Invierno de los Zares en 
Petrogrado e instauran en Rusia el primer gobierno socialiste, 
presidido por Lenin.
El ejemplo histôrico del triunfo de "la Revoluciôn de 
Octubre" va a galvanizar la acciôn de los diversos partidos co 
munistas nacionales que verân cumplido -no de la manera ni en 
el lugar prévisto, pero cumplido al fin- el primer objetivo de 
la lucha de clases: la dictadura del proletariado, y una de sus 
consecuencias econômicas como es ^  aboliciôn de la propiedad 
privada sobre los medios de producciôn (17).
Asî, sin abandonar sus propôsitos imitatives, los par­
tidos comunistas y otros partidos solidarios de clase, van a 
presionar en el mundo occidental por mejores condiciones de 
trabajo, de higiene, de remuneraciones y de vivienda.
2.2. El catolicismo social y los partidos social-cristianos.
Esta lucha jurîdico-polîtica va a recibir el concurso 
-diferenciado, pero convergente- de la Iglesia Catôlica; la 
cual, fundada en la concepciôn cristiano-tomista del derecho de 
propiedad y conmovida por la situaciôn inhumana de la clase 
obrera, habîa emitido -ya en 1891- ese grito en el desierto lan 
zado por LEON XIII y contenido en la Encîclica "Rerum Novarum"; 
documente que llamô la atenciôn acerca de lo que, en el seno de 
la Iglesia, tomarîa el nombre de "la Cuestiôn Social", invitan 
do a construir un orden econômico fundado en la justicia social,
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La falta de resonancia y de respuesta a este documente 
notable, obligarîa al Papa PIO XI, a reiterar ese llamado, cua 
renta ahos despuês, en una encîclica que se conoce precisamen- 
te como "Quadragésimo Anno"; la que, junto con "Divini Redemp- 
toris" del mismo Pontîfice; "Mater et Magistra" y "Pacen in 
Terris" de JUAN XXIII; "Populorum Progressio" de PAULO VI; 
"Dives in Misericordia" y "Laborem Excercens" de JUAN PABLO II, 
forman el nûcleo de la Doctrina Social de la Iglesia y especifi
can los alcances de la funciôn social de los bienes y del dere­
cho de propiedad.
Naturalmente, estas expresiones del magisterio de la 
Iglesia Catôlica sobre sus fieles no habrîan tenido eficacia
-como no la tuvo la "Rerum Novarum" en su êpoca- si no fuese
porque los partidos de ideologîa social-cristiana formados en 
tre las dos Guerras, pero que asumirîan un papel protagonico 
en Europa al término de la Segunda Guerra Mundial, las inscr^ 
bieron en sus programas, abriéndoles un cauce legislative,a su 
acceso al poder.
2.3. La primera postguerra y la Revoluciôn de Octubre.
Las primeras manifestaciones légales del proceso socio 
lôgico que venimos describiendo -en el sentido de extender los 
bénéficiés de la propiedad al mayor nûmero posible de ciudada- 
nos y de constituir ciertos enclaves bâsicos de bienestar so­
cial, como la casa familiar, los bénéficiés previsionales y el 
derecho a la salubridad- los encontramos en las Constituciones 
elaboradas después de la P.G.M.
Con razôn sehala CASTAN TOBENAS:
"...la verdadera transformaciôn institutional 
de la propiedad, a base de la eliminaciôn de 
su sentido individualiste, ha sido consagrada, 
mâs que por los Côdigos civiles, por las Car- 
tas Constitucionales europeas y americanas, 
que en el siglo actual, a partir de la primera 
guerra mundial de 1914-18, han insertado decla 
raciones y garanties que envuelven, con respeto 
al dominio, un sentido de reacciôn contra los 
excesos del individualisme, viniendo a modifi- 
car sustancialmente el criterio mantenido has­
te entonces por las legislaciones civiles" (18).
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La Carta Polîtica chllena de 1925 -que vino a reempla 
zar la de 1833, vigente a la dictaciôn del Côdigo Civil- dis- 
puso, luego de asegurar el derecho de dominio y la garantie de 
la expropiaciôn, lo siguiente: "El ejercicio del derecho de 
propiedad estâ sometido a las limitaciones o reglas que exijan 
el mantenimiento y el progreso del orden social y, en tal sen 
tido, podrâ la ley imponerle obligaciones o servidumbres de 
utilidad pûblica en favor de los intereses générales del Esta­
do, defWalud de los ciudadanos y 2^ salubridad pûblica" 
(Art. lO-N&lO, inc.3). La misma Constituciôn sehalô, como preo 
cupaciôn del Estado,la de propender a la constituciôn de la 
propiedad familiar y hacerla accesible a todos los ciudadanos
(19) .
2.4. La segunda postguerra y las nuevas Constituciones.
Sin embargo, sôlo despuês del término de la Segunda G. 
M., y de la consolidaciôn del bloque de estados socialistas en 
torno a la U.R.S.S., se va a advertir una preocupaciôn genera- 
lizada en el mundo democrâtico occidental por resaltar -en las 
nuevas Constituciones- dos conceptos claves y diferenciales 
con los que gravitan en el mundo socialiste: -la dignidad de 
la persona humana (20) y la funciôn social del derecho de pro 
piedad privada (21).
3. NOCION JURIDICA DE LA FUNCION SOCIAL DE LA PROPIEDAD.
No puede hablarse de la funciôn social en su acepciôn jurî 
dica, sin hacer alguna referencia a las doctrines sociolôgicas 
que -tomando base en el positivisme de Auguste COMTE (22)- se 
refirieron, ya en el pasado siglo, a esta nociôn.
3.1. La propiedad-funciôn.
Su mâs ilustre expositor fuê Leôn DUGUIT, para quien 
la teoria clâsica de la PROPIEDAD-DERECHO, considerada por êl 
como una entelequia metafisica, debia dejar peso a la realidad 
sociolôgica de la PROPIEDAD-FUNCION. "El detentador de una ri-
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queza -decîa Duguit- carece de derecho sobre ella; se da aquî 
una mera situaciôn de hecho que le oblige a realizar una cier- 
ta FUNCION SOCIAL; y su apropiaciôn es protegida en la medida, 
y solamente en la medida, en que êl la cumple" (23).
El célébré profesor de Burdeos fustigô con extraordi- 
nario vigor el sistema de propiedad instituido por la Revolu­
ciôn Francesa y por el Code de Napoleôn. "La propiedad inmob^ 
liaria, capitalista y hereditaria -decîa Duguit- no puede expl^ 
carse sino por su utilidad social y no se habrâ demostrado que 
ella es légitima si no se demuestra que en una êpoca dada es 
socialmente ütil... Descansando ûnicamente la propiedad sobre 
la utilidad social ella no debe existir sino en la medida de 
esta utilidad social. El legislador puede, pues, imponer a la 
propiedad individual todas las limitaciones que sean conformes 
con las necesidades sociales que ella provee. La propiedad no 
es un derecho intangible y sagrado, sino un derecho que conti- 
nuamente cambia, que debe moldearse segûn las necesidades socia 
les que viene a satisfacer. Si llega un momento en que la propie 
dad individual no responde a una necesidad social, el legislador 
debe intervenir para organizar otra forma de apropiaciôn de ri- 
quezas".
En la doctrina civilista italiana merece cita CIMBALI 
quien -refiriêndose, en su êpoca, a la ûltima fase evolutiva de 
este derecho sostenia; "la propiedad, mâs que un derecho, y mâs 
que simple derecho individual, es ALTISIMA FUNCION SOCIAL" (24).
3.2. La propiedad-derecho subjetivo.
Sin embargo, cabe preguntarse: -des el derecho mismo de 
propiedad una funciôn social?; -do es êsta una nociôn que sôlo 
afecta al ejercicio del derecho?* La cuestiôn tambien ha sido 
formulada de esta otra manera: la propiedad de£ o tiene una fun 
ciôn social?.
Parece haber un consenso mayoritario en el ûltimo sent^ 
do de las disyunciones propuestas. Se ha precisado que "La pro-
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piedad no es una funciôn, ni siquiera, como se dice a veces, 
un derecho-funciôn (tesis de DABIN); es un derecho individual 
y, consiguientemente, soberano" (25) ; es decir, un derecho sub 
jetivo.
CASTAN, citando a PUGLIATTI, sehala que funciôn y de­
recho subjetivo son entidades muy diferentes, que no se pueden 
concilier. Especifica que "en la funciôn, el sujetc investido 
de ella es un ôçgano de actuaciôn del interês pûblico. En el 
derecho subjetivo el titular actûa, fundamentalmente, en su 
propio interês". Y concluye que "no es, asî, la propiedad una 
funciôn social; es un derecho subjetivo vinculado a los fines 
naturales y personales del hombre, pero al cual va ligado, no 
circunstancial, sino necesariamente, una funciôn social de con 
tenido muy complejo, pero constituida en esencia por los debe- 
res, negativos y positivos, que el vivir y el bien comûn impo- 
nen al propietario en bénéficié de la comunidad" (26).
2.3. Las dudas sobre el concepto.
Résulta curioso -por otra parte- constater cômo algunos 
juristes, despuês de analizar el concepto de funciôn social 
de la propiedad, denuncian su vaguedad y hasta llegan a cuestio 
nar su sinceridad o autenticidad.
GIANNINI dijo, de ella, que se trata de "una expresiôn 
descriptive que tiene un valor sociolôgico y politico, mâs que 
uno cientîfico-jurîdico" (27). El propio CASTAN, en las "Reflexio 
nes Finales" de su obra citada, califica de "fôrmulas anfibolôgi- 
cas" a las nuevas cristalizaciones conceptuales del derecho de 
proiedad... Ahade que "...la expresiôn funciôn social de la pro­
piedad tiene un sentido vago, que explica la simpatîa con que 
ha sido acogida por la filosofîa del positivisme y por la filo- 
sofîa espiritualista, por la doctrina socialista y por la escue 
la social catôlica..." (28). George RIPERT sehalô que la doctri 
na de la funciôn social encubre una posiciôn hipôcrita que se 
utiliza "por quienes quieren conciliar las ventajas del rêgimen 
capitalista con las ensehanzas de la Iglesia sobre la posesiôn
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de bienes... quienes quieren endulzar el dogmatisme de la doc 
trina colectivista con el mantenimiento de la propiedad priva 
da" (29) . En Espaha, SANCHEZ ROMAN, interviniendo en las Cor­
tes de la Repûblica, con relaciôn a la Ley de Reforma Agraria, 
sostenia que la funciôn social era la ûltima trinchera de lucha 
de los defensores de la propiedad privada (30).
3.4. Su acuhaciôn constitucional.
Con todo, el hecho macizo e ineludible es que la FUNCION 
SOCIAL se ha incorporado a las Constituciones Polîticas y a la 
legislaciôn de numerosos paîses occidentales (31); y que de esa 
incorporaciôn se desprende un contenido jurîdico que es necesa 
rio precisar.
Nos parece que en el centre del problema debe situarse 
el derecho de propiedad privada como un derecho subjetivo garan 
tizado constitucionalmente en el mundo occidental; y que su fun 
ciôn social constituye -en lîneas générales- una limitaciôn im 
puesta al ejercicio de ese derecho con el fin de asegurar que la 
colectividad reporte de ese manejo la satisfacciôn de determinadas 
necesidades.
3.5. La F.S. como cauce limitante.
De este empalme de intereses que el fenômeno conlleva 
se desprende que la funciôn social no se bpone -necesariamente- 
a la funciôn individual de la propiedad. Se trata, mâs bien, de 
una coordinaciôn de intereses; pero, si ellos entran en conflic 
to, se concede primacîa a la funciôn social.
Asî -por ejemplo- si la funciôn individual, para un pro 
pietario agrîcola, consiste en que su predio le rinda la mâxima 
utilidad posible, la funciôn social de esa tierra serâ coïnci­
dente, en la medida en que el propietario oriente su explotaciôn 
a satisfacer las necesidades sociales dominantes. Pero si el pro 
pietario opta por mantener la tierra ociosa porque su interês in 
dividual es sôlo especulativo, o decide darle un destine insigni
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ficante, o contrario a su funciôn social, êsta puede hacer pre 
valecer sus requerimientos e, inclusive, expropiarla. La subor 
dinaciôn de la funciôn individual a la social se révéla con 
evidencia en el suelo urbano, en que el ius aedificandi viene 
conformado -como facultad y como obligaciôn- por el dibujo le 
gai que, del desarrollo de los distintos derechos de edifica­
ciôn, préfigura el Plan urbano.
Esta primera nociôn de la funciôn social como encauza- 
miento y -por ende- como orientaciôn limitativa del ejercicio 
del dominio, tiene très consecuencias de distinto range que 
nos parece conveniente ir describiendo desde ya.
La primera -de carâcter formai- es que para detectar 
la existencia, en cualquier ordenamiento jurîdico, de la nociôn 
de la funciôn social, no es necesario encontrar su formulaciôn 
literal en la legislaciôn. Puede afirmarse que todos los ordena 
mientos occidentales -incluyendo los de corte mâs clâsico, como 
los de Suiza, Francia o Bêlgica- aplican esta nociôn; y, sin em 
bargo, ella sôlo estâ consagrada en una escasa minorîa de Cons­
tituciones (Ver la Nota 21). El concepto de la funciôn social -o, 
mâs bien, la finalidad que ella persigue- se manifiesta de maneras 
muy variadas, cuyas fôrmulas mâs usuales consisten en autorizar 
que la ley imponga a la propiedad las "limitaciones" y "obliga­
ciones" que deriven de ella o que la hagan posible (32); o bien, 
en ligar a la funciôn social, o al ejercicio del dominio sujeto 
a ella, los conceptos jurîdicos de "utilidad pûblica" (C. Pol. 
chilena, art. 19 N& 24 inc. 2) o de "interês general" (C.E.: arts.
41,1 y 128.1; y Const, griega, art. 17.1); aunque, mâs a menudo, 
estos mismos conceptos se utilizan -junto con los de "interês so 
cial", "necesidad pûblica", "interês pûblico", "utilidad social" 
o "utilidad nacional"- como causa justificante de la expropiaciôn 
de bienes y derechos que pasan, asî, a cumplir exelusivamente una 
funciôn propia del Estado o una funciôn social (33).
3.6. Limites y limitaciones del dominio.
La segunda consecuencia de la funciôn social de la propie 
dad, como encauzamiento limitativo del derecho, nos parece funda-
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mental: ella supone una deliminaciôn previa del dominio; yo que 
no puede limitarse -en el sentido de restringirse, de reducir a 
termines menores- sino aquêllo que ya estâ delimitado (34).
El lêxico espanol no permite establecer una distinciôn 
Clara entre limite -o delimitaciôn- y limitaciones. La doctrina 
ha tenido que construirla a partir de las voces alemanas Eigen- 
tumsbegrenzung (limite) y EigentumsbeschrKnkungen (limitaciones) 
de la propiedad. "Los limites del derecho de propiedad -sehala 
ALBALADEJO- son las fronteras o el punto normal hasta donde lie 
ga el poder del dueho, o sea, el rêgimen ordinario a que estâ 
sometido tal poder". "...Otra cosa son las limitaciones que, 
procediendo de muchas causas, pueden reducir, en casos singula- 
res, el poder que normalmente tiene el dueho sobre la cosa" (35).
GARCIA DE ENTERRIA, por su parte, sostiene que "Delimi­
ter es configurer los limites dentro de los cuales se produce 
el contenido normal de los derechos (36) ; limiter (en cambio) 
es restringir, producir una restricciôn o ablaciôn de las facu^ 
tades que entran en el âmbito delimitado o definido previamente 
como propio de ese contenido normal" (37).
Esta distinciôn, que supone que la funciôn social, como 
cauce limitativo, restringe un derecho previamente delimitado, 
encuentra, -en algunas Constituciones- un formidable refuerzo 
jurîdico a travês del mecanismo, de origen germano, de la garan 
tîa del contenido esencial o esencia de los derechos fundamenta 
les, cuyo respeto ellas imponen al legislador (38).
En efecto, si la ley no puede cercenar un derecho mâs 
allâ de esa esencia, quiere decir: a) que el contenido esencial 
forma el nûcleo irréductible del derecho delimitado pero susce£ 
tible de reducirse sôlo entre sus confines ordinarios y el con- 
torno de ese nûcleo; b) que la ley no puede définir ese nûcleo 
puesto que su carâcter irréductible estâ garantizado por la 
Constituciôn; y c) que es précise buscar la configuraciôn de 
ese contenido esencial de los derechos en la propia Constitu­
ciôn; o, en su defecto, en el ordenamiento jurîdico preexisten
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te, que hubo de servir al constituyente de necesaria referen 
cia; siempre que sus normas sean armônicas con la preceptiva 
constitucional y efectivamente consagren lo que la Constitu­
ciôn garantiza.
A este respecte, el ilustre profesor DE CASTRO decîa: 
"Las facultades que cada derecho subjetivo comprende constitu 
yen su propia sustancia, y aparecen, por ello, en primer têrmi 
no, al determinarse su mismo concepto" (39).
De allî que nos parezca que, por muchas que puedan ser 
las diversas categorîas de bienes y por distintas que sean sus 
respectivas regulaciones, no debe caerse en la tentaciôn de 
concluir que el derecho de propiedad ha desaparecido para dejar 
paso a "las propiedades" y sus estatutos (40); puesto que -aun 
que el fenômeno de la disgregaciôn del rêgimen jurîdico de la 
propiedad, en tantos estatutos como categorîas relevantes de 
bienes existen, es general en las legislaciones contemporâneas- 
siempre habrâ un denominador comûn a todas estas distintas espe 
oies -que se diversifican por el objeto en que recaen, y no por 
el derecho mismo- y ése no es otro que su contenido esencial, 
las facultades substanciales a que aludîa DE CASTRO, que hacen 
operable la garantîa constitucional del dominio y de su esencia.
3.7. Limite de las limitaciones al dominio.
La tercera consecuencia de la funciôn social, como su- 
bordinante limitativo de la propiedad, es que ella puede cons- 
trehir, con generalidad, el ejercicio de las facultades del do 
minio; pero cuando esa constricciôn se singulariza y résulta 
discriminatoria, el afectado puede exigir el resarcimiento del 
perjuicio producido, en virtud del principle de igualdad; y 
cuando ella priva a un sujeto del contenido esencial del domi­
nio o de alguna de sus facultades, procédé tambien la acciôn 
indemnizatoria (41).
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3.8. Las expresiones instrumentale s de la F.S.
Avanzando en la delimitaciôn jurîdica del concepto de 
la funciôn social de la propiedad, intentemos ahora una aprox^ 
maciôn a travês de las distintas nociones en que ella se expre 
sa; sin perjuicio de establecer, al final, las diferencias exi£ 
tentes -a nuestro parecer- entre dicha funciôn social y las no­
ciones instrumentales utilizadas por los diversos constituyentes 
para hacerla efectiva.
Siguiendo el orden del cuadro constitucional descrito 
precedentemente, examinemos -en primer lugar- los têrminos "1^ 
mitaciones" y "obligaciones".
"Limitaciôn" -segûn el Diccionario de la Real Academia 
Espahola de la Lengua (D.R. Acad.)- es "acciôn y efecto de limi 
tar o limitarse"; y "limiter" es; "(3) fijar la mayor extensiôn 
que pueden tener la jurisdicciôn, la autoridad o los derechos y 
facultades de uno". No es apropiado -como ya vimos- nuestro lêx_i 
co, a los propôsitos del constituyente que, desde una posiciôn 
externa, intenta -por el contrario- fijar al dominio una ampli- 
tud menor que su extensiôn clâsica, caracterizada por ser, jus- 
tamente, absoluta, exclusiva y perpétua. El término apropiado 
-ya que de la propiedad se trata- para expresar la idea del 
constituyente, parece ser su sinônimo "restricciôn" (del latin 
restringere) que significa -segûn el D.R. Acad,- "limitaciôn o 
reducciôn". "Restringir" es "cehir, circunscribir, reducir a me­
nores limites"; y es éste el sentido y la acciôn que -sobre el 
contenido liberal y clâsico del dominio- pretenden los constitu 
yentes modernos.
Con respecto al término "obligaciones", no debe olvidar 
se que se trata de imponerlas a la propiedad y no al propietario; 
y que la "obligaciôn" constituye" un vinculo que sujeta (al obli 
gado) a hacer o abstenerse de hacer una cosa" (D.R. Acad.), nece 
sitando -este vinculo- de un sujeto activo que lo ejercite. Por 
eso nos parece mâs apropiada la expresiôn "carga", que significa 
todo "gravamen real de la propiedad, generalmente en la inmueble"
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15, D.R. Acad.). En cualquier caso, se la denomine "obligaciôn" 
o se la llame "carga", ellas importan una restricciôn de las fa 
cultades del dominio respecto al bien sobre el cual se imponen 
las obligaciones o las cargas.
Ejemplarizando el contenido de estas restricciones y 
cargas, apunta Pedro J. RODRIGUEZ que "puede advertirse la mâs 
extensa variedad. Afectan al uso, goce y disposiciôn de los bie 
nes, y a la libertad, exclusividad y perpetuidad del ejercicio 
del dominio. Adoptan modalidades de distinta naturaleza jurîdi 
ca, tales como imponer obligaciones positivas (la del propieta 
rio urbano de soportar gratuitamente la colocaciôn de teléfonos, 
grifos, ganchos, plaças o casetas para los servicios pûblicos) y 
negativas (prohibiciôn de enajenar las tierras asignadas por la 
Reforma Agraria); exigir autorizaciones previas al ejercicio de 
ciertas facultades (autorizaciôn para dividir los predios rûsti 
cos) y aun de prestaciones (la cesiôn gratuita del urbanizador 
del 40% de los terrenos urbanizados, para fines pûblicos); atri 
buir efectos légales a los actos que celebren los duehos, con 
prescindencia o en contra de su manifiesta voluntad (fijaciôn le 
gai de plazo mînimo de vigencia al arrendamiento de predios rûs- 
ticos); conferir derechos a terceros sin la aquiescencia del due 
no (derecho legal preferente al arrendatario para adquirir el 
predio rûstico que explota y su dueno decide enajenar); despla- 
zar al propietario de la administraciôn de lo suyo y confiarla 
a otro, en cuya designaciôn no interviene (administraciôn, en 
las quiebras, de los bienes del fallido)" (42).
En el cuadro de nociones instrumentales de la funciôn so 
cial viene, a continuaciôn, un conjunto de expresiones, de pare- 
cido talante, pero que difièren en su contenido especîfico y que 
son; "interês general", "interês pûblico", "utilidad pûblica", 
"utilidad social" y "utilidad nacional".
Conviene, primeramente, averiguar si algunos têrminos 
pueden reducirse a categorîas comunes. Y, en efecto, son equiva 
lentes los substantivos "interês" y "utilidad". El primero sign^ 
fica "(1) provecho, utilidad, ganancia" y "(6) conveniencia o ne
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cesidad de carâcter colectivo en el orden moral o material". Y 
"utilidad" quiere decir, coincidentemente, "Provecho, convenien 
cia, interês o fruto que se saca de una cosa" (D.R.Acad.). En 
el lenguaje econômico se désigna como "utilidad" a la cualidad 
o aptitud que tienen los bienes para satisfacer necesidades (43).
Nos queda por despejar el significado de las adjetivacio
nes correspondientes. Todas ellas evidencian un provecho, necesi
dad o conveniencia que son distinnos -y hasta pueden resultar 
contraries- al del titular del derecho. Sin embargo, estas no­
ciones no son équivalentes.
El interês o utilidad "general" es aquêl que concierne a 
todos; ya que "general" es aquêllo "comûn y esencial a todos los 
individuos que componen un todo" (D.R.Acad.).
La utilidad o interês "pûblico" es el "perteneciente a 
todo el pueblo (Via PUBLICA)"; la conveniencia o utilidad "comûn 
del pueblo o ciudad". Cuando la aptitud de ciertos bienes estâ 
referida a la satisfacciôn de necesidades del Estado o de la co 
munidad en general, estamos en presencia de la utilidad pûblica. 
La nociôn de "utilidad pûblica" -segûn BIELSA- comprende el pro 
vecho, comodidad y progreso de la comunidad. GOLDSTEIN sehala 
que se trata de un concepto elâstico que comprende desde los 
principios supremos de la direcciôn de los pueblos hasta la me 
jora fragmentaria que se concrete en una obra pûblica.
Generalmente, la utilidad pûblica se traduce en una ven
taja visible o apreciable por toda la colectividad; sirve al in 
terês del Estado o de todos sus habitantes. Como ejemplos de sa 
tisfacciôn de la "utilidad pûblica" pueden indicarse; la sehal^ 
zaciôn del nombre de las celles, la del trânsito vehicular, la 
conducciôn o soporte de lîneas de servicios pûblicos, la cons- 
trucciôn de una carretera, de un acueducto o de un edificio pû 
blico. Si la aptitud requerida de un bien -para satisfacer la 
respective utilidad pûblica- es compatible con el dominio priva 
do, la funciôn social se hace présente como una carga; en cambio, 
si la utilidad pûblica hace necesario el aprovechamiento exclus^ 
vo del bien, estamos en presencia de una causal de expropiaciôn.
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Muy distinta a la anterior es la nociôn de utilidad o 
interês "social"; no obstante que lo "social" aparece definido 
como "perteneciente o relative a la sociedad o a las contiendas 
entre unas y otras clases" (D.R.Acad.).
El significants jurîdico pûblico de esta expresiôn, la 
adscribe al âmbito de la funciôn distributive del Estado y la 
reserve a la promociôn de algûn estrato, conjunto o catégorie 
de personas en situaciôn socio-econômica deficitaria -campesinos, 
pobladores, arrendatarios de viviendas, personas indigentes- que 
encarnan dicho interês y que el Estado se propone mejorar. En 
Iberoamêrica el interês social ha tenido expresiôn a travês de 
leyes limitatives de las rentes de arrendamiento y de los pla- 
zos mînimos de restituciôn de inmuebles arrendados; de la Refor 
ma Agraria; y de lasdiversas formas de contribuciôn, exigidas 
al sector privado, para solucionar el déficit habitacional. El 
interês social no implica el bénéficié de todos los habitantes 
del Estado; tampoco, el de los servicios pûblicos. Favorece d^ 
rectamente a aquel grupo o catégorie de personas cuya indigen- 
cia, elevada al range de necesidad social por el legislador, el 
Estado decide favorecer en interês y a cargo de la comunidad en 
tera. Por lo mismo, la utilidad social -incluyendo el dom^ 
nie de bienes expropiados por este motive- no se traslada al pa 
trimonia pûblico sino que se incorpora en el de sus beneficia­
ries (44) .
Por ûltimo, el interês o utilidad "nacional" puede refe 
rirse al "conjunto de los habitantes de un pais regido por un 
mismo gobierno" (R.D.Acad.); o al Estado, como expresiôn jurî­
dica y como custodio del interês de los actuales habitantes y 
de las generaciones futuras cuyo destine tambien debe resguar- 
dar.
Este interês présenta alguna semejanza aparente con la 
utilidad pûblica, pero reviste un âmbito mâs precise y trascen 
dente. El interês nacional debe estar siempre motivado y diri- 
gido a la subsistencia, al desarrollo y a la protecciôn o segu 
ridad del Estado, de sus habitantes, de su territorio y de sus 
recursos naturales.
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Las restricciones y cargas que puedan imponerse al ejer 
cicio del dominio por consideraciôn a la "salubridad pûblica", 
a "la conservaciôn del patrimonio ambiental" o a "la seguridad 
nacional", tienen su justificative en el interês nacional (45).
Y cuando este interês sea incompatible con el del titular priva 
do de determinados bienes, empresas, derechos o actividades, 
procederâ su nacionalizaciôn, conforme al mecanismo expropiato 
rio (46) .
Nos queda, finalmente, por averiguar si la funciôn so­
cial de la propiedad es una nociôn distinta o es la simple suma 
de los conceptos anteriores.
Nos parece que se trata de categories distintas, que corre£ 
ponden a dos enfoques diferentes frente a las cosas que pueden 
ser objetos del derecho de propiedad.
En los conceptos que convergen en la idea de utilidad, 
necesidad o interês, prima el carâcter subjetivo de los entes, 
colectivos o grupos cuya conveniencia, provecho o requerimiento 
el bien debe satisfacer. Puede decirse que estos grupos, colec 
tivos o entes son los TITULARES de una necesidad o interês. En 
cambio, "funciôn" quiere decir "capacidad de acciôn o acciôn de 
un ser, apropiada a su condiciôn natural (para lo que existe) 
o al destino dado por el hombre (para lo que se usa)" (D.R.Acad.) 
Por lo tanto, en la funciôn social de la propiedad prima el ca­
râcter objetivo de la capacidad o aptitud del bien para satisfa 
cer, segûn su naturaleza, las necesidades del dueho (funciôn 
individual o personal) y los requerimientos de la comunidad 
(funciôn social).
Podria ahadirse que, en tanto siempre existe una tensiôn, 
una oposiciôn subj etiva entre los intereses contrapuestos que so­
bre un bien tienen -por una parte- su dueho y -por otra- aquellos 
titulares colectivos, no tiene, necesariamente, que haberla entre 
las dos aptitudes -la personal y la social- que los bienes estân 
llamados a satisfacer (47).
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3.9. Conclusiones.
EN RESUMEN, PUEDÉ CONCLUIRSE;
A.- El derecho de propiedad privada es un derecho sub­
jetivo, un sehorîo que se ejerce sobre las cosas.
B.- Este sehorîo tiene un contenido esencial -garanti 
zado expresamente, como irréductible, por algunas Constitucio 
nes- que no puede consistir en el mero hecho de una titulari- 
dad vacîa, sino que estâ constituido por el nûcleo de las fa­
cultades sustanciales del dominio.
C.- Respetando dicho contenido, puede la ley sehalar 
el contorno (limites) del derecho en estudio e imponerle res­
tricciones y cargas (limitaciones).
D.- La Funciôn Social de la propiedad es la capacidad 
o aptitud que los bienes poseen -segûn su naturaleza- para sa 
tisfacer necesidades propias de la comunidad. A estos requer^ 
mientos colectivos debe armonizarse -con carâcter de subordi 
naciôn- el ejercicio de las facultades del dominio (funciôn in 
dividual). La Funciôn Social -como capacidad objetiva de apl^ 
caciôn de los bienes a fines sociales- es permanente, porque 
corresponde a su naturaleza.
E.- La Funciôn Social de la propiedad privada se hace 
efectiva mediante la activaciôn de ciertas nociones instrumen 
taies entre las que poseen determinaciôn y carâcter mâs gene- 
ralizado las de "interês general", "interês o utilidad pûbli­
ca", "interês o utilidad social" e "interês o utilidad nacio­
nal".
F.- La satisfacciôn y el rango de estas distintas cate 
gorias de intereses pûblicos justifica la atribuciôn de potes- 
tades que las Constituciones otorgan al legislador para imponer 
restricciones al derecho de propiedad privada o para fundar -en 
alguna de ellas- la expropiaciôn de ciertos bienes o de determi 
nada categoria de bienes.
G.- Tanto en los casos de expropiaciôn, como en el even 
to de que las restricciones o cargas impuestas constituyan una 
ablaciôn -temporal o permanente- de alguna de las facultades in 
tegrantes del dominio, la garantia del derecho de propiedad se 
traduce en la de su justa indemnizaciôn.
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4. LA FUNCION SOCIAL DE LA PROPIEDAD EN EL DERECHO XJRBANISTICO.
La conversiôn de la actividad urbanîstica desde el piano pri 
vado de una iniciativa entregada a la conveniencia de los pro- 
pietarios, al nivel de una funciôn pûblica, ha ocasionado -en 
opiniôn del Prof. GARCIA DE ENTERRIA- "la mâs grave crisis que 
ha debido sufrir la instituciôn dominical privada configurada 
sobre los principios individualistes que proceden del Derecho 
Romano y de las codificaciones del s. XIX. Esa crisis es el re- 
to del que surge el moderne Derecho urbanîstico". Y ahade luego 
que "El tema capital del D.U. contemporâneo, y la reorganizaciôn 
bâsica que aporta al derecho de propiedad, es... la separaciôn 
o disociaciôn entre la propiedad del suelo y las decisiones urba 
nîsticas que afectan a ese suelo; decisiones de las que se ve 
privado el propietario para ser atribuidas al poder politico" 
(48).
Evidentemente, este problema acuciante es comûn a todos los 
paîses democrâticos que reconocen y garantizan el rêgimen jurî­
dico de la propiedad privada. En las âreas urbanas de estos pa^ 
ses se enfrentan dos pianos. Uno corresponde a la divisiôn pre­
dial tal y como ella existe; y se caracteriza por la tendencia 
al mâximo aprovechamiento superficial y al mayor volûmen que 
êl pueda soportar, El otro corresponde a la ordenaciôn racional 
de la ciudad, en que no sôlo su planta estâ distribuida segûn 
los usos y espaciada por âreas verdes, amplias vîas y recintos 
pûblicos y comunitarios, sino que el volûmen armoniza con el 
paisaje, con la densidad demogrâfica, con la capacidad de los 
servicios y suministros y otros factores de carâcter pûblico. 
Estos dos pianos se mantienen en una lucha constante y, a veces, 
encarnizada. De no existir esa lucha en el suelo urbano, el pro 
blema de su ordenaciôn se resolverîa en una tarea pacîfica.
4.1. -çSocializaciôn del suelo o propiedad privada funcio- 
nalmente social?.
4.1.1. La socializaciôn del suelo.
Existe una manera de eliminar la lucha descrita;
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ella consiste en socializar el suelo urbano, mediante su nacio 
nalizaciôn.
Esta alternativa no viene determinada por posi- 
ciones ideolôgicas. En un rêgimen tan poco sospechoso de socia 
lismo como fuê el del Generalîsimo Francisco Franco, se sostu- 
vo oficialmente: "Si IDEAL en la empresa urbanîstica pudiera 
ser que todo el suelo necesario para la expansiôn de las pobla 
ciones fuera DE PROPIEDAD PUBLICA, mediante justa adquisiciôn, 
para ofrecerle, una vez urbanizado, a quienes quisieren edifi- 
car, la soluciôn, sin embargo, no es viable en Espaha" (49).
Similar postura ha sido sostenida -como un desi 
derâtum- por ilustres plumas espaholas. Asî, el Prof. Ramôn 
MARTIN MATED ha dicho que la fôrmula mâs simple para corregir 
los desequilibrios del Plan y -a su juicio- "la ûnica eficaz y 
realmente justa, serîa... la municipalizaciôn o socializaciôn 
del suelo, o simplemente del vuelo, como propugnaba la polît^ 
ca laborista de los ahos 40" (50). VALLET DE GOYTISOLO ha su£ 
tentado una idea semejante -como remedio al cûmulo de injust^ 
cias que puede acarrear la planificaciôn- en sus "Estudios so­
bre Derecho de Cosas". Igual cosa ha sostenido GONZALEZ—BERENGUER.
Por lo demâs, la C.E. contiens una disposiciôn 
colectivizadora de las plusvalîas generadas por la actividad 
urbanîstica de los entes pûblicos (art. 47.2).
En la Constituciôn de la Repûblica Federal Ale- 
mana, sôlido baluarte de la propiedad privada y de la economîa 
libre, estâ prevista la socializaciôn del suelo de la siguiente 
manera:
"Art. 15.- La tierra y el SUELO, los recursos 
naturales y los medios de producciôn podrân, 
con fines de socializaciôn (zum Zweche der 
Vergesellschaftung), ser transferidos a la pro 
piedad pûblica (in Gemeineigentum) u otra for­
ma de economîa colectiva (Gemeinwirtschatf) me 
diante una ley que regularâ la modalidad y la 
cuantîa de la indemnizaciôn" (51).
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Ha sido en Gran Bretaha -patria del liberalis 
mo- donde por primera vez se ha implantado, mediante The Com 
munity Land Act de 1975, la nacionalizaciôn del suelo urbano.
Dice el White Paper (Libro Blanco) que antece 
di6 a la dictacidn de la Ley:
"Habitualmente no se discute el hecho de que 
sea la comunidad quien deba controlar las ed^ 
ficaciones que se produzcan en su espacio ur­
bano (development) y el sistema de planifica- 
ci6n ha sido a menudo un arma potente para pre 
venir las edificaciones que fueran nocivas pa 
ra la comunidad. Pero nuestro sistema de pla- 
nificaciôn estâ pensado en gran parte de un mo 
do negativo. La comunidad, a travês de su auto 
ridad local y en ûltimo término del Gobierno 
central, puede vetar proyectos de edificaciôn, 
pero la iniciativa permanece en gran medida en 
manos privadas. La comunidad no tiene, en el 
présente, un poder suficiente para planificar 
de modo positivo, decidiendo dônde y cuândo 
una edificaciôn en concrete deba tener lugar. 
El dominio pûblico del suelo edificable presu- 
pone el conferir este poder a su justo dueho, 
la comunidad" (52).
El sistema de la nacionalizaciôn del Suelo urba 
no aparece asî como el ûnico que hace posible, en los paîses 
democrâticos, que la conformaciôn de la ciudad -o la de su ex 
pansiôn- y que la adecuada localizaciôn de sus servicios y la 
distribuciôn de los espacios conforme a su utilizaciôn predom^ 
nante sea lo mâs racional posible. Ello sin perjuicio de que 
-en la construcciôn misma- la iniciativa privada tenga partici 
paciôn prédominante.
Ningûn gobierno occidental ha pensado -obviamen 
te- en nacionalizar el casco edificado de las ciudades. De lo 
que se trata es de poder tomar, a nivel pûblico, las détermina 
ciones mâs adecuadas en el proceso de su expansiôn; y, si éste 
debe detenerse, en la construcciôn de las nuevas ciudades que 
absorban el crecimiento desmesurado de las antiguas (las New 
Towns britânicas); y -al mismo tiempo- de evitar que en cada 
uno de estos procesos, las inversiones pûblicas en obras de in
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fraestructura y las plusvalîas que ellas y la conversiôn del 
suelo rural en urbano generan, vayan a parar a manos de espe 
culadores, en vez de revertir -como parece justo- en benef^ 
cio de la comunidad que las origina.
4.1,2. La propiedad urbana funcionalmente socializada.
La nacionalizaciôn del suelo urbano tiene, sin 
embargo, un elevado costo financiero y un imponderable costo 
politico.
Y estas consideraciones han movido a la mayorîa 
de los gobiernos occidentales a buscar fôrmulas que, respetando 
la titularidad privada del derecho de dominio, hagan efectiva 
la funciôn social de la propiedad, subordinando su aprovecha­
miento, o vinculândolo con generalidad (53), a un determinado 
estatuto jurîdico de restricciones y cargas, que configura una 
especie o categorîa muy caracterîstica de propiedad: la del sue 
lo urbano.
Estas variadas fôrmulas tienen un comûn denom^ 
nador: la sujeciôn drâstica de los "development rights" -en los 
paîses anglosajones- o del "ius aedificandi" -en los de origen 
latino- a las determinaciones de los Planes de urbanismo.
Pero asumen, tambien, peculiaridades singulàres, 
ya sea en la entidad o en la intensidad de las cargas impuestas 
al aprovechamiento del suelo (estândares urbanîsticos); ya sea 
imponiêndole una contribuciôn en especie a la formaciôn del pa 
trimonio inmobiliario municipal (L.S. espahola); ya sea determ^ 
nândolo como una retribuciôn en dinero a la colectividad (ley 
francesa); o -en fin- socializando el ius edificandi, para lue 
go otorgarlo al dueho del suelo mediante la figura de la conce- 
siôn (ley italiana).
Como puede advertirse, estos mecanismos hacen 
évidente la disociaciôn entre la propiedad del suelo y las deci 
siones urbanîsticas que le afectan, fenômeno que pusimos en re­
lieve en la cita con que se inicia este pârrafo. A estos diver­
sos sistemas pasamos a referirnos.
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4.2. El modelo espanol.
La Constituciôn Polîtica de 1978 (C.E.).- El estatuto 
constitucional espanol de la propiedad urbana y de su aprove­
chamiento estâ contenido -de una manera directa- en los arts. 
33 - C.E., que reconoce el derecho a la propiedad privada, esta 
blece su funciôn social y las causas justificativas de su ex­
propiaciôn; el art. 38, que consagra la libertad de empresa, 
de acuerdo con las exigencias de la economîa general y de la 
planificaciôn; el art. 128.1, que subordina toda la riqueza 
del paîs -el suelo urbano es, sin duda, intégrante de ella- y 
sea cual fuere su titularidad, al interês general; y el art.
45 que contempla el derecho a disfrutar de un medio ambiente 
adecuado para el desarrollo de la persona -asî como el deber 
de todos, de conservarlo- y sehala a los poderes pûblicos la 
misiôn de utilizer racionalmente los recursos naturales, con 
el fin de protéger y mejorar la calidad de la vida y de defen 
der y restaurer la naturaleza.
Sobre esta plateforme bâsica, el art. 47 incursiona 
mâs directamente en materias urbanîsticas, al reconocer al TO­
DOS LOS ESPAROLES el derecho a disfrutar de una vivienda digne 
y adecuada; al sehalar a los poderes pûblicos la obligaciôn de 
promover las condiciones para hacer efectivo este derecho (54) 
y de regular "la utilizaciôn del suelo de acuerdo con el inte­
rês general", impidiendo la especulaciôn; y al prescribir -a 
continuaciôn- que "La comunidad partieiparâ en las plusvalîas 
que genere la acciôn urbanîstica de los entes pûblicos". El 
art. 46 tutela "el patrimonio histôrico, cultural y artîstico 
de los pueblos de Espaha y de los bienes que lo integran".
Y -por lo que toca a la distribuciôn de competencies 
para el ejercicio de las potestades correspondientes, en mate 
rias que conciernen directamente al Urbanisme en su concepciôn 
moderna- del bloque de los arts. 149.1, materias la. (en rela
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ciôn con los arts. 139, 33 y 53.1 y el derecho de propiedad); 
4a. (en relaciôn con las instalaciones militares); 13a. (en 
relaciôn con la coordinaciôn de la planificaciôn econômica y 
urbanîstica); 18a. (en relaciôn con los arts. 139, 33 y la ex 
propiaciôn forzosa); 20a., 21a., 22a., 23a., 24a. y 28a. -to 
dos relacionados con materias urbanîsticas-; con la adiciôn 
de los arts. 149.3, 151 y 155.1; y su coordinaciôn con el 
bloque de los arts. 148.1 materias 3a. (ordenaciôn del terri 
torio, urbanismo y vivienda); 4a. (obras pûblicas); 5a. (fe- 
rrovîas y carreteras); 6a (puertos); 9a. (protecciôn del me 
dio ambiente); 10a. (aprovechamientos hidrâulicos); 13a. (de 
sarrollo econômico, en cuanto concierne al urbanîstico);15a. 
(Edificios de conservaciôn y desarrollo del patrimonio cultu­
ral) ; 16a. (Patrimonio monumental); 21a. (Sanidad e Higiene), 
en relaciôn -todas ellas- con el art. 147 y con los respecti- 
vos Estatutos de cada Comunidad Autônoma, résulta -en el caso 
de cada Comunidad- el catâlogo de las competencias exclusivas 
del Estado, las que éste comparte con dicha Comunidad Autôno­
ma y las que êsta ha asumido de manera exclusiva.
La Ley del Suelo y su reforma de 1975 (L.S.).- Pudie­
ra parecer paradejal que el estatuto constitucional de la pro 
piedad urbana se encuentre desarrollado por una ley de vigen­
cia anterior. No debe olvidarse, a este respecto, que las nor 
mas fundamentales bajo cuyo imperio se dictô y se reformô la 
L.S, contenîan ya el germen de las nociones descritas.
El Fuero de los Espaholes, de 1945, reconocîa la pro­
piedad privada "como medio natural para el cumplimiento de los 
fines individuales, familiares y sociales" (art. 30); el Fuero 
del Trabajo ahadîa que "todas las formas de propiedad quedan 
subordinadas al interês supremo de la Naciôn, cuyo intêrprete 
es el Estado" (Decl. XII, 1.). Y la Ley de Principios del Mo­
vimiento Nacional consagraba la propiedad privada "como derecho 
condicionado a su funciôn social" (Pr. X) (55).
La L.S. déclara ser su objeto "la ordenaciôn urbanîs­
tica en todo el territorio nacional" (art. 1&). Su eje estruc
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tural es, por consiguiente, la planificaciôn y el elenco de 
Planes que de ella résulta.
El estatuto vinculatorio con que ella moldea la pro- 
piedad del suelo y la configuraciôn del contenido de este de 
recho, procuraremos describirlos -en forma resumida- en los 
pârrafos que siguen.
Principio vlnculante del bloque de la legalidad urba- 
nîstica.- El art. 57.1 contiene una enêrgica declaraciôn que vin 
cula al cumplimiento de sus normas e instrumentos de ordenaciôn 
urbana, no s61o a los particulares, sino tambiën a la propia 
Administracidn; disposiciôn que concuerda con los arts. 9.1 y
193,1 de la C.E. y con los arts. 9 y 58.1 de la propia L.S.
Configuraciôn del derecho de propiedad sobre el suelo.- 
La delimitaciôn del contenido del derecho de propiedad sobre el 
suelo viene dada por el art. 76-L.S. y esclarecida por el art. 
87.
Dice el primero de ellos:
Art. 76.- Las facultades del derecho de propie­
dad se ejercerân dentro de los limites y con el 
cumplimiento de los deberes establecidos en es­
ta Ley o, en virtud de la misma, por los Planes 
de Ordenaciôn, con arreglo a la clasificaciôn 
urbanistica de los predios".
Se hace necesario, de consiguiente, remitirse a las nor 
mas que especifican las LIMITACIONES y los DEBERES a los que 
la Ley sujeta al suelo y a su dueno. Pero como la distinciôn 
debe hacerse de acuerdo con los Planes y con arreglo a la cia 
sificaciôn urbanistica de los predios, es tarea previa averi- 
guar que ocurre frente al Plan y que sucede en el evento de su 
inexistencia.
Pero, antes de procéder a ello, es ûtil compléter la no 
ciôn del contenido del dominio que la ordenaciôn atribuye a cada 
predio, y que ilustra -hasta con estilo pedagôgico, como se ha
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hecho notar- el art. 87, apartados 1 y 3:
"Art. 87.1.- La ordenaciôn del uso de los terre 
nos y construcciones enunciada en los articulos 
precedentes no conferirâ derecho a los propieta 
rios a exigir indemnizaciôn, por implicar meras 
limitaciones y deberes que definen el contenido 
normal de la propiedad segûn su calificaciôn ur 
banîstica. Los afectados tendrân, no obstante, 
derecho a la distribuciôn equitativa de los be- 
neficios y cargas del planeamiento en los têrm^ 
nos previstos en la presente Ley".
"Art. 87.3. Las ordenaciones que impusieran vin 
culaciones o limitaciones singulares que lleven 
consigo una restricciôn del aprovechamiento ur- 
banistico del suelo que no pueda ser objeto de 
distribuciôn equitativa entre los interesados 
conferirân derecho a indemnizaciôn".
Del juego de estas disposiciones pueden extraerse las 
consecuencias siguientes;
A.- En Espaha, la disociaciôn de la titularidad del do 
minio del suelo con el derecho y la medida de su aprovechamien 
to, estâ dada por la ordenaciôn urbanistica (Ley y Plan) que 
constituye una funciôn pûblica a la cual la propiedad privada 
queda totalmente sometida. En este contexto, el ius aedifican 
di lo otorga el Plan y , sôlo en su defecto, la Ley.
B.- La aplicaciôn al suelo de las limitaciones y debe 
res -que veremos a continuaciôn- definen el contenido normal 
de la propiedad; y, por ello, las restricciones générales que 
importan no son indemnizables; dando, si, lugar a la distribu 
ciôn equitativa - entre los propietarios de predios comprend^ 
dos en una unidad de actuaciôn- de los beneficios y cargas de 
rivados del planeamiento.
C.- En cambio, serân indemnizables las restricciones 
al aprovechamiento urbanistico del suelo, cuando provengan de 
vinculaciones o limitaciones singulares impuestas por la orde 
naciôn, siempre que aquêllas no puedan ser objeto de distribu 
ciôn entre los participes de una unidad de actuaciôn o no ha 
ya taies participes.
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El estatuto de prohibiciones, limitaciones, deberes y 
derechos al que estâ vinculado cada predio, depende de su cia 
sificaciôn urbanistica y de las determinaciones que contenga 
el Plan General Municipal de Ordenaciôn en el cual el predio 
estâ situado, bajo el supuesto -obviamente- que exista dicho 
Plan; en los casos en que el respective Municipio carece de 
ese Plan, se estâ a las determinaciones de la Ley.
Clasificaciôn del suelo de todo el territorio espanol 
(arts. 1& y 3 letra d); y 77 al 81-L.S.).
A.- En los Municipios en que existe Plan, el suelo se 
puede clasificar en todos o algunos de los tipos siguientes: 
suelo urbano; suelo urbanizable que -a su vez- puede ser pro- 
gramado y no programado; y suelo no urbanizable (art. 77).
En general, es urbano el suelo de las âreas consolida 
das por la edificaciôn, al menos, en las dos terceras partes 
de su superficie; y los que el Plan incluya en esta clase por 
contar con acceso rodado, abastecimiento de agua, evacuaciôn 
de las mismas y energia eléctrica (art. 78).
Son urbanizables aquellos terrenos que el Plan decla 
re aptos para ser urbanizados. Este tipo de suelo es programado 
cuando debe urbanizarse de acuerdo al programa del propio Plan. 
Y se le llama no programado cuando sôlo es susceptible de urba­
nizarse, mediante los Programas de Actuaciôn Urbanistica (art. 
79) .
Constituyen suelo no urbanizable, en general, los terre 
nos que el Plan no incluya en ninguna de las anteriores catego- 
rias; y, en particular, los espacios que el Plan determine para 
otorgarles una protecciôn especial, por su excepcional valor 
agricola, ganadero o forestal, o en consideraciôn a sus recur- 
sos naturales explotables, su valor paisajistico, histôrico o 
cultural, o su utilidad para la defensa de la flora, la fauna 
o el equilibrio ecolôgico (art. 80).
340.
B.-En los Municipios que carecieren de Plan, el terr^ 
torio se clasificarâ sôlo en suelo urbano y en suelo no urbani­
zable (art. 81.1).
Es suelo urbano en este caso, aquêl que, contando con 
los cuatro elementos de urbanizaciôn descritos en la situaciôn 
homôloga anterior o por estar comprendido en âreas consolidadas 
por la edificaciôn, al menos en la mitad de su superficie, se 
incluya en un Proyecto de delimitaciôn que serâ objeto de una 
tramitaciôn simplificada (art. 81.2 y 41).
Los demâs espacios del têrmino municipal, en esta situa 
ciôn, serân suelo no urbanizable (81.3).
Requisito previo habilitante.- Cualquier acto de edi­
ficaciôn o de uso del suelo -sea que se trate de Municipios que 
cuentan con Plan General de Ordenaciôn o que carecen de êl- e£ 
tâ sujeto al otorgamiento de licencia previa, la que constitu­
ye un instrumento de control, de la competencia reglada ordina 
ria de los Municipios (arts. 178 y 179).
LIMITACIONES Vinculantes de los Planes.- La régla gene 
ral estâ contenida en el art. 58.1 que dice:
"Art. 58.1.- La obligatoriedad de observancia 
de los Planes comportarâ las siguientes limita 
ciones:
Primera.- El uso de los predios no podrâ 
apartarse del destino prévisto, ni cabrâ efec- 
tuar en ellos explotaciones de yacimientos, fi 
jaciôn de carteles de propaganda, movimientos 
de tierra, cortas de arbolado o cualquier otro 
uso anâlogo en pugna con su calificaciôn urba­
nistica, su legislaciôn especial o de modo di£ 
tinto al regulado en el Plan.
Segunda.- Las nuevas construcciones se 
ajustarân a la ordenaciôn aprobada.
Tercera.- Cuando el descubrimiento de usos 
no previstos al aprobar los Planes fuese de tal 
importancia que alterare sustancialmente el de£ 
tino del suelo, se procederâ a la revisiôn de 
aquêllos, de oficio o a instancia de parte, pa­
ra ajustarlos a la nueva situaciôn".
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Estas limitaciones al ejercicio del derecho de propie­
dad pueden encontrarse con la situaciôn establecida de edifi- 
cios o instalaciones erigidos con anterioridad al Plan que las 
contiene y que se encuentren en disconformidad con êste; en tal 
evento, esas obras se califican "fuera de ordenaciôn" y -en gene 
ral- no pueden ser objeto de consolidaciôn ni de incremento de 
su volumen o de su valor de expropiaciôn, salvo las excepciones 
que la ley contempla (art. 60).
Por otra parte, estas limitaciones genéricas vienen corn 
plementadas con otras, especîficas, cuya peculiaridad dice rela 
ciôn con la clase del suelo al que ellas afectan:
A.- En suelo urbano.- Dice el art. 83.1:
"Art. 83.1.- El suelo urbano, ademâs de las 
limitaciones especîficas que le impongan el 
planeamiento, estarâ sujeto a la de no poder 
ser edificado hasta que la respectiva parce- 
la mereciere la calificaciôn de solar, salvo 
que se asegure la ejecuciôn simultânea de la 
urbanizaciôn y de la edificaciôn mediante las 
garantîas que reglamentariamente se determi- 
nen ".
B.- El suelo Urbanizable programado -segûn el art. 84.1, 
"estarâ sujeto a la limitaciôn de no poder ser urbanizado hasta 
que se apruebe el correspondiente Plan Parcial", con las excep­
ciones légales.
C.- El suelo urbanizable no programado estâ sujeto a ma 
yores restricciones. Y, mientras no se aprueben Programas de Ac 
tuaciôn Urbanistica, el art. 85.1 le sujeta a las siguientes:
"la. Deberân respetarse las incompatibilidades 
de usos senaladas en el Plan General.
2a. No se podrân realizar otras construcciones 
que las destinadas a explotaciones agricoles que 
guarden relaciôn con la naturaleza y destino de 
la finca y se ajusten en su caso a los planes o 
normas del Ministerio de Agriculture, asl como 
las construcciones e instalaciones vinculadas a 
la ejecuciôn, entretenimiento y servicio de las 
obras pûblicas. Sin embargo, podrân autorizarse.
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siguiendo el procedimiento previsto en el art.
43.3, edificaciones e instalaciones de utilidad 
pûblica o interês social que hayan de emplazarse 
en el medio rural, asl como edificios aislados 
destinados a vivienda familiar en lugares en 
los que no exista posibilidad de formaciôn de un 
nûcleo de poblaciôn.
3a. Los tipos de las construcciones habrân de 
ser adecuados a su condiciôn aislada, conforme 
a las normas que el Plan establezca, quedando 
prohibidas las edificaciones caracterlsticas de 
las zonas urbanas.
4a. En las transferencias de propiedad, divisio 
nés y segregaciones de terrenos rûsticos no po­
drân efectuarse fraccionamientos en contra de lo 
dispuesto en la legislaciôn agraria".
D.- En el suelo no urbanizable rigen las mismas limita 
ciones que en la situaciôn precedente. Pero, ademâs, "los espa 
cios que por sus caracterlsticas segûn el Plan General deban 
ser objeto de una especial protecciôn a los efectos de esta Ley, 
no podrân ser dedicados a utilizaciones que impliquen transfor- 
maciôn de su destino o naturaleza o lesionen el valor especlfi- 
co que se quiera protéger".(art. 86.2).
OBLIGACIONES O DEBERES que la Ley impone a los propieta­
rios .- Ademâs de las limitaciones genéricas y de las especîficas, 
ya vistas, que vinculan directamente a los predios, la ley esta- 
blece ciertos deberes que incumben a sus propietarios y que varlan 
-conforme a la clasificaciôn de los predios- siendo mâs onerosos 
los que recaen en los duenos de los predios urbanizables progra- 
mados, quienes reciben el considerable beneficio derivado de la 
transformaciôn de sus terrenos, carentes de urbanizaciôn, en so- 
lares susceptibles de edificarse y de ingresar al trâfico inmobi 
liario urbano.
A.- Obligaciones o cargas de los duenos de predios urba­
no s .- Para poder ejercitar el ius aedificandi, segûn el art. 83.3:
"Los propietarios del suelo urbano deberân:
1^. Ceder gratuitamente a los Ayuntamientos res- 
pectivos los terrenos destinados a viales, par—  
ques, jardines pûblicos y centros de Educaciôn - 
General Bâsica al servicio del pollgono o unidad 
de actuaciôn correspondiente.
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2*. Costear la urbanizaciôn.
3*. Edificar los solares cuando el Plan asl lo 
estableciera dentro del plazo que êste senale".
B.- Obligaciones o cargas de los duenos de suelo urba- 
hizable programado.- Estos deberân;
"Art. 84.4.- a) Ceder obligatoria y gratuita­
mente a favor del Ayuntamiento o, en su caso, 
ôrgano urbanistico actuante, los terrenos que 
se destinen con carâcter permanente a viales, 
parques y jardines pûblicos, zonas deportivas 
pûblicas y de recreo y expansiôn, centros cul 
turales y docentes y demâs servicios pûblicos 
necesarios.
b) Ceder obligatoria y gratuitamente el 10 por 
100 restante del aprovechamiento medio del sec 
tor en que se encuentre la finca.
c) Costear la urbanizaciôn.
d) Edificar los solares, cuando el Plan asl lo 
establezca y en el plazo que el mismo senale".
Expropiaciones urbanlsticas.- El circuito del estatuto 
vinculatorio del suelo puede cerrarse, precisamente, con el - 
evento extremo de la privaciôn de su dueno del derecho de pro­
piedad, por causas de utilidad urbanistica ligadas -como hemos 
visto- a la funciôn social de êsta.
La expropiaciôn urbanistica se inserta entre los meca- 
nismos de ejecuciôn de los Planes de ordenaciôn (Tit. III-L.S.); 
y tiene lugar para hacer posible la gestiôn de "pollgonos o un^ 
dades de actuaciôn complètes", para "la ejecuciôn de los siste- 
mas générales" o de alguno de sus elementos en determinada ârea 
o "para realizar actuaciones aisladas en suelo urbano" (art.
134) .
Esta procedencia ordinaria de la expropiaciôn urbanlsti 
ca se ve incrementada por un tipo diferente de privaciôn del do 
minio -la llamada expropiaciôn-sanciôn- la cual, tambien por mo 
tivos de ejecuciôn del urbanisme, se aplica a ciertos propieta­
rios renuentes al cumplimiento de sus obligaciones y cargas en 
los sistemas denominados "de compensaciôn" (arts. 126-130) y 
"de cooperaciôn" (arts. 131-133).
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Ahora bien, lo que mâs importa -tratândose del estatuto 
de la propiedad privada- es referirse a su equivalencia, en el 
evento de expropiaciôn; es decir, al sistema indemnizatorio.
Se ha criticado tanto la diversidad de criterios para 
indemnizar expropiaciones de distinto gênero (56), como la cir 
cunstancia de que los llamados "criterios objetivos" de la in 
demnizaciôn expropiatoria urbanistica llegan a resultados infe 
riores a los del rêgimen comûn de la Ley de Expropiaciôn Forzo 
sa (LEF) y -desde luego- muy inferiores a los valores del mer- 
cado inmobiliario (57). Ambas criticas apuntan a la virtual 
transgresiôn del principio de igualdad, en esta importante ma­
teria.
Con todo, lo cierto es que la L.S. y su Reglamento de 
Gestiôn Urbanistica (R.G.), aplica un sistema mixto de valora- 
ciones -especial y comûn a la vez- que, en lo especifico del 
suelo, distingue el "valor inicial" del "valor urbanistico", 
conforme a las siguientes pautas générales;
A.- Solamente el SUELO estâ sujeto a la valoraciôn es­
pecial de la L.S. (art. 103-LS).
B.- El valor de la s plantaciones, obras, edificacio­
nes e instalaciones existentes en el suelo expropiado se deter 
mina de acuerdo a la LEF (art. 137.1-R.G.).
C.- El suelo no urbanizable se valora de acuerdo al cr^ 
terio del "valor inicial". Este obliga a prescindir de cualquier 
factor derivado de la posible utilizaciôn urbana de los terrenos; 
y se détermina por la aplicaciôn de los siguientes parâmetros;
a) por el rendimiento bruto que pudiera corresponderle 
en su explotaciôn rûstica real o de que fuere naturalmente sus­
ceptible; y
b) por su valor medio en venta a efectos de su explota­
ciôn agricola.
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En el caso de unidades de cultivo directamente explota 
das por sus duenos, se establecerâ, ademâs, el "premio de afec 
ciôn" correspondiente al supuesto de expropiaciôn forzosa.
El "valor inicial" tiene un limite inferior; si de la 
aplicaciôn de los criterios a) y b) se llega a un valor infe­
rior al que conste en valoraciones pûblicas aprobadas, prévale 
cerâ la mâs alta de las que concurran (arts. 103-L.S. y 139 al 
143 R.G.).
D.- El suelo urbano y los terrenos urbanizables -pro 
gramados o no- se estiman conforme a su "valor urbanistico".
Este se détermina de acuerdo al aprovechamiento que correspon­
de a los terrenos, segûn su situaciôn, conforme al rendimiento 
que a dicho aprovechamiento se atribuya a efectos fiscales, al 
iniciarse el expediente de valoraciôn (art. 105.1.-L.S.).
El lenguaje de la Ley lo traduce el R.G. en las siguien 
tes pautas;
a) El "valor urbanistico" equivaldrâ al avalûo fiscal 
para los efectos de la contribuciôn territorial si las condicio 
nés de uso y volûmen que sirvieron de base a este coinciden con 
el Plan vigente y si dicho avalûo no tiene mâs de cinco ahos de 
antigûedad; (art. 145 R.G.).
b) En caso contrario, se aplican diversos criterios, se 
gûn la clasificaciôn del suelo, que se establecen a continuaciôn;
c) En suelo urbanizable no programado, el aprovechamiento 
que resuite de su uso e intensidad de ocupaciôn, determinado en 
el Plan General;
d) En el suelo urbanizable programado, el aprovechamien­
to medio del sector; y
e) En el suelo urbano, el aprovechamiento permitido por 
el Plan o -en su caso- el aprovechamiento medio résultante de
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la reparcelaciôn en los pollgonos o unidades de actuaciôn de 
que se trate. Y, en ausencia de Plan, el que corresponde a 
très métros cûbicos por métro cuadrado, referidos a cualquier 
uso (art. 105.2-L.S. y 146 R.G.).
En todo caso, debe previamente deducirse, para deter 
minar el "valor urbanistico", los terrenos de cesiôn obliga­
toria que afecten al suelo a valorar. Este valor urbanistico 
es susceptible de un Indice de correcciôn, de hasta un 15%, 
que puede aumentarlo o disminuirlo, habida consideraciôn del 
grade de urbanizaciôn, situaciôn y otras caracterlsticas del 
suelo valorado (art. 105 L.S. y 147 y ss. R.G.).
Este es, en llneas générales,el estatuto vinculatorio 
de la propiedad privada del suelo, delimitada de acuerdo a su 
funciôn social, en el Derecho urbanistico espanol.
Con êste anâlisis conclulmos el estudio del principio 
de la funciôn social de la propiedad privada urbana.
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CAPITULO IV; EL PRINCIPIO DEL IGUAL REPARTO DE LOS BENEFICIOS 
Y DE LAS CARGAS URBANISTICAS.
1. BASE CONSTITUCIONAL DEL PRINCIPIO DE LA IGUALDAD.
1.1. El principio ÿ el valor "Igualdad".
Sin lugar a dudas, la Igualdad es el postulado que mar 
ca la diferencia entre el sometimiento del hombre a la condi- 
ci6 n de sûbdito y la transfiguraciôn que en êste se opera al 
convertirse en ciudadano. Esta conversiên -que arranca, princi 
palmente, de la Independencia de los Estados Unidos y de la Re 
voluciôn Francesa- es una de las bases y revierte como uno de 
los resultados del constitucionalismo. Es ûtil recorder, a e£ 
te respecto, el especial relieve que tiene la expresiôn "libres 
e iguales" en las primeras Constituciones; y que -de parecida 
manera- la Revoluciôn Francesa acuha el lema que aun hasta hoy 
adorna el pôrtico de la Constituciôn del pais galo; "Libertad, 
IGUALDAD, Fraternidad" (1).
Hoy en dia, la Igualdad, mâs que un postulado o que 
una meta, es uno de los valores de la cultura democrâtica occi 
dental (2 ).
Y aunque résulta una ardua tarea la de distinguir quê 
entiende el Derecho Constitucional como principios y quê dife 
rencia a êstos de los valores, puede senalarse que -aun cuando 
ambas expresiones convergen en lo que es esencial en un ordeha 
miento- existen diferencias entre ellas.
Los principios sehalan un "comienzo", un "origen", una 
"iniciaciôn"; aquêllo que es primero en una cosa; y quieren 
significar la nociôn primigenia y el criterio orientador que 
ellos encierran. De alli que los hayamos definido como los cr^ 
terios guias que cada sociedad élabora para asentar sobre deter 
minadas bases y orienter hacia determinados objetivos su ordena 
miento jurîdico (ver pâg. 235).
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Los valores, en cambio, constituyen esas bases; podrla 
decirse que son principios cristalizados. Representan conteni­
do s substanciales integrados al patrimonio cultural a consecuen 
cias del esfuerzo desplegado en la lucha por los respectivos 
principios. Estos valores definen las culturas; configuran aque 
lias conquistas por las cuales vale la pena formar parte de una 
cultura y sin las cuales carece de sentido seguir viviendo en 
ellas.
Podrîamos decir que, si para la Revoluciôn Francesa la 
Igualdad fue un principio; una antorcha puesta en las manos de 
seres desiguales para iluminar el sentido de su lucha por este 
postulado, en la Constituciôn francesa actual, la Igualdad es 
un valor que -sin perder su condiciôn de principio, en cuanto 
orientaciôn hacia el future- estâ ya incorporado a la identidad 
de un pueblo igualitario (3).
1.2. Recepciôn constitucional de la Igualdad.
Puede sostenerse que la Igualdad se ha convertido en 
un postulado universal.
La Constituciôn italiana de 1947, en su art. 3^ procla 
ma que "Todos los ciudadanos tendrân la misma dignidad social 
y serân iguales ante la ley". Y ahade, dinamizando el logro de 
este principio, que "Constituye obligaciôn de la Repûblica su- 
primir los obstâculos de orden econômico y social que, limitan 
do de hecho la libertad y la igualdad de los ciudadanos, impi- 
den el pleno desarrollo de la persona humana y la participaciôn 
efectiva de todos los trabajadores en la organizaciôn polîtica, 
econômica y social del pals".
La Constituciôn Federal alemana (R.F.A.) de 1949, en su 
art. 3*, consagra la igualdad de todos los horabres ante la ley; 
establece la identidad de derechos entre las personas de ambos 
sexos; y prohibe perjudicar o privilegiar a alguien por razones 
de sexo, ascendencia, raza, idioma, patria, origen o creencias 
religiosas o filosôficàs. Hemos visto ya la garantia especial
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de resguardo que esta Ley Fundamental confiera al "contenido 
esencial" de los derechos bâsicos (Die Grundrechte); y el ca­
râcter de "derecho directamente aplicable" que atribuye a es­
tas normas (arts. 19.2 y 1.3 G.G., respectivamente).
La Constituciôn de Grecia de 1975 contiene -en su art. 
4*- un amplio estatuto de la Igualdad que se inicia con la de 
claraciôn de que "Los helenos son iguales ante la ley" (art.
4.1.) .
La Constituciôn portuguesa de 1976 sehala, en su art.
13.1, que "todos los ciudadanos tendrân la misma dignidad so­
cial y serân iguales ante la ley"; y luego -siguiendo la lînea 
de la G.G. alemana- hace directamente aplicables sus preceptos 
relativos a derechos, libertades y garantîas y prohibe al le- 
gislador reducir el alcance o la extensiôn del contenido esen 
cial de esos preceptos (arts. 18.1 y 18.3).
En la C.E. de 1978, la Igualdad no sôlo es un "valor 
superior de su ordenamiento jurîdico" (art. 1 .1 ), sino tambien 
un derecho reconocido a "los espaholes" (art. 14); asî como el 
objeto de un mandato que la Carta impone a los poderes pûblicos 
para promover las condiciones adecuadas para hacerla real y efec 
tiva y remover los obstâculos que impidan o dificulten su plena 
vigencia (art. 9.2).
En el mundo iberoamericano, la C. Pol. chilena comienza 
sehalando que "Los hombres nacen libres e IGUALES en dignidad 
y derechos" (art. 1  ^ inc. 1 ); para particularizar luego "la 
igualdad ante la ley" (19-N& 2); "la igual protecciôn "de êsta 
en el ejercicio de los derechos (19- N* 3); "la igual reparti- 
ciôn de los tributos" y demâs cargas pûblicas (19-N* 20); la - 
igual opciôn a desarrollar cualquiera actividad econômica lîci 
ta y la igualdad de condiciones légales frente a la actividad 
empresarial del Estado o de sus organismes (art. 19 N* 21); "la 
no discriminaciôn arbitraria en el trato" que êstos deben dar 
a los particulares en materia econômica (19-N& 22); y"la igual 
opciôn a las funciones y empleos pûblicos" (art. 19-N* 17 y 38 
inc. 1^).
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2. LA IGUALDAD URBANISTICA.
2.1. La desigualdad del Planeamiento.
Si la Igualdad constituye -con toda evidencia- un va 
lor y un postulado en todos los ordenamientos jurîdicos occi 
dentales y una de las metas bâsicas de los estados socialis- 
tas (4), el Derecho urbanistico somete a dura prueba la reali 
zaciôn de este principio en los primeros. La igualdad quiebra, 
justamente, en el sistema de propiedad privada del suelo; y 
-como veremos al final del capîtulo- las soluciones apuntan, 
de manera similar a lo que ocurre con la funciôn social de la 
propiedad, a la socializaciôn del suelo urbanizable.
Este trance se origina -por una parte-, en la notoria 
incongruencia entre los intereses de los propietarios particu 
lares y los requerimientos colectivos que los Planes de ordena 
ciôn procuran définir; y -por la otra- en la absoluta y necesa 
ria prescindencia de aquellos en la elaboraciôn de éstos.
Ya hace harto mâs de un siglo, en 1861, ese notable 
precursor del urbanismo espanol que fué Ildefonso CERDA, se 
hacîa cargo de esta incongruencia. En su "Teorîa General de la 
Urbanizaciôn", decîa: "Es précise tener en cuenta que el piano 
de una ciudad en proyecto, co/nsiderado en relaciôn a la pro­
piedad territorial, puede estar concebido de manera que las 
alineaciones y longitudes de las calles se hallen subordina- 
das estrictamente a los limites perimetrales de la propiedad; 
en cuyo caso es a todas luces évidente que el trazado serâ tan 
anârquico, tan laberîntico, tan inconveniente y absurdo como lo 
es la actual subdivision del suelo; o bien, y êsto es lo mâs 
propio y racional, que prescinda por completo de las ridîculas 
e insostenibles exigencias impuestas por las formas capricho- 
sas y la extensiôn variada de la infinidad de propiedades en 
que estâ dividida la superficie sobre la cual haya de desarro 
llarse el proyecto, atendiendo sola y exclusivamente a lo que 
el bien general exija y la razôn aconseje" (5).
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Y como el bien general y la sana razôn aconsejan que se 
reconozca el hecho de las âreas urbanas consolidadas; que -en 
cambio- se prohiba terminantemente edificar en la mayor parte 
del territorio no urbanizable; y que se deje abierta, en secto 
res susceptibles de expansiôn de la ciudad, la posibilidad de 
convertir suelo rûstico no urbanizado en suelo urbano -opéra 
ciôn que es algo asî como la piedra filosofal del urbanismo- 
allî comienzan los propietarios a percibir el tratamiento desi 
gual con que el Plan desconcierta, sin remedio posible, sus ex 
pectativas igualitarias.
Pero no se detiene aquî -en la clasificaciôn de los 
terrenos- la acciôn discriminatoria del Plan. Viene, seguida 
mente, la calificaciôn del suelo urbano y del urbanizable; su 
distribuciôn en zonas, conforme a determinados usos o destinos; 
operaciôn que va a constituir un segundo factor de diferencia- 
ciôn. La zonificaciôn establecerâ âreas edificables y âreas no 
edificables; y dentro de las primeras, a cada zona diversifica 
da, se le asignarân diferentes niveles de uso o intensidad 
que agudizarân sus desigualdades relatives.
Por ûltimo, dentro de cada zona, las distintas parcelas 
de destino similar, pueden quedar afectadas de manera désignai 
por la localizaciôn de viarios, de âreas verdes, de servicios 
générales o de servicios pûblicos.
Lo que para el juriste es motivo de preocupaciôn igual^ 
tarie, para el planificador constituye, precisamente, un campo 
de diversificaciôn. Mientras el juriste se pregunta; -6 cômo po 
drîa obtenerse un resultado justo?, al planificador sôlo le in 
teresa cômo lograr la composiciôn têcnicamente mâs adecuada a 
los requerimientos de la ciudad. Y como es el Plan el que pré­
domina y "su objetivo no es el de hacer justicia, sino... con 
formar la realidad fîsica por êl contemplada segûn criterios fun 
cionales a los efectos de asegurar su armônica ordenaciôn" (5-A), 
el resultado tiene, por fuerza, que ocasionar desigualdades.
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Es tan manifiesta la falta de igualdad que los Planes 
suscitan que se ha llegado a decir que "el urbanismo es, por 
esencia, creador de desigualdades" (6 ). "La acertada frase 
'IGUALDAD DE OPORTUNIDADES PARA ALCANZAR UNA POSICION DESIGUAL' 
-sehala de DIEGO- aquî tiene perfecta cabida"; y su engarce con
el Plan de Ordenaciôn es perfecto y coherente. Y agrega que las
leyes del suelo "No son leyes de ordenaciôn del territorio, 
sino leyes de Ordenaciôn de Propiedades" (7).
Y a tal punto llega el fatalismo con que el legislador
asume estas desigualdades évidentes que, pese a postular el prin 
cipio de Igualdad (8 ), lo expresa en la L.S. de una manera nega- 
tiva: "La competencia urbanistica en orden al régimen del suelo 
comprenderâ las siguientes funciones: b) IMPEDIR LA DESIGUAL - 
ATRIBUCION de los beneficios y cargas del planeamiento entre 
los propietarios afectados..." (art. 3.2.b)-L.S.). Cierto es 
que la disposiciôn continûa diciendo: ..."e imponer la justa dis 
tribuciôn de los mismos". Pero todos sabemos que esa "justa di£ 
tribuciôn" es sôlo muy relative y parcialmente posible.
2.2. La igualaciôn, como intento corrector del Derecho urba­
nistico.
Con todo, si la planificaciôn es una têcnica al servicio 
de la eficacia, el D.U. pretende ser un instrumento al servicio 
de la Justicia.
Y, si en el caso especifico de las situaciones dominica 
les desigualadas a raîz del planeamiento, el sistema de la pro­
piedad privada individual torna imposible restablecer la igual­
dad plenamente, el D.U. procura -al menos- impedir desigualdades 
singularmente discriminatorias, resarcir los dahos patrimoniales 
que ellos pudieran ocasionar y procurar, hasta donde sea posible, 
una justa distribuciôn de las ventajas y de las desventajas que 
el urbanismo irroga.
De esta manera, el principio de la Igualdad, en materia 
urbanistica, se traduce en la similitud de oportunidades de todas
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las personas para desplegar -sujeta el planeamiento- su libre 
iniciativa en la actividad constructora, para ejercitar, con 
la misma libertad limitada, los derechos que se reconozcan o 
atribuyan a la propiedad del suelo segûn su clase y califica­
ciôn y para participar, equitativamente con los demâs, en el 
reparto de los beneficios y de las cargas urbanlsticas.
3. LA IGUAL DISTRIBUCION DE BENEFICIOS Y CARGAS URBANISTICAS
EN EL SISTEMA ESPANOL.
La legislaciôn espahola del suelo ha elaborado y perfeccio 
nado un sistema de distribuciôn igualitaria de los beneficios 
y cargas que -aun cuando no resuelve cabalmente un problema, 
por lo demâs, declarado insoluble- constituye un valioso y 
original aporte al Derecho Urbanistico, que merece destacarse.
Este sistema se articula a travês del mécanisme de la REPAR- 
CELACION y sobre la base de una têcnica consistante en aplicar 
un coeficiente denominado APROVECHAMIENTO MEDIO. Procuraremos 
explicar el origen del sistema en la L.S. de 1956 y su perfec 
cionamiento en la Ley de Refoma de 1975; asi como, tambien, su 
manera de operar y el âmbito que comprende.
3.1. La reparcelaciôn en la L.S. de 1956.
Con deliberado propôsito igualitario, la L.S. de 12-V- 
1956 decîa en su Exposiciôn de Motives;
"Importancia igual o mayor que la de los actos 
de primera parcelaciôn la tiene los que signi- 
fican una reparcelaciôn. Esta permite no sôlo 
regularizar lotes, sino distribuir justamente 
los beneficios y cargas derivados del planea—  
miento. Por ello, se considéra la reparcelaciôn 
como una pieza fundamental. En su virtud, y con 
el fin de superar la desigualdad con que los 
propietarios perciben y soportan los influjos 
de la ordenaciôn, a la que hay que atribuir, en 
gran parte, la escasa superficie dedicada a espa 
cios libres en nuestras ciudades, se da lugar, 
entre todos los propietarios de un polîgono o 
manzana, a una comunidad en la que cualquier 
propietario podrâ exigir la reparcelaciôn de los
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terrenos cuando resultaren destinados a viales 
o zonas verdes en desproporciôn con la superfi 
oie que le perteneciere respecto a la de otros 
y a la total del polîgono o manzana, o fueren 
edificables en volûmen inferior al general. Con 
esta justa distribuciôn de los beneficios y car 
gas del planeamiento se facilitarâ extraordina- 
riamente la acciôn urbanizadora, entorpecida por 
la oposiciôn, en este aspecto comprensible, de 
los propietarios de terrenos destinados a espa­
cios libres, cuando observan la depreciaciôn de 
los mismos correlative al enriquecimiento de los 
demâs propietarios circundantes" (9).
Como apunta SANZ BOIXAREU, la L.S. de 1956 ampliô con 
siderablemente el exiguo âmbito asignado anteriormente a la 
instituciôn reparcelatoria -limitado, antes, a la normalizaciôn 
de parcelas limîtrofes de linderos irregulares- para convertir- 
la, en têrminos del Mensaje de la Ley, en pieza clave de todo 
el sistema disehado en ella (1 0 ).
En esta ley, la reparcelaciôn -esto es, la redistribu 
ciôn entre sus duenos de las parcelas afectadas por el plan- 
se instrumentô "para distribuir justamente los beneficios y car 
gas de la ordenaciôn entre los propietarios de cada polîgono o 
manzana, considerados al efecto en comunidad" (art. 70.3^L.S. de 
1956) .
Asî, la ley intentaba remediar los agravios comparati- 
vos que sufrieran algunos propietarios mâs allâ de un cierto 
limite de tolerancia -un sexto, segûn la ley-; pero esta compen 
saciôn no pretendîa corregir las desigualdades de todo el sector 
planificado (que, al parecer, ni siquiera imaginô el legislador), 
sino sôlo las originadas -como se ha visto- dentro de "cada pol^ 
gono o manzana"; o, a lo sumo, las que fueren susceptibles de 
subsanarse constituyendo, con otro u otros polîgonos, una unidad 
reparcelable mâs extensa y operativa.
Sôlo despuês de estar la ley un tiempo en aplicaciôn pudo 
advertirse que a veces se producîan graves desigualdades, al com- 
parar las ventajas y cargas entre unos y otros polîgonos; y que
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la ley no permitîa corregirlas. Se daba, en ocasiones, el caso 
de un polîgono de zona verde total, en que sus duenos quedaban 
privados de cualquier aprovechamiento urbanîstico. Y se ha re- 
cordado -despuês- cômo la doctrina, para subsanar este proble­
ma, intenté construir la tesis de la "reparcelaciôn de unidad 
superior"; y cômo esta tesis se estrellô siempre contra la le­
tra inexorable de la ley, que consideraba precisamente a la - 
manzana y al polîgono, como las unidades superiores reparcela- 
bles (1 1 ).
3.2. La Reforma de la L.S. de 1975.
Asî pues, la L.S. de 2-V-1975 se viô en la necesidad
de revisar a fondo el sistema, en procura de una aplicaciôn mâs
efectiva del principio de Igualdad. Y, para lograrlo, extendiô 
el sistema corrector de la L.S. de 1956 a todo el suelo urbani­
zable programado (ver la tipologîa del suelo, en Espaha, en el 
capîtulo III, 4), mediante la aplicaciôn -en este tipo de nue 
vo suelo urbano (12)- del mecanismo del Aprovechamiento Medio 
que explicamos en su oportunidad.
Dice la Exposiciôn de Motives de la L.S. de 1975, en 
una declaraciôn de contenido general; "El Proyecto se inspira 
en el respeto al principio de igualdad ante la ley a partir de 
las mînimas exigencias de orden têcnico y econômico" (VI, ap. 
13). Y, en lo atinente a la materia que tratamos, especifica;
"Los planes sôlo atribuyen en suelo programado 
el derecho a un aprovechamiento medio (deducido 
del previsto en el propio Plan, el que corres­
ponde a la Administraciôn). Ningûn propietario 
adquiere drecho a un aprovechamiento superior 
al medio del Plan. Todos tienaia êl, en el pun 
to de partida, el mismo derecho. El principio de 
distribuciôn equitativa de las cargas y benefi­
cios del planeamiento que en la vigente Ley sôlo 
opera a nivel de sector, sin corregir las desi­
gualdades entre êstos por muy grandes que fueran, 
se lleva asî, para todo el suelo de nueva urban^ 
zaciôn, a sus ûltimas consecuencias" (13).
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3.3. Ambito de aplicaciôn del sistema.
Pese a haberse intentado extrapolar el sistema a las 
âreas urbanas, en los casos en que puedan configurarse situa­
ciones similares a las que la ley régula, y a que existe una 
corriente doctrinal proclive a la apertura legislativa en este 
sentido (14), lo cierto es que la L.S. sôlo contempla la apli­
caciôn del sistema reparcelatorio basado en el Aprovechamiento 
Medio (A.M.) en el suelo urbanizable programado a travês del 
Plan General (art. 12.2.2, letra b)-L.S. y art. 30, letra b) R. 
P.), y en el suelo urbanizable no programado a travês de los 
Programas de Actuaciôn Urbanistica (15).
Asî se desprende, por lo demâs, de la Exposiciôn de Mo 
tivos, en la parte transcrite, cuando ella se refiere a "todo 
el suelo de nueva urbanizaciôn"; y del silencio de la ley cuan 
do establece las determinaciones de todo orden que deben conte 
ner los Planes Générales Municipales de Ordenaciôn en el suelo 
urbano (art. 1 2 . 1 y 1 2 .2 .2 .1 ).
Quedan, pues, excluîdos de la aplicaciôn del sistema, 
tanto el suelo urbano como el suelo no urbanizable, que es in­
susceptible, en têrminos générales, de todo aprovechamiento ur 
banîstico.
3.4. El Aprovechamiento Medio (A.M.).
3.4.1. En quê consiste.
Un imperative metodolôgico nos induce a définir, 
primeramente, quê cosa es el A.M., antes de explicar cômo se de 
termina. Quizâs ocurra aquî -sin embargo- que no se llegue a sa 
ber exactamente en quê consiste el A.M. hasta verlo materializa 
do. Pero, en fin, ofreceremos las majores definiciones puestas 
a nuestro alcance, con la advertencia de que habrâ que volver 
sobre ellas despuês de conocer el procedimiento para determinar 
lo.
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Para GARCIA DE ENTERRIA y PAREJO,
"El aprovechamiento medio consiste en la conver 
si6 n bâsicamente de les contenidos sustantivos 
atribuidos al suelo en use (residencial, indus­
trial, etc...) e intensidad del mismo (edifica- 
ci6 n intensiva o extensiva, cerrada o abierta, 
en altura o no, etc...) -ambos contenidos diver 
SOS por naturaleza- en valores abstractos de 
cuantificaciôn comparative, intercambiables por 
responder a un mismo sistema de medida, y la ob 
tencidn de la media de todos los valores relati 
vos asî establecidos. Dicho de otro modo, es eT 
valor de medida que expresa en forma abstracta 
el contenido sustantivo en utilizaciôn del sue­
lo que el planeamiento atribuye en un territorio 
determinado e imputable en un 90 por 100 a todos 
y cada uno de los propietarios dominicales de ê£ 
te. Se trata, asî, de una têcnica al servicio de 
la gestiôn urbanîstica para instrumentar la ju£ 
ta y equitativa distribuciôn de los beneficios 
y cargas del planeamiento, en cuanto opera una 
transustanciaciôn de las determinaciones materia 
les de êste en unidades de medida abstracta, posi 
bilitando de esta forma la independizaciôn de 
aquella distribuciôn para con respecte a las 0£ 
ciones de ordenaciôn establecidas, las cuales no 
precisan, por tanto, ser cuestionadas para la re 
soluciôn adecuada de tal distribuciôn" (16).
Para SANZ BOIXAREU,
"En su dimensiôn redistributiva la figura del 
aprovechamiento medio significa la culminaciôn 
del proceso configurador del Plan sobre el dere 
cho de propiedad del suelo y la sublimaciôn tam 
bien del proceso de desconexiôn o independiza­
ciôn de la titularidad jurîdica sobre la finca 
o predio que constituîa originariamente su pro 
piedad".
Explica, luego, que
"El principio general es, pues, bien distinto 
del formulado en la Ley de 1956: el contenido 
del derecho de propiedad de cada finca lo marca 




"El derecho de propiedad, durante el proceso 
de urbanizaciôn, se convierte, en cierto modo 
- y dicho con todas las réservas necesarias 
que impone su configuraciôn real por el ordena 
miento jurîdico- en un derecho abstracto o ge- 
nérico, no sobre una parcela determinada s61o 
sobre lo que se le atribuye en un sector -des 
puês de una operaciôn compensatoria o reparce 
latoria- en la que se pueda verificar la ecua 
ci6n fundamental; el contenido del derecho de 
propiedad es igual al resultado de aplicar so 
bre la superficie originaria de su finca la - 
cifra del aprovechamiento medio del sector" (17)
Para GONZALEZ-BERENGUER, el A.M. se define por sus ob- 
jetivos que, a su juicio, serian très, a saber;
"a) El aprovechamiento medio es un intento de 
lograr un mâs perfecto mecanismo en el camino 
de conseguir la mâxima perecuaciôn en la con- 
currencia de beneficios y cargas".
"b) El aprovechamiento medio es un instrumen­
te que coadyuva como ningûn otro a proporcio- 
nar gratuitamente a la Administraciôn el suelo 
necesario para la implantaciôn de los sistemas 
générales (ademâs de la cesiôn del 10 por 100 
del propio aprovechamiento)".
"c) El aprovechamiento medio va a contribuer 
decisivamente a crear una vivencia social: la 
de que los propietarios de suelo s61o tienen un 
derecho de concurrir en determinada medida, y 
en funciôn tan s61o de sus respectives superf^ 
cies, a gozar de los beneficios del plan. Esta 
medida es el aprovechamiento medio, y s61o pue 
de determinarla la Adrainistraciôn " (18).
Veamos ahora el punto de vista en el que se sitûan los 
arquitectos urbanistes.
Para MARTIN-CRESPO DIAZ,
"El Aprovechamiento Medio es un intento legal 
de poner en manos del planificador y del poli­
tico del que dependa esta rama de la vida so­
cial, a costa de un mayor esfuerzo en la ges-
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tiôn, ventajas de las que antes no disponîa, pa 
ra conseguir una mejor utilizaciôn real del sue 
lo urbano",
"Valga esta introducciôn para justificar nues- 
tra posture, pues vemos en esta fôrmula de ges­
tiôn no un mecanismo de reparto de cargas y be­
neficios entre los propietarios del suelo urba- 
nizable, sino bâsicamente, un instrumento que 
permitirâ una mejor utilizaciôn del suelo, con£ 
tituyendo a su vez un mecanismo de reparto de 
las plusvalîas que genera el planeamiento entre 
la comunidad que acepta el Plan y los propieta­
rios de suelo que forzosamente han de ponerlo a 
disposiciôn de esta comunidad (cualquiera que 
sea el bénéficié que de ello obtengan), para po 
der realizarlo" (19).
Y, finalmente, para LANGLE GRANADOS,
"En lîneas générales, este nuevo mecanismo del 
aprovechamiento medio consiste en que cada pro- 
pietario del suelo afectado por la calificaciôn 
de suelo urbanizable programado tiene derecho a 
una cantidad de'algo*denominado aprovechamiento 
medio, que hay que materializarlo en una super­
ficie del espacio a travês de la reparcelaciôn.
'Ese algo' o aprovechamiento medio es un valor, 
que no tiene por quê ser un valor en pesetas, 
podrâ venir expresado en puntos, o en proporcio 
nés, etc. Es un valor comparativo entre secto- 
res, teniendo en cuenta las intensidades de los 
distintos usos y la clase de usos, excluyêndose 
los suelos que no tienen una rentabilidad econô 
mica para los particulares (parques, jardines 
pûblicos, etc.); pudiendo no excluirse los sue­
los que aunque fuesen de interês general, sin em 
bargo, tienen un uso lucrative, como, por ejem- 
plo, un suelo destinado a un centre comercial.
Es, pues, una escala que permite comparer los 
valores relatives entre las distintas califica- 
ciones de suelo, que el Plan General marca y de 
fine" (2 0 ).
3.4,2. Cômo se détermina el A.M.
No es pertinente, en un estudio que versa sobre 
Principios jurîdicos, explicar el largo y detallado procedimien
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to matemâtico que se utiliza para determinar, en concrete, el 
A. M. de toda una ârea de expansiôn urbana. Existen, por lo de 
mâs, minuciosas explicaciones de este procedimiento, elabora- 
das por expertes en una materia de alta especializaciôn (2 1 ), 
sobre la cual sôlo nos interesa delinear los principios géné­
rales .
Nociones previas.- Nos parece indispensable, 
antes de entrar en materia, clarificar dos nociones bâsicas 
que deberemos manejar, y establecer ciertas ideas previas pa­
ra la mejor comprensiôn del asunto.
Las nociones bâsicas son las de "sector" y de 
"zona", que corresponden a entidades diferentes (22). Siendo 
asi que ambas se refieren a una cierta ârea de terrenos, tie­
nen ellas una distinta connotaciôn, sin perjuicio de su dife- 
rente extensiôn.
La expresiôn "zona" viene connotada por el uso 
o destino que se asigna a las âreas correspondientes; asî se 
habla de zona industrial, residencial, de servicios, de ofic^ 
nas o de comercio (23). En cambio la idea de "sector" viene 
presidida por un criterio operativo: los sectores deben const^ 
tuir "unidades geogrâficas y urbanîsticas que permitan un de- 
sarrollo adecuado en Planes Parciales. Cada sector habrâ de 
ser objeto de un Plan Parcial cuya ejecuciôn se realizarâ en 
uno o varios pollgonos" (24).
De esta manera, al momento de operar, prima la 
idea de "sector", el que puede estar constituido por una o por 
varias "zonas" con destinos diferentes o con distintas intens^ 
dades de uso (25).
Tengamos présente -por ûltimo- cuatro ideas pre 
vias, relacionadas con la determinaciôn del A.M.
La primera es que êste debe referirse a la su­
perficie total del suelo urbanizable programado y a la de cada
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uno de sus sectores, si fuesen varios; sin perjuicio de des- 
contar los terrenos destinados a usos pûblicos (art. 30-b R.P.).
La segunda, de extraordinaria importancia prâcti 
ca, es que el A.M. se fija en cada cuadrienio de los que consuJ^ 
ta la Ley para la realizaciôn del Programa (26); toda vez que, 
en el desarrollo de êste, pueden variar sustancialmente los fac 
tores que intervienen en su determinaciôn.
La tercera consiste en recorder que el A.M. tam 
bien es susceptible de aplicarse al suelo urbanizable no progra 
mado; y que, en este caso, el procedimiento para determinarlo 
es el mismo que se utiliza en el programado y que luego veremos, 
por remisiôn expresa que hace el art. 72.2 del R.P. al art. 31 
del mismo.
Y la cuarta y ûltima -pero no la menos importan 
te- es que en toda esta operaciôn, la Administraciôn urbanisti- 
ca actuante se asegura el incremento del patrimonio municipal 
del suelo mediante la cesiôn obligatoria, gratuita y en espe- 
cie, que recibe de los propietarios beneficiados, del diez por 
ciento del A.M. obtenido, aplicado sobre los suelos urbanizados 
que resulten.
Determinaciôn del A.M.- El A.M. es un guarismo
o coeficiente final que se obtiene como resultado de una serie
de operaciones sucesivas y combinadas. En estas operaciones in
tervienen, como es natural, determinados factores. Pero es de
senalar que algunos de ellos -y sôlo algunos- son producto de
2la realidad, como las superficies expresadasen m de las fincas, 
sectores y zonas; otros, son el resultado de la potestad urba­
nîstica -planificadora- de la Administraciôn, como ocurre con
el volûmen de edificabilidad, que aquî se mide en m edifica-
2
bles (en planta) por m de superficie (art. 31.3 R.P.); y otros, 
en fin, -como la asignaciôn de coeficientes de sector y de zona- 
son solo el producto del raciocinio -mâs o menos motivado- de 
los planificadores (27). Estos coeficientes sôlo pueden ser 
iguales o inferiores a la unidad.
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Veamos, pues -con estas ideas previas y la ex- 
plicaciôn de los factores que intervienen- cômo se articulan 
las operaciones encaminadas a descifrar la incôgnita del A.M.
Primera operaciôn.- Estâ destinada a obtener el 
coeficiente de homogeneizaciôn de cada zona. Homogeneizar con­
siste aqui en reducir a un mismo gênero entidades tan distin—  
tas como son las cualificaciones de los distintos usos asigna- 
dos, las cuantificaciones de su intensidad-multiplicada por los 
distintos usos- y los factores que determinaron la diferencia- 
ciôn de los sectores (28).
a) La Administraciôn urbanîstica debe asignar, 
a cada zona, un coeficiente que exprese el valor que el Plan 
atribuye a cada uso -y a la intensidad de cada uso- con relaciôn 
a los demâs (arts. 30-c); 31.1.1* y 31.7 del R.P.).
b) Debe, tambien, asignar a cada sector un coe­
ficiente mediante el cual se reflejen globalmente las diferen- 
cias existantes entre ellos y que estên motivadas por su situa 
ciôn respecto de los sistemas générales y demâs elementos urba 
nos significativos, las caracterîsticas del respective suelo y 
su incidencia en los costos de urbanizaciôn y edificaciôn y 
cualquiera otra circunstancia relevante (arts. 31.1.2* y 31.7 
R.P.).
c) El coeficiente de homogeneizaciôn de cada 
zona -dentro de cada sector- se obtiene multiplicande el de la 
letra a) por el de la letra b); y, como ambos, deben ser o igua 
les o inferiores a la unidad, el resultado serâ siempre 1 o frac 
ciôn de 1. (art. 31.2 y 31.7, parte final del R.P.).
Para ilustrar esta operaciôn, agregamos dos lâ- 
minas de dibujos que integran el trabajo de RODRIGUEZ-AVIAL 
LLARDENT, citado en la Nota 21. La primera lâmina: LXXVII, sôlo 
intenta describir el Municipio de AMedia con su suelo urbano y 
sus âreas urbanizables (Fig. 1) y el ârea que se ha resuelto de 






La segunda lâmina: LXXVIII, que es la que nos 
interesa, contiene todo el suelo urbanizable programado pre- 
visto por el P.G.M.O,, con sus sectores: S y sus zonas: Z, a 
desarrollarse en dos etapas. Los sectores ubicados al Norte 
del eje del camino principal comprenden zonas residenciales 
diversificadas, en cada sector, por su intensidad de uso. Lo 
propio ocurre en los sectores situados al sur del camino-eje, 
cuyas zonas industriales ,^cliversifican -en cada sector- de la 
misma manera. El cuadro de coeficientes que se inserta sôlo se 
refiere a los sectores de la primera etapa; y contiene los coe 
ficientes asignados a las cinco Zonas -tanto residenciales co 
mo industriales- de que ella consta (2a. columna vertical), y 
los coeficientes de los très Sectores (el Sector 3 estâ fisi- 
camente dividido en dos espacios), que aparecen en la cuarta 
lînea horizontal. El recuadro de encuentro entre ambos tipos 
de coeficientes -los de zonas y los de sectores- estâ dividi­
do por una linea oblîcua. En la parte superior de ella apare- 
ce la cifra exacta del coeficiente, logrado por la multiplica 
ciôn de los respectives factores; en la parte inferior, en cam 
bio, se indica el coeficiente "ajustado" o rectificado, en la 
forma que autoriza el art. 31.2, parte final del R.P.
Segunda Operaciôn.- Estâ destinada a determinar 
el aprovechamiento total de cada Zona.
Este se obtiene multiplicande su superficie por
la edificabilidad correspondiente que -para poder homogeneizar
2 2 la operaciôn -se expresa en m edificables por cada m de sue­
lo y por el respective coeficiente de homogeneizaciôn obtenido 
en la operaciôn anterior (art. 31.3 del R.P.).
Tercera Operaciôn.- Estâ destinada a obtener el 
aprovechamiente total de cada sector ; pero sôlo tiene interês 
practicarla si en êl existen varias zonas.
Para ello se suman, simplemente, los aprovecha- 
mientos obtenidos para cada zona del Sector, en la operaciôn 
anterior (art. 31.4, primera parte del R.P.).















Cuarta Operaci6n .— Estâ destinada a obtener el 
aprovechamiento total del suelo urbanizable programado para ca 
da cuatrienio.
Para este efecto, se suman los aprovechamientos 
de todos los Sectores en que pudiera estar este suelo dividido 
(art. 31.5, primera parte del R.P.).
Con estas operaciones estamos en condiciones de 
obtener el A.M. de cada Sector y el A.M. de todo el suelo urba­
nizable programado para cada cuatrienio.
Para el primer efecto se divide el aprovechamien 
to del sector -obtenido en la tercera operaciôn- por la superf^ 
cie total del mismo (art. 31.4, parte final del R.P.).
Para el segundo efecto se divide el aprovecha­
miento de todo el suelo urbanizable programado -obtenido en la 
cuarta operaciôn- por la superficie total del suelo programado 
para el respectivo cuatrienio (art. 31.5, parte final del R.P.).
De esta manera sencilla creemos haber logrado 
explicar, cehidos a la legislaciôn, la forma de obtener este 
instrumento de distribuciôn equitativa de los beneficios y car 
gas urbanîsticas, a cuya aplicaciôn pasaremos a referirnos.
3.4.3. Aplicaciôn del Aprovechamiento Medio.
Hasta el momento de concluir los câlculos que 
determinan el A.M. del suelo urbanizable programado y de cada 
sector, este forma parte del planeamiento y, por eso, estâ con 
templado por la ley entre las determinaciones del Plan General 
(art. 12.2.2.b)-L.S.); y, por lo mismo, se régula en detalle 
en el Reglamento de Planeamiento (arts. 30 al 33 y 72.2 R.P.).
Sin embargo, no debe olvidarse que la concreciôn 
material del A.M, -como mecanismo corrector de desigualdades- 
se sitûa en la fase de la ejecuciôn del urbanisme; y es por
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ésto que el art. 84.2 de la Ley utiliza el A.M. "a los efec­
to s de la gestiôn urbanîstica", y desarrolla su mecânica en 
el Reglamento de Gestiôn (arts. 46-57 R.G.).
De acuerdo con estas disposiciones, la aplica 
ciôn del A.M. se efectûa en dos niveles; a nivel de sector y 
a nivel de cada finca o parcela.
Aplicaciôn del A.M. a nivel de sectores.- La 
Ley no contempla -como pudiera imaginarse- una compensaciôn en 
terrenos entre sectores con diverso aprovechamiento medio, de 
manera que la extensiôn de los que resulten con A.M. inferior 
al general pudiera aumentarse a costa de los que hubieren obte 
nido uno superior.
El sistema procura que el diseno de los sectores 
-o de los polîgonos o unidades de actuaciôn en que aquêllos se 
dividen- corresponde a un criterio operativo fîsico, têcnico y 
econômico; y dotado, en estos aspectos, de autonomie (art. 
117.2-L.S.). Por otra parte, los Sectores no son entidades per 
sonificadas susceptibles de reporter perjuicios o beneficios, 
como ocurre con los duehos de las respectives fincas, en cuyo 
nivel -como veremos- van a operar las compensaciones.
A nivel de Sector, es la Administraciôn la que 
actûa como câmàra de compensaciôn de las diferencias comparât! 
vas que puedan producirse.
Naturalmente, las situaciones problemâticas se 
darân cuando el A.M. de un sector sea superior o sea inferior 
al A.M. calculado para la totalidad del suelo del que cada sec 
tor forma parte.
En el primer caso, es decir, "cuando el A.M. de 
un sector exceda al de la totalidad del suelo urbanizable pro­
gramado, el exceso serâ de cesiôn obligatoria y gratuita". (art.
84.2, ap. 2 L.S.). Interesa aclarar que la Administraciôn no es 
cesionaria inmediata del correspondiente exceso de suelo, como
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lo es -en cambio- del 10% del A.M. La Administraciôn lo recibe, 
como se ha dicho, a tltulo fiduciario, con el objeto de formar 
un fondo comûn de suelos capaz de compenser a los duehos de fin 
cas que "no alcancen al 90% del aprovechamiento que les corres­
ponde " (art. 84.4-L.S.) o a los duehos de terrenos en que se 
localicen los sistemas générales y que -junto con quedar despro 
vistos de aprovechamiento- no seen expropiados de esos terrenos 
Sôlo una vez practicadas estas adjudicaciones compensatorias, 
la Administraciôn pesa a ser cesionaria, a tîtulo definitivo, 
de^xcedente no adjudicado (art. 46.3 letra b)-R.G.).
En el segundo caso, es decir, "Si el aprovecha­
miento medio de un sector fuese inferior al de la totalidad del 
suelo urbanizable programado, se disminuirân proporcionalmente 
las cargas que implique la gestiôn urbanîstica, sufragando el 
reste el Ayuntamiento u ôrgano urbanîstico actuante" (art. 84.2 
ap. 3-L.S.).
Evidentemente, esta "disminuciôn de las cargas 
urbanîsticas" no puede ir en desmedro del planeamiento o en de 
trimento de los estândares respectives, como serîa -por ejemplo- 
reducir las âreas verdes o el ancho de las calles o eliminar o 
disminuir algunas cesiones obligatorias de las que la ley pre£ 
cribe. Se ha dicho que este alivio compensatorio consiste en 
que "la Administraciôn asume una parte de los deberes funciona 
les que impone la Ley a los propietarios"; y que esta contribu 
ciôn bien puede situarse en los "costes de urbanizaciôn" a los 
que se refiere el art. 122-L.S. (29).
Aplicaciôn del A.M. a nivel de fincas o predios
individuales.-
El aprovechamiento de cada finca se obtiene "re
firiendo a su superficie el A.M. del sector en que se encuentre
enclavada, sin que tenga relevancia al respecto su calificaciôn
concreta en el Plan" (art. 84.2, letra b); es decir, se obtiene
2
multiplicande el A.M. del sector por el nûmero de m de la su­
perficie de la finca.
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Esta disposiciôn es la que sirve de base para 
sostener; a) el cambio fundamental del sistema de la L.S. de 
1956 -en que el contenido material del dominio venia dado por 
la aplicaciôn, a la superficie de cada predio, de las determi 
naciones de calificaciôn urbanîstica del Plan- por el derecho 
a obtener -sin que tenga relevancia dicha calificaciôn- un 
aprovechamiento real équivalente a la aplicaciôn del A.M. del 
sector a la superficie de la parcela originaria; y b) la con 
versiôn de los contenidos sustantivos atribuidos al suelo, en 
uso e intensidad, en valores abstractos de cuantificaciôn corn 
parativa e intercambiable, mediante la aplicaciôn del aprove­
chamiento medio (30). En una expresiva calificaciôn, PERALES 
MADUEfîO se refiriô tempranamente a este fenômeno como una "de£ 
materializaciôn del contenido del derecho de propiedad" (31). 
GONZALEZ PEREZ considéra el art. 84 L.S. como "la norma mâs elo 
giable de cuantas se han introducido por la reforma de 1975"; 
y ahade que, si ella résulta opérante, "se habrâ dado un paso 
decisivo en la realizaciôn del principio de igualdad" (32).
No olvidemos, sin embargo, que como el aprove­
chamiento de cada finca estâ referido al A.M. del sector en que 
estâ situada, el de êste puede haber resultado superior o infe 
rior al A.M. de la totalidad del suelo programado. Si fuê supe 
rior, ese A.M. quedô igualado por la cesiÔn obligatoria y gra­
tuita del execedente, como ya vimos. Si fuê inferior, el apro­
vechamiento de la finca tambiên serâ inferior al A.M. general; 
y la necesaria compensaciôn corresponderâ hacerla al Ayuntamien 
to u ôrgano urbanîstico actuante, a travês del sistema de reduc 
ciôn proporcional de las cargas de la gestiôn urbanîstica; mate 
ria a la que tambiên nos referimos (art. 84.2 ap. 3-L.S.).
Como el principio de igualdad exige que a cada 
propietario se atribuya el A.M. de la totalidad del suelo, en 
el evento que una finca "no alcance el 90% del aprovechamiento 
que le corresponde (considerada la deducciôn del 10% del A.M. 
de cesiôn obligatoria), deberâ compensarse, por adjudicaciôn de 
terrenos edificables en âreas de situaciôn y condiciones simila 
res " (art. 84.4-L.S.). Entra aquî a operar el fondo comûn de
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suelos al que anteriormente nos referimos aludiendo a esta dis 
posiciôn. Si el déficit de la finca fuese inferior a un 15%, 
puede ser compensado en dinero, a criterio de la Administraciôn.
Llegados a este punto, y para adquirir una justa 
perspectiva, nos parece convenience distanciarnos un poco del 
tema especîfico que venimos tratando, para explicar el conjunto 
de las obligaciones y cargas que asumen los propietarios de te­
rrenos ubicados en el suelo de nueva urbanizaciôn. Ello, a obje 
to de no dejar la errônea impresiôn de que las cesiones deriva- 
das de un mecanismo corrector de desigualdades son las ûnicas 
que ellos soportan.
Al rêvés, son estos propietarios los que asumen 
el mayor nûmero de cargas y obligaciones, por entenderse que re 
portan el especial bénéficie de introducir en el trâfico urbano 
bienes que, con anterioridad,estaban privados de aprovechamiento 
urbanîstico.
En resumen, el conjunto de estas obligaciones y 
cargas-que vimos en el Capîtulo anterior- es el siguiente;
"a) Ceder obligatoria y gratuitamente a favor del 
Ayuntamiento o, en su caso, ôrgano urbanîstico ac 
tuante, los terrenos que se destinen con carâcter 
permanente a viales, parques y jardines pûblicos, 
zonas deportivas pûblicas y de recreo y expansiôn, 
centres culturales y docentes y demâs servicios 
pûblicos necesarios.
b) Ceder obligatoria y gratuitamente el 10 por 
100 restante del aprovechamiento medio del sector 
en que se encuentre la finca.
c) Costear la urbanizaciôn.
d) Edificar los solares, cuando el Plan asî lo 
establezca y en el plazo que el mismo sehale", 
(Art. 84.3-L.S.).
El art. 46.3 del R.G. agrega la cesiôn obligato­
ria y gratuita del excedente de aprovechamiento medio que tenga 
atribuido un sector sobre el correspondiente a la totalidad del 
suelo programado; cesiôn que, afecta, proporcionalmente, a todos 
los propietarios de ese sector.
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3.5. La Reparcelaciôn.
Queda por despejar una ûltima interrogante; -cCômo se 
materialize, en una finca real y concreta, el A.M.?; o, en 
otras palabras, -cCômo, una finca de determinada ubicaciôn, 
superficie y registre dominical, se ve afectada por la apli­
caciôn del A.M.?.
A esta pregunta responds GARCIA DE ENTERRIA cuando dice 
que "La determinaciôn del aprovechamiento real en funciôn de 
esa cuota (el A.M.) y la localizaciôn de êste en una parcela 
concreta ya ajustada al planeamiento, sôlo puede tener lugar 
a travês de la reparcelaciôn" (33).
PERALES MADUENO sehala que esta instituciôn es comple 
mentaria del aprovechamiento medio. Si êste "entraha una ope­
raciôn de nivelaciôn intersectorial desde el Plan General", 
la reparcelaciôn "es una operaciôn posterior al Plan Parcial 
(art. 13-L.S.) que tiende a adjudicar las parcelas definitivas 
una vez definida la compléta ordenaciôn y distribuidos todos 
los usos y equipamientos de este grado de planeamiento" (34).
- cEn quê consiste la Reparcelaciôn?. Es la propia Ley 
la que define esta figura en sus dos fases: de agrupaciôn de 
fincas y de su posterior repartimiento. Dice el art. 97:
"1. Se entenderâ por reparcelaciôn la agrupa­
ciôn de fincas comprendidas en el polîgono o 
unidad de actuaciôn para su nueva divisiôn ajus 
tada al Plan, con adjudicaciôn de las parcelas 
resultades a los interesados, en proporciôn a 
sus respectivos derechos.
2. La reparcelaciôn tiene por objeto distribuer 
justamente los beneficios y cargas de la ordena­
ciôn urbanîstica, regularizar la configuraciôn 
de las fincas y situar su aprovechamiento en zo­
nas aptas para la edificaciôn con arreglo al Plan'.'
Mucho se ha discutido acerca de la naturaleza jurîdica 
de esta instituciôn, asimilândola a una permuta forzosa, o a la 
subrogaciôn real, y hasta a la expropiaciôn forzosa, sin cuidar
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se -como apunta GONZALEZ PEREZ- de no "confundir los efectos, 
con la esencia misma de la instituciôn"; ya que "lo que impor 
ta es verificar a quê concepto general puede referirse la rea 
lidad en que la instituciôn consiste". Concluye, este autor, 
que estamos en presencia de un acto administrative -el acuerdo 
aprobatorio de la reparcelaciôn- de los que producen efectos 
jurîdico-privados (35). En esta misma lînea, GARCIA DE ENTERRIA 
especifica que "la reparcelaciôn no es sino la pieza ûltima del 
proceso de definiciôn sucesiva del contenido urbanîstico del de 
recho de propiedad", tal como viene definido en la Reforma de 
la L.S. (36).
No es el caso describir en detalle todos los requisitos, 
el contenido, el procedimiento y los efectos jurîdico-reales y 
econômicos de la reparcelaciôn (37) ; aspectos que trata en for 
ma resumida la L.S. (arts. 97 al 102) y a los que el R.G. dedi 
ca sendos capitules del Tîtulo III (arts. 71 al 130).
Para la debida comprensiôn de la respuesta a la interro 
gante con que iniciamos este pârrafo, nos parece suficiente el 
resumen que sigue:
A.- Objetivos de la Reparcelaciôn (Rp.):
"a) La distribuciôn justa entre los interesados de 
los beneficios y cargas de la ordenaciôn urbanîstica.
b) La regularizaciôn de las fincas para adaptar su 
configuraciôn a las exigencias del planeamiento.
c) La situaciôn, sobre parcelas determinadas y en 
zonas aptas para la edificaciôn, del aprovechamiento estable- 
cido por el Plan.
d) La localizaciôn sobre parcelas determinadas en 
zonas aptas para la edificaciôn del aprovechamiento que corre£ 
ponde a la Administraciôn actuante, cuando se trate de suelo 
urbanizable programado o incluido en un programa de actuaciôn 
urbanîstica". (art. 72.1. R.G.).
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B.- No obstante situarse la Rp. en la fase de ejecu­
ciôn de la actividad urbanîstica, ella no serâ necesaria "cuan 
do el Plan se ejecute por el sistema de compensaciôn o de ex­
propiaciôn" (art. 73-b)-R.G.). No es necesaria en la expropia 
ciôn porque en ese sistema precisamente es la Administraciôn 
la que asume los beneficios y cargas de la urbanizaciôn y al 
dueho le corresponde sôlo la indemnizaciôn expropiatoria. Y
no lo es en el sistema de compensaciôn, porque en êste, el 
acuerdo de reparcelaciôn se sustituye por el acuerdo de compen 
saciôn, cuya aprobaciôn definitiva produce los mismos efectos 
que aquêl (art. 174.4-R.G.).
C.- Son partes en la Rp.:
"a) Los propietarios de los terrenos afectados y, 
en su caso, los titulares de terrenos afectados por sistemas 
générales que hayan de hacer efectivo su derecho en el polîgo 
no de que se trate.
b) Los titulares de derechos reales sobre los mi£
mos.
c) Los arrendatarios rûsticos y urbanos.
d) Cualesquiera otros interesados que comparezcan
y justifiquen su derecho o interês legîtimo". (Art. 76.1 -R.G.).
Tambiên lo es, sin duda, la Administraciôn urbanîstica, 
como beneficiaria y titular del 10% del A.M. (art. 85.1 -R.G.).
No obstante lo cual, sôlo tienen derecho a la adjudica­
ciôn en propiedad de las fincas résultantes,los propietarios de 
las fincas situadas en la unidad reparcelable, la Administraciôn 
en la parte que le corresponde y aquellos propietarios de suelo 
exterior al polîgono que tengan reconocido el derecho a partici 
par en las adjudicaciones, por estar destinado su suelo a siste 
mas générales y no haberse aplicado la expropiaciôn forzosa (arts.
85.1 y 71.2 -R.G.).
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Ademâs, "los titulares de derechos reales que no se extin 
gan con la reparcelaciôn, aunque no se les mencione en el proyec 
to, serân adjudicatarios en el mismo concepto en que lo fueron 
anteriormente, por aplicaciôn del principio de subrogaciôn real", 
(art. 85.2 -R.G.).
D.- "El derecho de los propietarios afecta­
dos serâ proporcional a la superficie de sus respectives fincas 
que quede comprendida en la unidad reparcelable". (art. 86.1-R.G.).
E .- No obstante ser el A.M. una unidad de valoraciôn ab£ 
tracta, la superficie reparcelable susceptible de aprovechamien­
to privado debe valorarse, a fin de determinar el importe de las 
indemnizaciones que procedan por diferencias de adjudicaciôn (arts.
88.1 y 88.4 -R.G.).
La valoraciôn tomarâ en cuenta el volûmen edificable ex 
2 2presado en m x m , como base susceptible de corregirse en con- 
sideraciôn a los siguientes factores, a los que se asignarâ un 
coeficiente debidamente justificado; uso asignado por el plan, 
situaciôn, caracterîsticas, clase, calidad y destino de las edi 
ficaciones previstas por el plan y grado de urbanizaciôn (arts.
88.2 y 88.3 -R.G.).
F.- Una vez establecida la cuantîa de los derechos de 
los propietarios, aportantes, el R.G. establece algunos crite- 
rios de distribuciôn, y su carâcter prioritario o subsidiario, 
en los arts. 93 al 197.
G.- El procedimiento de reparcelaciôn concluye con la 
aprobaciôn definitiva del proyecto de reparcelaciôn (arts. 102,
103, 108 y 110 -R.G.). El acuerdo de reparcelaciôn es impugna­
ble (art. 112).
H.- Una vez firme, en vîa administrative, el acuerdo 
de aprobaciôn definitiva de la Rp., se procédé a otorgar escri 
tura pûblica o documente autêntico en que constarâ la individua 
lizaciôn de las fincas résultantes, los titulares a quienes se
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adjudiquen -incluîda la Administraciôn- y el concepto en que lo 
fueren; y los demâs antecedentes indicados en el art. 113 -R.G.
El art. 114 sehala la forma en que se procédé a las nuevas in£ 
cripciones y a la cancelaciôn y concordancia de las antiguas.
I.- Por ûltimo, el art. 122 se refiere a la subrogaciôn 
real de las fincas antiguas por las nuevas, cuando hubiere co- 
rrespondencia, sin soluciôn de continuidad; y el efecto de tîtu 
lo de adquisiciôn originaria, del acuerdo de reparcelaciôn, cuan 
do no haya esa correspondencia. Y los arts. 127 al 130 tratan de 
los efectos econômicos de la reparcelaciôn, incluidos los de ca­
râcter tributario.
Al concluir este capîtulo no podemos eludir una referen 
cia al testimonio que, sobre esta materia, ofrece Josê-L. GONZA 
LEZ-BERENGUER en su trabajo "Una aproximaciôn a la Teorîa del 
Aprovechamiento Medio", que aquî hemos citado.
Dice asî, en su "Comentario final":
"La teorîa de aprovechamiento medio es una de 
de las innovaciones mâs elogiables de la nueva 
ley. Dentro de un mundo de economîa capitaliste 
no se puede llegar mâs lejos. Pero encuentro ca 
si insuperable su dificultad de aplicaciôn. Den 
tro de la soluciôn capitaliste, lograr una total 
perecuaciôn de beneficios y cargas es imposible.
La soluciôn es otra. De ella vengo escribiendo 
desde hace veinte ahos -los veinte ahos que lie 
vo dedicado al estudio de la problemâtica urba 
nîstica-. Acabo estas lîneas recordando, por 
ejemplo, lo que escribî hace diez ahos (vêase 
mi libro "La reparcelaciôn y otros estudios so­
bre Urbanismo y vivienda", Madrid, 1967). Decîa 
yo asî:
"Este libro defiende la socializaciôn del suelo 
urbano. Creo que frente al fenômeno de la concen 
traciôn urbana es perfectamente posible una solu 
ciôn cristiana, una soluciôn no liberal ni marxis 
ta, una soluciôn socialista" (pâg. 12)... "Dogmâ- 
ticamente no es concebible otro suelo urbano que 
el suelo pûblico. Es decir, de la misma manera 
que hay ciertos bienes que por su trascendencia 
sobre el conjunto de la economîa nacional no pue 
den ser dejados en manos privadas (este es uno 
de los criterios que justifican las hacionaliza- 
ciones, segûn la "Mater et Magistra") , del mismo modo
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la trascendencia que en todos los ôrdenes tie 
ne la propiedad del suelo urbano, lo hace ab- 
solutamente insusceptible de ser objeto de pro 
piedad privada" (pâg. 44)... "como, a partir 
de los estudios de AMOROSO, han demostrado los 
economistas (por todos, el espahol SANTILLANA), 
la actual situaciôn détermina inexorablemente 
que a determinados niveles de renta sôlo sean 
posibles viviendas de cierto nûmero de metros 
cuadrados por persona. Y en los niveles norma­
les del pueblo espahol -del pueblo, no de las 
clases altas- esta regia da lugar a superficies 
angustiosamente bajas por persona. De aquî sôlo 
puede salirse, aparté del "birth control", accio 
nando cuatro palancas y nada mâs que cuatro; dos 
a largo plazo (reducciôn de costos en la construe 
ciôn o elevaciôn real de la renta por habitante), 
y dos a corto plazo (elevaciôn del îndice de edi- 
ficabilidad, dato que estâ demostrado que influi- 
rîa mînimamente en el precio final), y reducciôn 
drâstica del precio de los solares (léase social^ 
zaciôn del suelo). A la vista del planteamiento 
precedents, dîgase si moralmente hay o no razones 
para defender la socializaciôn del suelo urbano" 
(pâg. 46)... "Este libro pretende poner un grano 
de arena en pro de la soluciôn socializadora, 
pues estimo harto probado que la soluciôn liberal 
no es tal soluciôn. Ni lo es en êste, ni lo es 
hoy ya -por desgracia o por suerte- en ningûn 
otro terreno. El dilema del futuro, se ha dicho 
por labios autorizados, no se plantea entre solu 
ciones individualistas y soluciones colectivis- 
tas, sino entre un colectivismo humano y cristia 
no y un colectivismo ateo y marxista. Y en mate­
ria de organizaciôn del rêgimen del suelo, la so 
luciôn es la colectivista. No es otra, no puede 
ser otra, que la socialista" (pâg. 54)".
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N O T A S  (CAPITULO IV -TERCERA PARTE)
(1): Cfr. el art. 2* de la Constituciôn de Francia de 1958:
"La divisa de la Repûblica serâ: 'Libertad, Igualdad, Fra 
ternidad'".
(2): El art. 1.1 de la C.E. establece que "Espaha... propugna 
como valores superiores de su ordenamiento jurîdico la 1^ 
berta3^ la justicia. Ta igualdad y el pluralisme politico".
(3): Sobre el tema, vid.: Pablo LUCAS VERDU, "Estimativa y Polî 
tica Constitucionales", Publicaciones Fac. de Derecho, U. 
Complutense, Madrid, 1984; pâgs. 15 y ss., 155 y ss y 167 
y ss.; y Antonio HERNANDEZ GIL, "Sistema de Valores en la 
Constituciôn", en "La Constituciôn de la Monarquîa Parla- 
mentaria", F.C.E. Mêxico-Madrid-B. Aires, 1983, pâgs. 125 
y ss.
(4): Vid. Cap. VI: arts. 34 al 37 de la Constituciôn de la U.R.
S.S.; el art. 154 de la Carta de la Repûblica Socialista 
Federativa de Yugoeslavia; el art. 67.2 de la Const, de la 
Rep. Popular de Polonia; el art. 20 de la Const, de la Rep. 
Democrâtica Alemana; y el art. 20 de la Carta de la Rep. So 
cialista de Checoeslovaquia.
(5): Cit. por M. BASSOLS COMA en su trabajo, todavîa inédito, 
"Panorama Constitucional y Legislativo del Urbanismo espa 
hol".
(5-A): T. R. FERNANDEZ, "Reflexiones en torno al Principio de
Igualdad en el Ordenamiento Urbanîstico", en R.D.U. N* 65, 
1979, pâg. 16.
(6): J. GONZALEZ PEREZ, "Principios Générales del Derecho Urba­
nîstico", Conferencia cit., pâg. 300.
(7): Alvaro de DIEGO, "El Negocio Jurîdico-Urbanîstico", en R. 
D.U. N& 74, 1981, pâg. 58.
(8): Ver Exposiciôn de Motivos de la L.S. de 1956 (III, ap. 8) 
y Exp. de Motivos L.S. de 1975 (V, ap. 5 y VI, ap. penûlti 
mo), en "Comentarios a la Ley del Suelo", de J. GONZALEZ 
PEREZ, cit., pâgs. 65 y ss.
(9): Ver GONZALEZ PEREZ, op. cit. en (8), pâg. 70.
(10): Pedro J. SANZ BOIXAREU, "La Distribuciôn de los Beneficios 
y Cargas del Planeamiento y el Aprovechamiento Medio"; R.
D.U. N& 54, 1977, pâg. 14.
(11): T. R. FERNANDEZ, "Reflexiones en torno al Principio de Igua^ 
dad...", cit., pâg. 17.
(12): GARCIA DE ENTERRIA, a sôlo un aho de promulgada la L.S. de
1956, advirtiô su carâcter de "Ley de Ensanche"; esto es.
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villa, 1957). T. R. FERNANDEZ, quien lo cita, sehala que 
esta orientaciôn, infortunadamente, persistiô en la Re­
forma de 1975. Cfr. a este ûltimo, "Reflexiones...", cit. 
pâg. 15 y 20.
(13); Expos, de Motivos L.S. 1975, V, ap. 5, Vid. GONZALEZ PE­
REZ, "Comentarios..." cit.; pâgs. 81-82.
(14): Sobre estas situaciones y las llamadas "Transferencias 
de Aprovechamiento Urbanîstico" (TAU) en suelo urbano,
Vid.; Javier GARCIA BELLIDO y Luis Ma. ENRIQUEZ DE SALA­
MANCA, "Transferencia del Aprovechamiento Urbanîstico", 
en R.D.U. N& 65, 1979, pâgs. 39-85. Alberto BLASCO TOLE­
DO, "La Transferencia de J^a/. Urb.; su aplicaciôn prâc- 
tica"; R.D.U. N& 65, pâgs. 89-111. Jorge CASTANYER VILA, 
"Transfer of Developments Rights" (Las TAU en USA y Bi- 
bliografîa) R.D.U. N* 65; pâgs. 121-132. Y L.M. ENRIQUEZ 
DE SALAMANCA, "La Transferencia del derecho de edifica­
ciôn en la legislaciôn francesa" (y Bibliografîa), R.D.
U. N^ 65, pâgs. 113-119. Ver, tambien GARCIA DE ENTERRIA 
y PAREJO, "Lecciones...", cit., pâgs. 484 y ss.; Javier 
SALAS, "Beneficios y cargas derivados de la Ordenaciôn 
Urbanîstica"; R.A.P. N& 92, 1980, pâgs. 142 y ss.; y T.R. 
FERNANDEZ, "Reflexiones en torno al Principio de Igualdad.'.' 
cit., pâg. 25.
(15); En relaciôn con los PAU, ver los arts. 16.2, letra b); 44, 
56, 85, 117 y 146 y ss. L.S.
(16); E. GARCIA DE ENTERRIA y L. PAREJO, "Lecciones de Derecho 
Urbanîstico", cit., pâg. 458.
(17); SANZ BOIXAREU, op. cit., pâgs. 22 a 24.
(18); J. L. GONZALEZ-BERENGUER URRUTIA, "Una aproximaciôn a la 
Teorîa del Aprovechamiento Medio", en R.D.U. N& 48, 1976, 
pâg. 83-84.
(19); José MARTIN-CRESPO DIAZ, "Problemâtica del Aprovechamiento 
Medio", R.D.U. N& 50, 1976, pâgs. 14-15.
(20); Francisco LANGLE GRANADOS, "Aprovechamiento Medio; Conce£ 
to, Objetivos, Desarrollo y Comentario", R.D.U. N& 49,
1976, pâg. 80.
(21); De los numerosos estudios sobre la materia, nos atrevemos 
a recomendar, por su claridad, los de J. MARTIN-CRESPO 
DIAZ, "Problemâtica del Aprovechamiento Medio", cit. en
(19); y "Aprovechamiento Medio-Estudio del mecanismo para 
su obtenciôn"; de Luis RODRIGUEZ-AVIAL LLARDENT, en R.D.U. 
N& 85, 1983, pâgs. 103 y ss.; que tiene la ventaja de si­
tuar la explicaciôn sobre un Ayuntamiento hipotêtico; AMe 
dia, en el cual se va desplegando -con pianos y cuadros de 
câlculos- la compleja problemâtica del tema.
(22); En la legislaciôn chilena, "sector" y "zona" son sinônimos.
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art. 2& de la O.G.C.U.
(23); Cfr. los arts. 30 letra c) y 31.1 ap. 1* del R.P.
(24); Cfr. los arts. 32 ap. 1 y 2 y 33.1 del R.P.
(25); Cfr. los arts. 31.2 y 31.4 del R.P.
(26); Cfr. los arts. 12.1 letra c) L.S.; y 23.3 y 30-b del R.P.
(27); Cfr. los arts. 30-c; 31.1 ap. 1& y 2* y 31.7 del R.P.
(28); Vid. J. MARTIN CRESPO, op. cit., pâgs. 18 y ss.
(29); SANZ BOIXAREU, op. cit., pâgs. 29-30.
(30); Vid. GARCIA DE ENTERRIA y PAREJO, "Lecciones..." cit., 
pâgs. 458-59.
(31) ; Francisco PERALES MADUEfîO, "La Reforma de la Ley del Sue
lo"; R.D.U. N& 49, 1976, pâgs. 51 y 53.
(32); J. GONZALEZ PEREZ, "Comentarios..." cit., vol. I, pâg.
678.
(33); GARCIA DE ENTERRIA, "Lecciones..." cit., pâg. 470.
(34); F. PERALES MADUEfîO, op.cit., pâg. 54.
(35); J. GONZALEZ PEREZ, "Comentarios...", cit., T. I, pâgs.
729 a 731.
(36); GARCIA DE ENTERRIA, "Lecciones...", cit., pâg. 471.
(37); Sobre esta materia, vid. Antonio CARCELLER FERNANDEZ, "La 
Reparcelaciôn en el Texte Refundido de la Ley del Suelo",
R.D.U. N^ 49, 1976, pâgs. 63 y ss.
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CAPITULO V ; EL PRINCIPIO DE LA PARTICIPACION.
1. LA PARTICIPACION, EN GENERAL.
Dice LOPEZ RODO que "la lînea de la historia sehala una cre 
ciente aspiraciôn de la sociedad a participar en las tareas pû 
blicas" (1).
Esa aspiraciôn se palpa hoy, mâs que nunca, por todas partes 
Los publicistas ya no se refieren a la democracia como un sis­
tema representativo, sino como un sistema participativo (2).
Las Encîclicas papales apuntan a la necesidad de hacer partîci 
pes a los ciudadanos, de las decisiones pûblicas y de los bene 
ficios de la civilizaciôn moderna. SCHMITT-GLAESSER, en una ex 
presiôn afortunada ha hablado de la existencia de una euforia 
de participaciôn (Partizipationeuphorie) y CHEVALIER, de una 
"ideologîa de la participaciôn" (3).
1.1. Antecedentes histôricos.
No siempre habîa ocurrido asî. Y, sin embargo, el vie 
jo anhelo del pueblo de ser tomado en cuenta por el soberano 
y la necesidad de êste de conocer -de alguna manera- las asp_i 
raciones de sus sûbditos hacen que esta instituciôn -a travês 
del derecho de peticiôn- hunda sus raîces muy adentro de la 
historia.
Se ha dicho que "el derecho de peticiôn es un modo de 
participaciôn social en el quehacer politico" (4). LOPEZ RODO 
nos recuerda que este derecho tiene antigua tradiciôn en Euro 
pa y Amêrica. Por lo que toca al legado jurîdico espahol, la 
historia arranca de los antiguos Reinos que integraban la Pe­
ninsula en la êpoca de la Reconquista.
"El recurso al Monarca -sehala este autor- 
es conocido por el Derecho medieval tanto 
en Castilla como en Aragôn, hasta el punto 
de extender, en favor de quienes acuden al 
Rey, la 'paz regia' o 'tutela' propia de
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Palacio. Pedro II de Aragôn, en las Cortes 
de Barcelona de 1198, garantiza bajo su per 
sonal protecciôn a los sûbditos que acudan 
a su curia, y otro tanto hace Alfonso X, el 
Sabio, en las Partidas. Alfonso XI resuelve 
recibir en audlencia a sus sûbditos dos ve- 
ces por semana en lugar pûblico, *do nos 
puedan ver y llegar ante Nos'. Cuando Juan I 
amplîa a très dîas esta costumbre regia, lo 
hace -segûn déclara- para que allî ocurran 
todos los que quisieren 'para nos dar peti- 
ciones o decir las cosas que nos quieran de 
cir de boca'" (5).
En la historia politica de Inglaterra, el Bill of Rights, 
aprobado por el Parlemente en 1689, y promulgado por Guillermo 
III en 1702, proclama que "los sûbditos tienen el derecho de pre 
sentar peticiones al Rey, siendo ilegales las prisiones y vejâme 
nés de cualquiera clase que sufran por esta causa".
Y, en lo que concierne a los Estados Unidos de Nortea 
mêrica, la I Enmienda a la Constituciôn -aprobada en 1791- pre£ 
cribia que "el Congreso no harâ ninguna Ley por la que se limi­
te el derecho del pueblo a reunirse pacîficamente y a pedir al 
Gobierno la reparaciôn de sus agravios" (6).
Naturalmente, es muy distinta la naturaleza de la parti 
cipaciôn despuês que el dogma de la sumisiôn del pueblo al po- 
der monârquico ha sido sustituido por el dogma de la soberanîa 
popular. Sin embargo, la transferencia de este poder a los 6r- 
ganos de gobierno en el clâsico sistema representativo provoca 
rîa una escisiôn creciente entre Estado y sociedad -como luego 
veremos- dejando la participaciôn reducida, por mucho tiempo, 
al nivel local de los Municipios y, en niveles mâs altos, al 
periodo de las contiendas électorales. Se trataba de una part^ 
cipaciôn politica que se iniciaba y concluia con la emisiôn del 
sufragio.
Con todo, el cauce participative se fue abriendo por 
el lado de la Administraciôn. "En una democracia -ha dicho 
GLADDEN- el Gobierno es un asunto de todos los ciudadanos, y 
la Administraciôn es el aspecto del gobierno que mâs intima
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y continuamente roza la vida de todos ellos" (7).
1.2. Relieve actual de la Participaciôn.
Como observâbamos al comienzo, la idea-fuerza de la 
participaciôn surge con inusitado vigor en todos los âmbitos 
y niveles.
Estâ recogida, como veremos luego, en todas las Con£ 
tituciones democrâticas. El Anteproyecto de Carta Europea de 
la Ordenaciôn del Territorio (8) dedica dos claûsulas y un 
pârrafo a la participaciôn. Establece, como caracterîsticas, 
que la ordenaciôn territorial "debe ser democrâtica, global, 
funcional y prospectiva" (N^ 13). Y especifica luego que "de 
mocrâtica" significa que ella "debe ser conducida de una for 
ma democrâtica con vistas a asegurar la participaciôn de la 
poblaciôn afectada y de sus représentantes politicos a todos 
los niveles y en todas las etapas de su proceso" (N* 14). E£ 
ta declaraciôn pone de manifiesto la identificaciôn de la de 
mocracia,como sistema,con la participaciôn como su instrumen 
to bâsico de desarrollo.
Recientemente se ha publicado en Espaha el nuevo tex 
to de la Ley Reguladora de las Bases del Rêgimen Local. En el 
Preâmbulo de dicha Ley puede leerse; "La experiencia histôri- 
ca demuestra de modo irrefutable que el florecimiento de la 
vida local presupone el disfrute de amplia autonomia nutrida 
por la participaciôn autêntica de los vecinos" (9).
Y luego, en el pôrtico de su art. 1.1., la Ley décla­
ra: "Los Municipios son Entidades bâsicas de la organizaciôn 
territorial del Estado y cauces inmediatos de participaciôn 
ciudadana en los asuntos pûblicos, que institucionalizan y ge£ 
tionan con autonomia los intereses propios de las correspon- 
dientes colectividades" (9-A).
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2. LA PARTICIPACION COMO PRINCIPIO CONSTITUCIONAL EN EUROPA 
Y AMERICA.
2.1. La Participaciôn en las Constituciones europeas.
En Alemania Federal y en Bélgica la participaciôn sô- 
lo estâ considerada en su antigua modalidad del derecho de pe 
ticiôn, pero puede ser ejercitado en forma individual o colec 
tiva.
En la Grundgesetz alemana de 1949, el art. 17 dice:
"Todos tendrân derecho individualmente o en 
grupo a dirigir peticiones o quejas por es- 
crito a las autoridades compétentes y a la 
representaciôn del pueblo" (10)•
La Carta belga, en su art. 21, reza:
"Todo el mundo tendrâ derecho a dirigir a 
las autoridades peticiones firmadas por una 
o varias personas.
Solo las directivas constituidas podrân di­
rigir peticiones en nombre de una colectiv% 
dad" (11).
La Constituciôn Italiana de 1947 contempla, ademâs de 
formas especîficas de participaciôn -como es la de orden pol^
tico, a travês de los partidos (art. 49), y la laboral, en la
gestiôn de las empresas (art. 46)- una participaciôn general 
cuyo texto, referido a los trabajadores, debe entenderse en 
relaciôn con el art. 1^ que define a Italia como "una Repûbl^ 
ca democrâtica fundada en el trabajo".
Dice el art. 3*, apartado 2, en una disposiciôn que 
très dêcadas mâs tarde servirâ de fuente en la C.E., lo si- 
guiente:
"Constituye obligaciôn de la Repûblica su- 
primir los obstâculos de orden econômico y
social que, limitando de hecho la libertad
y la igualdad de los ciudadanos, impiden el 
pleno desarrollo de la persona humana y la
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participaciôn efectiva de todos los trabaja- 
dores en la organizaciôn politica, econômica 
y social del pais" (12) .
La Constituciôn de Grecia de 1975, en su art. 5.1, es­
tablece :
"Cada une tendrâ derecho a desarrollar libre 
mente su personalidad y a participar en la 
vida social, econômica y politica del pais 
con tal que no atente a los derechos de los 
demâs ni viole la Constituciôn ni las buenas 
costumbres"(13).
La Carta Fundamental portuguesa de 1976, contempla, en 
su art. 47.1, la participaciôn politica; en el art, 49, el de­
recho de peticiôn y la acciôn popular; y en el art. 48.1, la - 
participaciôn en la vida pûblica, de la siguiente manera:
"Todos los ciudadanos tendrân derecho a tomar 
parte en la vida politica y en la direcciôn
de los asuntos pûblicos del pais, directamen-
te o por medio de représentantes libremente 
elegidos".
Esta disposiciôn debe entenderse en concordancia con 
la del art. 9, letra b) que, en la parte pertinente, sehala 
entre las tareas fundamentales dél Estado; "asegurar la parti 
cipaciôn organizada del pueblo en la resoluciôn de los proble 
mas nacionales" (14).
Por ûltimo, en el âmbito europeo, la C.E. de 1978 ofre 
ce el mâs amplio elenco de formas participativas y de disposi-
ciones que las contienen. Dos disposiciones sirven de marco ge
neral y de plataforma de impulsiôn a este derecho;
Dice el art. 23.1 (aunque ensombrecido por la limita- 
ciôn que le impone el art. 13-2);
"Los ciudadanos tienen el derecho a participar 
en los asuntos pûblicos, directamente o por me 
dio de représentantes, libremente elegidos en 
elecciones periôdicas por sufragio universal".
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Dice el art. 9.2, en la parte pertinente;
"Corresponde a los poderes pûblicos... facili 
tar la participaciôn de todos los ciudadanos 
en la vida politica, econômica, cultural y so 
cial".
No obstante lo cual, la participaciôn aparece explici- 
tamente promovida en los siguientes sectores especificos; a tra 
vês de los partidos politicos, para concretar el valor superior 
del pluralisme (art. 1.1), en el art. 6; en la programaciôn ge­
neral de la ensenanza, a todos los sectores afectados (27.5); y 
en el control y gestiôn de los centres éducatives sostenidos 
por la Administraciôn con fondes pûblicos,a los padres y alim 
nos, en su case (art. 27.7); a la juventud (art. 48); a las aso 
ciaciones de consumidores (art. 51.2); en el âmbito legislative, 
para la iniciativa popular de proposiciones de ley (art. 87.3); 
en las decisiones politicas de especial trascendencia, median- 
te el referêndum (art. 92); en el âmbito administrative -en un 
aspecto especificamente aplicable al Derecho urbanistico- la au 
diencia a los ciudadanos o a sus organizaciones y asociaciones 
reconocidas, en el procedimiento de elaboraciôn de las disposi­
ciones (Planes de ordenaciôn urbana, en este case) que les afec 
ten (art. 105-letra a); la C.E. contempla la participaciôn "en 
la Adminsitraciôn de Justicia mediante la instituciôn del Jura 
do", y el ejercicio de la acciôn popular (art. 125); la de "los 
interesados en la Seguridad Social y en la actividad de los or- 
ganismos pûblicos cuya funciôn afecte directamente a la calidad 
de la vida o al bienestar general" (art. 129.1); y, en fin, con 
sulta la participaciôn, a travês de un Consejo Asesor, en la 
elaboraciôn de los proyectos de planificaciôn (art. 131.2) (15).
2.2. La Participaciôn en las Constituciones americanas.
En el mundo americano el principle de la Participaciôn 
estâ encarnado principalmente a nivel municipal y en las organi^ 
zaciones comunitarias (16). Su inserciôn constitucional se ad- 
vierte en las nuevas Cartas Fundamentales -como la del Perû- o 
en las que han sido objeto de reforma reciente, como la de Mêxi 
co.
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En la Constituciôn de la Naciôn Argentina de 1853, en 
la Reforma de 194 9, art. 14, se reconoce a "todos los habitan 
tes de la Naciôn" el derecho "de peticionar a las autoridades"
(17) .
La Constituciôn de la Repûblica Federativa de Brasil,de 
1967, entre los Derechos y Garanties Individuales que consagra 
el art. 153, asegura -en el pârrafo 30- "a cualquiera persona 
el derecho de representaciôn o de peticiôn a los Poderes Pûbl^ 
cos, en defense de derecho o contra abusos de autoridad". Y, 
en el pârrafo 31 del mismo articule, establece que "cualquier 
ciudadano serâ parte légitima para entablar acciôn popular ten 
diente a anular actos lesivos al patrimonio de entidades pûbl^ 
cas " (18).
La Constituciôn Politica del Perû de 1979,dedica varias 
e interesantes disposiciones a la Participaciôn. Su art. 2*
N& 16, establece que "Toda persona tiene derecho; A participar, 
en forma individual o asociada, en la vida politica, econômica, 
social y cultural de la Naciôn". El N^ 18 del mismo articulo con 
sagra el derecho "A formuler peticiones, individual o colectiva- 
mente, por escrito, ante la autoridad compétente, la que estâ 
obligada a dar al interesado una respuesta tambiën escrita den 
tro del plazo legal". El silencio de la autoridad se presume de 
negatorio.
El art. 64, contenido en el Capitule que trata "De los 
Derechos Politicos", dice -en su inciso primero- "Los ciudada­
nos tienen el derecho de participar en los asuntos pûblicos, di 
rectamente o por medio de représentantes libremente elegidos en 
comicios periôdicos, y de acuerdo con las condiciones détermina 
das por ley".
El art. 75, ubicado en el Capitule "De los Deberes", 
cierra el circuito al sehalar que "Es deber ciudadano sufragar 
en comicios politicos y municipales... asi como participar en 
el quehacer nacional" (19).
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La C. Pol. chilena de 1980 reconoce la participaciôn 
orgânica de los grupos intermedios, "y les garantiza la ade- 
cuada autonomia para cumplir sus propios fines especificos"
(art. 1* inc. 3) .
Atribuye al Estado el deber de "asegurar el derecho 
de las personas a participar con igualdad de oportunidades en 
la vida nacional" (art. 1* inc. 5).
Garantiza a los partidos politicos y a los indepen- 
dientes la plena igualdad en su participaciôn en los procesos 
électorales y plebiscitarios (art. 18 en relaciôn con el art.
19 N& 15, inc. 5) .
Asegura a todas las personas "el derecho de presenter 
peticiones a la autoridad, sobre cualquier asunto de interês 
pûblico o privado" (art. 19-N* 14).
Y canaliza la participaciôn ciudadana a travês de las
Municipalidades a las que define como Corporaciones... "cuya
finalidad es satisfacer las necesidades de la comunidad local
y asegurar su participaciôn en el progreso econômico, social y
cultural de la Comuna" (art. 107). Para este efecto, se créa,
un
en cada Municipalidad,/Ôrgano colegiado asesor -al que nos re 
feriremos con mayor detalle en la Cuarta Parte (Cap. V , 4.1)- 
el Consejo de Desarrollo Comunal, que "tiene por objeto aseso- 
rar al alcalde y hacer efectiva la participaciôn de la comunidad 
en el progreso econômico, social y cultural de la comuna" (art. 
110). Sin perjuicio de ello, en cada una de las trece regiones 
en que estâ dividido el pals se consulta un Consejo Regional de 
Desarrollo -integrado por autoridades y por miembros designados 
por los principales organismes pûblicos y privados del ârea te­
rritorial, con representaciôn mayoritaria del sector privado- 
el cual "tiene por objeto asesorar al intendante y contribuir 
a hacer efectiva la participaciôn de la comunidad en el progre 
so econômico, social y cultural de la regiôn" (arts. 101 y 102)
(20) .
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Por ûltimo, la Constituciôn Politica de los Estados 
Unidos Mexicanos de 1917, despuês de la Reforma del 2 de fe- 
brero de 1983, dispone -en su art. 26- "un sistema de planea 
ciôn democrâtica del desarrollo nacional que imprima solidez, 
dinamismo, permanencia y equidad al crecimiento de la econo- 
mia". Y, en el inciso 3 del mismo articulo, dispone que "La 
ley facultarâ al Ejecutivo para que establezca los procedi—  
mientos de participaciôn y consulta popular en el sistema na 
cional de planeaciôn democrâtica".
Como puede advertirse, la ola de la Partizipationeu- 
phorie de que nos habla Schmitt-Glaeser, tambien ha alcanza- 
do a las Constituciones.
3. CONCEPTO Y FORMAS DE LA PARTICIPACION CIUDADANA EN LA AC­
TIVIDAD ADMINISTRATIVA.
3.1. Concepto general.
Participaciôn es "acciôn y efecto de participar". Y 
"participar" significa "tener uno parte en una cosa o tocarle 
algo en ella" (R.R. Acad.). A este respecto, apunta LOPEZ RODO 
que "cada persona guarda, respecto de la comunidad, la misma 
relaciôn de la parte con el todo" (22). Esta idea encierra una 
connotaciôn mâs vigorosa que la de "tener parte": la de ser 
parte.
Se produce, en la participaciôn, la convergencia de 
très pianos: uno psicolôgico, existante en el participante; 
uno sociolôgico, existante en la comunidad en torno al proyec 
to en el que se participa; y uno jurîdico, consistante en su 
regulaciôn por el derecho.
Por eso, participar es -a una vez- sentirse participe; 
tener motivaciones para formar parte de un grupo o de un
proceso de dimensiôn colectiva; y ejercitar el derecho-deber de 
contribuir a la ideaciôn y a la realizaciôn de ese proceso y a 
la dinâmica del grupo hacia el logro de sus fines.
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Entrando derechainente al tema del epîgrafe, GARCIA DE 
ENTERRIA justifica la participaciôn del administrado en las 
funciones administrativas en "la necesidad de una interiorizaciôn 
(o acercamiento, al menos) del poder en la sociedad, sustituyen 
do la antigua separaciôn entre sociedad y Estado, que fue base 
de la construcciôn liberal, por una 'ôsmosis' recîproca (Fors- 
thoff). En segundo têrmino, y como un desarrollo de lo anterior, 
la exigencia de 'desalienar' el poder, de romper el secreto y, 
con êl, la autonomia burocrâtica, de luchar contra el riesgo in 
menso que el gobierno por burôcratas supone para nuestro tiempo, 
de sacar a la luz la Arkanverwaltung, los arcana principis, en 
donde se rompe la 'identidad entre gobernantes y gobernados', 
que es el gran dogma democrâtico y social contemporâneo. Final^ 
mente, la conveniencia, como têcnica elemental de eficiencia, 
de complementer, si no sustituir, la tradiciôn de la Administra 
ciôn autoritaria con una Administraciôn 'participada' o concer- 
tada" (23).
Y luego, delimitando el concepto, sehala que interesa 
retener la idea del fenômeno participative como "la actuaciôn 
ciudadana determinada por una apreciaciôn libre del interês ge­
neral, normalmente voluntaria, aunque eventualmente incluse for 
zosa -siempre que êsta no defina una situaciôn relativamente per 
manente y general ni una ocupaciôn astable- y no profesionaliza 
da o retribuida dentro del sistema de intercambio de bienes y 
servicios" (2 3-A).
En orden a interpretar, conceptuar y tipificar las di­
ver sas formas que este fenômeno reviste en el seno de la Admi­
nistraciôn, SANCHEZ MORON plantea la participaciôn como una - 
ideologia del Estado neocapitalista y neoliberal -en la etapa del 
Estado de masas-, y como un dispositive -o un elenco de dispositi 
vos- puestos a su servicio con el objeto de servir de puente para 
salvar la separaciôn existante entre el Estado y la sociedad ci­
vil, que estâ en la base de todo el Derecho liberal, incluido el 
derecho administrativo (24).
Citando a GARCIA PELAYO, advierte que "en cada coyuntura
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histôrico-polîtica hay unos vocablos cargados de prestigio 
que tendencies politicas diverses pueden tratar de atraer pa 
ra si, aunque ello sea contrario al sentido originario y a la 
formulaciôn clara y distinta de sus conceptos". Y anade:
"Algo de esto sucede con el concepto de par­
ticipaciôn. Originariamente nace como un in- 
tento de superaciôn de la degeneraciôn forma 
lista de la democracia liberal representati­
ve. Se parte de la constataciôn de que la de 
mocracia de masas lleva a un nuevo autorita- 
rismo burocrâtico contra el que el constitucio 
nalismo y la defense de la libertad individuel 
ofrecen escaso remedio. Se propone con diver­
ses matizaciones y con distinto grado de madu 
raciôn teôrica la superaciôn de ese nuevo au- 
toritarismo mediante la prolongaciôn de la re 
presentaciôn politica a otros âmbitos del apa 
rato institucional. No basta la mere represen 
taciôn parlamentaria o municipal. Es necesario 
introducir la democracia en el seno de la so­
ciedad del capitalisme monopoliste, principal 
mente, por tanto, en la Administraciôn pûbli­
ca y en la empresa. Esta séria una primera 
aproximaciôn al concepto de participaciôn. En 
este sentido se habla de democracia participa 
tiva como superaciôn de la democracia represen 
tativa" (25).
3.2. Clases de participaciôn.
Especifica SANCHEZ MORON, que "Participaciôn administra 
tiva", en sentido muy genérico, significa; "tomar parte en la 
elaboraciôn de las decisiones formalizadas como funciones adm^ 
nistrativas". Agrega que, dentro de este concepto tëcnicamente 
vacuo, puede sehalarse una primera divisiôn categorial: la par 
ticipaciôn interna, la externa y la interorgânica o intersubje 
tiva.
La participaciôn interna "consiste en la intervenciôn 
de los que trabajan en el seno de la Administraciôn pûblica en 
el proceso de formaciôn de la decisiôn administrativa".
La externa "se refiere a la intervenciôn de los indiv^ 
duos y grupos sociales, exteriores a la organizaciôn administra 
tiva, en las funciones, decisiones y actividades formalmente con 
sideradas como administrativas".
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La interorgânica o intersubjetiva "hace referencia a 
los supuestos de interrelaciôn entre diferentes unidades adm^ 
nistrativas" (26).
Asi definidos los conceptos, adelantêmosnos a puntua- 
lizar que la participaciôn a la que se refieren las Constitu­
ciones que hemos citado, el encuadre general que hemos hecho 
del tema y el enfoque de la legislaciôn del suelo a la que va 
mos a referirnos, excluyen las llamadas "participaciôn inter­
na" y "la interorgânica o intersubjetiva". Por lo demâs, nos 
parece que la primera corresponde, mâs bien, al ejercicio or- 
dinario de funciones o de competencies; y la ûltima -frecuente, 
por lo demâs, en la Administraciôn urbanistica- es un supuesto 
aplicativo del principio de coordinaciôn, al que se refiere el 
art. 103.1 de la C.E., al interior de la Administraciôn.
La participaciôn externa -la ûnica que serâ materia de 
nuestro estudio- definida, para los efectos operativos, como una 
interconexiôn o interrelaciôn entre los particulares y la Admi­
nistraciôn, es la que posibilita "que el ciudadano intervenga 
en las decisiones administrativas con el objeto de expresar, 
por si o a travês de las organizaciones sociales correspondien 
tes, los intereses comunes de un grupo o catégorie de personas, 
bien a travês del procedimiento de elaboraciôn de las decisiones 
o bien mediante una intervenciôn dirigida a determiner la compo- 
siciôn del ôrgano administrativo que tome parte en la decisiôn"
(27) .
3.3. Formas de la participaciôn externe.
Bajo este amplio supuesto formai caben numerosas figuras 
participativas entre las que destacan;
A.- La participaciôn procedimental.- En la cual, la Ad­
ministraciôn, en el curso de elaboraciôn de la decisiôn escucha 
y pondéra libremente el aporte de uno o varios interesados que 
lo hacen como exponentes de intereses difusos de carâcter colec 
tivo y no como titulares de derechos subjetivos.
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B.- La participaciôn consultiva.- En que tambien la de 
cisiôn administrativa es libre; pero la contribuciôn participa 
tiva proviene de determinadas organizaciones sociales a las 
que se atribuye el carâcter de portadoras de los intereses co- 
lectivos que las agrupan.
C.- La participaciôn negociada o consensuada.- En la 
cual se suscita una conciliaciôn de intereses entre los pûbl^ 
cos y générales de la Administraciôn y los intereses colecti- 
vos del grupo u organismo participante; pero de tal manera, que 
esa conciliaciôn compromete las decisiones de la Administraciôn 
en el sentido delconsenso.
D.- La participaciôn orgânica.- En la cual "la inter­
venciôn del particular o del grupo social portador del interês 
colectivo se encauza a travês de un ôrgano administrativo de de 
cisiôn, o bien de control de las decisiones burocrâticas o de 
una actividad administrativa especifica". (Es el caso de los 
Colegios Profesionales, de los Centros de Padres, o de las lia 
madas, en el derecho espahol "Entidades Urbanisticas colabora- 
doras", que tienen carâcter administrativo; art. 26 R.G.).
E .- Las llamadas "formas de democracia directa".- En 
las que la ciudadania sustituye a la Administraciôn en la deter 
minaciôn de una medida concreta de carâcter administrativo. Su 
expresiôn mâs caracteristica es el referêndum, aunque tambien • 
debe considerarse aqui la iniciativa popular (28).
Ahora bien, todas estas figuras o formas participativas 
puede reconducirse a dos grandes tipos de participaciôn, que son 
a los que se refieren las Constituciones en general y las leyes 
urbanisticas en particular.
Ellas son la participaciôn individual; êsto es, el ejer 
cicio personal y directo del derecho a hacerlo; y la participa­
ciôn colectiva, es decir, la que se ejercita a travês de los - 
grupos, estamentos o estructuras sociales organizadas.
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3.4. La participaciôn individual.
El derecho a participar que las Constituciones recono- 
cen no debe identificarse con el ejercicio de los derechos sub 
jetivos ni de sus respectives acciones. La hipertrofia del con 
cepto de la participaciôn lleva, a veces, a confundir cualquier 
acto individual que pueda tener incidencia colectiva -y que ac 
to no la tiene- con una acciôn participative.
Nosotros hemos reservado este calificativo sôlo para 
aquellas accioifes que representan o defienden el "interês gene­
ral" -como dice GARCIA DE ENTERRIA- o "los intereses comunes" 
a los que alude SANCHEZ MORON. Aunque tambien puede hacerse re 
ferencia a los "intereses difusos" y a los "intereses colecti- 
vos", en la nomenclatura definida por NIGRO (29).
Esta caracteristica -fundamental, a nuestro juicio,de 
la participaciôn- es la que explica la legitimidad de quien pue 
de, no obstante hacerlo en forma individual, obrar eficazmente 
en materias en la que no actûa intereses propios sino los de un 
grupo o colectivo al que no représenta formalmente; o en que los 
destinatarios de la acciôn en que participa son una pluralidad 
de ciudadanos. En taies casos, se considéra al participante in­
dividual como portador legitimo de taies intereses générales, 
comunes, difusos o colectivos.
En la participaciôn individual se dan très figuras ca- 
racteristicas; la intervenciôn procedimental, el referêndum y 
la elecciôn de représentantes a un ôrgano administrativo.
La procedimental -que vamos a encontrar regulada con cier 
ta frecuencia en el derecho urbanistico- tiene por objeto auscul­
ter la opiniôn de los interesados en el problème que va a ser ma­
teria de la decisiôn administrativa en el respective procedimien­
to.
Ya hemos visto que la consulta participative no oblige 
a la Administraciôn, por muchas que seen las opiniones concordan 
tes con las cuales ella tenga que discrepar.
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Pero la propia lôgica de la consulta participative ex^ 
ge que si la Administraciôn, al resolver, se aparta de ella, 
esa discrepancia deba motivarse, a fin de no frustrer la razo 
nabilidad de la participaciôn y aquélla en que -presumiblemen 
te- deben fundarse las decisiones administrativas.
SANCHEZ MORON sehala que, en la prâctica, la Adminis­
traciôn hace "poco caso de la intervenciôn del particular" o 
la tiene en cuenta sôlo de acuerdo a la importancia social del 
interlocutor. Y que, a las escasas posibilidades que tiene el 
individuo aislado de influenciar la decisiôn del poder pûblico, 
se ahaden la falta de informaciôn que como individuo soporta, 
asi como la imposibilidad del particular de dominar el asunto 
en que participa, en su globalidad (30).
Con relaciôn al referêndum, si bien es cierto que la 
decisiôn final es colectiva, no lo es menos que la acciôn ré- 
ferendaria en que la participaciôn consiste, se ejercita de 
manera individual.
La escasa frecuencia de este instrumente no debe disi^ 
mular su enorme importancia en la decisiôn de asuntos de inte 
rés colectivo. Son numerosos -por via de ejemplo- los Estatu- 
tos Régionales italianos que, tomando pie en el art. 123 de 
la Constituciôn, han regulado "el ejercicio del derecho de 
iniciativa y del referêndum sobre leyes y medidas administra­
tivas de la Regiôn".
En el campo de la participaciôn electiva de représen­
tantes en el seno de entidades administrativas, se puede men- 
cionar la elecciôn de los consejos de los Colegios Profesiona 
les, de las Universidades, o de las directivas de ciertas en­
tidades que, a su vez, tendrân luego una funciôn participati- 
va (31). En estes casos, el interês difuso es sustituido por 
intereses colectivos perfectamente determinados por los fines 
de las respectivas corporaciones o asociaciones.
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3.5. La Participaciôn colectiva.
La participaciôn colectiva es la de las Corporaciones, 
asociaciones o grupos; y se la reconoce como "mâs efectiva, mâs 
incisiva en têrminos générales que la participaciôn individual".
Pueden darse dos supuestos participativos substancial- 
mente diferentes; el de participaciôn abierta o indeterminada 
y el de participaciôn selectiva que, ademâs, es excluyente de 
otras organizaciones potencialmente capacitadas para participar.
En la participaciôn abierta se reconoce a todas las or 
ganizaciones que sean portadoras de determinados intereses di­
fusos o colectivos -por ejemplo a todas las asociaciones comu­
nitarias existantes en un barrio que se proyecta remodelar- su 
derecho a exponer las pretensiones de taies intereses. Basta, 
en este caso, comprobar la identidad de la organizaciôn con ta 
les fines, para admitir su participaciôn. Y, "puesto que el - 
criterio fundamental es el de la finalidad de la organizaciôn, 
en este caso, legitimaciôn participativa y representatividad 
vienen a confundirse."
Sin embargo, se da la situaciôn -frecuente en la part^ 
cipaciôn laboral- de que, ante un interês colectivo definido, 
y en presencia de numerosas organizaciones que son portadoras 
légitimas y representativas de ese interês, la Administraciôn 
sôlo admita la participaciôn de algunas de ellas, excluyendo, 
consecuentemente, a las demâs.
El criterio selectivo que prédomina es el de "la fun- 
cionalidad que para el mantenimiento del sistema présenta cada 
organizaciôn". Naturalmente, este criterio va a tener como re- 
sultado la preferencia de la organizaciôn mâs numerosa o mâs 
influyente, en desmedro de las otras que, no sôlo se verân ex- 
cluidas de la participaciôn, sino que tendrân que resignarse a 
que la organizaciôn seleccionada sea tambiên la portadora de 
sus propios intereses (32).
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El tema participative en la Administraciôn es notable 
mente frondoso y rico en experiencias. Pero nos parece que la 
sîntesis que antecede es suficiente para entrar en la materia 
urbanistica.
4. LA PARTICIPACION EN EL URBANISMO.
4.1. Justificaciôn de la participaciôn urbanistica.
Aunque parezca lo contrario, son los ciudadanos -y no 
los funcionarios ni los empresarios- los llamados a définir cô 
mo deben ser las ciudades.
Frente a "la horrible e irracional estructura, llena 
de frustraciones, de la ciudad de hoy"; frente a "los intereses 
privados inmobiliarios y a la publicidad desatada", que denun- 
ciara WRIGHT-MILLS, Luciano PAREJO plantea que "sôlo concibien 
do el planeamiento urbanistico como una tarea comunitaria y co 
mo una decisiôn de colectividad sobre la organizaciôn de la 
convivencia, podrâ êste constituir una esperanza fundada respec 
to a la racionalizaciôn y configuraciôn de los espacios habita- 
dos por el hombre en forma que responda a los intereses généra­
les" (33).
Comentando la disposiciôn de la L.S. que ordena que "en 
la formulaciôn, tramitaciôn y gestiôn del planeamiento urbanis­
tico, los ôrganos compétentes deberân asegurar la mayor partici 
paciôn de los interesados" (art. 4.2), sehala FERNANDEZ RODRI­
GUEZ que este tipo de normas cumple la funciôn de "asegurar la 
participaciôn de la comunidad en la elaboraciôn de lo que, en 
definitive, constituye la primera y mâs importante decisiôn so­
bre su desenvolvimiento futuro y, por lo tanto, el presupuesto 
bâsico de una gestiôn autênticamente democrâtica de la ciudad"
(31).
Es, en definitive, la participaciôn, la que légitima 
los Planes de urbanismo. Pero para que ello ocurra, debe tratar 
se de una participaciôn informada y dotada de instrumentes efi-
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caces para manifestarse; y a fin de que êsta tenga sentido, 
debe el proceso planificador, fundamentar racionalmente la 
apreciaciôn y el rechazo de los proyectos y alternatives 
que les sean presentados por los participantes.
4,2. La Participaciôn en el Anteproyecto de la Carte Eu­
ropea sobre la Ordenaciôn del Territorio.
Es tal la trascendencia que en el âmbito europeo se
concede a la participaciôn, que el Anteproyecto de la Carta, 
ademâs de définir el carâcter democrâtico del planeamiento 
-como ya hemos visto- por su carâcter participative, dedica 
un pârrafo especial a esta materia, que a continuaciôn tran£ 
cribimos;
"Asegurar la Participaciôn Popular.- 45. Toda 
politica de Ordenaciôn del Territorio debe e£ 
tar basada en la participaciôn activa del ciu 
dadano, que tiene derecho a toda la informa—  
ciôn.
Dado el impacto de esta politica sobre los in 
tereses inmediatos de la poblaciôn y de su me 
dio ambiente es indispensable, para asegurar 
una participaciôn permanente, que el ciudada­
no y las organizaciones que le representan 
sean informados de manera clara y comprensi—  
ble y consultados desde el planteamiento de - 
los estudios previstos hasta la fase de elec­
ciôn de las opciones, que serân la base de las 
medidas de ordenaciôn" (35).
Esta declaraciôn constituye una excelente introducciôn 
al pârrafo siguiente.
4.3. La Participaciôn en el Planeamiento.
Sin duda que en el planeamiento de la ciudad, detrâs 
de la elaboraciôn têcnica de un modèle, existe una fundamenta 
ciôn -e incluse una selecciôn de opciones- de carâcter polity 
co e ideolôgico. Sin embargo ocurre, por lo general, que estas 
bases y alternatives no estân formuladas urbanîsticamente. Sub 
yacen, mâs bien, bajo las formas en que los portadores de cada
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ideologia se representan la composiciôn de la ciudad. De allî 
que -a modo de ejemplo- los partidos politicos no sean los 6r 
ganos adecuados o, al menos, se hayan revelado como conductos in 
suficientes de participaciôn en la materia.
En cambio, la prâctica ha demostrado la notoria pro- 
pensiôn del ciudadano a ser participe, no como portador de su 
propio interês subjetivo; uti singulus, sino como exponente de 
los intereses colectivos -como actuante de la res pûblica- es 
decir, uti cives. Y tambien ha puesto en evidencia que esa par 
ticipaciôn puede ser mucho mâs rica, variada y matizada, cuan­
do proviene de las asociaciones, entidades o grupos en los que 
el habitante comûn expresa sus inquietudes comunitarias.
Pero, para que el ciudadano -sea en forma individual,
sea de modo colectivo- pueda expresar su posiciôn eficazmente,
oqrpleto
necesita tener un conocimiento previo, y lo mâs/posible, acer- 
ca de cuâles son las condiciones bâsicas, las variables y las 
opciones ante las cuales debe definirse. De alll que una part^ 
cipaciôn eficiente -que no se pretenda despachar como un trâm^ 
te mâs- requiera, como condiciôn previa, de una informaciôn 
oportuna, compléta y autêntica por parte del ôrgano que la so 
licita.
A estas consideraciones bâsicas se refiere el art. 4.2 
de la L.S. espahola de 1975 cuando dice;
"En la formulaciôn, tramitaciôn y gestiôn del 
planeamiento urbanistico los ôrganos competen 
tes deberân asegurar la mayor participaciôn de 
los interesados y en particular los derechos 
de iniciativa e informaciôn por parte de las 
corporaciones, asociaciones y particulares".
4.3.1. Participaciôn previa a la iniciaciôn del Plan.
Mientras mâs premature sea el momento en que se 
inicia la colaboraciôn ciudadana, mâs posibilidades de eficacia 
tiene. En primer lugar, porque proporciona a la Administraciôn
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alternativas u opciones -acaso originales- que, de otra manera, 
no hubiera tomado en cuenta en sus determinaciones iniciales.
En segundo lugar, por la mecânica propia de estos procesos: es 
infinitamente mâs fâcil partir en la direcciôn correcte, que 
rectificarla despuês que la elaboraciôn del Plan ha adquirido 
su propia dinâmica y el volûmen de material y de carga acumula 
dosempujan las decisiones en un determinado sentido.
A este respecto, son los britânicos quienes es­
tân a la cabeza en el empleo de têcnicas de participaciôn pûbl^ 
ca. En 1969, la Royal Commission presidida por SKEFFINGTON rin- 
diô un completo informe (report) sobre la materia.
GARCIA DE ENTERRIA y PAREJO, tomando pie en este 
informe, sehalan que -como mînimo "reforzamiento de la partici­
paciôn pûblica en el planeamiento"- debieran adoptarse las si­
guientes cuatro medidas:
"A.- Una encuesta pûblica previa antes de formu 
lar ningûn proyecto, como paso previo informa- 
tivo para recoger situaciones, demandas, aspira 
ciones, obstâculos, al nivel por lo menos de la 
documentaciôn informativa que se requiere para 
la formulaciôn de Planes y para evitar plantea- 
mientos iniciales puramente abstractos; estas 
encuestas deben ser llevadas a travês de cita- 
ciones y de reuniones directas y no por simples 
y abstractos edictos; en la prâctica inglesa, 
por ejemplo (public local inquiry), pueden en- 
contrarse fâcilmente sugerencias que, por lo de 
mâs, los mêtodos de investigaciôn social hoy en 
uso permiten formalizar sin grandes dificulta- 
des.
B.- Robustecer los avisos de informaciones pû- 
blicas a travês de la prensa diaria y con amplia 
ciones de los plazos hoy previstos para las orde 
naciones de una minima complejidad.
C.- Completar las informaciones pûblicas con 
citaciones, por una parte de entidades locales 
menores y de asociaciones de barrio o de mate­
rias urbanisticas, que a este efecto podrian re 
gistrarse sin esfuerzo; por otra parte, de enti­
dades de otro carâcter cuyos intereses rozan el 
tema de la ordenaciôn del espacio; finalmente, 
en el caso de ordenaciones territorialmente li- 
mitadas, con citaciones personales de propieta- 
rios, como hoy la LS. impone sôlo en el caso de
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los Planes y proyectos de iniciativa particu 
lar (art. 54), pero que no parece dificil ju£ 
tificar que ha de extenderse a los de inicia­
tiva pûblica.
D.- Finalmente, el reconocimiento de una fa- 
cultad de iniciativa ciudadana, dentro de cier 
tos limites objetivos a fijar, para promover 
la revisiôn o cambio de las situaciones urba­
nisticas existantes".
Destacan, estos autores, el hecho de que -a menu 
do- la participaciôn directa se presta para la intervenciôn 
egoista de intereses privados, o bien, para expresar posiciones 
contestatarias idealistas sin soluciones viables. Este riesgo 
-que es inevitable- es bien conocido; lo importante es que pre- 
valezca el punto de visto del interês colectivo, resguardado 
por el ôrgano responsable del Plan. El report Skeffington, al 
respecto, subraya que "La responsabilidad en la preparaciôn 
del Plan es, y debe continuer siendo, la responsabilidad de la 
autoridad local" (36).
La legislaciôn espahola del Suelo contempla, en 
esta etapa, dos situaciones especîficas: la participaciôn como 
un "deber de colaboraciôn" y la informaciôn pûblica previa.
Deber de colaboraciôn.
Su objeto es obtener una adecuada informaciôn 
urbanistica acerca de la realidad sobre la cual se proyecta 
operar.
Dice el art. 26-L.S. (art. 116-R.P.):
"Los organismos pûblicos, los concesionarios 
de servicios pûblicos y los particulares pre£ 
tarân su concurso a la redacciôn de Planes de 
Ordenaciôn y, al efecto, facilitarân a las cor 
poraciones locales, Comisiones Provinciales y 
Direcciôn General de Urbanismo los documentos 
e informaciones necesarios".
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Como puede advertirse, este deber no sôlo es in£ 
titucional sino tambien abarca -como es lôgico que sea- a los 
sujetos particulares (37).
Informaciôn pûblica previa.
Con carâcter potestative, es decir, sin que su 
omisiôn constituya vicio de la formaciôn del respective Plan, 
norma o programa (38), el art. 116.1-R.P. contempla esta posi- 
bilidad, en los têrminos siguientes:
"Antes de acordar la elaboraciôn de cualquier 
Plan de Ordenaciôn, Norma o Programa, la Adm^ 
nistraciôn urbanistica actuante podrâ abrir 
un periodo de informaciôn pûblica para reco—  
ger sugerencias u observaciones sobre la nece 
sidad, conveniencia y demâs circunstancias de 
la ordenaciôn".
Dada la rigida formulaciôn de esta importante 
actividad de diagnôstico -a lo que habria que agregar la dis- 
crecionalidad de su determinaciôn- GARCIA DE ENTERRIA y PAREJO 
califican este precepto como "escasamente feliz".
4.3.2. Participaciôn previa a la elaboraciôn del Plan.
La L.S. contempla très etapas sucesivas y progre 
sivas de aprobaciôn de los planes: la aprobaciôn inicial, que 
precisamente recoge la forma de participaciôn que aqui veremos; 
la aprobaciôn provisional,que es de la competencia del mismo ôr 
gano que acordô la inicial, y que recoge las contribuciones y 
alegaciones que analizaremos bajo el epigrafe siguiente; y la 
aprobaciôn définitiva, que corresponde, segûn los casos, a las 
diversas autoridades que se sehalan en el art. 35 (Ver art. 41- 
LS) .
Ahora bien, antes de la aprobaciôn inicial del 
Plan,el R.P. articula una forma de participaciôn que se inser- 
ta en la etapa que el mismo Reglamento denomina "elaboraciôn 
del Plan".
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Dice el art. 125-R.P.:
"1. En el momento en que los trabajos de ela 
boraciôn del Plan General hayan adquirido el 
suficiente grade de desarrollo que permita 
formular los criterios, objetivos y solucio­
nes générales de planeamiento, la Corporaciôn 
y Organismos que tuviesen a su cargo su formu 
laciôn deberân anunciar en el Boletin Oficial 
de la Provincia y en uno de los periôdicos de 
mayor circulaciôn de la misma, la exposiciôn 
al pûblico de los trabajos, al objeto de que 
durante el plazo mînimo de treinta dîas puedan 
formularse sugerencias y, en su caso, otras a^ 
ternativas de planeamiento por Corporaciones, 
asociaciones y particulares.
"2. Los servicios têcnicos del Organismo o 
Corporaciôn y los facultativos a quienes se 
hubiese encomendado la redacciôn del Plan e£ 
tudiarân las sugerencias y alternativas que 
hayan podido presentarse y propondrân la con 
firmaciôn o rectificaciôn de los criterios y 
soluciones générales de planeamiento.
"3. El Organismo o Corporaciôn encargado de la 
formulaciôn del Plan, a la vista del resultado 
de la exposiciôn al pûblico y de los estudios 
têcnicos realizados, acordarâ lo procédante en 
cuanto a los criterios y soluciones générales 
con arreglo a los cuales hayan de culminarse 
los trabajos de elaboraciôn del Plan",
Concluîda esta fase de elaboraciôn del Plan, se­
hala el art. 126-R.P. que la Corporaciôn u Organismo que tuvie- 
se a su cargo su formulaciôn, procederâ a su aprobaciôn inicial. 
Esta no es mâs que el examen del Proyecto elaborado y la decisiôn, 
en su caso, de continuer el procedimiento. Es, por lo tanto, un 
acto de trâmite; "la apertura o comienzo formai del procedimien 
to de aprobaciôn" (38).
4.3.3. Participaciôn previa a la aprobaciôn provisional 
del Plan.
Dice el art. 41 de la LS, en su texto desarrolla 
do por el art. 128 del R.P. que, una vez aprobado inicialmente 
el Plan, se adoptarâ el acuerdo de apertura del "trâmite de infor 
maciôn pûblica".
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"La informaciôn pûblica -sehala POU VIVER- con£ 
tituye un cauce legal, a modo de tribuna abierta, para que la 
Administraciôn pueda recibir... propuestas o reclamaciones so­
bre el planeamiento urbano que se propone aprobar, a fin de 
que, mediante el examen y ponderaciôn de taies intervenciones, 
pueda la Administraciôn dictar una resoluciôn mâs conforme al 
interês general". Sehala que esta "colaboraciôn pûblica en la 
funciôn urbanizadora" posibilita que el plan, aprobado inicial 
mente, pueda ser modificado en forma parcial o total. Pero pun 
tualiza que "este trâmite no estâ instituido, propiamente, pa­
ra que los afectados por el plan difiendan sus derechos e inte 
reses, sino para oir a cualesquiera personas que deseen exponer 
su criterio sobre el planeamiento en proyecto" (39).
Sin embargo -con ser correcta y adecuada, esta 
caracterizaciôn, a la naturaleza participativa del trâmite- lo 
cierto es que ella fue descrita antes de la Ley de Reforma de 
1975 y antes del R.P., aprobado por Real Decreto 2159 de 23-VI- 
1978; los que, al no especificar el contenido preciso del trâmi 
te -aludiendo, incluso, a la deducciôn de "las alegaciones per­
tinentes" (art. 128.4-R.P.)- hanpermitido que se produzca una 
especie de polarizaciôn de la actividad propiamente participa­
tiva en la etapa de exposiciôn pûblica de los trabajos de ela­
boraciôn del Plan (art. 125.1-R.P.: ver epigrafe anterior); y - 
una concentraciôn de la actividad de defensa y reclamaciôn de 
derechos, en esta etapa y oportunidad que estamos analizando.
mentan:
A este respecto, GARCIA DE ENTERRIA y PAREJO co
"El contenido mismo de esta participaciôn no 
estâ tasado por la Ley, por lo que podrâ con- 
sistir tanto en la defensa de verdaderos dere 
chos (reclamaciones de los propietarios o ti­
tulares de cualesquiera derechos sobre los te 
rrenos afectados) o de intereses legîtimos (ob 
servaciones a nombre de sectores o grupos de 
la poblaciôn afectada) como en la propuesta de 
soluciones alternativas a problemas puntuales 
e, incluso, a toda la ordenaciôn propuesta en 
interês de la colectividad entera afectada. En 
la prâctica, sin embargo, y hasta ahora, la in
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formaciôn pûblica ha visto reducida en la 
gran mayorîa de los casos su condiciôn a 
cauce para la audiencia de los intereses pri 
vados afectados, ûnicos que comparecen desde 
luego en la misma, siendo muy escasas las 
ocasiones de comparecencias con planteamien- 
tos urbanisticos mâs générales. Esta circun£ 
tancia debe reconducirse con toda probabili- 
dad a la formalidad y rigidez de la configu- 
raciôn legal del trâmite, caracterîsticas que 
la Administraciôn no ha sabido o no ha querido 
compensar con una acciôn propia dirigida a lo 
grar una participaciôn real de la poblaciôn 
mediante la organizaciôn de actos informâtes 
de informaciôn y explicaciôn de la ordenaciôn 
propuesta, suscitando el debate sobre sus so­
luciones, al modo de los procedimientos que 
han mostrado su utilidad en otros paîses, sin 
gularmente en el caso inglês". (40).
Naturalmente, la apertura del trâmite de infor­
maciôn pûblica debe anunciarse en las diversas publicaciones 
que se sehalan en el R.P. (art. 128.2); y tiene como duraciôn 
minima, un mes (art. 128.3-R.P.). Dice el art. 130-R.P. que, 
con el resultado de la informaciôn pûblica, los informes emit^ 
dos y la audiencia a las Corporaciones Locales -en su caso-el 
organismo o Corporaciôn que hubiese otorgado su aprobaciôn ini 
cial, acordarâ la aprobaciôn provisional, con las modificacio- 
nes que procedieren.
Se cierra, en esta forma, el ciclo propiamente 
participativo en el Planeamiento (41).
Nos parece oportuno transcribir aquî las conclu 
siones de un estudio hecho bajo el auspicio del Centro de Estu
dios Urbanos del Institute de Estudios de Administraciôn Local
(lEAL) de Madrid, sobre esta materia:
"Para que la participaciôn se produzca de for
ma masiva es necesario que la misma cumpla de
terminados requisites:
I) Credibilidad (En el sentido de que no se 
trata de légitimer decisiones ya tomadas de 
antemano).
II) Instrumentaciôn (A travês de Asambleas de 
barrio, Exposiciones, Comisiones Conjuntas en
411.
tre Concejales, têcnicos y vecinos y Reuniones 
abiertas en los Municipios).
III) Fomento desde la Administraciôn (La parti 
cipaciôn requiere una actitud por parte de las 
Autoridades locales y los têcnicos urbanistas, 
favorable a êsta.
IV) Mâxima ocasibilidad a todos los ciudadanos. 
(Un requisite indispensable para que el proceso 
participativo crezca es que debe estar abierto 
a todos los grupos e individuos articulados o 
no y con distintos grades de organizaciôn).
V) Publicidad constante; tanto de la informa­
ciôn con que la Administraciôn cuente, como de 
sus propias intenciones, proyectos y decisiones.
VI) Garantizar que el proyecto participativo ten 
drâ influencia real sobre la decisiôn ûltima". 
(42) .
4.4. La Participaciôn en la fiscalizaciôn de la legalidad ur­
banistica.
El planeamiento, con toda su trascendencia, no pasaria 
de ser una buena intenciôn si no fuese por los mécanismes de 
control -licencias, inspecciones urbanisticas, actas de recep 
ciôn de obras- que aseguran su fiel cumplimiento. Con todo, 
séria necesaria una multitud de fiscalizadores para que esos 
mécanismes fuesen efectivos. Por otra parte, atenta contra una 
fiscalizaciôn eficiente el hecho de que los instrumentes de con 
trol estên disehados o se enfoquen hacia las nuevas obras, en 
circunstancias que la legalidad urbanistica en importantes ma­
terias -conservaciôn y seguridad de los edificios, uso del sue 
lo y destine de las construcciones- afecta a toda la ciudad.
Por otra parte, la suerte de la ciudad concierne real- 
mente a todos sus habitantes; un edificio fuera de alineaciôn, 
una construcciôn que amenaza ruina, un servicio urbano que no 
funciona, afectan a un nûmero indeterminable de ciudadanos.
De estos dos ôrdenes de consideraciones dériva la cir 
cunstancia de que en numerosos ordenamientos urbanisticos -am 
pliando el espectro de limitadas acciones que se contemplaban 
en los Côdigos civiles decimonônicos para situaciones de ruina
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o peligro de derrumbe- se establezcan acciones pûblicas para 
que todas las personas con capacidad procesal, sin tener que 
invocar un derecho o un interês légitimé precise, puedan con 
tribuir "uti cives" a tutelar el cumplimiento de la legalidad 
urbanistica.
La L.S., con mucha claridad y amplitud consagra la in£ 
titucidn participativa de la acciôn pûblica en su art. 235, 
de la siguiente manera:
"1. Serâ pûblica la acciôn para exigir ante 
les ôrganos administratives y les Tribunales 
Contencioso-Administrativos la observancia de 
la legislaciôn urbanistica y de les Planes, 
Programas, Proyectos, Normas y Ordenanzas.
2. Si dicha acciôn estâ motivada per la eje 
cuciôn de obras que se consideren ilegales, 
podrâ ejercitarse durante la ejecuciôn de las 
mismas y hasta un ano despuês de su termina- 
ciôn".
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CAPITULO VI : EL PRINCIPIO DE AUTOTUTELA DEL DERECHO URBANIS­
TICO.
1. INTRODUCCION.
La doctrina administrativa vlene utilizando la expresiôn 
"autotutela" para designar la potestad que se atribuye a la 
Administraciôn sobre sus propias decisiones y situaciones ju 
rîdicas para ampararlas ella misma -de allî la expresiôn- y 
velar por su eficacia, sin tener que recabar para ello la tu 
tela judicial.
Desde este punto de vista, la autotutela es la garantîa de 
la ejecutividad de los actos de la Administraciôn y va ligada 
a la presunciôn de validez de los mismos (1); sin perjuicio, 
naturalmente, de su eventual impugnaciôn por los afectados; 
pero sin que, tampoco, esta paralice -por régla general- el 
acto impugnado.
No es êste el planeamiento adecuado para enfocar el prin­
cipio que nos ocupa. No vamos a referirnos a la autotutela de 
la Administraciôn, sino a la del Derecho Urbanîstico.
Para hablar de ella -o de la protecciôn de la legalidad ur 
banîstica, como tambien se la ha llamado (2)- debemos situar 
nos ante el hecho bâsico de que existe -cuando existe- un or 
denamiento jurîdico urbanîstico; que este ordenamiento obliga 
por igual a la Administraciôn y a los administrados; que las 
transgresiones que le afecten hacen necesaria una reacciôn ju 
rîdica y material capaz de restablecer el orden urbanîstico 
perturbado; y que esta reacciôn -de acuerdo a la entidad y a 
la intensidad de la transgresiôn de que se trate- requiere 
instrumentar un conjunto de mecanismos adecuados de respuesta 
cuya naturaleza y cuyos efectos pueden corresponder a cuatro 
niveles y objetivos claramente discernibles;
a) la restauraciôn del desorden provocado con la transgre­
siôn;
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b) la sanciôn administrativa, si el acto u omisiôn es infrac 
cional;
c) la sanciôn penal, si la transgresiôn es constitutive de 
delito; y
d) el resarcimiento de los danos ocasionados.
Este conjunto de instrumentes, sin los cuales el ordenamien 
to urbanîstico corre el riesgo de quedar carente de defense, 
desprovisto de eficacia, y hasta privado de respeto, conforman 
el arsenal de la autotutela del D.U.
Al criterio orientador de estos resguardos, postulados como 
necesarios, tanto para restablecer el orden perturbado, como pa 
ra desalentar las tendencies trangresionales de ese orden, le 
hemos denominado Principio de Autotutela del Derecho Urbanîsti 
co.
Se nos puede observer, con toda propiedad, que la adopciôn 
de medidas restitutorias de la normalidad y que la tome de de 
cisiones sancionatorias pueden derivar del ejercicio de la po­
testad de autotutela de la Administraciôn y de su prerrogativa 
disciplinaria.
Ello es verdad y, sin duda, el ejercicio de taies prerroga- 
tivas forman parte del conjunto de las acciones tutelares del
D.U. No obstante, existen, al menos, très diferencias sustan- 
ciales entre uno y otro principio. La autotutela administrât! 
va es una potestad; y, como tal, estâ personificada en la Ad­
ministraciôn. La del D.U. consiste en un conjunto de mécanis­
mes, instrumentados en la ley, para la defensa de un orden ob 
jetivo: el ordenamiento urbanîstico. La primera, por su exten 
siôn genêrica, abarca a toda la Administraciôn; la del segundo, 
concierne sôlo al campo especîfico del urbanisme. Sin embargo, 
la primera se constrihe al âmbito administrative; efecto resti 
tutorio y efecto retributive de carâcter disciplinario; en cam 
bio, la autotutela del D.U. se extiende tambien a la ôrbita 
penal donde -ademâs- sôlo incumbe al poder judicial la tarea 
de juzgar e imponer, en su case, las correspondientes sanciones.
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Vamos, pues a describir en este capitule los instrumentes 
jurîdicos de la autotutela restitutoria, de la sancionatoria 
-tanto en el orden administrative como en el âmbito penal- 
para concluir con el dispositive indemnizatorio, haciendo 
-desde ya- la salvedad que en êste sôlo corresponde al Dere 
cho pûblico aquêl que atane a la responsabilidad de los entes 
de la Administraciôn urbanistica. Pero, antes, haremos un bre 
ve alcance a la recepciôn del tema en la Constituciôn.
2. EL PRINCIPIO DE LA AUTOTUTELA EN LA CONSTITUCION.
Aunque la consideraciôn del fenômeno urbanîstico ha venido 
ingresando con presencia creciente en las Constituciones, como 
consecuencia del impacto -cada vez mayor- con que su problemâ- 
tica afecta a los derechos de los ciudadanos y al interês gene 
ral de la sociedad, es dificil encontrar, en ellas, normas tute 
lares del ordenamiento urbanîstico.
Hemos visto cômo la reforma de la Carta de la Confederaciôn 
Helvêtica introdujo los nuevos artîculos 22-ter y 22 quater pa 
ra regular las garantîas de la propiedad y la ordenaciôn racio 
nal del suelo. La Constituciôn de Grecia de 1975 contiene una 
disposiciôn -su articule 24- que, a travês de seis apartados, 
élabora un verdadero estatuto de la protecciôn del suelo y de 
sus riquezas de todo orden; el planeamiento territorial, la ur 
banizaciôn y sus cargas, la participaciôn de los propietarios; y, 
en fin, la preservaciôn de los monumentos y lugares histôricos 
que abundan en ese paîs. La Constituciôn peruana de 1979, en el 
Tîtulo III, Cap. II, régula los recursos naturales y proclama 
"el derecho de habitar en ambiente saludable, ecolôgicamente 
equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida y la pre­
servaciôn del paisaje y la naturaleza". Agrega que "todos tie- 
nen el deber de conserver dicho ambiente" (art. 123). Hemos vi£ 
to que la C. Pol. chilena de 1980 introdujo, tambien, como dere 
cho constitucional asegurado a todas las personas, "el derecho 
a vivir en un medio ambiente libre de contaminaciôn"; y que, 
luego de poner a cargo del Estado la tutela de este derecho y 
de la preservaciôn de la naturaleza, anade que "La ley podrâ
420.
establecer restricciones especîficas al ejercicio de determi- 
nados derechos o libertades para protéger el medio ambiente" 
(art. 19 N& 8); disposiciôn que cabe concordar con la funciôn 
social de la propiedad, que comprende -entre otros objetivos- 
"la salubridad pûblica y la conservaciôn del patrimonio ambien 
tal" (art. 19 N& 4 inc. 2&).
Sin embargo -y sin perjuicio de reconocer la valiosa amplia 
ciôn del basamento constitucional del urbanismo que estas dis­
posiciones comportan- los respectivos constituyentes no se preo 
cuparon de tutelar o de indicar al legislador su voluntad de 
resguardar, mediante la implantaciôn de mecanismos eficaces, la 
realizaciôn efectiva de estos postulados.
Corresponde a los constituyentes espaholes de la Carta de 
1978 el mêrito de haber construido los cimientos de una autotu 
tela enêrgica del Derecho Urbanîstico en las importantes âreas 
de la utilizaciôn racional de los recursos naturales -como es
el suelo- de la calidad de la vida y de la calidad del medio
ambiente.
Dice el art. 45.2 de la C.E.;
"Los poderes pûblicos velarân por la utili 
zaciôn racional de todos los recursos natu 
raies, con el fin de protéger y mejorar la
calidad de la vida y defender y restaurer
el medio ambiente, apoyândose en la indis­
pensable solidaridad colectiva".
Y concluye el apartado 3 -en lo que, a nuestro juicio, con£ 
tituye un évidente propôsito de contribuir, de una manera drâs 
tica, a la autotutela ecolôgica y urbanistica- estableciendo lo 
siguiente:
"Para quienes violen lo dispuesto en el apartado anterior, 
en los têrminos que la ley fije se establecerân sanciones péna­
les o, en su caso, administrativas, asî como la obligaciôn de 
reparar el daho causado".
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3. LA AUTOTELA COMO PRINCIPIO RESTABLECEDOR DEL ORDENAMIENTO
URBANISTICO.
En numerosos ordenamientos jurîdicos -es el caso de la mayo 
rîa de los Estados europeos y de varios paîses iberoamericanos- 
existe una regulaciôn general de los actos administrativos y del 
correspondiente procedimiento, que se aplica en ausencia o como 
complemento de la regulaciôn de sectores especîficos de la act£ 
vidad jurîdica de la Administraciôn.
Por consiguiente, los actos jurîdico-urbanîsticos pueden que 
dar sujetos a dos regîmenes; al de la actividad administrativa 
en general y al rêgimen especîfico de la actividad urbanistica. 
Nosotros vamos a referirnos exclusivamente a este ûltimo.
Dice GONZALEZ PEREZ que "La Administraciôn no puede permane 
cer impasible ante el Ordenamiento jurîdico perturbado. Debe 
adoptar cuantas medidas sean necesarias para que se restablezca 
el orden jurîdico. A tal efecto, se arbitran una serie de proce 
dimientos que, en ûltimo têrmino culminan con la desapariciôn 
de lo hecho indebidamente" (3).
Sin embargo, este mismo autor se hace cargo -en otro trabajo- 
de la circunstancia de que ciertos actos de los particulares 
-concretamente, la actividad constructora- no obstante transgre 
dir formalmente el ordenamiento por falta de algûn requisite ha 
bilitante -en la especie, la respectiva licencia- no contraven 
gan, en definitive, lo sustantivo de êl -en este caso, el pla 
neamiento- (4).
En taies situaciones serîa prematuro resolver -sin mayor exa 
men- la demoliciôn de lo construido. El D.U. prevê, para estos 
casos, ciertas medidas cautelares que, sin prejuzgar nada sobre 
el fondo del asunto por resolver, evitan -por una parte- la pro 
secuciôn de una actividad no amparada por el derecho y -por la 
otra- el rigor innecesario de deshacer lo que, si se ajusta al 
planeamiento, es susceptible de regularizarse. A este gênero 
pertenecen las ôrdenes de suspensiôn de los actos de edifica- 
ciôn del uso del suelo que se ejecuten sin licencia, o sin ajus
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tarse a las condiciones senaladas en las mismas. Estas resolu- 
ciones son, tambien, actos administrativos; y quedan sujetas a 
sus normas, requisitos y consecuencias.
Veremos, pues, en primer lugar, este tipo de medidas cautela 
res; luego nos referiremos a las propiamente restitutorias; pa­
ra terminar con una instituciôn nacida de la policîa administra 
tiva: la acciôn pûblica urbanistica en su vertiente restablece 
dora del orden perturbado.
3.1. Medidas cautelares del ordenamiento urbanistico.
Hemos visto que, para asegurar la observancia del pla­
neamiento, son indispensables los instrumentos de control, en­
tre los que destaca la licencia -o permise- para urbanizar, para 
construir o para ejecutar cualquier acto de uso del suelo. Este 
instrumente, por otra parte, constituye un requisite légitimante 
de la actividad urbanistica.
3.1.1. La suspensiôn de obras por falta de licencia.
La falta de licencia importa la elusiôn del di£ 
positive de fiscalizaciôn que permite a la Administraciôn urba 
nistica verificar si la obra que se proyecta ejecutar se ajus­
ta, o no, al Plan y a las normas aplicables a ella. Esta elu­
siôn puede producirse de dos maneras; cuando la licencia, sim- 
plemente, se omite; o cuando, habiêndose concedido, las obras 
se apartan de la autorizaciôn que comporta la licencia.
La falta de licencia con relaciôn a la obra que 
se ejecuta no significa -necesariamente- que dicha obra contra 
venga al planeamiento. Sin embargo -como apunta GONZALEZ PEREZ- 
"como la actuaciôn no legitimada por licencia es en si contra 
ria a Derecho, sin perjuicio de la legalizaciôn ulterior (si 
acaso ella es procedente), el Ordenamiento prevê su suspensiôn"; 
lo cual serâ posible, obviamente, sôlo mientras la obra se halle 
en curso de ejecuciôn (5).
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La legislaciôn chilena contempla, en este supues 
to, dos tipos de medidas cautelares: una, de indole administra­
tiva y, la otra, de carâcter judicial, que son la paralizaciôn 
y la clausura de obras; materias que examinaremos en la Cuarta 
Parte de este trabajo (Cap. VII; 2.1 y 2.2).
La L.S. espahola vigente, cuyo art, 178 sujeta a 
licencia previa a todos los actos de edificaciôn y de "uso del 
suelo" (6), dispone -en su art. 184- que cuando estos actos "se 
efectuaren sin licencia u orden de ejecuciôn (7), o sin ajuster 
se a las condiciones senaladas en las mismas" la autoridad com­
pétente "dispondrâ la suspensiôn inmediata de dichos actos". Agre 
ga la disposiciôn que, en el plazo de dos meses, contados desde 
la notificaciôn del acto que dispone la suspensiôn, el interesa 
do debe soliciter la correspondiente licencia o, en su caso, aju£ 
ter las obras a la licencia u orden de ejecuciôn de las que^Ëubie 
re apartado (art. 184.2 L.S.).
Ahora bien, como ya adelantamos, la orden de su£ 
pensiôn de las obras, en los eventos descritos, constituye -têc 
nicamente- un acto administrative reglado; y, como tal, queda 
sujeto a los requisitos de validez, a la eficacia y a la impugna 
bilidad que el respective ordenamiento contemple (8).
3.1.2. La suspensiôn de los efectos de la licencia u or­
den de ejecuciôn.
Como el efecto propio de la licencia o de la orden 
de ejecuciôn es el de habiliter, al titular de ella, para ejercer 
la correspondiente actividad que queda, asî, legitimada, la sus­
pensiôn de taies efectos implica tambien "la paralizaciôn inme—  
diata de las obras iniciadas a su amparo".
Esta suspensiôn procederâ cuando la autoridad corn 
petente -el Alcalde, por si, o a requerimiento del Gobernador Ci 
vil; y êste, a su vez, de oficio o a requerimiento del Delegado 
Provincial del MOPU- advierta que el contenido de estos actos ad 
ministrativos habilitantes "constituya manifiestamente una infrac 
ciôn urbanistica grave" (art. 186-L.S.). Si el Alcalde no procédé
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oportunamente a disponer la medida cautelar, adquiere competen 
cia sustitutiva para hacerlo directamente el Gobernador Civil 
(186.2-L.S.).
Ahora bien, como se trata de los efectos de un 
acto otorgado por la propia Administraciôn urbanistica -en cur 
so de ejecuciôn- esta debe dar traslado del acuerdo de suspen­
siôn a la justicia contencioso-administrativa para que sea êsta 
la que conozca y resuelva en definitive sobre el contenido del 
acto cuyos efectos se suspendieron (Art. 186v3-L.S., en relaciôn 
con los arts. 118 y ss. de la Ley Reguladora de la Jurisdicciôn 
Contencioso-Administrativa).
3.2. La Demoliciôn, tipica medida de restituciôn material ur­
banistica.
De expresiva manera, la Exposiciôn de Motives de la Re­
forma de la L.S. de 1975, pone de relieve que "Todo el poderoso 
arsenal de instrumentos têcnicos, econômicos y juridicos... pue£ 
tos al servicio de una concepciôn del desarrollo urbano, ...pue 
de resultar absolutamente ineficaz si se rompe el ûtlimo y defi^ 
nitivo eslabôn de la cadena: el de la aplicaciôn efectiva de las 
Leyes urbanisticas y de los Planes de ordenaciôn" (9).
El mismo Documento, en su primera parte, haciendo una 
revisiôn critica de la situaciôn urbanistica espahola y estable 
ciendo sus causas, susceptibles de tratamiento législative, ha- 
bia sehalado:
"b) La indisciplina urbanisticia... por la ine- 
ficacia de los instrumentos de control y de res- 
tablecimiento del orden urbanistico y por la 
desproporciôn entre la responsabilidad politica 
de los ôrganos estatales que tienen atribuido 
el ejercicio de la tutela urbanistica y sus efec 
tivas facultades para cuidar adecuadamente esta 
parcela del interês pûblico".
El mismo Documento, continuaba fundamentando los meca­
nismos de autotutela que contenia la Reforma, de la siguiente 
manera;
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"El orden urbanistico instaurado por el Plan 
viene a ser hecho efectivo, mediante el con­
trol que la Administraciôn ejerce a travês 
de las licencias.
"Al objeto de que todos los actos de particu 
lares que signifiquen una transformaciôn fî- 
sica del suelo o del espacio sean sometidos 
a licencia y que êsta, a su vez, se otorgue 
de conformidad con el planeamiento vigente, 
se proponen una serie de modificaciones le- 
gislativas tendantes todas ellas a mantener 
y, en su caso, a restaurar la legalidad ur­
banistica.
"La suspensiôn y demoliciôn de las obras eje 
cutadas sin licencia, contra la"licencia o 
aï amparo de una licencia otorgada en contra­
ven ciôn a has prescripciones del Plan; ïa con 
fïguraciôn de las infracciones urbanisticas y 
su secuela de sanciones econômicas, sin perju^ 
cio, claro estâ, de que se restablezca *in na- 
tura' el orden urbanistico violado y la respon 
sabilidad patrimonial de los infractores cons- 
tituyen, primordialmente, la materia objeto de 
la reforma".
El restablecimiento "in natura" del orden urbanistico 
establecido por el Planeamiento se va a verificar, ordinariamen 
te, a travês de la demoliciôn de todas aquellas obras levantadas 
en contravenciôn de ese orden; pero tambien puede alcanzarse me­
diante la reconstrucciôn forzosa de las obras indebidamente demo 
lidas o la terminaciôn de las indebidamente paralizadas (10).
Antes de referirnos al instituto urbanistico de la demo 
liciôn, nos parece indispensable una puntualizaciôn previa.
La policia urbanistica, desde antiguo, ha venido velan 
do por el cumplimiento de una obligaciôn -generalmente informu 
lada de manera explicita- consistante en el deber de los propie 
tarios de conservaciôn de los edificios y de las cosas adheridas 
al suelo propio. En la filosofia liberal de los côdigos civiles 
decimonônicos, este deber quedaba entregado a la buena fe de los 
propietarios que no debian ejercitar las facultades del dominio 
"contra ley o contra derecho ajeno" (11), o que debian ejerci­
tar las -dicho de otra manera- "sin mâs limitaciones que las es 
tablecidas en las leyes " (12).
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En esta filosofia, el interês pûblico venia a ser la 
résultante o "la emanaciôn del privado, con el cual se ident^ 
fica" (13); de tal manera que la conservaciôn en buen estado 
de los edificios y otras obras hallaba su resorte de impulsiôn 
en el propio interês del dueho en mantener el valor de su pa­
trimonio.
Sôlo cuando el incumplimiento de este deber llegaba a un 
limite: el estado de ruina, se consultaba la obligaciôn del due­
ho a demolerlo. Esta obligaciôn ténia y sigue teniendo como base 
la preservaciôn de la seguridad fisica de los habitantes y se di 
rige a evitar el riesgo inminente de una desgracia. Por lo mismo, 
el dueho puede excepciorarse -si têcnicamente la soluciôn es via 
ble- efectuando obras de reparaciôn que aseguren la estabilidad 
del edificio (14).
De esta acciôn preservatoria de la seguridad colectiva, 
que se imponia al dueho négligente, aun contra su voluntad, y a 
su Costa, naciô el concepto de la demoliciôn considerada como 
una sanciôn.
No es a este tipo de demoliciôn -ni a la naturaleza que 
pueda atribuirsele- al que nosotros vamos a referirnos.
La demoliciôn que vamos a tratar no se impone -por régla 
general- como castigo. Es una medida tipicamente restitutoria 
del orden urbanistico quebrantado. No se refiere a edificaciones 
vetustas y ruinosas, sino a obras recien levantadas o en curso 
de ejecuciôn. No persigue el resguardo de la seguridad fisica 
de los ciudadanos, sino el "restablecimiento del orden urbanis­
tico violado", como dice el Mensaje de la L.S.
No se nos escapa que, a veces, de la aplicaciôn de la
medida de demoliciôn puede resultar una sanciôn, aûn cuando la 
obra no estuviese en contravenciôn con el plan. Ello ocurrirâ 
cuando, ordenada suspender una obra sin licencia o que exceda 
la licencia, el afectado -que adquiere la carga de regularizar
su situaciôn- fuere renuente a hacerlo o no obrare con la dili
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gencia debida. En tales casos, la Administraciôn dispondrâ la 
demoliciôn sin entrar a revisar el fondo del asunto, es decir, 
la posible conformidad de las obras con el plan; toda vez que 
la falta de regularizaciôn en que ha incurrido el transgresor 
-a quien se diô oportunidad de subsanarla- constituye de por 
si un atentado grave al ordenamiento urbanistico que justifica 
una drâstica acciôn restauradora.
A los supuestos de demoliciôn en la legislaciôn chile 
na, nos referiremos en la Cuarta Parte de este estudio (Cap.
VII; 2.4).
En la legislaciôn espahola, la tutela restitutoria vie 
ne presidida por la idea siguiente: "Las medidas de reintegra- 
ciôn de la ordenaciôn urbanistica infringida -dice CARCELLER 
FERNANDEZ- dependen de la posibilidad de legalizaciôn de las 
obras o usos. Si esta legalizaciôn es posible, con la misma 
acaba la actividad de restauaciôn. En otro supuesto, el articu 
lo 184.3 de la L.S. (art. 29.4 R.D.) parece reducir la actua­
ciôn a dos medidas: la demoliciôn de obras y el impedimiento de 
finitivo de los usos ilegales" (15).
El art. 184 contempla, en sus apartados 1 y 2 la suspen 
siôn de las obras que se ejecutan sin licencia o sin ajustarse 
a la misma y la oportunidad que se concede al transgresor para 
regularizarlas; materias que examinâmes en el parâgrafo anterior 
El art. 184.3 dice:
"Transcurrido dicho plazo sin haberse instado 
la expresa licencia, o sin haberse ajustado 
las obras a las condiciones senaladas, el Ayun 
tamiento acordarâ la demoliciôn de las obras a 
Costa del interesado y procederâ a irrpedir defi^ 
nitivamente los usos a los que diera lugar. De 
igual manera procederâ si la licencia fuere de 
negada por ser su otorgamiento contrario a las 
prescripciones del Plan o de las Ordenanzas".
Sin embargo, GARCIA DE ENTERRIA y PAREJO (y a ellos tam 
bien hace referencia CARCELLER FERNANDEZ), han sehalado que la 
ley no contiene una enunciaciôn taxativa de las medidas aplica
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bles; sino que, como generalmente contempla el supuesto de 
construcciôn de obras, es natural que la reacciôn prevista 
ante su carâcter infraccional sea precisamente la demoliciôn. 
Pero, como el art. 178 se refiere a una variedad de supuestos 
que no quedan adecuadamente amparados con la demoliciôn, hay 
que entender que "siempre que asî lo exija la naturaleza de 
los actos materiales sometidos al rêgimen estudiado (de tute 
la), son igualmente légitimas medidas que, aunque distintas, 
sean équivalentes a las legalmente previstas, en el doble sen 
tido de adaptarse a las caracterîsticas del supuesto concreto 
y de perseguir idêntico resultado que aquêllas" (16). Agregan 
estos autores que esta tesis queda confirmada por el art. 30 
R.D., el cual establece que, si la actividad ejecutada sin 1^ 
cencia consistiera en la demoliciôn de una construcciôn, la 
autoridad compétente "ordenarâ, si procediese, la reconstruc­
ciôn de lo indebidamente demolido".
Concluyen, los mismos autores, que el rêgimen de las 
medidas de restituciôn de la realidad fisica, ilegalmente al- 
terada, descansa en estas reglas bâsicas:
"a) No existe tipicidad legal de las medidas. Los ti­
pos legalmente fijados sôlo juegan como limites mâximos de la 
potestad administrativa;
"b) En el ejercicio de esta potestad, la Administraciôn 
ha de ajustarse a los principios générales de congruencia y pro 
porcionalidad (que excluyen toda discrecionalidad); y
"c) Las medidas résultantes de dicho ejercicio en el 
caso concreto han de ser adecuadas a las caracteristicas que 
êste présente y bastantes (pero sôlo bastantes) para la plena 
reintegraciôn del orden urbanistico infringido" (17).
En resumen, la demoliciôn estâ contemplada como la mâs 
drâstica medida de tutela ejecutiva urbanistica restitutoria, 
estrechamente ligada a la potestad de control y al instrumento 
especifico de la licencia -o a la orden de ejecuciôn, en su ca 
so- y ella procédé:
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A.- Cuando se ejecuten, en suelo edificable, obras que 
contravengan los planes, sea en lo tocante al destine del sue­
lo o a cualquiera de las prescripciones del Plan, como el volû 
men de la edificaciôn o intensidad del uso permitido (art.184.3 
parte final-L.S.).
B.- Cuando se ejecuten -sin licencia u orden de ejecu 
ciôn- actos de edificaciôn o de uso del suelo en terrenos cal^ 
ficados por el plan como zonas verdes o espacios libres; en e£ 
te caso no hay limitaciôn de plazo de caducidad (art. 188.1-L.
S.) .
C.- Cuando, a consecuencia de la anulaciôn de una licen 
cia u orden de ejecuciôn cuyo contenido constituya manifiesta­
mente una grave infracciôn urbanistica, sea procedente la demo 
liciôn de las obras realizadas al amparo de taies autorizacio- 
nes dejadas sin efecto; ello, sin perjuicio de las responsabili 
dades y de las indemnizaciones correspondientes (art. 187, 225, 
229 y 232-L.S.).
D.- Cuando, habiêndose ordenado la suspensiôn de actos 
de edificaciôn o de uso del suelo por falta de licencia u orden 
de ejecuciôn o por no ajustarse aquêllos a la autorizaciôn con- 
cedida, transcurriere el plazo legal sin que el interesado regu 
larice la situaciôn infraccional de esos actos (arts. 184.2 y 
184.3 primera parte); y
E.- Cuando, no habiendo transcurrido un ano desde la 
total terminaciôn de las obras realizadas sin licencia u orden 
de ejecuciôn o sin ajustarse a las mismas, previo requerimiento 
a los responsables en orden a obtener la correspondiente licen­
cia, resultare que êstos no regularizaren la situaciôn en el 
plazo de dos meses o que la licencia fuere denegada por ser su 
otorgamiento contrario al Plan o a las Ordenanzas (art. 185.1
y 185.2-L.S.).
En las situaciones de la letra D y en la primera de las 
situaciones contempladas en la letra E, se configura -excepcio- 
nalmente- la demoliciôn como sanciôn.
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3.3. Acciôn pûblica de tutela restitutoria.
De tal trascedencia se considéra el orden urbanistico, 
como bien jurîdico pûblico que merece protecciôn, que la ley, 
a menudo, dispensa -a quienes accionen en defensa de ese orden- 
del requisite de legitimaciôn activa consistante en hacerlo en 
defensa de un derecho comprometido o invocando un interês leg^ 
timo directe (18).
Dice el art. 235 de la L. S. espahola:
"1. Serâ pûblica la acciôn para exigir ante los 
ôrganos administrativos y los Tribunales Conten 
cioso-Administrativos la observancia de la le­
gislaciôn urbanistica y de les Planes, Progra­
mas, Proyectos, Normas y Ordenanzas.
"2. Si dicha acciôn estâ motivada por la ejecu 
ciôn de obras que se consideren ilegales, podrâ 
ejercitarse durante la ejecuciôn de las mismas 
y hasta un aho despuês de su terminaciôn".
GONZALEZ PEREZ, comentando la disposiciôn, sehala que 
es tan amplia su fôrmula que "no puede limitarse la acciôn pû 
blica a los vecinos, ni siquiera a los nacionales. Asimismo 
estân legitimadas las personas privadas y pûblicas" (19).
Sin embargo -y esta advertencia va dirigida a los jue 
ces- es précise tener cuidado con el uso abusive y, por ende, 
antijurîdico de esta amplitud. Hay veces -y la situaciôn es 
frecuente- en que la motivaciôn del accionante no va dirigida 
al restablecimiento del orden urbanistico sino a la obtenciôn 
de una ventaja econômica particular, mediante una compensaciôn 
econômica que persigue el actor, de parte del demandado, a cam 
bio de la cual se désisté de la acciôn pûblica entablada.
A esta situaciôn de "picaresca forense" se refiere C0£ 
CULLUELA MONTANER cuando dice: "Esta figura prôxima al chantaje 
no produce ningûn bénéficie al interês general si el acto tiene 
êxito en sus intenciones, ya que su objetivo no es la culmina- 
ciôn del proceso y la obtenciôn de una sentencia anulatoria. Al
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no existir un fiscal o defensor pûblico del interês general, 
la simple interposiciôn del recurso no garantiza la feliz con 
elusiôn del proceso, dando pie a este tipo de actuaciones de 
los particulares, sin conexiôn directa con la autêntica final^ 
dad institucional de la acciôn pûblica, que es la satisfacciôn 
del interês pûblico mediante la anulaciôn judicial de los ac­
tos urbanîsticos contrarios al Ordenamiento". (20).
Pensamos, en todo caso, que los jueces no debieran ad 
mitir -en taies eventos- ningûn tipo de transacciôn ni la efica 
cia pacificadora del desistimiento, cuando estâ comprometido el 
interês pûblico que -en ausencia de fiscal o defensor de ese in 
terês- incumbe protéger al propio juez.
4. LA AUTOTUTELA COMO FUNDAMENTO DE LA DISCIPLINA URBANISTICA.
Se ha sostenido por ilustres publicistas -cuya opiniôn nos 
merece profundo respeto- que la protecciôn de la legalidad urba 
nistica se identifica con la reintegraciôn del orden conculcado 
-sea a travês de la tutela declarativa o de la ejecutiva- "que- 
dando al margen de ella la potestad sancionatoria por infraccio 
nés urbanisticas" (21). Nosotros observamos -sin embargo- que 
si bien es cierto que el objetivo fundamental de la tutela con 
siste en restaurar la legalidad urbanistica, no es menos cierto 
que en el comportamiento -tanto de la Administraciôn urbanistica 
como de los administrados- tienen una gravitaciôn considerable 
los mecanismos destinados a desalentar las conductas transgreso 
ras del ordenamiento, que son precisamente las que motivan la 
reacciôn tutelar.
Esta afirmaciôn cobra especial relieve en la actividad urba­
nistica, que no es pûblica solamente por la categoria juridica 
del derecho que la régula sino que tambiên lo es por su natura­
leza fisica y su expresiôn volumêtrica: por manifestarse pûbli- 
camente, por desarrollarse y crecer a la vista de todos. Por es 
ta razôn, para el efecto de hacer respetado y respetable el or­
denamiento urbanistico, tan eficaz como la tutela restitutoria 
viene a ser la sancionatoria; particularmente, en los casos en
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que deba aplicarse la demoliciôn como sanciôn (ver letras D y E 
de la parte final del parâgrafo anterior).
Puede sostenerse -a contrario sensu- que no existe una inc^ 
taciôn mâs provocadora de la inobservancia del ordenamiento ur 
banîstico que dejar sin sanciôn unas infracciones que no sôlo 
son pûblicas, visibles y comprobables, sino que generalmente 
reportan considerables bénéficiés econômicos que invitan a los 
infractores a repetirlas y, a los no infractores, a imitarlas.
El proyecto de Reforma de la L.S. de 1975 centraba una de 
sus crîticas mâs vigorosas -como ya hemos adelantado- précisa 
mente en la "indisciplina urbanistica" existante (Exposiciôn 
de Motives, II, b).
Y, mâs adelante, sehalaba;
"Las innovaciones que contiene el Proyecto se 
dirigen precisamente a hacer desaparecer en lo 
posible las causas de aquel fenômeno de indis­
cipline urbanistica que antes se ha analizado 
y que es precise corregir. Se trata, sobre to­
do, de evitar que la infracciôn se produzca, - 
porque sôlo asl se évita el coste social que - 
toda infracciôn comporta. Se procura por todos 
los medios hacer desaparecer cualquier estlmulo 
al comportamiento antisocial de los presuntos 
infractores, que pudiera resultar de las insuf^ 
ciencias del Ordenamiento jurîdico. Para el su­
puesto de que, a pesar de todo, se cometa la in 
fracciôn, todo el peso de la Ley con su secuela 
de sanciones y responsabilidades debe caer so­
bre el infractor culpable y, a su sola Costa, 
habrâ de prevalecer el interês general" (22).
4.1. La Infracciôn Urbanistica.
Ahora bien, si en la tutela restitutoria o restauradora 
el elemento fundamental en torno al que gira el sistema es la li­
cencia, en la tutela sancionatoria la pieza maestra es la infrac- 
ciôn.
Generalmente se confunden y utilizan indistintamente 
las nociones de "transgresiôn" o "vulneraciôn y la de "infrac-
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ciôn". Asî, el art, 20 de la L.G.U.C. dice que
"Toda infracciôn a las disposiciones de la pré­
sente Ley, su Ordenanza General y los Planes Re 
guladores y sus Ordenanzas Locales serâ sancio- 
nada con multa a beneficio municipal... sin per 
juicio de la paralizaciôn o demoliciôn del todo 
o parte de la obra, si fuere procedente".
Asî tambien, el art, 225 de la L.S. dice:
"La vulneraciôn de las prescripciones conteni- 
das en esta Ley o en los Planes, Programas, 
Normas y Ordenanzas tendrân la consideraciôn 
de infracciones urbanisticas y llevarân consigo 
la imposiciôn de sanciones a los responsables, 
asî como la obligaciôn de resarcimiento de da­
ho s e indemnizaciôn de los perjuicios a cargo 
de los mismos, todo ello con independencia de 
las medidas previstas en los artîculos 184 a 
187 de la présente Ley y de las responsabilida 
des de orden penal en que hayan podido incurrir 
los infractores".
Muy tempranamente, MARTIN BASSOLS puso en relieve las 
insuficiencias de la Ley de Reforma de 1975 frente a las innova 
ciones que con tanto ênfasis ella anunciara. Sehalô que:
"Estas importantes novedades que expresan el 
grado de conciencia social y polîtica ante los 
perniciosos efectos de la infracciôn urbanîsti 
ca para la vida comunitaria, no se han visto 
acompahados por una adecuada têcnica jurîdica en 
su regulaciôn -como tendremos ocasiôn de compro- 
bar, el Capîtulo de las Infracciones Urbanisticas 
es el mâs defectuoso de la nueva Ley tanto por su 
redacciôn como por la confusiôn de principios in£ 
titucionales sancionadores que instaura- ni con 
el enfrentamiento decidido y frontal con la con 
figuraciôn penal de la infracciôn urbanistica, 
descansando, a la postre, todo el delicado pro- 
blema de la disciplina urbanistica en la potes­
tad sancionadora de la Administraciôn"-(23).
Como advirtiô BASSOLS, la L.S. identificô los conceptos 
de "vulneraciôn" y de "infracciôn"; diô a êste ûltimo, un sent^ 
do diferenne al que ya tenîa acuhado en el ordenamiento adminis
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trativo (24) ; y omitiô tipificar el ilîcito urbanistico mere- 
cedor de sanciôn, distinguiêndolo de otra clase de vulneracio 
nés menores que no implican un comportamiento culpable y que 
incluse son fâcilmente subsanables; limitândose, en el art.
226 a clasificar las infracciones urbanisticas en graves y le 
ves y a sehalar algunas de las que poseen aquel carâcter.
Fue el Reglamento de Disciplina Urbanistica -aprobado 
por Real Decreto 2187 de 1978- el que vino a subsanar algunos 
de estos inconvenientes, distinguiendo la especie infraccional 
del gênero "vulneraciôn", de la siguiente manera:
"Art. 53.1.- Constituye infracciôn urbanistica 
toda vulneraciôn de las prescripciones conteni- 
das en la Ley del Suelo o en los Planes, Progra 
mas, Normas y Ordenanzas, sujeta a sanciôn con­
forme a lo determinado en el présente Reglamen­
to, de acuerdo con la tipificaciôn que en el mi£ 
mo se establece".
4.1.1. Elementos de la infracciôn.
De tal manera, podemos colegir que son très los 
elementos constitutives de la infracciôn urbanistica:
a) Debe tratarse, en primer lugar, de una actua 
ciôn que vulnere el ordenamiento urbanistico;
b) Debe estar expresamente sancionada por la
Ley; y
c) Debe hallarse tipificada legalmente.
Estos dos ûltimos requisitos adquirieron rango 
constitucional a partir de 1978, ya que, en la nueva Constitu­
ciôn espahola, "Nadie puede ser condenado o sancionado por ac­
ciones u omisiones que en el momento de producirse no constitu- 
yan delito, falta o infracciôn administrativa, segûn la legisla 
ciôn vigente en aquel momento" (art. 25.1-C.E.).
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Debe anadirse que -en opiniôn de varios autores
(25)- de este precepto constitucional y de su concurrencia con 
los arts. 24 y 117.3 de la C.E., se desprenderîa la recepciôn 
en la Carta Fundamental del principio "non bis in idem"; y, de 
consiguiente, la inconstitucionalidad de diverses disposiciones 
que antes permitîan -trente a un mismo hecho o actuaciôn trans- 
gresional- la concurrencia de las responsabilidades administra­
tiva y penal (26).
4.1.2. Tipificaciôn de las infracciones.
El Tîtulo III del R.D. aborda el problème de t^ 
pificar las infracciones urbanisticas para adecuar, a los dis- 
tintos tipos, la gravedad de la sanciôn impuesta, conforme a la 
remisiôn reglamentaria que le hiciera el art. 227-L.S.
En lo tocante a su tipificaciôn -que ha sido 
criticada como meramente formai, ambiguë y confuse (27)- el 
art. 53.2 del R.D. distingue très tipos bâsicos de infraccio­
nes :
a) las vulneraciones de la legalidad, que con- 
ciernen al otorgamiento de una licencia u orden de ejecuciôn;
b) las actuaciones que, estando sujetas a licen 
cia u otra autorizaciôn administrativa, se realicen sin elle; 
con prescindencia de que esas actuaciones sean legalizables 
atendiendo a su conformidad con el ordenamiento urbanîstico; y
c) las actuaciones que se realicen en contra de 
las determinaciones de la autorizaciôn concedida.
Como apuntan GARCIA DE ENTERRIA y PAREJO, estos 
tipos bâsicos infraccionales -al igual que su categorîa genéri 
ca- son puramente formales; carecen de sustantividad con respec 
to al daho o lesiôn que provocan al bien jurîdico protegido; y 
su ûnico marco de referencia consiste en la legalidad de la ac 
tuaciôn con respecto a la licencia u orden de ejecuciôn conce-
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dida o a la legalidad de la autorizaciôn misma (28).
El criterio sustantivo va a hacerse présente 
en el catâlogo de infracciones que configuran los arts. 66 al 
91 del R.D.
Estas que comprenden -en primer lugar- las vu^ 
neraciones que se relacionan con la parcelaciôn, desde aquê­
llas -mâs graves- que se realizan en suelo no urbanizable (art. 
66), hasta las menos graves, ejecutadas sin licencia, pero "sin 
contradecir el planeamiento en vigor" (art. 74); vienen -en se 
gundo lugar- las infracciones en materia de uso de suelo y ed^ 
ficaciôn, las que comprenden trece tipos de vulneraciones que 
van, en gradaciôn descendente, desde aquêllas obras que se rea 
lizan en contra del uso asignado al suelo en que se ejecutan 
(art. 76) y las actuaciones u obras que se realizan en terrenos 
destinados al uso pûblico o de interês general o comûn o que 
pertuban gravemente dicho uso (art. 77), hasta la realizaciôn 
de obras sin el correspondiente Proyecto de Urbanizaciôn, cuan 
do la aprobaciôn de êste fuere preceptiva (art. 89) y las act^ 
vidades a que se refiere el art. 178.1 de la L.S., ya examina- 
do, ejecutadas sin licencia, cuando aquêllas sean legalizables 
(art. 90.1-R.D.).
4.2. Sanciones administrativas.
Las sanciones que aplica el R.D., siguiendo el criterio 
de gradualidad y proporcionalidad de las respectivas infraccio­
nes, consisten en multas -con un tope mînimo y otro mâximo-, co 
mo es lo ordinario en esta categoria de infracciones.
Sin embargo, son dignos de destacar dos criterios utili
zados para la graduaciôn de las sanciones.
El primero consiste en la aplicaciôn de un principio que
tiene origen en el art. 231 de la L.S.:
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"Cuando el beneficio que resultare de una infrac 
ci6n urbanîstica fuese superior a la sancidn que 
corresponda podrâ êsta incrementarse en la cuan- 
tîa équivalente al beneficio obtenido".
Este principio lo formula y desarrolla el art. 62.1 del 
R.D. en la siguiente forma:
"En ningûn caso la infracciôn urbanîstica puede 
suponer un beneficio econômico para el infractor. 
Cuando la suma de la sanciôn impuesta y del cos- 
te de las actuaciones de reposiciôn de los bienes 
y situaciones a su primitivo estado arrojase una 
cifra inferior a dicho beneficio, se incrementa- 
râ la cuantîa de la multa hasta alcanzar el mon­
tante del mismo".
Este principio induce a sostener a algunos autores la 
existencia del comiso del beneficio econômico ilegal obtenido 
por los infractores de la legalidad urbanîstica. Naturalmente, 
su determinaciôn -como por lo demâs ocurre con la de todas las 
sanciones- es materia del correspondiente procedimiento sancio 
natorio (arts. 64 y ss. R.D.).
El segundo criterio al que hicimos referenda concier 
ne al importe de las multas. Elias no estân fijadas en sumas 
de dinero, sino que consisten en porcentajes del valor del ele 
mento material que sirve de base a la actuaciôn infraccional. 
Asî, en materia de parcelaciôn, se considéra el valor de los 
terrenos afectados; y, en materia de uso del suelo y edifica- 
ciôn, el porcentaje se aplicarâ -segûn el caso- sobre el valor 
de los terrenos, de las obras construiras o de las obras pro- 
yectadas.
4.3. Acciôn pûblica.
Como las acciones dirigidas a obtener la aplicaciôn de 
sanciones a quienes infrinjan el ordenamiento urbanîstico tie- 
nen tambien por objeto "la observancia de la legislaciôn urba 
nîstica" -en los têrminos del art. 235-L.S.- ellas quedan corn 
prendidas en el amplio espectro de la acciôn pûblica que con-
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templa la disposiciôn citada, a la que nos referimos al tratar 
la autotutela restitutoria.
4.4. Prescripciôn de las acciones.
La prescripciôn extintiva de la acciôn represiva o san 
cionadora encuentra fundamento en la seguridad jurîdica, a la 
que todos tienen derecho, incluîdos los infractores. Transcurri^ 
do un plazo prudencial, sin que se haya iniciado la reacciôn ju 
rîdica correspondiente a la actuaciôn infraccional, se extingue 
la responsabilidad administrativa del autor de êsta.
Sin embargo, no debe confundirse el plazo de prescrip­
ciôn de estas acciones con el plazo de caducidad que a menudo 
se establece para la revisiôn de los actos ilegales (Ver art. 
187-L.S.).
Dice el art. 230-L.S.:
"1. Las infracciones urbanîsticas prescribirân 
al ano de haberse cometido, salvo cuando en la 
présente Ley se establezca un plazo superior 
para su sanciôn o revisiôn.
2. El plazo de prescripciôn comenzarâ a compu 
tarse desde el dîa. en que se hubiera cometido 
la infracciôn o, en su caso, desde aquel en que 
hubiera podido incoarse el procedimiento".
Aunque la Ley habla de la prescripciôn de las infraccio 
nés, se estâ refiriendo -como anota SALA ARQUER (29)- a la pre£ 
cripciôn extintiva de las acciones sancionatorias.
El R.D. complementa y desarrolla las situaciones a las 
que se refiere el citado art. 230-L.S., en los arts. 92 al 94 
de su texto.
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5. LA AUTOTUTELA COMO FUNDAMENTO DE LA PENALIDAD URBANISTICA.
5.1. La Ciudad como bien jurldico pûbllco y la vivlenda co­
mo aspiraclôn social dlgna de protecclôn.
En su oportunidad, pusimos como fundamento principal 
de la tutela disciplinaria, la necesidad de desalentar las con 
ductas transgresoras del ordenamiento urbanîstico.
Este nivel retributive no es hoy dîa suficiente para 
procurar adecuada cobertura al bien jurîdico que se intenta 
protéger; salvo en sus niveles menos graves.
Por una parte, podemos observer que el contenido de 
la retribuciôn que el derecho disciplinario exige al transgre 
sor privado es una multa, una cantidad de dinero; y que puede 
ocurrir que la cota mâxima de esa sanciôn alcance precisamen- 
te al total del provecho econômico que el infractor proyecta- 
ba obtener mediante su actividad ilegîtima. No es, en verdad, 
un riesgo significative para êste el de perder la expectativa 
de un lucro ciertamente ilîcito a cambio de la de enriquecer- 
se -sin desmedro del honor ni de la libertad- en una empresa 
tan poco aleatoria.
Por otra parte, la consideraciôn del atentado urbanîs 
tico como una mera negligencia -un acto u omisiôn, a lo mâs, 
culpable- para cuya reparaciôn, ademâs del efecto restituto- 
rio, basta con uno sanciôn administrativa, constituye una rê 
mora mental, un anacronismo impropio del nivel de desarrollo 
y del grade de trascendencia social en que se sitûa el urba­
nisme moderne; y -por ende- comporta una posiciôn ciega, o 
mîope, ante el daho irreversible que ciertas transgresiones 
graves pueden ocasionarle.
Hace ya diez ahos atrâs, Martîn BASSOLS decîa:
"La necesidad de una tipificaciôn penal de los 
ilîcitos urbanîsticos no se hizo sentir hasta 
el memento en que las infracciones urbanîsticas.
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al compâs del proceso de urbanizaciôn acelera- 
do, han alcanzado una trascendencia social de 
primera magnitud con implicaciones para toda 
la comunidad y no sôlo para los propietarios 
de terrenos limîtrofes o para los terceros ad 
quirentes de las urbanizaciones. No cabe la me 
nor duda de que hace unos ahos la construcciôn 
sin licencia, una reparcelaciôn ilegal o la 
construcciôn en una zona verde tenîan unas re- 
percusiones limitadas; hoy dîa, por el contra­
rio, repercuten en el bienestar general y son 
dignas de represiôn no sôlo por los bénéficiés 
ilîcitos que para el infractor reportan sino 
principalmente por el atentado que comportan 
para la correcta convivencia urbana como forma 
de vida comunitaria y social".
Cuando se habla de la preservaciôn o de la restauraciôn 
del "ordenamiento urbanîstico" o de la "legalidad urbanîstica", 
se tiene la imagen -exclusivamente jurîdica- de un orden norma 
tivo cuyo valor consiste precisamente en su categorîa de "orden", 
de expresiôn formulada de la voluntad legal.
El orden urbanîstico verdadero y real que importa pro­
téger es mucho mâs rico, mâs trascendente y mâs vital que seme 
jante imagen, Cuando escribimos ésto estamos pensando -entre 
muchos otros aspectos que podrîan revelarse- en la Ciudad como 
producto de la actividad urbanîstica, en la ciudad como obra de 
arte colectiva en el sentido de proyectarla, hacerla y de dis- 
frutarla; y pensamos también en la vivienda propia como la mâs 
honda y universalmente sentida aspiraciôn social. Este es, en 
sôlo dos aspectos, el contenido real del bien jurîdico que a 
todos nos interesa protéger.
No existen palabras suficientemente duras para califi- 
car la acciôn de quienes, en pos de ventajas lucrativas, ampa- 
rados en la dificultad insuperable de la prueba, sobornan al 
funcionario otorgante de la respectiva licencia -ni la acciôn 
de quienes se dejan sobornar- provocando luego problemas irre 
mediables en la armonîa urbana, desequilibrando la densidad 
prevista o la capacidad de los servicios, o los espacios pûbli 
COS o comunitarios; todo ello sin mâs riesgo que el de invocar 
luego el error y la buena fe y de pagar una multa; ya que el
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horror a las ôrdenes de demoliciôn detiene a menudo -por falta 
de visiôn o de conciencia urbanîstica- hasta la severa mano de 
los jueces.
Y si acciones como éstas reclaman -no por los vericue 
tos intransitables del delito de cohecho sino por el camino 
claro del delito urbanîstico objetivo- un castigo riguroso a 
quienes atentan contra un bien colectivo de la magnitud de la 
ciudad, que decir de aquellos otros delincuentes de cuello blan 
co que montan oficinas para explotar la ilusiôn y la credulidad 
de la gente sencilla, ofreciendo operaciones de parcelaciôn o 
de viviendas que no podrân nunca llevarse a término.
He aquî dos aspectos concretos del bien jurîdico urba­
nîstico cuya protecciôn clama y reclama por una acciôn retribu 
tiva de carâcter penal.
5.2. El delito urbanîstico.
Como luego veremos, las legislaciones han sido tîmidas 
y hasta renuentes para considerar el delito urbanîstico entre 
sus previsiones tutelares.
A veces, el sistema legislative practica una derivaciôn 
hacia aquellas figuras o tipos pénales comunes a los que pudie 
ra asimilarse una conducta delictiva en el orden urbanîstico. 
Asî ocurre, por ejemplo, en la legislaciôn francesa cuyo Côdigo 
del Urbanismo -en sus artîculos L. 316-4 y L. 480-12- hace rem^ 
siôn a los arts. 209-233 del Côdigo Penal, que sancionan los de 
litos de rebeldîa, desobediencia, atentados y desacatos, con re 
laciôn a supuestos de hecho que impidan u obstaculicen la ins- 
pecciôn de obras o de actividades urbanîsticas por parte de los 
funcionarios compétentes; remisiôn que se realiza sobre la base 
del concurso ideal de delitos entre la conducta prevista en el 
Côdigo del urbanismo y la tipificada en el delito especîfico 
del Côdigo Penal. Otro ejemplo que puede darse es el del art.
L. 160-2 del mismo Côdigo francês del Urbanismo, que se remite 
al art. 378 del C. Penal; el que, a su vez, sanciona el quebran 
tamiento del secreto profesional, para hacerlo aplicable a toda
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persona que habiendo efectuado, por cuenta de una entidad pû­
blica, estudios preparatories de documentes urbanîsticos, vio 
lare el secreto de taies estudios (31).
No obstante, cuando hablamos del delito urbanîstico 
no nos estamos refiriendo a éstas u otras situaciones ilîci- 
tas del âmbito urbanîstico que son o pueden ser comunicables 
con las del derecho penal comûn. Nos estamos refiriendo a ti 
pos especîficos de ilîcitos urbanîsticos cuya naturaleza se 
corresponde con la del bien jurîdico que se intenta protéger 
y cuya represiôn -por su gravedad, su frecuencia u otras con 
sideraciones de polîtica criminal- merece situarse en el âm 
bito penal y en el ârea jurisdiccional.
Antes de entrar en la caracterizaciôn de los delitos 
urbanîsticos, nos ha parecido oportuno echar un vistazo al 
muestrario que nos ofrecen algunas legislaciones que los con 
sideran.
5.3.La Penalidad Urbanîstica en algunas legislaciones.
5.3.1. En Chile.
Aunque pretendemos tratar esta materia con mayor deta 
lie en el Cap. VII de la Cuarta Parte de este trabajo, nos pa
rece conveniente transcribir aquî dos disposiciones de la L.
G.U.C. que configuran el llamado "delito de loteo (parcelaciôn) 
irregular", que proliferô notablemente hasta la dictaciôn del 
precepto penal. Los actos jurîdicos y situaciones descritas co 
mo ilîcitas corresponden a los mecanismos mâs frecuentemente 
utilizados por los loteadores de terrenos sin urbanizar, para 
enajenarlos, eludiendo la ley, especialmente a comunidades de 
adquirentes.
"Art. 136.- Mientras en una poblaciôn, apertura 
de calles, formaciôn de un nuevo varrio, loteo 
o subdivisiôn de un predio, no se hubieren eje 
cutado todos los trabajos de urbanizaciôn que 
exigen los dos artîculos précédantes y la Orde 
nanza General, no serâ lîcito al propietario,
loteador o urbanizador de los terrenos corres-
pondientes, enajenarlos, acordar adjudicaciones 
en lote, celebrar contratos de compraventa, pro
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mesas de venta, réservas de sitios, constituer 
comunidades o sociedades tendientes a la forma 
ci6n de nuevas poblaciones o celebrar cualquier 
clase de actos o contratos que tengan por fina- 
lidad ûltima o inmediata la transferencia del 
dominio de dichos terrenos.
"La venta, promesa de venta o cualquier otro ac 
to o contrato que tenga anâloga finalidad so—  
bre un predio no urbanizado, en favor de una - 
comunidad, se presumirâ que tiene por objeto 
la subdivisiôn del mismo sin la necesaria urba 
nizaciôn".
"Art. 138.- Serâ sancionado con la pena de pre­
sidio menor en su grado mâximo a presidio ma—  
yor en su grado mînimo el propietario, lotea—  
dor, o urbanizador que realice cualquier clase 
de actos o contratos que tengan por finalidad 
ûltima o inmediata la transferencia del dominio, 
taies como ventas, promesas de venta, réservas 
de sitios, adjudicaciones en lote o constituciôn 
de comunidades o sociedades tendientes a la for 
maciôn de nuevas poblaciones, en contravenciôn 
a lo dispuesto en el présente pârrafo".
5.3.2. En Francia.
Ademâs de las situaciones de remisiôn legal ante 
riormente descritas, el Côdigo del Urbanismo contempla un aspec 
to penal, un aspecto procesal y otro relativo a la responsabili 
dad civil.
En el aspecto penal, el Côdigo, en su art. L. 
480-3, configura y castiga el delito de desobediencia a la or­
den de suspensiôn de trabajos. Y los arts. L. 160-1, 316-1 y 
480-4 sancionan las actividades de parcelaciôn y la ejecuciôn 
de trabajos o utilizaciôn del suelo, que sean contrarias a las 
previsiones légales, a las reglamentarias o a las de la respec 
tiva licencia.
En el orden procesal, lo mâs relevante que el 
Côdigo del Urbanismo contiene -en su art. L. 480-1 y 480-2- es 
la réserva a la Administraciôn del ejercicio de la acciôn penal 
para perseguir las actuaciones urbanîsticas delictivas. Se con 
figura asî, la tutela penal, como un complemento, mâs enêrgico.
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de la tutela disciplinaria; pero puesto -en todo caso- al cuida 
do exclusivo de la propia Administraciôn. El Côdigo consulta, 
tambien, en su art. L. 480-5, la posibilidad de publicar la res 
pectiva sentencia.
Por ûltimo, en el orden restitutorio y en el âmb_i 
to de la responsabilidad civil, los arts. L. 480-5 y 9 contem- 
plan la demoliciôn de lo indebidamente construîdo y la reductio 
in pristinum; y los arts. L. 480-6, 7 y 8 se refieren a las con 
secuencias civiles de la condena y especifican que ellas sobre- 
viven al induite y a la eventual extinciôn de la acciôn penal
(32) .
5.3.3. En Italia.
La Ley sobre la Edificabilidad del Suelo, de 28 
de enero de 1977, 10- que en su art. 15, bajo el epîgrafe de
Sanciones Administrativas contempla, en los apartados 3, 8, 11, 
13 y 14, la demoliciôn de las obras indebidamente ejecutadas, e£ 
tablece -en su art. 17- las Sanciones pénales (33).
Ellas revisten dos modalidades completamente dis^  
tintas: la primera consiste en "Una multa de hasta 2.000.000 de 
liras por el incumplimiento de las normas, prescripciones y mo­
dalidades ejecutivas previstas en la présente Ley, en la de 17 
de agosto de 1942 N* 1,150 y en sus sucesivas modificaciones y 
adiciones, en cuanto sean aplicables, asî como en los reglamen 
tos de la construcciôn, en los planes de urbanismo y en la pro 
pia concesiôn" (art. 17.a). Aunque tambien se trata de una mu^ 
ta, no debe olvidarse que ella se impone mediante una sentencia, 
por la vîa penal.
La segunda sanciôn consiste en "El arresto de 
hasta seis meses y una multa hasta de 5.000.000 de liras, en 
los casos de ejecuciôn de trabajos en total disconformidad o en 
ausencia de la concesiôn, o de prosecuciôn de dichos trabajos 
no obstante la orden de suspensiôn, o en el caso de incumpli­
miento de lo dispuesto en el artîculo 28 de la Ley de 17 de
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agosto de 1942, N* 1.150 y sus modlficaciones sucesivas" (art. 
17-b).
Caracterîstica comûn de estas dos penas es que 
ellas se imponen "sin perjuicio de las sanciones previstas en 
el articule 15"; las cuales, en su mayorîa -como dejamos seha 
lado- son de efecto restitutorio (demoliciôn), aunque tambien 
se contemplan sanciones pecuniarias.
5.3.4. En Espaha.
No existe en Espaha el delito urbanîstico. Es 
curioso constatar que -pese a que el Proyecto de Reforma de la 
L.S. promulgado en 1975 no hacîa ninguna referenda a la tipi 
ficaciôn penal de las transgresiones urbanîsticas- en la Comi 
siôn de Vivienda se suscitô debate sobre "la necesidad inelu 
dible de tipificar penalmente algunas de las infracciones urba 
nîsticas y, en concreto, estructurar el delito urbanîstico".
Sin embargo -como relata Martîn BASSOLS- "la propuesta no pros 
perô por razones eminentemente reglamentarias (criterio de au­
sencia de competencia de la Comisiôn) y sistemâticas (solo al 
Côdigo Penal corresponde tipificar los delitos)". Con todo, de 
ese debate surgiô la adiciôn al art. 217 original -actual art^ 
culo 225- que précisa, en su parte final, que las sanciones ad 
ministrativas se aplicarân con independencia "de las responsa 
bilidades de orden penal en que hayan podido incurrir los in­
fractores" (34) .
Pero, si en Espaha no hay legislaciôn penal so­
bre delitos urbanîsticos, al menos existe el Proyecto de Côdi­
go Penal, de 1980, que les contempla en el Apartado V de la Ex 
posiciôn de Motives y les configura en cuatro artîculos del Ca 
pîtulo X del Tîtulo VIII.
Dice la Exposiciôn de Motives, refiriêndose a la 
protecciôn penal del orden econômico, que "En el mismo Tîtulo 
se incluyen tambien figuras delictivas que poseen, mâs allâ de 
su contenido econômico, una évidente significaciôn social, como
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sucede con el delito urbanîstico, cuya creaciôn reclamaba la 
colectividad".
El Cap. X del Tît. .VIII contiene las cuatro 
disposiciones que nos limitâmes a transcribir (35);
"Art. 382.- Los promotores, empresarios y têc- 
nicos directores de una edificaciôn levantada 
invadiendo suelo no urbanizable, especialmente 
protegido, o destinado en el planeamiento a edi 
ficaciones para centres pûblicos, sanitarios, 
docentes u otros de interês comunitario, serân 
castigados con las penas de prisiôn de uno a - 
très ahos o multa de doce a veinticuatro meses 
y , en todo caso, inhabilitaciôn para profesiôn 
u oficio por tiempo de seis a diez ahos. Si el 
edificio se levantare en suelo destinado a via 
les, zonas verdes o espacios libres se impondrân 
las penas en su mitad superior".
"Art. 383.- Se impondrân las mismas penas esta- 
blecidas en el artîculo anterior, en sus respec 
tivos supuestos, a los promotores, empresarios 
y tecnicos directores que levantaren edificios 
excediêndose notoriamente en las alturas o volû 
menes autorizados por las ordenanzas y planes 
de urbanismo o en la licencia que les fuere otor 
gada".
"Art. 384.- Los funcionarios facultativos (têcnicos 
urbanistas) que hubieren informado favorablemen 
te proyectos de edificaciôn o la concesiôn de Ti 
cencias notoriamente contrarios a las normas ur­
banîsticas vigentes y los miembros del organisme 
otorgante que hubieren votado su concesiôn a sa- 
biendas de su ilegalidad, serân castigados con 
pena de prisiôn de uno a très ahos o multa de do 
ce a veinticuatro meses y, en todo caso, con la 
de inhabilitaciôn especial para el desempeho de 
cargos pûblicos por tiempo de seis a diez ahos".
"Art. 385.- Cuando los delitos definidos en los 
très artîculos précédantes fueren cometidos a tra 
vês de sociedades o empresas, se podrâ imponer a 
ëstas la medida de prohibiciôn de realizar la ac­
tividad de construcciôn de edificios por tiempo 
de uno a très ahos. En caso de reincidencia, esa 
prohibiciôn podrâ tener carâcter definitive".
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5.4. Aspectos relevantes en la caracterizaciôn del delito 
urbanîstico.
5.4.1. El bien jurîdico protegido.
La primera cuestiôn que debe encararse para la 
determinaciôn de los delitos urbanîsticos consiste en définir, 
con la mayor exactitud, el bien o el colectivo de bienes jurî­
dicos que se intenta protéger.
Si solo se trata de tutelar, de una manera mâs 
drâstica y ejemplar que por la vîa administrativa, la legalidad 
urbanîstica, todo se reducirâ a examinar cuâles infracciones -o 
quê grados de ellas- merecen ser sustraîdas a la potestad san- 
cionatoria de la Administraciôn, para hacerlas ingresar en el 
ârea penal. Este criterio es el que parece advertirse en el Pro 
yecto de Côdigo Penal espahol de 1980, en la legislaciôn france 
sa y en el art. 17-b) de la Ley italiana de 28-1-1977.
Si, en cambio, el bien jurîdico tambien compren- 
de otros aspectos que pudieran no hallarse consultados o debida 
mente instrumentados en la legalidad urbanîstica, como la cali- 
dad de la vida o la preservaciôn del ambiente urbano o la segu­
ridad jurîdica de las expectativas de vivienda de la poblaciôn 
modesta o la seguridad fîsica y la higiene de los edificios ha 
bitables -sôlo para sehalar algunos ejemplos- la acotaciôn del 
campo, o del elenco de bienes a protéger, serâ diferente.
A este respecto, no debe olvidarse que la delin 
cuencia urbanîstica -esa especial categorîa de depredadores ur 
banos de cuello blanco, sonrisa afable y ademanes convincentes- 
opera siempre de manera premeditada y cuidadosa; y que la preme 
ditaciôn y el cuidado se encaminan, precisamente, a no caer en 
la trampa de vulnerar abiertamente la legalidad urbanîstica o de 
que esa vulneraciôn pueda ser comprobada.
Lo importante, en cualquier caso, es que esta de 
terminaciôn bâsica -consistente en définir el campo del bien que
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se decide protéger- se practique de cara a la realidad urbanÎ£ 
tica del respectivo paîs, y no entre las cuatro paredes de un 
gabinete, por muy bien provisto que se halle de literature jur^ 
dica.
5.4.2. La determinaciôn de los tipos pénales.
Una vez delimitado el campo, es preciso detectar, 
con absolute fidelidad, qué âreas o que aspectos o modalidades 
suyas requieren protecciôn penal.
Una vîa consiste en establecer quê actuaciones o 
quê omisiones atentatorias de los bienes jurîdicos definidos se 
presentan con mayor frecuencia u ostentan mayor peligro o grave 
dad para aquellos bienes. Esta vîa no es la ûnica apropiada, 
pues pudiera ser necesario no sôlo reprimir ciertas actuaciones 
atentatorias de la legalidad preexistente sino, tambien, préve­
nir o impedir que se produzcan situaciones peligrosas o perjudi 
ciales. A este ûltimo resultado apuntan las disposiciones tran£ 
critas de la legislaciôn chilena.
Esta detecciôn es fundamental para poder determi 
nar el elenco de tipos pénales necesarios; los cuales, a su vez, 
requieren ser formulados con la mayor precisiôn posible, a obje 
to de que su aplicaciôn pueda ser ineludible y eficaz; o bien 
-dicho de otro modo- a fin de que su inadecuada configuraciôn 
en la ley no conduzca a la despenalizaciôn material o "descrimi^ 
nalizaciôn de hecho", como tambien se ha llamado a esta paradoja 
de que un problema jurîdico no quede resuelto despuês de haber 
buscado la soluciôn mâs radical, que consiste en criminalizarlo 
(36) .
5.4.3. El reparto y coordinaciôn entre las figuras in- 
fraccionales y los tipos delictuales.
Aun cuando no son coincidentes los puntos de mira 
ni los ângulos de enfoque en que se situan la tutela sancionato 
ria administrativa y la penal, no cabe duda de que existe una
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estrecha relaciôn entre las figuras infraccionales y los tipos 
de delictuales, ya que todas aquêllas y gran parte de êstos 
van a consistir en la transgresiôn de normas urbanîsticas.
De allî que sea necesario separar claramente am 
bos tipos de figuras -las infraccionales y las delictivas- pa 
ra luego repartirlas en sus respectives ôrbitas. La coordina­
ciôn entre ellas tiene por objeto evitar que, en el reparto, 
queden espacios en blanco, es decir, transgresiones limites 
exentas de sanciôn administrativa y de penalizaciôn.
Esta operaciôn viene requerida, ademâs, por dos 
consideraciones.
La primera y mâs general consiste en que, mien­
tras las infracciones son materia de la competencia sancionato 
ria de la Administraciôn, el juzgamiento de los ilîcitos péna­
les pertenece a la ôrbita jurisdiccional exclusiva del poder ju 
dicial.
La segunda consideraciôn radica en que, cada dîa, 
se abre camino con mayor vigor el principio "non bis in idem" 
-esto es, la interdicciôn de sancionar dos veces o por distin-r 
tas vîas un mismo hecho- en reemplazo del antiguo principio de 
compatibilidad, frente a un mismo ilîcito, de las responsabili^ 
dades administrativa y penal. El predominio de aquel principio 
induce a una clara delimitaciôn de ambos campos infraccionales, 
a fin de conocer desde un comienzo a que ôrgano y a quê clase 
de procedimiento quedarâ sujeta la respectiva infracciôn.
5.4,4. Previsiones procesales pénales y civiles.
Por ûltimo, debe tenerse en cuenta que cada nue 
va categorîa de delitos trae o puede traer aparejados problemas 
de coordinaciôn o de inserciôn procedimental en el respectivo 
ordenamiento.
En materia procesal, reviste importancia resol- 
ver si la legitimaciôn activa se concederâ sôlo a la Adminis-
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traciôn (sistema francês) o -lo que parece mâs apropiado- se 
construirâ esta tutela sobre la base de impulsion de la acciôn 
pûblica, con los debidos resguardos de la responsabilidad del 
ejercitante.
Puede, tambien, a objeto de faciliter la prueba 
de ciertos hechos o intenciones difîciles de acreditar, o de 
varier el onus probandi a su respecto, considerarse la formu- 
laciôn de determinadas presunciones légales. Pueden establecer 
se, en este orden de ideas, circunstancias especîficas modifi- 
catorias del grado de responsabilidad, sea para agravarlo o pa 
ra atenuarlo.
En el orden procesal civil conviens prever la 
competencia del juez penal para la adopciôn de medidas caute- 
lares (suspensiôn de obras), y aun para la decisiôn de medidas 
restitutorias (demoliciôn parcial o total u otras medidas de es^  
te orden).
Debe tambien coordinarse el ejercicio de las ac 
ciones pénales con el de las acciones civiles que pudieran de- 
rivar de una actuaciôn delictual.
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N O T A S (CAPITULO VI - TERCERA PARTE )
(1): Ver una aplicaciôn reciente de esta autotutela en el art,
4 letras e) y f), primera atribuciôn, de la Ley 7/1985 de 
2 de abril, reguladora de las Bases del Rêgimen Local, en 
el B.O.E. del 3-IV-1985.
(2); Cfr. GARCIA DE ENTERRIA Y PAREJO, "Lecciones...", cit.,
Tit. V, pâgs. 789 y ss; tambien la llama asi CARCELLER 
FERNANDEZ, "Instituciones de Der. Urbanîstico", cit., pâ 
ginas 383 y ss., y en su "Manual de Disciplina Urbanîsti^ 
ca". Cap. I, pâgs. 19 y ss. Y asî la denomina el Tîtulo 
II del Reglamento de Disciplina Urbanîstica (R.D.); deno 
minaciôn en la que, probablemente, han basado las suyas 
los autores citados.
(3): J. GONZALEZ PEREZ, "Comentarios...", cit., T. II, pâg. 
1.433.
(4): J. GONZALEZ PEREZ, "La Suspensiôn de las Obras efectuadas 
sin Licencia"; R.D.U. N& 44, 1975, pâgs. 15 y ss.
(5): GONZALEZ PEREZ, "La Suspensiôn...", cit., pâg. 16.
(6): El art. 178-L.S. que, entre los "usos" posibles del sue­
lo sehala los movimientos de tierra, o la colocaciôn de 
carteles de propaganda, amplifica los casos ejemplares a 
la corta de ârboles y hasta el "uso del vuelo", en el art. 
1& del R.D.
(7); La "orden de ejecuciôn" estâ ligada al deber de conserva- 
ciôn que el art. 181-L.S. impone a los propietarios de 
terrenos, urbanizaciones, edificios y carteles y estâ re-
gulada en el Tîtulo I, Cap. II del R.D. (arts. 10 y ss.).
(8): Cfr. GONZALEZ PEREZ, "La Suspensiôn...", cit. -II: Requis^ 
tos de la Suspensiôn-, pâg. 18 y ss.
(9): Exposiciôn de Motives, X. Vid. GONZALEZ PEREZ, "Comenta­
rios...", cit., T. I, pâg. 87.
(10): Sobre la reconstrucciôn de lo indebidamente demolido, ver 
el art. 30 del R.D.; sobre la terminaciôn de obras parali 
zadas, ver el art. 158 de la L.G.U.C.
(11): Vid. art. 582 inc. 1^ del C. C. chileno.
(12): Vid. art. 348 ap. 1 del Côd. Civil espahol.
(13): Pedro J. RODRIGUEZ, "La Propiedad Privada", cit., pâg. 113.
(14): Ver los artîculos 932 al 935 del C.C. chileno; y los arts. 
389 al 391, en relaciôn con los arts. 1907 y 1908 del C. 
Civil espahol.
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(15); Antonio CARCELLER FERNANDEZ, "Manual de Disciplina Urba 
nîstica" Ed. Tecnos, Madrid, 1983, pâg. 29.
(16); GARCIA DE ENTERRIA y PAREJO, "Lecciones..." cit., pâg.
816.
(17): Ibidem, id., pâg. 817.
(18): En la legislaciôn espahola los requisitos de legitima­
ciôn contencioso-administrativa estân contemplados en 
el art. 28 de la Ley Reguladora de esta Jurisdicciôn.
(19): GONZALEZ PEREZ, "Comentarios...", cit., II tomo, pâg.
1793.
(20): Luis COSCULLUELA MONTANER, "Acciôn Pûblica en materia 
urbanîstica", R.A.P. n* 71, 1973,pâg. 57.
(21): GARCIA DE ENTERRIA y PAREJO, "Lecciones...", cit., pâg. 
795, en relaciôn con 791-92.
(22): Exposiciôn de Motives L.S. 1975, X, Cfr. GONZALEZ PEREZ, 
"Comentarios...", cit., pâg. 87.
(23): Martîn BASSOLS COMA, "El Control de la Legalidad Urbanîs^ 
tica en la nueva Ley del Suelo"; R.E.D.A., N^ 6, 1975, 
pâg. 327.
(24): Ver los arts. 48 y 115 de la Ley de Procedimiento Admini^ 
trativo.
(25): GARCIA DE ENTERRIA y PAREJO, "Lecciones..." cit., pâg.
866; GARCIA DE ENTERRIA y T.R. FERNANDEZ, "Curso... cit.", 
tomo II, pâgs. 170-171; GONZALEZ PEREZ, "Comentarios..." 
cit., II tomo, pâg. 1701; y CARCELLER FERNANDEZ, "Manual 
de Disciplina..." cit., pâgs. 134-136.
(26): Ver los arts. 225, transcrite, de la L.S. y 51.3 y 53.3 
del R.D.
(27): Cfr. BASSOLS COMA, "El control..." cit., pâgs. 331 y 334 
y ss; y GARCIA DE ENTERRIA y PAREJO, "Lecciones...", cit. 
pâgs. 867 y ss.
(28): GARCIA DE ENTERRIA y PAREJO, "Lecciones...", cit., pâgs. 
868 y ss.
(29): José M. SALA ARQUER, "La prescripciôn de la acciôn sancio 
nadora en las Infracciones Urbanîsticas", R.D.U. N* 50, 
1976, pâg. 71.
(30): M. BASSOLS COMA, "El control de la legalidad...", cit., 
pâg. 329.
(31): Cfr. Luis RODRIGUEZ RAMOS, "La Protecciôn Penal del Urba 
nismo - Pautas para criminalizar algunas conductas"; R. 
D.U. n^ 81, 1983, pâgs. 31 y ss.
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(32): Prof. RODRIGUEZ RAMOS, op. cit., pâg. 34.
(33): Esta Ley bâsica aparece en su texto original en la obra 
de Alberto PREDIERI, "La legge 28-gennaio 1977 10 su
lia edificabilitâ dei Suoli", Giufrê, Milano, 1977; Ap^n 
dice, pâgs. 442 y ss. También puede consultarse su traduc 
cién en R.D.U. 54, 1977, pâgs. 107 y ss, teniendo cui­
dado de cambiar todas las expresiones "permise" que allî 
aparecen, por el término "concesiôn", que corresponde al 
texto italiano y que tiene una acepciôn técnica distinta 
y conforme con el sistema administrative que instaura 
esa Ley.
(34): BASSOLS COMA, "El Control...", cit., pâg. 330 y Notas 49 
a 51 con referencias a la historia del debate parlementa 
rio.
(35): Cfr. RODRIGUEZ RAMOS, op. cit., pâgs, 36-37.
(36): RODRIGUEZ RAMOS, op. cit., pâg. 45 y nota 22.
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1. LA PROTECCION JURIDICA COMO ELEMENTO DE EQUILIBRIO DE LAS 
POTESTADES ADMINISTRATIVAS.
Si el principio de Autotutela cierra el circuito de la le­
galidad urbanîstica protegiêndola aûn de los actos transgresio 
nales de la propia Administraciôn, el principio de la protec­
ciôn jurîdica de los administrados anuda el ciclo complete del 
Derecho urbanîstico.
Hasta ahora hemos venido examinando una serie de principios 
que se condensan en instituciones jurîdico-urbanîsticas. En 
ellas, la planificaciôn opera como soporte estructural; confor 
ma el contorno de la ciudad, su zonificaciôn, o distribuciôn in 
terna de los usos del suelo y del destino de los espacios y - 
edificaciones; define el contenido del derecho de propiedad de 
acuerdo a su calificaciôn urbanîstica y a los limites, deberes 
y cargas que le impone la ley; créa ventajas y desigualdades, pe 
ro procura distribuirlas equitativamente conforme al principio 
de la igual distribuciôn de bénéficies y cargas; y, en fin, se 
inserta en la legalidad -en el tejido mismo del ordenamiento ur 
banîstico- donde sirve de limite de la licitud y de medida de 
la tutela restauradora y sancionatoria.
En todas estas instituciones del Derecho urbanîstico -indu 
yendo el proceso participativo, en que el ôrgano planificador 
escucha, pero no obedece- la Administraciôn ejerce prerrogati- 
vas que encierran todo el peso irresistible del poder püblico; 
los actos en que ellas se traducen son imperativos y tienen 
ejecutividad inmediata (1) y ella -por régla general- no admite 
suspensiôn.
Ante esta fuerza arrolladora de las prerrogativas pûblicas, 
el Derecho Administrativo ha construido el cerco protector de 
las garantîas del administrado (2) , sin las cuales aquêl deja-
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rîa de ser derecho, para convertirse en un manual de ejecuciôn 
dotado de un instrumental temible. Por eso decimos que el prin 
cipio que aquî tratamos cierra el ciclo del DERECHO Urbanîsti­
co ; y por eso, también se habla de la condiciôn del Derecho 
Administrativo en general, de propender al equilibrio entre 
prerrogativas y garantîas, de ser un derecho garantista (3).
2. RECEPCION CONSTITUCIONAL DEL PRINCIPIO.
2.1. En las Cartas europeas.
La Constituciôn italiana de 1947 contempla este princi 
pio a través de très preceptos. El art. 24.1 dispone que "todos 
podrân acudir a los Tribunales para la defensa de sus derechos 
y de sus intereses legîtimos". El art. 113 especifica: "Contra 
los actos de la Administraciôn Pûblica se darâ siempre la pro­
tecciôn jurisdiccional de los derechos y de los intereses legî 
timos ante cualesquiera ôrganos judiciales ordinarios o admini£ 
trativos.
"Dicha protecciôn jurisdiccional no podrâ quedar exclu^ 
da o limitada a medios determinados de impugnaciôn o para deter 
minadas categorîas de actos.
"La ley especificarâ los ôrganos jurisdiccionales con 
facultad para anular los actos de la Administraciôn Pûblica en 
los casos y con los efectos previstos por la ley misma".
Esta disposiciôn debe relacionarse con el art. 103 inc. 
1 que atribuye al Consejo de Estado y a los demâs ôrganos de la 
justicia administrativa, "jurisdicciôn para la protecciôn fren­
te a la Administraciôn Pûblica de los intereses legîtimos y, en 
ciertas materias que la ley indique, asîmismo para la de los de 
rechos subjetivos" (4).
La G.G. de 1949 establece en su art. 19.4 -modificado, 
en esta parte, por Ley de 24-VI-1968- que;
457.
"Si alguien es lesionado por la autoridad en sus dere 
chos, tendrâ el derecho a recurrir ante los tribunales. Cuan­
do no se haya establecido competencia alguna de îndole espe—  
cial, se darâ recurso ordinario (der ordentliche Rechtsweg), 
sin que ésto afecte a lo dispuesto en el art. 10.2" (5).
El art. 95 de la Carta Federal instituye como tribunal su­
perior en materia administrativa, al Tribunal Administrativo 
Federal.
La Constituciôn de Grecia, en su art. 20 dispone:
"1. Todos tendrân derecho a protecciôn legal ante los 
tribunales y podrân exponer ante éstos sus puntos de vista so­
bre sus derechos e intereses, conforme a las disposiciones de 
la Ley.
"2. El derecho de la persona interesada a que se le 
oiga previamente serâ igualmente aplicable a toda acciôn o me 
dida administrativa tomada en detrimento de sus derechos o de 
sus intereses" (6).
La Carta portuguesa de 1976 es bastante drâstica en su
art. 20:
"Defensa de los derechos:
1. Se garantiza a todos el acceso a los tribunales para 
la defensa de sus derechos, no pudiendo denegarse justicia a na 
die por ihsuficiencia de medios econômicos.
2. Todos tendrân derecho a resistir a cualquier orden 
que atente a sus derechos, libertades y garantîas y a repeler 
por la fuerza toda agresiôn, cuando no sea posible recurrir a 
la autoridad pûblica".
Esta disposiciôn debe ser concordada con los art. 21.1, 
206 y 269. El primero de ellos se refiere a la responsabilidad 
civil solidaria del Estado y de los titulares de sus ôrganos o
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agentes cuando de sus acciones u omisiones, en el ejercicio de 
sus funciones, resuite una violaciôn de derechos,libertades y 
garanties o un perjuicio a tercero. El art. 206 impone a los 
Tribunales "asegurar la defensa de los derechos e intereses 
legalmente protegidos de los ciudadanos, reprimir la violaciôn 
de la legalidad democrâtica y dirimir los conflictos de intere 
ses pûblicos y privados". El art. 269.2 dice;
"Se garantiza a los interesados el recurso contencioso, 
por razôn de ilegalidad, contra todo acto administrativo defi- 
nitivo y de fuerza ejecutiva" (7).
La C.E. de 1978 instaura -en su art. 24- un sistema de 
tutela jurisdiccional (8), que debe entenderse asentado en el 
"Estado social y democrâtico de Derecho" y los valores superio 
res que proclama el art. 1.1 y, en lo que a nuestro estudio 
concierne, en los principios que senala el art. 9.3 de la Carta, 
puestos, en definitive, al servicio de la dignidad de la perso­
na y de sus derechos inviolables (art. 10.1).
El art. 24.1 establece;
"Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela 
efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus dere 
chos e intereses légitimés, sin que, en ningûn caso, pueda produ 
cirse indefensiôn".
Esta disposiciôn debe concordarse -en lo que nos atahe 
e interesa- con el art. 105-c) que se refiere a la regulaciôn 
legal del procedimiento administrativo y a la garantia de audien 
cia del interesado; y con el art. 106, que dice;
"1. Los Tribunales controlan la potestad reglamentaria 
y la legalidad de la actuaciôn administrativa, asi como el so-
metimiento de êsta a los fines que la justifican.
"2. Los particulares, en los têrminos establecidos por 
la ley, tendrân derecho a ser indemnizados por toda lesiôn que
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sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 
casos de fuerza mayor, siempre que la lesiôn sea consecuencia 
del funcionamiento de los servicios pûblicos" (9) .
2.2. En las Constituciones americanas.
La Constituciôn de los Estados Unidos Mexicanos de 1917, 
ademâs de contemplar "tribunales de lo contencioso administrati­
vo dotados de plena autonomia para dictar sus fallos" (art. 104- 
I), consagra el conocido "amparo mexicano" plurifuncional, el 
cual, de acuerdo al art. 107-IV,
"En materia administrativa el amparo procédé, ademâs, 
contra resoluciones que causen agravio no reparable mediante al^  
gûn recurso, juicio o medio de defensa legal. No serâ necesario 
agotar estos cuando la ley que los establezca exija, para otor- 
gar la suspensiôn del acto reclamado, mayores requisitos que 
los que la Ley Reglamentaria del Juicio de Amparo requiera co­
mo condiciôn para decretar esa suspensiôn".
El mismo amparo procédé contra sentencias definitivas, 
de acuerdo al art. 107-V, letra b): "En materia administrativa, 
cuando se reclamen por particulares sentencias definitivas dic- 
tadas por tribunales federales, administratives o judiciales, 
no reparables por algûn recurso, juicio o medio ordinario de de 
fensa legal" (10) .
La Constituciôn peruana de 1979 establece en su art.
240 inciso 1: "Las acciones contencioso administrativas se in- 
terponen contra cualquier acto o resoluciôn de la Administra—  
ciôn que causa estado".
Su art. 295, que en su inciso primero contempla el ha­
beas corpus ante cualquier acciôn u omisiôn que vulnera o ame- 
naza la libertad personal, en su inciso segundo establece que 
"la acciôn de amparo cautela los demâs derechos reconocidos por 
la Constituciôn que sean vulnerados o amenazados por cualquier 
autoridad, funcionario o persona". Y, en el inciso cuarto del
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mismo artîculo, dispone:
"Hay acciôn popular ante el Poder Judicial, por infrac 
ciôn de la Constituciôn o la ley, contra los reglamentos y nor 
mas administrativas y contra las resoluciones y decretos de ca 
râcter general que expiden el Poder Ejecutivo, los gobiernos re 
gionales y locales y demâs personas de derecho püblico" (11).
La Constituciôn Federal argentina déclara en su art. 18 
que "es inviolable la defensa en juicio de la persona y de los 
derechos" (12).
La C. Pol. chilena de 1980 establece, en su art. 38 inc. 
2, que "Cualquier persona que sea lesionada en sus derechos por 
la Administraciôn del Estado, de sus organismes o de las Munici 
palidades, podrâ reclamar ante los tribunales contencioso admi­
nistratives que determine la ley, sin perjuicio de la responsa­
bilidad que pudiere afectar al funcionario que hubiere causado 
el daho".
Por otra parte, la Constituciôn, previene la nulidad de 
los actos de los ôrganos del Estado que se generaren con la om^ 
siôn o la infracciôn de sus requisitos de validez, de la compe­
tencia o de sus formalidades légales (art. 7 inc. 3).
Como los tribunales contencioso administrativos no han 
sido creados, en virtud de la potestad jurisdiccional que la 
misma Constituciôn entrega exclusivamente al Poder Judicial y 
del principio de unidad jurisdiccional que la preside, esta cia 
se de asuntos es de la competencia general de los tribunales or 
dinarios (art. 73 C. Pol. y 5 del C.O.T.).
Por ûltimo, la propia Carta Fundamental contempla dispo 
sitivos de protecciôn jurisdiccional susceptibles de aplicaciôn 
en materia urbanîstica, como son el reclamo judicial de ilegal^ 
dad del acto expropiatorio, el reclamo contra el valor fijado 
por la Administraciôn a la indemnizaciôn expropiatoria (art. 19 
N& 24 inc. 3^ ) y el recurso de protecciôn de algûn derecho fun­
damental especialmente amparado por esta acciôn de rango consti^ 
tucional (art. 20 C. Pol.) (13).
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3. CONFORMACION DE LA PROTECCION JURIDICA DEL ADMINISTRADO.
Esta protecciôn, como se advierte de los textos constitucio 
nales citados, se estructura, generalmente, en dos âmbitos, que 
son el de la propia Administraciôn, en el cual, en el aspecto 
que nos interesa, se desarrolla a travês de los recursos admi­
nistratives y forma parte del llamado control interno; y el del 
control externe de naturaleza judicial, que es el que -en la idea 
de Cari Schmitt- caracteriza al Estado de Derecho (14).
A este respecto dicen GARCIA DE ENTERRIA y FERNANDEZ que "la 
estructura bâsica del Derecho Administrativo descansa sobre dos 
principios capitales -la teorîa del contencioso-administrativo 
contra las decisiones de la Administraciôn y la de la responsa^ 
bilidad patrimonial de êsta por los dahos que de su actividad 
puedan resultar para los particulares- principios que constitu- 
yen la contrapartida necesaria de los privilegios del Poder pû- 
blico (15).
Existen tambien otras dos formas de control externo de la 
Administraciôn; uno, de naturaleza parlamentaria -mâs frecuen- 
te en Europa- cuya expresiôn mâs caracterîstica es el Ombudsman 
sueco y sus ôrganos équivalentes en Espaha y Portugal (16)- y 
otro, de îndole administrativa, pero independiente de la Admi­
nistraciôn y del Gobierno -mâs frecuente en Amêrica- constitué 
do por las Contralorîas Générales en su funciôn fiscalizadora 
de la legalidad de los actos administrativos (17). No vamos a 
tratar estas formas de control externo, por no referirse a 
ellas la legislaciôn urbanîstica.
GONZALEZ PEREZ define el recurso administrativo como "la 
impugnaciôn de un acto administrativo ante un ôrgano de ese ca 
râcter" (18).
La base en que se funda la procedencia del recurso adminis­
trativo contra los actos emanados de la propia Administraciôn, 
consiste en la necesaria sumisiôn de êsta a la legalidad, en el 
evento que ella haya sido transgredida por el acto recurrido (19).
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Si la Administraciôn estâ habilitada -por régla general- para 
revisar de oficio sus actos que se apartan de la ley, con ma­
yor razôn deberâ hacerlo a instancias del afectado por ellos. 
Podrîa observarse que el procedimiento judicial de revisiôn 
tiene tambien idêntica base y objetivo (20). Sin embargo, un 
abismo sépara al procedimiento administrativo del procedimien 
to judicial. Alberto Ramdn REAL, al respecto, ha dicho:
"La actividad que se desenvuelve mediante el procedi­
miento administrativo es funciôn administrative, mientras que 
el derecho procesal régula, en principio, el ejercicio de la 
funciôn jurisdiccional, que tiene por fin decir el derecho con 
fuerza de cosa juzgada. Los actos administrativos, en cambio, 
que persiguen realizar otros fines del Estado, de modo directo, 
no causan estado, no estân destinados a producir resultados ju- 
rîdicos definitivos, sino a resolver, con inmediatez y urgencia, 
los requerimientos continuos e impostergables de la vida admi­
nistrative, sin perjuicio de su posible revisiôn jurisdiccional 
ulterior, a fines anulatorios o reparadores. En consecuencia las 
organizaciones administratives y jurisdiccionales han sido tradi 
cionalmente distintas: la administrative, caracterizada por la 
unidad y la jerarquîa; la jurisdiccional por la independencia 
de los jueces y su imparcialidad sobre las partes, supuestas en 
une posiciôn de igualdad, de donde derivan los amplios derechos 
de defense en juicio.
"En cambio, en el procedimiento administrativo no se en 
frentan, en principio, partes iguales. La desigualdad es la ré­
gla en virtud de la diverse posiciôn del administrado o particu 
1er, persona juridica individuel o colectiva de derecho privado 
y la persona pûblica y sus ôrganos o agentes, que invisten auto 
ridad, ejercen poderes de decisiôn unilateral y gozan de prerro 
gativas fundadas en el interës general que se supone que repre- 
sentan. En consecuencia predominan la unilateralidad y el autori 
tarismo de los procedimientos y el administrador no se supone 
independiente ni imparcial: responde a la direcciôn polîtica y 
encarna el interés del Estado, aun cuando deba actuar dentro de 
los limites de la legalidad". (21).
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La coordinaciôn entre ambos mécanismes de protecciôn 
-supuesta la emisiôn de un acte que lesione un derecho o inte 
rês légitimé del administrado- es susceptible de diverses mo- 
dalidades.
La mâs simple se da en el sistema britânico en que no 
existe ni una jurisdicciôn administrative especializada ni un 
procedimiento contencioso administrativo; y en que la reclama- 
ciôn contra los actos lesivos de derechos, provenientes de la 
Administraciôn, las resuelve el juez ordinario sin requisites 
formates de habilitaciôn como podria ser el ejercicio previo 
de los recursos administrativos.
En Chile, pais que tambien carece de une judicature ad 
ministrativa existen procedimientos contencioso-administrati- 
vos especiales y en ellos no es necesario, por régla general, 
el agotamiento previo de la via administrative.
En Espaha, en cambio, se da la situaciôn de coexisten- 
cia de la judicature contencioso-administrativa, junto a la or 
dinaria, dentro del Poder Judicial; y, al mismo tiempo, el re- 
curso contencioso-administrativo s61o procédé, por régla gene­
ral , despuês de haber agotado todos los recursos ordinarios de 
la via administrative (22).
Los recursos administrativos ordinarios son el de repo 
siciôn, tambien llamado de reconsideraciôn, que es "aquel que 
se interpone ante la propia autoridad que ha dictado un acto o 
pronunciado une decisiôn administrative, a fin de someter deter 
minadas consideraciones a la indicada autoridad para que êsta, 
por acto de contrario imperio, révoqué el acto o decisiôn reçu 
rridos" (23); y el recurso de alzada, llamado tambien recurso 
jerârquico, porque se interpone para ante la autoridad u ôrgano 
de jerarquia superior a aquêl que dictô la resoluciôn recurrida.
GONZALEZ FEREZ ha senalado que junto a este recurso de 
alzada propio, existe un recurso de alzada atipico o impropio, 
que se suscita cuando el recurso se concede para ante un ôrgano
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o autoridad que no estâ en relaciôn jerârquica con el que dictô 
el acto impugnado; situaciôn que puede darse cuando existe -por 
ejemplo- una mera relaciôn de tutela, como la que tiene en aigu 
nos paîses la Administraciôn del Estado sobre los Municipios. 
BIELSA ha dicho, al respecto, que parece una incongruencia el 
ejercicio del "recurso jerârquico en un rêgimen de autarquîa 
(como es, por lo general, el del Municipio), pues jerarquîa y 
autarquîa son conceptos jurîdicos relativamente antitêticos". 
Englobando tanto el recurso propio como el impropio en una sola 
definiciôn, GONZALEZ FEREZ caracteriza el recurso de alzada como 
el "que se da, con carâcter ordinario, ante el superior jerârqui 
co del que dictô el acto impugnado, o con carâcter especial ante 
el ôrgano que ejerce la tutela sobre el que dictô el acto" (24).
Fueden tambien existir recursos administrativos extraordina- 
rios, como el recurso de revisiôn que contempla la legislaciôn 
espahola en supuestos tasados muy excepcionales (25).
Con todo -y sin perjuicio de una opciôn potestativa del afec 
tado, que es quien debe decidir en conveniencia- no son los re­
cursos administrativos sino la via jurisdiccional -si es posible 
especializada- la verdadera garantîa de su protecCiôn eficaz fren 
te a los privilegios de la Administraciôn.
Como dice, elocuentemente, GONZALEZ FEREZ :
"El juez administrativo es, por tanto, el defen 
sor por antonomasia de la legalidad administra­
tive. A ël ha de acudir el administrado cada 
vez que sus derechos resulten vulnerados por el 
obrar administrativo. No existe ni ha existido 
ninguna otra instituciôn que pueda parangonarse 
a ël en la salvaguarda de los derechos fundamen 
taies. La excelsa funciôn del juez adquiere to- 
da su plenitud en el proceso administrativo. 
Forque en ël, a diferencia de en otros procesos, 
se intenta la composiciôn de un litigio produci- 
do entre partes situadas en pianos de manifiesta 
desigualdad. No es ya la desigualdad econômica 
o social que puede darse -y de hecho se da- en 
otros procesos. Es la desigualdad sustancial, 
esencial, entre un sujeto desprovisto de toda 
prerrogativa y otro investido de todos los Fode 
res" (26).
465.
4. E STRUCTURA DE LA PROTECCION JURIDICA EN EL DERECHO URBAN ISTICO,
Habiendo examinado ya el panorama administrativo general, en 
tramos de lleno al cuadro de los recursos administrativos y con- 
tencioso-administrativos.
No nos referiremos aquî a la situaciôn del Derecho chileno, 
por ser materia de consideraciôn especial en la Cuarta Parte de 
este trabajo (Cap. VII).
Debe advertirse que, existiendo en el ordenamiento jurîdico 
espahol una Ley de Rêgimen Jurîdico de la Administraciôn del E£ 
tado, una Ley de Procedimiento Administrativo (L.P.A.) y una 
Ley Reguladora de la Jurisdicciôn contencioso-administrativa 
(L.R.J.C.A.) -ademâs de la Ley Reguladora de las Bases del Rê­
gimen de Administraciôn Local, a la cual tambien nos hemos refe 
rido- la Ley del Suelo, por régla general, se remite a ellas 
-particularmente, en materia de procedimiento- con algunas exce£ 
ciones derivadas de la particularidad de la Administraciôn y de 
la actividad urbanîsticas, a las que en su oportunidad nos refe 
riremos.
4.1. Protecciôn en sede administrativa.
4.1.1. El recurso de reposiciôn.
Este recurso puede plantearse siempre, en sede ad 
ministrativa, y en cualquier nivel jerârquico, por elementales 
razones de economîa procesal, a fin de dar a quien puede haber 
cometido un error o una omisiôn, la oportunidad de enmendarlos.
Cabe advertir que -por disponerlo asi el art. 119- 
LPA. - en el sistema espahol, la Administraciôn queda habilitada 
para revisar no sôlo el asunto materia de los respectivos recur 
S O S  ordinarios que se interpongan ante ella, sino tambien "cuan 
tas cuestiones plantée el expediente, hayan sido o no alegadas 
por los interesados. En este ûltimo caso, se les oirâ previamen- 
te".
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Sin embargo, dada la gravedad que esta amplia 
potestad podrîa revestir para el récurrente, la jurisprudencia 
ha excluido la reformatio in pejus; es decir, ha obstruido la 
posibilidad de que el recurso sea resuelto con una decisiôn mâs 
perjudicial para el récurrente que la impugnada (27).
En materia de reposiciôn, aunque la L.S. nada 
dice a su respecto en el Capîtulo Cuarto del Tîtulo VII -dedica 
do a las acciones y recursos- debe entenderse que es procedente, 
por aplicaciôn de los art. 113 y 115 de la L.P.A.; y porque 
-ademâs- el art. 52 de la L.R.J.C.A. exige "como requisito pre 
vio a la interposiciôn del recurso contencioso-administrativo" 
la del recurso de resposiciôn en sede administrativa (28).
4.1.2. El recurso de alzada.
En este recurso es preciso distinguer entre los 
actos impugnables del Estado y de las entidades locales.
En el primer caso -y salvo, naturalmente, que se 
trate del ôrgano situado en el peldano superior de la escala je 
rârquica- el recurso es procedente, en conformidad con los arts. 
233 de la L.S. y 122 de la L.P.A.
En el segundo caso, el art. 237.1 de la L.S. di£ 
pone: "los actos de las entidades locales, cualquiera que sea su 
objeto, que pongan fin a la vîa administrativa serân recurribles 
directamente ante la Jurisdicciôn Contencioso-administrativa".
Esta disposiciôn se dictô en reemplazo del antique 
art. 220 de la L.S. de 1956 que admitîa la procedencia del recur­
so de alzada contra las decisiones de los Municipios y otras enti 
dades locales, en una situaciôn procesal de recurso de alzada im­
propio que -ademâs- danaba la autonomîa local.
Por ûltimo, cabe tener présente que, en el sistema 
espahol, para poder habiliter el paso a la vîa contencioso-adminis 
trativa "no sôlo se exige el acto administrativo previo como presu
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puesto procesal, sino que se exige, ademâs, que frente a ese 
acto se hayan interpuesto los recursos administrativos ordina 
rios" (art. 37 L.R.J.C.A.) (20).
4.2. Protecciôn en sede judicial.
En los sistemas en que no existe una jurisdicciôn con 
tencioso-administrativa, esta protecciôn se requiere directa­
mente de la justicia ordinaria.
En el ordenamiento espahol, en que aquella existe, la 
deliminaciôn de su ôrbita de competencia se realiza -de acuerdo 
con el art. 1.1 de la L.R.J.C.A.- atendiendo a dos factores: a) 
que el acto objeto de la pretensiôn deducida provenga de la Ad­
ministraciôn pûblica; y b) que dicho acto esté sujeto al Derecho 
administrativo.
Como, en materia urbanîstica hay numerosos problemas 
relacionados con el uso del suelo y las edificaciones que pu- 
dieran suscitar problemas en cuanto a la naturaleza de su regu 
laciôn jurîdica, la L.S. contiens dos normas que contribuyen a 
esclarecer el âmbito de competencia susceptible de duda, incl£ 
nândose al campo juridico-administrative en el caso del art.
234; y abriendo la barrera que podrîa inhibir a los tribunales 
ordinarios de conocer de la demoliciôn de las obras que vulne- 
ren lo estatuîdo respecto a la distancia entre construcciones, 
pozos, cisternas, y otras situaciones a las que se refiere el 
art. 236.
El art. 237.2, por su parte, se encarga de puntualizar 
que; "Los actos de aprobaciôn definitive de Planes de ordenaciôn 
y proyectos de urbanizaciôn serân impugnables ante la Jurisdic­
ciôn Contencioso-administrativa en los têrminos prevenidos en el 
artîculo 29 de la Ley reguladora de dicha jurisdicciôn".
En resumen, todos los actos administrativos y resolucio 
nés adoptados por cualquier ôrgano de la Administraciôn urbanîs 
tica, son susceptibles de impugnaciôn jurisdiccional en los têrm£
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nos previstos en la legislaciôn aplicable con generalidad, si 
ella no estuviera modificada por los preceptos especiales de 
la L.S.
Una duda personal nos parece digna de aclarar, frente 
a la ejecutividad de los actos administrativos, ante el hecho 
de que esa ejecutividad implica que los recursos que se inter 
pongan -tanto en sede administrativa como ante un ôrgano jud£ 
cial- no suspenden el cumplimiento de las resoluciones adopta 
das y habida consideraciôn del carâcter ciertamente irreversi 
ble que comporta una orden de demoliciôn cumplida.
Nos parece que la soluciôn debe buscarse en los arts. 
116-L.P.A., en la etapa administrativa; y en el art. 122-L.R. 
J.C.A., en sede judicial. Ambas disposiciones sientan, como 
principio, que la interposiciôn de los respectivos recursos 
no suspenden la ejecuciôn del acto impugnado o no impiden a 
la Administraciôn ejecutarlo. Pero ambas, tambien, contemplan 
la suspensiôn -en carâcter facultative, la primera, y en carâc 
ter imperative: "procederâ", la segunda- cuando la ejecuciôn hu 
biese de ocasionar dahos de reparaciôn dificil o imposible. En 
ûltimo têrmino, si la demoliciôn se ejecuta y el afectado ob- 
tiene una decisiôn definitive favorable a su impugnaciôn, no 
quedarâ otro remedio a su favor que el resarcimiento de los 
perjuicios que se le hayan ocasionado.
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N O T A S  (CAPITULO VII-TERCERA PARTE)
(1): Vid. arts. 5 6 , 184, 186 y 222 L.S.
(2)t El administrativista. Prof. José R. DROMI ha escrito s£ 
bre este tema una obra que se titula, preclsamente, 
"Prerrogativas y Garantfas Adminlstrativas", Ed. UNSTA, 
Unlversldad Catélica Santo Tomés de Aquino, Tucuman,
1979.
(3) s Cfr. GARCIA DE ENTERRIA y FERNANDEZ, "Curso de Der. Ad­
ministrativo", cit., tomo I, pag. 43.
(4): M. DARANAS, op. cit., vol. 2, p6gs. 1223, 1248-30.
(3 )% DARANAS, op. cit., vol. 1, pags. 64-63.
(6): DARANAS, op. cit., vol. 1, pégs. 972-73.
(7): DARANAS, op. cit., vol. 2, pags. 1333-34, 1608 y 1628.
(8 ): Vid., sobre esta materia, Jesus GONZALEZ PEREZ, "El de­
recho a la tutela jurisdiccional", Civitas, Madrid, 1984, 
especialmente pégs. 134 y ss.
(9 ): "Constitucién Espahola", lmp. Nac. del B.O.E., Madrid,
1 9 8 3.
(10): "Constitucién Polîtica de los EE.UU. Mexicanos", cit.,
p6g. 7 8-7 9 .
(11): "Constitucién Polîtica del Perd", Ed. Oficial, cit., 
pags. 67 y 82.
(12)j "Constitucién de la Nacién Argentina", cit., pAg. 39.
(13)* "Constitucién Polîtica de la Republica de Chile", Ed. 
Oficial, cit., pAgs. 13 y ss.
(14): CARL SCHMITT explica que se désigna como Estado de Dere 
cho "sAlo a aquÂl en que hay un control judicial de la 
administracién". "Teorîa de la Constitucién", Ed. Nacio 
nal, México, D.F., 1966, pAg. 133.
(13): GARCIA DE ENTERRIA y FERNANDEZ, "Curso...", cit., t. II, 
pAg. 481.
(16): El Ombudsman estA establecido en el art. 69 del Capîtu­
lo 12 de la Constitucién de Suecia de 1974, Este érgano 
de fiscalizacién aparece, bajo la figura del Procurador 
de la Justicia en el art. 24 de la Constitucién portu- 
guesa de 1976 y como Defensor del Pueblo, en el art. 34 
de la C.E. de 1978.
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(17): La Contxalorla General de la Republica estA contempla- 
da en el Cap. IX de la C. Fol. Entre sus funciones tie­
ne la de "ejercer el control de la legalidad de los ac­
tos de la Administracién" (art. 8 7 ); y, en el ejercicio 
de ella "tomarA razén de los decretos y resoluciones 
que, en conformidad a la ley, deben tramitarse por la 
Contralorîa o representarA la ilegalidad de que puedan 
adolecer" (art. 88). Se trata, pues, de un control ex- 
terno y preventivo de legalidad.
(18); J. GONZALEZ FEREZ, "Los Recursos Administrativos y Eco-
némico-Administrativos", Civitas, Madrid, 1975# pAg. 109.
(19): Ver los arts. 40.2, 47.1, 110.2, 113.2 y II5 .I de la 
L . P . A .
(2 0 ): Ver arts. 41, 83 y 84 letra a) de la L.R.J.C.A.
(2 1); Alberto Ramén REAL, "Procedimiento Administrativo Compa
rado", en la obra colectiva "Procedimiento Administrât^ 
vo" de Miguel S. Marienhoff y varies autores. Ed. UNSTA,
 ^ Universidad del Norte Santo TomAs de Aquino, Catélica de 
TucumAn, Argentina, 1982, pAgs. 195-197. Ver, en esta 
misma obra, el interesante trabajo de Jésus GONZALEZ SA 
LINAS, "Garanties del Administrado en el Procedimiento 
Administrativo", pAgs. 125-I6 5 .
(22); Ver art. 37.1 de la L.R.J.C.A.
( 23 ) :  Sentencia de 3 0 - 1 - 1 9 5 8 ,  cit. por GONZALEZ FEREZ, "Los Re 
cursos...", cit., pAg. 2 0 9 .
(24): J. GONZALEZ FEREZ, "Los Recursos,..", cit., pAgs. 273-74.
(2 5): El recurso administrativo de revisién cuya fundamenta- 
cién teérica se asemeja a la del recurso jurisdiccional 
de revisién del procedimiento civil chileno (ver art.
810 del C.P.C.), se régula en el art. 127 de la L.P.A.
(2 6); GONZALEZ FEREZ, "Los Recursos...", cit., pAg. 4o.
(2 7 ): Cfr. J. GONZALEZ FEREZ, "La Revisién de los actos de la 
Administraciôn en materia urbanîstica", R.D.U. N9 46,
1 9 7 6, pAg. 2 9 .
(28): GONZALEZ FEREZ, Ibidem, pAg. 30.
(2 9): Ibidem, ib. pAg. 31.
C U A R T A  P A R T E ;
APLICACION DEL MODELO PRINCIPIAL A LA LEGISLATION URBANISTICA
DE CHILE
PREMISA INTRODUCTORIA; -cEXISTE UN DERECHO URBANISTICO CHILENO?
473.
PREMISA INTRODUCTORIA: -cEXISTE UN DERECHO URBANISTICO CHILENO?
Resultarîa inexcusable que, despuês de concluir una in 
vestigaciôn destinada a desentrahar los fundamentos de un De 
recho Urbanîstico de base principial, un chileno no se pregun 
tara si sus conclusiones son o no son vâlidas para articular, 
sobre esa misma base, la legislaciôn de su patria.
Desde luego, la materia urbanîstica tiene, en Chile, un 
firme sustente constitucional y una sôlida base legislative y 
orgânica.
La actividad urbanîstica se desarrolla por esos cauces 
que el Profesor GARCIA DE ENTERRIA concibe como sedes de en- 
cuentro entre los valores superiores del Derecho y la experien 
cia tôpica de los problemas singulares, que son las institucio 
nés jurîdicas (1); entre las cuales se perfilan los Planes ur- 
banos, la zonificaciôn, las cesiones obligatorias y gratuites, 
la disciplina y los estândares urbanîsticos.
Sin embargo, queda por averiguar si la legislaciôn urba 
nîstica chilena posee o carece de una estructuraciôn principial, 
incôgnita que intentaremos despejar en los capîtulos siguientes.
Es cierto, por otra parte, que précisâmes de una Juris­
prudencia urbanîstica -lo que hace mella en la doctrine- por 
la misma razôn y en la misma medida que nuestro ordenamiento 
padece la faite de una jurisdicciôn contencioso-administrativa 
que los tribunales ordinarios tampoco han sabido asumir con ge 
neralidad. De esta manera, nuestro desarrollo se mantiene her£ 
do de atrofia en esta importante ârea jurîdica.
Con todo, en un paîs persistentemente sîsmico como el 
nuestro (2), el Urbanismo ha crecido a golpes, a fuerza de te 
ner que levantar ciudades, testarudamente, despuês de cada 
derribamiento masivo. Y estâ aquî, precisamente, en la volun 
tad de resistir los estragos de una naturaleza sobrecogedora
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mente bella pero salvajemente devastadora, donde se encuentra 
-como en tantas otras peculiaridades de la idiosincracia chi­
lena- el secreto de nuestra acendrada y vital conciencia urba 
nîstica.
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N O T A S
(1); GARCIA DE ENTERRIA, "Reflexiones sobre la Ley y los Prin 
cipios générales del Derecho", cit., pâgs. 64-65.
(2); Acaba de sobrevenir -el 3-III-1985- un terremoto grade 8 
-en la escala 1 al 10- en la zona central de Chile, que 
agrupa al 55% de la poblaciôn total. Quedaron unas 20.000 
viviendas destruîdas y otras 100.000 dahadas. Aldeas y 
barrios enteros han quedado derribados. Las pêrdidas se 
estiman en 540 millones de dôlares.
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CAPITULO I ; PRINCIPIO DE LEGALIDAD Y
MARCO CONSTITUCIONAL Y LEGAL DEL URBANISMO.
Hemos creîdo necesario destacar, primeramente, las le- 
yes que sirven de soporte al Urbanismo, toda vez que -en ob 
servancia del principio de legalidad que preside todo el 
obrar administrativo- son ellas las que conforman el marco de 
competencia y constituyen el impulse habilitante de la acti­
vidad urbanîstica pûblica que analizaremos en los capîtulos - 
siguientes.
Dice el inciso (apartado) 1^ del art. 7* de la Constitu- 
ci6n Polîtica Chilena, que consagra este principio, que "Los 
ôrganos del Estado actûan vâlidamente, previa investidura re­
gular de sus intégrantes, DENTRO de su competencia y en la —  
FORMA que prescribe la ley"II).
1. LA CONSTITUCION DE 1980.- La Nueva Constituciôn se lim£ 
ta, en esta materia, a resumir el espîritu y la letra de los 
D.L. 573 y 575 sobre Gobierno y Administraciôn Interior y so­
bre Regionalizaciôn del paîs, a los cuâles ya nos referimos; 
y contempla los principios inspiradores de la Ley Orgânica de 
Municipalidades. De esta manera, otorga respaldo constitucio­
nal a los instrumentos légales de vigencia anterior, que ana­
lizaremos a continuaciôn.
El Municipio y sus funciones se encuentranreguladosen el 
Cap. XIII, arts. 113 a 115 de la Nueva Constituciôn.
En relaciôn con materias urbanîsticas, cabe sehalar que 
-entre los derechos constitucionales consagrados en el Cap. - 
III.- la Carta Fundamental asegura el derecho de propiedad so 
bre toda clase de bienes y dispone que "sôlo la Ley puede es- 
tablecer el modo de adquirir la propiedad, de usar, gozar y - 
disponer de ella y las limitaciones y obligaciones que deri—  
ven de su funciôn social. Esta comprends cuanto exijan los in 
tereses générales de la Naciôn. La seguridad nacional, la ut£ 
lidad y la salubridad pûblicas y la conservaciôn del patrimo- 
nio ambiental". (art. 19, n^ 24, inciso 2).
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En el mismo precepto se contempla la expropiaciôn -que es 
uno de los medios de llevar a efecto la planificaciôn urbanîs­
tica- la que debe fundarse en una ley general o especial que la 
autorice, por causa de utilidad pûblica o interês nacional.
En cuanto concierne a la iniciativa privada en la ejecu­
ciôn del urbanismo, el art. 19 n* 21 reconoce a todos "El dere 
cho a desarrollar cualquiera actividad econômica que no sea con 
traria a la moral, al orden pûblico o a la seguridad nacional, 
respetando las normas légales que la regulen".
Tambien la Constituciôn asegura "El derecho a vivir en un 
medio ambiente libre de contaminaciôn. Es deber del Estado vela 
para que este derecho no sea afectado y tutelar la preservaciôn 
de la naturaleza". (art. 19 n* 8, inciso 1^).
El artîculo 19, n* 20 de la Carta asegura "la igual repart 
ciôn de los tributos y su ingreso al patrimonio general de la N 
ciôn. Pero anade que "sin embargo, la ley podrâ autorizar...que 
los que gravan actividades o bienes que tengan una clara identi 
ficaciôn local puedan ser establecidos, dentro de los marcos qu 
la misma Ley sehale, por las autoridades comunales y destinados 
a obras de desarrollo comunal".
2. LEY ORGANICA DE MUNICIPALIDADES.- (D.L. 1.289 de 12-XII- 
1975; Diario Oficial de 14-1-76).
A.- Esta Ley, entre otras materias, otorga a los Municipio 
atribuciones privativas y atribuciones compartidas con otros se 
vicios pûblicos, en materia de Urbanismo.
Entre las primeras, les corresponde la formulaciôn, ejecu 
ciôn y fiscalizaciôn de la polîtica y del Plan de Desarrollo Co 
munales, asî como las de programas comunales, en concordancia 
con las polîticas y planes de desarrollo regional. Les corres 
ponde, tambien, la aplicaciôn de las normas légales de con£ 
trucciôn y urbanizaciôn, sujetândose a las instrucciones têc 
nicas de carâcter general que imparta el Ministerio respective.
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Entre las segundas, la ley les atribuye la atenciôn de - 
materias relacionadas con obras de urbanizaciôn, con vivien—  
das sociales, poblaciones en situaciôn irregular, salubridad 
pûblica, higiene ambiental, déportés y recreaciôn y emergen—  
cias provocadas por calamidades pûblicas.
B. - La misma ley contempla la potestad rormativa del Munici 
pio, que se ejerce mediante resoluciones denominadas ordenan- 
zas, reglamentos, decretos alcaldicios e instrucciones. (Arts. 
6û y 13&).
En materia urbanîstica adquieren especial relieve las Or 
denanzas, que se definen como normas générales y obligatorias 
aplicables a la comunidad (local); y los decretos alcaldicios, 
que son resoluciones de carâcter particular.
C.- Organes municipales encargados del Urbanismo.
La ley contempla un Departamento de Obras Municipales que 
tiene como misiôn fundamental; el control preventive de la —  
aplicaciôn del Plan Regulador, mediante la visaciôn y otorga- 
miento de los permises (licencias) de construcciôn, de urbani 
zaciôn, de subdivisiones y loteos; la fiscalizaciôn de las —  
obras que se ejecutan; y el control posterior, mediante la re- 
cepciôn final de las obras y su eventual inspecciôn en cual—  
quier memento, (art. 24).
El cargo de Asesor Urbanista y sus funciones estân consi 
derados en la Ley General de Construcciones y Urbanizaciôn.
La ley tambiân contempla el Departamento de Aseo y Orna­
te, que estâ encargado de la limpieza de los espacios pûblicos, 
la extracciôn de la basura domiciliaria y la construcciôn y - 
conservaciôn de las âreas verdes, plazas y jardines de la co- 
muna. (art. 25).
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D .- Instrumentos de Planificaciôn.-
Estes instrumentos son el Plan de Desarrollo Comunal que 
comprende el Proyecto General, con proposiciones de largo, me 
diano y corto plazo; los Programas socio-econômicos concretes; 
y el Plan Regulador Comunal, que -es de destacarlo- forma par 
te intégrante de aquêl, no obstante tener origen en un ôrgano 
distinto. (Arts. 48-50).
En efecto, mientras el primero se formula por la Secreta 
ria Comunal de Planificaciôn y Coordinaciôn, tomando en cons£ 
deraciôn los requerimientos expresados por el Consejo de Desa 
rrollo Comunal (Codeco), el ûltimo se genera en la acciôn - 
conjunta del Director de Obras y del Asesor Urbanista.
3. LA LEY GENERAL DE URBANISMO Y CONSTRUCCIONES. -(L.G.U.C.:
D.S. Nû 458- MINVU; D.O. de 13-4-1976).
Esta ley, segûn lo déclara ella misma, "contiene los prin 
cipios, atribuciones, potestades, facultades, responsabilidades, 
derechos, sanciones y demâs normas que rigen a los organismos, 
funcionarios, profesionales y particulares, en las acciones de 
planificaciôn urbana, urbanizaciôn y construcciôn". (Art. 2* 
inciso 2^).
A lo largo de 170 articules, estructurados en 5 Tîtulos, 
régula la competencia de los ôrganos y de los funcionarios, tan 
to del sector de la Administraciôn Central, como del Municipal; 
trata de la Planificaciôn Urbana desde el nivel nacional al co 
munal; el uso, subdivision y urbanizaciôn del suelo; la renova 
ciôn y la remodelaciôn urbana y el rêgimen de expropiaciones en 
su aspecto sustantivo; luego se refiere a la construcciôn, nor­
mas de diseho y conjuntos armônicos; a los permisos de edifica 
ciôn, a las obligaciones y sanciones aplicables al urbanizador; 
a la inspecciôn y recepciôn de obras, a su paralizaciôn, a su 
demoliciôn, y a las normas de seguridad y conservaciôn. Por - 
ûltimo, trata de las viviendas econômicas y sus franquicias.
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4. LA ORDENANZA GENERAL DE CONSTRUCCIONES Y URBANIZACION.- 
(O.G.C.U.: D.F.L. 345 de 1931 y D.S. 884 de 1949).
Se define êsta como un cuerpo reglamentario de la ley an 
terior, que régula el procedimiento administrativo, el proce­
so de planificaciôn urbana, urbanizaciôn y construcciôn, y —  
los estândares têcnicos de diseho y construcciôn exigibles - 
en estes dos ûltimos procesos.
La L.G.U.C. facultô al Présidente de la Repûblica para - • 
dictar una nueva Ordenanza reglamentaria de la ley. Sin embar 
go, a falta de ella, sigue en vigencia la antigua Ordenanza, 
que consta de 558 articules; y cuya Primera Parte data del D.S, 
n4 884 de 1949; estando vigente, la Segunda Parte, a partir - 
del D.F.L. nû 345 de 1931.
5. LA LEY ORGANICA DEL MINISTERIO DE VIVIENDA Y URBANISMO.- 
(L.O.- MINVU; D.L. 1.305; Diario Oficial 19-11-1976).
La Nueva Ley Orgânica del MINVU no sôlo reestructurô este 
Ministerio, desconcentrando su acciôn en los niveles régiona­
les, sino tambiên descentralizô sectorialmente y desconcentrô 
territorialmente los entes autonômicos llamados Servicio Metro 
politano y Servicios Régionales de Vivienda y Urbanizaciôn, - 
que tienen por objeto la ejecuciôn de los planes de viviendas 
sociales y de mejoramiento urbano, aprobados por el Ministerio.
Esta ley, por otra parte, establece una estructura centra 
lizada, bajo la tuiciôn del Subsecretario, compuesta por una - 
Divisiôn de Desarrollo Urbano, otra de Coordinaciôn Regional - 
y Evaluaciôn, una Divisiôn Têcnica de Estudio y Fomento Habita 
cional, una Divisiôn Jurîdica y otra Administrativa.
Esta estructura de apoyo al Ministre, del ramo, estâ en- 
cargada de proponer las polîticas nacionales en desarrollo ur­
bano, vivienda y obras de infraestructura; élabora los planes 
nacionales de vivienda y urbanizaciôn, estudia su financiamien
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to, coordina estos planes con los afines de otros ministerios 
y con los recursos de éstos, previa inserciôn en la planifica 
ciôn general del desarrollo; fiscaliza su ejecuciôn; evalûa su 
rendimiento; realiza estudios têcnicos y mediciones estadlsbi 
cas y, en fin, asesora al Ministre en todo cuanto concierne al 
desarrollo habitacional y urbanîstico del paîs.
La ley contempla la desconcentraciôn de las tareas minis 
teriales, a nivel regional, mediante las Secretarîas Regiona 
les, con sus correspondientes divisiones têcnicas en cada re 
giôn del paîs, las cuâles coordinan su acciôn con las Intenden 
cias en el nivel regional y con las Municipalidades en los n£ 
veles comunal e intercomunal.
6. LEYES ESPECIALES.
Cabe hacer notar la existencia de numerosas leyes que d£ 
cen relaciôn, ya sea con la propiedad inmobiliaria y el rêgimen 
del suelo, ya sea con la infraestructura urbana y su planeamien 
to, o con otras materias conexas.
Entre las primeras, tiene una destacada importancia nues 
tro Côdigo Civil, particularmente su Libre Segundo, que trata 
"De los bienes, y de su dominio, posesiôn, uso y goce"; asî 
como el rêgimen registral del Conservador de Bienes Raîces 
(arts. 686 y siguientes y 695 del C. Civil y su Reglamento).
Deben, tambiên citarse -entre êstas- la llamada Ley de Pro 
piedad Horizontal (Ley 6.071 y sus modificaciones) y el Régla 
mento sobre Comunidades de Copropietarios de Edificios, que han 
constituîdo la palanca jurîdica para el crecimiento vertical de 
nuestras ciudades.
Se inscriben tambiên, en esta categorîa, las leyes que 
establecen los requisitos y trâmites para el saneamiento de la 
pequeha propiedad raîz rûstica y urbana. (Esta ûltima materia 
ha sido tratada por nuestro distinguido colega. Prof. Aldo To 
pasio en su libro "Regularizaciôn de los tîtulos de Dominio. 
Propiedad Rural y Urbana"; Edeval, Valpso., 1980).
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Entre aquéllas que se relacionan con la infraestructura ur 
bana, y que pueden afectar la planificaciôn territorial a e£ 
cala nacional -y, por ende, las planificaciones urbana y regio 
nal- deben sehalarse, entre otras, la Ley de Caminos, la Ley 
General de Ferrocarriles, la de Obras de Agua Potable, y la Ley 
Orgânica del Ministerio de Obras Pûblicas (MOP). (2).
Entre las leyes especiales que versan sobre materias co 
nexas con el urbanismo merecen citarse la que dictô normas so 
bre la divisiôn de los predios rûsticos (D.L. n* 3.516, publ£ 
cado en el D. Oficial del 1&-XII-1980); y la legislaciôn sobre 
subsidio habitacional, que incentive la demanda privada en el 
mercado de la vivienda, y estâ contenida en el D.S. N* 86-83 
del MINVU (D. Oficial del 12-VII-83), modificado por el D.S. 
n^ 189-83 del mismo Ministerio (D. Oficial del 3-XII-1983).
Pertenecen, en cambio, a la catégorie de los estîmulos ne 
gativos o sancionatorios, las normas de la Ley de Impuesto 
Territorial que autorizan, en casos determinados -a las Munici 
palidades- para establecer tasas adicionales sobre los sitios 
eriazos del casco urbanizado de la respective Comuna, con el 
propôsito manifiesto de forzar al dueho a edificarlos. (3) .
7. LAS ORDENANZAS LOCALES.
La autonomie del Municipio -o lo que queda de ellaAraîz 
de la progresiva incorporaciôn de éstos al sistema de Admini£ 
traciôn Interior del Estado- se expresa principalmente a través 
de la potestad normative que les atribuye la Ley Orgânica de Mu 
nicipalidades (LOM).
Dice su art. 6^ que... "las Municipalidades gozarân de po 
testades para:
a) Dictar resoluciones obligatorias de carâcter general;
b) Dictar resoluciones de carâcter particular;..."
Las primeras se denominan Ordenanzas Municipales; y, por 
tener vigencia y aplicaciôn sôlo en el territorio comunal del
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Municipio que las dicta, se las conoce tambien como Ordenanzas 
Locales. (Ver, a modo de ejemplo, las referencias que a ellas 
hacen los arts. 26 inc. 2 y 42 N& 1 del D.L. 3.063 sobre Rentas 
Municipales).
En el marco normativo del Urbanismo -que es el asunto que 
venimos tratando- tienen especial relevancia las Ordenanzas 
Locales de los Pianos Reguladores Comunales, constituidas por 
el conjunto de "las disposiciones reglamentarias pertinentes", 
de las cuales los respectivos pianos configuran su expresiôn 
grâfica. (art. 42 LGUC).
Sin embargo, estas Ordenanzas, como parte intégrante de 
un solo cuerpo que es el Plan Regulador, requieren, para su va 
lidez, ser aprobadas por Decreto Supremo del MINVU, dictado por 
orden del Présidente de la Repûblica. (arts. 43 y 45 LGUC).
Con todo, y merced a esa exigencia, estos instrumentos 
adquieren "fuerza legal en su aplicaciôn, incluse para las 
reparticiones pûblicas" (art. 29, inc. 2* LGUC).
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N O T A S  (CAPITULO I, CUARTA PARTE)
(1); Vid, Cap. 1, 1. de la Tercera Parte, sobre Principio de 
Legalidad en general.
(2): La LEY DE CAMINOS estâ contenida en el D.F.L. (Decreto
con fuerza de Ley) N& 206/60, Hacienda, (D.O. de 5-IV-1960) 
modificado por las leyes 14.635, 15.065, 16.464, 18.028, 
18.060 y 18.278. La LEY GENERAL DE FF.CC. estâ en el D.S. 
1.157/31 de Fomento (D.O, de 16-XI-1931), modificada por 
leyes 12.084, D.F.L. 94/60, y leyes 16.438 y 18.021. La 
LEY DEL AGUA POTABLE es el D.L. 2.050, que creô el Servi 
cio Nacional de Obras Sanitarias (SENDOS): D.O. de 15-XII- 
1977. La LEY ORGANICA DEL MOP es la 15.840 (D.O. 9-XI-1964), 
modificada por el D.L. 688 (expropiaciones) de 1974, por D. 
L. 3.278, por el D.F.L. 1.122 de 1981, por la ley 18.060 y 
por el D.F.L. 591 de 1983. El art. 17 de la L.O. 15.840 con 
templa las Obras Portuarias; y el art. 18, los Aeropuertos.
(3): El art. 23 de la Ley 17.235 sobre Impuesto Territorial fa 
culta a las Municipalidades para cobrar a su exclusive bene 
ficio una contribuciôn adicional por los sitios eriazos ur 
banizados, ubicados dentro del radio urbano con una tasa 
del 3% anual sobre su avalûo fiscal, que puede aumentar en 
el 1% anual hasta llegar al 6% y que persistirâ hasta que 
se otorgue el permise de edificaciôn respective.
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CAPITULO II: ORGANIZATION ADMINISTRATIVA DEL URBANISMO.
El Diccionario de la Real Academia de la Lengua Espaho 
la define el Urbanismo como el "Tonjunto de conocimientos - 
que se refieren al estudio de la creaciôn, desarrollo, re­
forma y progreso de los poblados en orden a las necesidades 
materialss de la vida humana". Y anade, luego , que Urbani- 
zar es "convertir en poblado una porciôn de terreno o prepa 
rarlo para ello, abriendo calles y dotândolas de luz, pavi- 
mento y demâs servicios municipales".
Reuniendo este conjunto de actividades en torno a su - 
objeto, se ha dicho que el Urbanismo consiste en HACER LA - 
CIUDAD.
Y, para hacer la ciudad, es preciso pensarla; construir 
la o reformarla de acuerdo a ese pensamiento; y examinar, - 
luego, si lo que efectivamente se hizo guarda congruencia - 
con lo proyectado hacer.
Estas très fases originan, respectivamente, la planifi­
caciôn, la ejecuciôn -o gestiôn, como tambiên se la llama-, 
y el control del urbanismo.
En las très fases del proceso tienen ingerencia distin- 
tos ôrganos de la Administraciôn; y, por eso, nos referimos 
a ellos separadamente.
1. ORGANOS DE PLANIFICACION URBANA Y SUS NIVELES.
1.1. Planificaciôn y Desarrollo.-
No obstante que la planificaciôn se gesta desde 
las comunas -que constituyen el territorio de los Mun£ 
cipios- y se elaboran con informaciôn y participaciôn 
de la ciudadanîa, el proceso de decisiôn esté radicado 
en la cüspide de la Administraciôn Central: en el Pre-
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sidente de la Repûblica (P. de la R.), a través del M_i 
nisterio de la Vivienda y Urbanisme (MINVU). De allî - 
que, tanto los Planes Régionales de Desarrollo Urbano 
como los Planes Reguladores Comunales e Intercomunales, 
requieran la supervisiôn del MINVU y se aprueben median 
te un Decreto Supremo del P. de la R.
Si bien es cierto que, en teoria, este procedi 
miento centralizador atenta contra el principio de auto 
nomîa de los Municipios, en la prâctica, se respetan las 
proposiciones de éstos siempre que ellas no se aparten - 
ni contradigan u obstaculicen la planificaciôn general 
del desarrollo en sus estructuras regional y nacional.
Preciso es recorder -a este respecte- que, ûlti- 
mamente, ha sido la planificaciôn urbanistica la que ha 
perdido la autonomie que antes ténia, para pasar a incor 
porarse a la planificaciôn omnicomprensiva de todo el - 
desarrollo.
De este modo, la planificaciôn municipal del ur­
banisme se conecta, sectorialmente, con el MINVU, a tra 
vés de sus Secretariat Ministeriales establecidas en cada 
Regiôn del pais. Pero también se conecta globalmente, - 
con la Oficina de Planificaciôn Nacional (ODEPLAN), que 
depende directamente del P. de la R. y que coordina el 
Sistema Nacional de Planificaciôn, a través de la linea 
jerârquica que va desde el Ministerio del Interior a las 
Secretarias Conunales de Planificaciôn y Coordinaciôn (Municipios), 
pasando por las Secretarias Régionales del mismo carScter y denomi- 
naciôn, adscritas a las Intendencias Régionales (1) .
De alli, también, que se defina la Planificaciôn 
Urbana como "el proceso que se efectûa para orientar y 
regular el desarollo de los centros urbanos en funciôn 
de una politica nacional, regional y comunal de desarro 
llo socio-econômico" (art. 27 L.G.U.C.); que la "Regiôn" 
se conceptûe como "una unidad territorial debidamente -
489.
organizada que contemple todos los aspectos propios de 
una politica de desarrollo econômico, cultural, social 
y de seguridad nacional". (art. 3^. D.L. 573 de 1974); 
y que el concepto de "desarrollo" haya sido "incorpora 
do al Régimen de Administraciôn Interior, como una —  
funciôn preferente del Estado, e intimamente liga
do al orden y seguridad interior del Pais"; siendo, la 
Planificaciôn, uno de sus instrumentes. (Cons. 5 y 6 - 
del D.L. 573).
1.2. Planificaciôn nacional del Urbanisme.-
Entrando directamente en la materia, "la plani­
ficaciôn urbana se efectuarâ -dice la Ley- en cuatro - 
niveles de acciôn, que corresponden a cuatro tipos de 
âreas: nacional, regional, intercomunal y comunal".
La Planificaciôn Nacional del Desarrollo Urbano 
compete exclusivamente al MINVU (arts. 28 y 29 L.G.U.C.)
Por su parte, el art. 8^ de su Ley Orgânica 
(MINVU; D.L. 1.305: D. Oficial del 19-11-76) dispone - 
que "El Ministro de Vivienda y Urbanismo es la autori—  
dad superior del Ministerio Y LE INCUMBE LA FORMULATION 
DE LA POLITICA NACIONAL HABITACIONAL Y URBANISTICA DEL 
GOBIERNO.
Asesora al Ministro la Divisiôn de Desarrollo Ur 
bano, del mismo Ministerio, ôrgano al cuâl corresponde:
a) Proponer la politica nacional de desarrollo - 
urbano y la politica nacional de infraestructura sanita 
ria, pavimentaciôn y vialidad urbana en coordinaciôn - 
con los sectores socio-econômicos;
b) Elaborar los planes nacionales de desarrollo 
urbano de acuerdo a las instrucciones formuladas por el
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Ministro directamente o a través del Comité de Planifi 
cacién y Coordinaciôn;
c) Coordinar a nivel nacional e interregional, 
los planes de desarrollo urbano;
d) Informar al Ministro de Vivienda y Urbanismo 
lo relativo al cumplimiento de planes reguladores comu 
nales, intercomunales y metropolitano remitidos por las 
Secretarias Ministeriales, respecte de uso del suelo, - 
limites urbanos, vialidad urbana, etc.;
e) Efectuar los estudios técnicos necesarios pa­
ra elaborar la legislaciôn relativa al proceso de sub­
division de la tierra urbana, su urbanizaciôn y utiliza 
ciôn;
f) Coordinar y supervigilar, a nivel nacional, - 
los planes y normas de servicios urbanos de electrici—  
dad, gas y telecomunicaciones en lo que se relacionen - 
con el uso del suelo para el desarrollo urbano;
g) Realizar el estudio y proponer la dictaciôn 
de las normas técnicas nacionales de infraestructura - 
y proponer las normas sobre instalaciones domiciliarias 
de agua potable, alcantarillado, electricidad, gas, te- 
léfonos y pavimentaciôn de vias urbanas, y las normas 
de administraciôn, explotaciôn, conservaciôn y mejora- 
miento de los servicios de agua potable y alcantarilla 
do fiscales, municipales o particulares;
h) Supervigilar el cumplimiento por parte de las 
Direcciones de Obras Municipales de la Ley General de Ur 
banismo y Construcciones y de toda otra norma legal o - 
reglamentaria referida a la misma materia.
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i) Revisar y proponer al Ministro para su apro- 
baciôn, por Decreto Supremo, los siguientes instrumen­
tes de planificaciôn urbana:
a. Planes Reguladores Urbano Comunales, sus - 
Ordenanzas Locales, Pianos Seccionales y sus modifica- 
ciones;
b. Planes Reguladores Intercomunales y sus 
modificaciones;
c. Limites urbanos y sus modificaciones,
1.3. Planificaciôn Regional del Urbanismo.-
En un segundo nivel jerârquico, y bajo su depen 
dencia, se ubican las Secretarias Régionales del Minis 
terio de la Vivienda y Urbanismo, las que, en materia 
de planificaciôn, tienen competencia para la confecciôn 
de los Planes Régionales de Desarrollo Urbano, "de acuer 
do con las politicas régionales de desarrollo socio-eco 
nômico". (art. 32 L.G.U.C.).
Se entiende por Planificaciôn Urbana Regional - 
"aquêlla que orienta el desarrollo de los centros urba—  
nos de las regiones". (art. 30. L.G.U.C.).
1.4. Planificaciôn Urbana Intercomunal.-
Se define como "aquêlla que régula el desarrollo 
fisico de las âreas urbanas y rurales de diverses comu- 
nas que, por sus relaciones, se integran en una unidad 
urbana". (art. 34 inciso 1, L.G.U.C.).
Anade la Ley que "cuando esta unidad sobrepase - 
los 500.000 habitantes, le corresponderâ la catégorie - 
de ârea metropolitana para los efectos de su planifica­
ciôn" .
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La confecciôn de los Planes Reguladores Interco­
munales corresponde también a la respective Secretarîa 
Regional del MINVU.
Sin embargo, la Ley permite que ellos puedan ser 
confeccionados directamente por los Municipios afecta—  
dos a relaciones intercomunales; pero impone très requ^ 
sitos:
a) La autorizaciôn de la Secretarîa Regional del
MINVU;
b) La consulta del proyecto a los organismos Fi£ 
cales cuyo informe la Secretarîa estime necesario; y
c) La aprobaciôn final del proyecto por dicha Se 
cretarîa. (art. 36, inc. 3*. L.G.U.C.).
1.5. Planificaciôn Urbana Comunal.-
Se entiende por tal "aquélla que promueve el —  
desarrollo armônico del territorio comunal, en especial 
de sus centros poblados, en concordancia con las metas 
régionales de desarrollo econômico-social". (art. 41. - 
L.G.U.C. , en relaciôn con los arts. 444 y siguientes 
de la Ordenanza General y el art. 3*. letra a. n* 7 de 
la Ley Orgânica de Municipalidades).
Este nivel de planificaciôn corresponde a la Mu- 
nicipalidad respectiva. Sin embargo, como veremos mâs - 
adelante, el Plan Regulador Comunal (o "Plan General - 
Municipal de Ordenaciôn," en la nomenclatura espanola), 
para adquirir fuerza legal y tener vigencia, requiere - 
la revisiôn de la Secretarîa Regional del MINVU, la —  
autorizaciôn del respective Intendente Regional y la 
aprobaciôn mediante Decreto Supremo del MINVU, dictado 
"por orden del P. de la R.". (art. 43 L.G.U.C.); requ^ 
sito, este ûltimo, que es comûn a todas las categorîas 
de Planes enunciados (2).
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Con todo, la Municipalidad tiene potestad para 
aprobar por sî misma -esto es, sin consulta al MINVU- 
las modificaciones al Plan Regulador Comunal que se re 
fieran:
1. a la localizaciôn del equipamiento vecinal 
en los barrios o sectores;
2. a vialidad interna dentro de los nuevos pro- 
yectos cuyos trazados no alteren los consul- 
tados en el Plano Regulador Comunal o Inter­
comunal ; y
3. a disposiciones varias, relativas a las con- 
diciones de edificaciôn y urbanizaciôn den—  
tro de los mârgenes establecidos en la Orde­
nanza General de la Ley. (art. 45 inc. 3 
L.G.U.C.).
2. ORGANOS DE EJECUCION DEL URBANISMO.
La fase de ejecuciôn, esto es la puesta en obra del d^ 
seho ideado en la fase de planificaciôn, constituye la mêdu 
la de la actividad urbanîstica.
2.1. Carâcter de esta fase y principio de subsidiarie-
dad. -
En el sistema chileno, la ejecuciôn del urbani£ 
mo es pûblica; esto es, tiene que sujetarse a los Pla­
nes Reguladores y a sus respectivas Ordenanzas; y se - 
realiza bajo control pûblico, no obstante que sus eje- 
cutores sean de derecho privado y actûen con recursos 
particulares.
Por otra parte, el hecho de que la gestiôn urba- 
nistica sea pûblica no libera ni al Estado, ni a los —
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propios Municipios, de la obligaciôn de someterse a - 
las directrices, limitaciones y prohibiciones de los 
Planes Reguladores y, aûn, a la obligaciôn de solici­
ter la correspondiente licencia o permise de edifica­
ciôn en su caso (3). Esto es y debe ser asi por
que los ôrganos de autoridad tienen la obligaciôn de 
ser los primeros, en un estado de derecho, en someter 
se a las normas establecidas por ellos mismos.
Con todo, y no obstante mantenerse la naturale 
za pûblica de la fase de ejecuciôn, en Chile se ha ve 
nido limitando drâsticamente la intervenciôn, en este 
campo, del Estado y de los Municipios, dando paso -en 
su lugar- al llamado "principio de subsidiariedad".
Este principio significa que al Estado sôlo le 
corresponde asumir directamente aquellas funciones que, 
por su naturaleza, por su carâcter servicial no renta­
ble, o por su envergadura, los particulares no estân - 
en condiciones de cumplir adecuadamente -somo son,res- 
pectivamente, las tareas de la Defensa Nacional, la —  
asistencia hospitalaria o la navegaciôn aêrea-, o por- 
que importan una gestiôn pûblica que corresponde al Es 
tado, como la Planificaciôn del Desarrollo.
En todo el vasto espectro de las demâs tareas, 
incluyendo funciones sociales como la educaciôn, cobra 
relevancia la libre iniciativa particular que el Esta­
do no sôlo debe evitar entorpecer sino que se ha pro—  
puesto estimular, conforme a este postulado que apare- 
ce en la Declaraciôn de Principles del actual Gobierno 
de Chile, y que se viene aplicando desde el ano 1974.
De alli que los Ministerios y las empresas pû—  
blicas hayan ido desmantelando sus parques de maquina- 
rias y sus unidades operativas; y que las grandes obras 
de infraestructura: vialidad, hidraûlica, puentes.
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producciôn de agua potable, electrificaciôn, grandes embalses 
de regadîo, comunicaclones, instalaciones militares, puertos 
maritimes terrestres y aeropuertos, -y hasta la ejecuciôn de 
vastes complejos de viviendas sociales- se sometan al trâmite 
de la propuesta pûblica y sean materia de los correspondientes 
contrâtes de obras pûblicas con empresas particulares; en los 
cuâles, con todo, quedan en manos de la Administraciôn las fa 
ses de planificaciôn y de control preventive y posterior.
El principio de subsidiariedad explica, asi, détermina 
das politicas administrativas y econômicas del actual Gobierno. 
Pero êl no impide que -precisamente obrando "en subsidio" de 
la inactividad privada- diverses Ôrganos de la Administraciôn 
puedan asumir un papel protagônico en la gestiôn urbanistica.
2.2. Organes de ejecuciôn de nivel nacional.
El macro urbanismo, esto es, el planeamiento y la ejecu 
ciôn de las grandes obras de infraestructura urbanistica nacio 
nal se realiza por el Estado mediante la expropiaciôn, por eau 
sa de utilidad pûblica, de los bienes privados necesarios para 
levantarlas y mediante su construcciôn misma que -como ya he 
mos dicho- tiende a privatizarse conforme al principio de sub 
sidiariedad. Estas obras de infraestructura no requieren per 
miso municipal para su construcciôn ni para su reconstrucciôn, 
reparaciôn, alteraciôn, ampliaciôn o demoliciôn ni para las fac 
nas de urbanizaciôn que ellas hicieren necesarias (art. 116, 
inc. 1 y 4 L.G.U.C.).
La potestad expropiatoria debe ser atribuida por ley 
(art. 19, N* 24, inc. 3 C. Pol.). Generalmente ella recae en 
los Ministerios; pero, excepcionalmente, también se concede a 
ciertos entes autônomos tutelados por aquêllos. La causa moti^  
vante de la expropiaciôn debe ser, también, calificada por el 
legislador para que ella tenga validez. De tal manera que la 
falta de ley expropiatoria o la inconcurrencia de la causa 
legal invocada en el acto expropiatorio puede ser fundamento 
de un reclame de ilegalidad para que dicho acto sea dejado 
sin efecto (4).
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Très Ministerios tienen particular ingerencia en estas 
tareas de proyecciôn nacional: -El Ministerio de Obras Pûbli 
cas (M.O.P.), con sus Direcciones de Planeamiento y Urbanismo, 
de Arquitectura, de Riego, de Vialidad, de Obras Portuarias y 
de Aeropuertos -todas ellas agrupadas bajo la "Direcciôn Gene 
ral de Obras"- la Direcciôn General del Metro de Santiago y la 
Direcciôn General de Aguas. -El MINVU, con sus Divisiones de 
Desarrollo Urbano, de Politica Habitacional, de Finanzas, Têc 
nica de Estudio y Fomento Habitacional, Juridica y Administra 
tiva -agrupadas todas ellas, en la Subsecretaria- y el Comité 
de Planificaciôn y Coordinaciôn. -Y el Ministerio de Defensa 
Nacional, en todo cuanto atane a instalaciones militares, cuar 
teles y viviendas para su personal; el que, con respecto a e£ 
tas ûltimas, debe cumplir con la obligaciôn de obtener los 
correspondientes permises municipales (art. 116, inc. 3, final, 
L.G.U.C.) ( 5).
Esta acciôn directa de la Administraciôn del Estado se 
desarrolla sin perjuicio de la que éste realiza a través de 
ciertas empresas estatales (Ferrocarriles), de Sociedades de 
economia mixta (Empresa Nacional de Electricidad, S.A.), o de 
entes autônomos creados especialmente para cumplir, a nivel 
nacional, determinadas finalidades urbanîsticas.
Entre estos ûltimos merecen recordarse cuatro Corpora 
ciones que estaban dotadas, cada una de ellas, de personalidad 
juridica, patrimonio, rep^resentaciôn y responsabilidad pro 
pios; tenian potestad expropiatoria y capacidad ejecutora de 
los respectivos planes, programas y proyectos a nivel nacional, 
y cuyas politicas eran dictadas por el MINVU. Nos referimos a 
las Corporaciones de Mejoramiento Urbano (CORMU), encargada 
de las tareas de remodelaciôn urbana y de todas las expropia 
ciones del sector; de la Vivienda (CORVI), ideada para con^ 
truir en forma masiva viviendas econômicas; de Servicios Ha 
bitacionales (CORHABIT) que organizaba la demanda habitacio 
nal y procuraba darle soluciôn a través de la acciôn coord^ 
nada de CORMU, de CORVI y de ella misma. Para dar una idea 
grâfica de esta coordinaciôn, se decia en su época: "CORMU
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expropia, CORVI construye^ CORHABIT distribuye". Y la cuarta, 
la Corporaciôn de Obras Urbanas (COU), que atendîa las necesi 
dades de pavimentaciôn urbana.
Estas Corporaciones, precisamente por su falta de capa 
cidad de coordinaciôn, y por la pugna de poder desatada entre 
las très primeras, terminaron excediêndose en sus facultades, 
duplicando funciones y extralimitândose de los presupuestos 
asignados por el MINVU; hasta ser objeto de dos curiosas me 
didas conjuntas de fusiôn y de disoluciôn dispuestas por man 
dato de una misma ley. No obstante lo cual, al extinguirse -en 
una especie de parto pôstumo- ellas dieron origen y vida a los 
actuales Servicios Régionales de Vivienda y Urbanizaciôn (SER 
VIU) (.6).
2.3. Organos de ejecuciôn de nivel regional.
Interesa aclarar que, a pesar de que el MINVU cuenta 
con Secretarias Ministeriales en cada Regiôn del pais, ellas no 
tienen una funciôn ejecutora.
El art. 23 de su Ley Orgânica les asigna la misiôn de 
concretar la politica nacional de vivienda y urbanismo en sus 
respectivas jurisdicciones mediante actividades de planifica 
ciôn, programaciôn, evaluaciôn, control y promociôn de dicha 
politica. Deben supervigilar, también, el cumplimiento por par 
te de los SERVIU, de los planes, normas e instrucciones impar 
tidos por el MINVU; y, especialmente, el ajuste de sus inver 
siones a los presupuestos aprobados para cada uno de ellos.
Pero la ley no les encarga la EJECUCION de esa politica. 
Ella estâ explicitamente encomendada a los SERVIU, que son 
-como ya adelantamos- sucesores légales de las cuatro Corpo 
raciones recordadas en el pârrafo anterior.
El art. 3^ del D.L. 1.305 fusionô a dichas Corporacio 
nés, esto es uniô sus funciones, prerrogativas, patrimonies 
y responsabilidades en una sola masa compacta. Y luego, el
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y distribuyô
mismo precepto, en conjunto con el art. 26, las seccionô/ho 
rizontalmente en tantos entes autônomos como regiones tiene 
el pais, incluida la regiôn metropolitana.
El acento ejecutor del urbanismo encomendado a cada 
SERVIU en el nivel regional estâ contenido en el inciso 
del art. 25, en el art. 27 y en la primera parte del art. 29 
del D.L. 1.305.
Dice la primera disposiciôn citada:"Los Servicios Re 
gionales y Metropolitano de Vivienda y Urbanizaciôn son In£ 
tituciones Autônomas del Estado, relacionadas con el Gobier 
no a través del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, con per 
sonalidad juridica, con patrimonio distinto del Fisco, de 
duraciôn indefinida, de derecho pûblico y ejecutores de las 
politicas, planes y programas que ordene directamente el M^ 
nisterio o a través de sus Secretarias Ministeriales".
El segundo precepto dice: "Los Servicios Régionales 
y Metropolitano de Vivienda y Urbanizaciôn estarân encarga 
dos, en su jurisdicciôn, de materializar los planes que les 
encomiende el Ministerio, para lo cual podrân adquirir los 
terrenos, formar loteos y preparar subdivisiones prediales, 
proyectar y ejecutar las urbanizaciones de los mismos, pro- 
yectar y ejecutar las remodelaciones y la edificaciôn de las 
poblaciones, conjuntos habitacionales, barrios o viviendas 
individuales y su respective equipamiento comunitario y toda 
otra funciôn de preparaciôn o ejecuciôn que permita dar cum 
plimiento a las obras contempladas en los planes y programas, 
todo ello en conformidad con los presupuestos asignados".
La tercera norma aludida dice que "Corresponderâ ade 
mâs a los Servicios Régionales y Metropolitano de Vivienda 
y Urbanizaciôn, la asignaciôn y transferencia de las vivien 
das que construyan...".
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Por otra via legal, en un importante objetivo de carSc 
ter social del urbanismo, el D.L. 2.552 de 1979 encomienda a 
los SERVIU la radicaciôn y erradicaciôn de campamentos y pobla 
ciones marginales, la construcciôn de viviendas sociales y la 
adquisiciôn o expropiaciôn y la urbanizaciôn de los terrenos 
para construir este tipo de soluciones habitacionales.
Con todo, interesa advertir que la categorîa de entes 
ejecutores en gran escala que los SERVIU régionales y metropo 
litano podrîan tener, se ve reducida a un roi fiscalizador de 
la ejecuciôn de sus proyectos por el sector privado, por la 
aplicaciôn del principio de subsidiariedad.
2.4. Organos de ejecuciôn urbanistica de nivel local.
Este ôrgano, en cada comuna del pals, es el respective 
Municipio (7).
De acuerdo con su ley orgânica, "Las Municipalidades 
son instituciones de Derecho pûblico, funcional y territorial 
mente descentralizadas, cuyo objeto es administrer la comuna 
para satisfacer las necesidades locales y promover el desarro­
llo comunal". Anade la ley que ellas "Forman parte del sistema 
de Administraciôn Interior del Estado", precisamente en el n^ 
vel y âmbito comunal. (Art. 1* D.L. 1.289, del 12-XII-1975).
La Constituciôn de 1980 ha reforzado esta definiciôn 
legal, sehalando que "Las Municipalidades son corporaciones de 
derecho pûblico, con personalidad juridica y patrimonio propios 
cuya finalidad es satisfacer las necesidades de la comunidad 
local y asegurar su participaciôn en el progreso econômico, so 
cial y cultural de la comuna". (Art. 107, inc. 2, C. Pol.).
A. Potestad expropiatoria.
Desde el punto de vista de la potestad pûblica de 
ejecuciôn de los Planes Reguladores Comunales e Intercomunales, 
las Municipalidades estân dotadas de competencia expropiatoria 
tanto por su Ley Orgânica (art. 42-b) del D.L. 1.289) como por 
el Capitulo VII del Titulo II de la L.G.U.C. (arts. 83 y SjL 
guientes).
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B. Potestad de ejecuciôn directa.
Frente a la definiciôn del Municipio como un
ente autônomo, destinado a SATISFACER las necesidades - 
locales, y a su atribuciôn privativa consistante en —  
"la formulaciôn, ejecuciôn y fiscalizaciôn de la poli­
tica y del Plan de desarrollo comunales..." en el cuâl
se inserta el Plan Regulador (arts. 1°, 3-A-l y 50 del
D.L. 1.289; Ley Orgânica), ninguna duda cabe que el —  
Municipio tiene competencia para ejecutar obras de de­
sarrollo y mejoramiento urbano en su territorio comu—  
nal.
Asi también se desprende del art. 9 de la - 
L.G.U.C. cuando sehala entre las funciones del Direc—  
tor de Obras:
"b) dirigir las construcciones municipales - 
que EJECUTE directamente el Municipio".
C . Potestad de adquisiciôn de inmuebles.
Para los efectos de realizar los trazados de 
los Pianos Reguladores Comunales, la ley autoriza a —  
las Municipalidades para adquirir en licitaciôn pûbli­
ca, o por compra directa, los inmuebles necesarios para 
la ejecuciôn de dichos trazados. (art. 51-b) de^L.G.U.C. 
en relaciôn con el art. 42, del D.L. 1.289).
No obstante que la cesiôn gratuita de parte - 
de los terrenos que se urbanizan de acuerdo al Plan Re­
gulador o a los Planes Seccionales (Planes Parciales, - 
en la Ley del Suelo de Espana), constituyen uno de los 
fines de la gestiôn del urbanismo, estudiaremos esta ma 
teria entre los instrumentos de la acciôn urbanistica.
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Al terminer este capitulo, nos parece oportu 
no senalar que en Chile -sin perjuicio de las politi­
cas y planes de fomento a la edificaciôn, mediante fa 
cilidades financières y franquicias tributaries, y de 
las medidas de castigo impositivo con que pueden gra- 
varse los solares eriazos- no existen los instrumentos 
de ejecuciôn de los Planes de Ordenaciôn conocidos en 
la Ley espanola del Suelo como "sistema de compensaciôn" 
y "sistema de cooperaciôn" (Capitules III y IV del Ti­
tulo III de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenaciôn 
Urbana).
De esta manera, la mayor parte del crecimien 
to vertical, de la renovaciôn interior y de la expan—  
siôn de las ciudades, tiene su origen y encuentra su 
ritmo en la iniciativa privada.
3. ORGANOS DE CONTROL.
El control directe del cumplimiento de la planifi^ 
caciôn, y de la conformidad con ella de la ejecuciôn, 
en el nivel local, es competencia exclusiva de los Mu­
nicipios .
Esta competencia la ejercen a través de la Direc­
ciôn de Obras Municipales (8).
No obstante lo cual estos ôrganos estân sujetos 
-en todo cuanto concierne al cumplimiento de la LGUC 
y sus reglamentos y normas referidas a esta materia- 
a la fiscalizaciôn superior del MINVU, por conducto 
de la Divisiôn de Desarrollo Urbano; y, en el nivel 
regional, por el de las Secretarias Régionales de d^ 
cho Ministerio (9).
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N O T A S  (CAPITULO II - CUARTA PARTE)
(1): Chile es un estado unitario. Tiene una sola legislaciôn, 
un solo gobierno que se ejercita por el Présidente de la 
Repûblica (P. de la R.), Jefe, asîmismo, de la Adminis­
traciôn Central. Para los efectos del gobierno y la adm^ 
nistraciôn interior, el territorio nacional se divide en 
13 Regiones, gobernadas por Intendantes que son agentes 
directos del P. de la R., y de su confianza exclusiva. 
Cada Regiôn se divide en provincias, a cargo de un Gober 
nador de similar carâcter. Para los efectos de la admi­
nistraciôn local, cada Provincia se divide en Comunas, 
dirigidas por un Alcalde. Los Ministerios, exceptuados 
el de Defensa Nacional y el de R.R.E.E., con el objeto 
de descentralizar sus funciones, tienen, en cada Regiôn, 
una Secretarîa Regional Ministerial cuya labor conjunta 
coordina el Intendente. Tanto el P. de la R. como los In 
tendantes y Alcaldes cuentan con organismos asesores, en 
tre los que estâ la Oficina de Planificaciôn Nacional 
(ODEPLAN) y los demâs ôrganos del Sistema Nacional de Pla 
nificaciôn a que nos hemos referido.
(2): Nuevamente surge la cuestiôn teôrica del virtual atrope 
llo, por parte de la Administraciôn Central, a la autono 
mîa normativa -valga la redundancia- de los Municipios. 
Sin perjuicio de la explicaciôn dada en el pârrafo 1.1, 
puede agregarse que este sistema évita y resuelve dos s^ 
tuaciones polêmicas que se plantean con mayor relieve en 
los estados federales como Argentina, Brasil o México.
la. cuestiôn: -£En virtud de qué norma o principio podrîa 
un instrumente (Plan), aprobado mediante una norma local 
(Ordenanza Municipal), vincular a los ôrganos fiscales de 
pendientes de la Administraciôn Central?. 2a. cuestiôn: 
-ôQuién resuelve los conflictos que puedan generarse a 
raîz de dos planificaciones urbanas incompatibles, parti^ 
cularmente si los Municipios en pugna pertenecen a esta­
dos federados, o provincias, o regiones autônomas diferen 
tes, habida consideraciôn de que se trata de normas de 
igual jerarquîa, en materias de competencia retenida o 
-en todo caso- excluyentes de la intervenciôn del poder 
central?. El sistema chileno présenta una tercera ventaja 
particularmente significativa para un estado unitario: 
permite al Gobierno armonizar y coordinar el desarrollo 
urbano con las politicas, planes, proyectos y programas 
elaborados en las demâs âreas del desarrollo nacional, 
regional y comunal. Sôlo en esta perspectiva se explica 
que la planificaciôn del desarrollo urbano se haya insta 
lado dentro de la del desarrollo general del Pals; que el 
concepto mismo de desarrollo se haya incorporado al Régi­
men de Administraciôn Interior como "una funciôn preferen 
te del Estado", y que la técnica de la planificaciôn se 
haya adoptado como uno de sus instrumentos.
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(3): Algunos hon pretendido que los Municipios, por tener la 
Administraciôn de los bienes nacionales de uso pûblico, 
estarîan exentos del cumplimiento de estas normas con 
respecto a éstos (ver Recurso de Protecciôn n* 203-83
de la I. Corte de Valparaiso, contra la I. Municipalidad 
de Vina del Mar). Nada nos parece mâs inexacte que esa 
pretensiôn. En primer lugar, la Constituciôn sienta un 
principio bâsico en un estado de derecho al disponer que 
"los ôrganos del Estado deben someter su acciôn a la Con£ 
tituciôn y a las normas dictadas conforme a ella" (art.
6&). En segundo lugar, el art. li6 de la LGUC exige que 
las construcciones y obras de urbanizaciôn de cualquier 
naturaleza, requieren permise, con las excepciones que 
senale la Ordenanza; las que se refieren a las obras me 
nores, pero no a las obras fiscales o municipales. Pre­
cisamente el inciso 3& del art. 116 de la Ley sehala 
que "deberân cumplir con esta obligaciôn (de obtener 
permise) las urbanizaciones y construcciones fiscales, 
semifiscales, de corporaciones o empresas autônomas del 
Estado y las poblaciones del personal de las Fuerzas Ar 
madas y Carabineros". En tercer lugar, la disposiciôn 
del inciso 4-^ de que "No requerirân permise las OBRAS 
DE INFRAESTRUCTURA que ejecute el Estado", libera de é£ 
te de un trâmite procedimental, pero no le libera ni le 
desvincula de la fuerza obligatoria de los Planes Regu­
ladores y sus Ordenanzas. No séria congruente ni con la 
Constituciôn ni con la lôgica, que el Estado se réserva 
ra la potestad de dictar los Decretos aprobatorios de__ 
los Planes Reguladores, para luego, él mismo, atropellar 
los impunemente. En cuarto lugar, no tendria sentido en 
este caso la norma de competencia del art. 5* de la Ley 
que establece que: "A las Municipalidades corresponderâ 
aplicar esta Ley, la Ordenanza General, las normas Téc­
nicas y demâs Reglamentos, en sus acciones administrati­
ves relacionados con la planificaciôn urbana... debiendo 
^lar, en todo caso por el cumplimiento de sus disposi- 
ciones/1 tampoco tendrian sentido las diversas normas àe 
control -incluyendo las acciones pûblicas- que la Ley otor 
ga a los ciudadanos y a diversos ôrganos, para salvaguardar 
precisamente, la observancia de la planificaciôn en las 
actuaciones urbanîsticas.
(4): Este reclame de ilegalidad, de rango constitucional, tie 
ne su fuente en el art. 19-N* 24, inciso 3, de la C. PoT.; 
y estâ regulado en el art. 9 letra a) del D.L. 2.186/78.
(5): Ver la estructura del MOP en el art. 10 de la Ley 15.840.
La Direcciôn de Obras Sanitarias fué reemplazada por el 
Servicio Nacional de Obras Sanitarias por D.L. 2.050 (D.O. 
de 15-XII-1977). La estructura del MINVU puede verse en 
los arts. 7, 10 y 19 del D.L. 1.305 (D.O. de 19-11-1976).
La potestad expropiatoria de éste y la calificaciôn gene­
ral de utilidad pûblica de los bienes requeridos para sus 
fines estân en los arts. 50 y 51 de la Ley 16.391.
(6): El art. 3& del D.L. 1.305 dispuso: "Fusiônense las cuatro
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Corporaciones mencionadas en el art. 1*..." (CORHABIT, 
CORMU, CORVI y COU). Y luego el art. 26, despuës de de- 
cir que los SERVIU son sucesores legales de estas cuatro 
Corporaciones, estableciô: "Las Corporaciones juridica- 
mente se entenderân extinguidas 120 dîas despuës de la 
publicaciôn del présente Decreto-Ley".
(7): Los Cabildos que, en 1823, pasaron a denominarse Munic^ 
palidades, estaban contemplados en el Capitulo VI de la 
Constituciôn Politica de 1818; en el Titulo VI de la C. 
Pol. de 1822; en el Titulo XIX de la C. Pol. de 1823;
en el Cap. X de la C. Pol. de 1828; en el Cap. IX, arts.
122 a 131 de la C. Pol. de 1833; en el Cap. IX, arts.
101 a 106 de la C. Pol. de 1925 y en el Cap. XIII, arts.
107 a 111 de la C. Pol. de 1980.
El art. 25 de la Ley Orgânica de Municipalidades (LOM) 
de 1854 las definia como "Cuerpos administradores de los 
intereses locales"; concepto que reprodujeron la LOM de 
1887 (art. 22) y la LOM de 1891 (art. 23). En un pasado 
mâs reciente, la Ley Orgânica n* 11.860 de 1955 (art. 1*) 
y el D.L. 573 de 1974, de rango constitucional, le atribu 
yen "La Administraciôn de los intereses locales" en cada 
Comuna. Por ûltimo, el D.L. 1289, de 1976, Ley Orgânica 
gente, define a las Municipalidades como "instituciones 
de Derecho Pûblico, funcional y territorialmente descen­
tralizadas, cuyo objeto es administrer la comuna para sa 
tisfacer las necesidades locales y promover el desarrolTo 
comunal" (art. 1*). Y la C. Pol. plebiscitada en 1980, en 
actual vigencia, establece en su art. 107, inc. 2^ que 
"Las Municipalidades son corporaciones de derecho pûblico, 
con personalidad juridica y patrimonio propio, cuya fina­
lidad es satisfacer las necesidades de la comunidad local
y asegurar su participaciôn en el progreso econômico, so 
cial y cultural de la comuna".
(8): Ver los arts. 116. 122, 142 y 146 LGUC.
(9): Ver los arts. 12 letra b) de la L.O. del MINVU y el art.
24 de la misma ley.
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CAPITULO III; EL PRINCIPIO DE LA PLANIFICACION LEGITIMANTE Y 
SUS INSTRUMENTOS.
1. Los instrumentos de la planificaciôn y su jerarquîa.
En Chile, como en la mayor parte de Iberoamêrica, toda la 
actividad constructiva y urbanizadora -inclusive en las âreas 
rurales y las explotaciones industriales situadas fuera de los 
limites urbanos- estâ bajo control pûblico y requiere las auto 
rizaciones correspondientes (1).
Esta sujeciôn a la autoridad administrativa tiene por ob­
jeto lograr que la actividad urbanistica se ciha, en todos sus 
requerimientos a la ordenaciôn del territorio y a distintas ca 
tegorias de requisites técnicos como son -a modo de ejemplo- 
los estândares urbanisticos.
Para el ejercicio de sus potestades, los ôrganos adminis­
tratives disponen de herramientas legales llamadas instrumentos 
urbanisticos.
Entendemos por taies instrumentos los mécanismes técnicos 
y juridicos -debidamente regulados por la ley- con que ésta dota 
a los ôrganos pûblicos para llevar a su término las très fases 
sehaladas de la actividad urbanistica;planeamiento, ejecuciôn y 
control.
Vimos ya que la ley reconoce cuatro niveles de Planifica­
ciôn urbana; el nacional, el regional, el intercomunal y el co 
munal; en este ûltimo nivel se agrega un instrumente detallado 
y parcial; el piano seccional.
A estos niveles corresponden otros tantos instrumentos 
que, en orden descendante de jerarquîa, son;
1.- El Plan de Desarrollo Urbano Nacional, cuya confec­
ciôn corresponde al MINVU (2).
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2.- El Plan Regional de Desarrollo Urbano, cuya élabora 
ciôn es resorte de las Secretarias Régionales del MINVU (3).
3.- El Plan Regulador Intercomunal, que también corres­
ponde a las Secretarias Regionales-MINVU, con audiencia de 
los Municipios interesados (4).
4.- El Plan Regulador Comunal que confecciona la respec
tiva Municipalidad, revisa la Secretaria del MINVU, autoriza
el Intendente y aprueba el P. de la R. (5).
2. El Plan de Desarrollo Urbano Nacional.
Este instrumente aparece, a primera vista, como una fo- 
tografia, como un cuerpo estâtico formado -de un modo anâlo 
go a las piezas de un rompecabezas- por la adecuada coordina 
ciôn de los diferentes Planes Régionales de Desarrollo Urba 
no.
Sin embargo, como el desarrollo urbano forma parte de 
un sistema dinâmico constituido por la Planificaciôn Nacio 
nal e integral del desarrollo -que es alimentada de diverses 
âreas- el Plan que analizamos se resuelve, en realidad, en 
"la formulaciôn de la Politica Nacional habitacional y urba 
nistica" que es de la competencia exclusiva del Ministro de 
Vivienda y Urbanismo (art. 8 - L.O. del MINVU).
De tal manera,la orientaciôn y las determinaciones de e£ 
ta politica imponen la fuerza jerârquica del ôrgano de don 
de ellas emanan y quedan automâticamente incorporadas a 
los planes de nivel inferior, sean ellos régionales, inter 
comunales o comunales, los que deben ajustarse siempre 
al plan de nivel superior (arts. 33 y 38 L.G.U.C.).
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Esto no quiere decir que los Planes de nivel su­
perior no sean permeables a los cambios y a las influen 
cias que se producen en la base. Por el contrario, son 
éstos los que mâs influyen en su variaciôn y adecuacién. 
Lo que ocurre es que estos cambios e influencias ascien 
den desde la base en forma de datos y proposiciones y - 
descienden desde la cima en forma de resoluciones.
3. El Plan Regional de Desarrollo Urbano.-
Este Plan tiene por objeto fijar los roles de los 
centros urbanos de cada Regiôn, sus âreas de influencia 
reciproca, sus relaciones gravitacionales, determiner —  
sus metas de crecimiento y orientar el desarrollo de - 
esos centros de acuerdo con las politicas régionales - 
de desarrollo socio-econômico (arts. 30 a 32 de la L.G. 
U.C.).
Como ya dijimos, este nivel de planificaciôn se 
élabora por las respectivas Secretarias Régionales Mi—  
nisteriales del MINVU; pero se aprueba siempre -al igual 
que los otros très niveles de planes indicados en el pâ­
rrafo 4.1.- mediante Decreto Supremo del MINVU dictado - 
por orden del P. de la R.
Todos estos instrumentos -bajo el supuesto de ha- 
ber sido elaborados regularmente- TIENEN FUERZA LEGAL - 
en su aplicaciôn, incluse para las reparticiones pûbli­
cas; y aqui radica, precisamente, el mérite juridico de
ser ellos aprobados por Decreto Supremo, y no por otro
inferior
tipo de disposiciôn de jerarquia/o extensiôn mâs limita- 
da.
4. El Plan Regulador Intermucomunal ( P.R.I.).-
Este Plan -asi como el Metropolitano que es su - 
équivalente en las âreas de esta categoria- se define -
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como un instrumente de planificaciôn urbana, constitué 
do por un conjunto de normas y acciones destinadas a - 
regular y orientar el desarrollo fîsico de las âreas - 
urbanas y rurales de diverses comunas que, por sus re­
laciones, se integran en una unidad urbana. (art. 34, 
L.G.U.C.).
El Plan se compone de :
a) Una memoria explicative, que contendrâ los - 
objetivos, metas y programas de acciôn;
b) Una Ordenanza, que contendrâ las disposicio­
nes reglamentarias pertinentes, y
c) Los pianos, que expresen grâficamente las di£ 
posiciones sobre zonificaciôn general, equipamiento, re 
laciones viales, âreas de desarrollo prioritario, limi­
tes de extensiôn urbana, densidades, etc.
Para los efectos de su aprobaciôn, modificaciôn 
y aplicaciôn, estos documentos constituyen un solo cuer 
po legal, (art. 35 L.G.U.C.).
Dicho Plan, también se élabora por la respectiva 
Secretaria Regional del MINVU, previa consulta a las Mu 
nicipalidades concernidas en él y a las instituciones - 
Fiscales que aquélla estime necesario. Sin embargo, pue 
de ser elaborado por el grupo de Municipios que pasarâ 
a afectar, previa autorizaciôn de la Secretaria Regio—  
nal del MINVU.
Una vez elaborado el P.R.I., las Municipalidades 
respectivas deben pronunciarse sobre él dentro de un - 
plazo de 60 dias, vencido el cuâl la falta de pronuncia 
miento se considéra como aprobaciôn, configurando un - 
caso de silencio positive, (art. 36 L.G.U.C.).
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En todo caso, el P.R.I. debe ser aprobado median 
te Decreto Supremo del MINVU; y, como ya dijimos, sus 
disposiciones son obligatorias en la elaboraciôn de los 
futuros Planes Reguladores Comunales; asi como sus alte 
raciones se entienden incorporadas automâticamente en 
los ya existantes.
5. El Plan Regulador Comunal. (P.R.C.).-
Es éste el medio de realizar la Planificaciôn Ur 
bana Comunal.
La Ley lo define como "un instrumento constitué 
do por un conjunto de normas sobre adecuadas condicio­
nes de higiene y seguridad en los edificios y espacios 
urbanos, y de comodidad en la relaciôn funcional entre 
las zonas habitacionales, de trabajo, equipamiento y 
esparcimiento".
Especifica, la misma ley, que "sus disposiciones 
se refieren al uso del suelo o zonificaciôn, locali 
zaciôn del equipamiento comunitario, estacionamiento, 
jerarquizaciôn de la estructura vial, fijaciôn de lîm^ 
tes urbanos, densidades y determinaciôn de prioridades 
en la urbanizaciôn de terrenos para la expansiôn de la 
ciudad, en funciôn de la factibilidad de ampliar o do 
tar de redes sanitarias y energéticas, y demâs aspectos 
urbanisticos". (Art. 41 L.G.U.C.).
El P.R.C. -que corresponde al Plan General Mun^ 
cipal de Ordenaciôn de la Ley espanola del Suelo- debe 
contempler los elementos siguientes:
a) Una Memoria explicative, que contendrâ los an 
tecedentes socio-econômicos; los relativos a crecimien 
to demogrâfico, desarrollo industrial y demâs anteceden 
tes técnicos que sirvieron de base a las proposiciones.
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y los objetivos , metas y prioridades de las obras bâ 
sicas proyectadas;
b) Un estudio de factibilidad para ampliar o do 
tar de agua potable y alcantarillado, en relaciôn con 
el crecimiento urbano proyectado; estudio que requeri- 
râ consulta previa al Servicio Sanitario correspondien 
te de la Regiôn;
c) Una Ordenanza Local que contendrâ las dispos^ 
ciones reglamentarias pertinentes, y
d)Los pianos, que expresan grâficamente las di£ 
posiciones sobre uso de suelo, zonificaciôn, equipamien 
to, relaciones viales, limite urbano, âreas priorita—  
rias de desarrollo urbano, etc.
Para los efectos de su aprobaciôn, modificaciôn - 
y aplicaciôn, estos documentos constituyen un solo cuer 
po legal, (art. 42 L.G.U.C.).
Su confecciôn y actualizaciôn estân a cargo de la 
respectiva Municipalidad. Sin embargo, a nivel regional, 
debe ser revisado por la Secretaria Ministerial del —  
MINVU y autorizado por el Intendente; y, a nivel nacio­
nal, requiere la consabida aprobaciôn, por Decreto Supre 
mo,del MINVU.
Por su parte, la Ley orgânica de Municipalidades 
prescribe que el Plan Regulador Comunal forma parte in­
tégrante del Plan de Desarrollo Comunal y comprends - 
tanto las âreas urbanas como rurales de la respectiva - 
Comuna.
En relaciôn con las âreas rurales, el P.R.C. de 
be consulter el correspondiente piano de uso del suelo, 
con el objeto de regular principalmente la ejecuciôn de
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las obras de equipamiento comunitario y de infraestruc­
tura que se agreguen al terrene, y de asegurar la ade—  
cuada coordinaciôn con los proyectos régionales.
Con respecto a los espacios urbanos y urbano-ru 
raies, debe consulter normas para las âreas que se cal^ 
fiquen como consolidadas y para las de ampliaciôn y las 
de remodelaciôn del espacio urbano interior, (art. 50 -
D.L. 1.289).
6 . El PianoSeccional.-
Este instrumento constituye, generalmente, un - 
afinamiento, a escala mayor, de un ârea o sector del —  
Plan Regulador Comunal; y corresponde al denominado Plan 
Parcial de Ordenaciôn de la legislaciôn espanola.
Procédé recurrir a êl en cinco situaciones;
a) Cuando, para la aplicaciôn del P.R.C., se re­
quiere del estudio detallado de un Sector; caso en el - 
cuâl el Seccional debe contener la fijaciôn exacta del 
trazado y el ancho de las calles, una zonificaciôn deta 
llada, las âreas de construcciôn obligatoria y de remo­
delaciôn, los llamados "conjuntos armônicos" (6),
los terrenos afectados por expropiaciones, etc.
b) Cuando, no existiendo en la Comuna Plan Regu 
lador, interesa desarrollar un sector determinado;
c) obligatoriamente, en todas las Comunas de po 
blaciôn superior a los 50.000 habitantes que cuenten - 
con Asesor Urbanista, para los efectos de fijar las li- 
neas oficiales de edificaciôn;
d) respecto de aquellas comunas que califique - 
especialmente la respectiva Secretaria Regional del - 
MINVU, por sus condiciones topogrâficas o por la urgen
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jcia en materializar determinadas obras pûblicas o 
expropiaciones (Art. 46 L.G.U.C.); y
e) la quinta situacidn de procedencia consiste 
en la fijaciôn de "zonas de remodelaciôn", que veremos 
al estudiar la Renovaciôn Urbana, entre los objetivos 
del Urbanismo. El piano seccional debe determinar los 
nuevos caractères urbanîsticos de taies zonas (art.
72 - L.G.U.C.).
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N O T A S  (CAPITULO III - CUARTA PARTE)
(1): Ver, al respecto, los arts. 55. 57 y 116 de la LGÜC.
(2): Ver los arts. 29 L.G.U.C. y 12 letra b) de la L.O. del
MINVU.
(3): Ver los arts. 31 y 32 L.G.U.C. y el art. 12 letra e) -L.
O. del MINVU.
(4): Ver los arts. 35 a 40 LGUC y 12 letra d) L.O. del MINVU.
(5): Ver los arts. 41 al 50 LGUC; arts. 2* y 444 y 448 de la
OGCU y nps arts. 4 8 al 51 - LOM.
(6): Los "conjuntos armônicos" estân constituidos por "aque 
lias agrupaciones de construcciones que, por condiciones 
de uso, localizaciôn, dimensiôn o ampliaciôn de obras, 
estên relacionadas entre sî, de tal manera que constitu 
yan una unidad espacial propia, distinta del carâcter ge 
neral del barrio o sector" (art. 107 LGUC; ver arts. 481 
486 OGCU).
CAPITULO IV; APLICACION DEL PRINCIPIO DE LA FUNCION SOCIAL DE
LA PROPIEDAD.
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CAPITULO IV; APLICACION DEL PRINCIPIO DE LA FUNCION SOCIAL DE
LA PROPIEDAD.
1. RESENA HISTORICA DEL DESARROLLO, EN CHILE, DE ESTE PRINCI­
PIO.
Al tratar en general -en la Tercera Parte- el principio de 
la Funciôn Social de la propiedad, en su gestaciôn histdrica 
y juridica, vimos c6mo, en Chile, en la dêcada de los ahos 20
(1), se iniciô un perceptible proceso évolutive del concepto 
clâsico de la propiedad, contenido en el Côdigo Civil élabora 
do en 1855.
La C. Pol. de 1925, reformando la Carta de 1833, introduce 
una disposiciôn segün la cual "el ejercicio del derecho de pro 
piedad estâ sometido a las limitaciones o reglas que exijan el 
mantenimiento y el progreso del orden social y, en tal sentido, 
podrâ la ley imponerle obligaciones o servidumbres de utilidad 
pûblica en favor de los intereses générales del Estado, de la 
salud de los ciudadanos y de la salubridad pûblica" (Art. 10 - 
N& 10 inc. 3).
Esta evoluciôn se acelera en la década de los sesenta cuan 
do, al hilo de un intervencionismo que ténia ya holgada acep- 
taciôn en otras âreas (2) se abre un cauce progresivo a la re 
forma agraria, con repercusiôn en el proceso urbanistico.
En una primera etapa, se modifica la Carta Fundamental en 
1963, en lo atinente al derecho de propiedad, con el fin de 
hacer flufda y opérante la Ley de Reforma Agraria N* 15.020 de 
1962, permitiêndose que las indemnizaciones expropiatorias, en 
ciertas situaciones, pudieran ser canceladas a largo plazo (3).
Muy luego, en 1967, el cambio se radicalize; y tras el pro 
pôsito de una reforma de la estructura agraria, "profunda, 
drâstica y masiva", se modifica integramente el estatuto con£ 
titucional del derecho de propiedad (4).
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El nuevo texto de la Carta introduce el concepto de la FUN 
CION SOCIAL de la propiedady lo acota de la siguiente manera:
"La ley establecerâ el modo de adquirir la propiedad, de 
usar, gozar y disponer de ella y las limitaciones y obligacio­
nes que permitan asegurar su funcidn social y hacerla accesi- 
ble a todos.
"La funciôn social de la propiedad comprende cuanto exijan 
los intereses générales del Estado, la utilidad y la salubri­
dad pûblicas, el mejor aprovechamiento de las fuentes y ener- 
gias productivas en el servicio de la colectividad y la eleva 
ci6n de las condiciones de vida del comûn de los habitantes" 
(art. 10 - NS 10 - inc. 2 y 3).
El nuevo texto introdujo tambiën, como causa motivante de 
expropiaciôn, el "interés social", calificado por el legislador.
Y entregû a la determinaciôn de êste, numerosas materias de - 
contenido garantista, que tradicionalmente se hallaban consa- 
gradas en la misma Constituciûn y que -por lo mismo- consti- 
tuian una valla para el legislador y no una potestad habili­
tante concedida a êste. Asî, luego de establecer que "el ex- 
propiado tendrâ siempre derecho a indemnizaciôn cuyo monto y 
condiciones de pago se determinarân equitativamente tomando 
en consideraciôn los intereses de la colectividad y de los 
expropiados", dejô a la ley determinar "las normas para fijar 
la indemnizaciên, el tribunal que conozca de las reclamaciones 
sobre su monto... la forma de extinguir esta obligaciôn, y las 
oportunidades y modo en que el expropiador tomarâ posesiûn ma 
terial del bien expropiado" (Art. 10 - N& 10 - inc. 8).
Agregê el texto sustitutivo del derecho de propiedad: "Cuan 
do se trate de expropiaciôn de predios rûsticos, la indemnizaciên 
serâ équivalente al avalûo (fiscal) vigente para los efectos de 
la contribuciôn territorial, mâs el valor de las mejoras que no 
estuvieren comprendidas en dicho avalûo, y podrâ pagarse con una 
parte al contado y el saldo en cuotas en un plazo no superior 
a treinta anos todo ello en la forma y condiciones que la ley
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determine" (Art. 10 - N& 10 - inc. 9) .
Estas disposiciones, en lo que concierne al tema urbanist^ 
CO, tuvieron dos consecuencias legislativas con efectos explo 
sivos:
a) La legislaciôn expropiatoria en materia habitacional de 
interês social (5), autorizô las expropiaciones que se efec- 
tuaran con este propôsito, con la toma de posesiOn inmediata 
del bien expropiado, bastando la consignaciên judicial del 20% 
del valor de la tasaciÔn administrativa efectuada bajo el con 
trol del mismo 6rgano. Esta sola medida quintuplicd la veloci 
dad del proceso expropiatorio.
b) Pero, ademâs, se legislê en el sentido de que, cuando la 
expropiaciôn afectara a predios rûsticos -en vista que la Cons 
tituciôn no habîa limitado expresamente su mandato al ârea de 
la Reforma Agraria- el monto de la indemnizaciôn del casco, se 
limitera, sin posibilidad de reclamaciên judicial, al exiguo 
avalûo de los terrenos (6). Esta posiciên discriminatoria, que 
constribuyô a aumentar la velocidad del proceso expropiatorio, 
no logrô respaldo jurisprudencial.
En el perîodo siguiente, en 1971, se introduce en la Const^ 
tuciên la nociôn del "interês de la comunidad nacional" como 
justificante de la figura expropiatoria de la nacionalizaciên, 
o de la réserva al Estado de "el dominio exclusive de recur- 
sos naturales, bienes de producciôn u otros, que declare de - 
importancia preeminente para la vida econêmica, social o cultu 
ral del pais" (Art. 10 - N* 10 - inc. 4). Al mismo tiempo, en 
una disposiciôn transitoria, se nacionalizaba la Gran Mineria 
del Cobre (7).
El ciclo de esta breve resena se cierra con la nueva Cons- 
tituciên Politica que entré en vigencia el 11-III-1981; la cual, 
tomando como base disposiciones de las Actas Constitucionales 
Nos. 3 y 4, de 1976, reestructuré el derecho de propiedad de la 
siguiente manera:
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a) Ademâs de asegurar el derecho de propiedad sobre los 
bienes corporales e incorporales (art. 19 N& 24) y sobre las 
creaciones intelectuales y artîsticas (art. 19 N* 25), la 
Constitucién garantiza el derecho a la propiedad, "la liber- 
tad para adquirir el dominio de toda clase de bienes" con 
las excepciones que se establecen (Art. 19 - N& 23).
b) La Constitucién entrega a la ley, pero sélo a la ley, 
"establecer el modo de adquirir la propiedad, de usar, gozar y 
disponer de ella y las limitaciones y obligaciones que deriven 
de su funcién social. Esta comprenderâ cuanto exijan los inte­
reses générales de la Naciôn, la seguridad nacional, la utili 
dad y la salubridad pûblicas y la conservacién del patrimonio 
ambiental" (art. 19 - N&24 inc. 2*); ahadiendo, asî, dos nocio 
nés nuevas a los objetivos concretos de la funcién social de 
la propiedad.
c) Se restablecen dos de los requisitos que hacen que la 
expropiacién constituya una verdadera garantîa del derecho de 
propiedad, y no un acto discriminatorio en perjuicio del ex­
propiado: el pago total y al contado de la indemnizacién y su 
carâcter previo al desposeimiento del bien expropiado (Art. 19 
N& 24 inc. 4 y 5).
d) Siguiendo una férmula de inspiraciôn alemana -que tambiën 
tiene acogida en la Constitucién espahola (8)- se asegura el 
"contenido esencial" o "esencia" de los derechos constitucio­
nales consagrados, prohibiendo al legislador -al regularlos o 
complementarlos, o al determinar las limitaciones que la Con£ 
titucién autoriza- afectar lo esencial del derecho, ni "imponer 
condiciones, tributes o requisitos que impidan su libre ejerc_i 
cio" (Art. 19 N& 26).
e) Consecuencia concretà de lo anterior es que "las limita 
ciones que se impongan al,derecho de propiedad cuando importen 
privaciôn de alguno de los atributos o facultades esenciales 
del dominio" darân derecho a indemnizaciôn, si con ello se eau 
sa dano. Las requisiciones que puedan practicarse en los Esta-
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dos de Excepciôn Constitucional, tambiën son indemnizables 
(Art. 41 - Nû 8 - C. Pol.).
f) Por ûltimo, en lo que pueda tener relaciôn con la mate­
ria que nos concierne, la Constitucién prohibe la pena de con 
fiscacién, exceptuando el caso de las asociaciones ilîcitas 
(art. 19 - N* 7 letra g); y tambiën prohibe "establecer tribu 
tos manifiestamente desproporcionados o injustos" (Art. 19 - 
N& 20 - inc. 2).
2. EXPRESION DEL PRINCIPIO DE LA FUNCION SOCIAL EN LA LEGIS­
LATION URBANISTICA.
La legislaciôn que régula el urbanismo, en Chile, siguiendo 
el estilo de su vocacién pragmâtica, no recoge declaraciones 
de contenido axiolôgico, ni expresiones susceptibles de una in 
terpretacién muy elâstica. Sin embargo, ella estâ indudablemen 
te impregnada por el concepto de la funcién social de la propie 
dad, el que se manifiesta en las instituciones y mecanismos que 
a continuacién se describen:
2.1. Los Planes de Urbanismo.
Sobre el mosaico de propiedades particulares que con- 
forman los pianos registrales o catastrales, se superpone con 
carâcter vinculante, como el dibujo legal de la planta, del 
contorno y del perfil de la ciudad y -a la vez- como una "lim^ 
tacién-obligaciôn" exigida por "el interês general de la Naciôn", 
"la utilidad y la salubridad pûblicas" y la "conservaciôn del 
patrimonio ambiental", esto es, por los objetivos de la funciôn 
social de la propiedad (art. 19 - N* 24 inc. 2 - C. Pol.), la 
planificaciôn urbanîstica.
Dice el art. 116 de la L.G.U.C. que:
"La Construcciôn, reconstrucciôn, reparaciôn, alte 
raciôn, ampliaciôn y demoliciôn de edificios y obras 
de urbanizaciôn de cualquier naturaleza, sean urba- 




"El Director de Obras Municipales concederâ el 
permiso de urbanizaciôn y/o edificaciôn si los 
antecedentes acompanados cumplen con el PTan - 
Regulador ydemâs disposiciones de la présente 
ley y las Ordenanzas...".
De tal manera, el cumplimiento del Plan y de las nor­
mas légales y reglamentarias urbanîsticas son un requisito ha 
bilitante, sine qua non, para el ejercicio del derecho de pro 
piedad sobre los bienes inmuebles, en materia de urbanizaciôn 
y edificaciôn (9).
2.2. Distribuciôn de los usos del suelo.
El ejercicio del derecho de propiedad queda limitado, 
a continuaciôn, por el uso asignado al ârea o sector en que 
se encuentra el bien raîz sobre el cual recae, y por el desti^ 
no previsto para las edificaciones que se levanten en esa - 
ârea.
"El USO del suelo urbano en las âreas urbanas SE REGI_ 
RA por lo dispuesto en los Planes Reguladores, y las construe 
ciones que se levanten en los terrenos serân CONCORDANTES con 
dicho propôsitoV. (Art. 57 L.G.U.C.).
2.3. Cargas y obligaciones urbanîsticas.
La gestiôn privada urbanîstica no sôlo estâ sujeta a la 
observancia formai del respective Plan, sino tambiën al cumpli 
miento de ciertas cargas obligatorias que implican la contribu 
ciôn o transferencia que debe hacer la propiedad privada, de 
una parte considerable del bien fîsico, al patrimonio nacional 
o comunal; y, tambiën, la sujeciôn a ciertas exigencias têcni- 
cas que se imponen en resguardo de la seguridad colectiva -aten 
diendo, ademâs, a los riesgos sîsmicos de nuestro suelo- y con 
fundamento en el interês general.
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Estas cargas y obligaciones se conocen con el nombre 
genërico de ESTANDARES URBANISTICOS; y a ellos nos referire- 
mos, en su entidad y en su cuantîa o proporciôn, al tratar los 
objetivos de la actividad urbanîstica (Cap,VHI1.4).
2.4. Indemnizabilidad de las limitaciones al dominio.
Desde luego, las cesiones obligatorias de espacios pû- 
blicos urbanizados comprendidos en los estândares, no son in­
demnizables sino, por el contrario, contribuciones gratuitas; 
ya que constituyen requisitos previos impuestos a la actividad 
urbanizadora y al ejercicio del ius aedificandi.
Sin embargo, este derecho no émana, constitutivamente, 
del Plan -como ocurre en otros paîses- sino del derecho de do 
minio; toda vez que es una consecuencia del ejercicio de las 
facultades esenciales -gozar y disponer- que el dominio entra 
ha.
Por consiguiente, si la facultad de construir, o cua^ 
quiera otra que constituya o emane del contenido esencial del 
dominio, se suprime o élimina por el Plan o por un acto de la 
autoridad, el propietario tiene derecho a la indemnizaciôn 
correlativa; siendo, el resguardo de esta garantîa, de rango 
constitucional. (Arts. 19 - N& 24 inc. 3*, 19 N& 26 y 41 N& 8
C. Pol.).
2.5. La actividad urbanîstica de interês social.
La funciôn social del dominio se expresa -por otra par 
te-, de manera orgânica y funcional, en acciones de justicia 
distributiva. Ellos son, entre otros, el saneamiento de pobla 
ciones, y de sectores deteriorados y -principalmente- la con£ 
trucciôn de viviendas econômicas (10).
2.6. Expresiôn orgânica de la justicia distributiva.
Los diferentes aspectos de la polîtica distributiva, a 
escala nacional, en esta materia, estân radicados en el Minis-
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terio de la Vivienda y Urbanismo (MINVU), el cual, a travês de 
la Divisiôn Têcnica de Estudio y Fomente Habitacional realiza 
investigaciones de carâcter socio-econômico orientadas a la so 
luciôn del problema habitacional de los sectores mâs deficita- 
rios (art. 16-d) L.O. MINVU); a travês de la Divisiôn de Polî­
tica Habitacional, élabora y coordina los planes habitacionales 
que se llevarân a efecto (art. 13, letras d) y e) L.O.-MINVU); 
y a travês de la Divisiôn de Desarrollo Urbano élabora la polî 
tica nacional urbanîstica, la de infraestructura sanitaria, pa 
vimentaciôn y vialidad urbana, de acuerdo con los requerimien- 
tos socio-econômicos de la poblaciôn (arts. 12-a), 11-a) y art.
8û -L.O.-MINVU).
Sin embargo, los principales ejecutores de esas polîticas, 
planes y programas, son los trece Servicios Régionales y Metropo 
litano de Vivienda y Urbanizaciôn (SERVIU) descentralizados sec­
torial y territorialmente, uno en cada regiôn del paîs, con auto 
nomîa jurîdica y econômica, pero en rêgimen de estrecha tutela 
por parte del MINVU (arts. 25 al 29 L.O. del MINVU).
Los Municipios tienen, tambiën, un mandato legal que les 
impone la preocupaciôn y el "ênfasis" -dice la ley- en los aspec 
tos sociales de los planes de desarrollo (Arts. 3-A-l) y 48-LOM); 
sin embargo, su crônica escasez de recursos les impide atender 
debidamente los aspectos deficitarios de la situaciôn urbanîs­
tica de sus comunas.
2.7. Expresiôn funcional de la justicia distributiva.
Las maneras concretas, institucionalmente reguladas, de 
socorrer en materia habitacional, a los sectores mâs desposeîdos, 
consisten en la têcnica de saneamiento de las poblaciones dete- 
rioradas o insalubres, que contempla el Cap. VI del Tîtulo II de 
la LGUC. (Pârrafo 3*); y la construcciôn de viviendas econômicas 
a las que se refiere su Tîtulo IV; y, muy especialmente, en la 
têcnica del llamado subsidio habitacional, que constituye un 
aporte gratuito del Estado al poblador carente de vivienda. To 
das estas materias serân tratadas en el Cap.VHI,Pârrafo 3.
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2.8. Funciôn social, salubridad y medio ambiente.
Vimos ya que la Constituciôn define la funciôn social, 
entre otros objetivos, con relaciôn a la "salubridad pûblica" 
y "la conservaciôn del patrimonio ambiental". Refuerza este û^ 
timo propôsito el art. 19-N& 8 de la Carta que, ademâs de con- 
sagrar "el derecho a vivir en un medio ambiente libre de conta 
minaciôn", faculta al legislador para establecer restricciones 
especificas al ejercicio de determinados derechos, en protec- 
ciôn del medio ambiente.
La incidencia urbanîstica de estes resguardos a la sa­
lud y al entorno, estân dados por los estudios y determinacio- 
nes del Plan, en cuanto a la zonificaciôn, y por la legisla­
ciôn sanitaria, cuya observancia fiscaliza el Ministerio de 
Salud y las Ordenanzas municipales pertinentes.
Este es el cuadro resumido de los principales aspectos 
en los cuales se traduce y desarrolla la funciôn social de la 
propiedad privada, en materias urbanîsticas.
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N O T A S  (CAPITULO IV.- CUARTA PARTE)
(1): La Ley del descanso dominical obligatorio data de 1917; 
las principales leyes laborales, que formarîan el cuerpo 
principal del Côdigo del Trabajo de 1931, son las que lie 
van los Nos. 4.053 àl 4.059 y se dictaron en 1924. La C.
Pol. de 1925 incorpora a su articulado conceptos que comien 
zan a perfilar la funciôn social de la propiedad, la exten 
siôn de su goce y la constituciôn de la propiedad familiar.
(2); Las limitaciones a la libertad de contrataciôn -con inciden 
cia en la propiedad: salaries mînimos, jornada de trabajo, 
vacaciones pagadas, bénéficiés sociales irrenunciables- pro 
vienen de la legislaciôn laboral. Pero luego el Estado in- 
tervino en los precios mâximos de las mercaderîas de prime 
ra necesidad y en su abastecimiento, a travês del Comisa- 
riato General de Subsistencias y Precios (1932) y en las 
relaciones arrendaticias, tante urbanas como rûsticas, li 
mitando las rentas, mâximas de arrendamiento a un porcenta 
je del avalûo de los predios, fijando plazos minimes -en 
bénéficié de los arrendatarios- para la restituciôn de los 
bienes arrendados, etc.
(3): La Ley N^ 15.295 de 1963 modificô, por primera vez, el art. 
lO-N^lO de la C. Pol. de 1925 que prescribîa -en caso de 
expropiaciôn- el pago previo y al contado de la indemniza­
ciôn, al autorizar -en las expropiaciones de predios rûsti 
ces abandonados o mal explotados- el pago de un 10% de su 
valor al contado, y el saldo, en cuotas hasta quince ahos 
de plazo.
(4): La Ley de reforma N* 16.615 -de 1967- hizo viable -en el 
nuevo texto constitucional del art. 10-N&10- a la nueva ley 
de Reforma Agraria N& 16.640, que fijô plazos diferidos ha£ 
ta de 30 ahos para el pago de indemnizaciones expropiato­
rias, en concordancia con el nuevo texto constitucional; y 
rebajô la cuota pagadera al contado hasta el 1% del valor 
del predio.
(5): La legislaciôn aplicada a estas materias fue, inicialmente, 
la ley 5.604; la que, luego de la reforma introducida por 
la ley 16.742 de 1967, se refundiô en el texto del D.S.
N* 103 del MINVU, de 1968, utilizado por la Corporaciôn de 
la Vivienda (CORVI), por la Corporaciôn de Mejoramiento Ur 
bano (CORMU) y por la de Servicios Habitacionales (CORHABIT).
(6): Vêase el art. 25 de la ley 16.742, el considerando b) del
D.L. 688 y el art. 2* de este mismo D.L.
(7): Esta reforma substancial -que tambiën desmantelô la figura
jurîdica de los llamados "contratos-leyes"- fue practicada 
mediante la ley de reforma constitucional N^ 17.450 de 
16-VII-1971.
(8): Cfr. el art. 19.2 de la Constituciôn de la R.F.A.; y el
art. 53.1 de la C.E.
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(9): Deben cumplir tambien con esta obligaciôn-limitaciôn las 
urbanizaciones y construcciones fiscales, las de Corpora 
ciones o empresas autônomas del Estado y aûn las pobla­
ciones de las fuerzas Armadas y Carabineros, con excep- 
ciôn de las obras de infraestructura que ejecute el Esta 
do (art. 116 inc. 3 y 4 LGUC).
(10): Ver, en esta misma Parte del trabajo, el Cap.IX; pârra- 
fos 2.1, 3.1 y 3.2.
CAPITULO V ; ANALISIS DE LOS PRINCIPIOS DE IGUALDAD Y DE
PARTICIPATION.
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CAPITULO V : ANALISIS DE LOS PRINCIPIOS DE IGUALDAD Y DE PAR-
TICIPACION.
A diferencia de los principios anteriores, trataremos en 
conjunto el anâlisis de estos dos principios por ser -en nue£ 
tra opiniôn- los que mâs escaso desarrollo tienen, por el mo- 
mento, en la legislaciôn urbanîstica; no obstante su antigua 
vigencia en la vida nacional y su asiento en la Constituciôn.
1. El principio de Igualdad en la Constituciôn.
Este principio arranca desde los inicios de nuestra vi 
da independiente y ya se encuentra incorporado en el Reglamen 
to Constitucional de 1811.
La Carta de 1980, en el frontis de su artîculo 1*, co- 
mienza diciendo -con palabras que recuerdan la Declaraciôn Un£ 
versai de los Derechos Humanos de 1948- que "Los hombres nacen 
libres e IGUALES en dignidad y derechos". Su artîculo 19 -que 
comsagra el catâlogo de los derechos constitucionales contempla 
la igualdad ante la ley (19-N*2); la igual protecciôn de la ley 
en el ejercicio de los derechos (19-N*3); la no discriminaciôn 
arbitraria en el trato que deben dar el Estado y sus ôrganos 
en materia econômica (19-N*22); y la igualdad jurîdica de los 
particulares frente a las actividades empresariales del Estado 
o de sus organismes (Art. 19-N^21-inc.2); asî como la igual re 
particiôn de los tributes y de las demâs cargas pûblicas (art. 
19-NA20).
Por otra parte, del contexte del art. 19 y de la decla­
raciôn bâsica de su art. 1  ^ se desprende la igual opciôn de to 
das las personas, naturales y jurîdicas, de derecho pûblico o 
privado, a ejercitar todos los derechos, ventajas y prerrogabi 
vas que la Constituciôn les atribuye y -entre ellos- la admi- 
siôn a las funciones y empleos pûblicos (19-N&17) y la aptitud 
para adquirir el dominio de toda clase de bienes (19-N&23).
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No cabe ninguna duda, por consiguiente, que en Chile 
rige el principio de igualdad en su doble vertiente: la posi 
tiva del trato igualitario y la negativa de la interdicciôn 
de toda discriminaciôn entre las personas.
2. La Igualdad en la legislaciôn urbanîstica.
Por contraste con la minuciosa construcciôn igualita- 
ria que la Carta Fundamental diseha -y que constituye, por su 
naturaleza, derecho directamente aplicable (1 )- la legislaciôn 
urbanîstica se limita a extender sus normas a todas las obras 
(Art. 119 LGUC); o a los diversos actos urbanîsticos (Art. 116); 
o a "cualquiera persona" (art. 20 inc. 2 ); o a "ninguna obra" 
(art. 145); pasando a regular, sôlo en situaciones muy puntua 
les, ciertas preferencias compensatorias (2 ) o eventuales po- 
siciones conflictivas (3).
Probablemente esta carencia de regulaciôn legislative 
se deba a que -no existiendo mecanismos complejos de interven 
ciôn administrativa susceptibles de ocasionar desigualdades
(4)- no se requieren disposiciones que, precisamente, estân 
destinadas a nivelarlas.
Deste otro punto de vista, el mecanismo interventor de 
la expropiaciôn ha perdido la mayor parte de los efectos dis- 
criminatorios -que, de alguna manera, la expropiaciôn singular 
siempre conlleva- que esta instituciôn alcanzô a tener cuando 
rigiô el desposeimiento anticipado del bien expropiado, con re 
laciôn a su pago, y la soluciôn de êste a travês de bonos o 
cuotas anuales cuya puntualidad nunca fue observada rigurosa 
mente.
Quedan por considerar -como secuela inevitable de la 
planificaciôn- las desigualdades relatives que ella siempre 
ocasiona. No obstante, por constituir aquêlla una restricciôn 
ordenatoria de la ciudad considerada como bien colectivo, im 
puesta en virtud del interês general y de la utilidad y la sa 
lubridad pûblicas, se la entiende como una limitaciôn impue£
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ta por los requerimientos de la funciôn social de la propiedad; 
y, por consiguiente, como el imperative de una funciôn pûblica 
insusceptible de atentar contra la igualdad (5).
3. El principio de la Participaciôn en la Carta Fundamental
La participaciôn es un principio consubstancial a la de
mocracia y, por lo mismo, o nace de la prâctica de ella o no ha 
brâ norma capaz de inventarlo.
La participaciôn -que, en materias concernientes al me­
joramiento y al equipamiento de los barrios, tiene sus raîces 
en el pasado siglo y se encarna principalmente en las Juntas de 
Vecinos- fue incorporada a la Constituciôn de 1925 por la ley 
de reforma N& 17,398 de 9-1-1971; reforma que vino precedida por 
la Ley N& 16.880, de 19-VII-1968, sobre Juntas de Vecinos y Or- 
ganizaciones Comunitarias.
En la Constituciôn de 1980, que sustituyô a la anterior, 
se atribuye al Estado el DEBER de "asegurar el derecho de las 
personas a PARTICIPAR con igualdad de oportunidades en la vida 
nacional" (art. 1^ inc. 5 - C. Pol.).
4. La Participaciôn en las leyes de Urbanismo.
Preciso es reconocer que, estando actualmente suspendido 
en Chile el sistema democrâtico, la participaciôn efectiva de 
la comunidad local y regional en el estudio y proposiciôn de so 
luciones para los problemas comunitarios se hace particularmente 
dificil, excepciôn hecha de las organizaciones comunitarias que 
tienen una tradiciôn formada en esta prâctica y de las situacio 
nés de emergencia, en que el espîritu solidario se manifiesta 
por imperativo propio.
4.1. La participaciôn en la LOM.
La Ley Orgânica de Municipalidades (LOM), ha regu- 
lado la constituciôn y las funciones del Consejo de Desarrollo 
Comunal (CODECO) en los siguientes términos:
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A.- Dispone que en cada Municipalidad habrS un CO 
DECO; que lo presidirâ el Alcalde y que su composiciôn -segûn 
la categorîa de la Comuna- no serâ inferior a ocho ni superior 
a veinte consejeros, designados en la siguiente proporciôn;
a) una cuarta parte représenta a la respectiva 
Uniôn Comunal de Juntas de Vecinos;
b) una cuarta parte, a la Uniôn Comunal de Centres 
de Madrés y a otras organizaciones comunitarias, têcnicas y 
culturales;
c) otra cuarta parte, a las actividades econômicas 
prédominantes en la comuna, segûn la tipologîa del Municipio; y
d) el cuarto restante, lo integran Jefes de depar- 
tamentos municipales (art. 15 LOM).
B .- Corresponde al Codeco un roi consultivo y ase- 
sor del Alcalde y, en la materia en anâlisis,le corresponde e£ 
tudiar y proponer los proyectos de polîticas y planes de desa­
rrollo de su comuna; conocer el Plan Financière y el proyecto 
de Presupuesto Municipal,pudiendo formular las proposiciones y 
hacer las observaciones que considéré pertinentes; proponer 
prioridades en la formulaciôn y ejecuciôn de los proyectos espe 
cîficos y medidas de general aplicaciôn en las materias de las 
cuales conoce (art. 16 LOM).
C.- El Codeco sesionarâ, ordinariamente, una vez 
al mes y, extraordinariamente, cuando lo convoque el Alcalde. 
Puede designer comités de estudio de los diversos problemas de 
su competencia y puede integrar a ellos a funcionarios munici­
pales, de otros servicios pûblicos o représentantes de otros 
organismos comunitarios (arts. 17 y 18 LOM).
D.- La Secretarîa Comunal de Planificaciôn -organi£ 
mo têcnico intégrante del Sistema Nacional de Planificaciôn- 
sirve al Codeco de Secretarîa Têcnica y de ôrgano asesor en la 
preparaciôn y coordinaciôn de las polîticas, planes, programas 
y proyectos de desarrollo de la comuna (art. 19 LOM); debiendo
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recordarse aquî que el Plan Regulador. Comunal forma parte del 
Plan de Desarrollo del mismo nivel (6 )•
La LOM canaliza las relaciones de la Municipalidad 
con los vecinos, y la participaciôn de êstos, de un modo prefe 
rente, a travês de la Uniôn Comunal de Juntas de Vecinos; sin 
perjuicio de las relaciones que puedan establecerse a travês 
del Departamento de Desarrollo Comunitario (arts. 69 y 23 LOM).
Tambien impone a los vecinos ciertos deberes de co 
laboraciôn con la Municipalidad en el aseo y ornato de la Comu 
na, como son los de cuidar los bienes municipales y nacionales 
de uso pûblico, plantar y regar el antejardin y los ârboles s£ 
tuados frente a sus predios, mantener el aseo de las calzadas 
y aceras frente a ellos, y otros similares (art. 70 LOM) .
4.2. La participaciôn en la LGUC.
Si la LOM régula extensamente la participaciôn de 
la comunidad organizada, como intégrante de un cuerpo consult^ 
vo y asesor del Alcalde en la administraciôn, que incumbe a 
êste, de los intereses locales, la LGUC -en cambio- es sumamen 
te lacônica en esta materia.
No en vano los organismos têcnicos miran con descon 
fianza -o, al menos, con renuencia- la intromisiôn de los profa 
nos en tareas que ellos estiman reservadas sôlo para iniciados.
De una manera neta sôlo encontramos la participaciôn 
al regular la ley el Saneamiento de Poblaciones (art. 82). Allî, 
y sôlo para asegurar el mejor cumplimiento de las acciones ten- 
dientes a prévenir el deterioro de los barrios, o a recuperarlos, 
se dispone que "la Municipalidad deberâ promover la participa­
ciôn de la comunidad" en actividades tan poco significativas 
que no merece la pena reproducirlas.
Puede decirse que tambiën son formas de participa­
ciôn las que contemplan los arts. 20 inciso 2 y 149 de la LGUC.
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El primero de ellos faculta a "cualquiera persona" para denun 
ciar ante las Municipalidades o la Secretarîa Regional del 
MINVU el incumplimiento de las disposiciones urbanîsticas de 
la ley, de su Ordenanza General, de los Planes Reguladores y 
de sus Ordenanzas Locales. Y el ûltimo, dispone que "cualquie 
ra persona" podrâ denunciar a la Municipalidad las obras que 
amenacen ruina o que puedan originar caîda de materiales o 
elementos de la construcciôn.
En cambio, un procedimiento de indudable trascen- 
dencia jurîdica, como es el de formaciôn de los Planes Régula 
dores, que requiere de la participaciôn como requisito esen­
cial para generar consenso en torno suyo, carece de regulaciôn 
en la LGUC, la que se remite a la Ordenanza General (art. 44).
Esta, por su parte, se preocupa de los elementos 
constitutivos de los Planes y de una serie de detalles increî 
bles, como el material en que se extenderân los pianos, las 
firmas, los timbres, las escalas y hasta los archivos y repar 
ticiones donde deben guardarse (arts. 444 al 447 Ord. Gral.); 
sin dedicar una sola lînea al procedimiento propiamente tal y, 
dentro de êl, al proceso participativo; vacîo que -en espera 
de la reforma de la Ordenanza, en eterna preparaciôn- ha sido 
llenado hasta ahora por unas "Normas para confecciôn de Pianos 
Reguladores", emanadas de la Divisiôn de Desarrollo Urbano del 
MINVU (7).
Este es, a grandes rasgos, el esquema de la part£ 
cipaciôn en materia urbanîstica; el cual présenta -a no dudar
lo- un desarrollo insuficiente en la ley de urbanismo y un n£ 
vel muy elemental.
Sin embargo, existiendo la tradiciôn histôrica y 
la normativa constitucional adecuada, estân puestas las bases 
para proyectar una participaciôn mâs esencial, articulada y 
responsable, en una materia en la cual deberîan poder hacerse 
partes y sentirse partes -ya que en eso consiste la participa 
ciôn- todos los ciudadanos.
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N O T A S  (CAPITULO VII - CUARTA PARTE)
(1): Aunque nuestra Carta no contiene una norma como la del 
art. 1.3 de la Constituciôn alemana que hace vinculantes 
los derechos fundamentales, a los très Poderes, "a tîtu­
lo de derecho directamente aplicable", esta aplicabili- 
dad se desprende de la naturaleza de Super-ley de la 
Constituciôn, y de los arts. 19 N& 7 letra i), 19 N& 24 
inc. 3 y de los arts. 20 y 21 en relaciôn con los dere­
chos allî protegidos y amparados.
(2): El art. 104-LGUC compensa a los ocupantes de inmuebles 
que hubieren sido expropiados para construir viviendas, 
otorgândoles una preferencia para adquirir viviendas con 
tiguas al respectivo sector.
(3): El art. 113-LGUC régula -en el rêgimen de la propiedad 
horizontal- el derecho de los copropietarios sobre los 
bienes comunes -asî como su contribuciôn a las expensas 
comunes concernientes a dichos bienes- en proporciôn al 
avalûo fiscal del piso, departamento, oficina, local o 
vivienda de su dominio. Sin embargo, el art. 47 de la 
Ley de Propiedad Horizontal y el art. 16 de su Reglto., 
los regulan en proporciôn a las superficies, no siendo 
siempre coïncidentes las proporciones entre avalûos y 
superficies.
(4): En la legislaciôn chilena no existen los sistemas de coo 
peraciôn ni de compensaciôn propios de la L.S. espahola; 
ni el mecanismo de reparcelaciôn de êsta. Ver arts. 126 
y ss., 131 y ss. y 97-L.S.
(5); Obviamente, si alguna situaciôn particular ingresa en la 
patologîa de los actos ejecutados con abuso de poder o 
desviaciôn de fin, el planeamiento puede ocasionar desi 
gualdades ilegîtimas y ser impugnable.
(6 ): Cfr. los arts. 48 y 50-LOM y los arts. 27 y 41 de la 
LGUC.
(7): Estas normas, substancialmente, consultan las etapas de 
confecciôn, revisiôn, autorizaciôn y aprobaciôn definiti 
va de los Planes reguladores; las que -de una manera suma 
ria- aparecen en el art. 43-LGUC, y que se encuentran a 
cargo del respectivo Municipio (Director de Obras Munici 
pales y Asesor Urbanista, en su caso), de la Secretarîa 
Regional del MINVU, del Intendente regional y del MINVU, 
respectivamente. Las observaciones e indicaciones de los 
interesados pueden plantearse en la primera de estas eta 
pas, previa publicaciôn -que debe efectuar la Municipal! 
dad- del hecho de hallarse, a disposiciôn del pûblico -en 
la Direcciôn de Obras Municipales- el proyecto respectivo.
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CAPITULO VI : APLICACION DEL PRINCIPIO DE AUTOTUTELA EN LA LE­
GISLATION URBANISTICA.
1. INTRODUCCION.
Hemos visto ya que el ordenamiento urbanistico impone una 
obligaciôn general de respeto y observancia que vincula tanto 
a la Administraciôn como a los administrados (1).
La transgresiôn del ordenamiento provoca un des-orden, una 
a-normalidad -y, mâs propiamente, una contra-normalidad- cuya 
reacciôn, tendiente a recuperar el equilibrio, puede abarcar 
très pianos ôrdenes distintos de consecuencias;
Il El necesario restablecimiento a su estado anterior -o nor 
mal- del orden perturbado; o efecto restitutivo.
2i La aplicaciôn de sanciones, en el caso en que la trans­
gresiôn al ordenamiento -por su contenido ilîcito, por su tipi 
cidad y por hallarse aquêllas contempladas por la ley (2 )- pene 
tre en el campo de lo infraccional y sea, por lo mismo, objeto 
de castigo; o efecto retributivo pûblico.
3; El justo resarcimiento de los dahos que la transgresiôn 
pueda haber ocasionado a terceros; o efecto retributivo privado.
Algunos autores inscriben la autotutela sôlo en el piano re£ 
tablecedor del ordenamiento, donde operan la autotutela déclara 
tiva -nulidad, revocaciôn, retracciôn- y la autotutela ejecuti 
va o restituciôn de situaciones transgresionales. No obstante, 
no puede desconocerse el hecho de que, si concebimos la autotu 
tela como un conjunto de têcnicas y mecanismos destinados a for 
talecer y a hacer respetable la legalidad -como conciencia rec 
tora del ordenamiento- la acciôn retributiva pûblica o sanciona 
toria contribuye poderosamente a lograr ambos objetivos. En la 
actividad urbanîstica, que es pûblica no sôlo en sentido jurî- 
dico sino en su ejecuciôn y resultado fîsico, esta afirmaciôn
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cobra mayor evidencia. Una conducta transgresional no sancio- 
nada, recluta imitadores y erosiona la legalidad; a la par que 
una sanciôn enêrgica desalienta a potenciales infractores.
No estâ demâs recorder, por ûltimo, que la nociôn restitu­
toria tiene, en el Urbanismo, unos efectos que pueden ser tan 
drâsticos que se ha llegado a confundirlos con los de carâcter 
sancionatorio. Asî ocurre con la demoliciôn de obras, cuyo fun 
damento y finalidad no es el castigo al infractor; sino que 
constituye el restablecimiento del orden perturbado que se re 
trotrae, de esa manera, a su situaciôn original.
La legislaciôn urbanîstica chilena no ha sistematizado esta 
materia conforme a una estructura teôrica, sino que ha optado 
por un criterio operativo, segûn el cual ha ido estableciendo 
normas tutelares de la legalidad allî donde parece necesario 
introducirlas; todo ello, sin perjuicio de los efectos que de 
rivan de los requisitos del acto administrativo. Vamos, pues, 
a intentar su exposiciôn sistemâtica, en un esquema que contem 
pie la autotutela restitutoria y la acciôn retributiva pûblica; 
sin perjuicio de compléter el cuadro de los efectos transgre­
sionales con las normas de la acciôn retributiva privada o in 
demnizatoria.
2. AUTOTUTELA RESTITUTORIA DEL ORDENAMIENTO URBANISTICO.
La pieza o instrumente jurîdico fundamental para hacer cum­
plir, vigilar el cumplimiento y establecer el incumplimiento del 
bloque de la legalidad urbanîstica, es el Permiso o licencia de 
urbanizaciôn o de edificaciôn, segûn el caso (3); el cual, natu 
ralmente, sôlo se concede "si los antecedentes acompanados (pla 
nos, memoria, especificaciones) cumplen con el Plan Regulador y 
demâs disposiciones de la présente Ley y las Ordenanzas" (art. 
116 inc. 2 LGUC).
Uno de los mecanismos de control -ya describes- para verifi- 
car la existencia del permiso y el cumplimiento de la obligaciôn 
de sujetarse a sus termines, consiste en las inspecciones de las
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obras que se ejecutan en cualquier lugar de la respectiva cornu 
na (art. 142 LGUC y 49-52 Ord, Gral.).
Pues bien, la transgresidn del Permise -sea por su ausencia, 
caducidad, invalidez o falta de observancia- puede traer dos 
consecuencias de naturaleza cautelar -la paralizacidn de la 
obra y su clausura-; y dos efectos restitutorios de sentido 
contrario; la terminaciôn forzosa y la demolicidn.
2.1. Paralizacidn de la obra.
Dice el art. 146 de la LGUC:
"El Director de Obras Municipales, mediante reso 
luciôn fundada, podrâ ordenar la paralizaciôn de 
cualquier obra en los casos en que hubiere lugar 
a ello.
"Comprobado que una obra se estuviere ejecutando 
sin el permise correspondiente o en disconformi- 
dad con êl, o con ausencia de supervision tëcni- 
ca, o que ello implique un riesgo no cubierto, 
sin perjuicio de las sanciones que corresponde, 
ordenarâ de inmediato su paralizaciôn, fijando 
un plazo prudencial para que se procéda a subsa- 
nar las observaciones que se formulen" (4).
tambien
Puede concluirse/que, entre las atribuciones que el A£ 
calde tiene trente al peligro inminente de derrumbe de una obra 
nueva -consistantes en "todas las medidas necesarias para elimi 
nar el peligro- se encuentra la de paralizar la obra, a costa 
del propietario (art. 156 LGUC).
2.2. Clausura de la obra.
Esta figura cautelar es de naturaleza judicial y proce 
de cuando, habiendo dispuesto el Director de Obras Municipales 
(D.O.M.) la paralizaciôn de faenas y senalado un plazo para sub 
sanar los defectos que observe, su resoluciôn fuere incumplida.
En tal caso, al denunciarse por el D.O.M. al juez compe 
tente, la infracciôn respectiva, este -junto con aplicar las
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multas prevenidas en la ley- senala al infractor un plazo fa 
tal para regularizarla. Vencido este plazo, si el infractor 
persistiera en su posiciôn renuente, el juez debe disponer la 
clausura de la obra; la cual s61o puede ser alzada para dar cum 
plimiento a las observaciones formuladas por el D.O.M. y -sôlo 
una vez subsanadas éstas- la ejecuciôn de la obra puede cont^ 
nuarse (arts. 147, 20 y 21 LGUC).
2.3. Terminaciôn forzosa de obras de edificaciôn.
La ley atribuye a la Direcciôn de Obras Municipales la 
facultad de "exigir la terminaciôn de las obras de edificaciôn 
de un inmueble, que hubieransido paralizadas, siempre que por 
su falta de terminaciôn presentaren mal aspecto o implicaren 
riesgo de dano a terceros" (art. 158 LGUC)•
Sin embargo, la ley no indica el modo de hacer efectiva 
la resoluciôn del D.O.M. ni las sanciones correlatives.
La misma disposiciôn faculta al D.O.M. para "exigir 
que sean reparados los edificios que, por su vetustez o mal 
estado de conservaciôn, hicieren desmerecer el aspecto general 
de la via o espacio pûblico que enfrentan, o implicaren riesgo 
de dano a terceros".
2.4. Demoliciones.
Sin duda, la acciôn restablecedora mâs neta, mâs drâ£ 
tica y mâs ejemplar del ordenamiento urbanistico es la demol^ 
ciôn.
Conviene no confundir la demoliciôn de obras -genera^ 
mente nuevas- que se ordena en cumplimiento de la autotutela 
ejecutiva urbanîstica restablecedora del orden legal transgre 
dido, con la demoliciôn-medida de policîa, de obras generalmen 
te vetustas, que se dispone para eliminar el riesgo de danos, 
en resguardo de la seguridad colectiva. No obstante su trata- 
miento conjunto en la ley, nos corresponde referirnos solo a 
las de naturaleza tutelar de la legalidad urbanîstica.
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La potestad para ordenar la demoliciôn restitutoria se 
encuentra repartida en dos lîneas jerârquicas distintas, es de 
cir, en dos autoridades diversas, pero bajo algunos supuestos 
concurrentes.
Es de la competencia de los Alcaldes que deben procé­
der a peticiôn y previo informe del respective D.O.M. Y es, tam 
bien, de la competencia del Secretario Regional del MINVU quien 
sôlo requiere el informe del D.O.M.
2.4.1. Competencia del Alcalde.
Dice el art. 148:
"El Alcalde, a peticiôn del Director de Obras, 
podrâ ordenar la demoliciôn, total o parcial, 
a Costa del propietario, de cualquiera obra en 
los siguientes casos:
1 ) obras que se ejecuten en disconformidad con 
las disposiciones de la présente Ley, su Ordenan 
za General u Ordenanza Local respectiva.
2 ) obras que se ejecuten fuera de la lînea de 
cierro o en bienes de uso pûblico, sinila autor^ 
zaciôn correspondiente.
3) obras que no ofrezcan las debidas garantîas 
de salubridad y seguridad, o que amenacen ruina.
4) obras ejecutadas de conformidad a las autori 
zaciones senaladas en los arts. 121, 122 y 123, 
que no se hubieren demolido al vencimiento de 
los plazos estipulados".
Los arts. 121, 122 y 123 -a los que se remite el 
apartado 4 que antecede- regulan ciertas autorizaciones especia 
les que el D.O.M. puede concéder para edificar -con carâcter pro 
visorio y previa autorizaciôn del Municipio- en terrenos particu 
lares afectados a uso pûblico o comunitario por el Plan Regulador 
Comunal; o para la transformaciôn provisoria de edificios fuera 
de ordenaciôn, en casos calificados de interês general y en de- 
terminadas condiciones; o para la ejecuciôn de reparaciones de 
emergencia y de carâcter transitorio, en el caso de edificios 
afectados por siniestros, que no cumplan las disposiciones del 
Plan. En todos estos casos, se encuentra implîcita la obligaciôn 
de demoler, impuesta al propietario, una vez cumplida la condi-
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ciôn o vencido el plazo preestablecido.
Las dos situaciones mâs netas de autotutela le
gai son, sin duda, las contempladas en los apartados 1 y 2 del
art. 148.
Existe tambien una variante de la situaciôn pre 
vista en el apartado 3, en la que el Alcalde no requiere de la 
peticiôn formulada por el D.O.M. Dice el art. 156-LGUC:
"Cuando el peligro de derrumbe de una obra o
de parte de ella fuere inminente, la Alcaldîa 
podrâ adoptar de inmediato todas las medidas 
necesarias para eliminar el peligro, incluso 
la de demoler sin mâs trâmite, total o parcial 
mente la obra, todo por cuenta del propietario 
del inmueble.
En este caso, deberân hacerse constar en un ac 
ta los trabajos que se ejecuten, los gastos 
que êstos originen y los demâs antecedentes e 
informaciones que procedan. Esta acta serâ fir 
mada por el Director de Obras Municipales, el 
Jefe de Carabineros del sector y un actuario o 
ministro de fe, que designarâ el Alcalde".
2.4.2. Competencia del Secretario Regional del MINVU. 
Dice el art. 157 LGUC:
"El Secretario Regional de Vivienda y Urbanismo 
podrâ, fundadamente y con auxilio de la fuerza 
pûblica, si fuere necesario, ordenar la parali­
zaciôn y por resoluciôn fundada, la demoliciôn 
total o parcial de las obras que se ejecuten en 
contravenciôn a los Planes Reguladores o sin ha 
ber obtenido el correspondiente permise munici­
pal, con el solo informe del Director de Obras 
Municipales respective, quien deberâ emitirlo 
dentro del plazo mâximo de 15 dîas".
Nos parece que no hay diferencia substancial en­
tre el supuesto habilitante para ordenar la demoliciôn de obras 
por el Secretario Regional del MINVU y el que contemplan los 
apartados 1 y 2 del art. 148, como posibles motives de la demo­
liciôn ordenada por los Alcaldes. Desde luego, no la hay con
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respecto a las obras "que se ejecuten fuera de la lînea de 
cierro", ya que las alineaciones vienen previstas en el Plan 
Regulador Comunal y su Ordenanza Local (arts. 41 y 42 letras
c) y d)-LGUC y 445 y ss. Ord. Gral) y tampoco puede haberlas 
con respecto al art. 148 1, yo que éste es una especifica
cion normativa de la potestad que el art. 5* de la Ley entre 
ga a los Municipios para el cumplimiento de la legalidad ur­
banîstica, la cual abarca el bloque que va desde la Constitu 
ciôn Polîtica hasta el Plan Regulador y su Ordenanza Local.
Bajo esta premisa, y en cuanto existen supue£ 
tos concurrentes de demoliciôn, no résulta adecuado btorgar 
las mismas prerrogativas a autoridades distintas; siendo asî 
que ellas, por su naturaleza ejecutiva y por su carâcter lo­
cal, debieran quedar exclusivamente en manos de los Alcaldes; 
sin perjuicio de las denuncias que pudieran hacer ante ellos 
los Secretarios Régionales, en cumplimiento de sus funciones 
de vigilancia y fiscalizaciôn.
Al procedimiento de reclamaciôn contra la orden 
de demoliciôn nos corresponde referirnos en el siguiente capî- 
tulo.
2.5. Acciôn pûblica de tutela restitutoria.
Advertimos ya acerca de la doble motivaciôn y finali- 
dad de la orden de demoliciôn, como medida cautelar de la se­
guridad colectiva y como acciôn de autotutela restitutoria de 
la legalidad quebrantada.
Nos parece que el art. 149 de la Ley, que faculta a 
"cualquiera persona" para denunciar a la Municipalidad las 
obras que amenacen ruina, se inscribe entre las tradicionales 
medidas de policîa -que tambien contempla nuestro antiguo Cô- 
digo Civil (5)- y que no corresponde analizar aquî.
En cambio, puede caber una acciôn pûblica de contenido 
restitutorio en el art. 20 inc. 2 , cuando -a propôsito de las
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infracciones urbanîsticas- dispone que "Cualquiera persona po 
drâ denunciar ante las Municipalidades o la Secretarîa Regio­
nal de Vivienda y Urbanismo el incumplimiento de las disposi­
ciones de los aludidos cuerpos legales".
3. ACCION RETRIBUTIVA PUBLICA 0 DERECHO SANCIONATORIO, EN GENERAL
Si la autotutela restitutoria gira en torno al Permiso o li 
cencia, aquî la pieza fundamental de referenda es la INFRAC- 
CION.
La infracciôn urbanîstica constituye una transgresiôn al or 
denamiento urbanîstico; pero que tiene caracterîsticas de gra- 
vedad constituidas por su tipicidad, por el hecho de estar ex- 
presamente sancionada por la ley y por su tono culpable. Podrîa 
anadirse que la infracciôn es una transgresiôn que -cuando la 
comete un funcionario- cae bajo la potestad sancionadora o di£ 
ciplinaria de la propia administraciôn y que -por ende- se man 
tiene en su esfera; y que -cuando la comete un particular- tie 
ne el calificativo de falta, es susceptible de multas u otro 
tipo de sanciones administratives no institucionales, y de ella 
conoce el respective Juez de Policia Local (art. 21 inc. 1*
LGUC).
Existe un grade mâs agudo de transgresiôn que traspasa la 
esfera del derecho administrative, para ingresar en la del de 
recho penal. Es el delito urbanîstico; el cual, a su tonalidad 
dolosa, agrega los caractères de tener que estar tipificado y 
castigado como delito en una ley y su necesaria atribuciôn im 
putativa y punitiva, a un sujeto, por la judicatura criminal.
Pasaremos a referirnos a ambos tipos de normas ancionatorias 
distinguiendo, como le hace la ley, la categorîa del sujeto en 
que ellas recaen.
3.1. Acciôn retributiva sobre las autoridades y funcionarios.
El art. 22 de la Ley contiene la régla general de la re£
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ponsabilidad funcionaria, concordante con la disposiciôn anâlo 
ga del Estatuto Administrative. Dice asî:
"Los funcionarios fiscales y municipales serân 
civil, criminal y administrativamente responsa 
bles de los actos, resoluciones u omisiones iTe 
gales que cometan en la aplicaciôn de esta Ley^\
3.1.1. Acciôn sobre los Alcaldes.
El art. 14 impone una penosa carga funcionaria 
sobre los Directores de Obras Municipales y los Asesores Urba­
nistes, atendida su calidad de subordinados y colaboradores de 
los Alcaldes y la circunstancia de que éstos son la cabeza y 
el brazo ejecutivo de los Municipios. Dice:
"Los Directores de Obras y Asesores Urbanistes 
deberân représenter al Secretario Regional de 
Vivienda y Urbanismo y a la Contralorîa General 
de la Repûblica las acciones ilegales del Muni­
cipio, que vulnefen las disposiciones legales y 
reglamentarias que les corresponde aplicar".
Esta disposiciôn, por la naturaleza de los ôrga- 
nos que pone en movimiento, se inscribe en la ôrbita fiscaliza- 
dora y -eventualmente- en la disciplinaria.
En cambio, el art. 23 contempla -en su inciso 1&- 
una acciôn mucho mâs drâstica, destinada a hacer efectiva la re£ 
ponsabilidad penal de los Alcaldes. Dice asî:
"El Ministerio de Vivienda y Urbanismo o los 
Secretarios Régionales del mismo podrân reque 
rir del Consejo de Defensa del Estado la ini- 
ciaciôn de las acciones criminales que proce­
dan, cuando comprobaren que el Alcalde de una 
Municipalidad ha incurrido en violaciones de 
las disposiciones de la présente Ley, su Orde­
nanza General u Ordenanzas Locales, sin que  ^
sea necesaria, para estos efectos, la déclara 
ciôn previa de ilegalidad de los decretos deT 
Alcalde" (6 ).
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El inciso segundo del mismo precepto contempla 
una amplîsima causal de remociôn de los Alcaldes, consistante 
en "el incumplimiento de las obligaciones que impone la presen 
te Ley", especialmente cuando interfiera en el procedimiento 
de denuncia y sanciones que régula el Capîtulo IV del Tîtulo I 
de la LGUC (7).
3.1.2. Acciôn sobre los Directores de Obras Municipales 
y Asesores Urbanistes.
Los Directores de Obras disponen de importantes 
prerrogativas en materia de permisos, inspecciôn, recepciôn y 
aprobaciôn de obras; de autorizaciones especiales de edifica­
ciôn, control del uso del suelo y del destino y estado de con 
servaciôn de las construcciones, para citar las mâs relevantes
(8 ). Los Asesores Urbanistes estân contemplados en todas las 
comunas que tengan aprobado su Plan Regulador y cuyo centro ur 
bano cuente con mâs de 50.000 habitantes (art. 10 LGUC).
Debido a la extensiôn y trascendencia de sus fa 
cultades, y sin perjuicio del control jerârquico de los Alcaldes, 
la ley sujeta a estos funcionarios a la severe supervigilancia 
del MINVU. Dice el art. 15-LGUC;
"Si la Direcciôn de Planificaciôn del Desarrollo 
Urbano o los Secretarios Régionales de Vivienda 
y Urbanismo comprobaren que algûn Director de 
Obras Municipales o Asesor Urbaniste contraviene 
en forma manifiesta y grave las disposiciones de 
la présente Ley, su ordenanza General, o el Plan 
Regulador y su Ordenanza Local, podrâ soliciter 
la instrucciôn del correspondiente sumario admi- 
nistrativo a la Contralorîa General de la Repû­
blica, la que determinarâ las sanciones que co- 
rrespondan, incluso su destituciôn, que deberâ 
aplicar el Municipio, suspendiendo el pago de re 
muneraciones cuando procediere".
3.1.3. Acciôn sobre los Notarios y Conservadores de Bie­
nes Raîces.
Si bien estos Ministros de fê pûblica desempehan 
sus actividades bajo un rêgimen arancelario similar al de las -
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profesiones libérales, por la naturaleza de sus funciones, per 
tenecen al escalafôn y estân sujetos a la potestad jerârquica 
y disciplinaria del Poder Judicial.
La Ley les encomienda importantes tareas de con 
trol de la legalidad urbanîstica, imponiêndoles la fiscaliza­
ciôn de determinados requisites que ellos deben exigir y hacer 
constar en las escrituras pûblicas de compraventa, de promesa 
de venta, subdivisiôn, adjudicaciôn y otros actos y en el re­
gistre de los bienes raîces; cuya inobservancia puede ocasionar 
les responsabilidad administrativa, civil y penal (9).
El art. 24 de la Ley se refiere a dos de estos 
ôrdenes de responsabilidad de dichos funcionarios. Dice:
"Los Notarios y Conservadores de Bienes Raîces 
que otorgaren escrituras o efectuaren inscrip- 
ciones en sus registres en contravenciôn a las 
disposiciones de esta Ley y de las Ordenanzas 
incurriran en la pena de suspensiôn de su ofi- 
cio hasta el termine de seis meses, sin perjui 
cio de las responsabilidades civiles que pudie 
ran afectarles. La suspensiôn serâ decretada 
por la Corte de Apelaciones respectiva" (10).
3.2. Acciôn sobre los particulares.
Vimos ya que los particulares deben soportar -ante una 
transgresiôn- los efectos cautelares o restitutorios de la pa­
ralizaciôn, la clausura, la construcciôn forzosa y la demoli­
ciôn.
Y si volvemos sobre este punto es porque la Ley no dis 
tingue entre transgresiôn e infracciôn. Toda transgresiôn con£ 
tituye una infracciôn; y -dice su art. 20- "Toda infracciôn a 
las disposiciones de la présente Ley, su Ordenanza General y 
los Planes Reguladores y sus Ordenanzas Locales, serâ sanciona 
da con multa a beneficio municipal no inferior a 25 ni superior 
a 500 veces el valor oficial vigente de la "cuota de ahorro", 
definida en el artîculo 27 del D.F.L. 2, de 1959, sin perjuicio 
de la paralizaciôn o demoliciôn del todo o parte de la obra, si 
fuere procedente".
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La competencia para conocer de la infracciôn correspon 
de al Juez de Policîa Local respective (art. 21).
En materia penal, la Ley contempla -en el pârrafo que 
trata "De las Obligaciones del Urbanizador"- la configuraciôn 
de un ilîcito imputable al propietario, loteador o urbanizador 
de terrenos, que luego castiga como delito y con respecto al cual 
obliga a ciertos ôrganos a ejercitar la correspondiente acciôn 
penal.
Dice el art. 136, inciso primero:
"Mientras en una poblaciôn, apertura de ce­
lles, formaciôn de un nuevo barrio, loteo o 
subdivisiôn de un predio, no se hubieren eje 
cutado todos los trabajos de urbanizaciôn que 
exigen los dos artîculos precedentes y la Or 
denanza General, no serâ lîcito al propieta­
rio, loteador o urbanizador de los terrenos 
correspondientes, enajenarlos, acordar adju- 
dicaciones en lote, celebrar contratos de corn 
pra-venta, promesas de venta, réservas de si- 
tios, constituir comunidades o sociedades ten 
dientes a la formaciôn de nuevas poblaciones 
o celebrar cualquier clase de actos o contra­
tos que tengan por finalidad ûltima o inmedia 
ta la transferencia del dominio de dichos te­
rrenos" .
El art. 138 configura el delito denominado de "loteo 
irregular", de una manera muy amplia, y lo castiga con presidio, 
que puede extenderse entre très ahos y un dîa y diez ahos, en la 
siguiente forma:
"Serâ sancionado con la pena de presidio me- 
nor en su grado mâximo a presidio mayor en su 
grado mînimo el propietario, loteador, o urba 
nizador que realice cualquier clase de actos 
o contratos que tengan por finalidad ûltima o 
inmediata la transferencia del dominio, taies 
como ventas, promesas de venta, réservas de 
sitios, adjudicaciones en lote o constituciôn 
de comunidades o sociedades tendientes a la 
formaciôn de nuevas poblaciones, en contraven 
ciôn a lo dispuesto en el présente pârrafo".
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Por ûltimo, el art. 139 en su inciso 1* prescribe que
"Las Municipalidades, los Intendentes y Gober 
nadores y los Servicios Régionales o Metropo- 
litano del Sector Vivienda estarân obligados 
a ejercitar las correspondientes acciones pé­
nales cuando tengan conocimiento de la comi—  
si6 n de alguno de los delitos descritos en el 
artîculo anterior".
3.3. Otorgamiento de acciôn pûblica.
La Ley, en su art. 20 inc. 2, otorga una acciôn pûblica 
para denunciar, ante las Municipalidades o ante la Secretaria 
Regional del MINVU, el incumplimiento de las disposiciones de 
la LGUC, de su Ordenanza General, de los Planes Reguladores y 
de sus Ordenanzas Locales.
3.4. Prescripciôn de las acciones.
La responsabilidad por las infracciones de las que deba 
conocer el Juez de Policîa Local prescribe a los cinco anos de 
cometida la infracciôn (art. 26); plazo concordante con la pre£ 
cripciôn extintiva de la responsabilidad civil que veremos a 
continuaciôn.
4. ACCION RETRIBUTIVA PRIVADA O INDEMNIZATORIA.
4.1. Planteamiento general.
Volvemos a insistir en que este pârrafo -por concernir 
al interês privado- no forma parte de la autotutela del derecho 
urbanîstico, que es de interês pûblico; pero lo incluimos sôlo 
para completar el cuadro de responsabilidades que contiene la 
LGUC.
En general, la responsabilidad civil extracontractual 
del Estado, de las Municipalidades y de los entes que de ellos 
dependen, se rige por un estatuto jurîdico pûblico formado por 
la Constituciôn, por la L.O.M. y por las leyes expropiatorias y
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urbanîsticas; en el cual, la naturaleza de los ôrganos actuan 
tes y el carâcter objetivo de sus funciones, excluyen la nociôn 
subjetiva de la culpa, como fundamento de dicha responsabilidad.
La responsabilidad civil de las personas naturales y 
entidades privadas -en cambio- se encuentra regida por el Côd^ 
go Civil, con las modificaciones introducidas por la legisla- 
ciôn especial dictada en la materia.
4.2. Responsabilidad del Estado y del Municipio.
En lo que concierne a su responsabilidad, la Constitu­
ciôn de 1980 ha introducido la siguiente norma;
"Cualquiera persona que sea lesionada en sus 
derechos por la Administraciôn del Estado, de 
sus organismes o de las Municipalidades, podrâ 
reclamar ante los tribunales contencioso-admi- 
nistrativos que determine la ley, sin perjuicio 
de la responsabilidad que pudiere afectar al 
funcionario que hubiere causado el dano" (Art.
38 inc. 2 - C. Pol.).
Como estos tribunales aûn no han sido creados, pensâmes 
que el conocimiento de taies asuntos corresponde a los tribuna­
les ordinaries de justicia, en virtud del principle de unidad ju 
risdiccional contenido en los arts. 73 de la C. Pol, y 5* del 
C.O.T. (11).
En el orden municipal, la LOM tuvo el mérite de introdu 
cir la nociôn objetiva de responsabilidad por falta de servicio.
Dice su art. 62 -luego de establecer que la responsabi­
lidad civil de los Municipios puede ser contractual y extracon­
tractual, y las normas que rigen a aquêlla- que;
"La responsabilidad extracontractual procederâ, 
principalmente, para indemnizar los perjuicios
que sufran une o mâs usuarios de los servicios 
municipales cuando estes no funcionen, debiendo 
hacerlo, o lo hagan en forma déficiente" (art. 
62, inc. 3).
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4.3. Responsabilidad de los fabricantes, proÿectistas y cons- 
tructores.
Dice el art. 18 - LGUC:
"Los fabricantes, proÿectistas y constructores 
serân responsables, respectivamente, de la ca­
lidad de los materiales, de los errores de di- 
seho y de los vicios de construcciôn en las 
obras en que hubieren intervenido y de los per 
juicios que con ello causaren a terceros" (1 2 ).
No obstante, el art. 19 tambien introduce a los ingénié 
ros, como sujetos pasivos de responsabilidad. Estos intervienen, 
generalmente, en los câlculos de resistencia de los materiales; 
pero tambien -a veces- elaboran los disehos de estructuras so- 
portantes y participan en su construcciôn.
4.4. Responsabilidad de Notarios y Conservadores de Bienes 
Raîces.
Al examiner, en el punto 3.1.3,, el art. 24-LGUC, que 
allî transcribimos, puede advertirse que tambien contempla su 
responsabilidad civil por los danos que pudieren ocasionar con 
su actuaciôn pûblica.
4.5. Prescripciôn.
La régla general sobre prescripciôn extintiva de las 
acciones persecutorias de la responsabilidad civil extracontrac 
tuai, viene dada por el art. 2.332 del C.C., que establece el 
plazo de "cuatro anos contados desde la perpetraciôn del acto".
Sin embargo, tratândose de la responsabilidad de los fa 
bricantes de materiales de construcciôn, arquitectos, ingenieros 
y constructores, prima la régla especial del art. 19 de la LGUC, 
que fija el plazo de "cinco ahos, contados desde la fecha de la 
recepciôn definitive de la obra por la Direcciôn de Obras Muni­
cipales" .
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Las acciones derivadas de la responsabilidad civil ex­
tracontractual de los Municipios -en cambio- "prescribirân en 
un aho, contado desde la fecha en que se produjo el perjuicio" 
(art. 63-LOM).
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N O T A S  (CAPITULO VI - CUARTA PARTE)
(1); Esta obligaciôn tiene fundamento en el art. 6&-C. Pol. 
que dice que "Los ôrganos del Estado deben someter su 
acciôn a la Constituciôn.y a las normas dictadas confor 
me a ella.
"Los preceptos de esta Con^stituciôn obligan tanto a los 
titulares o intégrantes de dichos ôrganos como a toda 
persona, instituciôn o grupo.
"La infracciôn de esta norma generarâ las responsabili­
dades y sanciones que determine la ley".
(2); Cfr.; GARCIA DE ENTERRIA y PAREJO, "Lecciones de Der. Ur 
banîstico", cit., (Infracciones), pâgs. 867 y ss.
(3): Ver los arts. 116 inc. 1 y 2, en relaciôn con los arts.
57, 119, 142 y 146 - LGUC.
(4): Esta materia estâ reglamentada en los arts, 297 y siguien 
tes de la Ord. Gral. (OGCU).
(5): El Côdigo Civil chileno, elaborado en 1855 y que entrô a 
régir el 1^-1-1857 contempla, al final del Libro III de- 
dicado a Los Bienes, diversas acciones destinadas a derr^ 
bar edificios ruinosos o ârboles en situaciôn peligrosa, 
para precaver la seguridad personal del perjudicado (art. 
932) o la seguridad colectiva (935 en relaciôn con el 932), 
concediendo "acciones municipales o populares"(arts. 948 y 
949), sin perjuicio de las acciones indemnizatorias (950); 
y otorgando recompensas al actor, en el primer caso (art. 
948 inc. 2&).
(6 ): El reclame de ilegalidad contra las resoluciones u omisio 
nés del Alcalde estâ regulado integramente en el art. 5* 
transitorio de la LOM; D.L. 1289-76.
(7): La remociôn de los Alcaldes constituye, actualmente, de 
acuerdo a la Disposiciôn Transitorio 15a. Letra A-N* 2-
C. POl., una medida gubernativa de la libre decisiôn del 
P . de la R..
(8 ): Ver los arts. 9*. 43, 45 inc. 3^, 46, 48, 58, 113 inc. 2, 
115, 116, 119, 121 al 125, 128, 136, 140, 142, 144, 146, 
148, 157 y 158-LGUC.
(9): Ver los arts. 115 inc. 2, 136 inc. final, 137 inc. final 
y 140 inc. 3&, en relaciôn con el art. 138 y el art. 24 
LGUC.
(10): Las Cortes de Apelaciones son el équivalente de las Audien 
cias Territoriales espaholas.
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(11): Cfr.; nuestra ponencia; "Los Tribunales de lo contencio 
so-administrativo y el art. 38 de la Nueva Constituciôn", 
en Revista de Derecho Pûblico, Univ. de Chile, 1980, "XI 
Jornadas Chilenas de Derecho Pûblico", Santiago, 1980.
(12): Ver tambien los arts. 2003, el 2004, que se refiere a los 
arquitectos, el 2005 y los arts. 2324 y 2325 del C.C.
CAPITULO VII ;APLICACION DEL PRINCIPIO DE LA PROTECCION JURI-
DICA DE LOS ADMINISTRADOS.
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CAPITULO VII ; APLICACION DEL PRINCIPIO DE LA PROTECCION JURI-
DICA DE LOS ADMINISTRADOS.
No puede hablarse con propiedad de un Derecho Urbanîstico, 
si éste no consulta las debidas garantîas que representan las 
acciones y recursos de los administrados.
Sin estos resguardos jurîdicos, el Urbanismo correrîa el 
riesgo de convertirse en un manual de ejecuciôn en manos de una 
tecnocracia tan absorta en la persecuciôn de los fines de esta 
disciplina, que permanecerîa imâvida frente a los eventuales 
atropellos que sus actuaciones pudieran irrogar a los legît^ 
mos derechos de los ciudadanos.
No vamos a tratar las acciones que pudieran, o no, tener 
directe relaciôn con el urbanismo (1 ); sino que nos vamos a 1^ 
mitar a las que, inequîvocamente, pueden referirse a una situa 
ciôn urbanîstica.
1. El reclamo de ilegalidad del acto expropiatorio.
Esta acciôn tiene rango constitucional, puesto que la 
contempla la Carta entre los resguardos del derecho de domi 
nio (art. 19 n^ 24, inc. 3 - C. Pol.).
Desarrolla este precepto el art. 9* inc. 1* del D.L.
2.186, orgânico del procedimiento expropiatorio, que le asi^ 
na -a esta reclamaciôn del afectado- los siguientes objetivos:
"a) que se deje sin efecto la expropiaciôn por ser impro 
cedente en razôn de la inexpropiabilidad aûn temporal, del 
bien afectado, o fundado en la falta de ley que la autorice 
o en la no concurrencia de la causa legal invocada en el ac 
to expropiatorio;
b) que se disponga la expropiaciôn total del bien par 
cialmente expropiado cuando la parte no afectada del mismo 
careciere por sî sola de significaciôn econômica o si hicie 
re difîcil o prâcticamente imposible su explotaciôn o apro-
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vechamiento;
c) que se disponga la expropiaciôn de otra porciôn del 
bien parcialmente expropiado, debidamente individualizada, cuan 
do êsta, por efecto de la expropiaciôn se encontrase en alguna 
de las circunstancias antes senaladas, y
d) que se modifique el acto expropiatorio cuando no se con 
forme a la ley en lo relativo a la forma y condiciones de pago 
de la indemnizaciôn".
Si por resoluciôn judicial se diere lugar a las reclamacio 
nés de las letras b), c) o d), la entidad expropiante dictarâ 
el acto expropiatorio adicional o modificatorio que sehale el 
Tribunal, dentro del plazo de noventa dîas contados desde que 
aquêlla quede ejecutoriada y, si no lo hiciere, caducarâ el ac 
to expropiatorio reclamado.
En el caso de la letra a),
la sentencia definitiva que se dicte es susceptible del re 
curso de apelaciôn, de acuerdo con las reglas ordinarias (arts. 
187 y ss. del C. de Procedimiento Civil); pero este recurso tie 
ne dos caracterîsticas especiales: a) Las apelaciones se conce- 
den en el solo efecto devolutivo; y b) Gozan de preferencia pa­
ra su vista y fallo (art. 40 inc. 3* D.L. 2.186).
El reclamo de ilegalidad se deduce ante el juez ordinario 
compétente; se debe ejercitar dentro del plazo de 30 dîas conta 
dos desde la publicaciôn en el Diario oficial del acto expropia 
torio, so pena de caducidad del derecho a presentarlo; se trami 
ta como juicio sumario seguido en contra del expropiante (art.
680 del C. de P.C.); y su interposiciôn no paraliza el procedi­
miento expropiatorio, salvo que el Juez lo ordene expresamente, 
con el mêrito de antecedentes calificados (art. 9* D.L. 2.186).
El tribunal puede dejar sin efecto la expropiaciôn, si ella 
es improcedente, en ausencia de ley que la autorice o ante la in 
concurrencia de la causa legal invocada en el acto expropiatorio; 
y tambien, en el caso de que el bien hubiese sido declarado inexpropiable.
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2. Reclamo, en sede administrativa, en contra del 
Permiso denegado.
El permiso de urbanizaciôn y/o edificaciôn que 
estudiamos entre los mecanismos de control, y que co­
rresponde otorgar al Director de Obras Municipales, - 
puede ser denegado por éste, y su denegaciôn puede ser 
expresa o presuntiva.
Denegado el permiso, el interesado dispone de - 
un plazo fatal de 30 dîas para deducir este reclamo; 
plazo que se cuenta desde la fecha de Comunicaciôn de 
la denegaciôn expresa o desde que venza el plazo de 15 
dîas que la Ley otorga al Director de Obras para pro—  
nunciarse, cuando es requerido -a peticiôn del interesa 
do- por el Secretario Regional del MINVU (denegaciôn - 
presuntiva).
En cualquiera de ambos casos, si procédé, la Se­
cretarîa Regional del MINVU puede acoger el reclamo y 
ordenar que se otorgue el permiso, previo pago de los - 
derechos municipales correspondientes.(art. 118 L.G.U.C.)
La resoluciôn administrativa que dicte el Secre­
tario Regional puede ser apelada ante el Ministerio de 
la Vivienda, conociendo de ella, en segunda instancia, le 
Divisiôn de Desarrollo Urbano, siempre que dicha apela­
ciôn sea fundada. (art. 12, letra j) Ley Orgânica MINVU). 
(2).
Aunque la Ley no lo preceptûa expresamente, cree 
mos que, agotada infructuosamente la vîa administrativa, 
queda abierto al administrado el camino de la vîa judi­
cial, en virtud del principle general de extensiôn de - 
la jurisdicciôn consagrado en el art. 73 de la Constitu 
ciôn, y del mandato del art. 5* del Côdigo Orgânico de 
los Tribunales que atribuye a la justicia ordinaria -con 
la sola salvedad de ciertas excepciones expresamente
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senaladas- el conocimiento y resoluciôn de todos los - 
asuntos judiciales del orden temporal que se promuevan 
dentro del territorio de la Repûblica.
3. Solicitud de reposiciôn, en sede administrativa, de 
la orden de demoliciôn.
El Alcalde, a peticiôn del Director de Obras, - 
puede ordenar la demoliciôn, a costa del propietario de 
aquellas obras que se ejecuten en disconformidad con —  
las disposiciones de la Ley,su Ordenanza General o la - 
Ordenanza Local respectiva; de obras que se ejecuten —  
fuera de la lînea de cierro o en bienes de uso pûblico, 
sin la autorizaciôn correspondiente; de obras que no - 
ofrezcan las debidas garantîas de salubridad y seguri—  
dad, o que amenacen ruîna; y de ciertas obras transito- 
rias o provisorias que no hayan sido demolidas en el - 
plazo estipulado. (art. 148 L.G.U.C.).
Ahora bien, en estos casos -y previo informe fa­
vorable a la demoliciôn, de la Direcciôn de Obras- el - 
Alcalde la resuelve, debiendo notificar al propietario 
y a los coupantes del edificio del cuâl se trata.
Dentro del plazo fijado por la Alcaldîa para eje 
cutar la demoliciôn puede el propietario PEDIR REPOSI- 
CION de la respectiva resoluciôn, solicitando que se - 
procéda, a su costa, a una nueva revisiôn de la obra - 
por el Director de Obras Municipales, asesora-^o del in 
geniero o arquitecto que désigné el propietario.
Si, en definitiva, se niega lugar a la reposi—  
ciôn y se ratifies la orden de demoler, queda al propie 
tario la vîa judicial a la que, en seguida, nos referi- 
mos. (arts. 148 al 152 L.G.U.C.).
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4. Reclamo judicial en contra de la demoliciôn orde­
nada por el Alcalde.
Transcurrido el plazo concedido por el Alcalde - 
al propietario para que éste demuela, o desechada por - 
aquél la solicitudde reposiciôn, la Alcaldîa dispondrS 
que se procéda, sin més trâmite, a la demoliciôn de la 
obra, por cuenta del propietario, con el auxilio de la 
fuerza pûblica y previo desalojo de los coupantes, si 
los hubiere. Este decreto, naturalmente, debe ser noti- 
ficado al propietario.
Desde la fecha de su notificaciôn, el dueho dis­
pone de un plazo fatal de 10 dîas hâbiles para reclamar 
ante la justicia ordinaria, en contra del decreto de de 
moliciôn.
El reclamo debe interponerse ante el Juez de Le­
tras de turno, en lo Civil, del departamento en que es­
té situado el inmueble y se substancia de acuerdo a la 
tramitaciôn del juicio sumario. (3).
Con todo,la interposiciôn del reclamo no suspen­
de la demoliciôn ordenada, salvo que el Alcalde reciba 
ORDEN DE NO INNOVAR, dictada por el Juez compétente. En 
este caso, se suspende la ejecuciôn de la demoliciôn - 
hasta que se pronuncie la justicia. (arts. 153 al 155 - 
L.G.U.C.).
En el silencio de la Ley, pensâmes que la senten 
cia que dicte el Juez, en primera instancia, es suscep­
tible del recurso de apelaciôn, en virtud del principle 
de gradualidad, o de doble instancia, que inspira nues­
tro ordenamiento procesal. (4).
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5. Reclamo judicial en contra de la demoliciôn orde- 
nada por el Secretario Regional de la Vivienda y 
Urbanismo.
Este funcionario puede ordenar la demoliciôn to­
tal o parcial de las obras que se ejecuten en contra­
venciôn a los Planes Reguladores, o sin haber obteni­
do el correspondiente permiso municipal, con el solo 
informe del Director de Obras respective.
En contra de su resoluciôn, debidamente notifica 
da al propietario por un ministro de fe -o mediante 
tres avisos, si aquêl no fuera habido ni tuviera re­
présentante legal o mandatario conocido- sôlo proce 
derâ el reclamo judicial,que se interpone en el plazo 
y se substancia ante el juez y mediante el procedimien 
to resehado en el pârrafo anterior (Arts. 155 y 157 - 
LGUC).
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N O T A S  (CAPITULO VII (Cuarta Parte)
(1): Asî ocurre, por ejemplo, con el recurso de protecciôn con 
templado en el art. 20 de la C. Pol., que resguarda, entre 
otros derechos, el de propiedad.
(2); El Ministerio de la Vivienda, utilizando sus facultades de 
legatorias de ciertas atribuciones, ha delegado el conoci­
miento de este recurso administrativo en sus propias Secre 
tarias Régionales, que dictan las resoluciones recurribles, 
haciëndole desaparecer.
Pensamos que esta medida es ilegal e improcedente. Es ile- 
gal, por cuanto no se puede privar de su existencia, por - 
decreto, a un recurso -que constituye un derecho del adm^ 
nistrado- establecido por ley. Es improcedente la delega- 
ciôn, en este caso, porque radicarîa en un mismo ôrgano la 
calidad de emisor de resoluciones y la de revisor de las 
mismas precisamente por la vîa jerârquica del recurso de 
alzada.
(3); El procedimiento sumario estâ tratado en los arts. 680 y ss. 
del C. de Proc. Civil. Dice esta disposiciôn que el proce­
dimiento indicado se aplicarâ "a los casos en que la acciôn 
deducida requiera, por su naturaleza, tramitaciôn râpida pa 
ra que sea eficaz".
(4): Asî se desprende de la régla de gradualidad contenida en el 
Côdigo Orgânico de Tribunales (arts. 108 y ss.) y en el art. 
187 del Côd. de Proc. Civil, que dice que "son apelables to 
das las sentencias definitivas y las interlocutorias de pri 
mera instancia, salvo en los casos en que la ley deniegue 
expresamente este recurso".
CAPITULO VIII; OBJETIVOS DE LA ACTIVIDAD URBANISTICA EN CHILE.
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LOS OBJETIVOS DE LA ACTIVIDAD URBANISTICA EN CHILE.
Obviamente, las finalidades primarias de esta actividad 
consisten en lograr la producciôn de suelo urbanizado y la 
ejecuciôn, dentro de ese suelo, de las obras previstas pa­
ra les distintos uses pûblicos, privados y comunitarios que 
requiere la ciudad.
La producciôn de espacios urbanos y de edificaciones de 
be cumplir con determinadas normas de amplitud, de sufi- 
ciencia y de seguridad que comportan la estricta observan 
cia de los estândares urbanîsticos.
Por otra parte, la ciudad no sôlo crece y se expande. 
Tambiên envejece en su interior y debe renovarse. Este 
proceso -vital en la conservaciôn de las viejas ciudades 
europeas y asiâticas, y necesario en cualquiera latitud- 
se denomina tambien de reforma interior y es tarea inso£ 
layable del Urbanismo.
El envejecimiento prematuro, accidentes imprevistos como 
los incendios, o la actividad sîsmica -ese poderoso agen 
te urbanizador en el costado occidental de Amêrica- pro 
vocan, a veces, lunares constituidos por ruinas o por s^ 
tios eriazos que paralizan y afean el rostro de la ciudad, 
en un doble atentado contra el interës pûblico y contra 
la armonîa de la textura urbana. Este hecho da origen a 
la llamada construcciôn obligatoria.
Por ûltimo, el contenido social de la mayor parte de 
las legislaciones urbanîsticas -la chilena entre ellas- 
consulta acciones asistenciales a desarrollarse en bene 
ficio de los pobladores de âreas deterioradas o insalu­
bres. Y tambien provee estîmulos de diverso orden tenden 
tes a incentivar la edificaciôn de viviendas econômicas.
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Aûn cuando todos estos objetivos pueden cualificarse 
o cuantificarse conforme a una dimension técnica, aten- 
diendo a su causa motivante, los hemos clasificado en:
- objetivos técnicos, como son la clasificaciôn y el 
rêgimen de uso del suelo urbano, los requisitos de sub- 
divisiôn y urbanizaciôn y las normas de diseno y estân­
dares urbanîsticos;
- objetivos de interës pûblico, cuando -ademâs- con 
ciernen a la ciudad como conjunto y a los ciudadanos 
como sujeto colectivo; ubicando, entre éstos, la renova 
ciën o reforma interior de la ciudad en sus modalidades de 
zonas de construcciôn obligatoria y de remodelaciôn urbana.
- objetivos de interës social, cuando ellos estân d^ 
rigidos a favorecer a un sector de la poblaciôn que, 
hallândose en situaciôn deficitaria o de indigencia ha- 
bitacional, no puede salir deelQasin la ayuda colectiva. 
Incluîmos en ëstos el saneamiento de poblaciones y la 
construcciôn de viviendas econômicas.
1. OBJETIVOS TECNICOS DE LA ACTIVIDAD URBANISTICA.
Estos objetivos estân regulados en los Capîtulos III,
IV y V del Tîtulo II de la L.G.U.C. y en el Capîtulo I 
del Tîtulo III.
5,1.1. La clasificaciôn del suelo.
No contiene nuestra Ley urbanîstica, ni su Ordenanza, 
un artîculo como el 77 de su congënere espanola, que a 
la letra dice: "El territorio de los Municipios en que 
existiere Plan General Municipal de Ordenaciôn (nuestro 
Plan Regulador Comunal) se clasificarâ en todos o algu- 
nos de los siguientes tipos: suelo urbano, urbanizable 
y no urbanizable".
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Sin embargo, de las precisiones contenidas sobre 
este tema en los arts. 52, 55 inc. 3*, 56, 57, 59, 60 y 
62 de la L.G.C.U. y en los arts. 24-1, letras a) y b),
35 y 50 de la Ley Orgânica de Municipalidades (L.O.M.), 
es posible deducir la siguiente clasificaciôn.
El territorio de la Comuna se divide en urbano, que es 
el que estâ comprendido dentro del limite urbano (defini- 
do en el art. 52 L.G.U.C.), y rural (art. 50 L.O.M.).
El ârea urbana, a su vez, se subdivide en ârea urbana 
propiamente tal y ârea de extensiôn urbana, ya que ambas 
se encuentran al interior del limite urbano.
El ârea rural puede ser agricole o no agricole (o "con 
fines ajenos a la agriculture": art. 55 inc. 2* L.G.U.C.).
Importa senalar que el Plan Regulador Comunal no sôlo 
cumple el roi de planificaciôn urbana que le asigna la 
L.G.U.C. (art. 41), sino tambiên "consultarâ obligatoria- 
mente el correspondiente piano del uso del suelo", en las 
âreas rurales (art. 50, inc. 3 - L.O.M.); senalando esta 
Ley que su objeto es "regular principalmente la ejecuciôn 
de las obras de equipamientô comunitario y de infraestruc 
tura que se agreguen al terreno, y de asegurar la adecuada 
coordinaciôn con los proyectos régionales".
Tambien interesa destacar que los arts. 55 y 56 de la 
L.G.U.C. contienen importantes prohibiciones y restriccio 
nés tendentes, todas ellas, a impedir que "fuera de los 
limites urbanos establecidos en los Planes Reguladores" 
se efectûen divisiones prediales o se construya con fines 
habitacionales o se perjudique el eventual ensanche de los 
caminos, o su seguridad, con las excepciones y supuesto el 
cumplimiento de los requisitos y autorizaciones que en di- 
chas disposiciones se contemplan.
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1.2. Rêgimen de utilizaciôn del suelo urbano.
(Tît. II, Cap. IV L.G.U.C.)
Adquiere aquî un formidable poder ese instrumente de 
planificaciôn que se llama Plan Regulador Comunal.
Recordemos que el art. 41, que lo define, senala -como 
la primera de sus funciones- que "sus disposiciones se 
refieren al USO DEL SUELO o ZONIFICACION...".
El art. 57 de la Ley es categôrico al disponer: "El uso 
del suelo urbano en las âreas urbanas SE REGIRA por lo di£ 
puesto en los Planes Reguladores, y las construcciones que 
se levanten en los terrenos SERAN CONCORDANTES con dicho 
propôsito".
En una primera fase, el uso del suelo se refiere a su 
destino y responde a la pregunta: -£para quê objeto puede 
utilizarse?.
Entre estos destinos cabe distinguir entre usos pûblicos, 
como calles, avenidas, plazas, parques, paseos, miradores, 
vîas peatonales y otros espacios de trânsito o de esparc^ 
miento pûblicos; usos comunitarios, taies como hospitales, 
Iglesias, escuelas, jardines infantiles, retenes de Carab^ 
neros, cuarteles de Bomberos y oficinas fiscales o munici­
pales; y usos privados, como son el residencial, el comer- 
cial, el de oficinas y servicios, el industrial.
La zonificaciôn o distribuciôn de los distintos usos en 
el suelo urbano no sôlo debe atender a su armonizaciôn, 
sino a excluir la proximidad de las actividades incompati^ 
bles como séria la de una zona residencial con un enclave 
industrial peligroso, insalubre o simplemente molesto para 
los habitantes de la vecindad.
Es de observer que ya en esta primera fase, el Plan 
Regulador impone drâsticas limitaciones al derecho de dom^
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nio. No sôlo la zonificaciôn importa la restricciôn de 
poder dar al suelo SOLAMENTE el destino previsto en la 
distribuciôn de los usos; sino que tambien puede impedir, 
absolutamente, darle ningûn destino de aprovechamiento 
particular, como si el terreno de un propietario queda 
situado en un ârea verde.
Ahora bien, no se detiene aquî la intervenciôn admini£ 
trativa del Plan, en las facultades dominicales.
El Plan Regulador puede limiter la altura de los edif^ 
cios; puede restringir el volûmen de la edificaciôn, sin 
perjuicio de las normas sobre rasantes incorporadas a los 
arts. 478 y 479 de la Ordenanza General. Puede senalar 
aquellos terrenos que, "por su especial naturaleza y ub^ 
caciôn no sean edificables" (art. 60 inc. 1^ L.G.U.C. y 
art. 550 inc. 3, Ord. Gral.).; entre los que pueden incluir 
se las âreas de restricciôn de los aeropuertos.
El Plan puede senalar los inmuebles o zonas de conser 
vaciôn histôrica de la Comuna; situaciôn en la cual los 
edificios afectados no pueden ser demolidos ni refacciona 
dos sin previa autorizaciôn de la respectiva Secretarîa 
Regional del MINVU.
La Ley prescribe que "el cambio de uso del suelo se 
tramitarâ como modificaciôn del Plan Regulador correspon 
diente" (art. 61 inc. 1*). Siendo oportuno recordar que 
las modificaciones relatives al uso del suelo requieren 
aprobaciôn por Deereto Supremo del MINVU, dictado por 
orden del P. de la R. (art. 45 inc. 1<® y 2* n* 1) .
En otro aspecto, résulta interesante la curiosa inst^ 
tuciôn jurîdica, transportada desde el campo de la criolo 
gîa, que consultan los arts. 62 y 72 de la L.G.U.C., con 
el nombre de CONGELACION.
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Dice la primera de estas disposiciones que "los terrenos 
cuyo uso no se conformare con el Plan Regulador se entende 
rân CONGELADOS, en el sentido de que no podrâ aumentarse 
el volûmen de construcciôn en ellos existente, rehacer las 
instalaciones existantes, ni otorgarse patente a un nuevo 
propietario o arrendatario",
Con las mismas palabras hubiera podido describirse los 
efectos de la disconformidad entre un uso real y otro pre 
visto, sin recurrir a esta figura macabra de la congelaciôn.
A las industrias mal ubicadas, que causen molestias o 
danos al vecindario, se refieren los arts. 62 inc. 2 y 
16 0 de la Ley; ellos deben traœladarse a la zona idônea 
correspondiente, dentro del plazo -no inferior a un aho- 
que les sehale la Municipalidad, previo informe del 
Servicio Nacional de Salud y de la Secretarîa Regional 
del MINVU.
Por ûltimo -aunque sin dejar de destacar su importancia-, 
este Capîtulo de la Ley contiene una delicada herramienta 
de control del uso del suelo urbano.
Vimos ya, como instrumentos tîpicos de control de la 
planificaciôn, las licencias o permises de edificaciôn, 
las inspecciones y el acto de recepciôn definitive de las 
obras de urbanizaciôn y de edificaciôn.
Pero el rêgimen del uso del suelo no se agota aquî, en 
la obra terminada, sino que persiste en todo el curso de 
la vida de la ciudad. Las direcciones de Obras Municipales 
son responsables siempre del "control del destino que se 
dé a los edificios" (art. 142, Ley y art. 49 de la Ord.
Gral.) .
iCômo ejercer eficazmente un control que se extiende a 
toda la ciudad y que se prolonge indefinidamente en el 
tiempo?.
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El art, 58 de la L.G.U.C. ha ideado un ingenioso sistema 
de control a travês del otorgamiento de las patentes munlci 
pales.
La Ley de Rentas Municipales (L.R.M.) dispone que el 
ejercicio de toda profesiôn, oficio, industria, comercio, 
arte o cualquiera otra actividad lucrativa -sea cual fuere 
su naturaleza o denominaciôn- estâ sujeta a una contribuciôn 
de patente municipal (art, 23 L.R.M.).
Ahora bien, como toda persona que inicie un giro o act^ 
vidad gravada con dicha patente, debe presenter una solic^ 
tud de autorizaciôn para funcionar en un local o sede de 
terminado (art. 26 L.R.M.), el citado art. 58 prescribe 
-como requisito para otorgarla-, el informe previo favo 
rable de la Direcciôn de Obras.
Como la misma disposiciôn establece que "el otorgamiento 
de patentes municipales serâ concordante con dicho uso del 
suelo", el Director de Obras dispone de un medio efectivo 
y de una disposiciôn eficaz para controlar que el asenta 
miento de actividades en suelo urbano concuerde con el 
destino previsto en el Plan Regulador.
Tan drâstico es el legislador en esta materia, que el 
mismo precepto senala que "el otorgamiento de patentes 
que vulnere el uso del suelo establecido en la planificaciôn 
urbana, acarrearâ la caducidad automâtica de êstas, Y SERA 
CAUSAL DE DESTITUCION del funcionario o autoridad municipal 
que las hubiera otorgado".
1.3. Subdivisiôn y Urbanizaciôn.
(Tît. II, Cap. V - L.G.U.C.)
El proceso de subdivisiôn del suelo urbano con el propô­
sito de optimizer el beneficio de las inversiones de urban^ 
zaciôn, constituye una de las finalidades de esta actividad 
asî como el principal acicate del sector privado, en lo que
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respecta a la expectativa de las plusvalîas que estos proce 
S O S  generan.
Antiguamente, era el Estado o los Municipios los que asu 
mîan la carga de urbanizar, en tanto que los propietarios 
beneficiados con los correspondientes servicios incorporaban 
a su patrimonio la totalidad de la plusvalîa generada, en 
virtud del modo de adquirir consistente en la accesiôn.
Posteriormente, los entes pûblicos fueron trasladando al 
sector privado los costos de la urbanizaciôn, asi como las 
cesiones gratuitas de los espacios pûblicos -calles y plazas- 
que luego adquirirîan una mâs amplia categorîa y extensiôn 
al formularse el concepto urbanlstico del equipamientô comu 
nitario.
La ûltima etapa de esta evoluciôn, sustentada en un prin 
cipio de compensaciôn de cargas y bénéficiés, contempla 
-ademâs- la enajenaciôn gratuita a los Municipios de una 
parte o proporciôn del suelo urbanizado obtenido, a fin de 
que ëstos puedan disponer de un patrimonio de réserva de 
suelo urbano e, incluse, intervenir en la regulaciôn del 
mercado que contempla -a modo de ejemplo- el art. 84.3, 
letra b) de la Ley espanola que pone a cargo de los propie 
taries de suelo urbanizable programado "ceder obligatoria 
y gratuitamente el 1 0% restante (este es, despuês de haber 
cedido al Ayuntamiento los terrenos destinados a viales, 
parques, jardines y zonas deportivas pûblicas y de equipa 
miento comunitario) del aprovechamiento medio del sector 
en que se encuentre la finca".
Este objetivo de la Administraciôn de obtener, a travês 
de los procesos de subdivisiôn y urbanizaciôn, suelo pûblico 
y espacios comunitarios gratuitos, se régula en el art. 70 
de nuestra Ley, que dice: "En toda urbanizaciôn de terrenos, 
se destinarân gratuitamente a circulaciôn, âreas verdes y 
equipamientô las superficies que senale la Ordenanza General 
En estas superficies quedarân incluidas las correspondientes
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âreas verdes de uso pûblico, ensanches y apertura de calles, 
que se contemplaren en el Plan Regulador. La Municipalidad 
podrâ permutar o enajenar los terrenos recibidos para equi- 
pamiento, con el objeto de instalar las obras correspondiez 
tes en una ubicaciôn y espacio mâs adecuados".
El capîtulo que analizamos contiene tambien otras normas 
importantes.
La primera, el art. 6 6 , reafirma el carâcter vinculante 
del Plan Reguladory su Ordenanza Local, poniendo ênfasis en 
que la formaciôn de nuevas poblaciones, barrios, grupos o 
conjuntos habitacionales deben respetarlos en cuanto concier 
ne al uso del suelo, trazados viales, densidades, superficie 
mînima predial, coeficientes de constructibilidad y demâs 
disposiciones de carâcter urbanîstico. El art. 486, inciso 
6 de la Ordenanza General, define el coeficiente de construe 
tibilidad como la relaciôn entre"la cantidad total de metros 
cuadrados que se proyecte edificar sobre el nivel del terre 
no y la superficie de éste utilizable por sus habitantes, 
excluîda la porciôn del terreno destinado a uso pûblico, por 
ensanche de calles u otros motivos, en el respective Plan Re 
gulador".
La segunda en importancia, la del art. 69, dispone que 
"Todo piano aprobado de subdivisiôn, loteo o urbanizaciôn 
pasarâ automâticamente a ser parte del Plan Regulador de la 
Comuna".
Naturalmente, los pianos de este carâcter no pueden alte 
rar ni modificar el Plan Regulador y, por el contrario, "de 
berân ajustarse estrictamente a sus trazados y normas" (art. 
67); pero forman parte de êl en cuanto pasan a constituir 
una especificaciôn concretizada de dicho Plan, su aterrizaje 
en la realidad.
Una disposiciôn de indudable interës técnico es la del
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art. 6 8 , que -previniendo la anomalîa de predios mediterrâ 
neos o privados de accesibilidad- dispone que los sitios o 
lotes résultantes de una subdivisiôn, loteo o urbanizaciôn, 
estên edificados o no, deben tener acceso a un espacio de 
uso pûblico.
Indudable interës tiene tambiên el art, 71 que régula la 
subdivisiôn, loteo y urbanizaciôn de los terrenos fiscales 
que se encuentren en âreas urbanas.
La disposiciôn réitéra el sometimiento de estos procesos 
a las disposiciones del Plan Regulador: prescribe que cum- 
plirân con las normas de urbanizaciôn que senala la Ley; 
indica que, al otorgarse los respectivos tîtulos de dominio, 
deberâ dejarse constancia en ellos del uso del suelo prescr^ 
to por el Plan Regulador. Y agrega que "como parte del proce 
so de desarrollo urbano, dichas subdivisiones se controlarân 
y aprobarân por la Direcciôn de Obras Municipales".
En cambio, la subdivisiôn de terrenos fiscales ubicados 
en âreas rurales, para finalidades no agricoles, requieren 
el informe previo favorable de la Secretarîa Regional corres 
pondiente del MINVU. Se configura asî un curioso sistema de 
autocontrol, por parte de un ôrgano de la Administraciôn del 
Estado, con respecto a bienes del mismo Estado.
Con todo, la materia mâs conflictiva e importante que 
-en esta materia- intenta resolver nuestra Ley urbanîstica 
consiste en asegurar la ejecuciôn de las urbanizaciones e 
impedir que los propietarios, o los diversos agentes que 
actûan en estos procesos, lucren con el engano de ofrecer 
en venta -la mayorîa de las veces, a gentes con carencia 
de recursos y con exceso de esperanzas- terrenos cuyas obras 
de urbanizaciôn o no se ejecutan o nunca se terminan.
Este fenômeno, casi universal, de los loteos o parcela 
ciones carentes de urbanizaciôn, en que a menudo se mezclan.
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por una parte, la especulaciôn y el fraude y -tambiên, a 
veces- fallas de câlculo en el costo de las obras; y, por 
la otra, el deseo irreprimible de asegurar un techo propio, 
tiene un costo individual équivalente al monto de los dine 
ros entregados por los frustrados adquirentes; pero, a me­
nudo, se traduce tambiên en el costo social que asume el 
Estado o el Municipio, haciêndose cargo de dotar a los 
terrenos que han sido ocupados, de los servicios indispen 
sables.
Nuestra ley urbanîstica contempla un complejo de medidas 
de carâcter civil, administrative y penal, encaminados a 
desalentar taies actividades -no sôlo con respecto al pro 
pietario, sino tambiên al loteador y al urbanizador- y, en 
ûltimo têrmino, a configurai un ilîcito criminalmente puni 
ble.
Prescribe el art. 136 que "Mientras en una poblaciôn, 
apertura de calles, formaciôn de un nuevo barrio, loteo o 
subdivisiôn de un predio, no se hubieren ejecutado todos 
los trabajos de urbanizaciôn que exigen los dos artîculos 
precedentes y la Ordenanza General, no serâ lîcito al pro 
pietario, loteador o urbanizador de los terrenos correspon 
dientes, enajenarlos, acordar adjudicaciones en lote, cele 
brar contratos de compraventa, promesas de venta, réservas 
de sitios, constituir comunidades o sociedades tendientes 
a la formaciôn de nuevas poblaciones o celebrar cualquier 
clase de actos o contratos que tengan por finalidad ûltima 
o inmediata la transferencia del dominio de dichos terrenos'.'
A continuaciôn, el mismo precepto anade una presunciôn 
de intenciôn ilîcita, cuando se trate de enajenar terrenos 
sin urbanizar a una comunidad, en atenciôn a que esa es la 
fôrmula generalmente ideada para eludir la obligaciôn de 
urbanizar como requisito previo al loteamiento de un predio 
extenso para la asignaciôn individual de los lotes.
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Dice la Ley: "La venta, promesa de venta o cualquier otro 
acto o contrato que tenga anâloga finalidad sobre un predio 
no urbanizado, en favor de una comunidad, se presumirâ que 
tiene por objeto la subdivisiôn del mismo sin la necesaria 
urbanizaciôn'.'
En seguida, como la venta o cualquier acto de enajenaciôn 
de inmuebles debe inscribirse en el Registre de la Propiedad 
del Conservador de Bienes Raîces, se establece un control re 
gistral que hasta ahora ha funcionado satisfactoriamente.
Dispone el inciso final del art. 136: "No podrâ inscribir 
se en el Conservador de Bienes Raîces ninguna transferencia 
parcial del dominio o adjudicaciôn de terrenos sin un certi- 
ficado de la Direcciôn de Obras, que acredite que la calle 
o avenida en que se halla situado el predio estâ debidamente 
urbanizada o que su urbanizaciôn ha sido garantizada en la 
forma prescrita en el artîculo 129".
Para asegurar la vigilancia diligente del Conservador de 
Bienes Raîces, el art. 24 contempla -en caso de contravenciôn 
a las obligaciones que les impone esta Ley- la pena de suspen 
siôn de su oficio hasta por el têrmino de æis meses, sin per 
juicio de las responsabilidades civiles que pudieren afectar 
le .
Por ûltimo, el art. 138 cierra el circuito con una figura 
penalizable con presidio, que puede extenderse entre très 
ahos y un dîa y diez ahos.
Dice el art. 138: "Serâ sancionado con la pena de presidio 
menor en su grado mâximo a presidio mayor en su grado mînimo 
el propietario, loteador, o urbanizador que realice cualquie 
ra clase de actos o contratos que tengan por finalidad ûltima 
o inmediata la transferencia del dominio, taies como ventas, 
promesas de venta, réservas de sitios, adjudicaciones en lote 
o constituciôn de comunidades o sociedades tendientes a la 
formaciôn de nuevas poblaciones, en contravenciôn a lo di£ 
puesto en el présente pârrafo"
575.
Contiene la Ley el tratamiento de algunos casos excepcio 
nales referidos a las Cooperativas de Vivienda y a la div^ 
siôn de un predio urbano en lotes de superficie mînima de 
dos hectâreas, cuyos pormenores no es del caso reproducir 
aquî.
1.4. Normas de diseno y estândares urbanîsticos.
Dice el art. 105 - L.G.U.C. que "El diseno de las obras 
de urbanizaciôn y edificaciôn deberâ cumplir con los ESTAN 
DARES que establezca la Ordenanza General en lo relative a:
a) trazados viales urbanos;
b) âreas verdes y equipamientô;
c) lîneas de edificaciôn, rasantes, alturas, salientes, 
cierros, etc.;
d) dimensionamiento mînimo de los espacios, segûn su uso 
especîfico (habitaciôn, comercio, oficina, escolar, asisten 
cial, circulaciôn, etc.);
e) condiciones de estabilidad y asismicidad;
f) condiciones de incombustibilidad;
g) condiciones de salubridad, iluminaciôn y ventilaciôn,
y
h) dotaciôn de servicios sanitarios y energêticos, y otras 
materias que senale la Ordenanza General". (1).
- iQuê son los estândares?.
(Pido excusas a los urbanistas por tener que dar aauî a^ 
gunas nociones elementales y obvias para ellos;pero que van 
rigidas a profesionales de formaciôn jurîdica para quienes 
taies nociones no son tan obvias).
A menudo nos enteramos por los medios de comunicaciôn que 
determinado paîs rechazô una importaciôn de mercaderîas, por 
no cumplir ellas los "standards" de calidad, o de volûmen, o 
de sanidad -o cualquier otro- impuesto a ese producto por la
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Administraciôn, para lograr una cierta finalidad.
La primera nociôn del estândar es, pues, la de requisito 
que debe cumplirse. Sin embargo, el elemento principal del 
estândar estâ en su finalidad; êsto es, en la necesidad que 
-al establecerlo- se intenta satisfacer.
Pero no se trata de cualquiera clase o cantidad de reque 
rimiento, sino del estrictamente necesario -habida consid^ 
raciôn del margen de resguardo- para obtener la finalidad.
Los estândares son elementos de racionalidad técnica. Por 
ser técnicos estân ordenados a conseguir eficacia; por ser 
racionales, estân gobernados por un principio de economîa 
-de suficiencia, para ser mâs precisos- cuyo objeto es el^ 
minar el despilfarro.
De allî que los estândares deban ser bien definidos y 
estar bien cuantificados. Si no son lo primero, introducen 
vaguedad o ambigüedad en su aplicaciôn y en su control; si 
no se cuantifican rigurosamente,provocan o la insuficiente 
satisfacciôn de su finalidad o un desperdicio de recursos.
Consideremos, a modo de ejemplo, el estândar de âreas
2
verdes, definido sôlo a razôn de X m por habitante de una 
urbanizaciôn. Un estândar asî definido puede llegar a no 
decir nada, urbanîsticamente, si -al mismo tiempo- no se 
define la tipologîa de los espacios que se persiguen, en lo 
referente a sus diversos destinos, frecuencia de utilizaciôn, 
accesibilidad, iluminaciôn, necesidad o ausencia de sombra; 
en pocas palabras, si no se define la finalidad que el estan 
dar se propone cubrir.
En otro ejemplo, si se cuantifica en forma insuficiente, 
o en forma exagerada, el estândar de resistencia de una es- 
tructura, se va a producir un resultado de ineficacia en el 
primer caso, o una situaciôn de despilfarro de material, en 
el segundo; y, en ambos casos, el estândar serâ ineficaz y
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atentarâ contra su naturaleza y sus objetivos técnicos.
De allî que Campos Venutti haya definido el estândar 
como "la cuantificaciôn del servicio, de acuerdo a su ne 
cesidad". 0, como dice el Profesor Casai Valeiras, es "la 
traducciôn cuantificada de los requerimientos necesarios 
para atender una necesidad". (2 ).
La figura técnica del ESTANDAR no sôlo estâ contemplada 
en el Tîtulo III de la L.G.U.C., que trata "DE LA CONSTRUC 
CION", sino que tambien imprégna los otros dos "niveles de 
acciôn" legislative que la propia Ley contempla en su art. 
2&.
Estos otros dos niveles son:
- "La Ordenanza General, que contiene las disposiciones 
reglamentarias de esta Ley y que régula el procedimiento ad 
ministrativo, el proceso de planificaciôn urbana, urbaniza 
ciôn y construcciôn, y los gtândares técnicos de diseno y 
construcciôn exigibles en los dos ûltimos"; y
- "Las Normas Técnicas, que contienen y definen las ca 
racterîsticas técnicas de los proyectos, materiales y si£ 
temas de construcciôn y urbanizaciôn, para el cumplimiento 
de los estândares exigidos en la Ordenanza General".
Por su parte, el art. 106 senala que,"para alcanzar la 
finalidad prevista en el artîculo anterior (es decir, el 
cumplimiento de los estândares en el diseno de las obras de 
urbanizaciôn y edificaciôn), los materiales y sistemas a 
usar en las urbanizaciones y construcciones deberân cumplir 
con las "Normas Técnicas" preparadas por el Ministerio de 
Vivienda y Urbanismo, sus servicios dependientes o el Inst^ 
tuto Nacional de Normalizaciôn".
Esta materia ilustra admirablemente la transmutaciôn de 
la norma técnica en norma jurîdica.
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Aquêlla no cambia de naturaleza ni de finalidad al ingre 
sar al âmbito de lo jurîdico. Sigue siendo la régla que es 
preciso observer para obtener un resultado eficaz.
Pero, a la eficacia de unas normas que sôlo servîan al 
técnico para asegurar la calidad de su arte, su juridiza 
ciôn -y, particularmente, la catégorie del derecho pûblico 
en cuyo recinto ingresan- va a hacerlas vinculantes para 
todos: técnicos ejecutores, técnicos contralores, usuarios, 
autoridad compétente para asegurar su cumplimiento.
Al criterio de utilidad que antes poselan, va a agregarse 
un criterio de licitud o ilicitud, segûn se trate de su ob 
servancia o de su infracciôn; y, en este ûltimo caso, la 
ilicitud puede constituir una infracciôn administrative, 
pero puede -tambien- invadir el ârea de lo penal.
De allî que pueda hablarse de una transmutaciôn de las 
normas técnicas que, sin perder su naturaleza primitive, 
adquieren una segunda naturaleza, ingresan a otra catégorie 
distintamente caracterizada, al asignarleîel Estado el roi 
de regulaciones jurldicas.
2. OBJETIVOS DE INTERES PUBLICO DE LA ACTIVIDAD URBANIS- 
TICA.
Dijimos ya que estos objetivos apuntan -mâs allâ de la 
eficacia de los puramente técnicos- al interés colectivo de 
esâ comunidad inconcertada, pero real y viviente, que forman 
los habitantes de la ciudad.
Entre ellos, nuestra Legislaciôn régula la renovaciôn 
urbana en sus dos variantes: las zonas de remodelaciôn y las 
zonas de construcciôn obligatoria.
Entre las preocupaciones que solicitan la atenciôn del 
urbanista, destacan très procesos atinentes a la ciudad: su 
conservaciôn, su crecimiento y su ajuste o armonizaciôn con
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las nuevas necesidades,
A este planteamiento corresponde la previsidn del art. 50 
inc. 4* de la L.O.M., cuando prescribe que el Plan Regulador 
..."consultarâ normas para las âreas que se califiquen como 
consolidadas (proceso de conservaciôn) y para las que sean 
denominadas como âreas de ampliaciôn (proceso de credimiento) 
o de remodelaciôn (proceso de armonizaciôn)".
El capîtulo de la Renovaciôn Urbana de la L.G.U.C. aborda 
estos procesos al interior de la ciudad, es decir, dentro del 
perîmetro urbano.
y, aunque las normas relativas a las zonas de remodelaciôn 
terminan asemejândose noteriamente con las que regulan las 
zonas de construcciôn obligatoria, intentaremos -al descri 
birlas- recalcar sus diferencias.
2.1. Zonas de remodelaciôn.
La remodelaciôn supone un nuevo planteamiento urbanîstico 
que se formula para reorientar las caracterîsticas de una 
zona o polîgono de la ciudad en relaciôn con los nuevos reque 
rimientos del sector y en armonîa con el resto del ârea a la 
cual pertenece la zona escogida.
De allî que siempre la remodelaciôn de un polîgono requie 
re del estudio y aprobaciôn previos de un Plan Seccional; 
siendo ésta una de las cinco situaciones en que dicho instru 
mento procédé, como vimos en su oportunidad.
Por otra parte, la remodelaciôn de un sector constituye 
un aliciente, un estîmulo a los propietarios del sector para 
obtener -ademâs de las ventajas de la inversiôn que decidan 
hacer- los beneficios especiales que otorgue el Municipio 
(art. 74 inc. 1^) y los que concedan los organismos del E£ 
tado para la construcciôn y urbanizaciôn; en estos ûltimos, 
la Ley senala una preferencia en favor de las nuevas cons-
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trucciones que se realicen (art, 74 inc. 2*).
En resumen, la declaraciôn de Zona de Remodelaciôn re­
quiere:
a) Que la Municipalidad respectiva cuente con el Plan Re 
gulador de la comuna debidamente aprobado (art. 72 LGUC y 50 
LOM) .
b) Que se élaboré por el Municipio, un Piano Seccional de 
la zona escogida. En éste deberân determinerse los nuevos ca 
racteres urbanîsticos del ârea sujeta a remodelaciôn(arts. 72 
inc. 3* y 46 inc. 1* LGUC). El Proyecto Seccional debe acompa 
narse del piano y memoria a los que se refiere el art. 448
n* 1 de la Ord. Gral.
c) Todos los antecedentes deben someterse a consulta a 
la Divisiôn de Desarrollo Urbano del MINVU -o a la Secretaria 
Regional respectiva (ver art. 12 letra i) de la Ley Orgânica 
del MINVU y art. 24 de la misma Ley)- el que emitirâ su infor 
me o formularâ las observaciones que correspondan.
d) La Municipalidad interesada debe aprobar, por decreto 
alcaldicio, el proyecto definitive (art. 72 inc. 3*, LGUC y 
448 n* 3 Ord. Gral).
e) El Proyecto de Remodelaciôn -asî como la declaraciôn de 
la zona respectiva- deben ser, a su vez, aprobados por Decreto 
Supremo del MINVU. En la misma declaraciôn se fijarâ el plazo 
dentro del cual los propietarios deberân edificar de acuerdo a 
las nuevas normas que regirân en dicha zona (art. 73 LGUC y 44 8 
n* 4 Ord. Gral.).
f) Este decreto, asî como el que déclara una zona de con^ 
trucciôn obligatoria (que veremos en el siguiente pârrafo ), 
deben publicarse en el Diario Oficial. Y, una vez publicados, 
la Municipalidad deberâ anunciar por la prensa, cada seis meses 
la fecha en que deben iniciarse las nuevas construcciones y el 
contorno del sector afectado a esta obligaciôn. A mayor abunda 
miento, la Direcciôn General de Impuestos Internes debe notifi
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car por escrito a los propietarios afectados (art. 75 LGUC y 
448 n* 5 Ord. Gral.).
El decreto supremo aprobatorio de la zona de remodelaciôn 
debe contener los incentivos que promuevan la ejecuciôn de la 
remodelaciôn, tales como facilidades o rebajas de derechos mu 
nicipales o de urbanizaciôn (art. 74 inc. 1* LGUC). Y puede, 
tambiên, consultar transitoriamente, impuestos adicionales pro 
gresivos a los bienes raîces, dentro de las citadas zonas, con 
tasas anuales que no podrân exceder del 2 0 0 % de la tasa vigen 
te del impuesto territorial; los que se cobrarân como recargos 
a éste, a beneficio municipal, una vez vencido el plazo al que 
se alude en la letra e) precedente sin que se hayan iniciado 
las construcciones programadas o si, habiêndose iniciado, ellas 
se hubieren paralizado por mâs de seis mesés (art. 74 LGUC).
2.2. Las zonas de construcciôn obligatoria.
Esta es una figura menor, frente a la remodelaciôn urbana. 
No se trata aquî de un sector que haya que renovar en sî mismo 
y en el que deban plantearse y determinarse NUEVAMENTE sus ca 
racterîsticas urbanas: uso del suelo, trazados viales, densida 
des, lîneas de edificaciôn, sistemas de agrupamiento de las 
edificaciones, etc. En el caso en estudio, esos elementos estân 
configurados y se mantienen.
La zona de construcciôn obligatoria encara la situaciôn 
de un ârea de deficiencia o détériore fîsico, en la cual -hallâi 
dose desaprovechada una infraestructura urbana- existen sitios 
eriazos , inmuebles declarados ruinosos o edificios declarados 
insalubres por las autoridades compétentes.
En tal situaciôn, la Municipalidad puede determinar una zona 
de construcciôn obligatoria, sujetando a los propietarios de 
los sitios y edificios descritos, a la obligaciôn de construir 
dentro del plazo que fije el decreto respective; bajo el aper 
cibimiento de que, si transcurrido dicho plazo, las construe 
ciones no se iniciaren o, iniciadas, se suspendieren por mâs
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de seis meses, podrâ aplicarse al propietario un impuesto 
adicional progresivo -de carâcter sancionatorio- de idênti 
cas caracterêticas al descrito al tratar las remodelaciones 
(art. 76 LGUC).
La declaraciôn de Zona de Construcciôn Obligatoria debe 
ser aprobada mediante Decreto Supremo del MINVU, dictado "por 
orden del Présidente", a propuesta de la respectiva Municipa 
lidad, el cual debe publicarse y notificarse a los afectados, 
como ya adelantamos; siendo requisito indispensable que ésta 
tenga Plan Regulador Comunal. En el mismo decreto pueden con 
sultarse los incentivos a los propietarios, que ya se estudia 
ron en el capîtulo anterior (arts. 76 inc. 1* y 77 LGUC y 448 
Ord. Gral).
Hemos visto hasta aquî un complejo minucioso de medidas 
tendientes a estimular la iniciativa de los propietarios afec 
tados por el deterioro u obsolescencia de un sector urbano, 
con el fin de recuperarlo y renovarlo.
Sin embargo, ni los incentivos ideados por el legislador, 
ni los castigos tributarios -que raras veces se aplican y, 
cuando se aplican, menos veces se cumplen- se han mostrado ef^ 
caces, hasta ahora, para movilizar a los duehos del suelo tras 
una preocupaciôn consistente por la renovaciôn de las ciudades.
De otra parte, en la ûltima dêcada, se ha dejado abandona 
da esta herramienta legal -sin sustituirla por otra mâs idônea- 
prefiriéndose que sea el mercado el principal asignador de re 
cursos financières, tanto en el ârea del crecimiento periféri^ 
co de las ciudades como en su reforma interior.
Los capitales financières, buscando los sectores de mayor 
rentabilidad, han ido creando un desequilibrio, cada vez mâs 
notorio, entre zonas -hasta ayer rûsticas y desiertas o, en to 
do caso, alejadas del centre urbano- que de pronto se urbanizan 
y desarrollan a elevados costos y el casoo antique de la ciudad 
-lleno de nobleza , de tradiciôn y de historia- y, sin embargo.
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cada dîa mâs lûgubre, mâs vêtusto y mâs deteriorado, denotan 
do la ausencia de la acciôn urbanîstica pûblica y el desperdi^ 
cio insensato de una infraestructura establecida y amortizada, 
que yace ociosa en medio de una constelaciôn de sitios eriazos, 
o mal aprovechados, de edificios ruinosos y de lunares de aban 
dono que afean con frecuencia los espacios mâs venerables de 
las antiguas ciudades.
Serâ necesario que se decante una sôlida conciencia urba 
nîstica, para que la autoridad y los ciudadanos entiendan que 
la renovaciôn interior -es decir, el mantenimiento de la belle 
za y de la armonîa de la ciudad- es un problema pûblico, di£ 
tinto de las apetencias del mercado y del interës particular 
de los propietarios del suelo.Y que, por lo mismo, este proble 
ma debe encararse con instrumentos de intervenciôn administra 
tiva que permitan la iniciativa preferente de los particulares; 
pero que -en su ausencia o desinterés- tengan la suficiente 
drasticidad como para lograr su cumplida soluciôn; y no se que 
de ella aplastada en el papel, como viene ocurriendo con todo el 
capîtulo de la Ley que trata "de la Renovaciôn Urbana", y que 
aquî terminâmes de analizar.
3. OBJETIVOS DE INTERES SOCIAL.
Al interës pûblico que sirve de fundamento a las actuacio 
nés administratives de renovaciôn urbana reciën describes, se 
agrega la solidaridad -basada en la justicia distributive- como 
otro motivo justificante de la actividad encomendada a la adm^ 
nistraciôn urbanîstica del Estado en materias de interës social 
como son el saneamiento de barrios y poblaciones y los incent^ 
vos y ayudas a la construcciôn de viviendas econômicas.
Esta solidaridad social tiene fundamentos constitucionales 
y légales.
Ya el art. 1* de la C. Pol. senala que "El Estado estâ al 
servicio de la persona humana y su finalidad es promover el bier
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comûn, para lo cual DEBE CONTRIBUIR A CREAR LAS CONDICIONES 
SOCIALES que permitan a todos y a cada uno de los intégrantes 
de la comunidad nacional su mayor realizaciôn ESPIRITUAL Y MA 
TERIAL posible..." (inc. 4*).
El art. 19, n^ 9 consagra el derecho a la protecciôn de 
la salud y, en su inciso 4^, atribuye al Estado, como deber 
preferente, "garantizar la ejecuciôn de las acciones de salud", 
las cuales pueden ser privadas o pûblicas, insertândose entre 
estas ûltimas el saneamiento de los barrios o poblaciones.
Pareciera ser que es sôlo al Estado, a travês del Minis 
terio de Salud, a quien incumbe esta responsabilidad. No ob£ 
tante, la L.O.M. otorga a las Municipalidades la atribuciôn 
-compartida con otros servicios pûblicos existentes en la Co 
muna- de atender a la salubridad pûblica y a la higiene am 
biental (art. 3^ letra B) n^ 7).
Y ademâs les encomienda, como potestad privativa suya,
"la formulaciôn, ejecuciôn y fiscalizaciôn de la polîtica y 
del plan de desarrollo comunales, CON ENFASIS EN LOS ASPECTOS 
DE CARACTER SOCIAL y territorial..." (art. 3*, letra A, n^ 1). 
No olvidemos, a este respecto, que la planificaciôn territo 
rial es parte intégrante del plan de desarrollo comunal y se 
efectûa, precisamente, a travês del Plan Regulador Comunal 
(art. 50 inc. 1^ L.O.M.).
Por otra parte, en un pais como Chile, en que câlculos 
prudentes acusan un déficit de alrededor de 700.000 viviendas, 
es fâcil comprender el estîmulo que debe darse a la construe 
ciôn de habitaciones econômicas, ya que son los sectores con 
menos recursos los que mayoritariamente carecen de ellas.
3.1. El Saneamiento de Poblaciones.
El art. 79 de la L.G.U.C. atribuye directamente a las Mu 
nicipalidades la tarea de "desarrollar las acciones necesarias 
para la rehabilitaciôn y saneamiento de las poblaciones dete
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rioradas o insalubres dentro de la Comuna", obrando coordina 
damente con los planes de igual naturaleza que existan y con 
los planes habitacionales del MINVU.
La Ley contempla dos clases de actuaciones: unas, con 
cargo al presupuesto municipal, encaminadas a poner remedio a 
situaciones ya producidas de insalubridad o deterioro; las 
otras, destinadas a prévenir taies deterioros, a cargo y co£ 
to de los propios duehos de los inmuebles sujetos a ese ries 
go.
Trata de la primera clase de medidas el art. 80; y ellas 
consisten en:
a) adquirir terrenos para la erradicaciôn de poblaciones 
mal emplazadas, con riesgos de inundaciôn o imposibilidad de 
dotarlas de la infraestructura sanitaria;
b) aportar fondes, materiales, equipo y personal para las 
obras de agua potable, alcantarillado, pavimentaciôn y energîa 
elêctrica en las calles que aûn no disponen de esos servicios,
y
c) ejecutar los jardines y plantaciones de las âreas ver 
des de uso pûblico.
La misma disposiciôn faculta a las Municipalidades para 
que, en caso de procéder reembolsos por estas prestaciones -si 
asî se hubiere convenido, por ejemplo- pueda dar facilidades 
de pago a los beneficiarios, cobrando las respectivas cuotas 
junto con la contribuciôn de los bienes raîces o impuesto terr£ 
torial.
Esta modalidad de aporte de los vecinos -sea en trabajo 
personal o mediante la contribuciôn econômica de una parte 
del financiamiento de la obra- se suele dar en faenas de pav£ 
mentaciôn y alcantarillado. Y aûn cuando la respectiva Munic£ 
palidad estâ facultada para ejecutar estas acciones enteramen
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te a su Costa, se ha comprobado que la estimaciôn social del 
beneficio reportado de ellas, asI como el interés en conser 
varias en buen estado, aumentan en la misma medida en que se 
logra construirlas con el apoyo y la participacién de la comu 
nidad interesada.
De allî que la propia Ley (art. 82) propicie la organiza 
ciôn de la comunidad y su participacién en estas labores, como 
una tarea de la Municipalidad, e indique -a modo de ejemplo- 
algunas de las acciones concretas que pueden encomendarse a la 
comunidad organizada.
La segunda clase de medidas -como ya adelantamos- tienden 
a "prévenir el deterioro progresivo de un sector o barrio"; y, 
para este objeto, la Municipalidad, de acuerdo al art. 81, pue 
de :
"a) fijar plazo a los propietarios para efectuar las repa 
raciones necesarias para evitar el colapso parcial o total de 
una construcciôn;
b) ordenar la construcciôn de cierros exteriores en los s£ 
tios eriazos, en plazos no inferiores a seis meses, con las ca 
racterîsticas que senale el Plan Regulador y su Ordenanza Local, 
o las que se fijen a falta de aquéllos;
c) fijar plazo para conectarse a 3as redes pûblicas de agua 
potable y alcantarillado, cuando éstas existan, y
d) ordenar demoler las construcciones que amenacen ruina, 
o aquellas construidas ilegalmente vulnerando las disposicio 
nés del Plan Regulador, bajo apercibimiento de ejecutar dere 
chamente la demoliciôn por cuenta del rebelde.
En el ejercicio de estas facultades, la Municipalidad po 
drâ apercibir a los propietarios con la aplicaciôn de una mul^  
ta si no cumplieren con lo ordenado, la que se harâ efectiva 
administrativamente a beneficio municipal".
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Como puede apreciarse, la ejecuciôn de estas medidas 
corren, en definitive, a cargo del propietario del respecti 
VO inmueble; y su incumplimiento conlleva una sanciôn adm£ 
nistrativa.
3.2. La construcciôn de viviendas econômicas.
La historia de la construcciôn de viviendas econômicas tie 
ne en Chile un panorama extenso y nutrido de experiencias de 
todos los tintes ideolôgicos y de los mâs variados mecanismos 
pragmâticos. De tal manera es asî, que ella -por sî sola- darîa 
lugar a un estudio varias veces mâs voluminoso que todo este 
trabajo.
Esta historia toma consistencia con el auge -posterior a 
la primera guerra mundial- de los derechos econômicos y socia 
les y con la irrupciôn en la arena polîtica -allâ por los ahos 
veinte- de la clase obrera. La protecciôn de la familia y el 
anhelo universal de la casa propia son recogidos por la Const£ 
tuciôn Polîtica de 1925; la que, al tratar de las garantîas in 
dividuales, expresa como declaraciôn programâtica, puesta a car 
go del legislador, la voluntad del constituyente de propender a 
la conveniente distribuciôn de la propiedad y a la constituciôn 
de la propiedad familiar.
Desde aquella época se han venido desarrollando en Chile 
los mâs diversos sistemas de fomento a la edificaciôn de vivien 
das econômicas.
Como los beneficiarios, en proporciôn altamente mayoritaria 
serîan trabajadores, se visualizô por esa vîa la fuente primera 
de financiamiento del sistema, a travês de sus cotizaciones o 
aportes previsionales. De esta manera, fueron las Cajas de Pre 
visiôn -destinadas principalmente a otorgar prestaciones de sa 
lud, subsidies de enfermedad y pensiones de jubilaciôn, orfan 
dad o viudez- las encargadas de asumir esta tarea, sea mediante 
prêstamos de edificaciôn a sus afiliados, sea a travês de pro- 
gramas de construcciôn de poblaciones para sus imponentes, a lo 
largo del paîs.
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Como estas Cajas -que estaban constituîdas por categorlas
de trabajadores o por sectores de actividad: Caja del Seguro
Obrero, Caja de Empleados Particulares, de Empleados Pûblicos
y Periodistas, de la Defensa Nacional, de los Empleados Munici
pales, Caja Bancaria, etc.- no tenlan -todas ellas- capacidad
de financiaciôn permanente para proyectos de tan alto costo y
como -ademâs- no toda la poblaciôn estaba afiliada a ellas, se
fueron creando paralelamente otros organismes dotados de cier
ta autonomîa, bajo tutela ministerial, y se dictaron numerosas
leyes tendientes al mismo objetivo de fomento. Asî nacieron
I f
-entre otras- la Caja de'Habitaciôn Barata, luego Caja de la 
Habitaciôn Popular, la Caja de Colonizaciôn Agricole, la Ley 
de Huertos Obreros, la de Huertos Familières, la Corporacidn 
de la Vivienda y la Fundaciôn de Viviendas y Asistencia Social.
En esta tarea de todos los gobiernos por disminuir el per 
manente déficit habitacional, -agravado cada ano por el crec^ 
miento demogrâfico, la prolongacién del promedio de vida de la 
poblaciôn y el envejecimiento y la consiguiente obsolescencia 
de une parte de la dotaciôn de viviendas- no se ha dejado, prâc 
ticamente, ningûn resorte sin pulsar.
Se ha recurrido al sector privado, dictando leyes de fran 
quicias tributaries para los inversionistas en este mercado; 
se ha promovido el financiamiento bancario de esta actividad, 
a travês de préstamos directes y a travês del mercado de valo 
res hipotecarios. Se ha estimulado el ahorro para la vivienda, 
garantizando al ahorrante contra los perniciosos efectos de la 
inflaciôn, mediante el mantenimiento del valor intrînseco de 
los dineros depositados, que se convierten en unidades reajus^ 
tables de ahorro a las que se agrega un interés adicional. Na 
cieron asî las cuotas de ahorro para la vivienda, en el sector 
pûblico y la unidad de fomento en el sector privado; ambas, rea 
justables. Al lograrse estabilidad y seguridad en el ahorro, se 
ha obtenido tambiên la recuperaciôn sin deterioro de los fondos 
entregados en prêstamo a los usuarios, lo que ha permitido la 
refinanciaciôn del sistema para seguir operando. Este resultado 
di6 , en su momento, un inusitado auge a las Asociaciones de
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Ahorro y Prêstamo, entidades privadas constituîdas bajo la su 
pervigilancia de un ôrgano central bajo tutela del MINVU y fi£ 
calizaciôn de la Contralorîa General, que tenîan por objeto, 
precisamente, "fomentar el ahorro y propender a la adquisiciôn 
y edificaciôn de viviendas". (D.F.L. N* 205/60 y Ley 16.807, D. 
Oficial de 20-VII-1968).
Se ha estimulado, en determinadas êpocas, la autoconstruc 
ci6 n de viviendas y la urbanizaciôn de terrenos por el mismo 
mêtodo. Tambiên se ha promovido en Chile esa admirable escuela 
de solidaridad social e igualitarismo democrâtico que es el mo 
vimiento coopérative bajo la forma -en lo que a este estudio 
concierne- de cooperatives de servicios, en su doble modalidad 
de financiamiento y de producciên de viviendas. (3) .
Se han creado institutes de investigaciên, en el sector 
privado y en las universidades para estudiar la aplicaciôn, la 
économie y la resistencia de materiales bâsicos de construcciên.
Se ha logrado el aporte, con fines no lucratives, de cap^ 
taies extranjeros para la edificaciôn de esta clase de vivien 
des; como el que représenta el Institute de Viviendas Câritas 
(INVICA).
En fin, se ha ideado el abaratamiento de los costos median 
te la fabricaciên masiva de elementos constructives; y aûn, de 
la edificaciôn de bloques completes de viviendas de altura, a 
base de paneles prefabricados que luego se arman en el terrene.
Très fechas adquieren singular relieve -antes de la ûltima 
dêcada- en esta sucinta historia.
En 1953 -bajo la segunda presidencia de don Carlos Ibâhez 
del Campe- por D.F.L. 285 se creô la Corporaciôn de la Vivien 
da (CORVI), bajo la tutela del Ministerio de Obras Pûblicas y 
Transportes, con el objeto de concentrer en un sôlo ôrgano el 
planeamiento y ejecuciôn de la politica gubernativa de viviendas 
sociales. Esta entidad lograria subsistir durante 23 ahos a tra
590.
vés de cinco gobiernos, dando origen, en gran medida, al Mini£ 
terio del ramo. Y, por el mismo instrumente de delegaciôn legi£ 
lativa, se estableciô un financiamiento pûblico permanente y s6 
lido para esta actividad de fomento, a travês del llamado "Im 
puesto Habitacional".
Consistîa êste en una erogaciôn obligatoria del 5% que las 
empresas deblan pagar sobre sus utilidades anuales, a bénéficié 
de la CORVI, haciendo concurrir asî al sector privado producti 
vo, a la financiaciôn de viviendas econômicas. Sin embargo la 
ley contenia un mécanisme de cumplimiento substitutive de esta 
carga, facultando a la empresa para retener estes fondes y de£ 
tinarlos a la construcciôn de viviendas para su propio personal.
( 4) .
En 1959, siendo Présidente don Jorge Alessandri Rodriguez, 
se dicta el célébré D.F.L. 2 (D.Oficial del 31-VII-59), bajo 
cuyo rêgimen se estimulô poderosamente al capital privado para 
construir viviendas, se formaron multitud de empresas con este 
objetivo y se ha construido -desde esa fecha- probablemente mâs 
del noventa por ciento de las edificaciones con destino habita 
cional.
En una êpoca en que invertir en bienes raices constituia 
un pêsimo negocio, por la alta tributaciôn que afectaba a la 
transferencia y a la rentabilidad de estos bienes -la cual, 
ademâs, no sôlo estaba limitada al 1 1% anual de los bajos ava 
lûos fiscales, sino que habia sido congelada por sucesivas le 
yes- el D.F.L. 2 revirtiô el proceso y estimulô la edificaciôn 
de un modo espectacular.
Sucintamente, el cuadro de los beneficios, franquicias y 
exenciones mâs relevantes de esta ley -que actualmente recoge 
y mantiene el art. 162 de la L.G.U.C.- es el siguiente, segûn 
el orden del articulado del D.F.L. 2/1959, en la parte vigente:
a) Los contratos y presupuestos de edificaciôn estân exen 
tos de los tributos que gravan esta clase de documentes (art.
8*, letra a) del D.F.L. 2, en relaciôn ahora con el D.L. 3.475,
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art. 24, N& 2).
b) La escritura pûblica a que debe reducirse el permiso de 
edificaciôn al que se refiere el art. 18 estâ exento de todo im 
puesto (art. 8 , letra g) D.F.L. 2). Esta materia reviste singu 
lar importancia jurîdica. Para garantizar a los inversionistas 
el absolute respeto, por parte del Estado, a las franquicias 
del D.F.L. 2, se ideô la fôrmula de un "contrato-ley", consi£ 
tente en que la referida escritura pûblica debe ser firmada por 
el Tesorero Comunal respective, EN REPRESENTATION DEL ESTADO, y 
el interesado. Dice el art. 18: "Esta escritura tendrâ el carâc 
ter de un contrato en el cual se entenderân incorporados de pie 
no derecho las franquicias, exenciones y beneficios del presen 
te D.F.L. y, en consecuencia, la persona natural o jurîdica aco 
gida a sus disposiciones, asî como sus sucesores o causa-habien 
tes a cualquier tîtulo, gozarân en forma permanente de los pr£ 
vilegios indicados, no obstante cualquier modificaciôn posterio] 
que puedan sufrir parcial o totalmente las disposiciones refer^ 
das". (5).
c) Las pôlizas de seguro de accidentes del trabajo desti 
nadas a cubrir los riesgos de empleados y obreros que trabajan 
en la construcciôn de viviendas econômicas pueden contratarse 
directamente con el asegurador quien debe rebajar de la prima 
la comisiôn del agente o intermediario (art. 8 , letra h).
d) Los documentos en que consten garanties de cualquier 
especie que se constituyan a favor de la Corporaciôn de la V£ 
vienda, estân exentos de todo impuesto (art. 8 , letra i).
e) Los derechos que pueden cobrar los Notarios y Conserva
dores de Bienes Raîces por los actos que practiquen o certify 
cados que otorguen en relaciôn con esta clase de viviendas, se 
rebajaran en un 50% (art. 8 , letra j).
f) Toda escritura que se extienda con motivo de la con£
trucciôn o transferencia de viviendas econômicas estarâ afecta 
solamente al 50% de los impuestos que correspondan hasta el
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plazo de dos anos siguientes a su recepciôn (art. 1 2 ).
g) Las viviendas econômicas estarân exentas de todo impues 
to fiscal que grave la propiedad raiz, con excepciôn de aquellas 
que correspondan a pagos de servicios taies como pavimentaciôn, 
alcantarillado, alumbrado y otros.
La exenciôn no regirâ en la parte del impuesto territorial
que corresponde a las Municipalidades. Esta exenciôn nace à
contar de la fecha del certificado de recepciôn municipal y r£
ge por los plazos siguientes: a) por 20 ahos, cuando la super
2
ficie edificada por unidad de vivienda no exceda de 70 m .;
2
b) por 15 ahos, cuando exceda de 70 y no pase de 100 m .; c) por
2
10 ahos, cuando exceda de 100 y no pase de 140 m . Los terrenos 
de las viviendas no gozan de esta exenciôn (art. 14 D.F.L. 2).
h) Las rentes de estas viviendas no estân sujetas a las 
limitaciones (renta mâxima anual del 1 1 % sobre el avalûo fiscal 
y leyes de congelaciôn de rentas) establecidas por las leyes de 
arrendamiento de inmuebles urbanos, quedando ellas a la libre 
contrataciôn de las partes (art. 17).
i) Dichas rentas no se considerarân para los efectos del 
Impuesto Global Complementario ni adicional y estarân, ademâs, 
exentas de los impuestos de catégorie de la Ley de la Renta (art.15
j) Tanto las viviendas como los derechos reales constitué 
dos en ellas que se transmitan por sucesiôn por causa de muerte 
o sean objeto de donaciôn, serân excluidos de la aplicaciôn del 
Impuesto de Herencia, Asignaciones y Donaciones, y su adjudica 
ciôn tambiên estarâ exenta de impuesto, en las condiciones y 
plazos que la ley sehala (art. 16 D.F.L. 2).
k) Las franquicias, exenciones y beneficios serân aplica
bles a los terrenos comunes de los conjuntos habitacionales que
el proyecto aprobado autorice y a los terrenos singulares hasta
2
una superficie mâxima de 500 m . por unidad de vivienda.
593.
Es oportuno recordar, por ûltimo, el formidable aliciente 
que signified el "blanqueo" de capitales autorizado por esta 
ley. Su art. 22 dispuso: "Los que edifiquen viviendas econ6m£ 
cas estarân liberados, para los efectos tributarios y cambia 
rios, de la obligaciôn de justificar el Origen de los capita 
les empleados en ellas, siempre que acrediten su existencia 
con anterioridad al présente decreto con fuerza de ley. Tal 
anterioridad SE PRESUMIRA DE DERECHO respecte de las construe 
ciones que se inicien antes del 30 de junio de 1960 y estên 
terminadas antes del 31 de diciembre de 1961".
Este breve resumen de franquicias y alicientes explicarâ,
tal vez, cômo y por quë fuê espectacular la reversiôn que se
produjo en un sector que estaba deprimido y abandonado por los 
inversionistas hasta la fecha de la dictaciôn del D.F.L. 2 de 
1959.
La tercera fecha relevante a que nos hemos referido corre£ 
ponde a la dictaciôn, en 1966, bajo la Presidencia de don Eduar 
do Frei Montalva, de la Ley 16.391, que diÔ nacimiento al 
Ministerio de Vivienda y Urbanismo.
Como acertadamente apuntan Brieba y Bastias en su recop£
laciôn de Leyes y Reglamentos del Sector Vivienda ("Ley Gene
ral de Urbanismo y Construcciones", Ed. Jurîdica de Chile, San 
tiago, 1980), esta ley rompiô los esquemas orgânicas tradicio 
nales "al crear un Ministerio central planificador con cuatro 
Corporaciones descentralizadas ejecutoras: la Corporaciôn de 
la Vivienda (CORVI), la de Servicios Habitacionales (CORHABIT), 
la de Mejoramiento Urbano (CORMU) y la de Obras Urbanas (COU), 
bajo el supuesto de que en esta forma se facilitaba la ejecuciôr 
de los programas".
Aûn cuando este supuesto no alcanzô suficiente concreciôn 
en la realidad -tal vez porque la administraciôn no estaba pre 
parada para asumir tan ambicioso proyecto descentralizador- 
preciso es sehalar la trascendencia que ha tenido este Ministe 
rio en lo que concierne a la planificaciôn del urbanismo en sus
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distihtos niveles y a la concentraciôn de las riendas del com 
plejo proceso del desarrollo urbano en un solo ôrgano de la 
jerarquîa adecuada a la magnitud del problema.
Por lo que toca al tema de las viviendas econômicas, corres 
ponde a la Divisiôn Têcnica de Estudio y Fomento Habitacional 
del MINVU "realizar estudios socio-econômicos orientados a la 
soluciôn del problema habitacional" (art. 16-d) L.O. MINVU); y 
a su Subsecretaria, "dirigir y coordinar la politica relativa 
al bienestar habitacional de la poblaciôn urbana o rural, en 
sus aspectos de asistencia têcnica, social, econômica, educa 
cional y cultural" (art. 11-h); quedando a los SERVIU regiona 
les (Ver explicaciôn de su funciôn ejecutora en el punto 3.2.2.), 
la tarea de materializar los planes y programas del MINVU con 
cernientes a edificaciôn de poblaciones, conjuntos habitaciona 
les, barrios y su respective equipamiento comunitario (art. 27 
L.O. MINVU).
No obstante lo anterior, el D.L. 2.552 de 1979, entregô 
al MINVU las funciones de erradicaciôn y de radicaciôn de campa 
mentos y poblaciones marginales, la construcciôn de viviendas 
sociales y la adquisiciôn por convenio o por expropiaciôn de 
los terrenos necesarios para edificar esas viviendas, as! como 
su urbanizaciôn. Ademâs, definiô la vivienda social como "la 
vivienda econômica de carâcter definitivo destinada a resolver 
los problèmes de la marginalidad habitacional, financiada con 
recursos pûblicos o privados, cualesquiera que sean sus modal£ 
dades de construcciôn o adquisiciôn, y cuyo valor de tasaciôn 
no sea superior a 400 Unidades de Fomento". Esta definiciôn 
aparece mâs especificada, en lo têcnico, en el Tltulo IX (arts. 
36 y ss.) del D.S. N^ 28-84 del MINVU, publicado en el D.O. del 
5 de abril de 1984. (Ver Nota 80).
En la ûltima dêcada, la politica habitacional se ha venido 
caracterizando por la inserciôn del desarrollo urbano en el mo 
delo de "economla social de mercado" y por la aplicaciôn cre 
ciente, en la ejecuciôn de esa politica, del principle de subs£ 
diariedad (Ver documente "Politica Nacional de Desarrollo Urba
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no" - MINVU - 1979, en concordancia con la "Declaraciôn de Prin 
cipios" de 1974, del actual Gobierno).
Sobre la base de dicho principle, se propugna el retire 
de los entes pûblicos de las actividades de ejecuciôn, dejan 
do cada vez mayor espacio a la iniciativa privada; a la vez que 
-en esta forma- se reduce progresivamente el tamaho de la Adm£ 
nistraciôn.
Paradojicamente, el D.L. 1.519 de 1976 que estableciô como 
tribute inequîvoco el Impuesto Habitacional, terminô con el 
sistema de cumplimiento sustitutivo de la ley originaria, con 
sistente en que las empresas podian retener la contribuciôn y 
destinarla a sus propios programas de construcciôn de viviendas 
para sus trabajadores, fomentando asî esta actividad, a cargo 
de la iniciativa privada. Esta ley sôlo permitiô a las empre 
sas afectas a un impuesto anual superior à 225.000 UF. (6), in­
vertir hasta el 50% del monto del impuesto en planes habitacionales para sus 
trabaj adores (Ver Reglto. D.S. 265-78, MINVU; D.O. de 5-VII-78).
Una de las innovaciones mâs radicales de la dêcada ha sido 
el establecimiento del Subsidio Habitacional. Siempre se habîa 
ligado la ayuda que presta el Estado a las personas de escasos 
recursos, con la construcciôn o con la contrataciôn de vivien 
das por un ôrgano del sector pûblico que, luego de terminadas, 
las asignaba a un precio igual o inferior al costo real, paga 
dero en môdicas cuotas cancelables en largos plazos, u otro me 
canismo similar.
El Subsidio Habitacional, que tiene su base legislative 
en el art. 17 del D.L. 539 de 1974, estâ definido en el art. 1& 
del D.S. MINVU N^ 86-1983 (D.O. del 12-VII-1983), como... "una 
ayuda estatal directe, que se otorga por una sole vez al benefi 
ciario, sin cargo de restituciôn por parte de êste, y que con£ 
tituye un complemento del ahorro previo y, si lo necesitare, 
del crêdito que obtenga, para financier la adquisiciôn de una 
vivienda de carâcter definitivo, nueva, terminada, urbana o ru 
ral, o la construcciôn de elle, y cuyo fin sea la soluciôn ha
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bitacional del beneficiario y su grupo familiar y destinada a 
su habitaciôn permanente". Ahade este Reglamento que, "no ob£ 
tante lo anterior, durante los ûltimos très meses de vigencia 
de un certificado de subsidio, podrS aplicarse êste, aslmismo, 
a la adquisiciôn de una vivienda usada".
El Subsidio Habitacional, como sistema de ayuda social, 
tiene las siguientes caracteristicas:
a) Es una donaciôn ûnica del Estado, a quien carece de 
vivienda pero dispone de ahorro o de sitio propio, para adqui 
rir o construir una -que no puede ser de recreaciôn o veraneo- 
con fines de habitaciôn permanente del beneficiario y su fam£ 
lia.
b) Constituye una asignaciôn redistributiva directa del 
Estado ya que se entrega en mayor cantidad a quien dispone de 
menos recursos al repartirse en proporciôn inversa al valor de 
la vivienda econômica por la que se postula.
c) El MINVU détermina, mediante resoluciones que deben 
publicarse en el Diario Oficial, la cantidad de Subsidies a 
otorgar a nivel nacional y su distribuciôn por tramos, de acuer 
do al valor de la vivienda.
Hecha la publicaciôn oficial, se abren dos périodes suce 
sivos a cargo de los SERVIU régionales: une de informaciôn 
con plazo minime de 30 dias, y otro de inscripciôn con plazo 
minime de 7 dias, para recibir las solicitudes. Estos trâmites 
se publican, a lo menos en dos periôdicos de circulaciôn nacio 
nal. A continuaciôn los SERVIU remiten las solicitudes recib^ 
das al MINVU para su procesamiento computacional.
d) Los postulantes integran un listado nacional, de carâc 
ter pûblico, para optar a une de très tramos de Subsidies, cuyo 
monto mâximo depende del valor de la vivienda, conforme al S£ 
guiente cuadro:
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Valor de la Vivienda Monto mâximo del Subsidio
(En Unidades de Fomento: U.F.) (En Unidades de Fomento: U.F.)
Hasta 400 ........................  200
Mâs de 400 y hasta 580 ..........  170
Mâs de 580 y hasta 850 ..........  150
El Subsidio, en definitive, no puede ser superior al 75% 
del valor de tasaciôn de la vivienda ni superior a la diferencia 
entre el ahorro acreditado por el postulante y el monto de la 
operaciôn.
e) Los Subsidios disponibles se otorgan por estricto or
den de prelaciôn a quienes obtengan los mayores puntajes.
Para ponderar el puntaje se atiende a très factores:
- Ahorro en dinero: se asigna 1 punto por cada U.F.
- Sitio propio: 1 punto por cada U.F. de su avalûo fiscal, 
con ciertas variables referidas a los elementos de urbanizaciôn 
(art. 14.2.).
- Cargas familiares: 4 puntos por cada carga.
f) La nômina de postulantes favorecidos, confeccionada 
por orden alfabético en très listas correspondientes a los respec 
tivos tramos del Subsidio, deben publicarse a lo menos en un periô 
dico de circulaciôn nacional.
Los perjudicados pueden reclamar, por escrito, dentro de 
15 dias a contar de la publicaciôn, ante el SERVIU regional res- 
pectivo.
Sôlo se acogerân los reclamos fundados en errores de hecho 
no imputables a los postulantes ni a terceros ajenos al MINVU; y 
ellos se resuelven sin ulterior recurso por el Ministre de la V£ 
vienda, rectificândose las nôminas, en su caso.
Como politica econômica y habitacional, el Subsidio tiene 
los siguientes objetivos:
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a) privatiiza un ârea importante de la actividad construe 
tora, la de vivienadas econômicas, que antes ejecutaban entes pû 
blicos, dando exprcesiôn concreta al principio de subsidiariedad;
b) estimulca la edificaciôn barata a travês de un subsidio 
directo a la demanada habitacional, asegurando un mercado libre y 
un financiamiento -limitado, pero cierto, a esta actividad;
c) disminujye la acciôn interventora de la Administraciôn, 
que antes generabai terrenos a travês de su expropiaciôn a los par 
ticulares;
d) reduce Jlos complejos sistemas de contabilidad y de con 
trol de inversioness que antes tenîan que manejar las antiguas Cor 
poraciones (CORMU, CORVI y CORHABIT), dejando al MINVU sôlo los 
procesos de planif:icaciôn y de fiscalizaciôn;
e) pretendëe incrementar la iniciativa privada a travês de 
una reactivaciôn die esta ârea profesional, de un mayor adelanto 
tecnolôgico en la iproducciôn diversificada de diferentes tipos de 
vivienda, de una p31uralidad de soluciones arquitectônicas y de una 
efectiva y libre ccompetencia de las empresas constructoras;
f) por lo rmismo, pretende favorecer al beneficiario del 
sistema con la posribilidad de diverses opciones y la elecciôn -en 
un mercado competittivo- de la mâs conveniente.
En el sectcor rural, la asignaciôn del Subsidio Habitaciona] 
que antes estuvo reeglamentada por el D.S. 206-80 del MINVU, estâ 
ahora incorporada een el Tîtulo III, arts. 50 al 62, del D.S. 86-83 
que acabamos de anaalizar y que reglamenta todo el sistema, incluî 
da la atenciôn de Jla extrema marginalidad habitacional urbana (T^ 
tulo II).
Paralelamernte al sistema de asignaciôn directa constituido 
por el Subsidio Hahbitacional, el "Sector Vivienda" (êsto es, el 
MINVU, sus Servicicos dependientes y los Servicios de Vivienda y Ur 
banizaciôn que, conmo ya hemos dicho, son entes autônomos descentra
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lizados territorialmente, conectados con el MINVU por el régi 
men de tutela) ha continuado entregando soluciones habitacio 
nales consistentes en sitios o lotes urbanizados, casas, depar 
tamentos, locales y obras de equipamiento comunitario.
Para compatibilizar su funciôn gestionaria con el princi 
pio de subsidiariedad, el MINVU ha establecido diverses dispo 
sitivos reglamentarios, entre los que merecen destacarse, por 
orden cronolôgico;
- El Reglamento sobre Asignaciôn y Venta de los inmuebles 
construîdos por el Sector Vivienda (D.S. N^ 268/75, MINVU; D.O. 
16-VIII-75); el cual détermina el procedimiento para asignar y 
vender los distintos tipos de soluciones constructivas; su tasa 
ciôn y precio de venta; el sistema ûnico y pûblico de postulaciôr 
nacional, las pautas de valoraciôn de los puntajes de los postu 
lantes, considerando el ahorro previo, la antigüedad de su in£ 
cripciôn, las cargas familiares y el hecho de ser, o no, arren 
datario de vivienda del SERVIU y su comportamiento; las nôminas 
de prelaciôn y la forma de procéder a las respectivas asignacio 
nés.
- El Reglamento para Contratos de Ejecuciôn de Obras del 
Sector Vivienda. (D.S. 331-75, MINVU; D.O. 28-XI-75), que regu 
la la adjudicaciôn de estos contratos mediante el sistema de 
propuestas pûblicas; sus bases générales; sus modalidades "por 
suma alzada" o "por serie de precios unitarios"; los requisitos 
del contrato mismo, sus garantîas, modificaciones y reajuste;
la ejecuciôn y la inspecciôn têcnica de las obras; los anticipos 
y pagos; y los plazos, recepciôn y liquidaciôn de los contratos.
- El Reglamento del Registre Nacional de Contratistas del 
Sector Vivienda (D.S. 127-77, MINVU, D.O. del 11-III-77); que 
régula el ingreso, la calificaciôn, el ascenso de categorîa y 
las sanciones registrales a los profesionales que pueden contra 
tar con el Sector Vivienda; la obligatoriedad y el carâcter ûn£ 
co del Registre para las Instituciones de dicho Sector; la dife 
renciaciôn de rubros (edificaciôn, urbanizaciôn, especialidades
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y construcciones industrializadas), y los requisitos econômicos 
y administratives de cada categorîa de contratistas.
- Las Bases Administratives Générales de Licitaciôn Pûbl^ 
ca para la Adquisiciôn de Viviendas Terminadas con Proyectos 
Precalificados (D.S. N* 1.292/77, MINVU, D.O. de 3-1-78); el 
cual contempla el sistema de contrataciôn pûblica, con el sector 
privado, de "soluciones habitacionales de interés social" y de 
"viviendas econômicas" terminadas bajo la modalidad denominada 
"Have en mano", en la cual el precio incluye el valor del terre 
no urbanizado, los proyectos, la vivienda compléta, las obras 
complementarias, las instalaciones domiciliarias, el equipamien 
to comunitario correspondiente, y todo cuanto gasto irroge el 
cumplimiento de^Gontrato. Una vez adjudicada la propuesta al me 
jor oferente, el SERVIU respective célébra con êl un contrato
de promesa de compraventa de las viviendas comprendidas en el 
proyecto por el precio fijado en las bases; el cual se cumple 
mediante la correspondiente escritura pûblica de compraventa 
definitiva al têrmino întegro de las obras, con la subsiguiente 
inscripciôn registral de las viviendas a nombre del SERVIU, que 
luego las adjudica a los postulantes preseleccionados.
- Las Bases Reglamentarias para Contrataciôn de Obras por 
el Sistema de Obra Vendida (D.S. N& 306-78, MINVU, D.O. 21-VI-78) 
que regulan la licitaciôn pûblica de obras de urbanizaciôn o de 
construcciôn, o de ambas, en terrenos de los SERVIU o de propie 
dad de terceros que les otorguen mandate para estos efectos. El 
oferente seleccionado financia todos los gastos directes e ind£ 
rectos y el page de las obras se hace al contado, luego de su 
recepciôn conforme. En este caso, como en el anterior, el SERVIU 
se réserva el derecho a supervigilar la ejecuciôn de las obras.
A este panorama sinôptico del modo de encarar el problema 
habitacional en Chile, mediante el estîmulo a la edificaciôn de 
viviendas econômicas, se agrega el Tîtulo IV de la L.G.U.C. que, 
bajo este mismo epîgrafe, le dedica seis disposicones.
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El art. 162 (modificado por el art. 27 de la Ley 18.101
de 1982) define las Viviendas Econômicas como "las que tienen
2
una superficie edificada no superior a 140 m . por unidad de 
vivienda y reûnen los requisitos, caracteristicas y condiciones 
que se determinan en el D.F.L. 2 de 1959, en la presente Ley 
y en el Reglamento Especial de Viviendas Econômicas". Estas ca 
racterlsticas se refieren bâsicamente a "las condiciones que 
deberâ cumplir una vivienda para que ella sea considerada *V£ 
vienda econômica*;... a las normas por las cuales se regirâ la 
urbanizaciôn de grupos o conjuntos de 'viviendas econômicas*, y
a... los preceptos (normas têcnicas, estândares y materiales) 
que se considerarân en la aprobaciôn de proyectos que incluyen 
este tipo de vivienda". (art. 2* del Reglto.) (7).
No obstante el criterio de permanencia de las normas que 
establecen en 140 m . la superficie mâxima de las viviendas eco 
nômicas, se ha dictado -en Enero de 1984- una Ley de vigencia 
transitoria que permite exceder ese mâximo y sanear ciertas in 
fracciones a dicho limite.
Esta Ley, que tiene el N^ 18.286 (D. O. de 28-1-84), auto
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riza para solicitar la amplicaciôn de superficie hasta 168 m .,
sin perder las franquicias del D.F.L. 2-59, siempre que se reca
be el permiso respective dentro del plazo total de un ano a con
tar de su vigencia y que la recepciôn definitiva se obtenga an
tes del 31-XII-86. Los duehos de viviendas econômicas que hubie
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sen efectuado ampliaciones, sin sobrepasar los 168 m . y sin per 
miso municipal, pueden regularizar su situaciôn hasta esta ûlti 
ma fecha, pagando los derechos municipales y cumpliento las ex£ 
gencias têcnicas y légales que correspondan.
La L.G.U.C. establece la presunciôn de que las viviendas 
ya construldas y las que en el futuro construya el Sector Vivien 
da, se considerarân econômicas, siempre que no excedan la super 
ficie mâxima permitida (art. 162 inc. 3 ).
Sehala, tambiên, que en dicha clase de viviendas podrâ con 
sultarse el funcionamiento de pequehos talleres artesanales -que
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constituyen la modalidad de sustento econômico de numerosos 
pueblos a lo largo del pais- 6 bien, el ejercicio de una act£ 
vidad profesional, siempre que subsista, como su principal 
destino, el de carâcter habitacional.
El articulo 165 permite que las agrupaciones de viviendas 
econômicas puedan disponer de locales comerciales y profesiona 
les, estacionamientos y bodegas, servicios pûblicos o de benef£ 
cio comûn, siempre que ellos no excedan determinados porcenta 
jes (20 ô 30%) del total de la superficie construîda, conforme 
a las regulaciones pormenorizadas en dicho precepto.
Sin perjuicio de la atribuciôn general del Director de 
Obras Municipales para controlar el destino de los edificios 
(art. 141 L.G.U.C.), la Ley entrega al Servicio de Impuestos 
Internos la tarea de supervigilar que las viviendas econômicas 
mantengan los requisitos, caracteristicas y condiciones en que 
fueron aprobadas. Esta atribuciôn, concordante con las garantîas 
tributarias que favorecen a este tipo de viviendas, permite que, 
en el caso de comprobarse infracciôn (ver arts. 5* y 18 D.F.L. 
2/59), el Servicio pueda -mediante resoluciôn escrita, notifica 
da y recurrible, como oportunamente veremos- dejar sin efecto 
los beneficios, franquicias y exenciones de que gozare la vivien 
da en que aquêlla se produjo (art. 167 L.G.U.C.).
El cambio de destino de esta categorîa de viviendas sôlo 
puede hacerse cuando hayan transcurrido cinco ahos, a lo menos, 
desde la fecha del certificado de recepciôn definitiva. Natura^ 
mente, ese cambio opera la caducidad de pleno derecho de las 
franquicias, exenciones o beneficios que se hallaren subsisten 
tes (art. 162, inc. 5 y 6 , L.G.U.C.).
Dice el art. 163 que "la vivienda econômica podrâ empla 
zarse en cualquier zona habitacional del ârea urbana". La mi£ 
ma disposiciôn tambiên permite su emplazamiento en sectores ru 
raies, siempre que ellos complementen actividades agricoles, 
industriales, mineras o pesqueras; requiriêndose, en taies casos, 
la autorizaciôn de la Secretarîa Regional del MINVU.
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Sin embargo, lo que nos interesa destacar es que la primera 
parte del precepto que hemos transcrito y que en teorîa pudiera 
tener un alto significado de integraciôn social, se ve desvir 
tuado por très factores que llaman a reflexiôn,
Como la Ley no ha definido un elemento -a nuestro juicio,
esencial- de la Vivienda Econômica: su valor unitario de enaje 
2
naciôn por m . o -lo que séria lo mismo- un valor global confor 
me a su superficie, las empresas constructoras han encontrado 
el modo de aprovechar todas las franquicias econômicas y tribu 
tarias que otorga el D.F.L. 2/59, eludiendo su finalidad misma 
que es el auge de este tipo de viviendas. Y asi, en los secto­
res de mayor precio de las comunas mâs caras del pais se levan
tan -sin ningûn disimulo de su catégorie de lujo, puesto que con
esta menciôn se publicitan- "Edificios D.F.L. 2" cuyo precio 
2
por m . es, a veces, superior que en Miami o que en la Costa 
Azul. De este modo, la disposiciôn en anâlisis, en lugar de con£ 
tituir un elemento moderador del precio de las viviendas ha e£ 
timulado la mâs desenfrenada especulaciôn, ya no sôlo del merca 
do del suelo, sino tambiên del mercado de la edificaciôn.
Un segundo obstâculo que atenta contra el propôsito inte
grador de la norma es el carâcter de exclusiôn -basado en el 
status econômico- que muchos urbanizadores, con el beneplâcito 
de la autoridad comunal, imprimen a las nuevas âreas que incor 
poran al suelo urbano. Esto nada tendria de insôlito en un rê 
gimen de libre mercado inmobiliario. Pero lo que résulta grote£ 
co es que, a veces, se produzca una abierta discriminaciôn -ex 
cluyente de sectores medios o de bajos ingresos- recurriendo a 
una ley de fomento de las "viviendas econômicas".
Nuestra tercera observaciôn consiste en que, puestos los 
ôrganos del Sector Vivienda y las empresas que concursan en las 
respectivas propuestas, en la necesidad de situar las futuras 
residencias al alcance de sus destinatarios, tanto la creciente 
pauperizaciôn de la clase obrera como lo que se ha dado en lia 
mar "la proletarizaciôn de la clase media", les fuerza a con£ 
truirlas, no "en cualquier zona habitacional del ârea urbana"
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como permite la ley, sino en los terrenos de inferior categorîa
cuyo bajo precio pueda constribuir a abaratar el costo final de
la vivienda. De esta manera se han ido creando barriadas pobla
cionales y hasta comunas enteras, cuya caracterîstica tipifica
dora es la precaria condiciôn econômica de sus habitantes; ca
râcter que -en un diseho social de inspiraciôn integradora e
igualitaria- résulta aberrante, por lo elitista y discriminate , 
rio (8 ) ,
Concluîmos aquî el capîtulo dedicado a describir los obje
tivos de la actividad urbanîstica; no sin advertir que ellos son
lo que cubre y régula la actual L.G.U.C.
No obstante, el urbanismo moderno se conecta cada vez mâs in
tensamente con la ecologîa,con la sanidad ambiental, con la pre 
servaciôn del entorno dentro y fuera de la ciudad y, particular 
mente, con la protecciôn de las fuentes vitales de abastecimien 
to urbano: purificaciôn de las fuentes del agua potable, fores- 
taciôn o canalizaciôn de las cuencas hidrolôgicas, higienizaciôn 
del regadîo de los productos agricoles, control y tratamiento de 
las aguas servidas, entre muchas otras actividades conexas e 
inescindibles de los objetivos del urbanismo.
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N O T A S  (CAPITULO Vin-CUARTA PARTE)
(1): Estos estândares estân establecidos en la Ord. Gral. en 
las siguientes normas:
a) viales urbanos: arts. 501-517;
c) lîneas de edificaciôn, rasantes, etc.: 463 a 493;
d) dimensionamiento espacial: 113 a 241;
e) estabilidad: 242 a 312; y asismicidad: 248;
f) incombustibilidad: arts. 92 a 112;
g) salubridad, etc.: arts. 53 a 91;
h) instalaciones sanitarias: 313-318 y 518-533; energê- 
ticos: 319-320; calefacciôn y agua caliente; 322-331; - 
ascensores: 332-344; condic. acûsticas: 345-346; pavimen 
tos: 538-540; alumbrado pûblico: 541-543.
El estandar b): AREAS VERDES Y EQUIPAMIENTO, no estâ en 
la Ord. Gral.; sino en el art. 113 del D.S. 880/63 del 
MOP. (D.O. de 16-V-1963), que faculta a la Municipalidad 
para "exigir que se destine gratuitamente a calles, pla 
zas o plazuelas, parques, jardines o espacios pûblicos 
hasta un 37% de la superficie total que se proyecte ur- 
banizar, y de los cuales se destinarâ por lo menos un 7% 
a parques, jardines o espacios pûblicos. Anade el prece£ 
to que en toda urbanizaciôn de un ârea superior a 5 he- 
târeas la Municipalidad exigirâ, ademâs, se le céda gra 
tuitamente una extensiôn de hasta un 3% del ârea total, 
para destinarla a escuela, mercados u otros fines de ca 
râcter pûblico. Esta puede permutar o enajenar dicha ex 
tensiôn con el objeto de instalar los mencionados servi 
cios en una ubicaciôn y espacio mâs adecuados.
(2): CASAL VALEIRAS, "Curso de Alumbrado Pûblico", Estândares 
de Iluminaciôn; Institute de Estudios de Administraciôn 
Local (I.E.A.L.), Madrid, 1983.
(3): Sobre Cooperatives, ver el D.F.L. 326 de 6-IV-1960; la 
R.R.A. N& 20, min. de Agriculture, del 23-11-1963; la 
Ley 17,318 (D.O. del 1*-VTII-1970), especialmente sus 
arts. 1*, 22, 42, 95 y ss. Ver tambiên los arts. 137 y 
6* transitorio de la L.G.U.C. y los arts. 32 y ss. del 
D.S. MINVU N* 86-83, que regulan el Sistema Nacional de 
Subsidio Habitacional, publicado en el D.O. de 12 de ju- 
lio de 1983.
(4): Inicialmente, la tasa del impuesto era diferenciada, de 
4% o de 5%, segûn el tipo de empresa. El D.L. 1.519 de 
1976 fijô una tasa ûnica del 5%. Ademâs, este decreto 
ley eliminô la posibilidad de satisfacer esta carga por 
la via sustitutiva de destinarla a viviendas para el 
personal de la propia empresa, quedando ella -desde en 
tonces- como un verdadero impuesto de afectaciôn especi 
fica, establecido como financiamiento de los Comités Ha 
bitacionales Comunales (suprimidos por D.L. 2.552 de 
1979, por inopérantes) y con destino exclusivo al Progra
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ma de Viviendas Sociales. Para el estudio de este inte- 
resante recurso financiero deben verse: el D.F.L. 285 
de 1953; el art. 34 del D.F.L. N& 2-59; el art. 7& de la 
ley 15.228 de 1963; el art. 21 de la ley 16.425 de 1966; 
la ley 16.959 (D.O. del 10-1-69), que refunde y sistema 
tiza la materia; los arts. 1* al 5* de la ley 17.332; el 
D.L. 1.579-76 en relaciôn con el art. 14 del D.L. 1.088-75; 
y el D.L. 2.522-79 que estableciô su nuevo texte.
(5): Esta norma que, bajo la forma de un contrato de derecho 
privado, limitaba las prerrogativas de derecho pûblico 
del Estado, fue materia de intenso debate jurîdico has­
ta que, durante el gobierno del Présidente Allende, por 
la Ley de Reforma Constitucional N* 17.450, de 16 de ju 
lio de 1971, se introdujeron trascendentales reformas a 
las garantîas del derecho de propiedad (art. 10-N& 10 de 
la C. Pol. de 1925) y, entre ellas dos incisos finales:
"En los casos en que el Estado o sus organismos hayan ce 
lebrado o celebren con la debida autorizaciôn o aproba­
ciôn de la ley, contratos o convenciones de cualquier - 
clase en que se comprometan a mantener en favor de par- 
ticulares determinados regîmenes légales de excepciôn o 
tratamientos administratives especiales, êstos podrân ser 
modificados o extinguidos por la ley cuando lo exija el 
interés nacional".
"En casos calificados, cuando se produzca como consecuen 
cia de la aplicaciôn del inciso anterior, un perjuicio 
directo, actual y efectivo, la ley podrâ disponer una corn 
pensaciôn a los afectados".
No obstante, la Constituciôn Politica de 1925 fué sust£ 
tuîda por la de 1980, que entrô en vigencia el 11 de mar 
zo de 1981, la que no contiene ninguna referenda a esta 
materia.
(6 ): La U.F., o Unidad de Fomento, es un valor de contenido 
intrînseco que -por ende- debe reajustarse, en su apre- 
ciaciôn monetaria, conforme al ritmo inflacionario. Equi 
vale, aproximadamente, a unos US$70; pero tambiên habrîa 
que tomar en cuenta la inflaciôn del dôlar (En el primer 
semestre de 1984, fluctuô entre US$69,07 y US$71,80).
(7): El Reglamento Especial de Viviendas Econômicas estâ con 
tenido en el D.S. N* 83, MINVU, de 27-V-1982, publicado 
en el D.O. del 8-IX-82, cuyo art. 36 derogô al anterior 
(D.S. 1.608 del MOP, publicado en el D.O. de 5-IX-1959). 
Este Reglamento fue modificado por el D.S. N* 28, MINVU 
de 16-11-84, publicado en el D.O. de 5 de abril de 1984, 
que fija su texto definitivo y amplîa su reglamentaciôn 
a las "Viviendas Econômicas Rurales" a las "Viviendas So 
ciales" y a las "Infraestructuras Sanitarias" que consi£ 
ten en "la etapa inicial de la vivienda", compuesta por 
una cocina y un baho con W.C., lavatorio y ducha, que - 
pueden autorizarse para ser construîdas siempre que for
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men parte de un proyecto de vivienda econômica. Del Reglto. 
vigente tienen particular importancia los arts. 9 al 14, 
el Tit. IV que régula las "Caracteristicas Têcnicas de la 
Vivienda Econômica" y el Titulo VIII que trata de la "Ex­
clusiôn de Materiales y Elementos en la Construcciôn y Ur 
banizaciôn de Conjuntos".
(8): Este diseho igualitario e integrador constituye un mandate 
de la Carta Fundamental. Dice su art. 1* "Los hombres na- 
cen libres e iguales en dignidad y derechos" (inc. 1*). Y 
ahade, mâs adelante: "Es deber del Estado... promover la 
integraciôn armônica de todos los sectores de la Naciôn..." 
Es la ciudad, como la mâs acabada expresiôn de la cultura 
de un pueblo, el principal véhicule de esa integraciôn.
CAPITULO IX; CONCLUSION.- PRINCIPALES CARACTERISTICAS DEL
DERECHO URBANISTICO CHILENO.
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CAPITULO IX; CONCLUSION.- PRINCIPALES CARACTERISTICAS DEL 
DERECHO URBANISTICO CHILENO.
No obstante haber intentado efectuar -hasta aquî- 
un anâlisis jurîdico de la situaciôn del urbanismo en 
Chile, comenzaremos por describir sus caracteristicas 
têcnicas.
Nos mueve a ello la consideraciôn de que el Urba­
nismo es una actividad de esta naturaleza, con algo 
mâs de 50 siglos de vestigios histôricos -desde Jeri 
cô en la antigua Palestina y Lepenski-Vir, descubier 
ta en Yugoeslavia (1)- en tanto que el derecho urba- 
nîstico constituye una regulaciôn con poco mâs de un 
siglo de existencia, ligado al derecho administrative, 
y -por ende- a la necesidad de someter a la Adminis­
traciôn, a un marco normativo obligatorio tanto para 
los gobernantes como para los gobernados.
Creemos poder hablar, con propiedad, de un Dere­
cho Urbanîstico chileno, dada su firme articulaciôn 
en torno a los principios fundamentales especificados 
en la Tercera Parte, y atendida la nitidez con que se 
perfilan la administraciôn y las instituciones urba- 
nîsticas, que hemos procurado describir cehidos fiel 
mente a la legislaciôn.
He aquî sus principales caracteristicas:
1• Inserciôn de la planificaciôn del Urbanismo en la 
del Desarrollo.
Siendo el crecimiento de la ciudad, en su aspecto 
urbanîstico, uno de los factores y -a la vez- uno de - 
los resultados del desarrollo, en Chile se ha ligado 
la planificaciôn de ambos.
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Esta ligazôn tiene dos aspectos; la planifica­
ciôn urbana forma parte de la planificaciôn del desa­
rrollo tanto a escala comunal, regional y nacional. Y, 
tambiên, los ôrganos que intervienen en ambas formas 
de planificaciôn, se relacionan e interinfluyen en los 
niveles sehalados.
2. Planificaciôn centralizada y descentralizaciôn de 
las fases de ejecuciôn y control.
Vimos ya cômo la planificaciôn del urbanismo se 
gesta a travês de un conducto jerârquico ascendente 
de informaciôn y participaciôn , que va desde la base 
del Municipio hasta la cûspide de la Administraciôn 
(MINVU y P. de la R.); y se decide en una cascada des­
cendante que va desde el poder central hasta el Munic£ 
pio.
A êste, en cambio, se le respeta su autonomîa 
en las fases de gestiôn y de control del urbanismo.
3. Principio de subsidiariedad en la ejecuciôn del - 
urbanismo.
La Ley no prohibe a los Municipîos intervenir en 
la ejecuciôn misma de los planes. Desde luego, esta in 
tervenciôn se consulta expresamente en la cesiôn gra—  
tuîta del suelo urbanizado pûblico que deben hacerle 
los urbanizadores, de acuerdo al respective Plan Regu- 
lador y a su Ordenanza; y se consulta tambiên en el - 
rêgimen de expropiaciones, que el Municipio estâ facul 
tado para decretar.
En anteriores regîmenes, ha sido comûn la asocia 
ciôn de los Municipios con otros entes autônomos del 
Estado, para realizar obras de remodelaciôn, de urbani­
zaciôn y de construcciôn de viviendas sociales.
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Sin embargo, actualmente, rige en esta materia 
el principio de subsidiariedad, que comporta dos con- 
secuencias, entre otras: a) si la iniciativa privada 
es suficiente, los ôrganos del Estado no intervienen;
b) pero, si intervienen, deben hacerlo en las mismas - 
condiciones que los entes privados quedando sus activ£ 
dades "sometides a la legislaciôn comûn aplicable a los 
particulares". (C. Pol., art. 19 n& 21/2).
4. Funciôn social de la propiedad.
No obstante que el Côdigo Civil, que data de - 
1855, define la propiedad como un "derecho real sobre - 
una cosa corporal, para gozar y disponer de ella ARBI- 
TRARIAMENTE; no siendo contra la Ley ni contra el dere­
cho ajeno", la Constituciôn Politica de 1980 recoge una 
concepciôn -que viene ya en la Carta de 1925- y que con 
templa "las limitaciones y obligaciones que deriven de 
su funciôn social".
Y como es la propia Constituciôn la que sehala - 
las fronteras de la "funciôn social" al decir que ella 
"comprende cuanto exijan los intereses générales de la 
Naciôn, la seguridad nacional, la utilidad y la salubri 
dad pûblicas y la conservaciôn del patrimonio ambiental", 
puede concluirse que la Carta Fundamental deja un ancho 
margen de movilidad a un derecho urbanîstico progresis- 
ta, centrado en el bien comûn, mâs que en el tradicio—  
nal apetito especulativo de los intereses privados. —
( 2) .
5. Intensidad y extensiôn de los mecanismos de con—  
trol.
Hemos tratado de poner en relieve que el derecho 
urbanîstico es tan inservible como un arma desprovista
de proyectiles, sin los adecuados mecanismos de control.
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En nuestro derecho urbanîstico, no sôlo los ôr­
ganos de control disponen de enêrgicos medios de fisca 
lizaciôn y de sanciôn, que pueden llegar hasta la or—  
den de demoliciôn de lo indebidamente ejecutado, sino 
que hay medios de control que alcanzan hasta la desti- 
tuciôn de los propios funcionarios contralores.
En cuanto a la extensiôn de esta actividad, cabe 
destacar que -ademâs del control orgânico- se conceden 
acciones populares, en reconocimiento del carâcter pû­
blico de la legislaciôn urbanîstica.
6. Range jurîdico de los instrumentes de Planifica—  
ciôn.
A diferencia de otros sistemas, en que los Pla—  
nés Reguladores se dictan y modifican mediante Ordenan- 
zas de la autoridad Local, en Chile toda la Planifica­
ciôn urbana, en sus distintos niveles, se aprueba median 
te Decreto Supremo que dicta el Ministerio de la Vivien­
da y Urbanismo (MINVU) "por orden del P. de la R.".
Pero, una vez que ellos se publican en el Diario 
Oficial, adquieren fuerza legal, por disposiciôn expresa 
de la L.G.U.C. y pasan a ser vinculantes tanto para la 
Administraciôn Central como para los entes descentraliza 
dos, para la Administraciôn Local y para todos los habi­
tantes de la Naciôn.
7. Garantîas de los administrados.
Aunque en Chile no existe una judicatura conten- 
cioso-administrativa, el ordenamiento jurîdico consagra 
diversas acciones y recursos de rango constitucional y 
legal que pueden ejercitarse -como ya vimos- tanto en se 
de administrative como en sede judicial.
Estos recursos constituyen el polo de equilibrio
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y el recinto de protecciôn de los derechos de los ad- 
ministrados, frente al poder irresistible de la Admi- 
nistracidn.
8. Flexibilidad del sistema.
Constatâmes, finalmente, que la normativa urba- 
nîstica chilena -que arranca de la Ley n* 4.536 de —  
1929 y de la Ley y la Ordenanza General de Construccio 
nés y Urbanizaciôn de 1931- se ha mostrado suficiente- 
mente flexible para soportar los cambios politicos y - 
sociales experimentados a través de los gobiernos que 
se han venido sucediendo desde aquella época y que —  
abarcan todo el espectro politico de la derecha, el - 
centre y la izquierda.
Se ha mostrado permeable para recoger los apor 
tes de otras ciencias y disciplinas, como la sociolo- 
gia, la economia, la planificaciôn y la estadistica. Y 
hasta se ha venido enriqueciendo con la contribuciôn 
de otras ramas del derecho, como el llamado derecho —  
ambiental, ecolôgico o del entorno; el cuâl, ademâs de 
manifesterse como une de los contenidos -que acabamos 
de ver- de la funciôn social de la propiedad, se expre 
sa en la Constituciôn a través de "El derecho a vivir 
en un ambiente libre de contaminaciôn"; atribuyendo al 
Estado el deber de "velar para que este derecho no sea 
afectado y tutelar la preservaciôn de la naturaleza". 
(art. 19 n* 8 - c. Pol.).
■ooooooo-
Ha dicho ese poeta selvâtico que fuê Walt Whitman que 
la ciudad es"la mas compléta de las obras del hombre".
Ella tambiên debiera ser la mas bella de sus creaciones; 
puesto que esté destinada a satisfacer sus necesidades materia 
les tanto como sus requerimientos espirituales; a ser el apo
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sento de su vida personal y social. Puesto que ella es -en 
definitive- un producto de su culture.
Alquien decîa que las ciudades son la historié de la hu 
manidad escrita en piedra. A diferencia de la tradiciôn oral 
que se desfigura, o de la escrita que muchas veces no es fiel 
o no es compléta, la ciudad narra en caractères indelebles 
cuâles fueron y dônde estaban los espacios significativos de 
un pueblo: los recintos del poder, los lugares de reuniôn, el 
sitio reservado a sus difuntos; c6mo vivla la gente, c6
mo estaba distribuida, cuâles eran sus gustos, la delicadeza 
de su arte, y hasta el alcance o la estatura de su genio.
No s6lo en las grandes ruinas de Persêpolis, de Efeso, de 
Pompeya, o de Macchu Picchu, sino tambien en las modernas ciu 
dades vivientes, es posible hacer una lectura nîtida de la ma 
nera de ser y del modo de comportarse de la gente que las ha 
bita.
De allî que si la ciudad se considéra un patrimonio, antes 
que eso es una herencia,espiritual y flsica -como todo lo huma 
no- que ningûn pueblo tiene derecho a dilapidar.
Nos cabe la firme conviccidn de que el Derecho Urbanisti 
co, como regulaciôn del comportamiento del hombre frente a la 
ciudad, proporciona el mâs adecuado instrumente para protéger 
y para acrecentar esa herencia.
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N O T A S  (CAPITULO IX - CUARTA PARTE)
(1): Segûn TOYNBEE, las ciudades mâs antiguas conocidas serîan: 
la primera Jericô, con ocho mil anos de antigüedad y Le- 
penski-Vir, descubierta en la orilla servia del Danubio, 
en Yugoeslavia, ("Ciudades en marcha", cit., pâgs. 24 y 
36) .
(2): Sobre "La propiedad Privada", su evolucidn en Chile y su 
funciôn social, vid. Pedro J. RODRIGUEZ, Rev. de Derecho
y Jurisprudencia, tomo LXIX, aho,1972, secc. I, pâg. 111.
A N E X o
C O N C L U S I O N E S  G E N E R A L E S
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A N E X O
C O N C L U S I O N E S  G E N E R A L E S
Primera Parte
1. El Urbanisme se présenta -desde la mâs remota historia co- 
nocida- como una racionalizaciân del use del espacio requ^ 
rido por los asentamientos humanes (ver Kahum, Mohenjo-Da 
ro, Achut Aton).
2. El Urbanisme implica actes de autoridads es un ejercicio 
de poder ligado estrechamente al espfritu religiose, en la 
misma medida que la religiân ha estado ligada al poder tem 
poral (Egipto, Babilonia, ciudades griegas, Roma, ciudades 
medievales, ciudades hispanoamericanas).
3. El Urbanisme, como ejercicio de la autoridad polftica y re 
ligiosa pone de relieve, en la construccién de la ciudad, 
los espacios y sedes significatives de esos poderes (Pala­
cios reales y Temples egipcios, el agora y sus edificacio- 
nes circundantes, el Fore romane y sus temples y edificios 
pdblicos, la Plaza medieval con su catedral y su Palacio 
de Gobierno, el Teocalli y el Tiaquiz de Tenochtitlân, la 
Plaza de Armas y el temple y los edificios publicos de su 
contorno en el Urbanisme colonial hispanoamericano)•
4. El Urbanisme ha side utilizado por las Religiones, por al- 
gunos gobernantes y por determinadas ideologias pollticas 
para expresar plâsticamente la fuerza de su poder y para 
impresionar a los testigos de esas expresiones (Testaments 
y obras de Nicolas V, pâg. 32| la concepciân de Luis XIV 
sobre Versalles; ver Nota 139 con el Real Décrété de Fran­
cisco José para el ensanche de Viena; ver la transformaciân 
de Roma por Mussolini s pâg. 99 y Nota 204).
3. El Urbanisme ha ido evolucionando hacia una tâcnica puesta 
al servicio de la comodidad de la vida personal y de la co-
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munlcacl6n, el agxado y el eeparcimiento en la vida civica 
(ciudades griegas, Roma, ciudades del Renacimiento, Tenoch 
titlan, ciudad-jardfn, New Towns inglesas).
6. El Urbanisme, en ciertos périodes historicos, estuvo condjL 
cionado y determinado por las necesidades de la defensa 
contra agresiones externas (jerico, Babilonia, ciudades 
griegas amuralladas, ciudades medievales, ciudades-fortale^ 
zas del Renacimiento, Cuzco, Macchu-Picchu).
7* El Urbanisme constituye un compendio del acervo cultural 
de una sociedad, de sus aspiraciones y de su sentido este- 
tico (antiguo Egipto, Ur, Atenas, Constantinopla, Venecia, 
Paris, Florencia, ciudades mayas, Washington, Brasilia).
8. El Urbanisme es una expresién de la forma y de la direccién 
que adquiere el desarrollo de una civilizaci&n (la llamada 
"Ciudad industrial") y de la manera de contrarrestar sus 
efectos perniciosos (teorlas de Saint-Simon, Oven, Fourier 
y sus expresiones y de Howard y la Garden city).
9* El Urbanisme se preocupa de la distribucién interna del use 
del espacio y de compatibilizar las actividades humanas en 
la ciudad (desde Hipâdamo de Mileto a la Carta de Atenas).
10. El Urbanisme moderne centra su atenci&n en la morada del 
hombre e intenta hacer de la ciudad un aposento digne de la 
vida humana (Ciudad-jardin, "Broadacre", Ville Radieuse,
New Towns, planificaciôn moderna con equipamiento comunita- 
rio, âreas verdes y amplias zonas de esparcimiento).
11. El Urbanisme permits -en cuanto disciplina teârica- la con 
cepciân anticipada de la ciudad que se necesita; y -en cuan 
te arte aplicativo- es capaz de construirla (Chandigarh, 
Brasilia).
12. El Urbanisme necesita abandonar su posicién de retaguardia 
—su roi amortiguador de détériorés ambientales consumados—
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para pasar a precaver, en todos los aspectos deficitarios, 
la calidad humema de la vida en la Ecumenâpolis que se 
aproxlma.
1 3. El Urbanisme —como arte- ha elaborado un conjunte de prin- 
cipios y de tâcnicas que componen grupos y sistemas relati 
vos a la ordenaciân y distribuciân de los espacios, a su a- 
condicionamiento (sistemas générales), a su equipamiento 
(servicios comunitarios), a su horizonte volumâtrico 6ptdL 
mo y, en fin, a su edificaciân conforme a taies paramétrés•
14. El Derecho Urbanlstico (D.U.) es, bâsicamente, la normacidn 
jurldica de esas tâcnicas* la JURIDXZACION del Urbanisme.
1 3. El D.U. puede ser definido;
a) por la incidencia transformadora de sus normas en el r£ 
gimen jurfdico de la propiedad privada;
b) por la relevancia que atribuye a la planificaciân u or- 
denacién del territorio;
c) por la funciôn püblica constituida por el ejercicio de 
las potestades urbanlsticas.
Nosotros le hemos considerado, ademâs, como la superposiciôn 
—sobre unas normas tâcnicas que persiguen la eficacia- de 
unas normas juridicas que le hacen vinculante para todos, 
les incorpora las tâcnicas del Derecho -procedimientos, 
aanciones, recursos, plazos, estructura y estilo- y pers^ 
gue propâsitos de justicia. En este consiste la juridiza- 
ciân del Urbanisme.
1 6• Para hacer operatives al Urbeuiismo y al Derecho que le ré­
gula, se précisa una organizaciân denominada Administraciân 
Urbanlstica (A.U.).
1 7. La A.U. no es un ente o complejo orgânico distinto de las 
Administraciones que tienen competencias e ingerencia en
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el fenômeno urbano. Es un slflFtema de coordlnaclôn estruc- 
tural y funcional de todas las entldades adminlstrativas 
que tienen potestades urbemfsticas, con miras a un ejerci 
cio armônico y eficaz de taies prerrogativas.
18. El sistema de la A.U. se caracteriza por su carâcter com­
plejo (compuesta por diversas Administraciones), su objeto 
pluridisciplinario, su orientaciôn funcional, su requeri- 
miento de coordinaciôn y por la necesidad de la participa 
ci6n ciudadana.
Segunda Parte
1 9. El Derecho estâ constituido por un con junto de normas# pe^  
ro, ellas obedecen a ciertas orientaciones directrices que 
denominamos principios juridicos.
20. Para el positivisme legalista los principios générales del 
derecho son emanaciones inducidas de las leyes. Para el 
Jus-naturalismo, son formulaciones abstractas, extraldas 
de la naturaleza humana, concebibles por la razôn, e inmu 
tables y eternas por la perennidad de esa naturaleza y por 
la inreutabilidad de la idea de justicia.
21. Para nosotros, los principios générales del Derecho son 
cristalizaciones, productos culturales, que se proyectan 
en el Derecho como uno de los âmbitos en que cada cultura 
puede expresarse. De alll la diversidad -y, a veces, el an 
tagonismo- de ciertos principios bâsicos en diferentes cu^ 
turas.
22. Los Principios Générales del Derecho son; para nosotros, 
criterios gulas, de carâcter crfptico o sumario, dotados 
de aptitud normogenica, que cada sociedad élabora conforme 
a su cosmovisiôn cultural, para asentar sobre determinadas 
bases y orienter hacia determinados objetivos su ordenstmien 
to jurfdico.
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23* Entre estos principios générales, se distinguen algunos 
que sirven de base de sustentaciôn al Derecho Urbanlsti- 
co (D.U.). Por eso, les hemos denominado Principios Funda 
mentales del Derecho Urbanfstico (P.F.D.U.).
24. Hemos considerado como P.F.D.U. los siguientes principios; 
Legalidad» Planificaciôn légitimante, Funciôn Social de la 
Propiedad, Igualdad de bénéficies y cargas, Participaciôn, 
Autotutela del Derecho Urbainlstico y Protecciôn Jurldica 
de los administrados.
23. De todos estos principios pueden predicarse los siguientes 
roles jurldicos;
a) son, a la vez, fundamentos de las normas y de su cohe- 
rencia con el ordenamiento;
b) son criterios vâlidos de interpretaciôn de las normas;
c) sirven de base para la integraciôn del ordenamiento;
d) opereui como llneas orientadoras de la ejecuciôn de la 
ley; y
e) Son criterios idôneos para la delimitaciôn de las nor­
mas y de las conductas.
26. Por otra parte, el conjunto o plexo de principios aplica-
bles a una instituciôn jurldica, o al conjunto de institu 
ciones del mismo gônero, les imprime una fisonomla o carÔ£ 
ter complexivo que, en el D.U., tiene las connotaciones de 
ser un Derecho democrâtico, social, libertario, participa­
tive y garantista.
2 7 . Los P.P.D.U. tienen, ademâs, como principios fondamentales, 
la cualidad de ser imprescindibles, de tal manera que si
falta alguno de ellos, el resultado normative dejarla de
ser D.U. propio de la cultura occidental y democrâtica.
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Tercera Parte
28. El principle de Legalidad es la clave de bôveda de todo el 
derecho pûblico; y se manifiesta especialmente, en el D.U., 
en la configuraciôn, en la extension y en los limites de 
las potestades urbanlsticas, en la vinculaciôn del derecho 
de propiedad del suelo y en los instrumentos de tutela del 
D.U.
2 9 . La legalidad urbanlstica adquiere especial relieve en el 
poder de determinaciôn vinculante que transmite a los Pla 
nés para la ordenaciôn del territorio, la clasificaciôn 
del suelo, la calificaciôn de sus usos y destines y la con 
formaciôn del contenido urbanlstico del derecho de propie­
dad.
3 0 . La planificaciôn es el eje estructural de todo el D.U.f no 
sôlo détermina la ordenaciôn del territorio y su zonifica- 
ciôn. La ejecuciôn del urbanisme es la ejecuciôn del Plan; 
y tanto los sistemas de control -licencias, inspecciones, 
recepciôn de las obras- como la tutela de la legalidad ur— 
banistica, estân puestos al servicio de su fiel cumplimien 
to.
3 1 . El Derecho de la Planificaciôn Urbana es la regulaciôn del 
carâcter légitimante de toda planificaciôn. Esta vincula, 
por igual, a la Administraciôn y a los administrados.
3 2 . Se ha objetado la Planificaciôn por ser inûtil y por ser 
inconvénients. La planificaciôn es necesaria a condiciôn 
de que sea racionalmente justificable, participativa, sus­
ceptible de impugnaciôn, flexible o indicative y periôdica 
mente révisable.
3 3 . La Funciôn Social de la Propiedad (F.S. de la P.) es un 
Concepto, finalmente jurfdico, pero con fuertes rafces hi£ 
tôricas, sociolôgicas y pollticas, que emerge en el Dere­
cho despuâs de la Primera Guerra Mundial y, en les Constitu 
ciones Pollticas, despuâs de la Segunda.
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34. La F.S. de la P. se construye como un conjunto de restric- 
ciones y de cargas que se Imponen a la propiedad por reque 
rimiento de ciertas necesidades sociales, pûblicas o cole£ 
tivas, las que -sin embargo- deben respetar un contenido 
que algunas Constituciones garantizan como "contenido esen 
cial" inviolable.
33* La F.S. de la P. es la capacidad o aptitud que los bienes 
poseen -segun su naturaleza- para satisfacer necesidades 
propias de la comunidad. A estos requerimientos colectivos 
debe subordinarse la funciôn individual de la propiedad.
3 6 . La Funciôn Social de la propiedad constituye la ünica al- 
ternativa viable a la socializaciôn del nuevo suelo urba- 
nizable.
37* En el Derecho democrâtico garantista pueden imponerse -con
carâcter general- toda suerte de restricciones y de cargas j 
a la propiedad privada; pero su privaciôn, asl como la (
ablaciôn -asl sea temporal- de alguno de los atributos que 
constituyen el contenido del dominio, deben estar sujetos 
a la indemnizaciôn correlativa.
3 8 . La Igualdad constituye un principio esencial de todos los 
ordenamientos democrâticos occidentales y una meta funda­
mental de los estados socialistes. En la C.E. —ademâs- 
constituye un valor superior de su ordenamiento.
39* No obstante lo cual, se reconoce -con generalidad- que el 
Planeamiento ocasiona desigualdades inevitables. El D.U. 
procura -hasta donde es tôcnicamente posible, es decir, 
hasta donde no se coarten las finalidades superiores del 
planeamiento- corregir esas desigualdades.
4o. La legislaciôn urbanlstica espaAola aporta al D.U. un si£ 
tema rectificador de las desigualdades que se producen en 
los suelos de nueva urbanizaciôn, consistante en la tôcn^ 
ca del Aprovechamiento Medio y su aplicaciôn a los terre-
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nos afectados mediante el mecanismo de la Reparcelaclôn.
41. La Participaciôn consiste en 1 aintervenciôn voluntaria 
-individual o colectiva- de las personas en la vida nacio 
nal, en la toma de decisiones que puedan afectarlas y en 
las actividades colectivas en las que realizan su dimen- 
siôn social.
42. En el D.U. tiene especial importancia la participaciôn 
procedimental en la formaciôn de los Planes de ordenaciôn 
de nivel local; a travôs de la cual se hace posible la ex 
presiôn de los llamados "intereses difusos* o de los int£ 
reses colectivos de las personas, los grupos y las asocia 
ciones de ciudadanos.
4 3 . Es la participaciôn autôntica -esto es, informada y expr£ 
sada por cauces efectivos- la que, en definitive, légiti­
ma el carâcter vinculante de la planificaciôn urbanlstica. 
(Ver el Anteproyecto de la Carta Europea sobre Ordenaciôn 
del Territorio: pâgs. 3 8 8 y 403).
44. La Autotutela del D.U. es el criterio orientador del con­
junto de mécanismes de resguardo del ordenamiento urbanls­
tico postulados como necesarios, tanto para restablecer 
el orden perturbado como para desalentar, sancionândolas, 
las conductas infraccionales de ese orden.
4 3 . La Demoliciôn de las obras ejecutadas en contra del planea 
miento es una instituciôn paradigmâtica de la tutela urba­
nlstica restitutoria,
46. La Demoliciôn tambien puede tener -excepcionalmente- el ca 
râcter de una sanciôn, en los supuestos del infractor re- 
belde a obtener la necesaria licencia y de aquel que -habiôn 
dose apartado de la licencia- no rectifies oportunaroente las 
obras que la infringen.
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47. El derecho eanclonatorio urbanlstico -en el orden admini£ 
trativo- supone la existencia de una infracciôn. Ella conpor 
ta una actuaciôn; a) que vulnere la legalidad urbanlstica;
b) que esté tipificada legalmente; c) que se encuentre san 
cionada por la ley.
48. El moderno derecho urbanlstico evoluciona hacia la consid£ 
raciôn -entre los mecanismos sancionatorios- de la penal^ 
dad urbanlstica. Asl ocurre, entre otros palses, en Italia, 
en Francia, en Chile y en el Proyecto de Côdigo Penal espa 
Aol de 1980 (Ver pâgs. 445-46).
4 9 . El delito urbanlstico signifies *en el orden de la tutela 
urbanlstica- sacar a âsta del âmbito administrative, para 
ponerla bajo custodia del poder Jurisdiccional; signifies, 
tambien, la tipificaciôn de ciertas conductas peligrosas o 
infraccionales como actuaciones delictivas, esto es, puni— 
bles no sôlo con un multa o resarcimiento econômico, sino 
tambiân con desmedro de la honra y la libertad.
5 0 . En la caracterizaciôn del delito urbanlstico se postula 
considerar; a) el elenco de bienes jurldicos protegidos;
b) la determinaciôn précisa e ineludible de los tipos pena 
les; c) el reparto y la coordinaciôn de las figuras infra£ 
cionales administrativas y los tipos pénales; d) ciertas 
previsiones procesales pénales y civiles.
5 1 . La Protecciôn Jurldica del Administrado constituye el polo 
de equilibrio de las garantlas de âste frente a las prerr£ 
gativas exorbitantes e irrésistibles de la Administraciôn.
5 2 . Las garantlas del administrado se configuran mediante el 
ejercicio interno -dentro de la propia Administraciôn- de 
los recursos administratives; y mediante mecanismos de con 
trol externe que pueden ser administratives (Contralorlas 
Générales americanas), parlamentarios (Ombudsman, Procura- 
dor de Justicia, Defensor del Pueblo) y judiciales, a travôs
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de las acclones y recursos contencioso—administratives,
33* Los recursos administratives ordinaries son el de reposi- 
ci6n y el de alzada el que —a su vez— puede ser propio o 
impropio. En algunas legislaciones (EspaAa) tienen carâc­
ter necesariamente previo y habilitante del contencioso-ad 
ministrativo.
3 4 . Sin embargo el unico resguardo euficiente y eficaz, en d£ 
finitiva -y caracterlstico, por otra parte, de los Esta 
dos de Derecho- consiste en la protecciôn jurisdiccional 
del administrado.
33* En materia urbanlstica, tanto los recursos administratives 
como los jurisdiccionales se sujetan —en general- al proce 
dimiento administrative y al contencioso-administrativo# 
con la salvedad de ciertas excepciones hechas en considéra 
ciôn a la particularidad de la Administraciôn urbanlstica 
(Ayuntamientos) o de sus instituciones (demoliciôn). Sin 
embargo, cuando no existen procedimientos ni judicatures 
contencioso-administrativas, puede recurrirse directamente
al juez ordinario (Cran Breteûïa, Chile).
Guarta Parte
3 6 . La âltima hipôtesis de trabajo —que se procura dilucidar 
en la Cuarta Parte de la Tesie- es la configuraciôn, o no, 
en el ordenamiento jurldico chileno, de un Derecho Urbanl£ 
tico, sobre la base de los principios enunciados. Por lo 
que toca al de Legalidad, ôl tiene suficiente base en la 
Constituciôn, en la L.O.M., en la ley orgânica del MINVU,
y en la L.G.U.C. y eu Ordenanza General.
3 7 . En Chile existe, por otra parte, una Organizaciôn Adminis­
trative del urbanisme estructurada desde el nivel nacional 
(MINVU) hasta el âmbito local (Municipalidades). Y una in- 
serciôn de la planificaciôn urbanlstica en la planificaciôn 
econômica del desarrollo, "incorporada al Râgimen de Admi­
nistraciôn Interior como una funciôn preferente del Estado"
(pâgs. 488-89).
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38. La Planlficaciôm urbana contempla cuatro nlveless nacional, 
regional, urbana intercomunal y urbana comunal* cada una de 
ellas con instrmmentos propios y ôrganos responsables de su 
elaboraciôn.
39. La Ejecuciôn del Urbanisme esté presidida, en Chile, por el 
principio de sub>sidiariedad| lo cual no obsta a la potestad 
interventora de la Administraciôn en materia de viviendas 
sociales y a la actividad expropiatoria, en su caso, para 
la ejecuciôn de 11 planeamiento.
60. La Funciôn Sociail de la Propiedad, en Chile tiene base con£ 
titucional y se expresa en las limitaciones impuestas al d£ 
recho de dominio* y en las obligaciones que recaen en los 
propietarios del suelo# principalmente, en las cargas que 
importa el coste* de la urbanizaciôn y los estândares urba- 
nlsticos (cesionies gratuitas hasta del 4o^ del suelo a ur- 
banizar, obras die equipamiento comunitario).
6 1. Sin embargo, las restricciones y cargas imponibles a la pro 
piedad tienen un limites cualquier acto de autoridad que 
élimina o suspemde el derecho de propiedad o alguno de sus 
atributos esenciales es indemnisable# sin perjuicio de su 
impugnaciôn Judicial, si se trata de una exacciôn ilegal.
62. La Funciôn Social de la Propiedad, en materia urbanlstica, 
tambien se manifiesta en las acciones de saneamiento de 
barrios y sectorms deteriorados # y en la construcciôn de 
viviendas econômicas y el subsidio habitacional; acciones 
en que juegan un roi protagônico los entes autônomos y de£ 
centralizados regionalmente llamados Servicios de Vivienda 
y Urbanizaciôn (SERVIU).
6 3 . La Funciôn Social de la Propiedad tiene conexiôn constitu­
cional con la "sailubridad pdblica* y con "la conservaciôn 
del patrimonio annbiental", pudiendo el legislador imponer 
restricciones al ejercicio de determinados derechos, en 
ppotecciôn del medio ambiente.
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64. El principio de igualdad, con sôlida base constitutional, 
no esta sino elementalmente desarrollado en la legislaciôn 
urbanlstica chilena, por la ausencia de mecanismos de in­
tervenciôn —excepciôn hecha de la planificaciôn— que pu£ 
dan ocasionar desigualdades arbitrarias.
6 3 . La Participaciôn no ha sido desarrollada en la L.G.U.C.,
pese a tener firme base constitucional y antigua tradiciôn 
histôrica en el nivel local y vecinal. Con todo, existen 
ôrganos de participaciôn con funciôn asesora y consultiva 
del Alcalde, a nivel municipal (CODECO), y del Intendante, 
a nivel regional (CODERE).
66. En Chile se dan cuatro ôrdenes de Autotutela de la legali­
dad urbanlstica; a) la restitutoria; b) la retributiva san 
cionatoria, en el orden administrativo; c) la retributiva 
pûblica de carâcter penal; d) las acciones indemnizatorias.
6 7 . La Autotutela restitutoria comprends dos tipos de medidas 
cautelares que son la paralizaciôn de la obra y la clausu- 
ra de la obra; y dos medidas restitutoriass la demoliciôn 
y la terminaciôn forzosa de edificaciones•
6 8 . La tutela sancionatoria de orden administrativo afecta tan 
to a las autoridades -Alcaldes, Directores de Obras Munic^ 
pales, Asesores Urbanistas- como a ciertos ministros de fe; 
Notariés y Registradores de la propiedad, y a los particu- 
lares infractores del ordenamiento urbanlstico.
6 9 . La tutela sancionatoria penal puede afectar a estas mismas 
autoridades y funcionarios y a los propietarios, urbanizado 
res y loteadores de terrenos que infrinjan las normas de 
parcelaciôn (loteos irregulares)•
7 0 . De las acciones indemnizatorias civiles pueden ser expresa 
mente justiciables; el Estado, las Municipalidades, los fa 
bricantes de materiales, ingenieros, arquitectos y construe^ 
tores; los Notarios y Conservadores de bienes ralces; y los 
particulares infractores de las normas urbanlsticas.
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71. La protecciôn Jurldica de los Administrados se contempla 
en la Constituciôn y se expresa en recursos jurisdicciona 
les de rango constitucional y de rango legal; y en recur­
sos administrâtivos de reposiciôn y de alzada. Los recur­
sos judiciales y administratives estân directamente con- 
templados en la L.G.U.C.
7 2 . La actividad urbanlstica en Chile comprende, sustancialmen 
te, très tipos de objetivost de carâcter tôcnico, de inte- 
rôs publico y de interés social.
7 3 . Los objefïvos tâcnicos consisten en la clasificaciôn del 
suelo y la définiciôn de sus distintos usos; la subdivision 
y urbanizaciôn; y las Normas de DiseAo y Estândares Urbanl^ 
ticos.
7 4 . Los objetivos de interés pôblico, definidos en la funciôn 
de Renovaciôn Urbana, se expresan a través de las técnicas 
de la Remodelaciôn urbana y de las Zonas de Construcciôn 
Obligatoria.
7 3 . ^ os objetivos de interés social se canalizan a través de
las acciones de saneamiento de poblaciones y, principalmen 
te, mediante la construcciôn de Viviendas Econômicas y la 
distribuciôn del Subsidio Habitacional.
7 6 . En resumen, la estructura jurldica de la actividad urbanl^ 
tica y su articulaciôn en torno a los Principios Fundamen- 
tales del D.U., permiten concluir la configuraciôn de un 
Derecho urbanlstico chileno de base principial conforme al 
esquema desarrollado en la Tercera Parte de este trabajo.
